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Gala es y honra de la literatura jurídica de América, la obra que 
el ilustrado jurisconsulto señor Doctor Ramón F. Peo viene publicando 
con el título de «Estudios sobre el Código de Procedimiento 
Civil Venezolano». Las dotes de sabio jurisconsulto y profundo 
pensador que recomiendan al doctor Feo, la lucidez de su criterio, 
la valiosa copia de precedentes históricos y datos científicos que ava- 
loran esta obra y el abundante caudal de sana y provechosa doc- 
trina que encierra, hacen que ella constituya un monumento de 
singular valía erigido á la ciencia jurídica en nuestra Patria, y que, 
en medio de la pobreza de nuestro acervo forense, vaya á conquistar 
ecos de aplauso y encomio allá en la culta Europa y á figurar con 
brillo al lado de las obras de procedimiento de jurisconsultos tan 
distinguidos y acreditados como Boistel, Rodier, Caravantes, Carré, 
Manresa, Reus y otros que gozan de justa merecida fama. 

Pertenece el doctor Feo á aquellas pléyades de juristas notables 
por sus talentos y erudicción, que en los primeros tiempos de la * 
República dieron lustre y esplendor al Foro Venezolano, haciendo, 
conocer entre nosotros los adelantos y progresos adquiridos en la 
ciencia del Derecho en naciones cultas, y las obras jurídicas de los 
más eminentes expositores, laborando con recomendable consagra- 
ción y patriotismo, por dar á Venezuela una legislación propia, 
cónsona con la actual civilización é inspirada en las de los países 
más avanzados, especialmente Francia, Italia y España. Aranda, 
Díaz, Romero, Náfiez de Cáceres, Martinez y otros, primero ; Reyes 
Piflal, Cadenas Delgado, Sanojo, Fernández Feo, Urbaneja, Michele- 
na. Viso, Barrios, Limardo y algunos más, después, forman una bri- 
llante constelación de jurisconsultos meritísimos, á quienes mucho deben 
la ciencia del derecho y la legislación en nuestra Patria. De en- 
tonces datan el alto crédito y la fama del doctor Ramón F. Feo. 
En los estrados del Foro, en la cátedm del Profesorado, en los de- 
bates de las Comisiones redactoras de códigos, en las consultas del 
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bufete, su verbo ha sido siempre luz que ha irradiado las magní- 
ficas claridades del derecho y de la justicia, dilucidando cuestiones 
arduas y complicadas, problemas jurídicos serios y trascendentales. 
A su estudio han acudido y acuden constantemente numerosos dis- 
cípulos en solicitud de su autorizada opinión ; y nosotros mismos 
recordamos, con satisfacción y gratitud, haberla oído en más de una 
ocasión para resolver con acierto puntos graves como Vocal de la 
Corte de Casación, consultas que después hemos hecho al señor 
doctor Feo en otros varios casos difíciles. 

Es el doctor Feo muy versado y competente en las diversas 
materias que informan el derecho positivo. Pero entre ellas le ha 
merecido particular predilección el procedimiento, q^ue ha sido para 
él objeto de estudios especiales y continuas lucubraciones. A nues- 
tro juicio, es estaparte del derecho la que mejor conoce el doctor 
Feo, y la en que ha alcanzado la mayor profundidad y erudición. 
A3Í era el señor Licenciado Francisco Aranda, aquel talento su- 
perior, prez de Venezuela, que dotó á ésta del primer Código de 
precedimiento judicial que ella tuvo, sancionado en 1836, obra de valor 
y mérito indiscutibles y cuyas saludables enseñanzas han llegado hasta 
nuestros días ; pues, como dice un biógrafo del Licenciado Aranda, 
aunque ese Código ha sufrido modificaciones, todavía se conservan 
el espíritu, el plan y aún las formas que su autor dio al proce- 
dimiento. Otros puntos de semejanza encontramos entre Aranda y 
Feo : la inteligencia perspicaz, la sencillez y claridad en la exposi- 
ción, la alteza de los principios y doctrinas. 

Las leyes del procedimiento judicial, decíamos no ha mucho, 
refiriéndonos á esta misma obra del doctor Feo, revisten para el 
abogado cierta importancia y gravedad y le imponen estudio y con- 
sagración especiales, por las complicaciones que ese procedimiento 
ofrece en la secuela de los juicios y por la trascendencia que en- 
traña, á tal punto, que no son pocas las causas que se pierden por 
ignorancia de su^ doctrinas y principios. No basta tener un dere- 
cho para que sea impartido : necesario es saber demandarlo, y á esto 
provee el procedixniento judicial. Coetáneo él con la constitución de 
la familia y de la sociedad, viene desde entonces sus preceptos de- 
terminando la manera de reclamar los derechos y de administrar 
justicia, mediante fórmulas tulelares y principios racionales. 

Esto explica el interés y la utilidad de la obra del doctor Feo, 
su importancia y trascendencia. Cónio corresponde él á esa labor 
meritoria y de positivo provecho para el país, lo dicen bien el afán 
con que han sido esperados estos Estudios desde que fueron anun- 
ciados por la prensa, y la avidez y deleite con que cada tomo que 
se publica es leído por magistrados, profesores y estudiantes de 
derecho. 

Han visto ya la luz pública los dos primeros tomos. Hoy se da 
á la prensa el tomo 3?, el último de los que componen la obra y 
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el que estudia los procedimientos especiales. A servirle de Prólogo 
van cx>nsagradas las presentes líneas, no en mérito de valer alguno 
de nuestra parte, sino á fuero de la cariflosa deferencia que nos pro- 
fesa el autor y de la deuda de agradecimiento que á el nos liga. 

Al estudiar la obra del doctor Feo, el más exigente habrá de 
reconocer su mérito é importancia incontestables. El tomo tercero, 
que tenemos á la vistea, viene, como los anteriores, nutrido de rica 
y fecunda doctrina desde sus primeras páginas. Leamos, y se verá 
comprobada nuestra afirmación. Refiérense ellas al Arbitramento: 
nada escapa allí á la penetración del autor. Muchos importantes 
puntos aparecen tratados con notable acierto y sabiduría. 

Muéstrase el auotr en todo el curso de este tercer tomo á la 
misma altura que en los dos anteriores. Los anlecederUes de nuestro 
derecho patrio, del español y del romano, que consigna después del 
texto de las disposiciones legales, contribuyen en gran manera á 
ilustrar éstas, y las explicaciones del sabio expositor, atinadas y pro- 
fundas, llenas de provechosa doctrina y erudición y enriquecidas con 
las opiniones de acreditados y eminentes jurisconsultos y con la 
jurisprudencia sentada por los Altos Tribunales de las naciones 
más adelantadas, fijan la recta inteligencia de la ley, aclaran las 
dudas que sobre ella pueden suscitarse y resuelven las diversas cues- 
tiones que en la práctica se presentan. En esos puntos dudosos y 
cuestionables manifiéstase el autor discreto y prudente, exponiendo 
las distintas opiniones emitidas en pro y en contra, y luego la que 
él juzga más acertada y admisible. 

Digfnos de atención especial son los comentarios á la ley sobra 
divorcio y separación de cuerpos, por ser el divorcio, en cuanto el 
vínculo, materia nueva en nuestra legislación, de interés sumo y 
de consecuencias trascendentales ; y los relativos á la ejecución de 
los actos de las autoridades extranjeras, como que ellos revisten una 
gravedad no común y se relacionan con la soberanía de la Nación ; 
leyes esas que el doctor Feo estudia con su acostumbrado buen 
criterio, contribuyendo así á una eficaz y segura aplicación. 

La brevedad que este prólogo requiere no nos permite entrar 
en apreciaciones particulares sobre otras materias de las contenidas 
en este tomo, que bien lo merecen ; pero nos haríamos extensos en 
extremo, y aún cansados. El lector inteligente sabrá hacerlas con 
su ilustado criterio. Cúmplenos sí proclamar una vez más el .mé- 
rito de la obra y encarecer su importancia. 

En verdad, no merecen el título de Prólogo estas líneas, des- 
mañadas é incorrectas, desprovistas de todo yalor é interés. Ellas 
son una nota más, que viene á unirse á otras muchas que pre- 
gonan la alteza y utilidad de esta obra ; tributo ellas sincero de ve- 
neración al maestro, homenaje del respeto y de la admiración que 
nos inspiran sus valiosas preseas de jurisconsulto erudito y de ex- 
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positor diserto y concienzudo. No ha menester, por otra parte, de 
nuestro humilde encomio la personalidad del doctor Ramón F. Feo, 
tan apreciada y prestigiosa en su patria, y j astamente respetada y 
aplaudida fuera de ella, ni de nuestro juicio desautorizado una obra 
que, por ser suya, se recomienda lo bastante, y la cual reviste cua- 
lidades altísimas que la hacen sobremodo interesante y meritoria, 
y digna de perdurable resonancia en el mundo científico. 

Maracaibo: agosto de 1906. 
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CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL 



LIBRO TERCERO 



DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 



PARTE 1^ 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES CONTENCIOSOS 



TIOTTJIjO i 



DEL ARBITRAMENTO * 



Art. 485. Las controversias pueden comprometerse en una 
6 más arbitros en número impar, antes ó después de enjuicia- 
das, con tal que no sean cuestiones sobre estado, sobre separación 
entre los cónyuges, ni sobre los demás puntos en que no cabe 
transacción. 

Si están ya enjuiciadas, en el acto de comprometer, que debe 
ser auténtico, deberán expresar las partes las cuestiones que cada 
una somete al arbitramento, si no constan ya en el juicio, el 
número de arbitros y el modo de elegirlos, el carácter de éstos, 
las facultades que les confieren y lo demás en que se acuerden 
respecto del juicio y su procedimiento. 

* Los artículos 485 á 505 del Código de 1895, correspanden en el Código novísimo á 
los 4S7 á 507 respectivamente. 
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Si no están ya enjuiciadas y no existe pacto anterior de 
comprometer, las partes establecerán el compromiso arbitral por 
documento auténtico en que conste todo lo que expresa este ar- 
tículo. 

Art. 486. Si existe pacto anterior, las partes podrán pre- 
sentarlo al tribunal, complementándolo de moao que queden llenas 
todas las exigencias indicadas. 

Pero si alguna se negare, la otra podrá presentar el docu- 
mento en que conste la obligación de ^ comprometer, expresando 
las cuestiones que por su parte quiere someter 2^1 arbitramento, 
y pidiendo la citación de la renuente, para que conteste en el 
día y hora que señale el tribunal sobre el compromiso. 

Este día será del quinto al décimo á juicio del Juez. 

Art. 487. Si el citado conviniere en la obligación, en su 
contestación hará constar las cuestiones que por su parte quiere 
someter al arbitramento. Si no conviniere cesará todo procedi- 
miento de arbitramento. 

También cesará todo procedimiento de arbitramento, cuando 
los que tratan de constituirlo no convinieren en que se le so- 
metan para su decisión las cuestiones que, respectivamente, hu- 
bieren determinado ó determinaren en la materia 6 materias de 
su diferencia. 

Art. 488. Establecido el compromiso de cualquiera de los 
modos expresados en los artículos precedentes, se procederá á la 
elección de los arbitros ante el tribunal, á la hora que el juez 
fije del tercer día hábil. 

Si no estuviere fijado el número de arbitros se entenderá 
que son tres, á menos que las partes se acuerden en uno sólo 
y lo elijan, ó establezcan el modo de elegirlo. 

Si estuviere establecido por las partes el modo de elección 
de los arbitros, se hará de la manera convenida ; y si no lo estu- 
viere, los elegirán las partes mismas si pudieren acordarse ; y 
en caso de desacuerdo, cada parte elegirá uno, y los dos arbitros 
elegirán el tercero que deba asociarse á ellos. 

Si los arbitros no pueden acordarse para nombrar el ter- 
cero, ellos mismos ó las partes designarán una persona hábil que 
haga la elección ; y si tampoco pudieren acordarse en esta de- 
signación, cesará entonces todo procedimiento de arbitramento. 

Art. 489. Si murieren ó faltaren por cualquier otro motivo 
los arbitros nombrados ó alguno de ellos, se fes subrogará del 
mismo modo como se les nombró, y se procederá de la manera 
establecida en el párrafo anterior. 
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Art. 4go. Si á la persona que haya comprometido suce- 
diere un incapaz, el nombramiento será hecho por su represen- 
tante legal, y si este fuere tutor, deberá obtener la autorización 
judicial. 

Art. 491. Los arbitros deben aceptar su encargo por* es-^ 
crito, bastando la suscrición de los mismos en el acta de su 
nombramiento. 

Art. 492. En cualquier estado de la causa ^n que las 
partes manifiesten haberse sometido á arbitros, se suspenderá el 
curso de aquélla y se pasarán inmediatamente los autos á los 
nombrados. 

ESTUDIO 127 

ANTECEDENTES 

Dbubcho Patrio. — Los ocho artículos copiados sólo tienen como co- 
rrespondientes los 341, 342, 343, 344, 345, 346 y 347 del Código de 1880, y éstos 
los 337, 338. 339. 340. 341» 342 y 343 del de 1873. Los insertos aquí, re- 
dactados bajo un pían distinto, tienen muy notables diferencias á*los citados 
de los dos Códigos anteriores, sí bien conservando en lo que concuerdan las 
mismas disposiciones. 

El artículo 162 de la Ley de Colombia de 1825 sólo se 'limita á no pri- 
var á oiogán ciudadano del derecho de terminar sus diferencias por arbitros, 
ni de transigir. 

El artículo /o ley 9, tít. 79 del Cod, de 1838 consagraba la misma disposi- 
ción de nuestro actual artículo 492. El artículo 29 decía : « El arbitramento 
deberá constar en la escritura de compromiso registrada en la Oficina del 
notario general 6 alguno de sus agentes. En ella deberá expresarse la causa 
ó negocio que se somete á la decisión de los arbitros, los nombres de éstos, 
y si deben ejercer las funciones de arbitros de derecho ó arbitradores, el 
término que se les concede para decidir, si se les da ó no facultad de pro- 
rrogarlo, si pueden nombrar tercero en caso de discordia ó los nombran los 
otorgantes, la pena á que se sujetan en caso de no cumplir la decisión que 
aquellos dieren, y si á pesar de sufrir la pena quieren aue valga siempre y 
tenga efecto dicha decisión ; si renuncian todo recurso, o si reservan alguno, 
6 prefieren nn nuevo arbitramento en caso de que las dos partes no quedeu 
conformes coü la sentencia, y todas las demás condiciones que les parezcan 
bien e^ipular; debiendo ser el compromiso escriturado de las partes la pri- 
mera regla de los arbitros y de los jueces que tengan que hacer cumplir su 
decisión. Los arbitros pondrán en seguida de la escritura la diligencia de 
aceptación, expresando su fecha.» 

Di^RKCHO EsPAÑoi<.— Z^j^ 23 Til, /9 Part, ja «Arbitros en latín tanto quier 
decir en romance como jueces avenidores que son escojidos e puestos de las 

partes para librar la contienda que es entrellos E estos avenidores 

. que desuso diximos deven ser puestos en esta guisa que aquellos que el pleyto 
quisieren poner en sus manos que digan cual es la cosa sobre que contien- 
den, si es una ó muchas ; ó si quieren meter en manos dellos todas las con- 
tiendas, que ovieren fasta aquel día. E de si deven dezfr en que manera 
otorgan poderío á los avenidores que delibren estos pleytos que ponen en su 
mano, porque ellos non han poderlo de oyrljs nin de librarlos, si no de aque« 
Uas cosas, e en aquella manera que las partes gelo otorgaren.». 
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Ley 2/, tit. /o Paít. 32^ «En manos de avenidores puede ser metido todo 
pleyto para delibrarlo, sobre qual cosa quier que sea. Fueras ende pleyto en 

3ue cayesse justicia de muerte 6 que fuese en razón de servi- 
umbre de orne 6 de libertad del 6 que fuere sobre las cosas que pertenecie- 
sen al pro comunal de algún lugar ó de todo el reyno Otros! 

dezimos que contienda ó pleyto que naciesse sobre casamiento de algunos 
non se podría meter en manos de avenidores. E eso mismo seria del pleyto 
que oviesse un orne contra otro ; ca ninbuno dellos non lo puede meter en 

mano de aquel con quien contiende Mas si por aventura las partes 

lo quiciessen meter en manos de otri puedenlo facer en qual manera quier, 
maguer sobre aquella cosa non fuesse movido pleyto en juycio ». 

Ley 25 mismos tit, y Parí,, exige que sean personas legítimas para estar 
en juicio. 

Derecho Romano.— /^<;M¿^; Patidectas, Tit, VIII, Lib. IV, « De receptis, 
gui arbitriiin receperunt, ut senientiam dicant ». 

«Sectio I Compromissum adsimilitudinem judiciorumredigitur et ad fíaien- 
das lites petinet /. 2 Paul, hb, 2 ad ed; ^ 

« Est autem compromissum conventio qui litigantes, adjecta certa poena, 
promittunt se parituros sententiae arbitri que hoc negotium in se recipit *. 

« Sectio II. Ad compromissi subtanliam perlinent ». 

« A compromissi substantiam pertinet: 19 ut de negotio de quo compro- 
mhti potest, compromitatur : 29 it i compromitant qui compromittere possunt : 
39 ut in eos arbitros compromittatur in quos possit compromitti : 40 ut 
oompromisso libera facultas judicandi et rem ad exitum perducendi arbitris 
• relinquatur : 59 ut a compromittentibus invicem utiliter cavéatur de paena 
alten proestanda ab eo qui non paruerit sententiae, aut fecerit quominus ju- 
dicetur ». 

Dicen estos textos : 

El compromiso tiene mucha aBnidad con los juicios, y su objeto como 
el de estos, es terminar los litigios. 

Un compromiso es una convención por la cual los litigantes se someten 
bajo ciertas penas á ejecutar la decisión que libre aquel que ha aceptado las 
funciones de arbitro. 

Las condiciones requeridas para la validez de un compromiso son : la que 
se refiera á objetos sobre los cuales es permitido comprometer ; 2a qué las 
partes puedan comprometer ; 3a que escojan para arbitros á personas civil- 
mente capaces de serlo ; 4a que les den la facultad de juzgar la causa y de 
hacer ejecutar su sentencia ; 5a que ellas se impongan recíprocamente una pena 
que sufra la parte que impida á los arbitros juzgar, 6 que se niegue á la 
ejecución de su sentencia. 

Después sigue el tratado de las Pandectas de un modo extenso sobre esas 
condiciones. 

E2cs=aLa:o.^czo2rss 

Matefias del Libro III, Entramos en el Libro III de este Código, consa- 
grado á los Procedimientos especiales, esto es, que se separan en algo ó en 
mucho del del juicio ordinario ; y comienza por el arbitramento, que es una 
materia importante. 

Etimología déla palabfa. Sobre la etimología de la palabra observa Ca- 
ravantes, que según Millet, viene de la latina adbitcf compuesta de ad y el 
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antiguo verbo biio ; pero que más generalmente se cree derivada de arhihium 
arbitrando, arbitratus,- porque el arbitro es elegido por voluntad 6 arbitrio 
de las partes, 6 porque se pone en su mano la decisión del negocio. 

Definición. El a:bitramento 6 juicio de arbitro no es otra cosa que la 
discución del negocio controvertido entre las partes, ante personas privadas á 
cuya decisión lo someten, por mutuo acuerdo o consentimiento. 

Ofigen, Filosóficamente considerado |el origen del arbitramento, dice el 
mismo Caravanies^ debió ser uno de los primeros medios y prácticas de la 
humanidad para dirimir las diferencias con menos dispendios y mayor 
expedición, ocurriendo á amigables componedores, por voluntad de ambas 
partes. Históricamente encuentra que fue conocido en los tiempos más re- 
motos y en los pueblos primitivos. Hállalo en la misma mitología para la 
elección de Paris para decidir como arbitro sobre la belleza de Venus, Juno 
y Minerva ; y ppr los textos que cita, entre los hebreos, entre los atenienses y 
Esparta ; y llegando al derecho romano juzga que adquirió los verdaderos ca- 
racteres de una institución judiciaria desde las leyes de las XII tablas. En 
cuanto al Derecho Español indica disposiciones, así de los Códigos generales 
desde el antiguo Fuero Juzgo, como en los Fueros provinciales y municipales. 

«El derecho de preferir á la jurisdicción ordinaria de tribunales insti- 
tuidos por la ley, el medio privado de los arbitro?, dice Boitard, deriva total- 
m^te del derecho de obligarse ó del derecho de enagenar. Se comprende 
fácilmente que cuando se trata de un derecho al cual me es permitido renun- 
ciar gratuitamente, con mayor razón ha de serme lícito, si ese derecho me es 
disputado, subordinar su conservación ó su pérdida al examen que deben 
hacer personas particulares de mi elección. Se comprende que en tal caso, 
para evitar los gastos, las dilaciones, los inconvenientes mismos que la pu- 
blicidad puede causarme, pueda yo, cuando soy libre de enagenar ese dere- 
cho ijor mi voluptad privada, acordar con mayoría de razón, el derecho de 
examinarlo, de debatirlo, á arbitros elegidos por mí. De aquí esta primera 
idea : que la capacidad plena y entera de enagenar, es una condición esen- 
cial de la capacidad de comprometer. Comprometer, agrega : veis la etimo- 
l<^a de esta palabra /;^w^/^y con, promete? junios, conwexAx ensometu-se á la 
decisión de arbitros escojidos en común. £1 compromiso, ó la con 'ención 
por la cual las partes someten una causa á arbitros, no es, pues, en ef fondo 
sino una obligación, una enagenación, una liberación condicional ; cada pa^^te 
se obliga desde luego á reconocer como buena la decisión librada por K " 
arbitros escojidos,' salvo los recursos que la ley admite contra tal decisión)»:, 

En niiestra ley no se encuentra ninguna disposición consagrada á desarro- 
llar aquella primera idea, que sin duda es fundamental en la materia. Te- 
nemos pues que examinar los límites en que se encierra el derecho de com- 
prometer, á la luz de los principios establecidos en nuestro Código Civil. 

Capacidad pata comprometer. La primera consecuencia del enunciado 
principio, es que el menor, privado de capacidad por aquel Código, no puede 
comprometer. Al padre y á la madre cuando ejercen respectivamente la 
patria potestad, les prohibe el dicho Código todo acto que exceda de la simple 
administración, y necesitarían autorización judicial, con conocimiento de causa 
para poder comprometer á nombre del menor. Y al tutor le somete el 
citado Código á la misma autorización judicial, previas las formalidades lega- 
les, así para comprometer como para transigir. 

Las mismas disposiciones se aplican al entredicho, á quien la ley somete 
á tutela con el mismo rigor que la del menor. 

En cuanto al pródigo, si la inhabilitación es sólo para las actos graves 
que pueden envolver enagenación, tampoco podrá comprometer, ni su repre- 
sentante sin la autorización judicial ; pero podrá hacerlo en cuanto sólo .se 
trate de pura administración, como sobre algún alquiler, á menos que tam- 
bién para estos actos necesite la intervención de curador, 



Digitized by 



Google 



-8— 

La raiiger casada no puede ejercer ningún acto déla vida civil» [salvo 
excepción] ni estar en juicio, ni euágenar sus bienes *ni obligarse sin licen- 
cia de su Hiarido : no puede, por tanto, comprometer sin tal licencia. Y 
creemos que si se trata de inmuebles, aun estando separada, necesitará la 
autorización judicial á más de aquella. 

En cuanto al menor emancipado, conforme al dicho Código Civil para 
todo acto que exceda de la simple administración, necesita la autorización 
del curador y la aprobación judicial ; y por lo mismo las necesitarían tam- 
bién para comprometer. 

Difef enría entre transigh y comprometer. Bien se concibe que la facultad 
de comprometer es más grave y más peligrosa que la de transigir. Cuando 
se transige se conoce con precisión el sacrificio que la persona se impone al 
suscribir; pero cuando se acepta un compromiso se obliga con anticipación á 
someterse á una decisión desconocida que puede imponer sacrificios imposi- 
bles de calcular de antemano. La ley hace diferencia entre los dos actos ; y 
por eso en el tratado de mandato el Código citado, declara expresamente que 
el poder para transigir no envuelve el de comprometer ; lo cual es exigir al 
mandatario, cláusula expresa para poder convenir en un arbitramento. 

Por supuesto que ni el fallido ni quien ha hecho cesión de bienes, á 
quien la ley niega ya la facultad de disponer de sus bienes y contraer obli- 
gaciones sobre ellos, pueden comprometer. Y los síndicos y representantes 
de la maea de bienes, que no son sino administradores, tampoco lo podrán, 
á menos que el Juez les conceda alguna autorización especial para algún 
determinado asunto. 

Y en general puede decirse que todos aquellos que no tienen la libre 
facultad de enagenación, y no son sino simples administradores, como el he- 
redero beneficiario que no ha aceptado aún la herencia, los curadores de una 
sucesión, los puestos en posesión provisoria de bienes de un ausente, no pue- 
den por consiguiente, comprometer. 

Materia del arbitramejito. Empieza el título que estudiamos declarando 
en el artículo 485 que las controvercias, antes ó después de enjuiciadas, 
puedan comprometerse en uno ó más arbitros, en número impar, con tal que 
no Sean cuestiones de estado, ó de separación de cónyuges, ni sobre los de- 
♦■-ás puntos en que no cabe transacción. Puesto que el derecho de compro- 
meter se deriva del de enagenar y contratar ; como este tiene el límite esta- 
blecido en el artículo 49 del Código Civil, según el cual no pueden relajarse 
por convenios particulares las leyes en cuya observancia se interesan el orden 
público y las buenas costumbres, dedúcese lógicamente que no pueden com- 
prometerse asuntos en que existe ese interés, como tampoco pueden ser ma- 
teria de transacción. Por consecuencia de lo cual, las cuestiones sobre 
estado de las personas, su filiación, su leeitimidad ó ilegitimidad, su matri- 
; monio, sus derechos de familia, divorcio o separación de cuerpo', .separación 

de bienes, arreglo de cuentas de juego de envite ó azar, no pueden ser some- 
tidos á arbitros. 

Conseaiencía de los dos vicios. ¿ Cuáles son los efectos legales de los dos 
vicios indicados, á saber, incapacidad ó falta de facultad para comprometer, 
y materia prohibida del compromiso? En uno y otro caso, la nulidad de 
éste, por falta de condición esencial para su validez, con quebrantamiento de 
la ley. 

Exigencia de la ley. En el supuesto de estar ó no enjuiciadas las cues- 
tiones, y no exista pacto anterior de comprometer, exige la ley : que el acto 
de comprometer sea auténtico, que expresen las partes las cuestiones que 
cada una somete al arbitramento, si no constan ya en el juicio [caso de 
haberse iniciado] el número de arbitros y el modo de elegirlos, el carácter 
de éstos, las facultades que les confieren y lo demás en que se acuerden 
í respecto del juicio y su procedimiento. 
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Cuales S071 las esenciales. Teniendo en consideración que de esas condicio- 
nes la ley misma suple la falta de algunas, las cuales son : el número de 
arbitros y su modo de elección, su carácter y el acuerdo respecto del juicio 
y su procedimiento, como lo veremos ; resulta que son esenciales las no su- 
plidas, que vienen á ser : la autenticidad del compromiso, las cuestiones de una 
y otra pa>te, el nonih amiento Judicial de los arbitros y las faailtades que les 
confieren y inclusa su duración. 

Existencia de pacto anterior. Entra luego la ley á establecer el modo de 
proceder, cuando existe pacto anterior de compromete}. ¿Y qué valor le dá ? 
En Francia, donde la ley dice : que el compromiso debe contener el noiubre 
y apellido de las partes y los puntos sobre que ha de recaer su decisión 
bajo pena de nulidad ha sido discutida la validez de la cláusula compromi- 
saria puesta en algunos contratos, por la cual se obligan de antemano los 
contratantes á someter á un arbitraje «las dudas y controversias que surjan 
de la inteligencia ó ejecución de su contrato. Según vemos ¡en varios auto- 
res del Derecho procesal, Pardessus, Carré et Chaveau, Goubeau, Mon- 
galviy Curasson, Vatisniesnil, Rodier y Bellot sostienen la validez,; porque 
aquella cláusula, á su juicio, nada contiene contrario á la ley, ni al 
orden público y las buenas costumbres. Pero Mcdin, Colmet D' Ange, 
Boita^d, TominCy Boistel, Boutbeau, Alozet, Frominville, Delounde y Ron- 
seau et Laisney, sostienen la nulidad, fundándose, entre otros motivos, en 
que es contrario al orden público prescindir de la jurisdicción de los 
tribunales ordinarios por una simple fórmula que no regla la constitución 
del tribunal arbitral que se quiere sustituir á aquella. Estos últimos autores 
citan numerosas decisiones de la Corte de Casación y otras, que pronuncian 
en imo y otro sentido. Y Colmet D' Ange sobre Boitard en su edición de 
1885 concluye así: « La jurisprudencia después de muchas vacilaciones, aplica 
hoy rigurosamente el artículo 1006 [ francés ] y anula la cláusula compro- 
misaria. 

Fuerza del pacto. Nuestra ley parece dar algún valor legal á la cláusula 
compromisaria, desde luego que manda pre.santarla por las partes al Tribu- 
nal para que la complementen llenando todas las exigencias que quedan in- 
dicadas para la validez del compromiso. Pero eso mismo está diciendo que 
no le dá la fuerza de este, por juzgarlo insuficiente para el efecto de la 
completa validez. Entonces ¿cuál es el modo de verla, según nuestra ley? 
Como la ve Manresa y Navarro^ como una obligación de hacer, que resuelve 
aquélla, no por pago de perjuicios, sino poniendo cese al procedimiento de 
arbitramento [ no perfeccionado este] y dejando abierto el de los tribunales 
ordinarios. 

Y en efecto, se trata de que personas particulares, que ninguna autoridad 
revisten, que no tienen ningún cargo público, queden investidos del poder 
de conocer, de decidir cuestiones entre partes ; y si la ley atendida la anti- 
güedad y crédito de la institución, la permite á las partes, juzga necesario 
exigir los requisitos indispensables para que todo sea válido y correcto, y lo 
deja en manos délas partes mismas. No los llenan, no los quieren llenar; 
pues no existe la voluntad de las dos partes y falta la base del convenio 
arbitral que ha de dar poder de conocer á los particulares que se nombra- 
ren. Eso es perfectamente lógico, perfectamente jurídico, y conveniente en 
los requisitos que se exigen para la validez de los contratos. Sin la credencial 
legal, los arbitras siguen siendo simples particulares. 

Por eso la ley manda presentar la demanda compromisaria al Trjbunal,' 
para que las partes llenen todas las exigencias legales para un arbitra- 
mento formal. No lo hacen, pues cesa el procedimiento arbitral. ¿Se niega 
alguna? pues cesa también. 

Competencia f Dar á un pacto arbitral de un contrato, la fuerza del do- 
cumento auténtico de arbitramento, sería contrario al propósito de la ley, y 
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exponer á complicaciones futuras. Supóngase que demandado uno por el 
cumplimiento de una obligación que contrajo en el contrato que lleva el 
pacto arbitral, ante el Tribunal ordinario, le ocurriese oponer la excepción de 
incompetencia de tribunal invocando aquel pacto ¿ no sería un absurdo atri- 
buirle competencia á un tribunal arbitral, que no existe porque no está 
formado legalmente todavía? Evidentemente. Es preciso que uno y otro 
tribunal existan verdaderamente, y que pueda cada uno promover la cuestión 
de competencia entre jueces. La excepción no podría tener lugar. 

Co7i/iiszafies postiles. Hay más : la cláusula compromisaria puesta en un 
contrato de obras de arquitectura ó de ingeniería ú otras semejantes, pu- 
diera conñindirse con un pacto de peritaje!; pnes las mismas disposiciones 
legales sobre el arrendamiento de obra mandan apelar en ciertos casos aljuicia 
de peritos. La cuestión sobre si sea arbitraje ó experticia lo pactado, puede 
llegar á tener interés para la facultad* del contratante, si ha obrado como 
mandatario ; pues éste necesita cláusula expresa para comprometer en arbitro, 
mientras que la general de celabrar contratos sería bastante á nuestro juicio, 
para estipular el peritaje en asuntos en que estuviese indicado por su na- 
turaleza misma. En el fondo pueden uno y otro dar idéntico resultado; 
pero en esencia será diferentes, porque en el uno hay facultad para decidir 
sobre el derecho, y en el otro sólo para resolver cuestiones de hecho : así 
como en la forma lo son también, tanto por el procedimiento como por los 
recursos que dan las leyes. Pero si las cuestiones previstas en la cláusula 
compromisaria son de hecho : verbi-gracia— fijar el número de metros cúbicos 
de mampostería ejecutados y decir si están bien ó mal hechos ; ó de cortes 
ó de rellenos practicados; determinar lo correcto ó incorrecto de los niveles 
etc., será el nombre que las partes hayan dado á la operación lo que de- 
cida? Claro es que todo dependerá de las circunstancias. 

Nombfamie7ito de los arbitros. Arreglado en toda forma y con todos sus 
requisitos el documento de arbitramento, se procede al nombramiento de los 
arbitros, aqte el Tribunal, el día y hora que éste fije. Si no estuviere fijado 
el número de los arbitros^ se entenderá (jue son tres, á menos que las par- 
tes se acuerden en que sea uno y lo elijan ó establezcan el modo de ele- 
girlo. Si no estuviere fijado el modo de elección de los arbitros, los elegirán 
las partes mismas, y si no se acordaren cada parte elegirá uno, y los dos 
arbitros el tercero. Pero si el modo de elección fué convenido, se obrará 
de conformidad con este. Si los arbitros no pudieren acordarse en la elec- 
cción del tercero, ellos 6 las partes designarán persona hábil que haga la 
elección. Y si tampoco pudieren acordarse cesará todo procedimiento de ' 
arbitramento. 

Copio se supleft. La falta de los arbitros por muerte ú otra causa, se 
llenará haciendo la elección del mismo modo que se nombró, procediéndose 
como queda dicho. De modo que si falta un arbitro elegido de común 
acuerdo, se sustituye con otro que se nombre de común acuerdo : si falta el 
nombrado por una de las partes, esa misma nombrará el sustituto ; y si taita 
el tercero, se sustituirá con el que se nombre del mismo modo que se eligió 
el que falta. 

Si al que suscribió un pacto de comprometer, sucediere un incapaz, el 
nombramiento de arbitros lo hará su representante legal, obteniendo la au- 
torización judicial si fuere tutor. 

La aceptación de los arbitros ha de hacerse por escrito, bastando su 
suscrición en el acta en que se les nombró, 

Siispe7isi6n de la causa pot el arbih amento. Sea cual fuere el estado de 
la causa en que las partes hayan sometido su negocio á arbitramento, al 
manifestarlo al Tribunal, éste suspenderá el curso de aquélla y pasará inme- 



Digitized by 



Google 



— ri— 

dialamente los autos á los nombrados. V debe entenderse que todo está hecho 
ya, incluso el nombramiento de los arbitros ; pues no podría cumplirse esta 
disposición si no están nombrados los que deben recibir el expediente, del 
cual deben dar el correspondiente recibo. 



Art. 493. Los arbitros sonde derecbo ó arbitros arbitradores. •'^J\'\^f, 

Los primeros deben observar el procedimiento legal, y en la sen- '* ^' 

tencia, las disposiciones del derecho. Los segundos procederán con 
entera libertad, según les parezca más conveniente al interés de 
las partes, atendiendo principalmente á la equidad. 

Las partes pueden conceder á los arbitros de derecho las fa- 
cultades que tengan por conveniente respecto del procedimiento- 
y sujetar á los arbitradores á algunas reglas en el mismo punto. 

Si en el compromiso no se indica de alguna manera el ca* 
rácter de los arbitros, se entiende que son arbitros arbitradores. 

Art. 494. No pueden ser arbitros de derecho los que no sean 
abogados ó procuradores titulados, ni los jueces que, según la 
naturaleza de la causa, debieran conocer de ella en cualquiera 
instancia ; pero en los negocios mercantiles, podrán serlo también 
los comerciantes. 

Arbitro arbitrador puede serlo cualquiera persona hábil, in- 
clusos los mismo jueces. 

Art. 495. Aceptado el nombramiento, los áfbitros deben pro- 
ceder á desempeñar su encargo inmediatamente, y podrán ser 
apremiados al efecto con multas de cien bolívares por el respec- 
tivo Juez. 

Art. 496. De la recusación de los arbitros conocerá el mismo 
Juez designado en el artículo final de esta Sección. 

Art. 497. Los arbitros pueden encomendar los actos de sus- 
tanciación á uno de ellos, si no lo prohibiere el compromiso. 

Art. 498. Los tribunales ordinarios, las oficinas de registro 
y demás autoridades públicas están en el deber de prestar á los 
arbitros toda la cooperación que sea de su competencia para que 
puedan desempeñar bien su cargo. 

Art. 499. Los arbitros deben sentenciar dentro del término 
que se les señale en la escritura, y no podrán hacerlo después 
si no se les prorroga, ó sin prorrogarlo primero ellos mismos, 
cuando se les haya dejado esta facultad, determinando el que 
consideren necesario. Si en la escritura no se ha tenido presente 
la asignación del término, los arbitros de derecho tendrán el que 
tendría el tribunal ordinario para la sustanciación, y los arbitra- 
dores tendrán quince días más. Pasado el término, los arbitros 
no podrán continuar en su encargo si las partes no le concedie- 
ren otro. 
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Art. 500. Las partes pueden constituir tribunales de arbitra- 
mento que conozcan en segunda y aun en tercera instancia, de 
la sentencia pronunciada en primera por los arbitros de derecho. 

Si no los hubieren establecido, las apelaciones se dirijirán á 
los tribunales que en la jurisdicción en que se ha seguido el 
juicio arbitral estén llamados á conocer de la apelación, siempre 
que en el compromiso no hayan alterado las partes el procedi- 
miento legal. 

En caso contrario, se entiende renunciado el derecho de ape- 
lación, si no está constituido por las partes el Tribunal de alzada. 

Art. 501. De la sentencia pronunciada por arbitros arbitra- 
dores no se da apelación, y si las partes se hubieren reservado 
este derecho, no podrán llevar el recurso, sino ante otro Tribunal 
arbitral que previamente hubieren constituido. 

ESTUDIO 128 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.—Los artículos insertos correspondeu á los 348, 349, 
350, 351» 352, 353, 354, 355, 357. 35» ^^/ Código de 1880 j iguales á los 344, 345, 
346, 3*7, 348, 349, 350, 351, 353 y 354, ^^1 de 1873 ; pero no son conformes en el 
orden con los copiados, y contienen además disposiciones sobre el proceder 
de los terceros en discordia. 

Del aítículo s al 11 de la Ley g Til, VII del Cod. de /á^á* se encuentra la 
base de donde partieron los del Código de 1873 y 1880, con variaciones, pero con- 
servando íntegras algunas de sus disposiciones. 

Derecho Español.— Z,^' 2j Tit. ¿f.^, ParL ja . . . «E estos [los arbitros] son 
en dos maneras. La una es quando los ornes ponen sus pleytos é sus con- 
tiendas en mano dellos, que los oyen é los libren según el derecho. E en- 
tonces, decimos que tales avenidores como estos desque recibieren e otorgaren 
de librarlos assí, que deven andar adelante por el pleyto. También como si 
fuesí^n jueces ordinarios, faciéndolos comenzar el pleyto, ante sí por demanda 
é por respuesta, e oyendo e recibiendo las pruebas e las razones e las defen- 
siones que ponen cada una de las partes. E sobre todo deven dar su juicio 
afinado, según el entendieren que lo deven fazer de derecho. La otra manera 
de jueces de avenencia es á que llaman en latín arbitradores, que quiere 
tanto dezir alvedriadores e comunales amigos, que son escojidos por avenencia 
de amas las partes para avenir e librar las contiendas que ovieren entre sí, en 

?[ualquier manera que ellos tovieren por bien. E estos á tales, después que 
ueren escojidos e ovieren recibido los pleytos e las contiendas, desta guisa 
en su mano, han poder de oyr las razones de amas las partes, e de ave- 
nirlas en qual manera que quicieren. E maguer non ficiessen ante sí comen- 
zar los pleytos por demanda e por respuesta e non catassen aquellas cosas 
que los otros jueces son tenidos de guardar, con todo eso valdría el juicio 
o la avenencia que ellos ficiessen entre amas las partes, solo que sea hecho 
á buena fé e sin engaño. Ca si maliciosamente o por engaño fuesse dada la 
sentencia, devese enderezar e enmendar según albedrío de algunos omes bue- 
nos que sean escojidos para esto de los jueces ordinarios de aquel lugar do 
tal cosa acaesciesse >». 

Ley 27 Tit, j Parí, ja. « Dia cierto señalando las partes á que puedan los 
avenidores librar por juicio los pleytos que meten en manos dellos, deci- 
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mos que fasta aquel día lo pueden fazer. Fueras ende si les oviessen otor- 
gado poder que si les acaesciesse | algún embargo porque non pudiessen 
dar juicio fasta aquel 'día que señalaron que ellos pudiessen otorgar el tiem- 
po .. . Mas si las partes noa señalasen plazo sin día cierto á que los jusga- 
dores librasen el pleyto, entonce decimos que lo deven librar lo más alna 
que pudieren, de manera que non se aluenguen, desde el dia que lo recibieron, 
más de á tres años. Ca si deste tiempo adelante quiciessen usar de su oficio 
non lo podrían fazer ». 

DHRfíCHo Romano. — Potli. § III, VI. « In quamlibet pervsonam corapromitti 
potest . . . VII. Sed ñeque in pupillum, ñeque in furiosum aut surdum aut 
mutum compromitettur ; ut Pomp. lib. 33 scribit susp 1. 9». 

«f XI. Illud demum compromissum valet, quo libera sententise dicendae facul- 
tas arbitris relinquitur ». 

« XIII. Ut compromissum valeat, de pcena vicissim utrinque caveri debet ; 
si sententiae non stetur, aut fiat quomimus judicetur» . 

Dicen estos textos : 

VI. En un compromiso se pueden nombrar por arbitros cualesquiera per- 
sona . . . VII. Pero no puede escogerse para arbitro ni un pupilo ni un loco, 
ni un sordo, ni un mudo, como dijo Pomp. 

XI. Un compromiso no vale sino cuando se ha dejado á los arbitros la 
libertad de decidir. 

XII. Para que un compromiso sea válido es necesario que contenga 'una 

Sena recíprocamente estipulada contra aquella de las partes que impida á los 
rbitros juzgar, 6 que rehuse ejecutar su sentencia. 

División de los arduras. Consagra nuestra ley la división conocida de 
atrás, de los arbitros, en arbitros de derecho y arbitros arbitradores, que tam- 
bién se llaman amigables componedores. Diferéncianse en que los primeros 
están obligados á observar en la sustanciación el procedimiento que la ley 
establece, y en las decisiones las disposiciones de derecho, de modo que han 
de obrar como los jueces : mientras que los segundos proceden libremente se- 
gún lo estimen más conveniente, oyendo sí á las partes, y consultando el 
interés de ellas para ahorrarles tiempo, gastos y molestias ; y deciden aten- 
diendo principalmente á la equidad sin someterse al rigor del derecho. 

Quienes no pueden ser árbihos juris. La misma ley dice que no pueden 
ser arbitros de derecho los que no sean abogados ó procuradores titulados, ni 
los jueces que, según la naturaleza de la causa, debieran conocer de ella en 
cualquiera instancia ; pero que en los negocios mercantiles también pueden 
ser arbitros los comerciantes. Por supuesto que, aparte tales condiciones, 
los elegidos deben ser personas hábiles y no tener defecto corporal que les 
impida el cumplimiento del cargo. Al paso que para arbitrador basta tener 
esa habilidad, y pueden serlo hasta los mismos jueces. 

Omisión del catáder. Cuando las partes no han indicado en el compro- 
miso el carácter de los arbitros, la ley entiende que son arbitradores, lo cual 
parece ser natural. 

Desempeño del cargo. Aceptado el encargo deben proceder los arbitros in- 
mediatamente al desempeño de su encargo ; á lo cual pueden ser compelidos 
por el respectivo Juez, con multas de cien bolívares. Esto confirma la ne- 
cesidad de la intervención del Juez, para procurar la efectividad del arbitra 
mentó. Y como los arbitros pueden ser recusados, según nuestro Título de 
recusación, la ley dice que es ese mismo Juez competente el (jue hade CO' 
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Sustanciacióyi. También da la ley á los arbitros la facultad de encomen- 
dar los actos de sustanciación á uno de ellos, si el - compromiso no lo pro- 
hibe. Así se facilita la sustanciación, que en los tribunales colegiados se 
deja al Presidente. E impone á los tribunales ordinarios, á las Oficinas de 
Registro y demás autoridades públicas, el deber de prestar á los arbitros 
toda la cooperación Ide su competencia, para el desempeño de su encargo. 
De otra manera no podrían evacuar pruebas, obtener copias, etc. 

Facultad de las paries manto á procedimiento. Las partes pueden, no obs- 
tante conceder á los arbitros de derecho, las facultades que tengan á bien 
respecto al procedimiento : como por ejemplo, autorizarlos para no admitir 
otras pruebas que posiciones, documentos públicos, auténticos y aun privados, 
facturas, cuentas, etc. ; experticias y vistas oculares ; pjermitirle admitir ex- 
posiciones escritas de testigos sin necesidad de ratificaciones pero con poder 
de informarse privadamente de su veracidad, etc. 

Pueden también las partes sujetar á los arbitradores á algunas reglas en 
el procedimiento : verbi-gracia, imponerles el deber de oir dos veces á las 
partes en el acto de contestación, para conocer sus respectivas réplicas ; 
imponerles la evacuación de las pruebas de testigos ante los tribunales para 
repreguntarlos ; aceptar como prueba la correspondencia de las partes, mien- 
tras no sea tachada de falsa alguna carta. 

Citaciones de saneamiento, ¿Podrán los arbitros aun siendo de derecho, 
admitir citaciones de vSaneamiento y darles curso? Si no lo contiene la es- 
critura compromisaria, no podrían oirías, y aun así, si los que han de citarse no 
la suscribieron, uo podrán los arbitros obligarlos porque ellos son jueces privados 
de las partes que los eligieron, y no de terceras personas. 

Reconvencmi. ¿Podrán oir y dar curso á una reconvención que se 
proponga en la contestación de la demanda ? La regla de los arbitros es la 
escritura compromisaria ; y sería preciso que esta los facultase expresamente 
ya que las cuestiones han de venir expresadas en aquella escritura. 

Excepcio7ies dilatorias. ¿ Pueden los arbitros admitir y resolver excep- 
ciones dilatorias? Los arbitradores, aunque dispensados del procedimiento 
legal, no están facultados para obrar de tal modo á su capricho, que prescindan 
en absoluto de lo más esencial y aun trivial, para poder imponerse del 
asunto y decidir con audiencia de las partes. Deben oir siempre á estas 
aun en sus excepciones dilatorias, pero en virtud de sus facultades, pueden 
decidirlas de plano sin más sustanciación, si las partes no las han sometido 
á algunas reglas que deben observar. En cuanto á los arbitros de derecho, 
que están sometidos á las leyes de procedimiento, como cualquier Juez, cree- 
mos que deben admitir y fallar cualquier excepción dilatoria que se oponga, 
inclusives las de cosa juzgada y aun de su propia competencia. Respecto 
de esto último dicen Ronseau y Laisney lo siguiente: «Una sentencia de la 
Corte de París de 13 de diciembre de 1808 había decidido que los arbitros 
no podían fallar sobre su propia competencia, y que la cuestión debía ser 
reservada á los tribunales. Esa decisión se apoyaba principalmente en que 
la cuestión de competencia no podía estar indicada en el compromiso, entre 
los objetos del litigio; pero la jurisprudencia ha sido constante deápués, en 
admitir que todo Juez, aun de excepción, puede estatuir sobre su propia 
competencia, y que los arbitros tienen, por tanto, facultad para hacerlo. Ade- 
más, la cuestión de competencia puede ser considerada como implícitamente 
comprendida en los términos del compromiso [Casación 28 julio 1818. — Catre 
2328 ; Favatd Rep. Sec. I % i No 7 ; Mongalvi, no 52 ; Bourbeau p. 488 ; 
De Couder no 66]. Agregan luego los dichos autores; «Los arbitros no son 
nunca jueces de la validen de sus poderes, porque nadie puede crearse un 
título á sí mismo [París 25 de marzo de 1814; 9 de enero de 1838; Cas. 2 
de agosto de 1842; Chanveau sur Carré P. 2381»]. De modo que si la ex- 
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cepción de imcompetencia envuelve la validez del compromiso de donde de- 
rivan los arbitros sus poderes, no podrán conocer de .'tal excepción, y co- 
rrespondería esclusivameute á los tribunales. 

Tacha de doaimentos. ¿ Podrán promoverse ante los 'arbitros incidencias, 
como la tacha de documentos por falsedad civil ; y secuestro, arraigo 6 
afianzamiento ? Respecto de los arbltradorcs. salvo estipulaciones de las par- 
tes sometiéndolas á reglas aplicables al caso, ellos obran libremente aten- 
diendo al interés de las partes. En cuanto á los arbitros de derecho es 
indudable que deben admitirlas, sustanciarlas y decidirlas legalmente, por la 
razón que tenemos expuesta. Más, si debiere darse ejecución á alguna in- 
teilocutoria, los arbitros deberán pasarla autenticada al Tribunal llamado á 
ejecutarlas para que con las formalidades legales proceda á ello. 

Pfomodón, En materia de promoción de pruebas, debe hacerse en el 
lapso y con las mismas formalidades legales, ante los arbitros de derecho ; 
y la admisión de ellas se arreglará á las disposiciones de los respectivos 
Códigos Civil y Mercantil, según sean una ú otras la materia del arbitra- 
mento. Siendo la jurisdicción mercantil plena, según declaratoria expresa de 
nuestro Código, no puede ser de otro modo : por eso es que la ley acepta 
á los comerciantes para el encargo de arbitros en los asuntos mercantiles. 

Sustanciación, En lo que toca á sustanciación, los arbitros pueden enco- 
mendarla á uno de ellos, como se los permite la ley. Pero sea el Tribunal 
todo, sea ese encargado, tienen que librar comisiones á los tribunales ordi- 
narios para la evacuación de toda prueba en que haya de intervenir cualquier 
tercero, que puede desconocer al arbitramento y no obedecerlo. Las pruebas 
en que sólo intervienen las partes, como inspecciones oculares, posiciones, 
juramento decisorio, bien pudieran evacuarlas por si mi.smos los arbitros. 

Actas, Los arbitros deben levantar acta de todos sus actos, desde que se 
constituyen. En Francia, según algunos autores, se acostumbra reunirse en 
la casa del de más edad, y cuando tienen una misma profesión en la del 
más antiguo en ella. Y las actas son redactadas por el más joven. Esta 

Sráctica no impide que puede presidir otro de ellos, y servir de Secretario 
asta un tercero que designen,. 

Sentencia, Terminada la sustanciación proceden los arbitros á la vista 
y sentencia, con todas las formalidades legales, si son de derecho, ó del 
modo que estimen más conveniente á las partes, pero sin dejar de oirías 
[si quieren informar] si son arbitradores. Pero unos y otros deben librar 
su fallo dentro del término fijado en el compromiso, sin poder hacerlo des- 
pués, por haber concluido sus poderes ; á menos que las partes de común 
acuerdo prorroguen dicho término, ó que previamente lo prorroguen ellos 
mismos, si en el compromiso se le ha dado tal facultad. 

Si las partes no han fijado término en el compromiso, se entenderá 
' entonces que los arbitros de derecho tienen todos los lapsos que la ley 
acuerda á los jueces ordinarios para la sustanciación ; -y los arbitradores 
quince días más que aquellos. Pasada la prórroga, si la hubo, ó pasados 
esos términos que acabamos de indicar, cesa el encargo de los arbitros, si 
las partes no le concedieren otro lapso. 

Térmifws. Los términos deben empezar á contarse desde el día de la acep- 
tación de todos los arbitros ; pero las partes pueden fijar otro punto de par- 
tida ; por ejemplo, el día de la constitución del arbitramento ó el de la con- 
testación etc. 

Surge aquí la cuestión de si los días invertidos en las incidencias deben 
ó no contarse en el término total fijado en el compromiso. Siguiendo la 
opiaión de Chaveau stir Cafre y de Rodier, citados por Rouscau et, Laisney^ 
creemos del caso la siguiente distinción. Si de la incidencia conocieron los 
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arbitros, deben computarse en el término aquellos días. Más, si la inci- 
dencia sacó el expediente de la mano de aquellos por corresponder al Tri- 
bunal competente, como en una recusación, no puede hacerse tal computación. 
Lo mismo creemos en cualquier otro caso semejante, como en la sustitución 
de un arbitro que faltó. No estaba enf manos de los arbitros aprovechar 
aquellos días. 

Por supuesto que en los términos no se cnentan los días feriados, ni 
aquellos que por enfermedad ú otro impedimento, no hayan podido dar au- 
diencia los arbitros ; días que harán constar en el mismo expediente. 

Proceder paf a senieyída. . Veamos ahora cómo han de proceder los arbitros 
para acordar su laudo. Según la ley, ó es uno sólo el arbitro, ó son varios 
en número impar : en el primer caso, ninguna dificultad hay para que con 
las formalidades legales se hagan relación, informes y réplicas, si el arbi- 
tramento es de derecho ; y si es un arbitrador, para que oyendo á las partes del 
modo más conveniente, entren á dictar su fallo. Si son varios, como la 
sentencia han de acordarla en reunión y conferencias de todos, y las cues- 
tiones están expresadas en el documento compromisario, tendrán que discutir 
hasta que haya mayoría para dictarla dentro del lapso señalado, después de 
observadas las formalidades legales, si son de derecho los arbitros, y si son 
arbitradores las que para el caso acuerden para oir las partes. Si algu- 
no disiente podrá salvar su ^ oto, como se hace de ordinario ; y si todos 
estuvieren en disidencia y venciere el término, sin acordarse, claro es que 
no habrá sentencia, y cesará el encargo. Para decidir los nombraron : 
y será extraño que no pudieren fallar ; pero habrá que respetar los dictados 
de la conciencia de cada cual. 

Antes, el tercero era para el caso de discordia, y entraba á fallar sólo 
cuando di.sentían los otros dos ; para lo cual la ley misma le daba quince 
días. Entonces al tercero tocaba únicamente resolver la dicidencia, y nada 
más. 

Apelaciones. Veamos ahora lo relativo á apelaciones de las sentencias 
arbitrales. 

La ley faculta á las partes para constituir tribunales de arbitramento 
para segunda y tercera instancia, de los arbitramentos de derecho^ Si no 
los hubieren establecido, las apelaciones se dirigirán á los tribunales de la juris- 
dicción, llamados á conocer de la apelación, donde seguirán su curso legal. 
Más, esto se entiende cuando en el compromiso no hubieren alterado las 
partes el procedimiento legal. Si lo hubieren alterado no permite la ley 
tomar parte á los tribunales superiores, colocados por la alteración fuera de 
su carril ; y sólo podrá llevarse la apelación al de arbitramento que hubieren 
constituido, esto es, designando los arbitros ; y .si así no lo hubiere hecho, 
se entiende renunciado el derecho de apelación. 

De las sentencias libradas por los arbitradores, no se dará apelación ; á 
menos que hubieren constituido previamente las partes otro Tribunal arbitral* 
al efecto de la apelación, que sería el llamado á conocer de ella. 



Art. 502. Todo laudo arbitral será pasado con los autos al 
Juez que determina el último artículo de esta Sección, quien lo 
publicará en audiencia pública, previa citación de las partes. Des- 
de ese día comenzarán á correr los lapsos para los recursos á que 
haya lugar. 

Art. 503." La sentencia de los arbitros ^sQrá nula; 
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I? Si ha sido pronunciada sobre un compromiso nulo ó que 
haya caducado, ó fuera de los límites del compromiso. 

2? Si la sentencia no ha pronunciado sobre todos los objetos 
del compromiso, 6 si está concebida en términos de tal manera 
contradictoria que no pueda ejecutarse. 

3^ Si en el procedimiento no se han observado las formali- 
dades sustanciales del juicio, siempre que la nulidad no haya sido 
subsanada por el procedimiento de las partes.. 

Art. 504. La nulidad de que trata el artículo precedente se hará 
valer por vía de recurso ante el Tribunal que publicó el laudo arbitral 
que haya quedado ejecutoriado, dentro de los diez días poste- 
riores á la publicación. El Tribunal procederá á ver el recurso con 
todas las formalidades legales dentro de tres días; y sentenciado 
que sea, seguirá su curso ante los tribunales superiores, caso de 
interponerse apelación. 

Art. 505. Es Juez competente para todos los efectos de esta 
ley, en primera instancia, el del lugar que lo sería para conocer 
del asunto mismo sometido á arbitramento. 

ESTUDIO 129 

ANTECEDENTES 

Dkkhcho Patrio.— Corresponden á los artículos copiados los 357, 358, 
359 y 360 del Código de 1880, y á éstos los 353. 354. 355 y 356 del de 1873. 
Los artículos 10 y 11 del Código de 1838 Til Vil. Ley XX, completan las dis- 
posiciones del arbitramento en este Código. 

Derecho Español. — Ley zg^ Til IV, Pa^l. ja. «De su grado y sin nin- 
guna premia, reciben en su mano los jueces de avenencia, los pleytos e las 
contiendas de los ornes, para librarlas. E bien assí como es su poder dellos, 
quando los escogen, de non tomar este oficio si non quisieren, otro si después 
que lo ovieren recibido son .tenudos de librarlos, maguer non quieran. E 
por ende deziraos, que quando alguna de las partes, viniere delante del Juez 
ordinario y dixere, que los avenidores le aluengan el pleyto, e non lo quie- 
ren librar. , E si ellos fueren tan. porfiados que non lo quisissen fazer, deve- 
los después apremiar, teniéndolos encerrados en una casa fasta que delibren 
aquel pleyto». 

Ley JO, Til. /, Parí, 3a « Razones ciertas pusieron los sabios antiguos, 
que escusan derechamente á los avenidores de non librar los pleytos que 
recibieron en ese mismo, si non quiereu. E son estas : si Jos contendores 
después que oviessen metido en manos dellos, comenzassen aquel mismo pleyto 

antel juez ordinario por demanda é por repuesta Esso mismo dezimos 

que seria si después que el pleyto oviessen metido en manos de unos 
avenidores, lo metiessen en manos de otros . . . E aun dezimos que si las 
partes ó alguna dellas denostassen 6 maltraxesen á los avenidores, que 
non deven ser apremiados después . . . Esso mismo dezimos que deve ser 
guardado quando alguno de los avenidores oviesse de yr en romería, 6 en 
mandaderia del Rey ó de su Concejo, ó si oviese de ver alguna cosa de su 
fazienda que non pudiesse escusarlo, 6 le acaesciesse enfermedad 6 otro gran 
embargo porque non pudiese entender en aquel pleyto». 
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La Lsy j/, TU. /, Patt. ja trata de la recusación de los avenidores. 

Ley /. ///. 77, lib. 11 Nov, Rccofi. « Porque acaese que las partes por bien 
de paz y concordia . . . acuerdan de poner y comprometer los tales pleytos 

y contiendas en manos de jueces arbitros jiiris / por ende 

queriendo en ello proveer y proveyendo mandamos, que luego que la tal 
sentencia arbitraria fuere dada, de que la parte pidiere ejecución, se ejecute 
libremente . . . . ; y si la otra parte hubiere reclamado 6 reclamare, ó pedido 
6 pidiere reducción ó albedrío de buen varón, ó fecho 6 fiziere de nulidad, 
6 por otro remedio ó recurso alguno, si la tal sentencia arbitraria fuere 
confirmada por el Presidente y Oidores, que de tal sentencia confirmatoria 
no haya más suplicación. . . . »' 

Ley ^/, ///. í^?, Part. ^a . . . «Otro si dezimos (jus si el mandamiento 6 el 
juyzio de los avenidores fuesse contra nuestra Ley, ó contra natura ó contra 
buenas costumbres ; ó fuesse tan dcsaguizado que non se pudiesse complir, 
6 si fuesse dado por engaño, ó por falsas pruevas, ó por dineros, ó sobre 
cosas que las partes non oviesse metido en mano de los avenidores ; por 
qualquiera destas razones qne fuesse averiguada, non valdría lo que assi 
mandassen, nin la parte que assi no lo quisiere obedecer, non caería por ende 
en pena ». 

Derecho Romano.— /V?/// . . L. y TU. dice Secc. //, aít. III, LIV, «Jure 
Paudectarum, sententiae ab arbitro compromissario dictae is solus eflfectus est ; 
ut, si ei paritum non esset, commiteretur paena compromissa ; coeterum nec 
actionenyW/Vfl//, nec exceptionem rci judicat(£ parit ». 

« Ex constitutionibus Justiniani ; cum litigatores in compromittendo jus- 
jurandum abhiluerunt, vel arbiter his posceutibus juravit, actori secundara 
quem judicatura est, datur actio in faduvi 2í\\\. conditio ex lege ; et si pro reo. 
judicatura sit, datur ipsi exceptio. Sed si jusjurandum non intervenerit ; 
tenetur hac actione aut exceptione litigatur qui sententiam arbitrí sua sub- 
criptione probavit ». 

«Jure autem. No vellarum prohibentur fieri compromissa cura jurejurando 
Novell 82. Cod. tih . 

Esos textos dicen : 

Por el derecho de las Pandectas, el efecto de una sentencia librada por 
arbitros corapronisarios, se limitaba á hecer incurrir en la pena estipulada en 
el compromiso á aquel que no ejecutaba la sentencia: esta no producía ni 
la acción jicdicati ni la excepción rei jicdicatce. 

Por las constituciones de Justiniano, cuando las partes que forman el com- 
promiso juran observarlo, ó hacen jurar á los arbitros que decidirán sobre 
el objeto de ese compromiso, si la sentencia favorece al actor tiene acción in 
faciuvi ó condiciio ex lege : y si favorece al reo tiene la misma excepción. Pero 
si no intervino juramento, uno y otro e.stán tenidos á esa acción ó á esa 
excepción si han suscrito la .sentencia de los arbitros. 

Explicación del laudo. Vimos que según la ley to'do laudo arbitral debe 
ser pasado al tribunal competente, que ella misraa designa, el cual tiene el 
deber de publicarlo en audiencia pública, previa citación de las partes. Desde 
ese día empiezan á correrlos lapsos para los recursos legales. 

Vimos también que hay sentencias arbitrales no susceptibles de apelación, 
otras que lo son para otros tribunales arbitrales que hayan constituido las paites, 
y otras para el competente tribunal ordinario de alzada de la jurisdicción. Y 
ocurre preguntar ante quién se intenta el recurso de apelación ? I/)s arbitros 
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no publican su sentencia, y por eso las partes no tienen porqué saber cual 
ha sido. Quiere decir esto, que el recurso debe interponerse ante el Juez que 
hizo la publicación ; y que según su juicio la oirá 6 nó, y retendrá el ex- 
pediente, 6 lo enviará al tribunal de alzada, sea cual fuere, según resuelva. 

Aclaratorias, ¿ Podrán los arbitros librar aclaraciones 6 ampliaciones, si 
son pedidas dentro del término que fija la ley para ello? Verdaderamente 
que este es un recurso que se dá después de la publicación ; y creemos que 
usado en tiempo es admisible. Entonces como el expediente está en poder 
del Tribunal, este deberá devolverlo á los arbitros para que providencien la 
solicitud. 

Adobados y parierites. Y es todavía oportunidad de decir que los miamos 
Rouseau y Laisney, x:itando una sentencia de casación y á áoubeau^ Goujet 
et Merger y á Debouder enseñan que el abogado ó el concejero de una parte, 
au pariente 6 afin aun en línea recta, pueden ser escojidos por arbitros, salvo 
el derecho de recusación. Lo cual quiere decir en sustancia, que las partes 
de común acuerdo pueden constituir en arbitros á tales personas: en lo cual 
no encontramos inconveniente. Ocasiones puede haber en que dichas personas 
puedan ser las más convenientes para manejar el negocio, sin alterar la paz 
y la armonía de las familias. ' . 

Inhibiciones y dimisiones. Ya dijimos que aunque el cargo de arbitros no 
es obligatorio, después de aceptado están en el deber de desempeñarlo, y 
que el Juez competente puede apremiarlos con multas de cien bolívares. Pero 
ocurre preguntar ¿tienen ó nó el derecho de inhibirse por alguna causal 
legal? Creemos que sí ; pero como en la recusación, á juicio de los maestros, 
sólo por causa superveniente. La causal anterior quedó borrada con el nom- 
bramiento y la aceptación. Si usare del derecho de inhibición, aue está en 
el mismo caso de la recusación, conocerá el Juez competente. Más, los auto- 
res reconocen también como motivo legítimos para dimitir, los que constitu- 
yen impedimento, cuales son: vicio ó nulidad del compromiso ó contener 
cláusula contraria al ordetj público ó las buenas costumbres : si hubiere so- 
brevenido al arbitro una enfermedad ó impedimento que lo poijgan en estado 
de no poder ocuparse del arbitramento : si sus propios negocios demandan 
imperiosamente todos sus cuidados : si después del compromiso hubiere acep- 
tado un empleo que reclama todo su tiempo. Así lo traen Rouseau y Lais- 
Tuy, citando á Catre, Pardessús, Vatismesnil y De Couder, Todos son casos de 
imposibilidad moral ó física, á que nadie está obligado. Pero sólo al Juez 
corresponde conocer de ellas, y decidirlas con conocimiento de causa. Desecha- 
das, tendrá que continuar el arbitro en su puesto : Aceptadas, se estará en el 
caso arriba previsto de suplir la falta. 

Nulidad del laudo. Declara luego la ley que la sentencia de los arbitros 
será nula en los casos siguientes : 

lo Si ha sido pronunciada sobre un compromiso nulo, ó que haya ca- 
ducado, 6 fuera de los límites del compromiso. 

2? Si la sentencia no se ha pronunciado sobre todos los objetos del 
compromiso, ó si está concebida en términos contradictorios que no pueda 
ejecutarse. 

39 Si en el procedimiento no se han observado las formalidades sustan- 
ciales del juicio, siempre que la nulidad no haya sido subsanada por el pro- 
cedimiento de las partes. 

Nulidad del compromiso. Examinemos con separación esos diferentes casos: 

Si la sentencia ha sido pronunciada sobre un compromiso nulo. ¿ Cuáles 
son los compromisos nulos? lo El que versa sobre materia en que no cabe 
transacción, que son todos aquellos en que se interesan el orden público y 
las buenas costumbres, cuyas leyes no pueden relajarse por convenios parti- 
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culares, como las de estado, las de validez', nulidad, divorcio, separación 
del matrimonio ; las reformas sobre capitulaciones matrimoniales ; y sobre se- 
paración de bienes fuera de los casos legales, etc., etc. 29 Los compromisos 
en que falta la personalidad de alguna de las partes, ó la cláusula corres- 
pondiente del poder. 39 El que no ha sido autenticado, ó en que los nom- 
bramientos no han sido hechos ante el tribunal competente, que ha de quedar 
en capacidad de atender á todo aquello en que la ley manda digirse á él ; 
40 Todos aquellos compromisos en que no están llenas las formalidades ne- 
cesarias para el procedimiento de arbitramento, y en que la ley misma de- 
clara que debe cesar tal procedimiento. En todos esos casos se obraría contra 
la voluntad expresa dei legislador, y á los arbitros, que no son sino per- 
sonas particulares, les falta el poder de que deben estítr revestidos para 
poder llenar su encargo. 

Todo esto, fuera de las causas generales de nulidad de todo contrato, 
por violencia, dolo, etc. 

Caducidad, Es también causa de nulidad del laudo arbitral, la caducidad 
del compromiso, que como hemos visto consiste en ser pronunciado fuera del 
término que se les señaló, ó de la prórroga legalmente acordada. 

Y es igualmente causa de nulidad del laudo, comprendida en el número 
19 de la ley, el que se haya pronunciado fuera de los términos del com- 
promiso : lo cual quiere decir que se haya extendido á cualquier materia 
extraña á las cuestiones que las partes sometieron, ó bien que haya en ella 
ultra petita, Falta en esa parte, el poder dado por ellas, qu« es la legítima 
credencial de los arbitros. 

Excesos y contradicciones. El segundo número de la ley se refiere á sen- 
tencia que no haya pronunciado sobre todos los objetos del compromiso, ó 
concebidas en términos tan contradictorios que sea imposible su ejecución. 
Lo primero es haber dejado de cumplir en parte los arbitros, la misión que 
le dieron las partes, y burlado las esperanzas de éstas. Lo segundo anula 
su propia decisión, desde que no puede llevarse á ejecución, como sucede 
cuando, no obstante reconocer cuáles son las partes, impone deberes á ter- 
cero que no lo es, y que no está sometido á su decisión. 

Faltas de formalidades sustanciales. Y el tercer número de la ley se refiere 
al caso en que no se han observado las formalidades sustanciales del juicio, 
siempre que la nulidad no haya sido subsanada por el procedimiento de la 
parte. Respecto de este punto, hay que recordar la diferencia entre los arbitros 
juris, y los arbitradores. Cuanto á los primero^ que han de obrar como los 
jueces, las explicaciones que dimos en su oportunidad respecto de faltas 
sustanciales en el procedimiento, se aplican del todo á esos arbitramentos de 
derecho, y á ellas nos referimos: En cuanto á los arbitradores, aunque 
ia ley dice que proceden con entera libertad, también agregan qué deben 
atender principalmente á la equidad, y que las partes pueden someterlas á / 

algunas reglas en el procedimiento. No es, pues, tan amplia su libertad de i^ 

acción que puedan prescindir de esas reglas á que se les sometió y á los 
dictados de la equidad; obrando de tal modo que ni oigan á las partes, ni 
reciban sus probanzas. Obrar por su puro capricho, sin forma alguna de 
juicio, y dañar á una parte que confió en su equidad, en beneficio de la otra, 
es contrariar los propósitos de su misión de avenencia, en interés de ambos. 
tJn juicio en que así se haya obrado, y una sentencia tan fuera de equidad, 
.no podría ser sostenida como buena y válida. 

Sanojo agrega á los casos de nulidad indicados, el de no haber concurrido 
al pronunciamiento de la sentencia todos los arbitros llamados á ello, aun 
cuando la decisión dada haya reunido mayoría. Propiamente no es caso de 
nulidad del laudo, sino que ha de tenerse como inexistente y no podrá 
ejecutarse. 
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Vía de reairso. Expresamente declara la le}' que la nulidad de la 
sentencia arbitral debe hacerse valer por vía de recurso ante el Juez que 
publicó el laudo ejecutoriado, dentro de los diez dias posteriores á la publi- 
cación. De suerte que si huba apelación del laudo, habrá que esperar que 
quede ejecutoriado, para emplear el recurso de nulidid. 

De los casos en que las sentencias arbitrales pueden dar lugar al recurso 
de casación, hablamos en el Estudio de esa ley, y á él remitimos al lector. 

Sicspensión 'de la ejecución. ¿ Suspende la ejecución del laudo arbitral, 
el recurso de nulidad que legal y oportunamente se interponga contra él ? 
Siendo la regla general que enseñan los maestro >, según Rau^eau y Laisnej\ 
que todo recurso, ordinario ó extraordinario, para atacar ui fallo (salvo las 
excepciones de oirse algunos en un solo efecto, agregimxs nosotros), lleva la 
suspensión de la ejecución ; y no diciendo nada sobre ello la ley que estudiamos, 
pensamos que procede en el caso á que nys coatraamos, la suspensión de la 
ejecución. 

Juicio de invalidación, ¿Y podrán tener lugar conjunta ó sucesivamente, 
el recurso de nulidad de ^na sentencia arbitral y el juicio de invalidación 
del juicio en que se ha dictado? En los arbitramentos y/^m, no dudamos que 
pueda tener lugar un juicio de invalidación ; pero no por las mismas causales 
legales del recurso de nulidad, sino por algunas de las otras que la ley es- 
pecial admite, como falsedad del documento en que se fundó la sentencia, 
retención en poder del contrario de documento decisivo etc. La ley equipara 
el modo de obrar en los arbitramentos Juris á mi juicio ordinario, y es na- 
tural y lógico que los mismos remedios que para el uno, se den para el otro 
pero , no duplicados. Uno y otro tiene i términos diferentes para intentarlo, 
y también procedimientos distintos. 

Alégalo de las causales. No creemos demás advertir que todas las causales 
de nulidad de la sentencia arbitral, deben alegarse simivltáneamente, como regla 
general en las excepciones. Tal es la' opinión de Ch%Hveau sur Carré y de 
Dellot, citados por Rouseau y Laisney, los cuales agregan "con una sentencia 
de la Corte de Casación, que no admite una segunda solicitud, porque no- sería 
sino la reproduccióa de la primera aunque fundada ea distintos medios. 

Adverteyuias finales. Para terminar no podemos silenciar dos observacio- 
nes que nos ocurren : la una que considerando el estado de la institución 
de que se trata, en los tiempos de Roma, y comparado con el actual, me- 
rece meditarse si se ha ido demasiado lejos * en las concesiones, llevadas 
hasta sustituir jueces ordinarios con personas de elección de las partes, y no 
limitarlas á los avenidores amigables componedores, sobre todo hoy en que 
se pueden establecer los juzgados de asociados ; y la otra la de que deben 
meditarse muy bien los arbitramentos, que por razones que no necesitamos 
exponer, las más de las veces, no dan los resultados que se buscan. Casos 
ha tenido el que habla, eu que tras de dos años de nombrar tercero, no se 
pudo coasagulr quien aceptase, p^r temor á lo pendenciero del contrario. 
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TITTJLO II 



TRAMITES PARTICULARES DE LA ACXilON 
EJECUTIVA * 



Art. 506. Cuando el demandante presente escritura pública 
ú otro documento auténtico que pruebe clara y piertamente la 
obligación del demandado, de pagar alguna cantidad líquida con 
plazo cumplido, ó cuando acompañe vale ó documento privado 
reconocido judicialmente por el deudor, el Juez, á solicitud del 
acreedor, acordará el embargo de bienes suficientes para cubrir la 
obligación y los costos, prudentemente calculados, después de la 
contestación del demandado, y siempre que la conciliación no haya 
tenido efecto; á menos que aparezca desvirtuado el mérito de los 
documentos indicados. 

Si la obligación fuere de hacer alguna cosa determinada, el 
embargo deberá hacerse de bienes equivalentes á la cantidad en que 
estime el demandante, bajo juramento, el perjuicio que se le sigue 
por la falta del demandado. El Tribunal moderará esta cantidad 
si la considera excesiva. 

Art. 507. Para preparar la acción ejecutiva puede pedir el acree- 
dor, ante cualquier Juez del domicilio del deudor ó del lugar en 
que se encuentre éste, el reconocimiento de su firma extendida en 
documento privado ; y el Juez le ordenará que declare sobre la pe- 
tición, con juramento ó sin él, á juicio del acreedor. 

La resistencia del deudor á contestar afirmativa ó negativa- 
mente dará fuerza ejecutiva al documento. También producirá el 
mismo efecto la falta de comparescencia del deudor á la citación 
que con tal objeto se le haga : pero en ella debe especificarse cir- 
cunstanciadamente el documento sobre que verse el reconocimiento. 

ESTUDIO 130 

ANTECEDENTES 

Dbrbcho Patrio.— Los artículos copiados son los 361 y 362 del Código 
de 1880, y 357 y 358 del de 1873. 

Código de 1838. Ley /a, Tit. 70 : 

, « Art. 10 Cuando el demandante presente escritura pública ú otro documento 
auténtico que pruebe clara y ciertamente la obligación del demandado, bien 
sea de pagar alguna cantidad líquida, 6 bien de ejecutar alguna cosa de- 

[*] Los artículos 506 á 514 del Código de 1895, corresponden en el Código novísimo 
6 los 508 á 516 respectivamente. ^ -- , 
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terminadamente con plazo cumplido, ó cuando acompañe vale 6 documento 
privado reconocido judicialmente por el deudor, el Juez librará manda- 
miento de ejecución contra el reo después de su contestación verbal y siem- 
pre que no haya tenido efecto la^ conciliación, á menos que en aquel acto 
presente bienes suficientes para c*ubrir la deuda y fiador de su saneamiento ». 

« Art. 20 Es en esencia y casi literalmente el aparte del artículo 506 
actual» . 

Dbrbcho Español. — Ley /a TU, 28, Lib, 11 Nov, Rocop, « Por excusar 
malicias de los deudores que alegan contra los acreedores excepciones y ra- 
zones no verdaderas, para alongar* los pagos, por no pagar lo que verdade- 
ramente deben ; siguiendo lo que el Sr. Rey Dn. Henrique nuestro abuelo 
proveyó y mandó por su ley y pragmática en favor de los mercaderes y otras 
personas de la ciudad de Sevilla, queremos, que la dicha ley generalmente 
se guarde en todos los nuestros reynos ; y ordenamos conforme á ella, que 
cada y cuando los mercaderes ó otra qualquier persona ó personas de qua- 
lesquier ciudades y villas y lugares de nuestros reynos, que mostraren ante 
los Alcaldes, justicias de las ciudades, y villas y lugares de nuestros reynos 
6 señoríos,, cartas y contratos públicos, y recaudos ciertos de obligaciones que 
dios tengan contra qualquier persona, así cristianos como judíos y moros, 
de qualesquier deudas que les fueren debidas, que las dichas justicias las 
cumplan y llevan á debida ejecución seyendo pasados los plazos de los pagos, no 
seyendo legítimas qualesquiera excepciones que contra tales contratos fueren 
alegadas, etc». 

I^V^ 3^ tí^' ^^% ^^^ ^^i ^^'^' R^cp, « Mandamos que contra las obliga- 
ciones y contratos y compromisos ó sentencias, ú otras qualesquier escríluras 
que tengan aparejada ejecución, que no^ sea admitida ni recibida por nues- 
tros jueces nmguna otra excepción ni defención, salvo pago del deudor, ó 
promisión ó pacto de no lo pedir, ó excepción de falsedad, 6 excepción de 
usura, ó temor ó fuerza, y tal que de derecho se deba rescibir : si otra 
qualquier excepción se alegare, no se^ rescibida, ni el que la opusiere sea 
oido; y no embargante ótias qualesquiera excepciones el Juez proceda á 
execución del tal contrato ó sentencia, y llévela á debido efecto j». 

Derbcho Romano. — Citamos en el Título de ejecución de sentencias del 
Libro I de este Código, las principales disposiciones romanas sobre eje- 
cución. 

fukio efemtivo fi7iiiguo. El antiguo juicio ejecutivo, al pasar á nuestro 
derecho moderno, perdió no sólo el carácter, y el vigor del procedimiento, 
sino aun el nombre, como se ve del encabezamiento del este título. Bl era 
en verdad^ un juicio formal, pero comenzaba por un procedimiento sumario 
para examinar si el título era guarentijio, y aparejaba legalmente ejecución, 
y para oir y resolver la oposición de alguna excepción directa 6 útil, úni- 
cas que podrían alegarse al efecto; pues las de largo examen se dejaban 
para después, y seguía luego la vía de apremio, con embargo, remate y 
pago, y aun con arresto del deudor, sin perjuicio de lo que en definitiva 
se séhtenciara. Ahora, como vamos á verlo, se trata sólo de un juicio ordi- 
nario, con el apéndice de las ' medidas de seguridad y preventivas de em- 
bargar, valorar y pregonar bienes, pero sin efectuar remate y pago, sin 
fianza de saneamiento ni apremio personal ; á semejanza de cualquier otro 
juicio ordinario en que hubiere lugar á secuestro ó afianzamiento. 

Como se insiauta. Debe proponerse demanda formal, con todos los re- 
quisitos legales, y para que no se confunda con la vía ordinaria, el deman- 
dante ha de expresar en su libelo, que hace uso de la acción ejecutiva. 
Esta requiere, en primer lugar, título ejecutivo, consistente en escritura pú- 
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blica ú otro documento auténtico [que ya sabemos lo que son, desde el 
tratado de los documentos] 6 vale 6 documento privado reconocido por el 
deudor, títulos que kan de acompañarse ál libelo : en segundo lugar, que 
esos recaudos prueben dará y ciertamente la obligación de pagar una can- 
tidad líquida, de plazo vencido; y en tercét lugar, que de los mismos do- 
cumentos aparezca, que no ha prescrito, por el trascurso de diez años la 
acción ejecutiva. 

Disposiciones del Tribunal. El Juez ordena la citación, con copia del libelo 
. como en todo juicio ; oye la contestación, agrega los documentos que pro- 
dujere el demandado y procura la conciliación. Si esta no tuviere efecto, 
K»r cualquier causa que sea ; ; y se hubiera pedido ó se pidiere entonces em- 
rgo de bienes, el Juez examinará si los documentos presentados por el actor 
aparejan ejecución, por llenar los requisitos que hemos dicto, y si los pro- 
ducidos por el demandado desvirtúan ó nó el mérito de aquellos. Según el 
resultado de su examen, acordará ó negará el embargo. 

ApetacUn de sus medidas. Si lo negare, podrá oir apelación en ambos 
efectos: si lo acordare, lo llevará á cabo, no pudiendo admitirla sino en un 
sólo efecto. 

Apf dación del Juez. Limítase la ley á decir «á menos que aparezca des- 
virtuado el mérito de los documentos,)» sin decir cómo, con qué especie de 
excepción, con qué especie de alegatos, con qué especie de pruebas. Deja, 
pues, el legislador, al juicio del Juez el apreciar si con la contestación queda. 
de algún modo desvirtuado el mérito de los documentos ejecutivos. Pero 
alguna regla, alguna luz ha de tener el Juez que le ^ guíe en tal examen. 
Concíbese que lo primero que puede obrar en el ánimo de aquél, en tal sen- 
tido, es la especie de excepción que se oponga, á la escritura pública, ins- 
trumento privado reconocido, confesión judicial, transacción, conciliación, 
ejecutoria, etc., que haya producido el acreedor con su demanda. En el 
rigor del procedimiento antiguo, figuraban como eficaces en primer término, 
las excepciones de pago, de pacto de no pedir ó remisión, de falsedad del 
título, y fuerza ó medio empleados para obtener este, que llamaban directas 
por estar reunidas en la ley ; y en segundo término, las de compensación, 
transacción, novación y delegación, nulidad del contrato ó instrumento, simu- 
lación de aquel, prescripción de la acción ejecutiva, compromiso, vicios ó faltas 
del documento para tenerse como ejecutivo, y otras llamadas útiles porque 
se consideraban comprendidas en el espíritu de la ley ; no siendo eficaces las 
demás, que necesitaban mayor debate y examen por lo que se les llamaba 
de largo examen, como la de dolo ó engaño que hubiera intervenido en el 
contrato^ la de lesión enorme ó enormísima^ la de error, etc. 

Hoy, pues, diremos que en general es necesario que se alegue alguna 
excepción de las Que por su naturaleza misma, sencillamente destruina ó 
modificaría la acción fuera de todas las demás que deban oponerse, pues 
todas han de alegarse en la contestación de la demanda. Y es preciso tam- 
bién que se presente alguna prueba qne demuestre la excepción, capaz de 
llevar al ánimo del Juez, la creencia fundada de que tenga razón el deman- 
dado, á pesar de los documentos del actor. Un recibo de pago, una contra 
escritura, nn contrato posterior capaz de operar novación, un pagaré para 
exigir compensación, vicios manifiestos . en los títulos del actor, de fondo ó 
de forma, cualesquiera cartas que demuestren pago, ó lo ilíquido de la deuda, 
ó nuevo plazo no vencido, posiciones en el acto, en qtie se confiesen reci^ 
bos de cantidades á cuenta, 6 transacciones 6 arreglos posteriores, etc., 
bien pueden, probados de al^n modo, contrarrestar el mérito del título eje- 
cutivo. Toca al Juaz apreciarlo todo con imparcialidad y acierto ; teniendo 
en cuenta que si el legislador quiere que se oiga al deudor ant«s de embar- 
garle bienes, no es para ayudarle á evadir el pago de lo que debe, sino 
para no exponer á la justicia á proceder ejecutivamente contra quien tenga 
razón fundada para resistir el pago. 



Digitized by 



Googt 



r 'A 



— as— 

Contra guün se dirige. Puede dirigirse la acción ejecutiva contra cual- 
quiera que resulte deudor de la cantidad líquida vencida, bien por 
ser el obligado directamente en el documento, bien por ser sucesor del 
deudor, bien por haberse comprometido á pagar por el deudor principal, 
bien por poseedor de finca hipotecada al pago de lo demandado, bien por 
ser simple fiador de la obligación, previa excusión en los bienes del deudor 
principal, si fuere necesaria, y lo pidiere oportunamente de un modo legal. 
No es necesaria conforme al Código Civil — cuando renunció á la excusión — 
cuando se obligó solidariamente ,ó como principal pagador — cuando ha que- 
brado ó hecho cesión de bienes el deudor. Y debe pedirse la excusión en 
la contestación de la demanda, con indicación de bienes del deudor y anticipo 
de los gastos necesarios para ella, seg(ín el mismo Código. Contra la Na- 
ción, los Estados y sus Secciones no puede intentarse acción ejecutiva, pues 
la misma ejecutoria no puede llevarse á cabo, sino que ha de ocurrirse á 
quien corresponda para que se incluya la cantidad en el presupuesto de 
gastos. 

ObligadÓ7i de hacer. El artículo 506 dice también que si la obligación 
fuere de hacer cosa determinada, debe efectuarse embargo de bienes equiva- 
lentes á la- cantidad en que estime el demandante, bajo juramento, el 
perjuicio que se le sigue por la falta del demandado ; y que esa estimación 
debe ser moderada por el Juez si |la considera excesiva. Ya sabemos que 
tal es el modo de resolver las obligaciones de hacer cuando no se cumplen. 
Quien se compromete, por ejemplo; á construir por su cuenta cuatro estribos 
de sostén en una pared divisoria de tales medidas, si no lo hace, obligaría 
al otro contratante á los gastos para hacerlos construir y á sufrir los daños 
consiguientes á la falta ; justo es que efectivamente pague todo el perjuicio, 
el gasto y el daño. 

De rosas fungibles, ¿ Y si la obligación es de entregar cantidad determi- 
nada, nó de dinero, sino de especies que se cuentan, pesan ó miden, habrá 
lugar á acción ejecutiva? Pensamos, como nuestro Sanojo que sí; como com- 
prendido en el espíritu de nuestra ley ; y lo encontramos dispuesto en la Ley 
de Enjuiciamiento Española, la cual hace extensiva la ejecución, á la obliga- 
ción de efectos comerciales y de valores públicos ó negociables en la Bolsa. 
De modo que, por el espíritu de nuestra ley, puede perseguirse con acción 
ejecutiva la entrega de cantidad líquida de especies que se atentan, pesan ó 
miden — tantos kilos de café desceresado de primera — tantos litros de alcohol 
de tal grado — ó de valores públicos ó cotizables en el mercado^tal Cantidad 
en títulos nacionales del uno por ciento— tal cantidad en deuda nacional con- 
solidada del cinco por ciento. Sí nos parece como lo expresa la ley espa- 
ñola, que si se ha fijado precio en el contrato para reducir á dinero las 
especies, á él se ha de atener; allá como aquí el pacto es ley entre las 
partes ; y si no se ha fijado, la estimación de la parte la moderará el Juez 
teniendo en cuenta, el precio corriente de las especies en el mercado, o la 
cotización .actual en el mismo, de los valores. 

^ no se crea que porque hablamos de especies determinadas, pueden 
entenderse comprendidas etf la acción ejecutiva, las de reivindicación ú otras 
de bienes mueoles ó inmuebles determinados, un caballo, un carruaje, una 
casa, una quinta, etc, Nó, la acción ejecutiva se da al acreedor contra su 
deudor de cantidad líquida exigible, para hacerle pagar. La reivindicatoría 
la recisoria etc., podrán darse en títulos públicos y autenticados, pero no 
por eso serán acciones ejecutivas. 

Pteparadóii de la acción. Para preparar la acción ejecutiva faculta la ley 
al acreedor para pedir el reconocimiento de la firma por parte del deudor, 
ante el Juez de su domicilio ó ante el del lugar donde se encuentre, puesta 
en documento privado. El Juez ordenará el reconocimiento bajo juramento 
ó sin él, á juicio del acreedor. Si se negare á contestar afirmativa ó ne- 
gativamente, quedará el documento con fuerza ejecutiva, como si hubiere sido 
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reconocido. El mismo efecto producirá la falta de comparece^pia del deudor, 
si se le citó espeScicando circustanciadamente en la boleta el documento de 
que se trata. Los jueces acostumbran copiarlo cuando es corto, 6 extrac- 
tarlo fielmentie cuando es muy largo. 

Al hablar de esta especie de documentos dijimos que ellos necesitan una 
prueba complementaria, por el reconocimiento, cotejo de letra, declaración de 
los testigos instrumentales ó extraños etc. La fuerza efectiva sólo la dá el 
reconocimiento : todos los demás medios indicados, servirán en el juicio ple- 
nario, pero no harán guarentijio el documento ; y de nada serviría producir 
junto con él, una diligencia de cotejo, ni el reconocimiento de los testigos 
que lo suscribieron también, ni el de otra que asegurare su verdad. Docu- 
mento privado reconocido, ^ dice la. Ley. El reconocimiento de la firma es 
bastante para la fuerza ejecutiva, aun cuando se combata ó niegue el con- 
tenido ; pues la verdad de la primera hace presumir la verdad del segundo, 
mientras en el juicio no llegare á probarse legalmente lo contrario. Pero si el 
documento hubiere sido firmado por un tercero á ruego del deudor, el re- 
conocimiento del que firmó no es bastante, sino que este ha de reconocer 
el contenido. 

En el mismo caso estaría la prórroga de un contrato de arrendamiento 
vencido, que se hubiere hecho constar por carta ó papel privado, por más 
que el contrato de arrendamiento fuere registrado. El hecho de la prórroga 
es distinto y posterior, y para que quede autenticado es indispensable el 
reconocimiento de la carta ó papel, qué viene entonces á dar la fuerza 
ejecutiva. ^ 

• 

En idéntico caso estaría un documento, aunque público ó auténtico que 
se refiriese á otro que no lo fuere, en todo lo relativo á la referencia. Ese 
otro documento debe ser reconocido judicialmente, si no se insertó en la 
escritura pública. 

Documentos extranjeros. Bien nos parece la: doctrina de Sanojo sobre los 
documentos otorgados en el extranjero — que necesitan las formalidades exigi- 
das donde se otorgó, para ser públicos y auténticos, y además que vayan le- 
galizados y reúnan las condiciones requeridas por esta ley que estudiamos, 
para poder tener fuerza ejecutiva. Un documento privado según estas leyes, 
no tendrá aquella fuerza, por más que donde se otorgó produzca plena prue- 
ba. Es cuestión de procedimiento, en que prevalece sobre la ley extranjera, 
la ley*del país. 

Diferencia- de la acción ejecutiva y la opdinaria. La acción ejecutiva es dis- 
tinta de la ordinaria, y tanto qufe la ley establece diez años para usar de 
aquella, y veinte para la acción personal. De modo que el acreedor que 
posee documento que apareje ejecución, tiene diez años para cobrar por la 
vía ejecutiva, y pasados estos, los otros diez que completan los veinte, para 
cobrar en juicio ordinario. Por lo mismo, la acción ejecutiva desde que se 
instaura, se intenta con su carácter de tal, y con los recaudos del caso. 
Instaurada la .ordinaria, después de la contestación, no se puede convertir en 
ejecutiva, por más que se haya logrado hacer reconocer algún documento en 
el curso del juicio, que compruebe la deuda. Lo demás es desnaturalizar una 
y otra acción. Podrá haber lugar en ese juicio ordinario, á solicitar secues- 
tro ó embargo ó afianzamiento, según los casos, pero no á procedimiento 
ejecutivo. LÓs autores enseñan, y se tiene como doctrina corriente, que aun 
pasados los diez años, si el deudor reconoce la obligación, renace la acción 
ejecutiva , porque ese reconocimiento es una verdadera renovación del título 
que le habilita para producir todos sus efectos, como si se hubiese otorgado 



Digitized by 



Googlf 



r 



-27- 

Art. 508. Cuando los bienes embargados no estén hipotecados 
para el pago que se^ reclama, podrá el acreedor pedir el embargo 
de otro3 bienes del deudor, y en este caso quedarán libres de se- 
cuestro los que se embargaron antes, si del justiprecio de los últi- 
mos resultare, que éstos son suficientes para cubrir la deuda y gastos 
de la cobranza. Podrá también pedirse el embargo de otros bienes si 
del justiprecio de los embargados resultare no ser bastantes para 
el pago de todo. 

Art. 509. En cualquier estado de la demanda quedarán libres 
de secuestro los bienes del deudor, si éste presenta fianza bastante. 

Art. 510. Librado el. embargo de los bienes, se procederá res- 
pecto de estos con arreglo á lo dispuesto en el Tit. 6^-^ Lib 11, 
hasta el caso en que deban sacarse á remate las cosas embargadas. 
En este estado se suspenderá el procedimiento ejecutivo hasta que 
haya una sentencia ejecutoriada en el juicio ordinario. 

Si en virtud de ella ha de procederse al remate, se anunciará 
este con tres días de anticipación, aunque se hayan dado los tres 
avisos que ordena el Título expresado. 

Art. 511. Cua4ido los bienes embargados estuvieren hipoteca- 
dos para el pago del crédito demandado, el acreedor tiene derecho á 
que el remate se lleve á cabo y se haga efectivo con su precio el 
pago de su acreencia, sin esperar la sentencia definitiva que se libre 
en el juicio, con tal que dé caución hipotecaria, prendaria ó fide- 
yusoria, saneada y bastante,, para responder de lo que en definitiva 
se declare en favor del deudor, respecto del crédito de que se ha 
hecho pago. 

Art. 512. Todo lo que se practicare en virtud del decreto de em- 
bargo, las diligencias para anunciar la venta de ''los bienes embar- 
gados, las que sean necesarias para el justiprecio de ellos y cual- 
quiera otra que tenga relación con el embargo y venta de dichos, 
bienes, formarán un cuaderno separado que principiará con el ex- 
presado decreto. 

Art. 513. Las diligencias de embargo de bienes y todo lo de- 
más que sea consiguiente á este procedimiento particular, no sus- 
penden ni alteran el curso ordinario de la causa ; sino que, confonue 
á lo prevenido para todos los juicios, las partes podrán probar al 
mismo tiempo lo que les convenga, y sus pruebas se pondrán en 
el cuaderno de la demanda, observándose los mismos trámites y 
términos establecidos para el procedimiento ordinario en los títulos 
anteriores 

Art. 514. Cuando el acreedor hipotecario hubiere sido pagado 
antes de definitiva, con el precio del remate de la' cosa hipotecada, 
y en dicha sentencia se resolviere que no tiene el acreedor el dere- 
cho que hizo efectivo ó que se excedió en su reclamación ó cobro, 
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en la misma sentencia se establecerá la responsabilidad en que 
hubiere incurrido, y la ejecución de la definitiva abrazará también 
esa responsabilidad. 

Si el deudor pretendiere que el remate indicado le ocasionó 
otros perjuicios, podrá reclamarlos en juicio á ordinario. 

ESTUDIO 131 

ANTECEDENTES 

Drrecho Patrio.— Los artículos copiados son los 363, 364, 366, y 367 
del Código de 1880 que correspondea á los 359, 360, 361 362 y 363, del de 73, 
siendo nuevos los 511 y 514 actuales. 

Códigj de iSjS} « El artículo ^9 ley 3a tit. 79 enumeraba lo que debía conte- 
ner el maudamiento de ejecución, lo cual vimos ya en el Tit. 69 del Lib. II sobre 
ejecución de sentencias. Entonces se exigía fianza de ser los bienes del deudor*. 

« Art. 59 Es casi textualmente el 508 actual*. 

« Art. 69 En cualquier estado de la demanda quedarán libres de secues- 
tro los bienes del deudor, y su persona excenta de prisión, presentando fianza 
aceptada por el acreedor. También se libertará de la ejecución por la cesión 
de bienes». 

«Art. 79. Tiene casi igual doctrina á la del 5:2 actual». 

« Art. 10. Contiene textualmente lo dispuesto en el 366 octual ». 

Derecho Español.— Las leyes del Tit. 28 Lib. 11 Nov, Recop, citadas 
en el Titulo de ejecución de sentencia y otras del mismo. 

DERECHO Romano.— Nos referimos á lo dicho en el Estudio anterior. 

Embargo de bienes. Vimos ya que después de la contestación de la de- 
manda, si no ha habido conciliación, y ahora agregamos, 6 después que la 
demanda se dio por contestada por falta de comparecencia del demandado, 
que tal es el sentido de la ley, debe librarse embargo de bienes del deudor en can- 
tidad suficiente para cubrir lo demandado y las costas prudentemente cal- 
culadaíí, siempre que el documento sea realmente de fuerza ejecutiva, y en la 
contestación no resulte desvirtuado su mérito por alguna prueba opuesta. 
Librado ese decreto se forman dos expedientes, el de la demanda, en que se 
admitirán y evacuarán las ])rucbas quisieren oirecer las partes, y en que se 
seguirá el juicio per los trámites del ordinario hasta llegar á sentencia defi- 
nitiva ejecutoriada ; y el del procedimiento ejecutivo que se encabezará con la 
copia del decreto de embargo, y en el cual irán todas las diligencias de em- 
bargo, depósito, pregones y justiprecio, suspendiendo su curso al llegar al 
estado de proceder á remate, hasta que haya en el juicio ordinario una sen- 
tencia definitiva ejecutoriada en cuyo caso será que se efectúa el remate, previo 
un cuarto aviso al público con tres días de anticipación. Todos esas diligen- 
cias de ejecución se rigen por las disposiciones del título relativo á la eje- 
cución de la sentencia, que antes estudiamos. Ya advertimos que el Código 
actual procedió de. modo contrario al de 1838, pues, como lo patentizan las 
inserciones hechas, este último colocó todas las disposiciones de embargo, etc. , 
hasta remate, en el título sobre la acción ejecutiva, y á ellas se refería en el 
de ejecución de sentencia. 
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Pieza separada. Con el remate, pues, viene á terminar esa pieza separada 
que ha venido preparándolo todo al efecto, 6 bien con el desembargo de los 
bienes si la sentencia definitiva hubiere declarado sin lugar la demanda. 

Mejora de la ejeaición. Autoriza la ley al actor para mejorar la ejecución 
6 sea pedir el embargo de otros bienes en lugar de los embargados, en dos 
casos, á saber — cuando los embargados no estén hipotecados para el pago de 
lo que se reclama, pues si lo están sobre ellos debe seguirse la ejecución con 
preferencia, por respecto al pacto de las partes y para no causar perjuicio al 
deudor 6 á algún otro acreedor — y cuando, aunque estén hipotecados esos 
bienos embargados, resultare de su justiprecio que no son bastantes para el 
pago de todo. Hay, sinembargo esta diferencia : que en este último caso no 
Se desembargan los bienes depositados embargados, sino que la mejora de la 
ejecución se limita á embargar otros hienas bastantes para completar lo que 
aquellos no cubran, según el justiprecio hecho — mientras que en el pri- 
mero, si del avalúo de los bienes nuevamente embargados por virtud de la 
mejora, resulta que son suficientes para cubrir todo, se desembargan los que 
se habían embargado primero ; y si cubriendo sólo una parte de la cantidad, 
resulta que sólo con otra de estos últimos bienes se cubririría la otra parte 
de aquella, debe desembargarse el resto de aquellos bienes. El espíritu bien 
claro de la ley es que se embarguen bienes del deudor, pero sólo en cantidad 
suficiente, y no más; que únicamente cuando del justiprecio aparezca que los 
bienes hipotecados embargados sean insuficientes, pueda pedirse mejoras sobre 
otros bienes, se desembarguen los que sobren, desde que por el justiprecio 
resulte que estos son innecesarios porque los otros basten. 

La mejora puede fundarse, cuando no hay bienes hipotecados, no sólo én 
la insuficiencia de los bienes embargados, sino también en la mayor facilidad 
de realizar otros distintos de los embargados, y dificultad de rematar estos 
últimos. Lo prudente y justo en tal caso, sería que los nuevamente acusados 
sustituyeran á los otros, desembargar éstos al embargar aquellos, á reserva de 
que después del justiprecio, se acuerde lo que sea prudente. Embargar pri- 
mero los que se crean suficientes, embargar después otros en virtud de la 
mejora, y dejarlos unos y otros en embargo hasta que se haga el justiprecio, 
es ocacionado á abusos, y aun puede dañar gravemente al deudor y á otros 
acreedores suyos ; y si la ley permite buscar el medio eficaz de que se pague 
el acreedor, no puede querer que sea con la ruina injusta é innecesaria del 
deudor por medidas inconsultas que le priven de bienes que no son necesa- 
rios para asegurar el pago del ' acreedor. El Juez debe obrar con toda pru- 
dencia, para no caer en extremos que están fuera de la ley. A su recto y 
sano criterio deja ésta el resolver sobre la mejora de ejecución, y el medio 
de llevarla á cabo sin detrimento de ningún derecho. 

Acuerdo de las parles. Nada de lo dicho impide, por supuesto, que las 
partes puedan acordarse respecto de los bienes que se embarguen ó desembar- 
guen, para evitar dificultades; ni tampoco que pueda oponerse algún tercero, 
al embargo de bienes suyos, si el Juez, con infracción de la ley, no se limi- 
tare á embargar bienes del deudor, ó bienes de este en que el tercero tenga 
algún derecho que obste al embargo. Deja finalmente la ley al deudor el me- 
dio de libertar de embargo sus bienes, presentando fianza bastante, esto es, un 
fiador que responda del pago del monto de la ejecución, si tal fuera la resolu- 
ción definitiva del juicio. Ese fiador ha de ser llano y abonado, en concepto 
del Juez, quien decidirá cualquiera oposición que hiciere el acreedor ; pudiendo 
exigir para ello, prueba de ser suficiente la fianza. 

En el juicio ordinario de que hemos hablado puede haber lugar á cuales- 
quiera incidencias y á las instancias legales de todo juicio de aquella naturaleza. 
La ejecutoria que en él recaiga, decidirá á la vez de la suerte de las diligen- 
cias ejecutivas seguidas, como hemos dicho ya. 

Acuerdos hipolecarios. Como el artículo 511 actual da al acreedor hipote- 
cario el derecho de hacer llevar á cabo el remate de los bienes, dando caución 
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prendaria 6 fidejusoria, para responder al deudor, sin esperar la sentencia 
definitiva, tiene cuidado el legislador en disponer en el artículo 514 que en 
aquella sentencia, si declara no existir el derecho del acreedor 6 que se 
excedió eñ el cobro, se establezca la responsabilidad en que hubiere incurrido 
dicho acreedor, para que la ejecución de la definitiva abrace también esa res- 
ponsabilidad. Esa responsabilidad es solo por lo que la definitiva declare en favor 
del deudor. Si este pretendiere daños y perjuicios sufridos por el remate, ten- 
drá que deducirlos en juicio ordinario. 

Consecuencias. Todo eso es perfectamente justo ; porque quien cobró lo que 
no se le debía ó se excedió en el cobro, carecía de derecho, según la sen- 
tencia, para aventurarse á hacer efectivo el cobro, y es él el que ha de sufrir 
las consecuencias de su proceder. 



TITTJIjO III 



PROCEDIMIENTOS RELATIVOS AL MATRIMONIO 



SECCIÓN 1? * 



Procedimiento en lo oposición o HU^pensión 
del matrimonio 



-^rt- 5^5- Luego que el juez de i? instancia reciba el expediente 
de oposición al matrimonió, mandará citar las partes para que concu- 
rran al tercer día al acto de contestación ; procediéndose en todo lo 
demás como en los juicios ordinarios. • 

Art. 516. Cuando el juez de i? instancia reciba el expediente 
sobre celebración del matrimonio en virtud de lo dispuesto en el ar- 
tículo loi del Código Civil, declarará si debe continuar ó nó en sus- 
penso la celebración. En el primer caso procederá de la manera 
establecida en el artículo anterior respecto de la parte á quien se refie- 
ra la suspensión y en el segundo devolverá el expediente para que se 
proceda á la celebración del matrimonio. 

De la misma manera se procederá cuando el funcion^-rio que deba 
presenciar el matrimonio lo hubiere suspendido por impedimento, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 112 del Código Civil. 



* Los Artículos 515 y 516 de esta Sección corresponden en el Cótligo novísimo á 
^os $17 y 518. 
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ESTUDIO 132 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— Los dos articules copiados son los 368 y 369 del Código 
de 1880 ; y 364 y 365 del de 1873. 

La Ley de Colombia de 7 de Abril de 1826 tiene las siguientes disposiciones: 

<íA.rt. 14. Ningún ■ Juez admitirá demanda sobre esponsales que no hayan 
sido prometidos por escritura pública. Si los esponsales fueron celebrados por 
un menor de 21 anos 6 por una menor de 18, deberán concurrir también al otor- 
gamiento de la. escritura los padres, abuelos 6 curador, y en su caso el alcalde 
respectivo.» 

ffArt.15. El conocimiento de las demandas sobre esponsales toca exclusi- 
vamente á los tribunales civiles.» 

«Art. 16. Ningún Juez, autoridad ó tribunal de la República podrá conocer 
de demanda alguna de los hijos, nietos 6 menores, cuando sus padres, abuelos, 
curadores ó alcaldes respectivos han negado su consentimiento para los ma- 
trimonios que intenten contraer, ó caando los padres en el caso del artículo 
67 no quisieren dar su permiso.» 

Derecho Español..— Z.o' ^5. ^^^l- -?. -^^^- ^^- ^^^''^^' ^('cop. Los tribunales 
y justicias del Reino cumplan exactamente con lo resuelto en la anterior cédula 
de 17 de Junio de 1784 cuidando de su puntual execusión y cumplimiento, y dan- 
do cuenta al mi consejo de la menor contravención que observen, sin permitir que 
con pretexto alguno se falte á las formalidades que se refieren en la práctica esta- 
blecida por el Archi preste de Ayer, adaptada uniformemente por todos los prela- 
dos diocesanos y territoriales de estos mis reinos, y en su consecuencia no consien- 
tan las extracciones y depósitos voluntarios que han solido executar los jueces 
eclesiáslicos, de los hijos de familia, sin noticia y contra la voluntad de sus padres 
parientes y tutores cegún sus respectivos casos ; ni tampoco otro ningún procedi- 
miento hasta que en sus respectivas curias no se presenten las licencias y asensos 
paternos, etc. , 

Derecho Romano. — Como no encontramos verdadero interés en las disposi» 
ciones sobre matrimonio entre los romanos, en las sociedades católicas, hemos 
prescindido de relacionar este Estudio con el derecho romano. 

A7itecedentes, El matrimonio para todo católico es un sacramento, y como 
tal se rige por las leyes eclesiásticas. Pero como produce efectos civiles, la 
ley civil ha reglado todo lo relativo á esos efectos, reconociendo, hasta 1873 
en que se sancionó definitivamente en Venezuela su Código Civil,' la vali- 
dez y eficacia del matrimonio eclesiástico ; pero declarando por primera vez 
en una ley incorporada á aquel Código que esta no reconoce sino el matii- 
raonio que reglamenta ella, como el único que producirá efectos legales, tanto 
respecto de persona» come de bienes. Quedaron así deslindados el matrimonio 
como sacramento y el matrimonio como contrato civil. Necesario fué y es 
esto ; porque los nó católicos deben estar incluidos en la ley para poder con- 
traer sus matrimonios, de manera que produzcan todos los efectos que les da el 
derecho civil. Para no chocar con el sentimiento religioso de ninguno, el 
• mismo Código permite que después de celebrado el matrimonio civil con 
arreglo á ía ley civil, los contrayentes, según los dictados de su conciencia, 
cumplan con los votos de la religión que profesen, presentando al mini.stra 
del culto ó al que deba presenciarlo, la certificación de haberse contraído yo 
el matrimonio civil. 



Digitized by 



Google 



.-32— 

Impedimentos, Los artículos 65 á 87 del Códifjo Civil que nos rige hoy, 
están consagrados á los impedimentos dirimentes é impedientes para celebrar 
el matrimonio^ civil ; y los del 95 al 103 á las oposiciones á su celebración 
y á determinar las personas que pueden hacerlas según el impedimento que 
haj'an de alegar. 

Oposición, Dispone el artículo 100 que la oposición al matrimonio se haga 
ante el funcionario que deba presenciarlo, en escrito firmado por el que la hace 
6 por su apoderado con poder especial, enunciando la calidad que le da el 
derecho de oposición, y exponiendo los fundamentos de -esta. 

Suspensión, El loi siguiente dice que hecha la oposición por quien tenga 
carácter legal para hacerla, y fundada en una causa admitida por la ley, 
no podrá procederse á la celebración del matrimonio, mientras el Juez de la 
la instancia, á quien se pasará el expediente, no haya declarado sin lugar la 
oposición ; y que aun en el caso de ser retirada ésta, dicho Juez decidirá si 
debe ó no seguirse. Pero cuando la oposición se fundare en la falta de 
licencia por razón de menor edad, sólo se abrirá el juicio de que se habla, si 
«1 interesado sostuviere que es mayor ó que ha obtenido la licencia. 

Autoriza el 102 al Juez de la parroquia que ha acordado los carteles, 
cuando tuviere motivo para creer que hay algún impedimento para el matri- 
monio, á proceder á la correspondiente averiguación ; debiendo remitir el le- 
sultado al funcionario llamado á presenciar el matrimonio, y procederse como 
en el caso de oposición. 

Finalmente, ordena la ley al funcionario ante quien deba celebrarse el 
matrimonio negarse á presenciar su celebración cuando sean insuficientes los 
documentos producidos, ó cuando hiya datos de que existen impedimentos 
legales para celebrarlo, ó cuando falten formilidades prescritas por la ley; 
pero deja á las partes el derecho de ocurrir al Juez de la instancia de la ju- 
risdicción, pera que este con vista del expediente que se le remitirá, decida si 
debe ó no procederse á la celebración. Advierte que de la decisión podrá 
apelarse. 

Con estos antecedentes, entra el Código de procedimiento á establecer la 
tramitación que ha de observar el Juez de la instancia, en los diferentes casos 
de oposición, bien sea presentada por algún interesado, bien .sea provocada de 
oficio. 

Competencia para las oposiciones. Comenzaremos por decir que ese Juez de la 
instancia es el de la jurisdicción á que corresponda el lugar donde deba celebrarse 
el matrimonio ; y por hacer notar que en todo caso, él ha de proceder sobre el 
expediente, que debe serle remitido por el funcionario llamado á presenciar el 
matrimonio, según se ha visto. 

Ocupémonos, primero de la oposición presentada por alguna de las personas 
á quienes la ley concede el derecho de hacerla. 

Como se hace la oposición. Esta oposición debe ser formulada por escrito ante 
el funcionario que ha de presenciar el matrimonio, expresando la calidad de don- 
de el oponente derive el derecho á la oposición y exponiendo los fundamentos de 
ésta. El funcionario suspende el matrimonio si cree que la oposición es hecha 
por quien tenga carácter legal y está fundada en alguna causa admitida, y pasa el 
expediente con el escrito y recaudos que la parte haya producido, al Juez de la 
instancia. 

Resolución y procedimiento. lluego que este reciba el expediente, con examen 
de todo, resolverá ó que no ha lugar á la suspensión del matrimonio, si encon- ' 
trare no ser cau.sal legal la razón alegada, ó caso de serlo no estar autorizado el 
oponente por la ley para hacer tal oposición ; ó que ha lugar la suspensión si 
encontrare lo contrario. En el primer caso devolverá el expediente para que 
tenga lugar el matrimonio ; y en el segundo mandnrá citar á las partes para que 
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comparezcan al tercero día al acto de contestación. Las partes : son el oponente, y 
los pretendidos contrayentes, si las causales obran contra -ambos, como el paren- 
tezco entre ellos en grado prohibido, 6 solo el contrayente á quien el impedimento 
se refiera como el de haber contraído matrimonio anterior. Es verdad que los dos 
esporos tienen interés en el resultado, pero no creemos que aquel á quien el impe- 
dimento no se refiere esté llamado á convenir ó contradecir un hecho que no le 
concierne, ni puede ser obligado á .seguir semejante juicio. 

La citación, nos parece que ha de hacerse con copia del libelo, como todo 
emplazamiento para litis-contestación en juicio ordinario, á fin de que los citados 
qnedeü perfectamente instruidos y puedan preparar su defensa. 

No hay conciliación. No puede haber conciliación, porque tratándose de pun- 
tos en que se inteiesa ó puede interesar el orden público,, y hasta las buenas cos- 
tumbres, el convenio de las partes sería ineficaz. Por eso es que la misma ley 
dice que aun cuando se retire la oposición, el Juez deberá declarar si ha de seguir- 
se siempre de oficio. 

Sustanciación, La oposición. se sustanciará por los trámites del juicio ordina- 
rio ; de modo que si el demandado ó demandados convienen en la verdad del 
impedimento, el juicio queda concluido ; y si lo contradicen se abre á pruebas por 
el término ordiHario y sigue su curso hasta sentencia* definitiva que cause eje- 
cutoria. 

Síndico proau adof . Si no hay opositor sino que ha de seguirse procedi- 
miento de oficio ¿cuál será el modo de proceder? ¿Quién SQstiene el interés 
de la ley, la causa del impedimento? ¿ O es que el Juez hace de juez y 
parte, mandando evacuar de oficio lo que crea conveniente ? No es posible 
seguir un juicio de naturaleza civil, contradictorio, sin que existan dos partes ; 
y aun el mismo juicio criminal requiere la existencia áe un representante 
del ministerio publico. La ley ha debido preveer el caso, y á nuestro juicio 
está previsto en el artículo 99 del Código Civil, que impone al Síndico Pro- 
curador Municipal del Departamento ó cantón del domicilio de cualquiera de 
los esposos, el deber de hacer oposición al matrimonio, si sabe que existe 
algún impedimento de los declarados por la ley. Fundado en ese deber es 
que el Juez llamará al Síndico procurador para sostener el impedimento, 
teniendo por base la inquisición hecha por el Juez de parroquia ó los datos 
alegados por el funcionario que suspendió la celebración, según el caso ; así 
como los fundamentos qu« hayan servido al Juez de la instancia para man- 
tener la suspensión y ordenar la continuación del juicio. Entonces se hará 
la citación de las partes para comparecer á la contestación el tercero día, 
y continuará el juicio ordinario por todas sus instancias. 



SECCIÓN 2^ * 



I>e la anvilación del matrimonio 



Art. 517. Los juicios sobre nulidad de matrimonio á solici- 
tud de parte, se sustanciarán por todos los trámites del juicio 
ordinario, nombrándose previamente el defensor del matrimonio ; 
pero no habrá lugar á acto conciliatorio respecto de lo principal. 

* lyos artículos 517, 518, 519 y 520 de esta Sección, corresponden á los «^19 á 522 
del Código novísimo. 
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Art. 518. Cuando el tribunal haya de proceder de oficio á 
conocer de la nulidad de un matrimonio, formará la correspondiente 
averiguación, y si de ella resultaren datos suficientes sobre la exis- 
tencia de la causa de nulidad, nombrará defensor del matrimonio^ 
y le citaré del mismo modo que á los cónyuges para que, dentro 
del término de^diez días, comparezcan á exponer su concepto sobre 
los hechos que hayan ocasionado la apertura del juicio. 

Después de esta exposición la causa continuará como juicio, or- ' 
dinario. 

Art. 519. Los juicios de nulidad del matrimonio no pueden de" . 
clararse concluidos aunque los cónyuges y el defensor couA^engan en 
la nulidad ó validez, si se trata de alguna de las causales que autori- 
zarían al Juez á proceder de oficio, á menos que este encuentre moti- 
vos suficientes para terminar el procedimiento. . 

Art. 520. En estos juicios podrá procederse á puerta cerrada 
cuando así lo creyere necesario el tribunal, pero la sentencia se publi- 
cará siempre, cualesquiera que fueren sus fundamentos. 

ESTUDIO 133 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— Los artículos hisertos son los 370, 371, 372 y 373 del 
Código de 1880, y 366, 368, 368 y 3^9 del de 1873. 

Derecho Español.— /^(Tv 7, 27/. /o. Part. /a. Pronunciada e dada deve ser 
la sentencia de divorcio que se face entre el marido y la mujer por los Arzobispos 
ó por los Obispos, de cuya jurisdicción fueren aquellos que departen. E esto es, 
porque el pleyto de departir al matrimonio es muy grande e muy peligroso de 
librar. E por ende tal pleyto como este, e aun todos los otros espirituales grandes 
pertenecen de librar más á los Obispos que á otros Prelados menores, porque son 
más sabidores e deven ser para librarlos más directamente en aquella misma ma- 
nera deve ser dado el juycio del departimento del matrimonio. 

Casos diferentes y sus consecuencias. Los artículos 123 á 139 del Código Civil 
se contraen á la anulación del matrimonio. En ellos se determinan las personas 
autorizadas á pedirla, segíín el impedimento dirimente ó falta de formalidad que se 
alegue, y los casos en que el tribunal puede proceder de oficio. Aunque es ver- 
dad que en todos los casos de nulidad señalados por la ley, se interesan el orden 
público ó las buenas costumbres, es también cierto que algunos de estos son tales 
que el tiempo y la voluntad de los cónyuges producen una positiva revalidación, 
desapareciendo la causal de nulidad que existió al principio. Así sucede en el 
caso de menores de catorce y doce años, respectivamente, que después de llegados 
á la 'mayoridad continúan cohabitando, ó cuando la menor ha concebido : así en el 
caso de matrimonio de entredicho que continuó la cohabitación después de revo- 
cada la interdicción ; así también en los casos de falta de consentimiento libre ó 
de error en la persona, cuando ha habido ratificación expresa ó cohabitación, des- 
pués de gozar de libertad 6 conocer el erjror. Otros casos de nulidad hay en los 
cuales la voluntad de las partes no puede cubrir el vicio, ni producir una ratifica- 
ción eficaz, tales como el de una persona que casó .siendo ya antes casada : el ma- 
trimonio entre parientes en grado no dispensable, el en que existe el impedimento 
de crimen. En los primeros casos, el tribunal no puede proceder de oficio : en los 
segundos sí. 
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Tribunal competente. El artículo 123 (Cód. civil) dice que la nulidad no 
puede ser. pronunciada sino por el tributial civil competente. ¿Cuál es ese tribu- 
nal competente? Desde que la 1-y no establece una jurisdicción especial, claro es 
que se atiene á las reglas generales de la competencia, según las cuales correspon- 
de conocer al Juez del domicilio de los cónyuges, que es del marido. Si uno de 
ellos es demandante allí está el domicilio del otro : si es demandante un tercero, 
allí está el de ambos demandados ; y si se procede de oficio, allí ha de citársele 
también, por la misma razón, para seguir el juicio con el defensor del matrimonio. 

Citaciones, Cuando se procede por demanda, el tribunal ordenará citar á los 
demandados y al defensor que ha de nombrar, con las mismas formalidades y tér- 
minos que en todo juicio ordinario, para la litis contestación ; observándose en 
todas sus partes el procedimiento legal de aquel juicio, con la única excepción de 
no haber lugar á acto conciliatorio sobre lo principal, por la naturaleza del asunto 
según hemos explicado. * 

Medidas provisionales. Pero, presentada la demand¿i de nulidad por uno de los 
cónyuges, si alguno de ellos lo pide puede el Juez desde luego acordar las medidas 
del artículo 163 del Código Civil, que son : depósito de la mujer : entrega de los hi- 
jos á ambos cónyuges, ó á uno de ellos, ó á un tercero, ó á una casa de educación : 
señalar alimentos á la mujer y á los hijos que no queden en poder del padre : dispo- 
ner lo conducente á evitar que el marido, administrador de los bienes, cause perjui- 
cios á la mujer: acordar á esta las litis-expensas necesarias. Sobre estos puntos, 
si hay divergencia entre los cónyuges es admisible conciliación. 

Si el demandante de la nulidad es un tercero, y los dos cónyuges sostienen la 
validez del matrimonio, el primero no puede pedir que se libre ninguna de 
aquellas medidas, ni á pretexto de moralidad, porque el artículo 134 Código Civil, 
solo autoriza al Juez para librarlas cuando es uno de los esposos quien demanda la 
nulidad. 

Procedimiento de oficio. Para proceder de oficio respecto de la nulidad de un 
matrimonio, el Juez debe comenzar por hacer la correspondiente averiguación, y 
solo cuando de ella resultaren datos suficientes sobre la existencia de la causal de 
nulidad, abrirá el juicio, nombrando defensor del matrimonio, y mandándolo citar 
lo mismo que á los cónyuges, para que dentro de jJiez días comparezcan á expre- 
sar su concepto sobre los hechos que hayan dado origen á la apeitura del juicio. 
Esta exposición equivale al acto de contestación de la demanda ; por lo que la ley 
dispone que después de ella continué la causa como un juicio ordinario. Por 
supuesto, que si los cónyuges no comparecen, ha de obrarse como en todo caso de 
rebeldía ; dándose por hecha la exposición, y abriéndose á pruebas la causa. 

Si en el curso del juicio en cualquier instancia, bien se siga por demanda bien 
por oposición, las partes y el defensor del matrimonio, convinieren en la validez 
de este, no por eso podrá el Jiiez dar por concluido el juicio, sino que le dará su 
curso, y librará sentencia, atendiendo al mérico de los autos. El matrimonio es 
indisoluble por mera voluntad de los cónyuges, y por lo mismo las partes no pue- 
den anularlo por su avenimiento, ni puede la la ley abrirles camino para que, 
simulando un juicio de nulidad, lleguen por medio de un acuerdo, á aquel mismo 
resultado. 

^ Si en el cur.so del juicio en cualquier instancia, las partes y el defensor del 
matrimonio convinieren en la validez del matrimonio, si la causal ó impedimento 
alegado fuere de aquellos en que el tiempo y la voluntad expresa ó tácita de las 
partes, hubieren producido la revalidación, subsanando el vicio, el tribunal, si lo 
encuentra en efecto subsanado, podrá declarar concluido el juicio, quedando váli- 
do el matrimonio ; pero si la causal alegada fuere de aquellas en que por no ser 
posible la ratificación, el Juez está autorizado para proceder de oficio, no podrá 
aquel dar por concluido el juicio, sino que ha de continuar su curso y librar sen- 
tencia conforme al mérito del expediente. 
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Puerta cenada. En estos juicios, por motivos de moralidad y decoro, y para 
evitar escándalo, permite la ley que se proceda á puerta cerrada, cuando el tribu- 
nal lo creyere necesario. Pero la sentencia se publicará siempre en audiencia 
pública. 

Participación caso de anulación. Ejecutoriada la sentencia que anula un ma- 
trimonio, el tribunal pasará copia de ella al funcionario ó funcionarios encargados 
de los registros en que se asentó el acta de la celebración para que ponga al mar- 
gen de esa acta un extracto de la declaratoria hecha en la sentencia y conservar la 
copia como comprobante. 

Los efectos civiles de la nulidad, eo cuanto á los hijos y en cuanto á los bie- 
nes están reglados por el Código Civil, á cuyas disposiciones debe atenerse el 
tribunal. 



SECCIÓN 3? 



Del divorcio (i) 



Art. 521. El tribunal no admitirá ninguna demanda de divorcio 
que no esté fundada en alguna de las causas establecidas en el Código 
civil. 

Art. 522. En las demandas de divorcio, después de la contesta- 
ción, el Juez excitará á las partes á la reconciliación; y si no pudiere 
conseguirla, las emplazará para una nueva reunión, pasados cien días 
consecutivos. ^ 

En este segundo acto cada parte concurrirá acompañada de dos 
parientes ó amigos suyos, cuyos informes ú opiniones sobre la mate- 
ria del pleito oirá el Juez, haciendo nuevos esfuerzos para evitar el 
litigio y la separación de los cónjniges. 

Art. 523. Si en este segundo acto no se lograre la reconciliación 
de los cónyuges, se continuará la causa por los trámites del juicio 
ordinario, nombrándose defensor del matrimonio. 

Si en este segundo acto no hubieren concurrido personalmente 
los dos esposos, el Juez, sin perjuicio del curso dé la causa, podrá 
acordar la constitución del tribunal en la casa de la esposa, ó dar 
comisión á un inferior que lo haga, para que con asistencia de los 
parientes ó amigos se conferencie sobre la reconciliación. 

Art. 524. A solicitud de cualquiera de las partes ó de oficio, 
puede el Juez acordar, cuando lo estime conveniente, que en estas 
demandas se proceda á puerta cerrada ; pero la sentencia, cualesquiera 
que sean sus fundamentos, se pu-blicará en la forma ordinaria. 

Art. 525. Contra las determinaciones libradas por el Juez, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 157 del Código civil, no se oirá 
apelación sino en un solo efecto. 



(i) lya ley novísima está estudiada y comentada, en un Apéndice. 
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El Juez dictará todas las las medidas conducente*s á hacer cum- 
plir sus determinaciones respecto de los puntos á que se refiere dicho 
artículo, embargando bienes si fuere necesario. 

Tanto las peticiones como las resoluciones que ocurran en estos 
actos serán verbales, pero deben constar en sus respectivas actas. 

Art. 526. Si ocurriere diferencia entre el marido y la mujer 
sobre la cantidad y especie de los bienes que hayan de depositarse, el 
depósito recaerá sobre lo que el marido declarare, sin perjuicio de lo que 
el tribunal determinare después, en vista de la reclamación y de las 
pruebas que sobre este punto se instruyan en un cuaderno separado. 

ESTUDIO 134 

ANTECEDENTES 

Dkrhchc Patrio.— Zífy X, Tít, 70, Código de i8j8. Los artículos 19 á 69 
son casi iguales á los actuales, pero eu el 49 establece el depóíiito de la mujer, si 
se pide. 

Derecho Españoi.. — Ley 20, Tít 79, Lib -??, Nov, Recop. De resulta de cier- 
ta causa de divorcio seguida en el tribunal eclesiástico de Lima, que declató el 
divorcio y extendió su sentencia á la restitución del dote, gananciales y alimentos, 
y con motivo de lo que sobre este asunto hizo presente á mi augusto padre el Con- 
cejo pleno de Indias, tuvo á bien mandar expedir real Cédula, que se comunicó á 
aquellos dominios en 22 de Marzo de 1787, declarando que los jueces eclesiásticos 
solo deben entender en las causas de divorcio, sin mezclarse con pretexto alguno 
en la& temporales y profanas sobre aliuiantos, litis-expensas ó restitución de dotes, 
como propias y privativas de los magistrados seculares, á quien incumbe la forma- 
ción de sus respeciivos procesos ; y á este fin resolvió igualmente, que ofreciéndo- 
se semejantes asuntos temporales durante las causas eclesiásticas, se abstengan los 
Prelados y sus Provisores de su conocimiento, y las remitan sin detención á las 
justicias reales, que las sustancien y determinen breve y sumariamente según su 
naturaleza . . . . ; he tenido á bien conformarme con el parecer del Concejo, 
y en su consecuencia impondré esta mi real Cédula, por la cual mando se guarde, 
cumpla exacto lo provenido y dispuesto en la citada real Cédula de 22 de Marzo 
de 1787 de que se ha hecho referencia. 

Demandas admisibles. Continua la ley declarando que el tribunal no debe 
admitir ninguna demanda de divorcio que no esté fundada en alguna de las causas 
establecidas en el Código Civi). Ksas causas están enumeradas en el artículo 
153 de aquel Código así : 

la El adulterio de la mujer, en todo caso, y el del marido cuando mantiene 
concubina en su casa ó notoriamente en otro lugar, ó si hay un concurso de 
circunstancias tales que el hecho constituya una injuria grave hacia la mujer. 

2a El abandono voluntario, y los excesos, sevicia é injuria grave. 

3a .La propuesta del marido para prostituirá su mujer. 

4a El conato del marido ó de la mujer para corromper á sus hijos ó pros- 
tuir á sus hijas, y la connivencia en la corrupción ó p'-ostitución. 

La demanda que ha de ser escrita, como toda demanda ordinaria, debe exponer 
con claridad los hechos que se alegan como constitutivos de cualesquiera de laa 



Digitized by 



Google^ 



-38- 

causales anterioies, de manera que la parte demandada quede bien entendi- 
da del hecho 6 hechos que se le imputan, con sus circunstancias esenciales 
cuyo conocimiento es indispensable para su defensa ; no bastando, por lo 
mismo, decir, por adulterio, sin expresar con quién se ha cometido', cuándo 
y dónde, ó por sevicia, sin decir qué hechos la constituyt*n, por injuria 
grave, sin enunciar las palabras 6 los hechos, en que consista etc. 

Curso á la demanda. Si el tribunal encuentra que los hechos presenta- 
dos como fundamentos constituyen ó pueden constituir alguna de las causales 
de la ley, admitirá y dará curso á la demanda ; pero si manifiestamente 
los hechos fueren incongruentes de manera que no sean en verdad causa 
legal de divorcio, no puede admitir el Juez la demanda, porque el espíritu 
de la ley es evitar el escándalo de un litigio por causas fútiles 6 pasajeras, 
al impulso de arranques del momento. 

Mahimojiio eclesiástico. No entra en nuestro propósito examinar 6 ex- 
plicar aquellas causales de la ley ; pero por lo que pueda importar al pue-* 
blo católico, debemos advertir que en los tribunales franceses se considera como 
injuria grave, como maltrato moral, el Jiecho de negarse el esposo á Ue^'ar 
á cabo el matrimonio eclesiástico, después del civil, entendido que así debía 
hacerse, ^porque tal negativa deja á la mujer en situación de pasar como 
concubina, ante .la opinión pública que -^sí lo conceptúa, según las cas- 
tumbres. 

Objeto de sejs^undo acto conciliatorio. La demanda seguirá por todos los 
trámites del juicio ordinario. Pero contestada que sea, el Juez ha de esfor- 
zarse en conseguir la reconciliación de los cónyuges ; y si no la .lograre, 
los emplazará para una nueva reunión pasados cien días. Este largo lapso 
tiene por objeto dar lugar á que los espíritus se calmen con el tiempo, á 
que se reflexione con más calma sobre las trascendentales consecuencias de 
semejantes» litigios, y á que la persuación y el consejo de los parientes y 
amigos puedan obrar en favor de la reconciliación.^ 

Terceros que intervienen. En el segundo acto conciliatorio cada parte 
ha de concurrir acompañada de dos de sus parientes ó amigos, cuyas opi- 
niones é informes oirá el Juez, quien deberá hacer nuevos esfuerzos para 
obtener la reconciliación. Aquellas personas tienen la misión de ayudar, en 
cuanto su conciencia se lo permita, á evitar el pleito, y á exponer su pare- 
cer sobre el asunto, ilustrando al mismo tribunal, aun sobre los puntos 
relativos á depósito y á bienes y recursos de los cónyuges, y á lo que exijar 
el interés de los hijos. 

Co7icurfe7icia personal de las partes. El espíritu de la ley es sin duda 
que las partes concurran personalmente á esos actos conciliatorios , pero á 
veces por decoro, por prudencia ó algún otro motivo que es preciso respe- 
tar, la mujer se abstiene de comparecer, yendo en su lugar un repre- 
sentante y parientes inmediatos. Así se practica, y así continúa la causa, 
si no hay conciliación en el segundo acto, por todos los trámites del juicio 
ordinario, nombrando entonces el tribunal un defensor del matrimonio. No 
obstante, creemos, que si el Juez juzga indispensable la presencia personal 
de las partes, abrigando fundada esperanza de lograr una reconciliación, .pue- 
de ordenarlo así. 

Sesión secteta. Con tal fin, y también por motivos de moralidad y decen- 
cia, autoriza la ley al tribunal para acordar, á solicitud de parte 6 de oficio, 
que en los actos mencionados ó en cualesquiera otros de la causa, se proceda á 
puerta cerrada. Solo la sentencia está exceptuada de tal reserva, pues sean 
cuales fueren sus fundamentos, ha de publicarse en la forma ordinaria, 

Defensor del maífimonio. También en el juicio de divorcio, como dejamos 
dicho, debe el tribunal nombrar un defensor del matrimonio, que actuará en 
él como parte de buena fé, á ñu de que quede bien esclarecida la verdad, 



Digitized by 



Googlfí 



-.39- 

interesándose en que en el debate probatorio se escudriñe aquella por todos 
los medios legales. Su misión es en favor del matrimonio, y debe conser- 
var la mayor prudencia é imparcialidad ; pero si su conciencia honrada le 
dicta, á presencia de la verdad procesal, concluir en definitiva en favor del 
divorcio, debe rendirse á la justicia y exponer con lealtad los fundamentos 
de su juicio. Esto mismo es aplicable á los defensores del matrimonio en 
los casos de debatirse su nulidad, por demanda ó de oficio. 

Medidas sobre bienes ^ etc. Admitida la demanda 'de divorcio, podrá el 
Juez decretar, como en el juicio de- nulidad de matrimonio las medidas á que 
se refiere el artículo 157 del Código Civil, sobre la persona de la mujer^ y 
de los hijos, sobre el aseguramiento de los bienes, y sobre alimentos y litis- 
expensas. Las solicitudes sobre .estos puntos, así como las resoluciones del 
tribunal, serán verbales pero se harán constar en las- actas. 

Es de recordar aquí, en cuanto al depósito de la mujer, que conforme 
al artículo 158, Código' Civil ; ella debe comprobar su residencia en la casa 
donde ha sido depositada, siempre que sea requerida por el tribunal ; y que 
á falta de esa comprobación el marido puede retirarle la asignación alimen- 
ticia, y si ella fuere la demandante puede el Juez suspender la continuación 
del juicio y sus efectos. 

Pueden embargarse bienes. Los términos del artículo 525 dicen claramente 
que las medidas del Juez en cuanto á aseguramiento de los bienes de la 
mujer, pueden llegar hasta ordenar el embargo y depósito. Si hubiere di- 
ferencia (526) en las pretensiones de uno. y otro cónyuge sóbrela cantidad y 
especie de los bienes, se atenderá á lo que el marido declarare ; lo cual se 
entiende cuando la mujer no haya presentado prueba suficiente respecto de 
aquellos puntos al hacer la solicitud, pues si produce tal prueba ella debe 

f)revalecer: todo sin ptrjuicio de lo que deba resolverse después, en vista de 
as pruebas que las partes promuevan y se instruyan sobre el punto debati- 
do, las cuales han áe llevarse en cuaderno separado. 

Lo dicho es aplicable á los juicios sobre nulidad de matrimonio, en que, 
según hemos visto, ha lugar á aplicar las* disposiciones del artículo 157, 
Cogido Civil, de que viene á ser aclaratoria la disposición del mencionado 
526 á que nos referimos. 

No hay coficiliación para separación. Desde luego que en los juicios de 
divorcio el propósito del legislador está en favor de la reconciliación de* los 
cónyuges, en obsequio de la paz doméstica y en interés de la familia, no 
puede haber conciliación para consumar la separacióij. La ley quiere que 
esta no se verifique por la simple voluntad de ios esposos, sino por alguna 
de las causales que ella reconoce como legítimas para autorizarla. Y es tal 
el interés del legislador, en la paz del hogar, que en el artículo 156, Có- 
digo Civil, declara que la reconciliación quita el derecho de pedir divorcio 
por toda causa anterior, pone término al juicio, y hasta deja sin efecto la 
ejecutoria dictada en él ; sin exigir otra cosa sino que los cónyuges la pon- 
gan en conocimiento del tribunal que conozca ó haya conocido de la causa 
en primera instancia. 

Declaratorias en la sentencia. Al dictar sentencia que declare el divorcio, 
el tribunal ha de tener presente las disposiciones del Código Civil, para 
acordar al cuidado de quién han de quedar los hijos según su edad, y quién 
ha de proveer á su educación é instrucción. 

Advertencias. No será demás advertir que la ciencia y la jurisprudencia, 
fundadas en los principios legales, reconocen en el cónyuge que no ha que- 
dado encargado de los hijos ó de alguno de ellos, el derecho de visitarlos 
él ó de que se le envíen para verlos, en días y horas determinadas, en que 
pueda hacerse sin perjuicio de su educación. Toca al Juez acordarlo, si así 
se solicita, y aun dictar las precauciones que deban observarse, si hubiere 
motivo para ello. 
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Defensor del mahim<ynio. Finalmente conviene esclarecer el panto de si 
es ó nó gratuito el cargo de defensor del matrimonio en los juicios de nuli- 
dad y de divorcio. Es un cargo de oficio, ptr-) en materia civil, y en be- 
neficio de los cónyuges y de la familia, á la vez que en i títeres de la ley. 
No puede asimilarse al cargo de fiscal en hs causas criminales, que son de 
interés social, de interés de todos, para la conservación del orden y repre- 
sión de los delitos. Más bien se asimila al cargo de delensor de un asunto, 
para ventilar intereses privados que le conciernen y que afectan sus bienes, 
directamente é individualmente á su familia. Y el artículo 151, que estudia- 
mos oportunamente, manda pagar los honorarios del defensor, de los bienes del 
defendido y sacar también de ellos las expensas necesarias. Si ninguna ley 
declara expresamente que sea gratuito el cargo de defensor del matrimonio, y 
si existe en el mismo Código de Procedimiento ese antecedente respecto del 
defensor de ausente, creemos que, atendido el principio de justicia de que 
aquel trabajo tiene derecho á recompensa, el defensor del matrimonio puede 
exigir que se le paguen sus correspondientes honorarios por aquel de los 
cónyuges á quien se impuso el pago de costas»^ y caso de no haber habido 
tal condenatoria, por ambos cónyuges, como costas comunes que han de 
soportar los dos. Cuanto á gastos, la práctica permite á esos defensores ac- 
tuar en papel común, á reserva de que en definitiva se mande reponer aquel 
por quien corresponda. En todo caso, si hubiere suplido gastos con mayoría 
de razón deben serle reembolsados los que compruebe legítimamente. 



TITULO IV 



PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA TUTELA T 

cúratela; a LA INTERDICCIÓN Y A LA 

INHABILITACOIN 



SECCIÓN 1^ 

II>e la, oposición y pi-eTerencia en los 
nonnl>ramientos 

Art. 527. En caso de oposición al nombramiento de tntor elegido 
en testamento ó de la persona propuesta por el consejo ó designada 
por el tribunal para la tutela ó protutela, alegándose alguna causa ó 
impedimento reconocido por la ley, ó preferencia legal de otra per- 
sona; ó bien de oposición á la constitución de la tutela oficiosa, tam- 
bién alegándose alguna causa legal, el Juez nombrará un abogado en 
ejercicio, ó en su defecto á un procurador, que sostenga los intereses del 
menor, y fijará día para oir al opositor ó á la otra parte, si la hubiere,' 
y al defensor nombrado. 

Art. 528. Si hubiere hechos que probar, se sustanciará el asunto 
por los trámites del juicio verbal. 

Art. 529. Terminada la sustanciación se consultará al consejo 
de tutela que se nombre para el caso. 

Art. 530. De lasentencia se oirá apelación. 
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ESTUDIO 135 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los artículos copiados son en el Código jnodernísimo los 
538, 539» 540 y'541. En el Código de iSSo ^ó\o existe el artículo 394, igual al 
392 del Código de 73 que disponía que se nombrase un fiscal en las causas sobre 
remoción de turores y curadores seguidas de oficio. Ningún antecedente se en- 
cuentra en el Código de iSjS, 

Derecho Españou . — Ley /a ///. 78, Part. <5a. « Aquel que sea deudor puede * 
ser llamado sospechoso, que es de tal manera que pueden sospechar coutra él, 
que desgasta los bienes del huérfano, ó que le- mostrará malas costumbres. 
E maguer este atal fuesse rico, é quisiese dar fiador de guardar é aliñar los 
bienes del mo^o, por todo eso non le deben dexar en su guarda, porque tal 
fiadura non le toldria al guardador el mal entendimiento 6 la mala voluntad 
que oviese en gastar lo del huérfano. E aun decimos, que si el guardador fuese 
pobre, é de buenas maneras, non deven por ende sacar de su poder al huérfano 
é dar otro en su lugar. E las otras razones porque pueden toUer á los guar- 
dadores los huérfanos, é dar otros en su lugar, son estas : así como si alguno 
oviesse sido guardador de otro huérfano é oviesse procurado mal los bienes del. 
O le oviesse mostrado malas maneras. O si después que oviesse en guarda al 
mogo, fuere fallado que era su enemigo ó de sus parientes. O si dixiesse de- 
lante del Juez que non tenía que dar á comer al mogo é fallassen que dice 
mentira. G si non fisiesse escrito de los bienes del huérfano, á que liaman in- 
ventario, según desuso diximos. O si non le amparase á él é á sus bienes 
en juyzio ó fuera de juyzio. O sí se escondiesse é non quisiesse parescer, quando 
sopiesse que le habían dado por guardador del huérfano ». 

Ley -?a i(c, 18, PUti, óa. « Quienes son los que pueden razonar contra el 
guardador». 

Ley 3^ id. 18. Part, (5a. (t Como el juzgador de oficio puede remover al 
guardador». 

Eey ^a ///. /8. Parí. <5a. « Que penas merecen los guardadores, si fallaran 
que hicieron algún menoscabo». 

Disposiciones del Código Civil,- Nuestro Código Civil de 1895, cu sus artículos 
282 á 298 dispone todo lo relativo á la apertura de la tutela, á los tutores 
testamentarios, legítimos y dativos [artículos que son en el Código mo- 
dernísimo los 288 á 304.] : e.i los 3 ro á 314 los inhábiles para S2r tutores, pro- 
tutores, curadores, miembros del consejo de tutela, así como las causas de re- 
moción [que son los artículos 316 á 320 del Código modernísimo ]. 

Las cuestiones, pues; que se promuevan sobre preíerencias en los nombra- 
mientos ó sobre cualquiera de loi otros puntos á que se refiere el artículo 527 
que estudiamos, deben ajustarse y resolverse por las disposiciones del Código 
Civil á que hemos aludido. 

Procedimiento, El procedimiento es sencillo. El Juez comienza por nombrar 
un abogadeen ejercicio, ó en su defecto un procurador, para que defienda los 
intereses del menor; lo cita para que acepte y jure : fija día para el acto de con- 
testación, citanTlo al opositor, al interesado, que es la otra parte, y al defensor. 
Oídos, si hubieren hechos que probar, se seguirá el asunto por los trámites del 
juicio verbal, que es breve. Terminada la sustanci ación, se nombra un consejo 
de tutela á quien se consulta, y luego se libra la sentencia, que es apelable 
libremente. 
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Juez compeienie. — El Juez competente en estos juicios es el de la instancia 
• en lo civil donde se abrió y ha de establecer la tutela. 

Como las causas que pueden alegarse han de ser legales, y se trata sólo 
de oposición 6 de preferencia, cree el legislador que el juicio no necesita el 
procedimiento del juicio ordinario, y que basta el de los juicjos verbales* y 
estando representado todos los intereses, entre ellos, los del . mismo menor, y 
consultado un consejo especial, ha de esperarse una decisión justa. 



SECCIÓN 2? 



r>e la interdicción é inliabilitación 



. Art 531. Luego que se haya promovido la interdicción 6 que 
haya llegado á noticia del Juez que en alguna persona concurren cir- 
cunstancias que puedan dar lugar á ella, abrirá el juicio respectivo. 

Art. 532. Abierto este juicio, el Juez procederá á una averigua- 
ción sumaria sobre los hechos imputados, nombrando por lo menos, 
dos facultativos para que examinen al notado de demencia y emitan 
su juicio, practicando lo dispuesto en el artículo 3^3 del Código Ci- 
vil (379 novísimo), y lo demás que juzgue necesario. 

Art. 533. Si de la averiguación sumaria resultaren datos sufi- 
cientes de la demencia imputada, el Juez ordenará seguir formal- 
mente el juicio, decretando la interdicción provisional, y nombrando 
curador interino, con arreglo á lo dispuesto en el Código Civil. 

Por el hecho mismo de haberse decretado la interdicción provisio- 
nal quedará la causa abierta á pruebas por el término ordinario, 
instruyéndose las que promuevan el indiciado de demencia ó su curador, 
la otra parte, si la hubiere, y las que el Juez decrete de oficio. 

Art. 534. El Juez de i? instancia es el competente en estos 
juicios; pero los de Departamento ó de Distrito y los de Parroquia 
pueden practicar las diligentias sumarias y remitirlas á aquél, sin 
decretar la formación del juicio, ni la interdicción -provisional. 

En los lugares donde no haya facultativos, se nombrarán personas 
que tengan alguna práctica en la medicina. 

Art. 535. Las sentencias libradas en estos juicios se consultarán 
siempre con la Corte Superior respectiva, y la de esta con la Suprema, 
si revoca ó reforma la de primera 'instan9Ía. 

Art. 536. La declaratoria de no haber lugar á la interdicción no 
impedirá que pueda abrirse un nuevo procedimiento, si se presentaren 
nuevos datos. 
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Art. 537. Las actas del interrogatorio que debe dirigirse al indi- 
ciado de demencia, según lo dispuesto en el Código Civil, expresarán 
siempre las preguntas hechas y las respuestas dadas. 

Art. 538. Para la rehabilitación del entredicho, el tribunal abrirá 
una averiguación sumaria para comprobar el estado de sanidad men- 
tal, mandando evacuar las pruebas que creyere conducentes, además 
de las que promo\áere el interesado. 

Art. 539. Las sentencias que recaigan en el juicio de rehabili- 
tación, se consultarán de la manera establecida para las que se dicten 
en el juicio de interdicción. 

Art. 540. En la inhabilitación se seguirá el mismo procedimiento 
que para la interdicción, salvo que no podrá procederse de oficio ni 
podrá decretarse inhabilitación provisional. 

ESTUDIO 136 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los artículos copiados vSon los 542 á 551 del novísimo 
Código. Corresponden á los 385 á 393 del C6dig;o de 1880 y á los 383 á 391 del de 
1873 í faltando en estos dos, la disposición del artículo 538 que se agregó en el 
de 1895. 

No hay antecedente en nuestro Código de fSj8, 

Derecho Españoi.. — Lej 13, tíL /<5, Part. <5a. «Curalores son llamados en 
latín aquellos que dan por guardadores á los mayores de catorce años é meno- 
res de veinte e cinco años, seyeudo en su acuerdo. K aun á los que fuessen ma- 
yores, seyeudo locos ó desmemoriados ...» 

Código Civil sobre incapacidad. Según el artículo 370 Código Civil (376 
del nov.) el mayor de edad y el menor emancipado, que se encuentren en estado 
habitual de defecto intelectual que los haga incapaces de proveerá sus propios 
intereses, serán sometidos á interdicción, aunque tengan lúcidos intervalos. 

Según el artículo 371 [377 Nov.] el menor no emancipado puede ser sometido 
á interdicción en el último año de su menor edad. 

Doctritia de Garguilo. Oigamos á Gafguilo en su obra citada, explicando 
estas disposiciones que son también del derecho italiano : «Aunque el hombre 
haya llegado á la edad en que todas sus facultades intelectuales se han desa- 
rrollado, sucede algunas veces que, sea por defecto de conformación, sea por 
consecuencia de enfermedad anexa á la naturaleza humana, permanece ó recae 
en cuanto á la razón, en la infancia de la cual su edad debía sacarlo. Más, que 
la razón se turbe ó que permanezca en un estado tal de debilidad, que lo haga 
incapaz de regular su perí-ona y sus negocios, la ley viene en su socorro, au- 
torizando al magistrado para prohibirle, con conocimiento de causa, el ejercicio 
tie aquellos derechos propios que su edad le concedía en toda sn plenitud, para 
volverlo á la condición de menor. La interdicción no puede ser pedida sino 
con la mayor circunspección. Ella priva á un ciudadano del libre ejercicio de 
sus derechos, le quita la libre administración de sus bienes, limita la libertad 
de sus acciones, y no sólo es para él caii«a de pesadumbre y de humillación, sino 
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también un atentado contra sn reputación. Por eso debe pronunciarse en 
caso de necesidad 6 solamente cuando lo exige el bien de aquel contra el cual se 
pide, para quédela considerarse en su ventaja y también de su familia ». 

«La interdicción se halla establecida en el Código Civil. Ella es consti- 
tuida para el estado de absoluta enfermedad de la mente del mayor de edad 6 
del menor emancipado ; (jiie lo h i^a incap iz de proveer á sus propios intereses. 
De aquí, que el efecto de la interdicción nó es la pérdida de los derechos pro- 
pios, sino la suspensión de su ejercicio. La enfermedad mental debe ser habitual. 
No es que se deba decidir haber perdido el hombre la razón y el sentido portal ó 
cual acto aislado : la triste condición de la humatn'dad es^tal que aun el mág 
sabio no está exento de errores. Pero cuando la razón no es ya sino un acci- 
dente en la vida del hombre, cuando la razón no se muestra sino á veces, mien- 
tras la palabra y las acciones diarias son la palabra y las acciones de un in- 
sensato, se puede decir que existe un estado habitual de enfermedad de la 
mente- La ley no enumera todas las formas bajo las cuales puede mostrarse 
la enfermedad mental que debe justificar la interdicción, porque la ciencia misma 
llega á ser impotente para definirla con exactitud. Por lo cual no podía el le- 
gislador hacer otra cosa mejor que dejarlo á la apreciación de la autoridad 
judicial. La enfermedad debe .ser habiíiuil^ lo que no quiere decir que debe ser 
continua. Un estado semejante puede ofrecer lúcidos intervalos, en los cuales 
parece haberse recobrado el uso de la razón ; más, no obstante debe someterse 
á la interdicción. lin este punto la leo;i>lacióu moderna se ha separado de cuanto 
había establecido la ley romana que disponía (pie el loco en intervalos lucidos 
que se llaman en la ley romana iutcrvalia prrfcdíssima, ut 7ii qmbusdam videatur 
etia?n paie/tiror essf refnissNs, po lía formar contrato y aun su testamento. Las 
ciencias frenológico legales servirán de^ guía al magistrado ; y donde ellas no 
logren esclarecer toáa duda sobre el estado físico y moral de la persona, lo so- 
correrá su propia labor poniendo en práctica, con el examen psicológico, los 
medios acordadas por la ley para llegar al descubrimiento de la verdad, inda- 
gando si las funciones de la mente son exactas, ó si en el proceso fisiológico de 
las operaciones se encuentra el acuerdo entre la conciencia y las sensa- 
ciones . . . w. 

Borsari. En cuanto á que el menor, aunque se encuentre en estado de de- 
fecto mental para el manejo de sus propios intereses no pueda ser entredicho 
durante su minoridad, [ permitiéndole nuestro Código solo en el último año de 
ella], dice Borsari en sus comentarios al Código de procedimiento italiano, que 
no puede serlo, porque no puede decirse privado de aquello que no ha podido 
aun conseguir, pero que está en vía de alcanzar Cieciendo en años y lo cual 
explica bien la disposición de la ley. 

Promovenios lé'í^alcs. El 372 del Código Civil [37S Nov.] faculta para pro- 
mover la interdicción al cónyuge, á cualquiera pariente del incapaz, al Síndico 
Procurador Municipal y á cualquiera persona á quien le interese; y autoriza al 
Juez para acordarla de oficio. 

Luego que se haya proniovivlo \\ interdicción ó que haya llegado á noticia 
del Juez que en alguna persona co icurran circunstancias que pueden dar lugar 
á ella, abrirá el juicio respectivo ; y procederá á una averiguación sumaria sobre 
los hechos imputados, nombrando por lo menos dos facultativos para que exa- 
minen al notado de demencia y emitan su juicio, practicando el interrogatorio y 
declaraciones preceptuadas en el articulo 373 del Código Civil [379 Nov.J, y lo 
demás que juzgue necesario. 

El juicio se abre, pues, ó por solicitud de alguna de las personas autoriza- 
das para promoverlo, en la cual deben indicar la persona y expresar los hechos 
que se alegan como fundamentes con las circunstancias necesarias para poder 
averiguarlos; ó de oficio, por un auto de proceder en que el Juez expondrá las 
circunstancias que han llegado á su couqcí miento } que ameriten la indagación, 
como capaces de dar lugar á la inter(Jjccíón. Necesario, es, por tanto, que se 
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trate de hechos de los cuales pueda deducirse un estado habitual de defecto 
mental en la persona, que acuse su incapacidad para proveer á sus intereses. 
Operaciones ruinosas, negocios desgraciados que traigan grandes pérdidas, no 
son bastantes para descubrir tal estado nieatal ; porque por error ó por acci- 
dentes salen fallidos con frecuencia los cálculos humanos. Estado habitual de 
defecto, de desorden intelectual, requiere la ley ; y e^5a debe ser la base única 
del procedimiento, para no atentar contra el derecho sagrado del ciudadano, 
ni hacerse cómplice de combinaciones inicuas 6 inmorales de la avaricia ó de 
la mala fé, sobre todo cuando se trata de ser poseedor el njtado de demencia, 
de alguna fortuna cuantiosa. 

Harte sumaria. Empieza, pues, este juicio por una parte sumaria, en que 
debe ponerse todo en claro, oyendo á cuatro parientes inmediatos de la per- 
sona, o en su defecto amigos de la familia, y á todos los más que sea necesario, 
interrogando á aquel de cu3^a interdicción se trata, oyendo la opinión por lo menos 
de dos facultativos, que han de escogerse entre los más prácticos alienistas, y 
evacuando las demás diligencias que sean conducentes. Según la importancia 
del caso, debe el Juez oir á parientes de una y otra línea, á testigos imparciales, 
hacer repetir el examen de los facultativos en días y horas distintas, repetir 
también el interrogatorio, haciéndole preguntas, no simples fáciles de retener y 
responder, sino que envuelvan circunstancias de personas, tiempo y lugar, etc.," 
como lo recomiendan los autores, y escribir fielmente las preguntas y las con- 
testaciones. 

« La interdicción no se declarará sin haberse interrogado á la persona . . . 
y oido á cuatro de los parientes inmediatos . . , dice el C6 ligo Civil. De modo que 
el acto del interrogatorio es esencial, como el informe de los parientes, y 
no puede prescindirse de tales formalidades sin incurrir en nulidad. Y si el 
individuo es furioso, de modo que haya peligro, potlrá suprimirse su interro- 
gatorio, si así lo informan los que le asistan ? No, el Juez debe ir y tenerlo á 
su presencia, debe intentar el interrogatorio, dtbe cerciorarse de vista de su 
estado, y poner constancia de todo lo que practique procurando cumplir la ley. 

Si de la averiguación sumaria, practicada con toda diligencia é interés, re- 
sultaren datos suficientes de la demencia imputada, el Juez ordenará seguir 
formalmente el juicio, decretando la interdicción provisoria y nombrando cura- 
dor interino con arreglo del Código Civil. De modo que, completo el sumario, 
habrá de examinar detenidamente el Juez, si presta mérito bastante para seguir 
juicio formal. Si lo presta, decreta la interdicción provisoria, provee de 
curador á la persona, conforme al Cótiigo Civil que determina los individuos 
llamados á .serlo, y abre entonces el juicio plenario. Más si se trata de la in- 
terdicción del menor no emancipado, en el último año de su minoridad, nos 
parece que estando sometido á tutela, no puede nombrárheie curador, y que 
siguiendo el espíritu de la ley que quiere que se oifran privadamente cuatro de 
los parientes más próximos, debe exigirse la opinión ílel consejo de tutela, para 
poder decretar la interdicción provisional para cuando llegue á la mayoridad. 

Término Probatorio. Kn todo caso, decretada" la interdicción, queda la causa 
abierta á pruebas por el término ordinario, instruyéndose las que promoviesen 
el indiciado de demencia, la otra parte, si la hubiese, y las que el Juez decre- 
tare de oficio. Enumera la ley entre esos que pueden promover pruebas, al 
indiciado mismo, pero silencia al curador. Sin duda no creyó necesario ex- 
presar que este podía hacerlo, desde que por virtud de su nombramiento ha de 
tenérsele como parte en el proceso, teniendo la cura interina de la persona. 
Esto no obsta para que el indiciado pueda constituir un apoderado que le repre- 
sente en el juicio, pues que la ley le da el derecho de defensa, de que no puede 
privársele mientras no haya sido condenado definitivamente. 

Si el desorden intelectual de la persona llegase á tal grado, que su intervención 

en el proceso cau.sare perturbaciones, podrá piivársele de concurrirá los actos, 

uego que haya producido aquellas. A pesar de lal riesgo, la ley no ha podido 
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consagrar como principio la exclusión del indiciado, porque tratándose de un 
asunto tan grave para él, natural es dejarle el pleno derecho de defensa que 
puede serle importantísimo en muchos casos, y ejercer por sí ó por un apode- 
rado. Lo contrario sería darlo por condenado de antemano, lo cual serfa tan 
absurdo como injusto. 

Juez competente. El Jnez de la instancia es el competente en estos juicios» 
según ambos Códigos. Claro es que ha de ser el del domicilio, Juez natural 
de la persona, donde reside habitualmente y donde pueden recogerse los datos 
relativos á su estado mental. Pero faculta el artículo 534 de este Código de 
Procedimiento á los de Distrito ó de Departamento y aun á los de Parroquia para 
abrir é instruir las diligencias sumarias, y no más ; debiendo remitirlas luego 
al Juez de la instancia, sin decretar nada ni sobre prosecución del juicio for- 
mal, ni sobre interdicción provisoria. ¿ Deberán también ser estos jueces los 
del domicilio del indiciado, aun cuando este se encuentre residiendo fuera de 
aquel? Los términos del artículo, que usa del singular al referirse al primer 
Juez, el de la instancia, y del plural para indicar los otros, los de Departa- 
mento y los de Parroquia, parecen expresar la idea de que cualquiera de estos 
puede instruir las diligencias sumarias ; y es natural que dentro ó fuera del 
domicilio, el Juez que encuentre en su jurisdicción personas quede señales de 
enagenación, proceda á la averiguación, con lo cual se atiende oportunamente 
á una necesidad social, sin menoscabar la competencia del Juez de la instancia, 
pues á él ha de renitir fas actuaciones. Por otra parte, este tiene el derecho 
de ampliarlas, de hacer practicar nuevos reconocimientos y cerciorarse por sí 
mismo del estado del individuo por otro interrogatorio. 

Peritos. También faculta la ley para nombrar para los reconocimientos 
personas que tengan alguna práctica en la medicina ; pero es cuando en el lugar 
no haya facultativos. Es exigencia de la necesidad, á la cual hay que some- 
terse. Pero en casos graves, el Juez de la instancia no debe omitir diligencias 
para obtener un reconocimiento practicado por personas competentes. 

Por supuesto que en la prueba se admitirán* todos los medios que la ley 
permite, documentos, testigos, experticias, uuevos reconocimientos, y hasta po- 
siciones, siempre que sean pertinentes. Y como el Juez tiene el derecho de 
hacer evacuar de oficio las pruebas que estinid conducentes, con mayor razón 
podrá acordar la práctica de alguna diligencia para mejor proveer. 

Apreciación de las pruebas. En la apreciación de las pruebas, en los casos 
graves y complicados, debe ser el Juez prudente, sensato, perspicaz, para no 
engañarse con apariencias, no confundir algún intervalo lúcido con la plenitud 
de la razón, no tomar extravagancias ó violencias de carácter, hijos casi siempre 
de la mala educación, como una verdadera enfermedad mental, poder estimar en 
su justo valor las simples monomanías que no privan al individuo de capaci- 
dad para proveer á sus intereses. í<aá predisposiciones hereditarias son ele- 
mentos que no deben desatenderse en esta especie de juicios, y las indicaciones 
de la ciencia moderna, y la práctica de los alienistas son guías preciosas para llegar 
á conclusiones acertadas. El Juez debe tener muy presente, en esos casos com- 
plicados y graves, que va á dar un fallo de grandísima trascendencia, estando 
de un lado los más preciados derechos del ciudadano, la libertad de su persona, 
de sus actos, del manejo y disposición de lo suyo, sus sentimientos, su reputa- 
ción misma; y del otro el interés social, el iuterés déla familia, pero bajo cuyo 
manto suelen ocultarse á veces la avaricia, la mala fé, y hasta pasiones de otro 
linaje. 

Sentencia de 1°:. instancia. La sentencia de la instancia se consultará siem- 
pre con la Corte Superior, y la de esta con la Suprema, si revoca 6 reforma 
la de primera. Esto no priva á las partes de la apelación y demás recursos 
que dan las leyes. 

Examinan los autores el punto de si en un juicio de interdicción pueden 
los jueces fallar, sometieado á la persona á inhabilitación, que es menos que 
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aquella. Opinan los autores en general, que pudiera hacerí^e así, en principio; 
cuando el fundamento de aquel puede aplicarse á ambos estados v. g. vicio 
mental ] pero tanto Gargidlo como Dorsari, creen que sí la causa alegada es 
especialmente la legal de interdicción, no podría hacerse, y citan estos concep- 
tos de Chauveau sur Carré : «No se podrá por conclusiones nuevas sustituir en 
el curso de la instancia, á una acción para interdicción por cama de demeruia^ 
una demanda de inhabilitación por causa de pfodigalidad. Esto sería cambiar 
la naturaleza de la acción intentada al principio». Y citan una sentencia en 
tal sentido de la Corte de Orleans. Tal nos parece la doctrina aceptable entre 
nosotros, en que prohibe la ley variar la acción, y exige que la sentencia sea 
conforme con la acción deducida y con las excepciones opuestas. 

Costas. Examinan también los autores el punto de costas. I/ds dos ita- 
lianos citados dicen ser unánime opinión que en el caso de encontrarse que el 
actor obró, más como amigo que como adversario, en intereses del indiciado y 
K T '*'^^'*^' y^^ costas deben ser á cargo de este ; pero que si resulta que 
obró por avaricia ó por odio, y no en favor del individuo, puede el tribunal 
condenarlo hasta en los daños y perjuicios. 

Registro y publicidad. Ordena además nuestro Código Civil, qtíe las sen- 
tencias de interdicción provisoria ó definitiva se registren y ó se publiquen por 
la imprenta. Tales actos son de forma, para constancia en una oficina pública 
de aquellas medidas; y están de acuerdo los autores en que ellos no modifican 
las disposiciones de los mismos Códigos que declaran que la interdicción surte 
sus efectos desde el día de la sentencia y nulos de derechos los actos ejecuta- 
dos por el entredicho después de la decisión de interdicción definitiva ó pro- 
visional, extendiéndose algunos en los perjuicios y los peligros de los bienes, 
si se dejase como hábil al individuo, en el intermedio entre la interdicción pro- 
visional y la sentencia de última instancia que la declarase definitivamente. 
I^os terceros de buena fe que hubiesen contratado con el indiciado, no podrían 
imputar sino á sí mismo su descuido, pues qui cum alio contrahit vel est ve¡ 
esse debet no7i ignarus co7iditiones ejus. 

No hay cosa juzgada. La sentencia definitiva en esta especie de juicio 
tiene la especialidad de no producir cosa juzgada. Si es absolutoria, es decir, 
i5i declara no haber lugar á la interdicción, eso no impide que pueda abrirse 
un nuevo procedimiento sobre ella, si se presentaren nuevos datos, conforma al 
artículo 536, del Código de Procedimiento de 1895 que estudiamos, 547 del novísimo. 
De modo que no es necesario que se alegue que la demencia ha sobrevenido des- 
pués, sino que basta que se presenten datos nuevos, más completos, para de- 
mostrar la misma demencia sobre la cual se siguió el juicio, y en que ha 
continuado el individuo. El interés social, el interés de la familia, los mismos 
de la persona lo exigen así, con idéntica razón y con idéntica urgencia 
alas que justificaron el primer procedimiento. Y si la sentencia declaró la 
interdicción, no impide tampoco que se abra juicio de rehabilitación, cuando 
quiera que pueda demostrarse que han cesado los motivos que dieron lugar á 
la interdicción. Justo es esto ; porque tal medida no es sino obra de la nece- 
sidad, y no debe extenderse á más, porque readquirida la razón de un modo 
permanente, cesa la causa, y ha de volver el individuo al libre ejercicio de sus 
derechos naturales, y porque sería ya un atentado contra estos, retenerle con 
una condición que no tiene razón de ser. 

Rehabilitación, El juicio de rehabilitación se abre de la misma manera 
que el de interdicción, á instancia délos parientes, del cónyuge, del mismo en- 
tredicho, del Síndico Procurador Municipal, ó de oficio. Se abre la averigua- 
ción 5umaria, se oye al consejo de tutela, al tutor, á los parientes, se interroga 
^'^"^''^ícho, se hacen los reconocimientos médicos necesarios, se practican 
todas las demás diligencias conducentes á averiguar si realmente la persona 
ha recuperado sus facultades mentales; y luego resuelve el tribunal, decla- 
rando la rehabilitación, si la encuentra procedente, ó mandando de oficios, 
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evacuar las diligencias que juzgue necesarias para obtener mayor luz y poder 
fallar con plena convicción, pudiendo hasta indicar los puntos respecto de los 
cuales necesita mayores aclaraciones. 

De suerte que puede no haber juicio formal, sino hay quien haga oposi- 
ción, la cual pudiera hacer solo alguno de los misiuors llaniidos á provocarla 
revocatoria. Si alguno de e<ílos se opusiere, entonces h\brá lu^ir al juicio, en 
que serán partes, el entredicho, el tutor y el opositor. 

La sentencia que librare deberá consultarse con el Superior, y la de este 
con la Corte Suprema si no fuere conforme con la primera, y nos parece nece- 
sario también que se registre y publiaue la d^ rehibilitación, de la misma 
manera que se hizo con la de interdicción. 

Inhabilitación. «El débil de entendimiento cuyo estado no s^a tan grave que 
dé lugar á la interdicción, dice el artículo 388 del Có ligo Civil de 1895, (394 uov.), 
y el pródigo, podrán ser declarados por el Juez de ra instancia, inhábiles para estar 
enjuicio, celebrar, transacciones, tomar á préstam), percibir sus créditos, dar 
liberaciones, enagenar ó hipotecar sus bienes, y pira hacer cualquier otro acto 
que exceda de la simple administració 1, sin la asistencia de un curador que 
nombrará el dicho Juez, de la misma manera que dá tutor á los mmores. La 
prohibición poirá extenderse hasta no permitir, actos de simple admini'5tracióii 
sin la intervención del curador, cuan lo aparezc i necesaria esta medida. 

La inhabilitación puede ser promovida por los mismos que tienen derecho 
á pedir la interdiccción ». 

Sordo-mudo y ciego. El artículo 389 del Código de 1895, (395 nov.), dice así : 
« El sordo-mudo y el ciego de nacimiento ó que hubiere cegado durante la in- 
fancia, llegados á la mayor edad, quedarán sometidos de derecho á la misma 
incapacidad, á menos que el tribunal los haya declarado hables para manejar 
sus negocios ». 

Opinión de Bo> sari. Borsari se expresa así, respecto del débil de entendi- 
miento y del pródigo : « Las legislaciones modernas han adoptado una grada- 
ción desconocida de los antiguos. O la enfermedad de la mente se manifiesta 
como absoluta, y entonces es el eclipse total de la razón. O bien solo en con- 
diciones de imperfección y debilidad ;• y en tal caso la ley ha venido mitigando 
sus rigores. Por eso, parala primera la interdicción y para la otra la inhabi- 
litación, que es una interdicción parcial, limitada á los actos más importantes 
de la vida civil ... La prodigalidad excesiva y maniaca es la destrucción 
de la familia, la indigencia de los hijos, el oprobio de la vida, el homicidio. 
La ley, asumiendo los deberes de la sociedad civil, debía reprimirla ponién- 
dole un límite. Encontrar ese límite justo, más allá del cual se viola la pro- 
piedad en la absoluta disponibilidad, que es su carácter, no es cosa fácil ; y era 
menester dejar todo ese espacio en el dominio de los hechos y del criterio 
práctico. La inhabilitación del pródigo és una transacción entre la autoridad 
y la libertad : yo la respeto porque creo que pone término á la tendencia de 
exajerar la una y la otra, haciendo del pródigo un demente, ó un hombre sabio 
y un ciudadano honesto ». 

Opinión de Gatguilo. Cuanto al sordo-mudo, y al ciego de nacimiento, 6 
desde la infancia, explica así Garguilo las disposiciones de la ley : « La ley su- 
pone que ellos no tienen el pleno conocimiento de los hechos exteriores, que 
es suficiente á la generalidad de los hombres para proveer á la tutela de sus 
propios intereses. I^a ley considera el sordo-mutisrao como una enfermedad 
de la mente, uniformándose en esto, no sólo á la naturaleza de tal anormali- 
dad 6 imperfección, la cual teniendo su asiento en los órganos destinados 
á la percepción y comunicación de las ideas, debe por necesidad influir pode- 
ro.samente sobre el desarrollo y el ejercicio regular de las facultades intelec- 
tuales y afectivas del hombre, especialmente con relación al mundo exterior ; 
sino también á los más sanos principios de la ciencia médico-legal, según los 
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cuales- el sordo-mutismo es clasificado con razón entre las enfermedades men- 
tales, como la imbecilidad, la fatuidad y otras semejantes. La ley, sin em- 
bargo, en vista de los progresos hechos particularmente en estos últimos tiem- 
pos, en la ciencia y el arte de educar é instruir á los sordo-mudos, ha supuesto 
como regla general que poseen una instrucción bastante á proveer convenien- 
temente al gobierno de su persona y hacerse capaz de los actos menos impor- 
tantes de la vida civil, cuales son los que entran en la esfera de la simple 
administración y disposición de sus rentas, incluyendo aquellos que tienen el 
carácter de enagenación ó disposición de la propiedad para los que quiere 
la ayuda y asistencia de un curador ». 

Procedimie7tto. Volviendo ahora al procedimiento, dice nuestro Código que 
debe seguirse el mismo de la interdicción, excepto que no puede procederse de 
oficio, ni decretarse inhabilitación provisoria. Necesitase, pues, gestión de al- 
guno de los que puedtn legahnente hacerla, cónyuge, parientes, Síndicos procu- 
radores 6 alguno á quien interese, para poder abrir la inquisición y poner en 
claro los hechos ; y decretar luego haber o nó lugar al juicio formal. El Juez 
competente es el mismo de primera instancia del domicilio ; y los llamados á 
intervenir en el juicio, el que gestiona, el indiciado, su representante. En 
todo lo demás, pruebas, sentencias, etc., regirán las mismas disposiciones de 
la interdicción, de modo que la declaratoria favorable al indiciado no impide 
nuevo juicio contencioso de inhabilitación con mejores datos, ni la adversa 
impide que pueda abrirse juicio de rehabilitación, si han desaparecido los 
motivos. 

Respecto del sordo-mudo y el ciego de nacimiento ó dtsde la infancia, como 
el Código Civil dice, que el llegar á la mayoridad, quedan de derecho sometidos 
á la misma incapacidad, todo se reducirá á verificar tal estado, ó á examinar 
8i pueden ser declarados hábiles, si así se pidiere. Por supuesto, que aunque 
la incapacidad es de derecho, no puede condenársele sin oirlos, pues quizás 
no tengan el defecto de nacimiento ó desde la infancia, y puedan, probar su 
perfecta capacidad. 

Prohibición de la ley sobfe inhabilítcuíón. Conviene fijar la atención en la 
prohibición de la ley, de decretar inhabilitación provisoria, que envuelve la de 
nombrar curador interino ; pues este nombnamiento es consecuencia natural y 
jurídica de aquella inhabilitación. No se inhabilita provisionalmente al indi- 
ciado ; luego no puede tener curador provisorio ; luego es hábil durante el 
juicio y mientras no se dé sentencia definitiva que le inhabilite; luego puede 
enagenar sus bienes en ese tiempo; luego la nulidad de los actos ejecutados 
por el que resulte inhabilitado no puele correr sino después de la primera 
sentencia definitiva, que por su naturaleza requiere ejecución inmediata. Tales 
consecuencias cuya fuerza lógica no puede dudarse, exponen la fortuna del 
indiciado, y burlarían los propósitos de la ley. si no hubiese modo legal de 
impedirlo. Por fortuna, siendo un juicit) formal ordinario el que se sigue, son 
aplicables las disposiciones so >re secuestro, embargo y arraigo, que facultan 
para impedir las enagenaciones cumdo se trata de burlar la acción intentada ; 
y el Juez podrá decretar el embargo ó la prohibición de enagenar que es 
menos, pero suficiente. Sin duda se tuvo presente todo eso al sancionar la 
reforma á que aludimos, en nuestro Código de Procedimiento, reforma que se 
separa de los códigos francés é italiano, tanto civil como de procedimiento, y 
sóbrela cual nada se encuentra en la Ley de Enjuiciamiento Civil Española, 
dictada cuando aun regía la legislación antigua. 
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SECCIÓN 3? 



I>e la remoción ele los tritoi*es ó cixraclores 
y suspensión de la. patx*ia potestad ' 



Art. 541.' Cuando se pidiere la remoción de tutor, protutor, cu- 
rador 6 miembro del consejo de tutela, deberá presentarse escrito 
formal en que se expresen los motivos de la solicitud, y se dará al 
asunto el curso del juicio ordinario. 

No será admitida la acción si no se fundare en alguna de las cau- 
sales expresadas en el Código Civil. 

Art. 542. Cuando el tribunal procediere de oficio en las causas 
sobre remoción, deberá elegir un fiscal que intervenga en el asunto ; 
en los demás casos podrá hacer la elección si lo creyere conveniente. 

El juicio se sustanciará y decidirá por los trámites del or-' 
dinario. 

Art. 543. Se seguirá el mismo procedimiento cuando, alegán- 
dose alguna de las causales del artículo 254 del Código Civil, se pre- 
tenda privar al padre de la patria potestad. « 

ESTUDIO 137 

ANTECEDENTES 

DfíR^CHO Patrio. — I,os tres artículos copiados son los 552 á 554 del Código 
último. Corresponden el 542 al 394 del de 1880, y 392 del de 1873, y los otros 
dos se agregaron en la reforma de 1895. 

DfíRKCHO EsPAÑoi..— Z<?y /a ///. iS, Part, (5a. « Por cuales razones pueden 
ser tollidos los guardadores de la guarda ». 

Ley ^a ///. 18 Paft. ja. « Acusar pueda al guardador por sospechoso cada uno 
del pueblo. E señaladamente es, tenido de lo facer la madre del huérfano ó su 
abuela, ó ua hermano ó su ama que lo crió, ó otra persona qualquier, también 
muger como varón que se mueva á facerlo por razón de piedad. ... E la acu- 
sación de los guardadores que se fase por razón de soipecha debe ser fecha 
delante del judgador mayor del lugar, do ha el mozo sus bienes, estando de- 
lante dt aquel contra quien es dada la acusación de la sospecha *». 

Ley s^tÜ 18 Paft, 6k, «El judgador de su oficio puede remover el guar- 
dador de la guarda, maguer no le acuse ninguno, si viere ó entendiere que fase 
mal la guarda del huérfano en qualquier manera quier que lo vea 6 lo en- 
tienda. Otro si decimos que luego quel guardador es acusado por sospechoso, 
e el pleyto de. la acusación es comenzado por demanda e por respuesta, debe 
el Juez dar á otro ome bueno en fieldad la guarda del mozo, e dar sus bienes 
fasta quel pleito sea acabado. 
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Causas de f emoción. El artículo 312 del Código Civil (318 nov.) enumera 
las causas por las cuales puede ser removido el tutor como sospechoso. 
La remoción, dice el artículo 313, (319 nov.). se decretará en virtud de juicio 
ordinario seguido por ante el Juez de la instancia del Estado ó Provincia, á 
solicitud de cualquiera persona y aun de oficio ; y durante el juicio el Juez nom- 
brará un tutor interino de conformidad con lo prevenido en el artículo 291, 
(297 nov.). si lo crej^ere conveniente el consejo de tutela á quien con.sult&rá 
al efecto, artículo 314 (320 nov.). 

/nido ofdifiarío. El juicio de remoción del tutor por sospechoso, es, pues, 
un juicio ordinario que se sigue ante el Juez de la instancia, del lugat donde 
se ejerce la tutela, ó sea del domicilio del huérfano, bien por demanda de cual- 
quiera persona, bien de oficio. Cuando es por demanda, podrá el Juez nom- 
brar un fiscal que intervenga en el juicio, si lo creyere conveniente. Pero 
cuando obrare de oficio deberá nombrar siempre un fiscal. 

Reimión del consejo. Además, al iniciarse el juicio, deberá el Juez reunir 
el consejo de tutela para consultarle si ha de nombrarse un tutor interino 
mientras dura el juicio ; y segiin la resolución del consejo lo nombrará ó nó, 
con las formalidades legales. 

Perjuicios. El citado artícul<p 312 del Código Civil, agrega á la disposición 
de ser removidos los tutores, estas palaliras : y condenados á la indcmniTacióii de 
perjuicios, si hubiere lugar á ello. Parece, por tanto, que en el mismo juicio de 
remoción puede pronunciarse la condenatoria del tutor á indemnización de 
aquellos, con tal que se demuestre que con su falta los ha ocas'oaado, y en que 
consisten tales perjuicios. Sin duda que si en el juicio de remoción no se ha 
entrado en la cuestión perjuicios, ndpoirá el Juez fallar sobre ellos, y queda- 
rán á salvo los derechos del menor para hacerlos valeren juicio separado. 



TITULO V 



PROCEDIMíENTOS RELATIVOS A XAS 
SUCESIONES HEREDITARIAS 



SECCIÓN V^ 
De las$ oi^osicioneH íi la partición ó A los pag-os 



Art. 544. Si algún acreedor de la herencia hiciere oposición á 
que se lleve á cabo la partición, ó á que se paguen los legados, mien- 
tras no se le satisfaga su acreencia, el Tribunal ordenará la citación 
de los herederos y de los legatarios, sí á ellos se refiere la oposición^ 
para que den su contestación en el término legal; y si hubiere lugar 
á juicio, se sustanciará y decidirá por los trámites del ordinario. 
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No habrá lugar á la oposición, si los herederos dieren caución 
bastante ó designaren bienes suficientes para asegurar el pago de la 
acreencia. 

Art. 545. Si la oposición del acreedor fuere á que se hagan 
pagos á otros acreedores, sin que preceda graduación, el Tribunal lla- 
mará por carteles y por la imprenta á los acredores de la herencia para 
que concurran á deducir sus derechos en el término de quince días ; 
y se seguirá en todo las disposiciones del Título de concurso necesa- 
rio de acreedores. 

ESTUDIO 138 

ANTECEDENTES 

En la materia procesal uo he encontrado antecedentes especíales sobre las 
disposiciones de los dos artículos insertos. Son de este Código de 1895. 

Pero en la materia de fondo hay varias disposiciones que dan á los acree- 
dores de la herencia el derecho de hacerse pagar por los herederos coa prefe- 
rencia tobre los legatarios, y aún hacer oposición í la partición. Y consecuen- 
temente podían ejercer las acciones correspondientes. 

Drrbcho Patrio. — El artículo g^2 del Código Civil de i8g^ (948 nov.) dice: 
«Si los acreedores ú otras personas uiteresadas lo exigen, el heredero dará ga- 
rantía suficiente respecto délos bienes muebles comprendidos en el inventario, 
de los frutos de los inmuebles y del precio de los mismos inmuebles que que- 
den después del pago de los créditos hipotecarios : á falta de aquellas garantías 
el Juez proveerá á la seguridad de los interesados». 

Art. 943 (949 Nov). «El heredero paga legítimamente á los acreedores y lega- 
torios que se presenten, salvo sus derechos de preferencia, á no ser que algún acree- 
dor ú otro interesado se oponga á que se hagan los pagos extrajudicialmente ó 
promoviendo preferencia en alguno 6 algunos pagos, pues entonces se harán por 
el orden y según el grado que el Juez señale, conforme á las disposiciones 
de este Código». 

Art. 944. (950 Nov.) «Los acreedores que hayan hecho oposición, y se 
presentaren después de haberse agotado toda la herencia enjpagar á los demás 
acreedores y á los legatarios, no tiene acción sino contra los legatarios». 

«Esta acción se extingue por el trascurso de tres años, á contar desde el 
día del último pago». 

Art. 945. (951 Nov.) «Quedan exceptuados de la disposición del artículo 
anterior los acreedores hipotecarios, que conservarán su acción para cobrarse 
de los bienes que estén .alectos al pago de su crédito, aunque no hayan hecho 
oposición». 

Art. 980. (986 Nov.) «Los acreedores hereditarios pueden oponerse á que 
se lleve á efecto toda partición de la herencia hasta que se les pague ó afiance». 

Art. ion. (1017 Nov). «Obligación de los herederos de pagar en proporción 
de sus cuotas». 

Estas mismas disposiciones estáñenlos Códigos de 1873 y de 1880. 
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oposiciones. Como el Código Civil, según hemos visto, no sólo reconoce 
á los* acreedores de la herencia su derecho á que seles paguen sus respectivas 
acreencias, sino también á oponerse á la partición mientras no se las pague 
6 afiance, en este Título del Código de Procedimiento se regla el modo de 
proceder eh los casos de oposición de algún acreedor. 

Si esa oposición es á que se parla la herencia ó á que se paguen lo» 
legados, dice el articulo 544 que ordene el Juez la citación de los heredero» 
en el primer caso, y también de los legatarios en el segundo ; porque- en ver- 
dad, en aquel primero, sólo son interesados los herederos, mientras que en 
este último lo son también los legatarios. Esa citación debe hacerse para el 
décimo día hábil, con el fin de que contesten á las pretensiones del oponente. 
Si convinieren termina el procedimiento ; y si contradicen se seguirán los trámi- 
tes del juicio osdinario para la correspondiente sustanciación y decisión. 

Pero advierte el artículo que sí los herederos dieren caución bastante 6 
designaren bienes suficientes para asegurar el pago de la acreencia, no habrá 
lugar á la oposición. 

El artículo 545 dispone que si la oposición del acreedor fuere á que hagan 
pago á otros acreedores, sin que preceda graduación de los créditos, el Tri- 
bunal llama á los acreedores de la herencia para que en el término de quince 
días concurran á deducir sus derechos ; formándose así un concurso de acree- 
dores, en que se seguirán las disposiciones de este Có'Jigo respecto de tales 
concursos. No podía ser de otro modo : en el cumulo de pretensiones que 
pueden tener los acreedores no queda otro camino que calificar cada crédito de 
modo formal, oyendo- á los herederos y á los acreedores y después de calificados 
establecer la correspondiente graduación, para pagarles en el orden establecido 
por la ley. Así se pone á cubierto la herencia, de la mala fé y de las injus- 
ticias. 

SECCIÓN 2? 



I>e la pai*ticioii 

Art. 546. La liquidación ^- partición de una testamentaría ó 
sucesión intestada se promoverá por los trámites del juicio ordi- 
nario. 

En el acto de la litis-contestación, si no hubiere oposición á la 

?)artici6n misma por prohibición legal del testador, por convenio de 
os acreedores hereditarios, ó amenaza ó temor de que estos se opon- 
gan 6 procedan contra la sucesión; y si no hubiere tampoco discusión 
sebre el carácter ó cuota de los interesados en el juicio, podrá decre- 
tarse el embargo y depósito de los bienes de la testamentaría ó 
sucesión, en persona extraña y abonada, que se nombrará por ma- 
yoría respectiva de votos, decidiendo el Juez en caso de empate, si 
los interesados no estuvieren de acuerdo en que queden en poder de 
uno ó más de ellos mismos. 
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Si la oposición fuere por alegarse que no deban incluirse en la 
partición alguno ó algunos bienes como pertenecientes á uno ó más 
de los interesados, el embargo y depósito se limitará á los bienes 
sobVe los cuales no haya discusión ; y respecto' á los discutidos, se 
podrá librar el embargo á solicitud de alguno de los interesados, si así 
se resolviere en la articulación que ha de seguirse, de conformidad con 
lo dispuesto en los parágrafos 2,^^ y 4^ de la Sección i? del Título III 
del Libro Segundo. 

Las oposiciones serán sustanciadas y decididas por los trámites 
del juicio ordinario. 

Art. 547. Las diligencias que deban practicarse para el em- 
bargo y depósito de los bienes formarán cuaderno separado. 

ESTUDIO 139 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los dos artículos copiados son, con variaciones los 406 
y 407 del Código de 1880 y 404 y 405 del de 1873. Vienen del j^rf. 10 ley 5 
iit, 79 Cocí, de i8j8, que era el mismo artículo 405 del Código de 1880. 

Y el artículo 19 era el 407 del mismo Código de 1880. 

Derecho Español.— Z.^y /a ///. i^ Pari, tíci, «Partición ey departimiento 
que facen los omes entre si, de las cosas que han comunalmente por herencia 
6 por otra razón. E vierfe ende grand pro, quand es fecha derechamente. Ca 
se tiran por ella desacuerdos muy grandes que nacen entre los omes á las 
vegadas por razón dejas cosas que han de so uno ; e tienese cada uno por pa- 
gado con su parte, quando la ha e alliñala mejor e aprovechase mejor e mas 
della». 

Ley 2 tu. i§7K Patt^óz. «Cada uno de los herederos que ha derecho de he- 
redar los bienes del finado, puede demandar á los otros que los partan entre 
si. E pueden ser partidos estos bienes según manda el testador en su testa- 
mento, cuando lo fizo ; o si murió sin manda, deven partir la herencia del, 
según dicen las leyes que Cabían ea esta razón, eu los titulos que son puestos 
de suso». 

Derecho Rom A'so.—Pa??íiec/tis Lid? o X. 7>*/, \iy iii, Scamda part. § /. 
viDe exicpcioiiibus qmbus hacjudicio exdndnnhir, XIV. Qui ad divisionem pro- 
vacat, interdum exceptione partí : interesjt tamen quale pactum fuerit^». 

« Nam si conveniat ne ommino dirisi fiat, hujusmcdi pactum nullas vires 
habere manifestissimum est: sin aulem intra certum tempus, quod etiam ip- 
s US rei qualitati prodest, valet ». 

« XV Excluditur ttiam interdum actio familiae erciscundae, per exceptionem 
perjudic'alem : v. g. si is agat qui partem ex qua se heredera dicit non possidet». 

Los cuales textos dicen : El que intenta la acción de división puede al- 
guna vez no admitírsele por la excepción de un pacto, Veamos cual. Porque 
es cierto si se conviene en no hacer ninguna división el pacto es nulo ; pero si 
es que se haga dentro de cierto tiempo y sea por interés de la cosa misma, 
será válido. 

También alguna vez se excluye la dicha acción con una excepción preju- 
dicial V. g. si el que acusase no posee la parte por la cual pretende ser he- 
redero. 
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Qué es la partición, La partición es la distribución de la herencia ó délas 
cosas comunes entre los herederos 6 comuneros, según- los respectivos derechos. 
Es el resultado del ejercicio de l^dLQCX^n famiJiíc €rdscuít4as 6 de la communi divi 
dumdo, de los romanos ; calificadas por algunos de mixtas, que Aubry et Rau 
llaman recíprocas y que dan lugar á uno de los juicios dobles, para' poder 
convertirse en demandantes los demandados y viceversa. 

« Ninguno puede ser obligado á permanecer en comunidad, dice el artículo 
662 de nuestro Código Civil (668 nov.) y siempre puede cualquiera de los 
partícipes demandar la partición. No obstante es válido el pacto de que 
se deba permanecer en comunidad por un tiempo determinado no miyor de 
cinco anos. La autoridad judicial, sin embargo, cuando lo exijan graves y 
urgentes circunstancias, puede ordenar la división de la cosa común aun antes 
del tiempo convenido ». 

«Se pufede pedir la partición de una sucesión, no obstante cualquier pro- 
hibición del testador, dice el artículo 965 (972 nov.). Siíiembargo, cuando 
todos los herederos instituidos ó alguno de ellos, sean menores, el testador 
puede prohibir la partición entre ellos hasta un año después que hayan lle- 
gado á la mayor edad todos ó alguno de ellas. La autoridad judicial podrá 
no obstante, permitir la paritición cuando así lo exijan circustancias graves 
y urgentes». 

Vése, por esas disposiciones el espíritu favorable del legislador en bene- 
ficio de la partición, hasta el grado de que, no obstante pacto, no obstante 
prohibición del testador, dá facultad al Juez para mandarla llevar á cabo, cuando 
lo exijan graves y urgentes circunstancas. Y eso con ratón; porque la comu- 
nidad, la indivisión, dá origen de ordinario á tropiezos y desagrados entre los 
interesados, dificulta ' la administración, entorpece el desarrollo y progreso 
de los bienes y disminuye sus rendimientos: mient»*as que realizada la par- 
tición, cada interesado entra en el manejo y goce exclusivo de lo suyo, le 
dá la dirección y empleo que conceptúa mejor, sin tener que <!ontar con la 
voluntad de otro, y lo mira con el interés de dueño exclusivo para sacar pro- 
vecho para sí solo. 

Más. á veces hay que contar con el interés de terceros, de quienes no puede 
prescindirse. « Los acreedores hereditarios, dice el artículo 980 (986 nov.) 
pueden oponerse á que se lleve á cabo toda partición de la herencia hasta 
que se les pague ó afiance». El derecho de los acreedores es de naturaleza 
preferente al de los herederos, porque la herencia no es sino propiamente lo que 
queda líquido después de pagadas las deudas, y porque el heredero, que se 
sustituye al de aijus ó causante, no puede tener un derecho superior a este, 
que tenía el deber de pagar á sus acreedores, de quienes son y siguen siendo 
prenda común todos sus bienes. Nótase, sinembargo, que es ua derecho que 
la ley dá á los acreedores-el de oponerse á la partición. Si no lo usan, como 
sucede con frecuencia, cuando hay bienes bastantes y algún h-^redero que les 
preste confianza con quien entenderse, no hay ningún tropiezo para llevar á 
cabo la partición. 

Comisión á oh o de partir. «Puede cometerse á otro la simple facultad, 
dice el artículo 965, (971 nov.) de hacer la partición de los bienes que uno 
deje á su fallecimiento, con tal que no sea á uno de los herederos». «Esta 
facultad deberá darse en testamento ó en escritura pública». Es este el 
primer medio de verificar la partición, poniéndola en manos de aquel tercero 
á quien el testador, en su testamento ó en escritura pública, tuvo á bien 
cometerla, sin duda que en interés de los herederos mismos, evitando divisiones 
en la elección de partidor, y contando con las condiciones personales del 
elegido como merecedot de su confianza para obrar de una manera imparcial 
y justa. Nada más racional, que hacer cumplir la volqntad del testador, 



Digitized by 



Google 



-56- 

f 

que ha de ser la ley en la materia, y que no puede suponerse inspirada 
sino en el interés y beneficio de aquellos que) bien por los lazos de la sangre, 
bien por amor ó amistad, lliqje á sucederle en sus bienes. 

Partición ajjiisiosa. Dice el artículo 968 (974 nov.). Cuando los coherederos 
no puedan acordarse pafa practicar una partición amistosa, se observrarán las 
reglas de los artículos siguientes. Y el 558 del procedimiento que estudiamos. 
«Lo dispuesto en esta sección no coarta el derecho que tienen los interesados 
para practicar amigablemente la partición . . . . » Cousagrau así nuestros 
Códigos el derecho, tan natural como conveniente, de entenderse los herederos 
amigablemente y practicarla pirti«ión deco.núi acuerdv^), ahorrándose desagrados, 
dilaciones y gastos, en provecho de tolos Consérvase por ese medio la 
armonía de las familias, consultase mejor el interés de los diversos partícipes, 
y cortando diferencias y ce liend > cada cual en algunas ciprich )sas ó exxjera las 
pretensiones, llegan á resulta lo^ mis proitos y prov<íc'i)s:)s que los qua 
pudiera darle un largo é intrincado pleito, como los que, cm harta frecuencia 
enjendran la desafmonía y tirantes de los coherederos, buscando mejorarse 
algunos con perjuicio de los demás. 

Partición judicial. Cuando por cualquiera- causa sea, pues, imposible la 
partición extrajudicial, habrá que ocurrir al Tribunal competente proponiendo 
formal demanda de partición El libelo debe llenar las condiciones legales 
de cualquier otro ; pero la completa precisión del objeto de la demanda 
requiere que se expresen las cosas que hayan de dividirse, los derechos 
que se atribuye el demandante, y los que recouece á cada uno de los 
demandados y todo lo demás que deba ser objeto de la controversia, como 
bienes propios de los cónyuges que hayan de cubrirse ó restituirse en 
especie, colaciones que deban hace se, etc. Se hará la citación como en todo 
juicio para la contestación y. conciliación. Este acto será como el de toda 
demanda ordinaria, pudiendo oponerse excepciones dilatorias, conteüfar á los 
puntos de fondo, hacer reconvenciones, y aun rechazarse las personas* y deberes 
de los demandados entre sí, exponiendo cada cual sus pretensiones sobre los 
herederos, sobre sus derechos, sobre las cosas divisibles, y sobre cualesquiera 
otros puntos que deban servir de base para la partición. En la conciliación 
deben procurar las partes dejar establecidas todas aquellas que ha de necesitar 
el partidor, aun cuando no puedan avenirse en los puntos principales de di- 
vergencia. Si ño se lograre la conciliaciófi sobre -tgdo, la causa continuará su 
curso ordinario hasta sentencia definitiva pjecut<5riada. 

Acto de conicsiación. Pero en ese mismo acto de contestación, si el carácter 
de todas las partes fuere aceptado, esto es, si á ninguno se negare el carácter, 
podrán de común acuerdo designar uno entre ellos mismos, en cuyo poder 
queden los bienes mieulras se sigue el juicio sobre los puntos cuestionados 
y se llega á hacer la partición. Si no estuvieren de acuerdo, á solicitud de 
cualquiera de las partes, podrá decretarse el embargo y depósito en persona 
extraña y alionada, que nombrarán aquellas por mayoría de votos, es decir, 
por mayoría de personas y de haberes, decidiendo el Juez en caso de empate. 
V aquí deberá entenderse por empate no sólo el caso de exi.stir en favor de 
uno, número igual de personas y de haberes, al que haya en favor de otro 
candidato, sino también aquel en que de un lado haya mayoría de personas 
con minoría de haberes, y de atro lado minoría de personas con mayoría de 
haberes, siguiendo la regla establecida en el artículo 975 del Código Civil (981 
nov.) 

Si el carácter de heredero fuere disputado á alguuQ ó algunos de los in- 
teresados, claro es que no puede precederse á hacer elección por mayoría, 
mientras por sentencia queden admitidos ó excluidos ; pero entonces podrá cual- 
quiera pedir el secuestro, con arreglo á la Ley sobre embargo, secuestro y afian- 
zamiento. 

En uno y otro caso las diligencias de embargo y depósito de los bienes 
formarán un cuaderno .separado. 
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Antes de entrar en las operaciones legales de la partición misma, es opor- 
tuno recordar algunas doctrinas respecto de la acción y de las cosas divisibles. 

Acción de partición. La acción de partición material es inprescríptible mien- 
tras dura la indivisión establecida entre los coherederos. A falta de partición 
la acción existe para todos, aun cuando algunos ó cada cual de ellos haya 
estado gozando por más de treinta años separadamente, de porciones distintas 
de los bienes, sin el carácter de solos y únicos propietarios, con la obligación 
de colacionar esos bienes en cuyo goce haya estado; pero la acción se hará 
prescriptible después de treinta años, si uno ó varios de los herederos, susti- 
yendo á ese goce como comunero una posesión exclusiva, hubiere excluido á 
sus herederos y también por diez años, el que no ha pasado como comunero 
sino por derecho propio. El artículo 967 del Código Civil (973 nov.) autoriza 
esta doctrina al disponer que « la partición puede pedirse, aunque uno de los 
coherederos haya gozado separadamente de una parte de la sucesión, á menos 
que se pruebe haberse hecho la partición ó que haya habido una posesión 
suficiente para la prescripción». 

Coyivenio formal. Rechazando la ley la presunción de paftición fundada 
en el goce de posesiones separadas por tiempo más ó menos largo, la partición 
no puede resultar sino de un convenio formal, aun cuando tenga por objeto 
una herencia mobiliaria. Asi \o ewsQñ^i Aiibyy e¿ Rauy Rousean et Lesnay, 

' Según la mayoría de los autores y numerosas decisiones de la jurispru- 
prudencia, no es necesario, para la validez, que la partición conste por escrito. 
Hecha verbalmente es válida, y su existencia puede ser probada como la de 
convenciones ordinarias, por todos los medios de prueba establecidos por la 
ley. Rouseau ei. Lesnay citan multitud de decisiones y la opinión de gran 
número de escritores, en tal sentido. 

La partición por convenio de partes puede ser parcial ó total, provicio- 
nal ó definitiva; sin que obste, cuando es parcial, pedir después la división 
complementaria de lo que quedó en común, y cuando es provisional exigir 
más luego la definitiva. Y pueden también darle la forma que tengan á bien, 
de adjudicaciones, cesiones, transacciones, ventas, etc. 

Si todos los bienes de una sucesión estuvieren sujetos á usufructo en 
favor de tercero, los herederos polcan pedir la partición de la nuda propiedad ; 
pero no podrán obligar al usufructuario á convenir en la partición y 
en la venta de inmuebles impartibles para^ trasladar el usufructo al precio 
que se obtenga." Si el derecho de usufructo sólo estuviere establecido sobre una 
cuota parte de los bienes, los heredeíos pueden provocar la partición entre 
ellos en cuanto á la propiedad y contra el usufractario en cuanto al goce ; y en 
tal caso el usufructuario no podrá oponerse á la venta de los inmuebles que 
no admitan división, salvo recaer su derecho sobre la porción correspon- 
diente del precio. 



Art. 548. Concluido el pleito que embaraza la partición, ó siem- 
pre que esta deba practicarse sin oposición, los interesados se reu- 
nirán el día que el Juez de i'^ Instancia señalare para el nombra- 
miento de partidor. Los que falten se entiende que renuncian su 
derecho, y uno solo que concurra hará el nombramiento. Esta reunión 
no se hará nunca antes de ocho días de estar en poder del Juez el 
expediente concluido de la oposición, en caso de haberla habido, ó 
de la ocurrencia de los interesados, cuando no la hay ; á menos que 
en uno ú otro caso todos estén de acuerdo en anticiparla. Tampoco 
se fijará dicha reunión para después de quince días. 
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Art. 549. Si los interesados 110 pudieron elegir partidor por 
ma5^oría absoluta de votos, el Juez elegirá uno de los que ellos ha- 
yan propuesto. 

Art. 550. En. la reunión para alegir partidor se presentará el 
testamento, cuando lo haya, el inventario y avaluó de los bienes 
y el expediente de embargo y depósito, si ha teiiido lugar, lo 
mismo que la cuenta del que haj^a administrado los bienes y las 
del' depositario, con los demás documentos que sean necesarios 
para la partición; y todo se* pasará al. partidor nombrado, asignando 
el Juez el término en que este deba desempeñar su encargo, el 
cual no podrá prorrogarse sino por una sola vez. 

Art. 551. Si los interesados tuvieren que objetarlas cuentas del 
administrador ó del depositario, se procederá al juicio de cuentas 
conforme alo prevenido en el Título de la materia, suspendiéndose 
entre tanto la partición; ó se procederá á esta al mismo tiempo, si 
así lo resuelve la mayoría de los herederos, en cuyo caso el partidor 
dejará establecida la regla que haya de seguirse para la partición 
del resultado de las cuentas objetadas, bien sea favorable ó contrario 
á los herederos. 

Art. 552. El partidor hará presente por escrito al Tribunal las 
dudas que le ocurriesen. Reunidos los herederos, las considerarán y 
resolverán en el día que señale el Juez; y cualquiera que sea el nú- 
mero de los que concurran, determinará por mayoría,, pudiendo to- 
mar un plazo para deliberar. No habiendo mayoría para la resolu- 
ción, el Tribunal decidirá, atendidas las razones que se haj^an mani- 
festado. 

Las dudas relativas á puntos que deba decidir el Juez las resol- 
verá este en aquel acto, después de haber oido á los interesados; 
pudiendo igualmente diferir la resolución por veinte y cuatro horas, 
si lo creyere necesario. Cuando la resolución de la mayoría ó el plazo 
que acuerde para deliberar se reclama por alguno de los herederos, 
como perjudicial á sus intereses, el Juez decidirá lo que crea justo, 
y su resolución se llevará á efecto. Contra las decisiones del Tri- 
bunal en los casos de este artículo, se admitirá el recurso de apela- 
ción en el efecto devolutivo solamente. 

Art. 553. Para la mayoría de que habla esta Sección, deberá 
reunirse por lo menos la mitad más uno de los votos que represesten 
más de la mitad de los haberes en la herencia. 

Art. 554. Resueltas las dudas, el partidor qontinuará su encargo, 
y el término que estará en suspenso desde que las propuso, correrá 
por los días que faltaren para completarlo. 

Art. 555. El partidor puede ser apremiado al cumplimiento de 
su deber en las mismos términos que los peritos en el juicio de 
cuentas. 
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ESTUDIO 140 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— /.^j' 5, ///. Cód. de iSjS. 

Art. 30 El niisiro artículo 548 actual, que tiene agregada la última parte. 



Art. 40 


El 549 


actual. 


Art. 50 


El 550 


id. 


Art. 60 


El 551 


id. 


Art. 70 


El 552 


id. 


Art. 80 


El 554 


id. y el 553 es nuevo 


Art. 90 


El 555 


id. 



Derecho Español. — Ley 10, TU. 75-, Parí. 6^ «Poderío ha el juez ante 
quien pidieren la partición los herederos, de la mandar fazer en la manera 
que el entendiere que será mas guirada e mas á pro dellos .'.....,•» 

Ley 7a, id. id. (f En su vida faziendo donación el padre á su fijo que 

estuviesse en su poder, si dupues non lo revocare fasta su muerte, este fijo 

avrá la donación que desta guisa la fuere fecha, libra e quita, e non gela la 

pueden contar en su parte los otros hermanos en la partición ; fueras ende. 

...... Pero si el padre firiesse una grand donación al uno de sus fijos, 

que los otros slis hermanos non pudiessen a ver la su parte lejítima en lo al 
que fincasse, decimos, que estonce deven menguar tanto de la donación, 
fasta que puedan ser entregados los hermanos de la su parte lejitima que 
deven aver )\ 

Derecho RoMMio.—Pafidcc/as. Libro A', TU. II y III Arf. I Qiiüs el 
guales siñt. 

« I Actio familue crdscundcc definiré potest, actio quce coheredi adversus 
coheredes dalur, ut dividatur hereditas ». 

^ « II Actio autem communi dividiendo, est actio quce inter eos qui quascumque 
res, prceter hereditatem, conimune>i, ac indivisas liabent, datur. ut res illse 
Ínter ipsos dividantur», 

«IV Judicium familia: cniscundi \n\.{ír cohercvles quibus hereditas commuuis 
est, accipitur». 

«VI Queniadmo lu.m juiiciun fauíiHíV erciscinuln inter coheredes; ita 
judiciuní cemmuni dividiuido ínter coeteras personas, quibus qncclibet alia res, 
praeter hereditatem, communis est, datur». 

« Denique cessat communi dividundo juiicium, si res communis non sit». 

Dicen esos te,xtos : 

I La acción de división de herencia puede definirse, una acción dada á 
un coheredero contra siís coherederos para obligaras á dividir la herencia 
indivisa. 

II La acción para división de una cosa común es la que tiene lugar 
entre ,los que poseen en común y por indiviso cosas cualesquiera (menos las 
sucesiones) para efectuar la división de esas cosas. 

IV La acción de división de herencia tiene lugar contra los coherederos 
á quienes la herencia pertenece en común. 

VI Asi como \2l familiie ociscunda: es entre coherederos, la de cosa común 
tiene Ingar entre todos los que tienen en común una cosa (no una sucesión). 

En fin, la división de cosa común cesa toda vez que la cosa no es común. 
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Nombramiento de partidot. Cuando todos los herederos ocurrieron á mani- 
festar su acuerdo en proceder á la parlición judicial, de modo que no hubo 
necesidad de demanda ; ó cuando habiendo demandado alguno, concurrierea 
todos los demandados al acto de contestación y convinieron en la demanda 
6 cuando por haber habido contradicción y cuestiones entre los herederos 
se siguió juicio ordinario y ha terminado este por sentencia definitiva ejecu- 
toriada, el Juez fijará día para que se reúnan los interesados á nombrar partidor. 
Ese día debe señalarse entre el ' octavo y el décimo quiuto. á contar desde 
la ocurrenfia de los interesados, ó del convenio en la demanda, ó de estar 
en poder del Juez el expediente concluido de la oposición, según el caso ; 
salvo que los interesados estén de acuerdo en anticipar la reunión- 

Co7no se elige. La elección de partidor se hará por mayoría absoluta, de 
persouas y haberes, según dijimos para la elección de administrador ; y §i 
ningún candidato reuniere esa mayoría, el Juez nombrará á uno de los 
propuestos por las partes. 

Elementos que se presentan. En esa reunión para elegir partidor deberán 
presentarse el testamento si lo hay, el inventario y avalúo de los bienes, el 
expediente de embargo y depósito si se efectuaron, las cuentas del adminis- 
trador y depositario, y los demás documentos necesarios para la partición, 
como las capitulaciones matrimoniales, los títulos de los bienes propios de los 
cónyuges, la^ escri turas de las adíjuií^itiones matrimoniales, las de delaciones 
á alguno de los herederos y cualesquiera otros papeles y documentos de donde 
deba el partidor sacar datos para las operaciones que ha de practicar. Todo 
se pasa al partidor, lue;ío que haya prestado su aceptación; señalándole e^ 
Juez el término en que haya de de->empeñar sn encargo, que naturalmente ha 
de ser proporcionado á la sencillez ó complicación del asunto, y que podrá 
prorrogarse, pero solo por una vez. Obvio es que ese termino no podrá co- 
menzar á correr sino después que se hayan entregado al partidor el irirentario 
y avalúo y demás documentos necesarios para el trabajo, si es que algunos 
de ellos no pudieron ser presentados al Tribunal en la reunión antes dicha. 

Cuentas. Los interesados pueden ejercer su derecho de examinar las 
'cuentas del adminisfrador ó depositario para aprobarlas ó hacerles las obje- 
ciones que tengan á bien. Si fueren aprobadas, se entregarán al partidor, 
pero si fueren objetadas se seguirá el correspondiente juicio de cuentas por 
los trámites señalados en la ley, que después veremos. En tal caso deben 
los herederos resolver por mayoría si se suspende la partición mientras se 
sigue y concluye aquel juicio, ó si ha de continuar aquella al mismo tiempo. 
Si quedare resuelto esto último, deberá el partidor dejar establecida la regla 
que ha de seguirse para la distribución del saldo favorable ó adverso d'2 las 
cuentas objetadas. 

Operaciones, Las operaciones que ha de ejecutar el partidor para llenar 
su cometido de una manera clara, según la práctica, son las siguientes : 

la Establecimiento de los Supuestos ó Bases que vienen á ser las premisas 
de la liquidación y adjudicaciones, y que consisten en los precedentes ó hechos 
de donde han de dedticirse las diversas operaciones que se van á practicar. 
En párrafos metódicos y numerados se fija la relación de los hechos y d^echos 
que sirven de base y explican la razón de dichas operaciones. Comiéüzase 
por la fecha de la muerte de la persona de cuya sucesión se trata, si era 
célibe ó casada, una ó más veces, y con quienes, qué hijos y descendientes 
le han sobrevivido, si hizo ó nó testamento y en que fecha, y á quieues 
in.stituyó por herederos. Sígnese con lo relativo á los bienes aportados ai 
matrimonio por cada cónyuge, y cualesquiera otros bienes propios suyos, 
convenios ó datos sobre gananciales, y cualesquiera otros derechos ó cargas 
de los esposos. Y continúase después con lo referente á mejoras de las partes 
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disponibles, legados, bienes de la sucesión, su justiprecio, deudas, bajas 
generales y cualesquiera otros puntos que puedan conducir á ekplicar y 
justificar cuanto se practique para llevar á cabo la partición. Todos esos 
hechos, materia de los Supuesios, deben resultar de los autos y documentos 
pasados al partidor, ó de los convenios y resoluciones de las partes, para que 
lleven el sello de la verdad y puedan en efecto servir de premisas. 

2a La formación del Cuerpo ircncral de bienes, (pie no 'es otra cosa que 
un resumen numerado del inventario y de' los bienes que constituyen el 
caudal, jSero con las indicaciones neresarias para determinar bien cada cosa, 
agrupándolos según su especie, fineas urbanas, fmeas rurales, animales, difiero 
y valofes negociables, prendas y alhajas,, 7Jiuebies, acreencias, etc.; debiendo 
expresarse en cada partida el justiprecio que se dio á la cosa que la 
constituye. ^ 

3a La liquidación. Esta operación es sencilla á veces, y en otras 
complicada ó complexa, según se trate de .dividir una ó más sucesiones, 
según haya ó nó hijos de varios matrimonios, segiin la necesidad de poner 
en claro los distintos gananciales de una ó más nupcias, mejoras de bienes 
propios, donaciones de la porción disponible etc. ; de modo que se requieren 
diversas liquidaciones. Para la de gananciales, que será la primera en su 
caso, se separarán del total de bienes, los propios de la esposa y los del 
esposo, después de deducir á esos biepes propios las deudas del cónyuge 
respectivo, anteriores al matrimonio pagadas del caudal común, las cargas 
satisfechas de este mismo caudal por cuenta de aquellos, y las mejoras 
hechas en ellos, también con el caudal común. Obtenido así el total de 
gananciales, se sacarán las bajas ó deudas del caudal común, y el residuo 
serán los gananciales Hípiidos, que se dividirán de por mitad, asignando 
una al cónyuge sobreviviente y otra á la sucesión del finado. Liquída.se 
Juego esta sucesión, agregando á los bienes propios del fallecido su mitad 
de gananciales, y rebajando del total, los legajos y cualquiera otra carga, 
si no exceden de la parte disponible, según el caso ; y el líquido será la 
herencia divisible entre los herederos. Divídese este en las diversas porciones 
igdales, según el nújuero de herederos, ó desiguales, como lo haya ordenado 
el testador si los heredero-; no son legitimarios ; y de ese modo quedará fijado 
el haber hereditario de cada interesado. vSi ha lugar á colacionar algunos 
bienes, habrá de observarse lo que el Có lig) Civil dispone sobre la materia ; 
y la operación se li irá agregando al líquido á^ la lu-rencia el monto de 
lo colacionable, para distribuir el total entrc^ los herederos, y cargar después 
en su cartilla al respectivo interesado la co>a ó valor de la colación. Y si 
se trata de donación imputable á la e-^posa, hecha de los bienes gananciales, 
habrá de hacerse esa operación al licpiidar es 'os, á fin de que se agregue á 
la masa total de bienes lo salido por respecto de aquellas donaciones, y st 
obtengan los verdaderos gananciales, y se verificjue luego la imputación á la 
esposa en su cartilla. 

4.a Adjudicaciones. Conocidos ya los haberes de los diversos interesados, 
procede el partidor á formar las respectivas hijuelas ó car lillas, poniendo como 
data á cada cual las diversas partidas de sus haberes, y como cargo las 
diversas partidas de bienes que se le adjudican para dejarlos cubiertos. 

Habiendo deudas en la sucesión, los herederos han de determinar previa- 
mente el arreglo í]ue sobre ellas hagan, bien tomando uno solo, el viudo ó 
viuda ó algún olio, á su cargo el pagarlas todas, ó bien distribuirlas como 
lo quieran, entre los distintos herederos. Kn tales casos >e agregarán en las 
cartillas las deudas á cargo del interesado, y se le adjudicarán bienes de los 
de más fácd realización para cubrirlas. Pueden también convenir en ordenar 
la venta de bienes determinados, para cubrir las deudas con el producto, 
operación que conviene realizar antes de la partición. 

Reglas para las adjudicaciones. Para las adjudicaciones debe tener presente 
ti partidor las dispovsiciones de los artículos 969, 970, 971, 972, 973 y 97^ 
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del Código Civil, ¡(975 á 980 nov.) según los c.ualeá, cada uno de los cohe- 
rederos 'puede pedir en especie su parte de bienes muebles 6 inmuebles. 
Si algunos acreedores hubieren embargado los muebles ó se opusieren á su 
dií>tribuci6n, 6 si la mayoría de los coherederos juzgare necesaria su venta 
para el pago de las deudas ó cargas, se venderán los muebles en pública 
subasta. Si los inmuebles no pudieren dividirse se hará igualmente su venta 
en subasta pública, á menos que siendo mayores todos los copartícipes designen 
una persona que haga la venta por licitación. Las condiciones y cargas de 
la venta las establecerán los intereíjados de común acuerdo, y á falta de estos 
la autoridad judicial conforme á derecho. En la formación y composición de 
los lotes se debe evitar, cuanto sea posible,- desmembrar los fundos y causar 
perjuicio por la división á la calidad de las explotaciones ; y se procederá 
de manera que entre en cada parte, en cuanto sea posible, la misma cantidad 
de muebles, inmuebles, derechos y créditos de igual naturaleza y valor asi 
como lo demás que expresan dichos artículos. Las faltas y vueltas en las 
cartillas, que se procurarán no sean gravosas, se compensarán, disponiendo que 
con los vueltos de alguno ó algunos, . se cubran las faltas en las adquisiciones 
de ot«-os, en efectivo. 

Para realizar en la práctica estas recomendaciones de la ley, aconsejan los 
autores dar á todos de^ lo bueno y de lo malo, compensando lo muy pro- 
ductivo con lo que le sea menos, y lo que este valuado por un precio subido 
con lo que lo esté por otro ventr^jo^o, avijudicar al que sea condueño en alguna 
finca ó cosa de la sucesión, la parte de esta para que consolide el dominio 
y cese la comunidad: adjudicar una finca .al interesado que tenga otra con- 
tigua, siempre que pueda hacerse sin perjuicio de los demás; procurar dar 
reunido lo que á cada parte corresponda, conciliando la igualdad entre todos 
con la utilidad del adjudicatario, sin perjuicio de los demás. Si hubiere de 
adjudicar á dos ó más una finca rústica ó pecuaria, conviene designar la 
porción de terreno que á cada uno se adjudiqué, expresando su situación, 
cabida y linderos, cuidando de establecer el derecho de paso para entrar y 
salir de las diversas porciones, y fijar las reglas justas para el goce de aque- 
llas cosas que no se pueden partir como oficinas, aguas de impulso,, etc. 
Por supuesto que los interesados pueden acordarse también en ciertas prefe- 
rencias, como la de que se adjudiquen á las mujeres, menores ó incapacitados, 
fincas urbanas, más seguras y de más fácil manejo, y á los mayores, varones, 
las rurales ó pecuarias qae requieren más labor y de rendimientos menos 
seguí os. 

501 Comprobadón, Ksta operación consiste en un resumen claro de todos 
los haberes, en favor de todos y cada uno de los interesados, y de las adju- 
dicaciones que se han hecho á cada cual ; de manera que demuestre que 
todo el cuerpo de bienes ha quedado distribuido y cubierto todos los haberes. 

Y, 6a, finalmente se acostumbra poner en cláusulas ordenadas y numeradas 
las conclusiones, dcclaraion'as y advertencias, para establecer al;íunas disposiciones 
complementarias, como la de que han quelado tales ó cuales bienes 6 
acreencias sin dividir, por acuerdo de las partes, para venta ó cobro, 6 su 
distribución posterior ; fijando la regla para hacer esta cuando llegue el 
caso, la mismo que la de cualesquieríi otros bienes qué aparecieren después : 
la de cómo han de utilizar "y gozar alguna cosa ó parte de las adjudicadas 
en común á vatios copíirtícipes : la de quien ha de qu *dar con títulos, 
archivos, papeles que fueren de interés común ; la del saneamiento que se 
deben unos á otros los interesados ó el convenio de que no lo haya respecto 
de alguna cosa determinada por motivos especiales ; y la de distribución 
entre todos del costo de la partición, y la manera de cubrirlo, así como el 
saldo favorable 6 adverso de las cuentas de administración. 

Dudas del puf ¿ido?. Si al llenar ¡su 'cometido ocurrieren dudas al partidor, 
deberá hacerlas presente por escrito al tribunal, el cual ordenará la reunión 
de los herederos, el día y hora que designe, para que las consideren y 
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resuelvan. Sea cual fuere el número de los concurrentes podrán tomar un 
plazo para deliberar, 6 resolver desde luego, por mayoría, formada como 
tenemos explicado. No habiendo mayoría decidirá el tribunal, atendidas las 
razones que se hubieren interesado. 

Pero dice luego el artículo 552: « Las dudas relativas á puntos que 
deba ^.ccidir el Juez las resolverá éste en aquel acto, después de haber oido 

á los interesados » Esto significa que según la mente del legislador, 

hay puntos de duda que se someten á la consideración y resolución de los 
interesados, y en que solo se ocupa el Juez cuando no hay mayoría ; y puntos 
que toca decir al Jtiez. oyendo á los interesados, en el acto ó dentro de veinte y 
cuatro horas. ¿ Cuales son unos y otros? En nuestro sentir, toca exclusivamente 
al Tribunal resolver, con audiencia de aquellos, los puntos legales de mero 
procedimiento ó los que sean de mero derecho ; y toca á los interesados 
resolver por mayoría los puntos de hecho, en que pueden convenir las 
partes. Así por ejemplo, cuando el partidor duda si en el término concedido 
pira llenar su encargo se cuentan' ó nó los días feriados ó de vacaciones ; 
cuando duda si está en sus facultades á petición de algún interesado, hacer 
alguna rebaja en las cosas que se ha de adjudicar, ó si un inmueble 
colacionable, perecido por caso fortuito sin culpa del donatario, debe siempre 
colacionarse ó nó ; ó dude cuando se deben los frutos ó intereses de las 
cosas sujetas á colación, que son puntos, el primero de procedimiento y los 
demás de mero derecho, toca solo al Juez decidir estos, oyendo á los intere- 
sados. Pero si el partidor duda por ejemplo, por no estar previsto por las partes, 
cómo se ordena el pago de las .deudas, si separando una finca para su venta, 
si cargándolas á alguno adjudicándole bienes al efecto, ó distribuyéndolas 
entre todos con igual adjudicación : si duda si los interesados ó algunos se 
conformen con adjudicarles en común una propiedad que no puede dividirse 
cómodamente, por no poder hacer la partición de otro modo, ó prefieran 
venderla para distribuir el precio etc., el Juez debe someter las dudas ala 
consideración y resolución de las partes, y solo en caso de no haber mayoría, 
puede él decidir. 

Resohición de la viayo9ía. La resolución de la mayoría y aun el plazo 
que acuerde para deliberar, pueden ser reclamados por cualquiera de los he- 
rederos, por que lo conceptúe perjudicial á los intereses ; y en tal caso de- 
cide el Tribunal lo que crea justo. Tanto esa resolución del Juez, como la 
que dictare cuando á él toca, son apelables, pero solo en el efecto devolutivo ; 
de modo que deben ejecutarse, sin perjuicio del recurso. 

Advierte la ley que el término concedido al partidor no corre durante 
el tiempo que se invierte en considerar y resolver las dudas, y que aquél 
puede ser apremiado á llenar su encargo con multas, que se impondrán de 
la misma manera que expresa la ley respecto de los peritos contadores. 



Art. 556. Eti la partición se respetará siempre el hogar consti- 
tuido legalmente, excluyéndose de aquélla, aun cuando su valor exce- 
da de la porción disponible al tiempo de la muert^. Si algún legiti- 
mario no estuviere incluido en el goce del hogar, podrá, á sn 
elección, pedir, ó que se le cubra su legítima con otros bienes si los 
hay, 6 que se le incluya en el goce del hogar, si no los ha)^, 
6 en último caso se reducirá el hogar al monto de las legítimas 
de los qne gozan de él, y se le asigne la snya en el resto del 
valor. 
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Los demás he^'ederos que 110 son legitimarios deberán respetar 
el hogar constituido legalmente, haya ó no otros bienes, mientras no 
llegue la oportunidad de distribuirlo, conforme al ^Código Ci\ál. 

Art. 557. Hecha la partición se procederá á la revisión por 
los interesados y determinación por el Juez, sobre cualquier re- 
paro que se deduzca, en juicio ordinario. Esta determinación se 
pronunciará dentro de los seis días siguientes á la última con- 
testación de los interesados, ó al informe del liquidador partidor, 
si fuere posterior, vSobre la objeción hecha ; pero si 'fueren puntos 
de hecho los que hubieren de decidirse, se abrirá la causa á 
prujebas por el término ordinario. 

Art. 558. Lo dispuesto en esta Sección no coarta el derecho 
que tienen los interesados para practicar amigablemente la par- 
tición ; pero si alguno ^e . los herederos estuviere sujeto á tutela 
ó cúratela, deberá ser aprobada por el Tribunal. 

Art. 559. Tanto en el caso de haberse hecho judicialmente 
la partición, como en el de haberla sido amigablemente, la apro- 
bación por parte de la mujei casada deberá ésta prestarla por 
sí, ó por apoderado especial y deberá recaer además la aprobación 
judicial. ^ 

ESTUDIO 141 

ANTECEDENTES 

Drrkcho Patrio. — Los tres artículoíí insertos son los 416 y 417 del 
Código de 1880 (menos el 556 que es nuevo) y 414 y 415 del de 1873» Vienen 
de la Ley 5' ///. 7. Cód, de fi^jS, en sus artículos /o, 11, 12 y ij. 

Derecho Rsp A ÑoL. —/.¿ij' 7 iíi. 15 ParL óa. Previllejos ó, cartas seyendo 
falladas en los bienes del finado, si los herederos fueren muchos, aquel las 
de\^e tomar en fieldad que mayor parte oviere en la herencia. E otrosí deve 
dar traslado dellas á los otros herederos, é mostrarles el orijinal dellas quando 
menester les fuere 

Ley g id, id. Por fazer partición de los bienes que han en uno los 
herederos viniendo delante del judgador, develos de su oficio mandar, después 
que la partición es fecha, que den recabdo los unos á los otros, que si al- 
guno otro extraño demandasse después alguna cosa de las que cayessen en 
en parte á alguno dellos, mostrando que ha derecho de la aver, toda ó parte 
della, que si venciere por juizio, los otros herederos sean tenudos de fazerle 
enmienda de aquello que assí perdía 

E22::pijia-A.cio:fcTES 

En el artículo 5^6 la ley manda á respetar el hogar constituido legalmente 
y da las soluciones para los legitimarios no incluidos en el goce ; asi como 
para los no legitimarios, lo dispuesto es tan claro y tan justo y oportuno, 
que no necesita de expiicaciono:. 

Revisión. Dice el artículo 557: Hecha la partición se procedeiá á su 
revisión por los interesados. El 976 de! Cód. Civil : Practicada la partición cual- 
buier interesado podrá objetarla, si no la creyere justa, y continuar la con" 
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ttoversia en juicio ordinario con los demás. Y el 977 (983 nov.) si dentro 
de un término que fije el Juez ninguno de los partícipes hiciere objeción, la 
partición quedará concluida, y así lo declarará el Tribunal. L,a mujer casada 
deberá dar su consentimiento por sí mismo, ó por medio de apoderado con 
poder bastante. Si entre los herederos hubieren menores, entredichos ó inha- 
bilitados, es necesario la aprobación del Tribunal, previo detenido examen de 
la partición, para que ésta quede sellada. 

Fijación de té} mino. Conforme á estas disposiciones, toca al Juez, presen- 
tada que sea la partición, fijar un término para que los interesados 1^ examinen 
y la aprueben ú objeten. Si ninguno hiciere objeción dentro de ese término 
se tendrá por aprobada por las partes, y se dará por concluida ; á menos 
que haya entre los interesados algún menor ó incapaz ó mujer casada, en 
cuyo caso .se necesitará además la aprobación del Tribunal, previo detenido 
examen. Si alguno de los interesados opusiere alguna objeción, puede el Juez, 
conforme al artículo 557, pedir informe al partidor, sin perjuicio de oir las 
contestaciones de las otras partes ; y dentro de los seis dias siguientes al 
informe ó á la última contestación, contados desde el que sea posterior, 
decidirá el Juez sobre la objeción, si fuere punto de mero derecho, ó bien 
abrirá la causa á pruebas por el término ordinario si fueren puntos de hecho, 
continuando la causa por todas las instancias á que hubiere lugar. 

Si la objeción fuesi dt^clarada procedente por sentencia ejecutoriada, se 
reformará la partición en el sentido que indique la sentencia. ^ 

No debe confundirse el derecho á objetar la partición y oponerse á su 
aprobación, de que hemos hablado, con el uso de la acción de nulidad ó de 
, rescisión contra la misma. Aquella oposición se ha de hacer dentr) de 
témino que el Juez señalare, y la acción no se prescribe sino por el trascurso 
de cinco años. La oposición se hace sólo á la partición que se lleva al Tri- 
bunal para ser aprobada ; y la acción de rescisión s? dá contra todo acto que 
^ tenga por objeto hacer cesar entre los coherederos la comunidad de los bie- 

nes, aun cuapdo se califique ele venta, de permuta, de transacción ó decual- 
quiera otra manera. I^a oposición se funda en cualquier error de cálculo, 
en faltas á la equidad por no tener en cuenta las condiciones y circunstan- 
cias de cada partícipe, en la infracción de los principios legales para la adju- 
dicación, ó en ctialqnier otro vicio di procedimiento que perjudique á la 
parte : la acción de rescisión se dá por causí de viíjkncia ó dolo ó por lesión 
en más del cuarto de la porción correspondiente al que la intenta. J^a opo- 
sición lleva por fin la reforma de la partición, en el sentido de la objeción 
hectia;yla rescisión el restablecerla indivisión entre los coherederos. 

Partición de padfe, madre,, eic. L'is particiones hechas por el padre, la 
madre ú otro ascendiente, entre sus descendientes, están stijetas á las disposicio- 
nes especiales délos artículos 1.024 á 1.028 del Código Civil. (1.030 á 1.034. 
nov.) ; y en las que hagan los interesados amigablemente, cuando alguno de 
los herederos estuviere sometido á tutela ó cúratela, no sólo se requiere la 
aprobación judicial con conocimiento de causa, sino que cuando el tutor ó 
curador fueren también partícipes en los bienes, ha de darse al incapaz un 
curador especial que le represente en todo el proceso de la partición. Esto 
mismo ha de hacerse respecto del sujeto á patria potestad cuando el padre ó 
la madre que la ejerce es interesado en la misma partición. 

Y en fin, tanto en el caso de partición judicial como amigable, s^rá ne- 
cesario la aprobación judicial respecto de menores é incapaces y de la mu- 
jer casada. 

Concluido todo, se ordenará al administrador la entrega á cada interesado 
de loque se le ha adjudicado, lo cual podrá haccrs;^ en privado bajo recibo 
6 bien judicialmente si así lo exigiere la parte. 
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Entrep;a de los ttlulos, Eu cuanto á los documentos y títulos, se observarán 
las disposiciones del artículo 979 del Código Civil, (985 uov.) resoecto de la 
persona á quienes deben entregarse, y las oficinas donde deban depositarse, 
en su caso, que son las siguientes: 

A cada interesado se darán los documentos relativos á los bienes y derechos 
que le hayan sido adjudicados. 

Al que se haya adjudicado la mayor parte de una propiedad distribuida 
entre varios, se entregarán los títulos de ella, con la obligación de comuni- 
carlos á los copartícipes* siempre que se los exijan, á menos que el primero 
prefiera que se depositen en el Registro Publico correspondiente. 

Los documentos comunes á toda la sucesión quedarán en poder de quien 
elija la mayoría de personas y haberes de los herederos; y si no hubiere 
mayoría se archivarán en el registro. 



TITULO "VI 



DE LOS INTERDICTOS 



SECCIÓN 1? 



Interdicto» en g-enera.1- 



Art. 560. El conocimiento de los interdictos corresponde exclu- 
sivamente á la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero 
de la parte contra quien se intenten. 

Art. 561. Es Juez competente para conocer de los interdictos 
el que ejerza la plena jurisdicción ordinaria en primera instancia 
en el lugar en que esté situadíi la cosa objeto de ellos: respecto 
de la posesión hereditaria lo es también el de la jurisdicción en que 
se ha abierto la sucesión. 

ESTUDIO 142 

ANTECEDENTES 

Dbkecho Patkio.— Los artículos copiados son los 418 y 419 del Código 
de 1880, y 416 y 417 del de 1873. 

Código de i8j8 : Art, 36 de ¡a ley única, Tít. XI, « En las demandas 
sobre despojo 6 perturbación de pasesión procederán los tribunales civiles á 
prevención aunque el despojo ó perturbación se intente contra eclesiástico 
ó militar ». 

DERECHO EsPAÑoi*.— Adelante se pondrá lo relativo á la materia. 
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Dkrkcho Romano.— £¿ h'df o XL/// D. tít, /? « /'//^;¿//V/a olim erant formae 
atque conceptioues verboruin (inquit Justiiiianus Inst. tít. 4, 15) : hodie vero 
simpliciter definiré possunt, actiones in quibus Proetor jubet aut vetat aliquid 
fiere ; quae dantur illi adquem res pertinet. adversas eura qiio ille de posse- 
sione vel quassi-possesioñe, vel de jure aliquo suo aut publico coutendit». 

Texto que dice : Los interdictos eran antes fórmulas de palabras (dice Jus- 
tiniano Insi, tíé. 4, .15); pero hoy se pueden definir simplemente acciones en 
las cuales el Pretor prohibe ú ordena alguna cosa, y que se dan á aquel que 
tiene interés contra quien contesta sobre una posesión, una cuasi-posesión 6 
un derecho cualquiera que le pertenece ó pertenece al público. 

Definición y decisión. Se ocupa el título que vamos á estudiar, en los in- 
terdictos, palabra que trae su origen del derecho romano, derivada, según 
algunos, de la sentencia intcfim dicta, que daba el Pretor para que tuviese 
la posesión interinamente una de las partes que sobre ella litigaban, á fin 
de evitar actos de violencia ó fuerza, y según otros, de interdicere, prohibif^ 
porque al principio esta especie de providencias se dirigía principalmente á 
alguna prohibición, y porq^ue en esencia todos ellos, bien analizados, conte- 
nían prohibición expresa ó tácita. El interdicto ha venido á ser en derecho 
una acción para reclamar en juicio breve y sumario la posesión de una cosa 
actual, 6 la cuasi-posesión de un derecho real, ó para impedir un daño que 
amenaza. De aquí la división adoptada en nuestro Código, de interdictos 
posesofios £ inte? ditos pfohibitivos b prokibitofios. En los primeros se trata de 
adquirir, retener 6 'recobrar la posesión ó cuasi-posesión actual, {adispicendcB 
cuiquirendce^ retinencia, fecuóetanda posesionis), esto es, el hecho de la pose- 
sión legítima, de la posesión que por derecho nos corresponde ; cosa diferente 
de la posesión de hecho, que es la mera tenencia, abstracción hecha de todo 
derecho á esta. 

En los segundos, de prohibir algo opefis novi nunciatio, de impedir alguna 
cosa, que amenaza dañarnos damno infecti. Los posesorios se conocen entre 
nosotros con los nombre de posesión het editaría, el adispicendcE ; de amparo^ el 
retinendcSj y de restitución el recupera ndcr; y los prohibitivos, son los de de^ 
nuncia de nueva obra ó de obra ruinosa: y los demás con sólo el nombre gené- 
rico de prohibitivos. 

Discusión sobre la nueva obra. Han discutido extensamente los autores 
franceses sobre si la denuncia de obra nueva puede ó nó calificarse de inter- 
dicto ó juicio posesorio, y sobra las tiiferencias esenciales entre ambos. Para 
nosotras ningún interés tiene tal discusión, desde que nuestro Código de Pro- 
cedimiento ha colocado unos y otros bajo el título de interdictos, haciendo 
diferencia entre los posesorios y los prohibitivos, y dándoles diferente reglamen- 
tación en su procedimiento : interdictos prosesorios son los unos, interdictos 
prohibitivos son los otros. 

Jurisdicción, La primera sección que estudiamos se limita á establecer la 
jurisdicción en la materia interdictal, declarando que el conocimiento corres- 
ponde á la ordinaria, sin distinción de fueros, que han quedado abolidos en 
el país ; y dando la competencia al Juez del lugar en que está situada la 
cosa objeto del interdicto, y también al de la jurisdicción donde se ha abierto 
la sucesión, en la posesión hereditaria. En ello ha sido la ley consecuente 
con los principios generales de la competencia establecida antes, y ha tenido 
en tonslderación que la posesión hereditaria puede comprender y comprende 
ordinariamente bienes situados en jurisdicciones diferentes, y sería irregular 
y á todas luces inconveniente que, dividiéndose la materia, fuese menester 
pedir la posesión hereditaria tantas veces y ante tantos jueces cuantas fuesen 
las cosas situadas en distintas jurisdicciones. Lo jurídico y correcto es que 
la acuerde el Juez de la apertura de la sucesión, y que por comisión la lle- 
ven á cabo los correspondientes territoriales ; y así lo ha dispuesto el legislador^ 
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Opinión de Caravantes sobre la posesión y el dominio, Segán Cafavantes, han 
opinado algunos ser inconveniente permitir que se separe en el procedimiento 
la posesión, de la propiedad ; fundándose en que con tal separación se reco- 
rren por dos veces los diversos grados de jurisdicción para sostener dos líti- . 
gios que en último resultado tienen el mismo fin, con doble pérdida de tiempo 
y de gastos ; al paso qtie si se dejara la posesión al que la goza y se liti- 
gara sobre lo principal, se reduciría el procedimiento á un solo litigio, evi- 
tándose aquellos inconvenientes, sin perjuicio de tomar alguna medida conser- 
vatoria necesaria, sencilla y de fácil ejecución. 

Oigamos ahora al autor citado. «Pero á estas objeciones se ha contestado 
por los que sostienen la conveniencia de separar la posesión de la propiedad 
para el procedimiento, diciendo que esta división relativa á la forma es una 
consecuencia de la -distinción misma de las acciones reales en posesorias y 
petitorias que pertenece á la esencia y al fondo del derecho. La distinción 
de la posesión y de la propiedad es un principio del derecho civil, y bajo 
este respecto, la distinción de los procedimientos para entablar estas dos cla- 
ses de acciones está calcada en el mismo derecho civil, i Quiere acaso de- 
cirse que esta distinción es una superfluidad y una complicación inútil, y que 
deben borrarse todos los principios relativos á la posesión , á este derecho, 
que según los jurisconsultos ingleses, válelos nueve décimos de la propiedad? 
No, seguramente. Si, pues, se considera la posesión como un derecho que 
tiene los caracteres del jus in \ré, será preciso para la garantía de este dere- 
cho, para ponerla en ejecución, una acción especial, la acción posesoria » 

« Además de la importancia que tiene la posesión en cuanto al fondo del 
derecho, tiene un efecto inmenso respecto del procedimiento. Ella es la que 
decide el papel que han de representar las partes en el drama judicial ; quién 
ha de hacer de demandante y quién ha de permanecer en la defensiva, lo que 
es en extremo importante para el resultado del pleito. Ks un principio de 
procedimiento que la carga de la prueba* incumbe al que no posee ; así pues, 
determinar quien debe probar, quien debe abrir el ataque, es prejuzgar el 
litigio, cuando ambas partes sólo tienen pruebas incompletas de sus alega- 
ciones. Esto explica el interés capital de las acciones posesorias, puesto que 
tienen por resultado determinar cual de las partes deberá cargar con el peso 
de la prueba en la cuestión de propiedad, si se suscita después de la posesión. 
Fácil es, pues, de comprender que cuando ambas partes se hallan faltas de 
pruebas sobre la propiedad, ha de sucumbir la que no posee, la cual será 
forsosamente demandante, según decían los institutistas. Is qui agit non possidet^ 

Spoliatus ante omnia restituenduSy decía el derecho conónico, 

mirando por el interés de la tranquilidad pública, y de la seguridad debida 
á la propiedad. Y en efecto las acciones posesorias no son útiles solamente 
para la decisión de los litigios que podrían suscitarse sobre la propiedad, 
sino que tienen una utilidad verdaderamente política. Para decidir las 
cuestiones de posesión que hubieran impulsado á los particulares á tomarse 
la justicia por sí mismos, siendo otras cautas ocasiones de violencias, imaginó 
d derecho romano los interdictos». 
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SECCION 2^ - 

Interdictos posesorios 



Art. 562. Cuando el heredero pida la posesión de la herencia debe- 
ompafiar el testamento ó justificar la falta de testamento, y aére- 
lo demás que exige el artículo 674 del Código civil (680 Noy.) 
Art. 563. Dentro de veinte y cuatro horas de haberse pedido 
osesión de la herencia, el Juez mandará á darla y se dará 
ífecto al heredero sin citar á la persona ó personas que 
deren poseyendo las cosas pertenecientes á la herencia, 
Art. 564. Cuando el Juez no considere suficiente la justi- 
ión producida por el heredero, mandará ampliarla indicando 
efecto. El heredero en este caso podrá apelar, si no creyere 
fiada la determinación;, é interpuesto el recurso por escrito 
rbalmente, se practicará lo que queda establecido en este 
go para la apelación de la sentencia definitiva. 

ESTUDIO 143 

ANTECEDENTES 

>ERKCH0 PATRIO. — Los tres artículos copiados son los 420, 421 y 422 
ódigo de 1880 y 418, 419 y 420 del de 1873. Vienen de la Ley 22. tit, 
I Código de 1838 en sus artículos 19 29 39 y 40 que dicen : 

Art. 19 Cuando el heredero pida la posesión de la herencia deberá acom- 

el testamento, ó justificar la falta de testamento y su calidad de here- 

acreditando al mismo tiempo que las cosas en que consista la herencia 

Dseía al tiempo de su muerte la persona de quien sea heredero, como 

propias, ó por algiin derecho trasmicible á este». 

.rt. 29 es el 563 que estudiamos, con una salva para juicio ordinario. 

irt. 3? es en sustancia el 678 del Código Civil de 1895. 

irt, 5? es el 564 copiado arriba». 

►ERKCHO Español. — Ley 2a ///. ^o Part. óa eViniendo el heredero delante 
Lgador e mostrando caita del testamento en que era establecido por he- 
) : si tal carta fuesse acabada ó cumplida assi como deve ser, e non fuesse 
nin cancelada, entonces, demandándole él, develo meter en posesión o en 
cía de los bienes e de todas las otras cosas que el testador avia o tenia 
azon que finó». 

*ey s^ iit. 40 lib. II Nov. Recop. «Si alguno finare y dexare hijos legíti- 
o nietos o deudo ayuso, o otros parientes propinquos, que hayan de- 
de heredar sus bienes por testametito o abintestato, mandamos que nin- 
ni algunos sean osados de entrar ni tomar la posesión de los bienes 
el tal difunto dexare por decir que hallan vaca la posesión dellos, y 
los herederos no la han tomado corporalmente ; y si los tales bienes en- 
n y tomaren sin licencia y autoridad de juez competente mandamos que 
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por el mismo hecho pierdan todo el derecho que en ellos tenían .....; 
y que las justicias do esto acaeciere, que luego informados de la verdad pon- 
gan en la posesión pacifica de los dichos bienes, después de la muerte del 
difunto, a los dichos sus herederos, procediendo en lodo sumariamente sin 
figura de juicio » 

Derecho Romano.— D. lib. XLIII. tít. 19 tercera división : 

« Hse6 autem interdicta, quae ad rem familiarem spectant, aut adispicendct 
sunt possessionis, aut recuperando^ aut felinendotiK 

« Adispicendce possessionis sunt interdicte quoe competunt his qul ante non 
sunt nancti possessionera, sunt autem interdicte adüpiscendct possessionis, quorum 
bonorum; salvianurn quoque interdictum, quod est de pignoribus ; ex hoc 
genere est et quo itinen venditor usus est quominus emptor utaiur vimfieri veio.^ 

<r Recuperando possessionis causa proponuntur sub rubrica unde vi : alíqua 
enim sub hoc título interdicte sunt. » 

« Retinendce possessionis sunt, interdicte uti possidetis, » 

Textos que dicen : 

Los interdictos dados para la conservación de bienes se refieren á la posesión 
para adquirir, recobrar ó conservar. 

Los interdictos dados para adquirir la posesión se conceden á los que 
aun no poseen, y esta especie comprende el interdicto quofum bonorum^ el 
salviano relativo á las prendas y el quo íiinefe que prohibe hacer violencia 
para impedir al comprador gozar del camino de que gozaba su vendedor. 

Los que conciernen á la restitución de la posesión se encuentran bajo 
la rubrica mide vi ; porque de ellos hay muchos. 

Los de retener la posesión son los interdictos uH possidetis. 

Posesión hereditaria. Estudiamos el interdicto de posesión hereditaria, lla- 
mado por los romanos quotum bonorum, y» conocido en la legislación, española 
antigua y moderna. No lo tienen la francesa y otra.s, por creerlo innecesario, 
conforme á los principios de sucesión y de trasmisión de la posesión, estableci- 
dos en sus Códigos. Entre nosotros tampoco se juzga indispensable, y se 
ha conservado á mayor abundamiento, en favor de los herederos, como un 
medio mas de asegurar con prontitud los bienes hereditarios é impedir las 
usurpaciones de terceros. 

En efecto, el artículo 896 de nuestro Código Civil (902 nov.) dice: «La 
posesión de los bienes del difunto pasa de derecho á la persona del heredero 
sin necesidad de toma de posesión material. Esto sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 674 (680 nov.) Y este artículo dice lo siguiente: «La posesión 
continua de derecho en la persona del sucesor á título universal. Esto no 
obsta para que el heredero, dentro de un año contado desde el día en que 
tuvo derecho de entrar en la herencia, pida al Tribunal la entrega de los 
bienes, comprobando previamente su calidad de heredero, y de un modo 
directo el hecho de que las cosas cuya entrega solicita las poseía al tiempo 
de su muerte su causante como suyas propias ó por algún derecho trasmi- 
sible al heredero, ó las poseía hasta su muerte el que precedió en el derecho 
al solicitante. 

De estas disposiciones se deducen estas dos con.secuencias principales : que 
esta acción interdictal solo puede ejercitarla el heredero, el sucesor á título 
universal, y por supuesto, aquel á quien haya vendido 6 traspasado ese 
derecho, pero nó el sucesor á título particular de una cosa cualquiera, como 
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el comprador de una casa, fundo, etc., ; y que la posesión hereditaria interdictal 
no se limita á bienes raices sino que comprende la universalidad de los here- 
ditarios, inclusos, muebles, créditos, derechos y acciones y que este interdicto 
no puede intentarse sino dentro del año siguiente al día de la muerte del 
causante; día desde el cual nació el derecho del heredero á entrar en la 
herencia. 

Petición de la posesión. Conforme al artículo 562 de nuestro estudio, la 
posesión hereditaria puede pedirse ex testamento ó ab intestado. En el primer 
caso deberá acompañar el solicitante con la partida de defunción del causante, 
el testamento para comprobar con él su carácter de heredero instituido. En 
el 'segundo caso debe comprobar también la muerte del de etijus y la falta 
de testamento, ó bien la falta de institución de heredero en el testamento, si 
así aparece en este ; y además comprobar su calidad de heredero, 6 sea 
que es el pariente próximo llamado por la ley á suceder ab-intestato. Para 
esta comprobación deberá presentar las respeciivas partidas de matrimonio, 
de nacimiento, etc., que demuestren el grado de parentesco con el finado, 
que le llame á la sucesión, y á falta de las correspondientes partidas por 
no encontrarse ó no poderse obtener, lo cual ha de acreditarse también, 
la justificación de testigos bastante á demostrar satisfactoriamente la dicha 
calidad de heredero. 

Exigencia del Código CiviL Todavía le exige más el Código Civil, y es 
el comprobar de un modo directo, esto es, por una prueba especial, que las 
cosas a cuya entrega aspira, las poseía al tiempo de su muerte el causante 
como suyas propias, ó con algún derecho trasmisible al heredero, como el de 
arrendamiento de un fundo por varios años, el de explotación de una mina, 
ú otro de esos en que, sin tener propiedad ni verdadera posesión, se tiene 
un derecho de goce en la cosa agena, que pueda pasar al heredero, y que 
no concluya con ía muerte del causante. Esta prueba directa puede hacerse 
con los documentos de pago de impuestos, con los que acrediten el cobro de 
rentas, con testigos, y cualquiera otro de los medios legales, con tal que 
resulte verdadero el hecho de la posesión en que estuvo la persona hasta 
su muerte. Las escrituras de adquisición no serían bastantes por sí solas, 
porque con posterioridad bien pudo el causante enagenar las co.sas adquiridas 
por ellas. 

Providencia, Dentro de veinte y cuatro horas de haberse pedido la pose- 
sión hereditaria, el Juez ha de providenciar, 6 mandando darla, si encuentra 
comprobados todos los requisitos desque hemos hablado : ó mandando ampliar 
la justificación ó prueba producida, indicando lo que en ella falta 6 el defecto 
que tiene. Si acuerda la posesión, la dá en efecto por inventario, • si así se 
exige, sin citar á la persona que estuviere poseyéndolas cosas hereditarias: 
si manda ampliar la prueba, puede el heredero apelar, y se dará, á la ape- 
lación el mismo curso de la alzada de sentencia definitiva. 

Dada la posesión, queda cumplido el primer período de este interdicto ; 
siendo los demás períodos idénticos eu el modo de proceder, á los de los otros 
interdictos posesorios, como veremos luego. 

Algunas explicaciones pfácticas. Convienen aquí algunas explicaciones más 
que pueden ser de interés en la práctica. Dijimos que este interdicto . se dá 
en favor del heredero, por consiguiente, también en favor del legatorio á 
título universal, á ^uien la disposición del artículo 728 Código Civil [734 nov.] 
reconoce aquel mismo carácter. Pero si el heredero no prueba que él es 
único, sino que es uno de tantos, si prueba el legatario a título universal, 
que su legado es de parte alícuota, un tercio, verbi-gracia, y no de la tota- 
lidad, y se presentan, en su caso, á pedir la posesión hereditaria de todos 
los bienes, deberá acordarla el Tribunal? Una distinción se impone en el caso; 
6 el heredero usando del derecho de representar sin poder á sus coherederos, 
solicita la posesión á nombre de todos, ó solo por sí en cuanto á su parte 
indivisa. Si lo primero podrá el Juez acordarle la posesión de todos los bienes 
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de la herencia que por su naturaleza misma tienen que considerarse comu- 
neros, como los raices y los derechos reales, que no pueden ocultarse, ni tras- 
ponerse, y que no podría enagenar el heredero por sí solo; pero d^l dinero, 
valores negociables, prendas y otros valores importantes moviliarios, que pue- 
den constituir la mayor 6 por lo menos, importante porción de la herencia, 
respecto de los cuales no hay motivo racional ni legal para dar por constante 
6 permanente una comunidad no verdaderamente transitoria, no podría acor- 
dar el Juez sino posesión limitada á la parte que el solicitante ha compro- 
bado tener ; porque de otro modo expondría á los otros herederos á ser des- 
pojados por aquel. En tal caso, en virtud de la facultad que dá la ley respecto 
de los bienes de herencia yacente, debería el Juez decretar el depósito de 
esos valores tnovíliarios, mandando solo entregar al peticionario su parte de 
dinero y de títulos al portador, y acordándole posesión indivisa en los demás 
valores moviliarios mientras se haga entre partes legítimas su distribución. El 
recibo de tales valores no es un acto de pufa administración que pueda con- 
siderarse comprendido en las facultades generales de administración, de defensa, 
concedidas por la ley al comunero. En el segundo caso, de que la posesión 
se pida solo de la porción indivisa, obvio es que á ella se limitará : y para 
la entrega, con mayoría de razón ha de obrarse de la manera que queda 
expuesta. 

Dudan algunos si por decir nuestro Código Civil que ptevianunte debe 
probar el solicüante su carácter de heredero, deba preceder una declaración 
judicial de tal. La disposición no pide tanto: pide sólo la comprobación; lo 
cual no se opone á que al considerar el tribunal la petición de posesión exa- 
mine previamente si la prueba producida demuestra ó no aquel carácter. La 
declaiatoria anticipada, se opone á la rapidez de procedimientos que caracte- 
riza los juicios sumarios, pues exige un tiempo que puede aprovecharse en 
preparar desde luego toda la prueba necesaria para el interdicto. 



Art. 565. Cuando el que sea despojado de su posesión solicite 
se le restituya, justificará que su posesión era legítima y que no 
ha transcurrido un año después del despojo; y el Juez procederá del 
modo prevenido para la posesión hereditaria en los artículos pre- 
cedentes de esta Sección. 

Art. 566. El que estando en posesión de alguna cosa sea per- 
turbado ó con fundamento tema serlo, puede pedir que 3e le ampare 
en la posesión y justificando que la tiene con derecho, el Juez 
mandará á la persona ó personas contra quienes se dirija la queja, 
se abstengan de todo hecho que perjudique al poseedor, bajo la pena 
pecuniaria ó de prisión que considere proporcionada y que señalará. 

ESTUDIO 144 

ANTECEDENTES 

Dkrbcho Patrio.— Los dos artículos insertos son* los 423 y 424 del 
Código de 1880 y 421 y 422 del de 1873. Vienen de la Ley ^a ///. 79, del Código 
de i8j8, y corresponden dichos artículos al 59 y 89 de esta Ley, respectivamente. 

Dkrecho Españoi..— Z^ /a tíi, si^ Ub. II Nov. Rec, Si alguno entrare 6 
tomare por fuerza alguna cosa que otro tenga en su poder y en paz, si el 
forzador algún derecho ahí habia, piérdalo .... mas si alguno entiende que 
ha derecho en alguna cosa, que otro tiene en juro ó en paz, demándelo. 
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Derecho Romano.— 7/V. XVI, De vi, et de vi annata. (f Dúo suut interdicta 
de vi : alterum de vi siinpliciter seu de vi cuottidiana, quuní siue armis quis de 
possesione rei soli dejectus est : alterum de vi ármala, quuin soli armis occu- 
pata est. » 

«I Verba edicta circa vim armatam referre omisit Tribonianiis. Edictum 
autem circa vim quotidianam, tale est. » 

« Pretor ait : Unde tu illum vi dejeciti aut familia tua dejecit, de eo. quaeque 
ille tune ibi habuit, tantummodo intra annum : post annum, de ae quid adeum 
qui vi dejecit, pervenerit, judicium dabo L. I Vp, ¡ib. 59 ad edioK 

Textos que dicen : Hay dos interdictos respecto de la violencia : el uno 
respecto de la violencia simplemente hecha, ó á la violencia ordinaria, que 
tiene lugar cuando alguno es expulsado de su terreno sin recurrir á las armas ; 
el otro,- de la violencia armada, que tiene lugar cuando se apoderan del te- 
rreno á mano armada. 

Triboniano olvidó poner los términos del edicto de la violencia armada: 
el de la violencia ordinaria dice : « El Pretor dice : Yo daré acción por la cosa de 
que habéis expulsado á otro con violencia, por vos mismo ó por vuestros es- 
clavos ; es decir, durante un año por la cosa de que le habéis despojado ; y 
después del año por lo que resulte al que lo haya despojado con violencia. 

Sigue en los párrafos siguientes : 

«Tit. XVII. Uti possideiis, I Generaliter quoque ad res soli pertinet hoc 
interdictum. sicut et superius unde vi,» 

« Ait Proetor : [/li eas cedes de quibus agitur nec vi, uec clam, nec precario 
alter ab altero possidetis quounm ita possideatis, vim fieri veto. » 

Dice el texto : 

Generalmente pertenece este interdicto á los inmuebles como el anterior 
unde vi. 

Dice el Pretor : Como no posees la finca de que se trata ni por vio- 
lencia, ni clandestinamente ni precariamente, respecto de otro, prohibo que 
se turbe en la posesión. 

Despojo y perturbación. Estas acciones posesorias reposan sobre un doble 
fundamento. En primer lugar, en la duda y cuando los títulos de propiedad 
son oscuros, la razón manda preferir y proteger al poseedor que tiene en su 
favor un estado de hecho conforme á ciertas exigencias de la ley. De ahí el 
axioma de derecho : In pari causa melior est conditio posside^itis. En segundo 
lugar, durante los debates sobre la cuestión de propiedad, era necesario ad- 
judicar provisionalmente la posesión á una de las dos partes para evitar que 
los fundos permaneciesen improductivos y para impedir los actos violentos 
que pudieran producirse. De aquí las dos especies de acciones posesorias que 
estudiamos» el ampato que proteje al poseedor contra toda perturbación, en 
su posesión ; y la festitución dada contra el despojo por vías de hecho, á 
las que agregan los franceses, conforme á su sistema, la denuncia de nueva 
obra, considerada como posesoria. 

Las acciones posesorias son la consecuencia de una presunción de propie- 
dad que la ley concede á la posesión, pero sin prejuzgar en nada sobre el 
fondo del derecho, cuyo examen se reserva para las acciones petitorias. Y 
recíprocamente, en el juicio posesorio el Juez no puede consultar los títulos 
sino para caracterizar los hechos de posesión, sobre los cuales debe pronunciar. 
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El ejercicio de la acción posesoria con preferencia á la petitoria es pura- 
mente facultativo de la parte á quien la ley la acuerda. Pero es del interés 
de aquella usar de preferencia la posesoria, que le dispensa de probar su pro- 
piedad, como lo aconceja Pothier, y lo aconcejaba Oijas, entre los romanos, 
según las citas de Rouseau el Laisney. 

Comparando nuestros interdictos posesorios con los de la 'época de Justi- 
niano parece que nuestro reiinendcs, ó amparo, es el uH posideiisi en cuanto 
á inmuebles, y el utmbí en cuanto á muebles ; y nuestro recupefanda^ 6 
restitutorio, el unde vi. 

Importancia de ¡os interdictos. La materia délos interdictos fué considerada 
por nuestros legisladores como de gran importancia por el uso frecuente que 
de ellos ^e hace en un país tan escaso de población, donde la acción de la 
autoridad política para velar por el respeto a la propiedad es débih. y por los 
abusos que se cometían contra propietarios residentes muchas veces á larga 
distancias de sus fundos, imposibilitados por lo mismo de atender oportuna- 
mente á la' pronta defensa de lo suyo. Por eso nuestro Coligo Civil regla- 
menta en mucha parte la materia, que sólo viene á complementar con detalles 
el de Procedimiento. Así tenemos que traer á la vista aquellas disposiciones 
para poder hacer convenientemente este estudio. 

Código Civil—'Disposiciones, El artículo 675 del dicho Código Civi4 [63 1 nov.] 
_^{Qe — a gl que encontrándose en posesión basada en justo título de una cosa 
bien sea mueble 6 inmueble, es turbado en ella, puede, dentro del año á 
contar desde la perturbación, pedir que se le mantenga en dicha posesión». 

El 676 (682 nov.) dice : «El q,ue ha sido despojado de la cosa mueble 
6 inmueble que poseía con justo titulo, puede, dentro del ano á contar desde 
el despojo, pedir que se le restituya la posesión». 

Y el 677 (683 nov.). «Habiendo constancia de la perturbación 6 del 
despojo, el Juez debe decretar la restitución ó el amparo sin . citación de 
la otra' parte, con la mayor celeridad en el procedimiento, contra cualquiera 
que sea el autor del despojo ó de la perturbación, aunque fuese el propietario». 

Establecen, pues, como primer principio en la materia, nuestras leyes, 
que el amparo y la restitución pueden tener por objeto, tanto los bienes 
himuebles como los muebles. No es esto estraño en cuanto á los últimos, 
porque nuestra legislación no ha consagrado la máxima legal de otros países, 
de que respecto de muebles la^ posesión vale título. Y esto, por especialidades 
de localidad, en donde, á mas de la ineficacia del celo de la autoridad política 
por la despoblación y grandes distancias, tenemos fincas rurales y pecuarias 
de muchísima extensión donde los animales de distintos dueños se crian en 
confusión, pasando de unos á otros fundos, y por lo mismo son frecuentes 
las sustracciones, principalmente en épocas de perturbación publica. Declarar 
título la sola posesión habría sido peligroso, y muchas vecis redundaría en 
daño del propietario, favoreciendo á los expropiadores. De este modo ha que- 
dado á cargo de los jueces apreciar encada caso tolas las circunstancias para 
juzgar con acierto sobre el carácter y mérito de la posesión mobiliaria. 

En segundo lugar establecen aquellas disposiciones nuestras, que la acción 
posesoria solo puede ejercerse dentro del año de la perturbación ó del despojo; 
de suerte que pasado aquel tiempo la acción interdictal queda prescrita* ó ca- 
duca y sólo restan al querellantes las acciones ordinarias de posesión y de pro- 
piedad, sin otra excepción que la que veremos después. 

En tercer lugar, consagran como regla que el perturbado debe encontrarse 
en posesión basada en justo título, y el despojado poseer con justo título ; 
pero ese título no es el documento ó papel probatorio, sino la causa jurídica 
de donde se derive legítimamente el derecho de poseer, lo cual no excluye 
la presentación del instrumento ó escritura que compruebe aquella causa, si 
se tiene. 
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Yea cuarto lugar, declaran que el interdicto, de amparo ó de restitudón, 
se pueden ejercer aun contra el propietario, sobre lo cual daremos las explica- 
ciones necesarias. ^ 

Conviene desde luego tener presente que no sólo pueden ser objeto de 
estos interdictos las cosas corporales, sino también las servidumbres personales 
6 reales y los derechos reales inmobiliarios de goce ó de uso que indicaremos. 

Contraigámonos ahora especialmente á cada uno de los dos interdictos que 
estudiamos. 

Ampare, Puede pedir amparo toda persona que por sí 6 por medio de 
otro tenga la posesión legal de la cosa corporal, 6 la cuasi-posesión de un 
derecho real de servidumbre, de goce ó de uso. (Aubry et Rau), Y no es 
necesario tener la posesión exclusiva, pues basta ser copropietario ó comunero 
sin ser menester el concurso de los demás. 

Puede el comunero ejercerla también contra el condueño 6 condueños que 
le turben en su goce, con pretensiones contrarias á la posesión común, como 
lo enseñan Aubry et Rau y otros, y lo establece la jurisprudencia de loe tribu- 
nales. Nosotros creemos que la doctrina debe extenderse aun al caso en que 
el comunero pretenda abusar de su derecho de uso, con perjuicio de la comu- 
nidad y de la cosa común, y hemos sostenido ante los tribunales, que debía 
ser declarado perturbador un comunero de una oficina y maquinaria de un 
fundo de caña dulce, que habiendo tomado en arrendamiento otros campos 
próximos para cultivar aquella planta, emprendió beneficiar á más de las cañas 
de la hacienda, esas otras cultivadas en terrenos arrendados, en la maquinaria 
y oficina comunes, en su exclusivo provecho, con deterioro de aquéllas y ex- 
posición á descomposiciones y rupturas, en perjuicio del comunero quere- 
llante ; y que debía prevenírsele abstenerse de tal abuso. Uno de nuestros 
primeros abogados decidió como arbitro, adtnitiendo en principio 16 proce- 
dente de la acción posesoria. 

El usufructuario, que puede intentar el a ai paro para proteger su derecho 
real de goce contra toda especie de perturbación de parte de terceros, puede 
también ejercerlos contra el mismo propietai;ío que le perturbe, según los au- 
tores y la jurisprudencia. 

En cuanto al arrendatario ó colono que sólo ejercen un derecho temporal 
de uso, el artículo 1535 del Código Civil le da expresamente acción directa 
cootra el tercero perturbador, cuando la perturbación es de mero hecho sin 
pretender derecho en la cosa arrendada ; y contra el propietario mismo, según 
los artículos que e^ítudiamos, podía usar el interdicto, si por vías de hecho 
pretendiere perturbarlo ó ekpulsarlo, antes del término estipulado. 

Y aun el acreedor que tiene el goce del inmueble de su deudor e» vir- 
tud de un derecho de anticresis, puede con intervención de aquél, usar del 
interdicto de amparo, contra las perturbaciones de tercero. 

El interdicto de amparo puede intentarse contra el autor de la pertur- 
bación, sea directo sea valiéndose de otro, contra este mismo y aun contra 
ambos. Las circunstancias y la facilidad de la prueba contra uno y otro 
deberán servir de guía á la parte para resolver contra quienes le convenga 
dirijir la acción á fin de no quedar burlado con la condenatoria de un 
instrumento insolvente. 

Dos especies de perturbación. La perturbación comprende todo hecho . ma- 
terial ó todo hecho jurídico, que sea directamente y en sí mismo, sea indi- 
rectamente y por vía de consecuencia, constituya ó envuelva una pretensión 
contraria á la posesión de otro ; distinguiéndose por , tanto |dos especies, la 
perturbación de hecho y la perturbación de derecho. 

No es indispensable que el hecho produzc;^ un daño inmediato, un per- 
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juicio material futuro y aun sólo el interés que tiene el poseedor en hacer 
reconocer y respetar su posesión, para el ejercicio de la acción. 

La perturbación de hecho consiste en las agresiones materiales de la pose- 
sión, como por ejemplo, ponerse á labrar en terreno ajeno, cortar árboles en 
campo vecino, poner á pastar animales en fundo de otro, recoger la cosecha 
de la arboleda ajena, etc. ; actos todos en los cuáles no se pretende arreba- 
tar el dominio sino sólo utilizar con algo la cosa del poseedor, cercenarle 
su goce, turbarle en su derecho posesorio. 

La perturbación de derecho resulta de ataques judiciales ó extrajudiciales 
dirigidos contra la posesión ajena, verbi-gracia, una notificación pedida á la 
autoridad para que los colonos no paguen la renta al poseedor, un aviso al 
público ofreciendo en arrendamiento la cosa ajena, ó anunciando que el po- 
seedor que desea venderla no puede hacerlo por* carecer de títulos, etc. 

Pero no pueden considerarse como perturbaciones de posesión, aquellos 
hechos perjudiciales que por su naturaleza misma y según las circunstancias 
en que tienen lugar, no manifiestan de parte de su autor, pretensión á un 
derecho ni contradicción de la posesión ; el paso á caballo alguna vez por una 
sementera ajena, por ejemplo, dañando las plantas; ni tampoco aquellos actos 
prohibidos por los reglamentos de policía y cuya repetición aún prolongada 
no daría á su autor ningún derecho á la posesión ; la cerca de upa calles 
verbi-gracia, en un pueblo, para juego de toro, perturbando la salida \de los 
propietarios de las casas. Tales hechos sólo podrían dar lugar á una demanda 
de perjuicios: 

Sin embargo, no es á la intención del autor de la perturbación, sino' 4 la 
naturaleza misma del hecho y á su resultado bajo el punto de vista dte la 
posesión, que debe atenderse para juzgar si procede ó nó el interdicto ;^4e 
manera que no basta para librarse de las consecuencias, qu^ el autor de )^ 
perturbación alegue no pretender contrariar la posesión del querellante, si eA 
el hecho la ofende y turba en verdad. Ni es tampoco necesario indagar sH 
aquél se efectuó pública ó clandestinamente, ni si los trabajos que constttu- \ 
yen la perturbación han sido efectuados en terreno propio del perturbador, 
como por ejemplo, cuando se pone obstáculo á una cañería de aguas lluvias, 
de uno, ó de cloacas, de que goza una casa vecina, por la parte del predíc 
sirviente ; cuando es tapado una canal de irrigación en el fundo ajeno que so- 
porta la servidumbre, impidiendo el curso del agua. Tales hechos autorizan 
el ejjipleo del intetdicto, sin que sirvan de excusa á su autor las circunstan- 
cias indicadas. 

Ni excusa tampoco el haber obtenido autorización de la administración 
pública para trabajos ejecutados en un interés privado, que perturban al 
poseedor legítimo, como por ejemplo, un permiso dado por un jefe civil para 
abrir una regadera en una acequia perteneciente á otro particular. Seme- 
jantes autorizaciones se dan siempre á riesgo y peligro del que las obtiene. 

Cortiente de agua. Ha sido decidido en Francia que la perturbación de 
posesión causada en el goce de una corriente de agua, en virtud de una 
decisión municipal que reserva las aguas á la comuna, da lugar á la acción 
posesoria de parte ael rioereño así perturbado contra los que á nombre de 
la comuna han cometido la vía de hecho autorizada por la decisión municipal, 
y contra la comuna misma. Pero se ha decidido también que cuando el hecho 
de la perturbación no es sino el resultado de una orden administrativa inti- 
mada al autor de la perturbación, el perturbado no puede ejercer la acción 
posesoria, sino ocurrir á la autoridad administrativa: Como nosotros no tene- 
mos trit)un8les contencioso-administrativo, creemos que ha de reclamarse ante 
la autoridad que dictó é intimó la orden, y que en caso de negativa, podrá I 

ocurrirse á los tribunales ejerciendo la acción posesoria 6 cualquiera otra * * 

procedente. I 
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que sirva de base á la estimacióa de la indemnización que deba hacerse. Bntre 
nosotros la distinción principal más conducente será, si se han llenado ó nó 
los requisitos exigidos por la Constitución y la Ley especial sobre toma de la 

Sropiedad particular para uso público, para resolver que si no se han llenado 
a lugar a la acción posesoria contra el perturbador, sea cual fuere, y sise 
han llenado, toda reclamación que ocurra al perturbado debe llevarse á la 
Alta Corte Federal. 

Servidumbte. En cnanto á servidumbres, así como procede la acción po- 
sesoria en favor del predio dominante contra las perturbaciones que impidan 
su goce, así también se considera procedente contra el que la tiene, por 
hechos que la agraven ó que isean una servidumbre nueva. Sin embargo^ 
ha sidoj decidido que el estí^blecimiento por el propietario del fundo domi- 
nante, de un conducto ó cañería subterránea que dirija sus aguas fluviales y 
sucias á la cloaca existente en el fundo sirviente, siempre que allí lleguen 
siguiendo la pendiente natural del terreno, no constituye una agravación de 
la servidumbre de cloaca, capaz de motivar una acción posesoria de parte 
del propietario del fundo sirviente. 

Los canales ó acequias de agua corriente tomada de los ríos y vertien- 
tes, publicas ó meramente particulares, para riegos y para impulso de maqui- 
naria, dan con frecuencia causa al uso de las acciones posesorias. Las ne- 
cesidades de los cultivos son á veces de tal manera urgentes, por el peligro 
de que en |la época de verano, algunas plantaciones se pierdan ó arruinen, sin 
el riego en periodos de sólo algunos días, como la caña dulce y otros frutos, 
que el legislador ha establecido remedios prontos y eficaces, no sólo en los 
Códigos nacionales, sino también en las ordenanzas locales, dando inter- 
vención á las autoridades de policía en las cuestiones de nudo hecho, que no 
en cuestión de puntos de derecho, sin perjuicio de la acción délos tribunales 
ordinarios. Los jueces deben ser acuciosos para atender oportupamente á 
las reclamaciones de esta especie, como prudentes para mantener á cada pro- 
pietario en su posesión, sin causar indebidamente dañosa pno para favorecer 
a otros. En los lugares donde los ríos son abundantes en toda época, ó donde 
las vertientes usadas son particulares, no hay pretextos para perturbar al que 

rse de su canal ó acequia, y es marcado espíritu de aprovecharse de lo ajeno 
hostilizarlo sin razón, toda extracción clandestina del agua ó todo otro acto 
de perturbación en la posesión. 

Pero nuestra agpricultura, que puede decirse nueva, ha venido estable- 
ciéndose de preferencia en los lugares próximos á las costas, donde con 
señaladas excepciones, las aguas son escasas , y allí donde los ríos se 
.agotan 6 disminuyen considerablemente en la época de sequía, surgen á 
veces cuestiones intrincadas y graves, sobre los derechos posesorios de 
los ribereños. Como los canales han venido abriéndose en épocas distin- 
tas, resultan unos antiguos tomados debajo de otroSj construidos más recien- 
temente, y cada propietario quiere, en las épocas de escasez, conducir por 
el suyo el mismo volumen de que es capaz, quedando naturalmente los de 
abajo, en ocasiones, privados de su goce. El artículo 642 del Código Civil [648 
nov.l, previendo en parle el caso, dice : « Cuando se escaseen las aguas de 
un río, fuente ó acequia, cuyo uso sea común á varios predios, de manera 

3ue la parte que corresponda á cada interesado no baste al fin á que está 
estinada, la distribución podrá hacerse pqr tiempo, dándose á cada uno ya 
el todo, ya parte de las aguas por un número de horas ó de días en la se- 
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mana, proporcional á sus respectivos derechos. Esta disposición no perjudica 
los derechos que resulten preferentes *. Como se ve. la previsión se limita á 
río, fuente ó acequia cuyo uso sea comáa á varios predios ; de manera que 
pueden decirse determinadas personas comuneras en el uso de tal río, fuente ó 
acequia. En ese caso la regla de distribución es de fácil aplicación, y las pre- 
ferencias mismas, si las hay, vendrán de los títulos comuneros. 

Pero •si se trata de un río que recorre muchas leguas, pasa por diversas > 
poblaciones, y atraviesa distintas zonas de cultivo, abundante hacia su fin, 
pobre hacia arriba, ¿ cuál habrá de ser la regla de la distribución en el lugar 
donde se siente la escasez de las aguas? ¿cuáles las preferencias? Establecidas 
y fomentadas las primeras haciendas 6 fincas cultivadas bajo la base de la 
existencia bastante del agua del río donde se toma, y desarrollados los in- 
tereses del propietario contando con las de su canal, los que fueren abriendo 
los suyos con posterioridad, no han podido hacerlo sino en la inteligencia y 
bajo la condición tácita de no tomar sino la que no hiciere falta parai las 
acequias ya construidas. La antigüedad de la posesión debe, por tanto, esta- 
blecer las preferencias ; y los jueces han de amparar á cada cual en la suya, 
sin perjuicio de esos derechos preferentes de terrenos. En la concurrencia de 
varios, haciendo uso de la acción posesoria, deben los jueces observar en cuanto 
sea aplicable, la disposición del artículo 569 [575 nov.] que dice así: «Los 
tribunales deben conciliar el interés de la agricultura y el de la industria txjn 
el respeto debido á la propiedad en las controversias que se susciten sobre el 
uso de las aguas ; y se observarán los reglamentos y ordenanzas locales en 
cuanto no se opongan á este Código». 

Como el agua para el riego no puede suplirse, y sí puede suplirse con 
el vapor y la electricidad la fuerza motriz del agua, se ha reconocido prefe- 
rencia á las tomas de agua para el primer uso, sobre las destinadas sX 
segundo ; y así lo hemos visto practicar. 

Cuando el uso de las aguas ha sido reglamentado por un acto administrativo, 
por una sentencia ó por una convención, toda contravención al reglamento (Je 
p^rte de uno de los ribereños ó partícipes constituye un hecho de perturbación. 

Hechos de ptttu7bací6n de deredw. Hemos dicho que la perturbación de de- 
recho resulta de todo acto caracterizado por el cual una persona se arroga la 
posesión de un fundo poseído por otro ó manifiesta una pretensión contraria 
á la posesión de otro, aun cuando ese acto no sea susceptible de hacer ad- 
quirir la posesión á su autor. 

Así la notificación por la cual un tercero pretende un derecho de pro- 
piedad 6 servidumbre sobre el fundo cuya posesión tiene otro, ó contesta 6 
contradice á éste la propiedad del fundo ó el ejercicio de un derecho real <ie 
que goza, constituye una perturbación que ararrrita el amparo. Así mismo la 
constituye una prohibición hecha al poseedor de un fundo, por acto extraju- 
dicial, de levantar construcciones sobre su fundo. Y la constituye también, 
una pretensión de propiedad ó de servidumbre, expresada en un memorial di- 
rigido á funcionarios políticos, ó una oposición formada, ante la autoridad 
administrativa, á la demanda solicitando autorización para trabajos encaminados 
á facilitar el ejercicio de un derecho real, ó una protesta levantada contra ac- 
tos legítimos del poseedor. 

Rouseau et Laisney. Preguntan Rouseau ei Laisney^ de donde hemos to- 
mado y aún copiado la mayor parte de la doctrina que dejamos expuesta en 
este Estudio, si debe considerarse como perturbación de derecho que motive 
el amparo, el hecho de un tercero de vender ó hipotecar un inmueble nuestro. 
Sí, dicen ellos, según varios autores, porque debe presumirse que tal acto 
concierne tanto á la posesión como á la propiedad, sobre todo si el acto fuere 
explícito sobre la entrada en el goce de la cosa. No, según otros autores, 
que consideran que el ataque no está francamente caracterizado contra la po- 
sesión sino contra la propiedad. Nos decidimos por la primera opinión, por 
• creerla más jurídica y racional. 
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No hay en los textos de las leyes una definición recta y precisa de este 
interdicto» y disputan los autores franceses sobre su naturaleza y sobre su ver- 
dadero carácter. Pero la jurisprudencia ha consag^^ado ya la opinión de que 
es una acción por medio de la cual el que ha sido despojado de un inmaeDle 
(entre nosotros también de un mueble) ó del goce de un derecho real inmobi- 
liario, pide ser restituido á su detención ó á si^ uso. en virtud de la máxima 
spoliahis ante omnia restitueudus. Es. pues, en beneficio de la posesión, de la 
tenencia, al mismo tiempo que. del orden social. 

Elementos de la posesión. La posesión se compone de dos elementos, el 
material, de tener realmente la cosa, ocuparla por sí ó por otro — cofpus — y él 
moral ó legal, animus, hitención, que puede ser dominio en calidad de duelio, 
útil para adquirir para sí, para prescribir, ó temporal, precario, útil para usar 
ú gozar ó por lo menos retener, útil ad interdicta, para que se nos proteja cott 
la acción posesoria, contra despojos y contra perturbaciones ó molestias de 
extraños. Aun el solo primer elemento, tenencia material, por sí, exige res- 
peto de los demás, en el orden social, que á nadie permite hacerse justicia por 
su mano. Por eso el pretender desposeer á otro, arrebatarle la tenencia en 
que está, por vías de hecho, y sobre todo por la fuerza, es una injuria que la- 
culta en este caso al tenedor para repeler en el mismo acto al despojador. Así, 
dice Belimey citado por Cafavantes : « Sin duda puede todo poseedor rechazar 
la fuerza con la fuerza; con tal que sea sin desamparar la posesión ; pero si se 
ha retirado ante su adversario, si ha dejado á este establecerse en la cosa, no 
tiene derecho para despojarle de ella, excusándose con que se había empleado 
un medio semejante contra él : el orden político no permite estas pretendidas 
compensaciones de delitos ». 

Por eso nuestros artículos legales exigen, tanto en el amparo como en la 
restitución, nó que se pruebe que la posesión es legítima, con todos los ca- 
racteres definidos para ser útil para adquirir y prescribir, sino que esté basada 
en justo título, que se apoya en justo título, esto es, que el hecho de estar 
ocupando ó teniendo la cosa, viene de una causa jurídica que la iustifica -6 
abona. Así se explica que se dé el interdicto r^stitutorio también al ususfruc- 
tuarío, arrendatario ó colono y hasta al depositaiio, comodatario y aán 
prendario. 

No se necesita la posesión anual, pues que la ley no la exige: basta la 
posesión pública, en paz, no proveniente de clandestinidad, ni de violencia, por 
un tiempo raoralmente suficiente para considerar pacífica la tenencia, según 
varias sentencias de casación francesas. 

La desposesión ó despojo debe haber sido consumado por vías de hecho de 
fqerza ó clandestinidad contra las personas ó contra las cosas mismas. Y serán 
actos de despojo la demolición ó destrucción de edificios, de diques, de paredes, 
de cercas, de seto?, la destrucción ó mudamiento de linderos, la expulsión de 
un colono, para poner otro, la construcción ó siembras permanentes en suelo 
ajeno, cegar ó cerrar de firme un canal de aguas corrientes, ó una cloaca 6 
cañería de desagüe de un predio dominante, y todo otro acto por el cual se 
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nos quite, se nos prive de una cosa que poseemos ó de un derecho real de 
cuyo uso gozamos ; y bien sean delictuosos, bien no lo sean, con tal que sean 
violentos ó arbitrarios, capaces de ameritar una condenatoria en daños y per- 
juicios, á más de la desposesión qvte causan. Así han decidido los tribunales 
franceses que el hecho de ún maire de tomar posesión de un inmueble donado 
á la beneficencia, á pesar de la resistencia del donante que, estaudo en la po- 
sesión, sostiene haber revocado utilmente la donación, entra en la categoría de 
las vías de hecho que justifican el interdicto por despojo. 

Excepciones — tolerancia, Tambiétj ha sido decidido que el interdicto resti- 
tutorío no tienellugar cuando la posesión del querellante es á título de simple 
tolerancia, ni en materia de servidumbres descontinuas no aparentes. ¿Cómo 
4>uede darse restitución tratándose de aUius non toUendi, por ejemplo ? 

Confusión de restitución y amparo. Como los hechos que dan lugar al ^m- 

Ero y á la restitución se confunden muchas veces, por no haber un límite 
jal preciso que defina hasta donde han de parar los actos de perturbación 
para. entrar en la categoría de usurpaciones ó despojos, y como ^mbos inter- 
dictos se dan al usi\fructuario, al arrendatario ó colono, d acreedor anticrético 
á más del pc^dor como dueño, es admitido el usar de los dos conjuntamente 
para ser restituido y amparado; y no^han de ser tan severos los jueces para 
rechazar el interdicto, por no ser caso de despojo, sino de perturbación, ó- 
vice-versa, sino que, ateniéndose á lo que resulte probado, ampararán, si el 
caso es de perturbación, aunque el autor lo haya calificado de despojo, ó res- 
tituirán, si es de despojo, aunque se haya llamado perturbación. La le} manda 
á los jueces atenerse á la verdad prescindiendo de sutilezas y de puntos de mera 
forma ; y la verdad evidente, incuestionable en el caso, es que el actor busca 
por medio de una acción posesoria toda la protección que á su, posesión ó 
tenencia acuerda el derecho, contra los actos de tercero, que ha comprobado. 
Bn tal decisión no puede encontrarse ultra petita en el fondo, en la realidad, 
aunque la haya en la apariencia, porque el Juez no pasa de conceder lo que 
es mera consecuencia legal del hecho comprobado, sin extenderse á algo que 
no estuviese en el ánimo y el propósito del actor. 

Descendamos ahora al procedimiento. 

Procedimiento. Probado por el actor que está 6 venía en posesión ó tenen- 
cia pública y pacífica de la cosa mueble ó inmueble ó de la cuasi-posesión 
6 goce del derecho real de que se trate, en virtud de justo título, de causa 
legal que le constituya legítimo poseedor, legítimo gozador, legítimo tenedor 
de la cosa ó derecho; que tal ó cual persona determinada ha cometido tales • 
y cuales hechos especificados con sus circunstancias esenciales, que constitu- 
yan perturbación o despojo en dicha cosa 6 derecho ; y que no ha transcurrido 
un año después de tales hechos ; el Juez, según el caso, acordará el amparo 
y mandará al perturbador 6 perturbadores se abstengan de todo hecho que 
perjudique al querellante, bajo la pena pecuniaria ó de prisión que considere 

Í>roporcionada, ó acordará la restitución, y la llevará 6 hará llevar á cabo 
nmediatamente. £1 decreto de amparo ha de notificarse á la persona ó per- 
sonas contra quienes obra, para que puedan obedecerlo. La restitución no 
necesita notificación, pues el hecho de volver las cosas á su anterior estado, 
la deja bastantemente instruida. Por supuesto, que la pena bajo que se aper- 
cibe al perturbador debe estar en relación con la importancia de la cosa y 
la naturaleza del perjuicio que puede sufrir el querellante. 

Hecha la notificación del amparo, 6 realizada la restitución acordada- 
queda terminado en estos dos interdictos, el primer período del procedimiento, 
en el cual se obra sin citación previa del acusado de perturbador ó despoja- 
dor, y con la mayor celeridad. 



Digitized by 



Google 



por la restitución decretada por el Juez. 

ESTUDIO 145 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— Zo' ^ ^^' 7 Código de iS^fi: 

«Art. 9? Se suspenderán los efectos del decreto de amparo, si dentro de 
veinticuatro hora^ de haberse notificado á la persona ó personas contra quie- 
nes se dirige, presentasen estas título justo y auténtico que apareje mérito 
ejecutivo para probar el derecho conque proceden en lo qu>2 haya sido causa , 
de la queja. £n todo caso se les oirá también en juicio ordinario para que 
se revoque dicho decreto de amparo, si pretendieren tener mejor derecho que 
el querellante». 

«Art. 69 Si el despojo se cometió con fuerza, y se iustificare esta circuns- 
tancia, no se suspenderá la posesión del despojado aun cuando el despojador 
presente título justo y auténtico que apareje mérito ejecutivo para probar su 
derecho á la posesión». 

Derecho Español. — No creemos debernos detener en su procedimiento. 

Derecho Romano. — Este derecho es muy extenso en materia de inter- 
dictos. Son muchos los objetos para que se concedían y las materias á que 
se refierían las decisiones del Pretor, así de carácter público como de carácter 
privado. Todo el Libro XLIII se ocupa de ello; y a él referimos á los que 
quieran estudiar la materia. Comprende treinta y tres grandes títulos. 

B2C P i JCA,ca:o:fcTBs 

oposición. Como no es racionalmente posible condenar á uno, ni aun en 
juicio sumario, sin oirlo, si lo desea, acuerda la ley á aquel contra quien obren 
los efectos de la posesión hereditaria, el amparo ó la restitución, el derecho 
de hacer oposición al decreto judicial librado. Es este el segundo período 
de los interdictos. ^ 

El artículo 678 del Código Civil á que se refiere uno de los de proce- 
dimiento que estudiamos, dispone lo siguiente : « Sólo se suspenderán los 
efectos del decreto á que se refiere el artículo precedente, cuando aquel con- 
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tra quien se dirige el interdicto, se opusiere acreditando dentro de veinticuatro 
horas de ejecutado aquel decreto, con título justo y auténtico, que procede 
con derecho." 

Este segundo período, que es el de la oposición, dura sólo veinticuatro 
horas, contadas desde la ejecución del decreto' interdictal. Pero si esa ejecución 
tuvo efecto fuera del lugar del juicio, se concede al interesado además el término 
de distancia para que pueda venir ante el Juez del interdicto á formalizar 
su oposición y pedir la revocatoria de dicho decreto; para ello debe probar 
qttc él ha obrado con derecho en lo que se ha alegado como fundamento de 
la. acdón, pero nó con cualquiera especie de prueba, sino con título justo y 
autétktico. Si ocurre á oponerse dentro del dicho término, si presenta título 
justo y auténtico, (y aquí título es documento, desde -.que se exije la auten- 
ticidad) y si ese instrumento prueba, en efecto, que él. el opositor, ha estado 
en su derecho en tener las cosas objeto de la posesión hereditaria, 6 en los 
actos que se han calificado de perturbaciones ó de despojo, bien por ser él 
real y legítimamente poseedor, bien porque legal y lícitamente podía obrar 
como ctoró en lo que es materia de la queja, el Juez deberá suspender los 
efectos del decreto que había librado. Si el opositor ocurre fuera de las vein- 
ticuatro horas y el término de distancia dichas, 6 si no presenta el título 
justo y auténtico, ó si ese título no prueba su derecho, el Juez le dará por 
opuesto siempre, pero deberá mantener vigente el dicho decreto, declarando 
no ser procedente la suspensión de sus efectos. 

Discusión probatoria. El tercer período, que es el 4e la dicusión proba- 
toria sumaria, está descrita en el artículo 679 del Código Civil (685 nov.) 
que dice así: «Siempre que habiéndose llevado á efecto el decreto, no 'se 
hubieren suspendido sus efectos, haya ó no habido oposición, se entenderá de 
hecho abierta, desde la fecha de la ejecución del decreto, una articulación por 
odho días, decidiéndose necesariamente al noveno la confirmación 6 revocatoria 
dé tal decreto. Si el Juez que ejecutare el auto posesorio residiere en lugar 
disthito de aquel en que se acordó, se concederá, además de los ocho días 
que expresa este artículo, el término de la distancia entre aquellos dos lugares ; 
pero para la prueba no se concederá en ningún caso término de distancia». 

Pasado el segundo período, esto es, pasadas las veinticuatro horas conce- 
didas para la oposición, con más el término de distancia del lugar donde se 
ejecuto el decreto, al del juicio, si no ha habido oposición, de hecho queda 
abierta una articulación de ocho días, sin distancia, para que cada cual pruebe 
lo que le coavenga sobre los hechos discutidos; y si ha habido oposición y se 
ha declarado sin lugar, de modo que el decreto de interdicto subsiste, se en- 
tieode también abierta de hecho aquella articulación. De suerte que esta sólo deja 
de te»er lugar cuando habiendo habido oposición, ha revocado el Juez el 
dtereto interdictal suspendiendo sus efectos; caso en el cual, concluye el inter- 
dkto, á menos que se interponga apelación, pues entonces se dará corso á 
eBta, como se dirá. 

El Juez no debe dilatar la providencia sobre la oposición que se haya 
hecho á fin de que los lapsos corran sin interrupción. La articulación em- 
pieza/ según las palabras de la ley. desde que se puede decir que no se han 
Suspendido los efectos del decreto librado y cumplido, y esto, no puede resul- 
tar establecido sino después que el Juez haya providenciado sobre la oposición. 
Paitaría el punto de partida de la articulación, si el Juez dejare pendiente, 
sitt resolver la oposiciSn, pues sería irregular y anómalo que aquella estuviese 
corriendo de hecho, cuando aún el Juez no ha declarado si hay 6 no mérito 
píura suspender los efectos del decreto interdictal. La Corte de Casación ha 
decidida que semejante falta es sustancial y amerita ese recurso. 

No exige la ley que la oposición se haga en el acto mismo en que se da 
cumplimiento al decreto interdictal, por lo mismo que requiere la presentación 
dtt documento auténtico, • que es natural suponer no se tenga en la finca sino 
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Art. 569. En todo caso, aquellos contra quienes obren los de- 
cretos de interdictos tendrán derecho á ser oidos en juicio ordina- 
rio; pero el despojador no podrá reclamar el perjuicio que haya 
sufrido por la restitución decretada por el Juez. 

Art. 570. Si dos ó más pidieren á la vez la posesión de al- 
guna cosa, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el ar- 
tículo 681 del Código Civil. 

Art. 571. En la decisión de la articulación á que se refiere el 
artículo 679 del Código Civil, se condenará en las costas á los que 
resultaren despojadores ó perturbadores. Las reclamaciones de per^ 
juicios y frutos contra los mismos se decidirán en juicio ordinario. 

Art. 572. En el juicio sumario no se oirá recurso de apelación 
sino en el efecto devolutiva, salvo lo dispuesto en el articulo 564. 

Artículo 573. Después de pasado el año fijado para intentar 
los interdictos, no podrá pedirse la posesión hereditaria, la restitución 
ó el amparo sino en juicio ordinario, á menos que se haya hecho uso 
de la fuerza contra el legítimo poseedor, á quien en este caso se 
favorecerá por el interdicto posesorio en cualquier tiempo, 

Art. 574. Cuando en el juicio ordinario se pruebe que fueron 
falsos los fundamentos alegados por el querellante para la restitución 
ó el amparo se le condenará á satisfacer todos los perjuicios que por 
esta causa sufriere la parte contraria, inclusive las costas que hubiere 
pagado por el interdicto. 
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Art. 575. El Juez que privare á alguno de su posesión sin las 
formalidades que previene esta Ley, será responsable de todos los 
perjuicios ante su superior inmediato. 

ESTUDIO 146 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— El- Art. 79 Ley 2^, tít, 7. Código de 1838 es sustau- 
cialmente el 427 actual. 

«cArt. 10. Si dos ó más personas pidieren ala vez la posesión de alguna 
cosa, 6 pretendieren ser amparados en la posesión, con documentos que jus- 
tifiquen su derecho, el Juez dará posesión ó amparará en ella al que creyere 
que tiene mejor título, y en caso de duda, pondrá en depósito la cosa cuya 
posesión se disputa, todo hasta la determinación definitiva en juicio ordi- 
nario, y citará á los interesados para la contestación y conciliación en el tér- 
mino ordinario». 1 

«Art. II. Todo reclamo de perjuicios y frutos contra despojadores y pertur- 
badores de la posesión, se decidirá en juicio ordinario' y en el sumario no 
se oirá recurso dq apelación sino en el efecto devolutivo.» 

El Art. 12 el 573 arriba inserto. 

El Art. 13 el 574 actual. 

El Art. 14 el 575 actual. 

Derecho Españoi..— Zrírvja título //, Paft. 6a (cDelaute el Juez vitiiendo 
algún orne que mostrasse el testamento en que fuera establecido por heredero 
dé otro, e pidiesse que le metiessen en posesión de la heredad, según dice en 
la ley ante desta, si otro alguno viniesse ante aquel mismo Juez, e dixesse, 
que él avia mejor derecho en la heredad, porque fuera después establecido 
por heredero del facedor del testamento, ó por otra razón alguna que mostrasse 
e que diexesse que lo quería luego provar, estonce el Juez deve ver amos los 
testamentos, e oir las razones de amas las partes, e el que mostrasse que ha ' 
mejor derecho en la heredad, aquel deve ser entregado en ella. E si amos 
mostraren que han egual derecho en los bienes del finado, amos deven ser 
metidos en posesión dellos equalmente». 

Ley 2A título j/, lib. XI: Nov. Recop. «f Defendemos que ningún alcalde 
ni Juez ni persona privada no sean osados de despojar de su posesión á per- 
sona algura, sin primeramente ser llamado, y oido y vencido por derecho; y si 
paresciere carta nuestra por donde mandaremos dar la posesión, que uno tenga, 
a otro, y la tal carta fuere sin audiencia, que sea obedescida y no cumplida; y 
si por las tales cartas o albalaes algunos fueren despojados de sus bienes por 
un alcalde, que los otros alcaldes de la ciudad, o de d©nde acaesciere, restitu- 
yan a la parte despojada hasta tercero dia, y pasado el tercero dia, que lo 
restituyan Iqs oficiales del Concejo. 

Derecho Romano. — Hemos citado ya lo que creemos indisppnsable; y re- 
ferido á quien quiera estudiar la materia de los interdictos, á las disposiciones 
contenidas en el Libro XLIH de las Pandectas. 

Peticiones co7icurrentes. Refiérese el artículo 570 del Procedimiento al 681 
dél^ Civil (687 Nov.) que es tomado del 10 del antiguo Código de 1838. Aquel 
artículo 681 dice de este modo: «Si dos ó más personas pidieren á la vez la 
posesión de alguna cosa ó pretendieren ser amparadas en la posesión, con do- 
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«Si dos ó más personas pidieren á ¿a vez», son las primeras palabras de la 
disposición.. ¿Cómo ha de entenderse eso? es una petición simultánea, del 
mismo instante? es en la misma audiencia ? es de la misma época, y cómo de- 
finir entonces esta? No creemos que la ley se contraiga á peticiones que se 
presenten precisamente en el mismo momento, porque tal previsión sería inútil, 
por ser rara, si no imposible, esa simultaneidad de instantes. No creemos tam- 
poco que se refiera á peticiones producidas en el mismo día ó en la misma 
audiencia, porque no sería jurídico ni correcto hacer depender del día la difi- 
cultad cuya solución quiere prever el legislador. Son, á nuestro entender, 
peticiones de la .misma época, esto es, peticiones no providenciadas todavía, 
y las cuales tiene el Juez que resolver simultáneamente, trayéndolas ambas á 
la vista, pues que se refieren á la misma cosa y tienden á un mismo fin 
respectivamente. De suerte que si uno hace su petición, y en el mismo dia, 
6 al siguiente ó al otro, presenta la otra parte su solicitud, con tal que todavía 
no haya el Juez providenciado la primera, se dá el caso de ocurrir dos á la 
vez á pedir. • 

Depósito. «Pidieren la posesión de alguna cosa ó pretendieren ser 
amparados en la posesión », sigue diciendo el artículo. ¿ A qué cosas se 
refiere esta disposición ? Hemos dicho que no solo pueden ser objeto de los 
interdictos las cosas corporales, sino también las servidumbres y los derechos 
reales, y otras incorporales. . Y como una de las previsiones del artículo que 
examinamos es la de que en caso de duda, el Juez ponga en depósito la 
cosa cuya posesión se dispute; ocurre preguntar ¿cómo puede depositarse 
uno de esos derechos, el de acueducto de aguas corrientes de irrigación, el 
de* desagües de una casa, el de paso, etc ? El absurdo llegaría ala monstruo- 
sidad si tal cosa se hiciese : depositar el derecho á las aguas corrientes de 
un canal, á un albañal de aguas sucias, etc ! ! Por fuerza habrá de conve- 
nirse, pues, en que el artí«ulo solo se refiere á las cosas corporales, capaces 
de ser depositadas. 

Continúa el artículo «con documentos que justifiquen sus derechos». 
Pero como en la materia posesoria se trata de hechos que no deben nece- 
sariamente comprobarse con instrumentos públicos ó privados, sino que pue- 
den demostrarse con justificación de testigos, inspección ocular ó algún otro 
medio legal, confesión, posiciones, etc., la palabra documentos ha de 
tomarse aqui en un sentido más lato, por recaudos ó pruebas de cualquier 
especie que tengan á bien traer las partes. 

« El Juez dará la posesión ó amparará en ella al que apareciere con mejor 
derecho D, continúa diciendo el artículo. Correcta y sin dificultad encontramos 
la disposición, entendida en su sentido natural y jurídico, nó de que el Juez 
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se desentienda de la prueba del hecho de la posesión 6 tenencia actual y 
ise fije sólo en el título que la justifica ó abona, sino que examinando á la 
vez los dos puntos, encuentra mejor probada la razón del uno, la pretcnsión 
del uno» que la del otro. 

Y luego dice el artículo «y en caso de duda pondrá en depósito la cosa 
cuya posesión se disputa». ¿Y cuándo habrá duda? ¿cuándo quedará justi- 
ficado el Juez para decir que hay duda ? Son únicamente las regias generales 
sobre la apreciación de las pruebas las que ha de consultar el Juez ? La 
materia es tan delicada, y tan grave y perjudicial el abuso que el Juez 
puede cometer en daño del legítimo poseedor, que la ciencia ha creido deber 
guiar al magistrado en estos casos. 

JÜ^Pero el artículo examinado ha sido reformado convenientemente en 
los Códigos posteriores, y á ellos referimos al lector. 

Fehero y Caravantes. Febreto se ocupó del punto, no en el sentido de 
sacar el curso del asunto de la vía interdictal, sino para señalar las reglas 
que á su juicio debía seguir el Juez para fallar el interdicto en todas circuns- 
tancias. Luego CaravanUs tomó también en consideración el punto, y expone 
las reglas del primero así : 

la Si uno (de los solicitantes) prueba la posesión y el otro nó, la sen- 
tencia mantendrá á aquél en ella. 

2a Si ambos la tienen, pero el uno prueba mejor, bien por el número 
de testigos, bien porque merezcan más crédito por su condición ó calidad, 
se declarará á éste poseedor y se le. amparará. 

5a Si uno y otro probasen igualmente, se mantendrá en la posesión al 
que la acredite más antigua, porque la más moderna no merece tanto crédito. 

Y 4a Si las pruebas fuesen iguales por su calidad, y se refirieren á pose- 
siones de un mismo tiempo, se debe amparar al que tenga mejor derecho 
t>or razón de los títulos que presente. 

s 

Sólo, pues, cuando la imposibilidad de establecer quien es el verdadero 
poseedor, quien tiene mejor derecho, Subsiste después de ese detenido exa- 
men, cuando no se encuentre algo que favorezca más al uno que al otro, 
podrá el Juez en un decreto en que así lo demuestre, ocurrir al depósito de 
la cosa, mal quizás mayor para ambos, que dejarla en poder de uno. 

£1 artículo concluye declarando que el depósito será hasta la determina- 
ción definitiva en juicio ordinario, y que el Juez debe citar á los interesados 
pira el acto de contestación y conciliación. Y aquí ocurre preguntar ¿cuál 
es la posición de los solicitantes en ese juicio, quien es el demandante, quién 
el demandado ? Rouseau y Laisney, tratando de la materia, dicen lo siguiente : 
«Bn todo caso, cuando el juez no atribuye sino una tenencia provisoria 
(veremos más luego lo que es esto) y envía á las partes á juicio petitorio, 
declarando expresamente que le es imposible leconocer á quien pertenece 
la posesión, aquella tenencia no presenta ninguno de los caracteres legales 
de la posesión y deja á la parte en una situación igual bajo el punto de 
vista de la prueba que ha de hacer respecto de la propiedad, sin que la que 
fué dejada en la tenencia provisional pueda sacar de ello ventajas. (Cas. 10 
Abril 1872. — S.x 72— 1-'374)." Según tan autorizada doctrina, y dadas las 
circunstancias del caso de nuestro artículo, cada solicitud deberá considerarse 
como una demanda, y ser contestada respectivamente por el otro solicitante, 
conservando así ambos el carácter de demandantes y demandados. 

Resumiendo ahora lo expuesto en el análisis que dejamos hecho diremos 
que el artículo estudiado dispone en sustancia : que cuando dos ó más per- 
sonas soliciten la posesión de una cosa ó que se les ampare en la posesión 
Me ella, á un mismo tiempo, de modo que el Juez deba providenciar las soli- 
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dtudes á la vez, con los recaudos que apoyeti sus peticiones, el Jttez debe 
dar la posesión ó amparar á aquella que haya comprobado mejor su derecho 
á la posesión, previo el examen de una y otra documentación, siguiendo para 
dio las reglas á que nos hemos referido, y pudiendo, por supuesto, mandar 
ampliar las pruebas en los puntos que encuentre dudosos y aun acordar vista 
ocular, si fuere conducente : que ^si acuerda la posesión ó el amparo en favor 
de uno de ellos, debe seguir entonces el curso del interdicto {josesorio, dando 

rr opuesto al no favorecido, y sustanciando la articulación para confirmar 
revocar la posesión 6 el amparo ; pero que si no pudiere dictar ese primer 
.decreto porque encontrare fundadas dudas y no fuere posible, siguiendo las 
reglas dichas, poner en claro quien sea el verdadero poseedor, cual tenga 
mejor derecho, entonces, y solo entonces, podrá declararlo así, mandar depo- 
sitar la cosa si fuere corporal, depositable, y citar á los interesados para el 
juicio ordinario de pc^esión, en vez de abrir articulación, pata que cada cual 
conteste á la pretensión del otro. 

Oportuno nos parece traer á este lugar diversos puntos de decisióa de 
los tribunales franceses, sobre el particular, que indican Rouseau y Laisney. 

Ha sido decidido, dicen, que cuando las dos partes justifican una posesión 
simultánea del objeto litigioso, el Juez no está obligado á ordenar el secuestro 

Í puede acordar el goce provisorio (recreance) á una de las dos partes, con 
obligación de rendir cuenta de los frutos, llegado, el caso—; y citan sen* 
tencias y la opinión de respetables autores en tal sentido. 

Ha sido también decidido, agregan, que cuando el demandante y deman* 
dado han fracasado en la prueba de la posesión que se hubieren propuesto» 
nó ha lugar á aplicar necesariamente . las máximas adote non probanU reus 
absolvitur, sino que puede el Juez en tal caso ordenar el secuestro del objeto 
litigioso hasta la decisión de la cuestión de propiedad ; y citan también sentenf 
das y dedsiones en apoyo de la doctrina. 

En el mismo sentido ha sido decidido, dicen después, que cuando ni é 
demandante ni el demandado sobre posesión, prueban su posesión exdusiva, 
d juez no está obligado á mantenerlos á ambos en posesión, y puede^ orde* 
nar el secuestro dd objetol litigioso y mandarlos á seguir el juido petitorio; 
doctrina también apoyada en las sentencias y autores que citan. 

Dicen por fin, que puede el Juez en caso de incertidumbre, cuando d 
demandado pretende su propio mantenimiento en posesión, acordar la pose^ 
sión provisoria (rercreance) á una de las partes hasta sentendar en el juicio 
petitorio, ó enviarlos pura y simplemente al juicio petitorio, sin ordenar ni 
el secuestro ni la posesión provisoria ; según sentencias de casación que citan. 

Continuemos nuestro estudio sobre los demás artículos de la ley. 

Cosías. Expresamente dispone el 571 que en la sentenda de la articntá» 
don dd interdicto, se condene en las costas á los que resulten despojadores 
ó perturbadores ; lo cual es jurídico y natural. Respecto de perjuicios y fru- 
tos, como no es posible ponerlos en claro ni saber el monto á que definiti- 
vamente lleguen en el procedimiento breve del interdicto, las reclamadones 
3ue haya de hacerse contra los mismos perturbadores y despojadores, han de 
educirse en juicio ordinario. 

Ejecución. La naturaleza y fines del interdicto requieren la pronta eje- 
cución de las decisiones del Juez : por eso ordena la ley que ,no se oiga ape* 
ladón sino en un solo efecto, sin otra excepción que la del caso en que se 
hayan mandado ampliar las pruebas, en el cual la apeladón se oirá libremente, 
como dijimos. 

I^ posesión hereditaria, la restitución ó el atñparo no exduven d ejercido 
de las demás acdones de parte de cualquier poseedor legitimo, ¿ice el 
art. 663! Cod, Civil (686 nuevo). No quiere decir esto que aquel poseedor 
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pueda acumular con el juicio poeeaorio la acción petitoria ú otra, pues 
•erfan incompatibles ; sino que la partei qtte pueda obrar con acción posesoria, 
mede, en lugar de ella, ejercer cualquier otra que le corresponda, ó á la vez 
mntar otra, que no sea incompatible con aquélla, y aun después de 
«stdo infructuosamente del interdicto, puede intentar cualquiera otra. 

Recíprocamente, según el art> 569, aquellos CQUtra quienes obran los 
decreitos 4e interdictos, pueden intentar las acciones ordinarias que le competan 
sobre, la cosa misma objeto de aquéllos, y seguir el juicio ordinario corres- 
pondiente de posesión, de propiedad ú otro. {lace el artículo la declaratoria, 
sin embargo, de que el despoja^dor no podrá reclamar los perjuicios sufridos* 
jm la restitución decretada por el Jue% ; lo cual es una especie de pena, 
en castigo de haber querido hacerse justicia por sá propia mano, aun 
asistiéndole ésta. 

Falsedad de los fundamaitos. Pero cuando en el juicio ordinario qu€ 
st siga después del mterdicto', sea sobre la posesión, sea sobre la propiedad, 
sea^sobüe perjuicios, se comprobare que fueoui falsos los fundamentos alegados 
por el querellante para la restitución ó el amparo, se le condenará á satisfacer 
todos los perjuicios que por esa causa sufriere la parte contraria, como 
f»riiGMÍóa de los frutos, castos hechos, daños consecuentes á la iuterrupdón 
de la posesión etc. Asi lo demanda la afriicación del eterno principio de 
jitsticia de quequien cause daSo á otro á sabiendas, y máxime si es de mala 
fé, indemnize todo el daño hecho. 

Jf^eseripcián anual. La ley, ooosecueate en su propósito de favorecer al legí- 
timo poseedor, consagra finalmente dos difl|k)stc¡ones importantes. La una, ex-^ 
cepd&i de la prescripción anual de tos tÉterdictos, dice que cuando se ha hecho 
MD de la fuerza contra el legítimo poseedor, se le favorecerá en cualquier 
tieiinK) por el interdicto posesorio, ¿a razón y el fin de la disposición no 
pueden ser otros, que impedir que, por una situación en que el poseedor le- 
gítimo se vea constreñido por temor á no reclamar dentro del año, prolon- 
gándose más la amenaza de la fuerza que se empleó ó el temor de que no 
te le haga justicia, no caduque su derecho, no prescriba su acción interdictal. 
Por' lo mismo no es de creer que al decir la ley en cualquier tiempo, haya 
dejado un término indefinido, de modo que ; pudiera ocurrir ese poseedor le- 
gítimo á los diez, á los veinte, á los treinta años, intentando un interdicto de 
despojo, con fuerza. Lo natural seria entender que la disposición ha querido 
decir, aun pasado el año, probando la fuerza y las causales que han impedido 
lrf>rar dentro de él, y nunca después de diez años, si se trata de inmueUe 
y tres si de mueble, que son las prescripciones ordinarias, cuando «ha seguido, 
poseyendo ó teniendo el despojador; pues respecto de sus herederos que en- 
traron en la posesión de la cosa de buena fé, o del tercer adquirente de buena ' 
fé, no podría obrar el interdicto contra ellos, después que hubiera prescrito 
la, posesión por más de un año de tenencia. 

Privación afbiüaria de la posesión. La otra disposición es que el Juez 
que privare á alguno de su posesión sin las formalidades que previene la 
ky que estudiamos, será responsatde de todos los perjuicios ante su superior 
inmediato. En el derecho antiguo se daba el interdicto contra tales dispe- 
idctOBts de los miamos jueces. Hoy, como el recursp de apelación puede re- 
mediar el agravio, deja la ley Isujeta al Juez á la responsabilidad por todos 
los perjuicios, ante su superior inmediato; al cual ha de llevarse la queja 
correspondiente, para (^ue en ese juicio de responsabilidad se establezcan los 
perjuicios y se^ determine su monto. 
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SECCIÓN 3? 



Interdictos proMbitivos. 



Art. 576. La denuncia de obra nueva se hará por escrito ante 
cualquier juez que tenga jurisdicción en lo civil en el lugar en 
que se halle la obra, y el juez, procediendo de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 682 del Código civil, (688 NovA provee lo que 
corresponda. No se oirá apelación de la providencia que prohiba 
IV continuación de la obra. 

Art. 577. Si se prohibiere la continuación de la obra nueva, 
quedará abierta una articulación desde el momento en que se lleve 
á efecto ia providencia. Esta articulación se sustanciará y deci- 
dirá del mismo modo que la de que trata el Código civil, siendo 
aplicable también la disposición del artículo 568 del presente Código* 

Si el decreto prohibitivo fuere pronunciado por un juez que no sea 
el que deba conocer de la causa, remitirá el expediente, inmediatamente 
después de ejecutado dicho decreto, al tribunal competente para 
que sustancie y decida la artiqjilación, concediéndose al efecto el 
término de la distancia,' si hubiere lugar, cuando los dos tribuna- 
les residan en lugares diferentes. 

El fallo del tribunal sobre la articulación comprenderá no solo 
el punto sobre continuación ó prohibición, sino los demás men-' 
cionadas en el artículo 66¿* del Código civil. 

Art. 578. Para llevar á cabo la prohibición de continuar % 
obra, el Juez pasará personalmente ó dará comisión bastante ¿ su 
Secretarip para que pase al lugar en que estuviere haciéndose la 
obra nueva, á notificar la prohibición, bajo la pena de que se des-* 
truirá á costa del dueño de la obra todo lo que se adelantare después, 
y de que se exigirá á cada trabajador el duplo de su jornal ó sala- 
Vk), en calidad, de multa por el tiempo de su contravención, si 
estuviere impuesto de la prohibición. Esta se hará válidamente no 
solo al dueño de la obra, sino también á los trabajadores que allí 
se encuentren, y en defecto de aquel y de éstos, ó cualquiera persona 
dependiente del dueño ; dejando siempre escrita la orden prohibitiva 
en que se dará razón de la persona que la ha solicitado y de la 
fecha en que se ha expedido. 

Art. 579.^ Cuando el Juez que hubiere dictado la prohibición' 
no fuere el mismo llamado á conocer de la causa, no podrá dar 
ninguna otra determinación, á menos que sea para suspender la 
prohibición por desistimiento del demandante antes de que se haya 
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dirigido el expediente al Juez primera instancia, y aun después, 
si estuvieren de acuerdo las dos partes, dando inmediatamente aviso 
en este caso á aquel magistrado. 

Art, 580. De la providencia recaída en la articulación que 
prohiba la continuación de la obra, no se admitirá apelación sino 
en un solo efecto. 

ESTUDIO 147 

ANTECEDENTES 

DSRBCHO Patrio.— yír/. /o ley ja ///. 7. C6i, de i8j8. La denuncia de 
nueva obra se hará por escrito ante cualc^uier Juez aue tenga iuríadicción w 
el luear en que se halla la nueva obra sm necesidad de justincadóa y solo 
con el juramento de no. proceder de malicia. 

Art. 29 id. id. es sustancialmente el 436 actual. 

Art. 30 id. id. es el 439 actual. 

' Art. 49 Si la denuncia se hubiere hecho ante el alcalde parroquial 6 
Juez de paz, se remitrá al Juez de primera instaúcia del circuito la denuncia 
original con las diligencias practicadas. El alcalde parroquial 6 Juez de paz 
y las partes tienen además del término de seis días, el de la distancia para 
ctunplir lo que se previene en este y en el anterior artíaxlo. 

Art. 50 Sustancialmente es el 437 actual. » 

Derecho Español.— Zo' ^^ ^^'^- 3^- P^^- 3^ Lavor nueva es toda obra 
que sea fecha e ayuntada con cimiento nuevamente en suelo de tierra, 6 que 
sea comenzada de nuevo sobre cimiento ó muro ó otro edificio antiguo ; 
por la cual lavor se muda la forma e la fación, de como ante estava. B esto 
puede avenir labrando ó edificando orne y más, ó sacando ende algunas cosas, 

rrque este mudamiento contezca en aquella lavor antigua. B puédela ^ledar 
estorvar todo ome que tenga que recibe tuerto por ella E el 

vedamiento pueden facer en una destas tres maneras. 

B entonces deve yr el judgador por sí mismo, ó embiar a algund ome 
que diga que non la fagan, hasta que esta contienda se libre por juydo. 

Y Uy 2^, /a, 5a. da, 7a, «?a, pa, /oa, /^a, /da /9a, tÜ. 32 P. ja 

Derecho Romano.— TÍ/w/c? XXIV. Quod vi aut dam.—YiTsXxx ait : Quod 
vi aut clam factum est, qua de re agitur, id quam experiendi potestasest, 
restititnas. L. i Ulp.lib. 68 ad ed. 

Circa opus, ut ad hoc interdictum pertineat, hae concurrere oportet : 19 
ut vi vel dam factum sit : 29 ut in re soli factum sít eique cohaereat ; 39 ut eam 
reddat deteriorem. 

/Traducción.— El Pretor dice : Yo ordenaré que destruyáis lo que habéis 
hecho con violencia 6 clandestinamente sobre la cosa de que se trate, desde 
que se pueda accionaros á este respecto. 

Pues que el interdicto se refiere á una obra, deben concurrir tres condi- 
ciones á saber: la que haya sido hecha con violencia ó clandestinamente ; 
2a que haya sido hecha sobre cosa inherente al suelo ; 3a Que la deteriore. 
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Interdictos prohibitivos. Entramos ahora en el estudio de los interdictos 
prohibitivos. Empiezan nuestros Códigos por la denuncia de nueva obra, operis 
novi nuniiatio, de los romanos. Ya dijimos que los autores franceses han dis- 
putado y aun disputan largamente sobre la verdadera naturaleza de este in- 
terdicto, y que esa disputa ningún interés tiene para nosotros desde que niiestras 
leyes lo hair establecido y reglamentado como distinto de los posesorios. Sin 
embargo, no faltará quien encuentre incorrección en esa división de los in- 
terdictos, en posesorios y prohibitivos, observando que en su primer extremo 
se comprende el de amparo, que es en esencia prohibitorio, y que s^ con&ujde 
con la obra nueva, sobretodo cuando esta es hecha en terreno no propio del 
que la emprende, sipo del querellante. Mas, á nuestro modo de v^r, la de- 
nuncia de nueva obra, aunque con apariencias y afinidades con los interdictos 
posesorios, tiene mas especialmente el carácter de prohibitivo, y pi^esenta con 
aquéllos, diferencias capitales. 

Bofsari: Borsari.en sus anotaciones al Código de procedimiento italiano, co- 
inienza de este modo sus observaciones sobre la denuncia de nueva obra : 
«La denuncia de la nueva obra pertenece al género de las prohibiciones : reme- 
dio de clásica minoría que ha gozado siempre en los antiguos como en los 
modernos órdenes, de un sistema particular ; mientras que de las otras oro- 
hibiciones de non faciendo no solía tratarse en el procedimiento : de 'don- 
de nacía la duda de si fuese punto dejado al arbitrio del Juez ó que los 
daños que pudieren derivarse del abuso de la propiedad no fuesen exigir 
bles sino por medio de una acción. El usufructuario que arruina ó em- 
probrece el fundo, el propietario que despoja de. árboles y viñas el inmutí>le 
hipotecado, están ciertamente obligados á reparar el daño ; pwéde el pri- 
mero ser privado de la : posesión» y ser constreñido el segundo á antici- 
par el pago de la deuda; pero que el Juez pudiese con .un acto, por 
decirlo así, de su voluntad y en vía simple y provisoria, detener aquel 
movimiento de destrucción, prohibir en suma, que se hiciere, sino- en vi^a 
de fundamento, era de lo que se dudaba. La razón de la duda estaba en 
que no se hubiese querido extender una facultad peligrosa, de la cual, 
faltando especialmente toda traza de ritualidad, era facilísimo abusar. El 
nuevo Código de Procedimiento quita tales dudas mediante la institución del 
secuestro judicial mejor ordenado y arreglado, etc.» 

No contento el autor con lo que expone al anotar los artículos del 
Código, escribió después un apéndice sobre la denuncia de nueva obra, en 
el cual, entre otros puntos, se detuvo en señalar las diferencias características 
de aquel interdicto, de los posesorios. La primera la encuentra en los 
requisitos para intentar uno y otros : en los posesorios se necesita la pfneba 
de la posesión, de la tenencia, y se trata de amparar, de favorecer la posesión ; 
mientras que en la denuncia de nueva obra lo que resalta- más es Ja propie- 
dad^ lo que principalmente se trata de evitar es el daño á la propiedad,, á . 
los derechos reales. La seganda diferencia, se hallaren el término para»pc¿ier 
proceder : en los posesorios hay un año justo, completo, para la prescripción ; 
mientras que en la nueva obra ese término depende primeramente de que la 
obra no se haya concluido, de manera que si antes -del año se ha terminado, 
el interdicto no se hace ya lugar. La tercera, en el examen que toca • hacer 
al Juez, pues en los posesorios se contrae principalmente al hecho de la 
posesión legítima, con algún título, al paso que en la ^ denuncia tiene que 
examinar si hay un daño posible y un daño injusto, entrar más en .el 
derecho, aunque sea superficialmente, consultando losdocu-meittos y aun petitos, 
si fuere necesario. Y la última, en la extensión de las facultades dadas al 
Juez en unos y otros casos : en los posesorios ampara ó nó, y luego confirma 
ó /evoca el amparo ; al paso que en la denuncia, o niega la prohibición 
dejando al autor proseguir — ó acuerda simplemente aquélla— ó faculta para 
proseguir dando caución para la demolición ó reducción y para resarcimiento 
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de perjuicios, 6 prohibe la continuación obligando al querellante á caucionar 
y hasta puede ordenar la demolición de lo hecho después de la prohibición, 
pero nó antes. ^ 

Para nosotros, pues, tan marcadas diferencias bastan para calificar la 
denuncia de nueva obra y el dc^rnno infecte, como interdictos prohibitivos por 
antonomasia, para distinguirlos de los posesorios. 

Estudiemos nuestras disposiciones. El artículo 682 del Código Civil (688 
nov.) dice así: ^ 

Obra nueva. « El que tiene razón para temer que una obra nueva empren- 
dida por otro, sea en su propio suelo, sea en suelo ajeno, cause perjuicio 
indebido á un inmueble, á un derecho real, ó á otro objeto poseido por él, 
puede denunciar al Juez la obra nueva, con tal que no esté terminada y 
que no haya trascurrido un año desde su principio, para que se prohiba la 
Continuación de aquella». 

«El Juez, previo conocimiento sumario del hecho y sin audiencia de 
la otra parte, puede prohibir la continuación de la nueva obra ó permitirla, 
ordenando las precauciones oportunas; en el primer caso, para asegurar el 
resarcimiento del daño producido por la suspensión de la obra, si la oposición 
á su continuación resulta infundada por la sentencia definitiva; y en el segundo 
caso, para la demolición ó reducción de la obra y para el resarcimiento de 
los daños que puedan sobrevenir al denunciante, si éste obtiene sentencia 
definitiva favorable, no obstante el permiso de continuar la obra». 

Aquel á quien corresponde el inmueble, el derecho real ó el objeto po- 
seido por él, propietario, hipotecario, censatario, usufructuario, gozador de 
servidumbre activa, tiene el derecho de denunciar una obra nueva empren- 
,dida por otro, sea en propio suelo, sea en suelo ajeno, cuando tiene razón 
para temer que ella cause perjuicio indebido á aquel inmueble, derecho ú ob- 
jeto. Corresponde, pues, esta acción interdictal á quien tiene el interés de 
poseedor de la cosa, derechg ú objeto, y por tanto, el interés de impedir el 
daño que teme cause la obra en ellos. 

Para que haya lugar á la acción debe, en consecuencia, haber una obra 
nueva,. que pueda causar daño al derecho del denunciante y que ese daño, sea 
indebido, sin razón. 

Obra es toda construcción hecha sobre el terreno, con el carácter de perma- 
nente, sea de mampostería, tierra, pajareque, hierro, madera ó cualesquiera otros 
materiales de los que para ello se usen, y ya tenga las proporciones de casa 
6 edificio, torre ó torreón, mirador etc., ya de simple muro, cortina, reves- 
timiento, poste, etc — ; y también la demolición de construcción existente, y 
aun las escavaciones del suelo, como zanjas, pozos, cisternas, ecc. 

La obra es nueva no solo cuando se hace enteramente de planta nueva, 
sino también cuando se levanta sobre cimientos antiguos, ó edificios viejos, 
añadiéndoles, quitándoles ó^ dándoles una forma distinta, ó cuando altera ó 
cambia el estado de las cosas. 

No será obra en el sentido de la ley, por consiguiente, la formación 
de andamios para hacer reparaciones, ni cualquiera otra construcción de carác- 
ter puramente transitorio, como una canal de hierro ó madera provisoria, un 
puntal, etc. ; ni por lo mismo, serán obras nuevas los simples reparos ó 
mejoras de arco y de conservación en las construcciones ya existentes, ni 
ninguna otra que no sea dirijida á cambiar el estado material de las cosas. 

Pcf juicio de la ohra. La obra nueva debe ser susceptible de causar per- 
juicio, pues de otro modo, por falta de interés no habría acción, como 
cuando alguno cambia sus techos de tejas por otros de pizarra, sin innovación 
para el vecino, y hace cualesquiera otras variaciones interiores que en nada 
atañen á los colindantes ú otros. 
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Y el daño ó perjuicip posible deb* ser indebido, grave, irreparable y debe 
ser originado de obra que esté fuera del derecho del que la ejecuta ; si los 
terceros están en el deber de tolerarla 6 soportarla, aunque les cause per- 
juicio leve, pasajero, no se daría la accióa : por ejemplo, si uno tuviese una 
área vaca con cerca al frente y abierta por el fondo, de que los vecinos por 
simple tolerancia se utilizasen como desahogo, al emprender cercar y edificar 
el dueño, no podrían quejarse del perjuicio; como no podrían quejarse por 
molestias, fetidez, ú otro inconveniente, en la obra de destapar, limpiar y 
reparar cloacas, acequias etc. 

¿Y cual .será el norte para juzgar que se proceda sin derecho en la obra? 
La propiedad es el derecho de disponer y de usar de las cosas de la manera 
mas abítoluta, con tal que no se haga de ellas un uso prohibido por la ley. 
Pero esta, por una parte, le pone limitaciones, y bajo este rubro consagran 
los Códigos disposiciones de diversa índole, que coartan aquella libertad ; y 
por otra, el propietario mismo, por convenio expreso ó tácito, puede impo- 
nérselas también, como cuando pacta el a¡í¿us non tollendi, cuando concede 
el derecho de luz, de vista etc. Cuando se emprende, pues, la obra, exis- 
tiendo alguna de esas limitaciones, claro es que se procede sin derecho : ver- 
bi-gracia, contra la disposición del art. 604 Cód. civil (611 Nov.) que dice: 
«Nadie puede construir cerca de una pared agena ó ^medianera, aljibes, pozos, 
cloacas, letrinas, acueductos, hornos, fraguas, chimeneas, establos 6 caballerizas, 
depósitos de materias corrosivas, artefactos que se muevan por el vapor, ú 
otras fábricas destinadas á usos peligrosos ó nocivos, sin guardar las distan- 
cias etc; ó contra el art. 610(616 Nov.) que prohibe tener vistas rectas, ven- 
tanas, balcones, sobre la propiedad vecina, ni laterales ú oblicuas, dentro** de 
ciertas distancias; ó contra- el art. 578 (584 Nov) qne exceptúa del paso de 
acueducto los edificios, sus patios, jardines, corrales y demás dependencias 
etc., etc. Como hay que respetar la cosa corporal ó incorporal que otro posee 
6 goza, hay que respetar esas limitaciones. 

Cuando la obra que amenaza dañarnos se emprende en nuestro propio 
suelo, invadiéndolo, ó en una dependencia de nuestra propiedad, como en 
una cloaca 6 albañal de nuestra casa, una acequia de nuestro fundo, se 
confunde la denuncia de nueva obra con loi interdictos posesorios. Creemos 
que pudiera ejercitarse, á nuestra elección, cualquiera de ellos. He aquí lo 
que sobre el particular dice Borsari **No es raro que en una condición 
dada de las cosas nos competa más de una acción para hacer valer nuestro 
derecho, y podamos emplear diversas vías: el resultado de estos medios no 
es uniforme, pero se aproxima más ó rtíenos á nuestro .punto de mira, y 
nos toca escoger. El que se introduce en nuestro suelo, no solo puede 
hacer algo que nos amenace con daños mayores, sino que hace una cosa 
que ciertamente nos perturba, nos molesta, disminuye nuestra tranquilidad, 
la comodidad de nuestro goce. Podemos pues ejercitar la acción posesoria 
propiamente dicha; pero á veces encontraremos más eficaz y más pronto el 
remedio de la denuncia, cada vez que la acción fundada en la posesión, por 
ser más material y de hecho, pueda envolver alguna mayor dificultad, 
especialmente si la posesión no está bien establecida, sino que se controvierta 
y se pretenda, con^o acontece, tenerla ambas partes». 

Son condiciones indispensables para el ejercicio del interdicto de nueva 
obra, según hemos dicho y lo establece la ley, que no haya trascurrido un 
año después de comenzada, y que no esté aun concluida. Si falta cualquiera 
de las dos, la acción interdictal es* improcedente. El lapso es bastante 
largo para que dentro de él pueda buscarse el remedio sumario; y la 
pendencia del trabajo tan necesaria que sin ella no podría aspirarse á la 
suspensión, que es el objeto de la acción. 

Escrito de denuncia. — La denuncia debe hacerse por escrito ante cualquier 
Juez que tenga jurisdicción en el lugar, esto es, ante el de parroquia, el 
del Distrito ó de primera instancia, pues todos son competentes para el 
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priowr 'período, hasta hacer- ejecutar su decreto prohibitivo ; pero según 
dgimos al estudiar las disposiciones generales de los interdictos, al de primera 
instsnda corresponde conocer de la secuela del asunto. 

El eagxito, coma es natural, debe exponer con . toda clarid?id los hechos, 
y los fundamentos de la acción, cou todas las circunstancias de personas, 
lugari tiempo, naturaleza de la obra, y del daño que se teme, asi como la 
razón de^ no proceder el autor con derecha 

Conocimiento sumatio. — *'E1 Juez, ptevio conocimiento sumario del hecho ^ 
y sin . audiencia, de la otra parte,** dice la ley. Ese conocimiento sumario 
es. tan indispensable, que sin él sería nulo su decreto, aun cuando sea 
provisorio, como lo enseña Borsari, ^ Y en qué consiste ese conocimiento 
sumario?. **En el antiguo sistema, dice aquel autor, no se atendía sino al 
hecho de la novación, sin preocuparse en manera alguna de la razón 
jurídica Hoc edicto permittUur ut sive jure sive injuria opus Jietet per 
ntinciatumem inhiboetur. Ni podía decirse otra cosa, siendo la prohibición 
de acto privado. ¿Qué conocimiento debe ahora asumir el magistrado? 
¿^ixaso.el del derecha? Es imposible, excluir esa idea, sin embargo de que 
«él. no decide del derecho, y no profundiza por eso so examen. El coje, 
por» decirlo así, los primeros rayos de la verdad, recibe sus impresiones, 
juzga xS^ún conciencia." 

Eáe conocimiento de que habla la Ley, para juzgará primera vista, llega 
al' magistrado por el examen de testigos,- por los documentos, por alguna 
correspondencia que pueda existir y sobre todo por una inspección ocular ; 
y cda todos esos elementos puede formar concepto probable sobre el hecho 
complexo de la existencia de una innovcicióa en Ta obra que cause ó pueda 
causar indebido perjuicio al querellante. Nunciatio cessat 7tbi xertum et noiorium 
est ntmciantttPtí non haberejus nunciandi, decía el derecho romano. Y el autor 
citado, refiriéndose á ese pasije, agtega : Esas palabras certum et notorium 
expi;esan que el Juez debe encontrar del todo improcedente y absurda la 
demanda para rechazarla. En la duda debe acordar la prohibición. Verdade- 
ramente, se ocupa del derecho, pero en cuanto au razón es impresionada 
pQr».el examea superficial que ha podido hacer, bastando esa persuasión del 
momento, sin perjuicio de que el impugnante pueda valerse de medios 
máa. decisivos." 

Así está el Juez en capacidad de providenciar, ó desechando la solicitud, 
si es manifiestamente infundada, ó prohibiendo la continuación de la obVa 
ó permitiéndola, ordenando á la vez las precauciones oportunas, á saber : 
si prohibe la continuación, para asegurar el resarcimiento del daño producido 
p<jr .'la suspensión de la obra, si la oposisión á ella resulta infundada según 
la sentencia definitiva ; y si permite ^ la continuación, para asegurar la 
demolición ó reducción de la obra y el resarcimiento de los daños que 
puedan sobrevenir al denunciante, si en definitiva obtiene éste sentencia 
favorable. 

Se concibe que pu- .de tratarse alguna vez de obra de tal manera ex- 
tensa, que sólo una parte pudiera dar lugar á cuestión, y que el resto, in- 
dependiente, pudiese co itinuarse sin temor. En tal caso, aun cuando la de- 
nuncia se refiriese á toíla la obra, claro es que el Juez habría de limitarse 
en 'SUS providencias á la parte cuestionada; 

Abeladón, — Del dec do desechando la solicitud, ó permitiendo la conti- 
nuación, se da apelac ó»i como de sentencia definitiva, por ser natural. Del 
que 'la prohibe ó per¡aite bajo caución no se oye apelación» 

Ejecución de la prohibición, — Para llevar á cabo la prohibición de conti- 
nuar la obra, el Juez debe pasar personalmente, ó dar comisión bavStante á 
su secretario para que pase al lugar en que. estuviere haciéndose, á notifi- 
car la prohibición, bajo la pena de que se destruirá á costa del dueño, todo 
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lo que se adelantare después, y de que se- exigirá' cain<r\ mülter. á fcadiDtra- 
bajador el duplo de'sa jornal durante el tiempo d^ la • contravonoíóm La 
pn>hibici6n se hará cálidamente, entregando la órdenr. escrita iqwe ría- con- 
tenga, con expresión del solicitante y de la fecha de su^xpedicióov aldneño, 
6 á los trabajadores que allí se ¡encuentren, si aquél no estavierer. en la; loca- 
lidad, y á falta de ellos, á cualquier dependiente dd dueño. 

Con la ejecueión del decreto prohibitivo queda terminado el primer 
período de este interdicto. 

Artuuladón. Si el Juez que libró la prohibición fuere el de primera ins- 
tancia llamado á continuar conociendo, quedará abierta una articulación de 
ocho días, sin distancia para pruebas, desde la ejecución' del decistto píOhi- 
bitfvo, ó desde que termine el lapso de distancia entre el luígar -del juicio y 
el donde se hace la obra, si tal es el caso; articulación; i que ts&í^ustaacia 
como la de los juicios posesorios y en que puede interrenir: um -caucionero 
por el ^ dueño, como en aquellos. 

Si el decreto prohibitivo ha sido librado y ejecutado por -el Juez de dis- 
trito ó parroquia, remitirá el expediente al de primera instancia, después de 
la ejecución, pira que al concluir el término de distancia» si»lo hubiere en- 
tre los dos lugares, cdrra la articulación; sin que dichos jueces de -distrito ó 
de parroquia puedan librar ninguna otra determiuacióni excepto para sus* 
pender la prohibición por desistimiento del demandante, ó «aun^ídéspués por 
convenio de las partes, dando inmediatamente aviso én ^stecasov. al de Pri- 
mera Instancia. 

Sentencia, — Corrido el término de la articulación se procederá á r. veria y 
fallarla, pronunciando en la sentencia, no sólo sobre la contínuación^ó prohi- 
bición, sino sobre las precauciones ó cauciones y demás que^ abraae el decre- 
to prohibitivo. De la sentencia que se libre no se oirá apelacióa sino en un 
solo efecto, si prohibe la continuación de la obra. — Si la permite," se oirá 
libremepte. 



Art. 581. Por el mismo hecho de haber quedado decidido en 
la articulación que se suspenda la obra, tanto el demandante como 
el demandado se entienden citados para comparecer ante el juez 
competente, en el término ordinario, para la contestación y con- 
ciliación, y secuela del juicio, si la conciliación no tuviere efecto. 

Art. 582. En lo demás se observarán los trámites del juicio 
ordinario y se concederán los recursos que por este Código pue- 
den inteponerse en todas las causas. 

Art. 583. Los demás interdictos prohibitivos': se • sustancia- 
rán y decidirán de la manera establecida para la obra nueva. 
Pero en caso de que el peligro sea inminente, se ocurrirá á. las au- 
toridades de policía, antes ó después de haber intentadoel reclamo 
judicial, y sin perjuicio de lo que se determinare por el juez respectivo. 

ESTUDIO 148 

ANTECEDENTES 

DKft^CHo Patrio.— Los tres artículos copiados son lod 437^ 44a y 441 
del Cód. de 1880 y 437, 438 y 439 del de 1873. 
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Art, 6q ley ja ///. 7. Cód. de 1838. Si después de la contestación y acto 
conciliatorio solicitare el dueño de la obra nueva el permiso para continuarla, 
ofreciendo fianza de estar á las resultas del juicio, y destruir la obra á su 
costa siefnpre que se le mande, se le concederá permiso por el Juez de la 
Instancia, con tal que no resulte daño irreparable, lo cual se acreditará pre- 
viamente por el informe de expertos. La fianza debe ser á satisfacción del 
demandante; pero el juez no* atenderá á su oposición cuando fuere caprichosa. 

Art. 7? En lo demás se observarán los trámites del juicio ordinario, y 
se concederán los recursos que por este Código pueden interponerse en todas 
las causas. 

Art. 80 Para intentar los otros interdictos prohibitivos, se necesitará 
instruir justificación del daño actual ó próximo qué se denuncia, y deberá 
'siempre ocurrirse al Juez de la Instancia que tenga jurisdicción en el lugar 
en que se recibe ó puede recibirse el daño. En caso de que el peligro sea 
inminente, se ocurrirá á las autoridades de policía, antes ó después de ha- 
berse intentado el reclamo judicial, y sin perjuicio de lo que se determinare 
por el juez de la causa. 

Art. 90 Con vista déla justificación, y sin necesidad de oír al deman- 
dado, podrá el juez expedir aquellas providencias precaütelativas del datio á 
que se refiere el artículo anterior, que puedan adoptarse sin gravamen irre- 
parable. Contra estas provideacias soló se admitirá recurso en el efecto de- 
volutivo, para qne no se interrumpa el curso de la demanda, que se sustan- 
ciará y determinará por los trámites del juicio ordinario en todo lo demás. 

Derecho español.— Ley jo til. 3^. P, 3a— Abrense á las veces las lavores nue- 
vas, porque se fíen den de los cimientos, ó porque fueron fechas falsamente, 
ó por fllaqueza de la lavor. E otrosí los edificios antiguos fallezen, e quie- 
rense derribar, por vejez; é los vezinos que están cerca dellos témense de re- 
cebir ende daño. Sobre tal VAzm como esta debimos que el jud.o^ador del logar pue- 
de e debe mandar á los señares de aquellos ediñcios que los enderecen ó que 
los derriben 

Ley \2 til j2 Parí. ?a Paredes flacas, e arboles grandes mal raygados son 
á las vegadas cerca de heredades, e de casas agenas, que se temen los vezinos 
que si cayeren, qu2 les ñiráa diñ). O.ide dezimos, que si tal querella 
como esta viniere delante del judga lor, que deve tomar algunos omes buenos, 
que sean sabidores destas cosas átales, e ver si están tan mal paradas, que 
puedan ayna caer, é facer daño; e si lo fallaren assi, develos facer cortar, e 
derribar. ' • 

DHrkcho romano.— Título XXVII Y)e arborihus c{rde?tdi, 

I Ait Proetor: Quce arbor exdaedibus truis in aedes illius impendet, per et 
stat quo minus eam adimas, tune quominus illi eam arborem adimere sibique 
habere liceat, vim fieri veto, Lelulp. lib. 71 ad ed. 

II *Venit in hoc interdicto, ut arbor csedatur 

Textos que dicen: I El Pretor dice: Os prohibo hacer violencia para impe- 
dir á alguuD cortar y llevarse un árb:)l que S2 extiende sobre su casa, si 
el propietario está en disposición de cortarlo y llevárselo. 

II Este interdicto comprende la obligación de cortar el árbol que daña. 

Vamos á terminar nuestro estudio sobre la denuncia de nueva obf-a. 

/limo o f diñarlo. —Dociáída. la articulación de que hablamos, por sentencia 
definitiva ejecutoriada, si según ésta queda el demandado en libertad de con- 
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evidente. Bótales caso"^, y en otros semejantes, creemos que los poseedores 
de predios 'ú>t>bJ€tos que estén próximos, y deban temer el daño inmediato, 
tienen ' el ' derecho de usar de este interdicto. 

Objeto de la denuncia, — El objeto de la denuncia en este caso es, como 
dice la ley, que se tomen las medidas conducentes á evitar el peligro 6 que 
se intime al interesado la obligación de dar caución por los daños posibles, 
según Jas circunstancias. 

Son éstas las que indican la naturaleza de la medida, y los casos dd la 
caución. Si .s6 trata de obra ruinosa, podrá acordarse que se descargue de 
peso, que se apuntale, que se demuela en parte, y aun que se derribe del 
todo, lo que amenaza caída inmediata, si fuere absolutamente necesario. Los 
autore.<}. acoose^n en tales casos la consulta de peritos, para conocer el ver- 
dadero estado y la inminencia del peligro. Si se trata de árbol, podrá bas- 
tar desramarlo, alguna vez, ó derribarlo en gran parte ó del todo, según la 
circunstancias. Si del daño de algún objeto, como una chimenea cuyo humo 

, invade á los vecioos, 6 por su extensión amenace caer, puede bastar prolon- 
garla hasta cierta altura, ó ponerle vientos ú otras seguridades. Y así, se- 
gún los casos, -podrán dictarse medidas capaces de prevenir el daño. SoTo 
cuando el peligro no fuere tan inmediato y del momento, ni tampoco irre- 
parable, podfá acordarse la caución bastante á indemnizar los daños posibles. 
¿Como se devolvería la vida al que quedase sepultado bajo ruinas, ó fuese 

'devorado por un ti^e mal asegurado, ó muriese mordido por una serpiente 
mal* guardada? 

Sustanmación y decisión, — Bstos interdictos se sustancian y deciden de la 
manera^eifcableddaipara la obra nueva. De suerte que ha de ocurrirse por 
escrito á cualquier juez que tenga jurisdicción en el lugar, con las formali- 
dades que.d¡j«nos; que ha de preceder conocimiento sumario de causa por 
parte delv^ttez, con. testigos, vista ocular. (muy del caso) y cualquier otro me- 
dio legal; .que ha de examinar el juez, no ya punto de derecho, sino sim- 
plemente sídamnum impendent, como dice Borsar¡\ que según las circuns- 
tancias adicta el j(uez su primer decreto, ordenando las medidas conducentes 
á evitar el peligro, ó á intimar la prestación de caución por los daños 
posiÜes; Que, se tjeódta inmediatamente su decreto, y cumplido, se abre la 
articulación' 4e>ooho días de pruebas, prevenida por la ley; que la sentencia 
de .la articulación idebe comprender todos los puntos envueltos en el primer 
decreto; «que da.apela9Í6n se oye en un solo efecto cuando mantiene obliga- 
iCiones.^para acI dienunotado; y que según la sentencia definitiva de la arti- 
culación, 6 concluye el juicio ó ha lugar á seguir el ordinario correspondiente. 

La patícía-^tervención, — El artículo 583 del procedimientíi agrega que en 
el caso* dei que el ^petígro sea inminente, se ocurrirá alas autoridades de po- 
licía, antes ó desfmés'de haber intentado el reclam) judicial y sin perjuicio 
de 'lo que «e* determinare por el juez respectivo. 

Según lalgunos autores, estos asuntos, en algunos países, son exclusivamente 
de la co^Lpetencia de la policía. Entre nosotros, como se ve por las pala- 
bras ckadas, puede intervenir también la policía, y así se ordena cuando el 
peligro esiaminente; caso en el cual la acción de la autoridad debe ser 
del jttomeato, para conjurar el peligro,, sin perjuicio del procedimiento ju- 
dicial. La policía, hablando en jeneral, está sólo llamada á resolver los 
puntos xict auda hecho, pero ya que sus atribuciones no están siempre tan 
claramente definidas como era de desear, ya por .su defectuosa organización, 
ya porque la falta de conocimientos le hace temer con frecuencia mezclarse 
en asuntos en qne hay lucha entre partes, el legislador no ha podido con- 
fias '.bastaote. en. la eficacia de su acción en eso) casos, y sólo ordena ocurrir 
á ella ante la inminencia de un peligro, en que las circunstancias mismas 
la constriñen á obrar. Un muro á la calle está al caer ya, el tráfico es peli- 
groso, las casas inmediatas van á vers* arrastradas en parte, la alarma de 
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los vecinos y de los transeúntes cunde, , ¿que hacer, sino ir á la policía, 
encargada del orden y la seguridad, para una medida d-1 moiueato? La ac- 
ción judicial, revestida de formalidades indispensables, yunque breve y su- 
maria, tiene que ser más lenta y embarazosa. Pero como, aún tratándose de 
puros hechos, el derecho está siempre allí para surjir en cualquier momen- 
to, hasta para resolver á donde llega la facultad, el derecho de la autoridad, 
en la extensión de las medidas que deba adoptar, el legislador, con sensata 
previsión, quiere que no pase la policía de conjurar el actual inminente pe- 
ligro, sin perjuicio de lo que el juez respectivo determine. Así se armoni- 
za una necesidad de la seguridad y el orden, con la garantía que debe dar 
siempre la ley al derecho y á la propiedad de los ciudadanos. 



TITULO VII 



CONCURSO DE ACREEDORES 



SECCIÓN 1? 



Oesión de bienes 



Art. 584. La cesión de bienes puede intentarse en cualquier 
tiempo, esté ó nó demandado el solicitante y aun cuando tenga un 
solo acreedor. 

Este beneficio no puede renui;ciarse válidamente. 

Art. 585. Es juez competente para conocer de la cesión el del 
domicilio del solicitante, pero conforme á la cuantía de todos los 
débitos. 

Art. 586. El deudor deberá acompañar á su solicitud una lis- 
ta circunstanciada de sus bienes y de los títulos activos que tenga 
contra terceros, á excepción de aquellos derechos meramente perso- 
nales .y que por su naturaleza no pueden trasmitirse á otros. 

También deberá acompañar otra lista de todas sus deudas, 
con expresión de la procedencia y del nombre y domicilio de los 
acreedores. 

Sin la presentación de estos documentos no se dará curso á 
la solicitud. 

Art. 587. El juez, ordenará la acumulación de los autos so- 
bre juicios particulares contra el deudor, si los hubiere. 
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Art. 588. El juez decretará igualmente el embargo y depósi- 
to de los bienes comprendidos en la cesión, y mandará vender 
en pública subasta, ó por encargo á persona de responsabilidad y 
confianza, con cuenta y razón, á precios corrientes de plaza, los 
efectos expuestos á corrupción y los animales cuya conservación 
sea gravosa. 

Art. 589. El juez participará al registrador del lugar en que 
se hallen situados los inmuebles presentados, el embargo decre- 
tado, determinándolos por sus nombres, por el lugar de su situación 
y por las demás circunstancias que los caracterizan, á fin de que 
registre el oficio de participación en el protocolo respectivo. 

Art. 590. Por el mismo decreto mandará citar á todas las per- 
sonas comprendidas en la lista de acreedores, para que se presenten 
en el tribunal en el término de. quince días, á la bora que designe, 
con los documentos que justifiquen su derecho.. Este decreto se publi- 
cará por carteles y por la imprenta, si fuere posible. 

Art. 591. Las citaciones se harán de la manera establecida en 
el Tít. 5^ Lib. I? ; y si los acreedores ó alguno de ellos estuvieren 
ausentes del lugar del juicio, se les concederá, á más del término 
dicho,, el de la mayor distancia, que el Juez señalará necesariamente. 
Cuando los acreedores ó algunos de ellos se hallaren fuera del te- 
rritorio de la República, se les nombrará un defensor, si no tuvieren 
derechos opuestos ; y si no pudieren representarse por uno solo, se 
nombrarán los necesarios. En ambos casos se emplazarán á los de- 
fensores y se les recibirá juramento de desempeñar fielmente su 
encargo. \ 



ESTUDIO 149 

ANTECEDENTES 



V 



Derecho patrio.— Los. artículos copiados son lois 442 á 449 del Código deS 
1880, y 442 á 449 del de 1873, y vienen de la L,ey 6a tít. 29 Cód. de 1838. \ 

• Art. 10 « La cesión de bienes puede intentarse en cualquier estado de la \ 

causa, estando el deudor demandado. Y si estuviere preso en razón de deuda ] 

que no proceda de delito, será puesto en libertad, luego que los bienes cedidos { 

se hayan depositado. \ 

Art. 29 Sustancialmente el 586 actual. "^^ 

Art. 30 El 588 actual. 

Art. 49 El 590 id. I 

Art. 59 El 591 i<l. . / 

Ley 7a /// 29. Sobre espera y quita, que declara vigente la 5a Part { 
abajo copiada. Inútil nos parece insertarla. 

Derecho español. — Ley /a ///. 75. Part 5a. Desamparar puede sus bie- 
jjes todo orne que es libre, e. estuviere en poder de si mismo, o de otro, non avien- 
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do de que pagar lo que debe. E develos desamparar* ante el judgador. fe este 
desam paramiento puede facer el debdor por si, ó por su personero, ó por su 
carta, conosciendo las debdas que deve ...» 

Lei 5 tit. 75 Paít, 5a Debdor seyendo un orne de muchos, si ante que 
desamparasse sus bienes, los juntasse ea uno, e les pidiesse, que le diessen un 
plazo señalado, á que íes pagasse : si todos non se acordassen en uno á otor- 
gárselo, aquel plazo deve aver, que otorgare la mayor parte dellos, maguer los 
otros non se lo quisiessen otorgar ... 

LeiÓTítit 15 PafL 5a Rogando el debdor á aquellos á quien deviesse al- 
go, ante que les desamparasse sus bienes, que le quitassen alguna partida de 
lo que les devfa, eque les pagaría lo otro; si por aventura fuess^í desacuer- 
do entre ellos; queriendo los unos quitarle alguna cosa, e los otros non, aque- 
llo deve valer, e ser guardado, en razón del quitamiento, pues en todas las 
cosas, que diximos en la lei ante desta, en razón del plazo que pidiesse . . 

Drrkcho romano. — Como en las Explicaciones insertamos la relación 
c^ue hace Caravantes de las diversas disposiciones del Derecho romano, nos 
limitamos á decir que las Pandectas se ocupan en el I^ibro 42, tit 39 (Vol. 
l^ Pothier) de la materia de la Cesión de bienes. 

B22:2»I-iIC-í^OI02íTBS 

Recuerdos históricos, — La seria lucha que ha existido siempre entre los de- 
rechos é intereses de los acreedores; y las re:áistencias, á veces injustas, á ve- 
ces justificadas, de los deudores, se ha hecho sentir en todos tiempos y en 
carf todos los pueblos, de modo doloroso, como lo testifica la historia. In- 
vocando los unos la libertad de contratar, de estipular intereses sin tasa, de- 
renunciar beneficios, han pedido de continuo á la ley, según los tiempos, to- 
do el rigor posible; los más apremiantes procedimientos, contra los bienes y 
contra las personas mismas de los deudores. Invocando los otros la inmorali- 
dad é inconveniencia de los intereses usurarios, y los fueros debidos á la 
buena fe desgraciada, á las familias y á la humanidad, han pedido también, 
á la ley beneficios que los precavan y los amparen, y en ocasiones hasta 
medidas extremas que los liberten absolutamente. Y seguramente la ley no 
ha sido siempre imparcial y sabia moderadora de tan encontrados intereses. 

En la marcha pacífica y normal de lo^ pueblos, nada significan los em- 
barazos y aún la caída de deudores aislados, que por desgracias y aconteci- 
mientos que no pudieron prever racionalmente, 6 por su mala cabeza ó su 
incorrecta conducta, llegan al estado de no poder pagar á sus acreedores; 
si en esos pueblos no existe una causa oculta que venga minando lenta- 
mente las principales fuentes de producción. Si esa causa existe, si el legis- 
lador no- la descubre y remueve oportunamente, aquellos hechos aislados al 
parecer, se van repitiendo cada vez más, se multiplican, y al fin produ- 
cen una de esas crisis económicas, jérmenes de perturbaciones públicas, de 
donde surje todo jénero de calamidades. 

No es nuestro ánimo, ni puede entrar en nuestro propósito, darnos á bus- 
car esas causas ocultas que en otros países y épocas, y en nuestro propio 
suelo, hayan de tenerse como jeneradoras de tales crisis y de tales calami- 
dades. Bástanos apuntar aquí que, ya en las leyes sustantivas, como las refe- 
rentes á la libre estipulación de intereses, á la supresión de la lisión enor- 
mísima para el vendedor, á las ventas con paleto de retro con que se disi- 
mula el préstamo á interés, á la creación o supresión de los beneficios de 
espera y quita, á la renuncia de estos beneficios, al remate libre, por lo 

3ue se ofrezca en subasta; ya en las de procedimiento referentes á varias 
e esas mismas materias y á los procedimientos ejecutivos, se han creído 
encontrar por muchos hombres pensadores, jérmenes fecundos de las causas 
indicadas. Ya en nuestra corta vida de nación independiente hemos lamen- 
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tado las consecuencias de crisis y perturbaciones de la índole de que habla- 
mos; y á la ley de lode Abril de 1834, sobre libertad de contratos, de estipula- 
ción de intereses y de remate, y á la reaccionaria de espera de 9 de Abril 
de 1849 y aún á otras, se atribuyeron gran parte de los males que nos aque- 
jaron. Y todo eso nos prueba el grado de influencia que pueden tener en 
la marcha próspera de la sociedad algunas de esas leyes que estudiamos. 
Por eso hemos querido hacer preceder el examen de nuestras leyes sobre 
los concursos de acreedores, con algunos apuntes históricos que muestren el 
proceder que, conforme á la legislación, ha venido empleándose desde Roma 
en contra de los deudores y en pro de sus acr2edores, y los beneficios con- 
cedidos á aquéllos. 

Caravantes, Oigamos al ilustrado Caravantes. «Antiguamente, por dere- 
cho romano, y en tiempo de la ley de las Doce Tablas, el deudor que no 
satisfacía á su acreedor los préstamos ó deudas que había contraído, era ad- 
judicado á éste con sus bienes, para que realizase el cobro utilizándose de 
sus servicios. El deudor adjudicado podía ser tratado rigurosamente y aún 
aprisionado y encadenado, para que por sí ó por medio de otra persona ve- 
rificase el pago. En tiempo de los Emperadores se templó algún tanto este 
rigor del derecho, estableciéndose un procedimiento nuevo. Los acreedores 
podían pedir al pretor la posesión de los bienes del deudor, y la autorización 
para venderlos y cobrarse con su precio. En su virtud se ponían los bienes 
del deudor en pública subasta por término de 30 días, si vivía éste, y de 
15, si había muerto, estando obligados los acreedores, cuando eran muchos, 
á elegir una persona que se encargara de proteger su^ • intereses al tiempo 
de la venta y de que st- adjudicaran al mejor ppstor. En un principio se 
vendían los bienes en masa, de suerte que todo el haber, pasivo y activo, 
se adjudicaba al que más ofrecía, quien se hacía por esta compra sucesor univer- 
sal del deudor, adquiriendo sus derechos y sus obligaciones y debiendo 
responder de las deudas hasta la concurrencia del precio por que se había 
hecho la adjudicación, pu^s el deudor antiguo quedaba enteramente libre de 
toda respon.sabilidad respr^cto de sus deudas. Esta venta cayó luego en de- 
suso, permitiéndose á los acreedores proceder á la venta de los bienes del 
deudor, por separado, para lo cual nombraban un curador de lo*« bienes, 
que los administraba y enaje/iaba en favor de los acreedores, á quienes pa- 
gaba con el precio de la venta: en su consecuencia, no tuvo ya efecto la su- 
cesión universal en los bienes del deudor, porque ninguno de los compra- 
dores parciales pudo subrognrse en el lugar del deudor universalmente, ni 
tampoco se subrogó con respecto á la parte de bienes que compraba: así 
es que quedó el deudor responsable de las antiguas deudas á que no alcan- 
zaban los bienes, y en cuanto adquiría otros, podía ser reconvenido por los 
acreedores á quienes no se había pagado íntegramente, y hasta que no se 
negaba al pago no podía re lucírsele á prisión. Sinembargo el deudor podía 
evitar la prisión y el procel i miento contra su persona, haciendo uso de la 
cesión de todos sus bienes á favor de sus acreedores, beneficio concedido por 
Julio César. Tamb'én tenía el deudor el remedio, para impedir el ¡concurso, 
de pedir un plazo durante el cual se impedía todo procedimiento contra él: 
este plazo podía pedirlo á los acreedores ó al príncipe, en cuyo caso se le 
daba el no:nhre de moraforiufm. — «Abierto ó celebrado el concurso, todos los 
bienes activos y pasivos del deudor quedaban al cuidado y vigilancia del 
juez pira formar y fijar la masa de bienes, la cual se ponía á| cargo de un 
administrador, y se procedía á su venta para hacer pago á los acreedores 
con arreglo á la prioridad y privilegio de sus créditos». 

« 

«Nuestro derecho adoptó la mayor parte^de esas disposiciones. Así la ley 
5a tit. 60 lib. 59 del Fuero juzgo hacia al deudor siervo de sus acreedores 
á quienes no pagaba sus créditos. La 2a tit. 80 y 17 tit. 20 libro 39 del 
Fuero Real prevenía que si alguno de los acreedores pagaba á otro acree- 
dor, se apoderase de los bienes del de ador, ha:^ta el reintegro de lo que pa- 
gó, y si no bastaran los bienes, se apoderase del cuerpo de aquel, no obs- 
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tante prohibir en general la 3a tit 13 Part. 5a empeíiar al hombre libre. Así, 
la ley 4a, tit. 15 Part. 5 facultaba al juez para reducir á prisión al deudor 
que no , pagaba sus deudas á los acreedores, hasta que las satisfaciera ó hi- 
ciera á favor de ellos cesión de bienes, y la 16 tit 32 Hb. 11 de la nov. Re- 
cop. disponía lo mismo aiin cuando el deudor hiciera cesión de bienes. 
Excesivo es el rigt)r con que las leyes 4, 5, 6, 7, y 8 lib. 5 de la Nueva 
Recop. trataban á los deudores. Por tilas se previene que al deudor preso 
lo mantenga el acreedor nueve días, y si en ellos no puede pagarle ni dar 
fiador, se entregue de su persona y reciba en cuenta de la deuda lo que ga- 
nase en el uso de su oficio, dándole de ello lo razonable para su sustento, y 
si no teniendo oficio quisiese mantenerlo en su poder, sírvase de él: que el 
deudor que hiciese cesión de bienes, esté e:i 'la cárcel nueve días, en los 
que se pregone cómo se halla en ella á petición de tal acreedor, el cual an- 
tes de ser entregado de él jure que lo recibe por su deudor sin fraude, y 
el juez limite tiempo en que le sirva, y fenecido, lo entregue á otro acree- 
dor por su respectiva deuda; que el que hiciere la cesión hasta que se parta de 
ella, ó dé fianza de pagar á sus acreedores, traigí al cuello una argolla de hierro 
gruesa como el dedo, y siendo hallado sin ella sea puesto ' en la cárcel 
etc., Estas disposiciones, ' sin embargo, cayeron en desuso, y nuestra sabia le- 
gislación fue moderando el rigor con que se trataba á los deudores . . » 

Legislación española. Comparado ese cuadro verdaderamente pavoroso de 
los pi;ocedimientos legales contra los deudores, tratados como grandes crimi- 
nales, con las disposiciones de las legislaciones modernas, vemos de bulto las 
conquistas de la civilización cristiana en favor de los fueros déla desgracia y 
de la humanidad. E! crédito, en las sociedades modernas, tan usado, tan amplio, 
tan fecundo, fuera de las leyes judiciarias. descausa sobre la base firme del 
orden, de la paz, del bienestar social. Nosotros que heredamos de la España 
su legislación hasta el momento de proclamada nuestra independencia, tuvimos 
en vigor la prisión por deudas aun después del Código de procedimiento de 
1838, hasta que por disposiciones constitucionales y legales desapareció al fin. 

Respecto de los beneficios de cesión de bienes, autorizada principalmente 
en las leyes i á 5 tit. 59 Part. 3a y ya, 8a y 9a tit. 32 lib. 11 Nov. Recop.; de 
esperas y moratorias en la 5a tit. 15 Part. 51 y otras de la Part. 3a y del tit. 
33 lib. II Nov. Recop.; y de quitas, en la 6a del otro tit. 15 Part 5a, es- 
tuvieron vigentes igualmente hasta que se modificaron por las respectivas de 
nuestro Código de procedimiento de 1838, que sufrieron también diversas refor- 
mas, hasta qiíe quedaron sancionadas como están en los Códigos de 1873, iguales 
en esa parte á los actuales, y por cuyas disposiciones, se conserva la cesión 
de bienes como beneficio irrenunciable del deudor, y se eliminaron la espera 
y quita como beneficios legales, esto es, como beneficios que pudiesen de- 
mandarse judicialmente, conservando solo la facultad de celebrar convenios el 
deudor y sus acreedores en los concursos, por su voluntad y conveniencia. 

Pfocedimienfo en los co?icursos. Chanto al procedimiento en los concursos, 
he aquí lo que nos dice Manresa y Navarro. 

«Nuestros antiguos Códigos, al paso que explicaron con minuciosidad 
los trámites de algunos juicios, apenas se ocuparon en trazar la marcha del 
concurro de acrcCilores. Una ley del Fuero juzgo, otra del Fuero Real, el 
tit. 15 de la Pait. 5a, dos leyes de las Ordenanzas Reales, los tit^ 32 y 33 
lib. lí. Nov Recop, y algunas otras leyes que marcan la prelación de los 
acreedores, he aquí toda la legislación antigua que se refería á la materia de 
que tratamos. Y aún de esas leyes deben descartarse las que hacen relación á 
los efectos de la cesión de bienes, á los alzamientos y á las moratorias que 
concedía el Rey ó su Consejo; de modo que son muy pocas las disposicio- 
nes que se encuentran relativas al procedimiento, qu^ debe observarse en^l 
concurso de acreedores.» 

Ese silencio de^nuestras leyes dio campo inmenso, como era natural, á 
la divagación de los expositores y á la arbitrariedad de la jurisprudencia . ." 
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Nuesipo derccJw, En efecto, los concursos adquirieron fama de eternos y 
dispendiosos, y ocasionados á complicaciones por la diversa naturaleza de 
las reclamaciones llevadas á ellos, dieron ocasión á los ardides del fraude, 
simulando acreedores para reunir mayoría, y poniendo en juego medios in- 
debidos de dilaciones. Suprimidos como juicios la espera y la quita, por 
nuestra legislación, y regularizados los procedimientos de la cesión de 
bieneá y ^del concurso necesario, han cesado, ó por lo menos disminuídose 
notablemente, aquellos abusos. De la primera se han ocupado ambos Códi- 
gos civil y de procedimiento, del último solo éste. 

Definición de la cesiÓ7i, Contraiga monos á la cesión. 

Esta es el abandono que un deudor hace de todos sus bienes en favor 
de sus acreedores; y puede hacerlo aunque no tenga sino un solo acreedor. 
La cesión puede ser convencional, esto es, por convenio extrajudicial entre el 
deudor y sus acreedores, ó judicial. Esta última ^s un beneficio concedido 
por la ley á los deudores de buena fe, que por consecuencia ^e desgracias 
inevitables, se ven imposibilitados de pagar á sus acreedores; y es irrenun- 
ciable, esto es, no puede el deudor hacer renuncia válida de ese beneficio, 
ni al contraer la deuda, ni después. Art- 1913 á 1915 (1920 á 1922 Nov). 
Cód. civ. 

Oportunidad, La cesión de bienes puede ser intentada en todo tiempo, 
esté ó no demandado el deudor; y es juez competente para conocer de eUa, 
el del domicilio del solicitante, pero conforme á la cuantía del total de las 
deudas, de suerte que debe conocer en cada caso aquel juez del domicilio del 
cedente á quien toque conocer de los asuntos de la cuantía á que monten 
todas las deudas sumadas, de primera instancia, de distrito ó parroquia, res- 
pectivaniente. 

Doamienlos que se han de aroynp^i'iay . El solicitante debe acompañar á su 
solicitud, sea escrita, sea \\r])il, segú'i ei tribunal á quien ocurra, una lis- 
ta circunstanciada de todos >us b!e.ics, inclusos sus créditos activos, con 
excepción de los derechos in'^í<rn*'níe personales, que son intrasmisibles á 
terceros, como las pensiontts alimenticias; y otra lista de todas sus deudas, 
con expresión de su procede íc'a y del nombre y domicilio de los acreedo- 
res. Los inmuebles de la ni.'u.M-a lista deben ser indicados por sus nombres, 
lugar de la situación, lin I'.kj.s si es posible, naturaleza y cualquiera otra 
circunstancia necesaria para c. raclcrizarlos. Y en la segunda lista", conviene 
expresar las garantías qtn ten,;;in, hipotecas ó prendas, con determinación 
de estas, y cualquiera otra ciciisiancia que sirva para conocer su calidad. La 
falta de es is listas no per ni te dar curso á la solicitud; pero la omisión en 
ellas de algunas de las circiin.stancias referidas solo autoriza al^ juez para or- 
denar que exprese la par>e lo que hubiere omitido. 

Decreto del JKcz, El juez deberá librar un decreto, dando por presenta" 
do. al solicitante, y ordenandtj: 10 la acumulación de los autos sobre juicios 
particulares contra el deudor, y que se libren los oficios para ello;. 20 el em- 
bargo y depósito de los ])ieaes comprendidos en la cesión, y la venta en 
pública subasta ó por encargo á persona de responsabilidad y confianza, con 
cuenta y razón y á precios corrientes de plaza, de los efectos expuestos á 
corrupción y de los animales cuya conservación sea gravosa; ^nombrando el 
depositario y aquella persona ; 39 la participación al Registrador del lugar 
donde se hallen situados los inmuebles cedidos, del embargo decretado, de- 
terminando aquellos por sus nombres, lugar de la ubicación y demás cir- 
cunstancias que los caractericen, para que sea registrado el oficio de partici- 
pación en el protocolo respectivo ; 40 citar á todas las personas comprendi- 
das en la lista de acreedores para que concurran al tribunal en el término 
de quince días y la distancia con los documentos que justifiquen sus derechos; 
señalando la hora de la audiencia en que deban comparecer, determinando 
el término de la mayor distancia, y mandando oficiar á los jueces territoria- 
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les para las citaciones respectivas; y 59 publicar por carteles y por la im- 
prenta, si fuere; posible, el decreto mismo. 

Citaciones, Las citaciones se hacen como 9:\\h.\\ mandados practicar para 
todos los juicios. El término de la la.iyor dis.nncia concedido al que esté 
más lejos dentro del territorio de la República, apiovecha á todos para que 
la comparecencia sea á la vez. 

Defensof es de ausentes. Si hubiere acreedores fuera de la República, se nom- 
brará un solo defensor para todos, si no tuvieren derechos opuestos ; y en caso 
contrario, se nombrarán tantos defensores cuantos íKan necesarios. Los nom- 
brados han de prestar previamente jurr^mcuro vie desempeñar fiebnente su 
eucargo, y luego se les citará para el jviicio, como á todos los demás. Esos 
nombramientos pueden hacerse en el mismo pnuicr decreto del tribunal dando 
curso á la cesión, si hubiere ya constancia de la ausencia ; y si no la hubiere, 
podrán hacerse después. 

La serie de disposiciones que hemos enunicrido son claras y no necesitan 
explicación, puesto que se trata de diligencia- ó trámites que han quedado ex- 
plicados en sus lugares correspondientes; teniénJo.^e presente que el juicio de 
cesión es universal, y comprende por tanto, todos los bienes y todas las deu- 
das, el activo y el pasivo del deudor. 



Art. 592. Se reunirán en el tribunal todos los acreedores pre- 
sentes y los defensores de los ausentes el mismo día designado por 
el Juez, que será el último del término concedido, 

^ Art. ^93. El defensor de ausentes tendrá tantos votos cuantos 

sean los acreedores que represente. 

Art. 594. Si no concurrieren todos ó la mayor parte de los 
acreedores, se diferirá la reunión por ocho días más, y los que no 
se hayan excusado con causa justificada pagarán una multa de 
ciento veinticinco bolívares y quedarán responsables del perjuicio 
que la demora cause á los concurrentes, si éstos lo reclamaren. Al 
octavo día de la prórroga se reunirán los acreedores, y cualquiera 
que sea el número que asista á esta reunión, constando que los de- 
más han sido legalmente citados, se estimará suficiente para deliberar 
en todo lo relativo al objeto de su concurrencia- Los no compare- 
cientes, aunque podrán asistir después al juicio, no tendrán derecho 
para reclamar contra lo que se hubiere hecho en su ausencia. 

Art. 595. Reunidos los acreedores se procederá en la forma 
siguiente : el Secretario dará lectura al libelo del deudor, y á las listas 
de bienes y deudas. Luego informará el mismo Secretario de las dis- 
posiciones acordadas por el tribunal para el secuestro y depósito de 
los bienes ó su venta en el caso de que habla el artículo 588 y del 
resultado de aquellas. Los acreedores en seguida, y por el orden de 
la lista respectiva, pondrán en manos del Juez el documento ó do- 
cumentos que legitimen sus créditos, y por el mismo orden se irá 
dando lectura de ellos por el . Secretario. Estos documentos serán 
victos y reconocidos por todos los interesados, finalizada su lectura 
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procediéndose en ello con orden, moderación y silencio. Cuando el 
Juez crea haber dado suficiente tiempo para esta operación, invitará 
al deudor, si estuviere presente, para que exponga 16 que crea con- 
ducente al objeto de su solicitud; y concluida la exposición de éste, 
invitará también á los acreedores, uno á uno, y por el orden referido, 
á que manifiesten su determinación respecto de la cesión, y las taclias 
ú observaciones que tengan que hacer sobre la legitimidad ó carácter 
de los créditos de los demás acreedores. El Secretario recojerá las 
opiniones sobre ambos puntos á medida que se fueren emitiendo 
y las publicará en el mismo orden, en los términos más cortos po- 
sibles, y los que no estuvieren conformes con lo que hubiere escrito 
el Secretario, podrán hacer las correcciones que quieran antes de oír 
á otros de los concurrentes. Al fin se publicará por el mismo funcio- 
nario por cuántos votos se admite ó se rechaza la cesión, cuáles 
son los créditos tachados y cuántos votos se han reunido contra cada 
uno de estos. Si no ocurriere alguno de los casos previstos en el 
artículo 1.9 1 5 del Código Civil; ó si tratándose de alguno de los cua- 
tro primeros casos hubiere unanimidad de votos en favor de la cesión, 
quedará esta por el mismo hecho admitida, y se emplazará á los 
acreedores discordes sobre la legitiminad de sus créditos para la 
conciliación dentro de tercero día ; pero si fuere al contrario, se sus- 
penderá la admisión de la cesión hasta la conclusión de la con- 
troversia en todas sus instancias, y se emplazará para la conciliación 
á las partes discordes después de haber firmado todas con el Juez 
y Secretario el acta que extenderá este último. 

Art. 596. Para la conciliación de los acreedores discordes, se 
'oirá primero á los que han tachado los créditos presentados por el 
deudor, después al deudor si hubiere concurrido, y últimamente á 
los que sostengan la legitimidad de dichos créditos. Si se tratare 
de un acreedor que se haya incorporado, se le oirá primero respecto 
de la tacha á él opuesta. El Juez procurará el avenimiento de las 
partes, sin manifestar opinión sobre sus derechos, y si ho pudiere 
lograrse después de una discusión suficiente á su juicio, terminará el 
acto en el que se consignarán los fundamentos ó razones alegados en 
pro y contra, firmando con él y dicho Secretario todos los presentes. 
Si se lograre la conciliación, se expresará esto solo en el acta, y 
los créditos tachados se entenderán por el mismo hecho admiti- 
dos. En esta conciliación no es permitido estipular condiciones que 
no cedan en beneficio de todos los acreedores generalmente. 

Art. 597. Cuando los acreedores discordes no quedaren ave- 
nidos, el procedimiento continuará como en el juicio ordinario. 

Art. 598. Si los acreedores se negaren á admitir la cesión, 
ó hubiere duda sobre si el deudor puede hacer cesión de bienes, 
el juez declarará si es legal la cesión; concediendo antes el térmi- 
no para pruebas si los interesados lo exijieren. Este término no 
podrá ser mayor del ordinario. 
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ESTUDIO .150 

ANTECEDENTES 

Dkrkcho patrio íi — Los artículos insertos sotí del 450 al 456 del Cód. de 1880, 
y 448 á 454 del de 1870. Vienen de la ley VI tit. 2 Cód. de 1838. 

Art. 69 es el 592 actual. 

Art. 70 es el 593 actual. ' 

Art. 80 es el 594 actual. 

Art. 99 es el 595 con alguna variación hacia su fin. 

Art. 10. 596 actual. 

Art. II. Bl 597 actual en sustancia, variado solo en redacción. 

Art. 12. 598 actual variado en su redacción. . 

Derecho ESPAÑOL.— Z.^^ 2 til, 15 Parí, 5a De una manera, ó natura, se- 
yendó todas las debdas que ha de pagar aquel que desampara todos sus 
bienes, estonces debe el-judgador partir entre ellos los maravedís, porque fue- 
ron vendidos los bienes del, dando á cada uno dellos según la quantía que 
devía aver,. más ó menos. Mas si las debdas no fueren todas en ut:a guisa, 
porque algunos de los que las deven aver, oviessen mejoría que .los otroá; 
como si les fuessen obligados primeramente ó oviessen otro derecho alguno 
por si contra tales bienes, en la manera que diximos en el título de los 
Peños ; estonce deven ser pagados primeramente estos debdos átales, maguer 
que para los otros non fincasse ninguna cosa, de que les entregassen ...» 

Derecho Romano. — Para la Cesión de bie7ies,—I>, Lb. 42 tit- 3? Pothier. 

Para evitar á los ciudadanos romanos la vergüenza de ver vendidos sus 
bienes, la ley Julia les acordó el beneficio de la cesión de bienes, que se ex- 
tendió después á las provincias. 

Nadie puede ser admitido á hacer cesión de bienes antes de haber re- 
conocido su deuda y haber sido condenado á pagarla. Valeutiniano prohibió 
admitir cesión de bienes á los deudores del fisco. La cesión puede hacerse 
judicial y extrajudicial mente. 

Los acreedores del que les ha cedido sus bienes no son por eso propie- 
tarios de ellos, sino que solamente tienen el dtrecho de hacerlos vei:d ir pan 
pagarse. • Los que han hecho cesión de bienes no quedan librados sino cuando 
sus acreedores han recibido todas sus acreencias. Sin embargo, el que ha he- 
cho cesión queda con una excepción que impide demandarlo sino h ista la 
concurrencia de sus facultades, ni por los acreedores de la cesión ni por 
otros. Pero por el derecho de las Novelas, el deudor reducido á la indi- 
gencia por un accidente no tiene necesidad de ocurrir á la cesión, y le bas- 
' ta afirmar bajo juramento que es insolvente. 

Expuesto en el estudio precedente todo lo relativo á la declaratoria del 
concurso, medidas de la autoridad, citaciones y nombramiento de defensores, 
vamos á ocuparnos en las reuniones de los acreedores para opinar sobre la 
cesión, y para calificación, tachas y conciliación respecto de los créditos. 

Reunión de acreedore¡>. Los acreedores deben reunirse á la hora y en la 
audiencia designada en la citación, según queda explicado ya. No es que 
al citársele se les diera noticia de la hora de la reunión, como impropiamen- 
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te aparecía de la redacción del artículo 450, sino que en el decreto convoca- 
torio va expresada, y por tanto queda instruido de -ella con la citación 
misma. Hemos anotado antes algunos de esos descuidos de redacción y de 
método, no raros en nuestro Código. 

' Si no concurrieren todos ó la mayor parte de los acreedores, se diferirá 
la reunión por ocho días más, incurriendo en una multa de 125 bolívares 
y quedando sometidos á indemnizar los perjuicios que cause la* demora, sise 
reclamare, los inasistentes sin excusa justificada. Al octavo día de la prórro- 
ga ha de verificarse la íeunión, sea cual fuere el número de los acreedores 
asistentes, si consta que los demás han sido legalmente citados; siendo hábi- 
les aquéllos para deliberar sobre todos los objetos de la reunión,, v no tenien- 
do derecho los ausentes para reclamar contra lo hecho en su ausencia, aun- 
que puedan incorporarse después al juicio. 

Estas disposiciones de la ley dieron lugar á abusos por parte de ceden* 
. tes de mala té, que ocultando parte de sus bienes, se empeñaban luego 
en obtener dilaciones numerosas, para cansar á los acreedores legítimos y 
obligarlos ó abandonar el campo ó á celebrar arreglos- ruinosos. Con tal fin 
apelábase al recurso de incluir en la lista de acreedores personas supuestas 
que se decían vecinas ó residentes en lugares distantes, y cuya citación era 
imposible conseguir, ó bien al de rectificar la misma lista presentada, incor- 
porando, ya en el período de las citaciones, acreedores verdaderos 6 supuestos, 
residentes también en sitios lejanos, inutilizando el emplazamiento mandado 
hacer, y repitiendo tal rectificación cuantas veces podían. Cortóse el primer 
abuso, cuidando los acreedores diligentes de comisionar á alguno que velase 
la citación mandada practicar á personas sospechosas, con encargo de com- 
probar que ni existían ni habían existido en la localidad, ni se conocían ni 
se habían conocido individuos de tales nombres y apellidos; y puesto así 
en claro el engaño, se negaba la cesión, se ejecutaba al cedente, y se le 
trataba cotíio fraudulento. Y cortóse el segundo, desapareciendo también la 
posibilidad del primer medio abusivo, al adoptar la ley las citaciones por la 
prensa, sobre todo en los juicios universales, como el de cesión de bienes, 
a que tienen el derecho de asistir todos los que hayan alguna reclamación 
contra el deudor. 

F^rocedimienio en la teunióyi. Minuciosa y metódicamente enumera el artículo 
495 ^1 procedimiento que ha de seguirse en esa primera reunión, para im- 
poner el secretario al concurso de lo hecho hasta entonces, para presentar y 
examinar uno á uno los documentos comprobatorios de los créditos, para vo- 
tar, recojer y publicar la votación sobre la admisión ó nó de la cesión y 
sobre los créditos mismos, y para el curso que ha de darse luego al asunto. 
La claridad del artículo apenas hace necesarias algunas explicaciones. 

Votacicnies, La votación sobre los créditos comprende su legitimidad 6 
ilegitimidad, su monto y calidad; de modo que puede ser adraitidp un crédito 
como legítimo, y objetado en su cantidad por exceso, ó en su calidad por 
no tener el carácter con que se le reclama, y que es el quédalos privilegios y 
prelaciones ó lo presenta como meramente personal. Cada votante tiene, 
pues, eL derecho de expresar su concepto sobre aquéllos tres puntos, enten- 
diéndose que acepta los créditos como legítimos en cantidad y calidad, tales 
como se reclaman, desde que manifiesta que no tiene objeción que hacer. 

La votación sobre admisión ó rechazo de la cesión, tiene un triple ob- 
jeto — en primer lugar, el juicio de los acreedores sobre si no existe ningu- 
na de las siete causales legales que impiden la admisión de la cesión, caso 
en el cual la ley dice — el juez concederá la cesión^ quedando de hecho admiti- 
da, sea cual fuere el resultado de la votación ; en segundo lugar, el juicio y 
voto de los acreedores sobre si existe alguna de las cuatro primeras causa- 
les de la ley, y quieren ó nó adrditir la cesión, caso en el cual si hubiere 
unanimidad de votos quedará también de hecho admitida, y si no la hubie- 
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re«e seguirá un juicio para qué por sentencia definitiva se decida si se 
admite ó se rechaza, segán las pruebas que se hicieren por -el cedepte 3' los 
que combaten la cesión; y en tercer lugar, la opihióó y voto de los acreedo- 
res sobre si existe alguna de las tres últimas causales de la ley, caso en el 
cual, si el cedente niega ía causal ó la combate, habrá también lugar, á 
juicio entre aquel y los adversarios, pues la ley declara que en ninguno de 
los tres últimos casos puede admitirse la cesión. 

Impedimentos para la cesión. Esos siete casos son los siguientes, conforme 
al artículo 1915 del Código Civil (1923 Nov). 

19 Que el deudor enajene alguna parte de sus bienes en los seis meses 
antes del día en que hace la cesión, quedando sin lo suficiente para pagar 
todas sus deudas. . 

29 Si paga á algún acreedor que no sea el más privilegiado, dentro de 
los seis meses anteriores á la cesión, siempre que de ello resulte .perjuicio á 
los demás acreedores. 

3? Que el deudor haya dilapidado su fortuna y no aparezca inculpable 
del atraso que experimente. 

49 Que haya obtenido prórroga ó moratoria respecto del crédito ó cré- 
ditos en ella comprendidos. 

En estos cuatro primeros casos, en que principalmente los intereses de 
los acreedores pueden ser los afectados, como los hechos y circunstancias 
pueden no argüir fraude 6 mala fé de parte del cedente, que quizás haya 
obrado con el mejor propósito, ó al menos con alguna imprudencia no cul^ 
pable, la ley deja á la unanimidad de los acreedores, el poder convenir en 
la cesión, y á los disidentes, si aquella no se reúne, su derecho de combatirla 
en juicio. 

59 Que el deudor haya manejado caudales de la Nación ó de los Estados, 
provincias ó pueblos, ó de establecimientos públicos, mientras no reintegre 
tX)do lo que debe por este respecto. 

60 Que el deudor haya ocultado parte de sus bienes. 

79 Que el deudor haya colocado en la lista uno ó más acreedores que 
np lo sean en realidad, ó por más cantidades de las que en efecto les deba, 
si no acredita satisfactoriamente haber procedido por error. 

En estos tres casos, aunque el proceder del deudor afecta ó puede afec- 
tar los intereses de los acreedores, el interés social, de la moral pública, 
exije j'-a obrar como á presencia de un acto que aparece con los caracteres 
de delictuoso, y que no debe abandonarse á la sola voluntad de los acreedo- 
res. El Juez, por tanto, tiene que dejar en suspenso su decisión, para abrir 
el juicio en que el debate probatorio ponga en claro los hechos, y pueda 
entonces pronunciarse definitivamente desechando la cesión,, si el caso resulta 
probado, 6 admitiéndola, si aparece lo contrario. 

Ada. En el acta, pues, de la primera reunión de acreedores, después 
de publicado el resultado de la votación, el Juez habrá de resolver; respecto 
de la cesión, ó que queda admitida, si no ocurre ninguno de los siete casos 
expresados; ó que queda también admitida, si existiendo ó alegándose alguna 
de las cuatro primeras de esas causales, hay unanimidad de votos por la 
admisión; ó abrir el juicio emplazando á los interesados para el acto conci- 
liatorio, en el caso de existencia de alguna de esas mismas cuatro causa- 
les, cuando no ha habido unanimidad por la admisión; así como en el caso 
de existir ó alegarse alguna de las tres últimas causales indicadas. 

Respecto de las observaciones 6 tachas opuestas á alguno ó algunos de 
los créditos, el juez dejará emplazados á tachados y tachantes, para la con- 
ciliación dentro de tercero día. 
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. ' Bl acta será "suscrita por el Juez y Secretario, y por las partes. 

Acñ!f de conciliación. En el acto de conciliación, el artículo 596 ordena 
oír primero á los que han taclüído los créditos presentados por el deudor, 
después á éste, si hubiere concurrido, y últimamente á los tachados. Pero 
como puede suceder que algún acreedor no presentado por el deudor en su 
lista, haya venido á^ incorporarse y haya sido tachado en la «alineación, en 
el acto de conciliación debe él explicarse primero, para que el deudor que 
no lo incorporó en su lista pueda luego informar, y los acreedores que lo 
tacharon estén en capacidad de conciliarse ó nó con él. El juez procurará 
el avenimiento de las partes, como en toda conciliación. Si se logra, se ex- 
presarán sólo los térm^ios de la conciliación ó arreglo; y si no se logra 
después de una discusión suficiente á juicio del juez, se expresarán en el 
acta las razones ó fundamentos alegados por los tachantes y por los tacha- 
dos. En la conciliación no es permitido estipular condiciones que no cedan 
en beneficio de todos los acreedores generalmente, de suerte que, tachado un 
crédito en su cantidad, p. ej., no podrían los tachantes convenir en admitir- 
Jo en totalidad, con tal que la parte objetada se deje en favor de ellos ex- 
clusivamente; lo cual no obsta para que si la masa no puede ser afectada, 
puedan hacer arreglos que los favorezcan, v. g. cuando la tacha es sobre el 
carácter privilegiado que disputan ios ó más y convienen en la concurrencia 
de los créditos, dándoles caracteres iguales, de prendarios, hipotecarios etc. 
Si no quedasen avenidos los acreedores, se abrirá el juicio sobre las tachas, 
que cotrerá por todas sus instancias. 

Oscuridad, No están claros ni el final del artículo 595 ni el 598, respec- 
to de si úebe ó no tener lugar el acto conciliatorio sobre la admisión ó no 
de la cesión. Si el voto negativo de alguno de los acreedores se ha fun- 
dado ^n la existencia de alguna de las cuatro primeras causales de la ley, 
no vemos razón para suprimir aquel acto importante, toda vez que las ex- 
plicaciones que el deudor dé en él, pueden* contribuir á desvanecer dudas 
y p rsaadir á los disidentes de su error, lográndose así la unanimidad que 
pide la ley para que quede de hecho admitida la cesión. Si no hay avenimien- 
to* que produzca tal resultado, se sigue el juicio sobre el punto, evacuándose 
las pruebas del deudor y á<t los oponentes, si exigieren el término. Cuando 
la negativa de los acreedores se fundare en la existencia de alguna de las 
tres últimas causales de la ley, como aquí no se trata sino del interés civil, 
y no del criminal ó penal, tampoco creemos que deba suprimirse el acto 
conciliatorio, en que las explicaciones del deudor y de los acreedores pueden 
contribuir á aclarar el punto. Avénganse ó nó quedan así oídas ambas par- 
tes, pero el juez se abstiene siempre de aprobar el avenimiento y de pro- 
nunciar sobre la admisión ó rechazo de la cesión. Si se han avenido, eso 
no obsta para que el juez evacué las pruebas del deudor y mande evacuar 
de oficio las que tenga á bien para poner más en clarQ las cosas; y si no 
se han avenido, con mayor razón abre el término probatorio, si se le exije, 
para las pruebas de uno y otros. Al decir la ley que ese término no puede 
exceder del ordinario, parece dar á entender que puede ser menor, ó que el 
juez puede reducirlo. Kn esos actos conciliatorios, debe observarse el orden 
que establece el otro artícu'o, 596. Después de decididas las tachas se resol- 
verá sobre la cesión, pues es entonces que viene á establecerse definitivamen- 
te la legitimidad' de los. votos sobre la cesión misma, pudie^do suceder que 
si los tachados hubieren (iado voto negativo y quedaren excluidos como 
acreedores, resulte haber h ibido unanimidad de votos, en el caso en que jesta 
decide. 

Incorporacio7ies. Como el jtiicio de cesión de bienes es universal, según 
hemos dicho, puede algún aeree ior no presentado en la lista, incorporarse al 
concurso después de la calificación de los créditos, y aún después, pero an- 
tes de los repartos finales En tal caso tiene que pedir la calificación espe- 
cial de su acreencia, y citar para ella á su costa á los otros acreedocies, 
lo mismo que para darle puesto en la graduación si estuviere también. esta- 
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blectda. Mas ese acreedor no puede reclamar contra los actos válidamente 
ejecutados antes de su incorporación, y en nuestro concepto, ni aún preten- 
der que se le dé prorrata^ en los repartos hechos ya. 

Pretensiones diversas. Fuera de las cuestiones sobre admisión 6 negativa 
de la cesión y sobre los créditos, pueden traerse otras al concurso, respecto 
de las cuales no dice la ley cómo han de sustanciarse. La reclamación de 
un tercero á quien hayan embargado alguna cosa suya, por estar incluida 
en la lista de bienes; la pretensión de algún acreedor de que se traiga á la 
masa alguna cosa, como perteneciente al deudor, y que éste no incluyó en 
la cesión; la reivindicación de especies identificables- aue pertenezcan á terce- 
ro y estén en poder del deudor, y aún la devolución de la cosa mueble 
vendida sin haber recibido el precio, de qué habla el artículo 1925 del Có- 
digo Civil (1933 Nov.), y las reclamaciones por casas ó fincas arrendadas, son 
los casos más frecuentes de tales cuestiones. De todas ellas debe darse cuen- 
ta al concurso para su contestación; y si se negare á la exigencia del tercero 
las oposiciones á embargo y las peticiones de desembargo, se resolverán por 
el juez, como incidencias, de la manera que en su lugar se explicó; la rei- 
vindicación de las especies identificables y devolución de la cosa mueble no 
pagada, también previa articulación, teniendo presente que esta acción debe 
aparecer intentada dentro de los ocho días posteriores á la entrega de la cosa 
al deudor; y las reclamaciones sobre arrendamiento y cualquiera otra acción 
que se deduzca contra el concurso, previa la contestación que éste diere, 
se ventilarán en el juicio correspondiente, en el mismo concurso, como par- 
tes de él. 



Art. 599. Concluida la controversia sobre calificación, los 
acreedores podrán pedir nuevo depósito en persona designada por 
la mayoría de los concurrentes, sin necesidad ^e expresar causa 
para la remoción del depositario nombrado por el Juez, y estable- 
cerán el orden de los pagos según la preferencia de cada crédito. 
Sino estuvieren todos de acuerdo sobre la graduación de dichos 
créditos, el Juez la hará dentro de veinte y cuatro horas. Para 
la graduación deberán ser citados los acreedores por lo menos tres 
días antes. 

Art. 600. Concluidas todas las controversias, y si no hubiere 
convenio que lo impida, celebrado con arreglo al artículo 1922 del 
Código Civil, se procederá al justiprecio de los bienes cedidos y 
se sacarán á remate, distribuyéndose los fondos, bien se haya ad- 
mitido ó negádose la cesión, con arreglo á la graduación. 

Art* 601. Desde el día en que se introduzca la cesión de 
bienes cesarán los intereses, solo respecto de la masa, sobre todo 
crédito no garantido con privilegio, prenda ó hipoteca. 

Los intereses de los créditos garantidos no podrán cobrarse 
sino del producto de los bienes afectos al privilegio. 

Los créditos de plazo no vencido, contratados sin interés, su- 
frirán un descuento á la rata legal por lo que falte del plazo 
desde el mismo día en que se declare introducida la cesión. 
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Art. 602. Son nulos y no surtirán efecto -con respecto á 
los acreedores del concurso los actos siguientes efectuados por el 
deudor, después de . la solicitud de la ceSión y en los veinte días 
precedentes á ella. 

La enagenación de bienes muebles ó inmuebles á título gra- 
tuito. 

Con relación á las deudas contraídas antes del indicado tér- 
mino, los privilegios obtenidos dentro de él por razón de hipoteca 
convencional ú otra causa. 

Los pagos de plazo no vencido. 

Los pagos de deuda de plazo vencido que no sean hechos 
en dinero ó en papeles negociables. 

Las disposiciones de este artículo se entienden sin perjuicio 
de que puedan ser atacadas las enajenaciones hechas en fraude 
de acreedores, dentro del término que el Código Civil señala á 
estas acciones. 

Art. 603. Para las resoluciones de los ^creedores que no 
sean de aquellas á que se refiere el artículo 1922 del Código Civil, 
basta que la mayoría de las personas concurra con la de los créditos, 
sin contarse con los acreedores ó defensores de los ausentes que 
no hayan concurrido, ni sus créditos. Si no hubiere mayoría, el 
Juez decidirá lo que haya de efectuarse. 

Art. 604. Los acreedores por maj'oría podrán nombrar, 
cuando lo estimen necesario, persona que represente al concurso, 
bien en asuntos ó puntos determinados, bien en todos los asuntos 
en que tenga interés el mismo concurso. 

ESTUDIO 151 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los seis artículos copiados son del 457 al 462 del Código 
de 1880 y 455 á 460 del de 1873. Ley 6^ tzt 2 Cód. de 183%. 

Art. 13, Suslancialmeute el 599 actual, que era el 457 del Código de 
1880, y 455 del de 1873. 

Art. 14. En sustancia eróoo id— -458 del de 1880 y 456 de 1873. 

Art. 15. Si los acreedores 6 alguno de ellos prefirieren tomarlos todos 
6 una parte por su justiprecio, antes del remate, ó por las dos terceras 
partes de su valor, si sacados dos veces á la venta pública no hubiere quien 
ofreciere más, se les adjudicarán en estos términos, y el producto se aplica- 
rá al pago conforme á la graduación de los créditos, 

Art. 16. En sustancia el 603 actual 461 de 1.880 y 459 del 1.873. 

Art. 17. La cesión de bienes suspende el curso de cualquiera causa 
en que se proponga; pero si no fuere admitida, se continuará cuando la de- 
claratoria de inadmisión quede ejecutoriada. 
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Art. i8. Comprendido en uno atrás inserto * 

Art. 20. Es casi igual al del Código Civil que regía. 

Art. 21. I/OS créditos se prefieren entre sí por clases, según el orden 
siguiente : 

La la clase comprende: — 10 los derechos de entierro que tiene que haber 
la Iglesia ; 29 lo que uno tiene que haber por dinero prestado para costear 
^ el entierro ; 30 , Los gastos de la última enfermedad; 40 Los gastos de la 

confección del testamento, inventario y demás diligencias necesarias para de- 
mostrar y liquidar la herencia. 

Art. 22. La 2a clase comprende: 19 las rentas que tiene que haber 
el propietario de la heredad ó cosa arrendada ; 29 La ^dote ; 39 el Fisco ; 
49 Lo que se tiene que haber por dinero ó materiales dados para reedificar 
aiguna casa, otro edificiq ó barco, ó para reforzar á este de armas ú otras 
cosas necesarias ó para alimentar á los marineros, si «con efecto lo así prestado 
se empleó en este objeto. 

Art. 23. La 3a clase comprende á los acreedores que están apoyados en 
hipoteca coavencional ó legal que no tiene privilegio. 

Art. 24. La 4a clase comprende : i9 lo que procede de depósito hecho 
en el deudor de cosas que se consumen por el uso; 20 lo que tienen que ha- 
ber los abogados y demás curiales por razón de su oficio; 39 lo que proviene 
de gastos necesarios y útiles abonables por derecho, hechos por el acreedor 
en la cosa del deudor que ha tenido en su poder. . 

Art. 25. La 5a clase comprende: 19 los créditos que constan por escri- 
tura pública; 29 los que cotistan por documento privado escrito en papel 
I sellado correspondiente ; 39 los que se justifiquen por testigos ó por documen- 

f to en papel común. 

Derecho Españoi,. — Véanse las leyes citadas antes. 

Derecho Romano. — Ya citamos lo conducente. 

# 

Legitimidad de los crédilos. Es después que han concluido .por sentencia 
definitiva ejecutoriada las controversias entre los acreedores respecto de sus 
créditos, que queda establecida irrevocablemente la legitimidad de todos los 
acreedores admitidos. Hasta entonces los votos sobre la cesión de los que 
fueron tachados, son condicionales, según hemos visto, á reserva de ser ad- 
mitidos ó rechazados en definitiva; pero desde entonces las votaciones son 
eficaces y firmes, en todo lo que por ellas han de decidirse. Por 
eso faculta ya la ley á la mayoría, para pedir que sea sustituido el deposi- 
tario que el juez nombró, con persona de su confianza que ella designe; lo 
cual puede hacerse en el acto de graduación 6 en cualquiera- otra oportu- 
nidad, antes ó después de aquel. 

Graduación. Para la graduación el juez debe citar á los acreedores, por 
lo menos tres días antes, designando la hora de la reunión; y en esta se 
establecerán el orden en que hayan de hacerse los pagos, según la§ prefe- 
rencias que deban tener los créditos, conforme al Código Civil. Si no estu- 
vieren todos de acuerdo, hará el juez la graduación dentro de veinticuatro 
horas. De la resolución del juez se oirá libremente apelación á los que se 
consideren perjudicados. 

Según el Código Civil, las clases de los créditos se enumeran así; 

8 
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Primera clase, — privilegiados sobre todos los muebles del deudor, segáa 
el artículo 1839 (1847 Nov.) Código Civil. 

Segunda clase, — privilegiados sobre algunos bienes' muebles determinados, 
los comprendidos en el articulo 1840, (1848 Nov.), y según las reglas dadas allí 
y en el artículo 2841 (,1849 Nov.) 

Tercera clase— privilegiados sobre inmuebles— los indicados en los artículos 
1843 á 1845 (1851a 1853 Nov.) 

Cuarta clase — hipotecarios sobre los bienes hipotecados — según la ley de 
hipotecas. 

Quinta clase— los simplemente personales, sean escriturarios, 6 quirógrafa-^ 
rios o sin documentos, que se pagan sueldo á libra. 

Establecida definitivamente la graduación, puede» ser necesario, según los 
casos, mandar hacer la liquidación de todos los créditos, formando el co- 
rrespondiente cuadro para los pagos; operación que se encarga ordinariamen- 
te al Secretario del Tribunal. Para el trabajo ha de tener éste presente el 
acta de calificación, y la*graduación establecida, y para sus cálculos, las dis- 
posiciones del artículo 601.' 

Cesación de intereses. Desde el día de la presentación de la cesión de 
bienes, cesan los intereses, respectp de la masa, de todo crédito no garanti- 
zado con privilegio, prenda ó hipoteca. 

Intereses de sréditos privilegiados. Los intereses de los créditos privilegia- 
dos, solo se cobran sobre los bienes afectos al privilegio. 

Desmento á lo no vencido, A los créditos áe plazo no vencido, contra- 
tados sin interés, se ha de hacer un descuento á la rata legal, que es de' 
tres por ciento anual, por lo que falte del plazo, desde el día de introduci- 
da la cesión. . 

Arreglos 6 convenios. También después de establecida definitivamente la 
graduación, puede haber lugar á convenio^ ó arreglo entre los acreedores y 
el deudor. Tal acto es enteramente facultativo; por lo cual la ley no man- 
da al juez citar necesariamente para qtie tenga ó no lugar. Toca á los in- 
teresados pedir la reunión del concurso para ello, cuando hubiere* algún pro- 
yecto, ó motivo para esperar que llegue á celebrarse algún convenio. El 
artículo 1922 Código Civil (1930 Nov.), que se contraed este punto, dice así: 
«lyos acreedores pueden dejar al deudor la administración de sus bienes, y 
hacer con él los arreglos ó convenios que tuvieren por conveniente, siempre 
que en ello se conformaren las dos terceras partes de los acreedores con- 
currentes que reúnan las tres cuartas partes de créditos, ó las tres cuartas 
partes de acreedores concurrentes que reúnan los dos tercios de créditos.» 
El artículo siguiente, 1923 dice: «El acuerdo de los acreedores, hecho con 
arreglo al artículo anterior, es obligatorio para todos los interesados en la 
masa, siempre que hayan sido citados, según se prescribe en el Código de 
Proct dimiento Civil. Y el 1924 (1932 Nov.) dispone: — c(Los acreedores hipotecarios 
y privilegiados no quedan sujetos al convenio celebrado por los demás acree- 
dores, con tal. que se. abstengan de votar, aunque tomen parteen las delibe: 
raciones». 

Pedida, pues, la reunión del concurso para convenio, el juez debe acor- 
darla, señalando día y hora para ella, y mandando citar á los acreedores. 

El concurso puede hacer con el deudor el arreglo que crea conveniente, 
siempre que reúna el voto de dos lerceras partes de acreedores concurrentes, 
que representen tres cuartos de los créditos, ó viceversa; de modo que puede 
acordarle plazos, y aún quita de intereses y de parte del capital. , Ese arre- 
glo así hecho, es obligatorio para todos los interesados en la masa, y para 
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los hipotecarios y privilegiados que hayan dado su voto en la reunión^ favo- 
rable 6 adverso; pero no obliga á los mismos hipotecarios ó privilegiados, 
que se hayan abstenido de votar, aunque hayan asistido y tomado parte en 
la deliberación. 

Si no ha habido convenio, bien porque no se haya pedido convocatoria 
al efecto, bien porque, reunido el concurso, no se hubiere logrado aquél, el 
juez debe proceder á h^icer justipreciar los bienes, con arreglo á la ley, y 
luego, previa las formalidades establecidas para los remates, se sacan aquellos 
á subasta, para con su producto verificar los pagos según la graduación. 
No importa que la cesión haya ó no sido aceptada; por que si lo ha sido, 
usan de sus derechos los acreedores, pues para pagarse se les cedieron; y si no 
ha sido admitida, se obra como en ejecución por sus legitimos créditos, con- 
tra los bienes de su deudor. 

Acíos nulos. El artículo 602 declara nulos y sin efecto, respecto á los 
•acreedores del concurso, los actos siguientes cuando se han efectuado después 
de introducida la cesión ó en los veinte días precedentes á ella, á saber: 

Enajenación de muebles ó inmuebles á título gratuito. 

Los privilegios para créditos contraídos antes de aquel término, obteni- 
dos después dentro de él, por razón de hipoteca convencional u otra causa. 

Los pagos de plazo no vencido. 

Y los pagos de plazo vencido que no sean hechos en dinero ó en valo- 
res negociables. 

Las razones de esas disposiciones son obvias. No puede hacer regalos 
aquel que á los pocos días está en la necesidad de ceder sus bienes, y me- 
nos después de haberlos cedido. Primero está el deber que la generosidad. 

No es por otra parte, racional ni justo favorecer el deudor á algunos 
de sus acreedores, concediéndoles privilegios que no tenían; tales preferen- 
cias son indebidas y odiosas. 

Avanzar pagos de créditos no vencidos, cuando no se ' tienen fondos 
bastantes para pagar á todos en dinero, y ha de hacerse cesión de bienes, 
.es establecer preferencias injustas que la ley no puede consentir. 

Y en fin, pagar, nó en efectivo ni en valores negociables, aun créditos 
vencidos, es un proceder desordenado que puede redundar en pro de algunos 
acreedores y en daño de otros. La justicia demanda la igualdad para con 
todos los acreedores, cuyos derechos son igualmente respetables y atendibles, 
mientras la ley, y no la voluntad tardía del deudor, no reconozca algún 
motivo legítimo de prelación. 

Proceder contra los cutos nulos, ¿Cómo se hace valer el derecho de los 
acredores contra esos actos nulos? Si la persona contra quien ha de obrarse 
está en el concurso, como parte en él, los otros acreedores, por vía de re- 
convención, pueden demandarle la nulidad del acto. Si no fuere parte en 
el concurso, allí mismo pueden proponerle la demanda, que segiiirá su curso 
-ordinario, como acumulada á él. Tratándose de un punto cuyo efecto es 
impedir una preferencia indebida y favorecer á los otros acreedores, cualesquie- 
ra de los que tienen interés en ello, pueden ejercer la acción, aunque los 
demias no quieran tomar parte. Los que lo quisieron, pueden obrar juntos 
en un mismo libelo, y nombrar un representante común. Y si todos resol- 
vieren obrar, podrán reunirse, acordar la reclamación y nombrar por mayo- 
ría aquel representante. » 

Votación para nombramientos. Para ese nombramiento, para el de nuevo 
depositario, ó cualquiera otro que deba hacer el concurso, así como para to- 
da resolución que por la ley le corresponda ó le someta el juez, con ex- 
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depdón sólo de la relativa á convenio con el deudor, la mayoría requerida 
es sola la de personas gue reúnan mayoría de créditos. Caso de no obte- 
nerse mayoría, toca al juez resolver lo precedente. 

El resultado favorable que se obtuviere de las dichas reclamaciones, fa- 
vorecerá á la masa, pero de esta se sacarán también los gastos hechos; á 
menos que algunos acreedores renunciaren á su parte proporcional del benefi- 
cio, y a contribuir á los gastos, en cuyo caso estos como el beneficio, serán 
solo de cuenta y riesgo de los que afrontaren el pleito. 

£n fin, el artículo 604 del procedimiento dá al concursóla facultad de nombrar, 
por mayoría, representantes especiales para asuntos determinados, ó generales para 
todos aquellos en que tenga interés, cuando lo crea necesario; y el 1920 Có- 
digo Civil, (1928 Nov.) al cedente, el derecho de retirar la cesión, pagando 
previamente sus deudas, sin perjuicio de los derechos adquiridos por terceros 
por los remates hechos. Natural no parece que sean también de su cuen- 
ta los gastos gratis del concurso. 

Cesión exltajvdtcial. Dijimos al principio de este estudio que la cesión 
de bienes podía ser convencional, fuera de juicio. Nada dice la ley respecto 
de ella; por lo cual debe entenderse que queda sujeta á las regias generales 
de los contratos, y por tanto, que se necesita el convenio de todos los acree- 
dores, su unanimidad. Pero como no hay convocatoria, ni calificación, po- 
dría suceder que el deudor se olvidase de uno ó más de sus acreedores, 
6 que excluyese á alguno por no considerarlo tal, y aún que alguno se ne- 
gare, y sin embargo los otros acreedores tomasen los bienes, los realizasen pri- 
vadamente y se repartiesen entre sí el producto. ¿Cual sería en tal caso el 
derecho del acreedor olvidado, ó excluido, ó disidente? ¿Podría exijir á esos 
otros acreedores el pago de su crédito íntegro? El no puede mejorar su 
condición con perjuicio de los otros: pero, comprobado plenamente su crédito, 
como aquellos tendrían derecho de exigirlo, le asistiría acción para exijir 
las cuentas de la liquidación, objetar lo indebidamente perjudicial que se 
hubiere hecho, y reclamar la prorrata que justamente debía tocarle, sin per- 
juicio de su acción contra el deudor. Es esta la solución que encontramos 
racional y de justicia. 



SECCIÓN 2? 



Ooneurso neeee^ario 



Art. 605. Cuando se presenten dos 6 más acreedores de^ 
mandando el pago de sus créditos, porque su deudor esté deman- 
dado, 6 cuando se presenten más de dos porque haya muerto 6 
porque se haya fugado, se reunirán sin citar á ningún otro, y 
procederán á la calificación de siis créditos en la forma preve- 
nida en el artículo 595, continuándose la causa como en el 
juicio de cesión de bienes; pero en el decreto de declaratoria de 
concurso no se declarará embargo sino de bienes suficientes á 
cubrir los créditos que consten de un modo auténtico, sin p^jni- 
cio de extenderlo después si hubiere lugar á ello. 
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Art. 606. La muerte 6 fuga del deudor deberán acreditarse 
en sus casos para promover el concurso. 

Art. 607. Si después de la reunión de los acreedores se 
presentare algún nuevo acreedor, será admitido al concurso, pero sólo 
con derecho á participar de los fondos que no estuvieren distri- 
buidos, si la naturaleza de su crééito no le diere otros derechos. 

Art. 6p8. Siempre que aparezca un nuevo acreedor se prac- 
ticará lo prevenido para la calificación de los créditos en concurso, 
y se declarará por el Juez el lugar que deba ocupar en la gra- 
duación, si estuviere hecha. 

Art. 609. Los acreedores que ocurrieren primero tienen de- 
recho para exigir que continúe el juicio que promovieron y que 
se lleve á efecto lo que se sentenciare, dando fianza para res- 
ponder al acreedor últimamente presentado de lo que se declare 
á su favor en las cantidades 6 bienes que reciban, en cuyo caso 
,se seguirá por separado el juicio á que diere lugar el reclamo de 
dicho acreedor. 

Art. 610. En esta especie de concurso será juez competente 
el de primera instancia que conoce de la demanda anterior que 
da origen á la presentación de los acreedores, si fuere el del 
domicilio del deudor; y en los casos de muerte ó fuga, el de la ju- 
risdicción en que estaba domiciliado el deudor. Si este no tenía 
domicilio conocido, el de la jurisdicción en que se hallaren la 
mayor parte de los bienes. 

ESTUDIO 152 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los seis artículos copiados son el 463 á 468 del Có- 
digo de 1880 y 461 á 466 del de 1873. 

Ley 7a tiU 70 C6d. de 1838. 

Art. 10 El mismo artículo 605 actual, sin la 'parte final de este, que es 
agregación importante. 

Art. 20 El 606. 

Art. 39 El 607, sin la parte final, pcfo solo con derecho etc, 

Art. 40 El 608. 

Art. 59 El 609. 

Art 60 El 610. 

Dbrbcho Españoi^.— Véanse las citas hechas en la Cesión de bienes. 

Dbrkcho Romano.— Nos referimos á lo dicho sobre Cesión de bienes. 
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Calificativo del concupso. Los calificativos de voluntario y necesario» 'dados 
al concurso de acreedores, son relativos al deudor; de suerte que se aplica el 
primero á la cesión de bienes porque la hace el deudor de propia voluntad, 
y el segundo á la ocurrencia de acreedores» porque se hace por la gestión 
de estos, sin, y acaso contra la voluntad del deudor. Por la correlación ju- 
rídica, si se atiende á los acreedores la cesión es para ellos concurso nece- 
sario, porque tienen por necesidad que. asistir á él, como juicio universal 
que es, y la ocurrencia á la formación del otro concurso, voluntario, porque 
ellos son quienes la promueven de su grado. 

Cuando ha lugar al concurso. Tiene lugar el concurso necesario en dos 
casos á saber: — cuando se presentan dos ó más acreedores demandando el 
pago de sus créditos por que su deudor esté demandado y cuando se presen- 
tan más de dos porque haya muerto ó se haya fugado. Se necesita, pues, 
la existencia de tres demandas de cobro de créditos, por lo menos» para la 
formación del concurso, en uno y otro caso. ¿Por qué no bastan dos de- 
mandas, á juicio del legislador? Porque entonces no habría propiamente sino 
una demanda particular y una de tercería concurrente, ó coadyuvante ó ex- 
cluyente, que se sustancian sin todas las dilaciones de un concurso, por 
los trámites de la ley sobre tercería, que estudiamos oportunamente. 

No necesitó decir la ley, porq«e es sabido que el oficio del juez en lo civil es 
mercenario, que los dos ó más acreedores que pretenden la formación del 
concurso, deben comenzar pidiendo al juez la declaratoria de aquél. Pero 
bien claro dice en el artículo siguiente que al promover el concurso deben 
acreditarse la muerte ó fuga del deudor, en sus casos. Al juez toca, de 
consiguiente, providenciar declarando formado el concurso, si lo encuentra 
procedente, ó negándolo, en caso contrario. Si no hay el número de deman- 
das exijido, ó si alguna ó algunas no son por cobro de créditos, sino por 
otras causas, reivindicación de una cosa mueble ó inmueble, goce de un de- 
recho de servidumbre, nulidad ó rescisión de un contrato etc., el concurso 
no puede ser. declarado. Rs un juicio particular d^ acreedores, nó juicio 
universal, compuesto de ,tres ó más demandas particulares, que si los acree- 
dores quieren, pueden muy bien seguir enteramente separadas, como se siguen 
las reivindicatorías etc., pero que el legislador permite á los acreedores jun- 
tar por motivos especiales. 

Interés que jtisiifica el concufso. ¿Cuales son esos motivos? Cada acreedor 
tiene interés en los bienes de su deudor, porque son la prenda común de 
todos, y aún puede tenerlo mayor aún, si es hipotecario ó prendario, 
en las cosas que le sirven de garantía. Por lo mismo le importa que sojo 
el que sea legítimo acreedor pueda pagarse de aquellos bienes, y sin perju- 
dicar los derechos preferentes ó iguales de otros, Y puede suceder que un 
falso acreedor, de acuerdo* con el deudor, entable contra éste un juicio, as- 
pirando á hacerse un título de la .sentencia qt'e se libre, y hasta llevar á 
cabo remate d»; bienes, óá lo menos constituir una hipoteca judicial en su 
favor, todo en perjilício de los acreedores legítimos. Y puede también suce- 
der que un acreedor verdadero, pero que no goce de ninguna preferencia, 
quiera tomar la delantera, y demandar y embargar bienes y rematarlos para 
su pago. Y puede, en fin, suceder que seguidas por separado las tres 6 
más demandas de cobro, se libren por los jueces que de ellas conozcan, 
embargo de unos mismos bienes ó ejecutorias cuyo cumplimiento venga á hacer- 
se sobre idénticos bienes; poniendo así en choque á los distintos acreedores 
y en conflicto á los diferentes jueces parala ejecución de sus providencias. 
Como medio de evitar todas las dificultades indicadas, de impedir los acree- 
dores legítimos que otros se aprovechen indebidamente de bienes del deudor, 
de traer á calificación los créditos de esos otros, de contrarestar maniobrad 
incorrectas, y en fin de regularizar y ordenar el medio de pagarse comct 
sea legal, dá el legislador á los acreedores la facultad de promover el concur-^ 
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so sobre una 6 más demandas ya existentes. No es un deber la formación del 
concurso, no es una necesidad q^e se impone á los acreedores: es un derecho 
que se les concede, que pueden usar 6 no, según su conveniencia. Es verdad 
que en los casos de muerte ó fuga, si los bienes quedan abandonados, provee 
la ley á su aseguramiento por el procedimiento de la herencia yacente, y por 
las disposiciones sobre embargo, arraigo, y afianzamiento; pero es frecuente en 
la legislación que se dejen á un interesado medios distintos de defender sus 
derechos, por acciones ó gestiones diferentes, sin que en ello haya dificultad. 
¿No podrá ser más conveniente, por expeditivo y menos dispendioso, en muchos 
casos, á tres ó más acreedores que tienen títulos auténticos, formar un con- 
curso contra la herencia del que acaba de morir ó contra los bienes d^l que se 
ha fugado, y asegurar sus créditos con el embargo de una finca, que entrar en 
las dilatadas y costosas diligencias de una herencia yacente, ó en una deman- 
da ordinaria separada, que necesita citación, y por lo mismo que nos referi- 
mos á muerte ó fuga, ha de tropezarse con la dificultad de no encontrar á 
la mano al representante á quien deba emplazarse? Evidentemente: y hé ahí 
de bulto la previsión acertada de la ley, al poner en manos de los acreedo- 
res legítimos, él remedio de la promoción de concurso. 

Demandas separadas. Bien se alcanza á comprender que en ocasiones lo 
mejor para los acreedores pueda ser seguir sus demandas con entera separación, 
porque haya muchos bienes del deudor con que pagarse, por que se obre en 
lugares distintos, y porque no exista ningún motivo especial que aconseja el 
concurso. A un deudor que tenga fincas en Caracas, rebaños en los llanos, 
propiedades en Carabobo, y acreedores en cada uno de esos puntos, podían bien 
estos cobrarle en juicios separados, sin necesidad de concurso. Dueños son los 
acreedores de hacerlo así, porque nada se lo impide. 

Fijación para la calificación. En el decreto en que el juez acuerde la for- 
mación del concurso, ha de fijar día y hora para la primera reunión, en que 
deben calificarse los créditos, de la misma manera establecida en el juicio de 
cesión de bienes. Y como allí se dice que en el acto de calificación debe s^r 
oído el deudor, y en la ley que estudiamos nó se ordena que no se le oiga, 
ni se prohibe que se le cite, sino manda que se reúnan los acreedores sin ci- 
tar á ningún otro acreedor, claro es que al deudor debe citársele para el 
dicho acto. Si alguna vez en la práctica se ha procedido sin esa formalidad, 
ello no arguye contra la ley, sino contra los abusos. En el mismo decreto de- 
claratorio del concurso, debe el juez acordar el embargo de bienes del deudor, 
pero solo en cantidad suficiente para cubrir los créditos que consten auténti- 
camente. No calificados aún los créditos, no cree el legislador que deba pro- 
veerse al aseguramiento del pago, sino de los que estén comprobados de modo 
auténtico; pero deja la facultad de extender el embargo, siempre á lobas/tante 

Lno más, cuando los otros créditos estén calificados de legítimos ó compro- 
dos de aquella manera. 

Oposición del deudo?. El deudor puede hacer oposición á la declaratoria 
del concurso, bien porque no haya el número de demandas exijidas por la 
ley, bien porque no sean de cobro, bien porque algunos créditos no estén 
vencidos, bien porque no sean ciertos ó estén pagados, ó por cualquier otra 
causa que desvirtúe ó excluya el derecho de cobrar. El juez oye la oposición, 
y providencia lo que sea procedente, según el caso, no admitiendo apelación 
sino en un efecto, si sostiene el concurso, y oyéndola libremente, en caso 
contrario. Solo cuando aparezca claro que el concurso está mal forniado, pue- 
de el juez revocarlo, pues las objeciones que se hagan á los créditos, de- 
ben reservarse para el acto de calificación, en el cual las reproducirá el 
deudor, y serán materia del juicio de tachas. 

Calificación 61 como en la cesión. La calificación, la conciliación de tachas, 
el jiíicio sobre estas, la graduación, justiprecio de bienes, remate, distribu- 
ción de fondos, se hacen de la misma manera y en las oportunidades que 
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determina la ley de cesión de bienes, cuyas disposiciones deben observarse 
en el concurso necesario, en todo cuanto s^n aplicables. 

Ntieva incofporación. Si se incorporase al concurso algún- nuevo acreedor, 
después del acto de calificación de créditos, se le admitirá, y se someterá 
el suyo á calificación por todos los demás. Si no hubiere tenido lugar, la 
graduación, se le comprenderá en esta,' pero si estuviere hecha, el juez se- 
ñalará el lugar que en ella deba ocupar el nuevo acreedor. Si se hubieren 
efectuado ya repartos de fondos, no tendrá derecho el incorporado á parti- 
cipar sino de los no distribuidos y de los que se distribuyan después, á 
menos que la naturaleza de su crédito le diere preferencia, en cuyo caso 
debe atenderse á ésta, aún devolviendo los otros acreedores el todo ó parte 
de lo que hubieren recibido de los bienes con que aquel debiera cubrirse, 
pero no d^ lo que provenga de otros bienes no afectos á su privilegio. 

Como pudiera suceder que el nuevo acreedor viniese al concurso estando 
este muy adelantado, ó que su crédito ó sus pretensiones de privilegio, fueran 
materia de largo litigio, ó que viniesen ó pudiesen venir otros después, y 
sufriesen perjuicio los acreedores que ocurrieron primero, al deber esperar que 
concluyeren esas controversias, la ley les dá á aquellos el derecho de exijir 
que continúe el concurso que promovieron y se les pague del producto del 
remate, dando fianza para responder al acreedor nuevamente presentado, de 
lo que se declare á su favor en las cantidades que ellos reciban. En tal 
caso^ el juicio á que diere lugar la reclamación del nuevo acreedor se se- 
guirá por separado. 

Derecho de los que oairrieron primero. Si alguno de los acreedores que 
ocurrieron primero no pudiere ó no quisiere dar la fianza, el juicio de con- 
curso sigue, pero aquel acreedor no podrá percibir sus dividendos y tendrá 
que esperar á que termine la reclamación del nuevo incorporado*, los que pres- 
taron la fianza claro es que podrán percibir los que les toquen. 

Si según el caso, bastare para asegurar al acreedor nuevamente incorporado, 
apartar la porción de fondos que conforme á sus pretensiones pudieran tocar- 
le, ese apartado, más eficaz que la fianza, sustituirá á esta, y permitirá dis- 
tribuirse el resto de los fondos entre los demás. 

Calificación es de iodo crédito. Han dudado algunos, sí en los concursos 
están excluidos de calificación como innecesaria, los créditos que vengan 
apoyados en una sentencia, en un acto de convenio de demanda, 6 
en una conciliacción ó transación, que tienen fuerza ejecutiva. Evidente es 
que no están excluidos de calificación tales créditos, porque esa fuerza 
ejecutiva obra solo con el deudor, y no contra terceros, como son los otros 
acreedores; porque esos actos pueden provenir de conciertos entre el deudor y el 
supuesto acreedor en perjuicio de los legítimos acreedores; porque esos actos 
pueden tener vicios que los hagan ineficaces para estos últimos; y porque la 
ley no permite poner tales restricciones á los acreedores llamados á calificar 
los créditos, que usan de su pleno derecho aceptándolos ó tachándolos, y su- 
frirán las consecuencias legales de su proceder. 

Explicación sobre el Juez competente. Dice el artículo 6io «En esta especie 
de concurso será juez competente el de primera instancia que conoce de la 
demanda anterior que dá origen á la presentación de los acreedores, si fuere 
el del domicilio del deudor». Defectuosa es la redacción, por oscura, aten- 
diendo á que en nuestra organización judicial hay jueces que llevan el 
nombre de jueces de primera instancia, y que no son llamados á conocer 
siempre de toda demanda de pago de cantidad, sino de cierta cuantía en 
adelante. Debe entenderse que el legislador quiso decir, que es juez com- 
petente el que está conociendo en primera instancia de la primera deman- 
da, llámese de primera instancia, de distrito ó de parroquia, Pero no ha- 
biendo motivo para creer que el legislador haya querido separarse aquí de 
las reglas generales de la jurisdicción y de la competencia, debemos adver- 
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tir que si la cuantía de los créditos concurrentes á formar el concurso, exce- 
den respectivamente xie la atribuida al juez de parroquia, si es este el que 
está conociendo, 6 del de distrito, si fuere este, ha de pasar el asunto al su- 
perior que tenga la jurisdicción por dicha cuantía; de la misma manera que 
se atiende á esta en el concurso de cesión de bienes. Con créditos que no 
excedan de cuatrocientos bolívares podrá formarse concurso ante el juez de pa- 
rroquia, con créditos que excediendo de aquella suma no lleguen á cuatro mil 
bolívares, ante el juez de distrito; y con los que pasen de esta cantidad 
ante el de primera instancia. 

Casos de muerte 6 fuga^ En los casos de muerte ó fuga toca conocer al 
del domicilio del deudor, lo cual es conforme con las reglas de la compe- 
tencia. Y si no tuviere domicilio conocido, conocerá el de la jurisdicción en 
que estuviere la mayor paite de los bienes, lo cual es también conforme 
con los principios. 

Ammulaciones. Piensa nuestro comentador Sanojo, y así lo enseña, que 
cuando se haya formado el concurso deben acumularse los demás juicios que 
se sigan con el deudor, bien se hayan iniciado antes, bien después de la for- 
mación del concurso, aún contra la voluntad de los demandantes en aquellos 
juicios separados. No tenemos esa opinión. Sobre una demanda de cobro 
existente pueden venir á formar el concurso dos ó más demandantes que 
quieran provocarlo. Las demás incorporaciones son voluntarias; y solo 
los que teniendo ya propuesta sus demandas por separado, quieran venir á 
incorporarse, podrán pedir que se acumulen ellas. Al que quiera s|guir su 
juicio separado no se íe puede obligar á venir contra su voluntad! al con- 
curso, solo por que este se ha formado. Únicamente en el caso de que exis- 
ta alguna de las causales que la ley establece para acordar la acumulación, 
como si la sentencia en. una causa puede producir cosa juzgada en la otra, 
6 para que no se rompa la continencia de la causa, podrá el juez acordar 
tal acumulación contra la voluntad del demandante. Por ejemplo,! cuando en 
el concurso y en la demanda separada de cuya acumulación' se trate, se 
persiga para el cobro una misma finca, ó cuando uno de los créditos de- 
mandados en el concurso sea parte del que se demanda en el juicio separa- 
do, 6 cuando los cobros provengan de la misma causa, ú otros casos semejantes. 
Y entonces, no procede la acumulación porque se haya formado concurso, 
sino por concurrir una de las causas legales que la autorizan en cualquier 
juicio ordinario. 

Repfesefíianies pafa el concurso. Finalmente, en este concurso como en el 
de cesión de bienes, es natural que los acreedores tengan el derecho de nom- 
brar representantes generales ó especiales, y resolver cualesquiera puntos de 
administración ó que les someta el tribunal. Tales nombramientos y resolu- 
ciones deben ser por mayoría de personas y de créditos y, decidiendo el juez 
lo que «ea procedente, si no se reúne aquella. 



TITULO VJII 



DESLINDE DE TIERRAS 



Art. 6ii. El deslinde judicial deberá pedirse ante el Juez 
de distrito ó departamento, en cuya jurisdicción se encuentren 
los terrenos que quieran deslindarse. 



'Digitized by 



Google 



— 122 — 

Art. 612. Para pedir el deslinde se presentará el título de 
propiedad de las tierras, que determine su extensión y límites, 
ó la justificación suficiente que lo supla. 

Art. 613.* En la misma audiencia en que se presente la 
solicitud se mandará citar á todos los colindantes y se señala- 
rá día para la operación. 

Art. 614. Para este señalamiento se tendrá presente que no 
deberá practicarse el deslinde antes de ocho días después de ha- 
berse hecho la última citación. 

Art. 615. El Juez concurrirá en persona al deslinde, y de- 
signará los lugares en que deban situarse los mojones que divi- 
dan las tierras. Si hubiere necesidad de prácticos, los nombrará 
él mismo. Pero si en dicho acto alguno de los demandados 
opusiere alguna excepción dilatoria ú otra que requiera previo 
pronunciamiento, se. suspenderá el procedimiento, haciéndose cons- 
tar lo ocurrido y remitiéndose los autos al respectivo Juez de 
I? Instancia para que instancie y decida la cuestión. 

S^ en virtud de ia decisión del juez de primera instancia 
debiere procederse al deslinde, remitirá aquél inmediatamente los 
autos al tribunal respectivo para la operación. 

ESTUDIO IS3 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — L/OS artículos insertos ^n los 469 á 473 del Código de 
1880, y 467 á 471 del de 1873. L^^y 4-^ ^^^- 7 C^^- ^^ ^838. 

Art. 19 El 611, con la deferencia de ser el juez llamado á conocer en- 
tonces el alcalde parroquial. 

Art. 20 El 612. 

Art. 30 El 613. 

Art. 40 El 614. 

Art. 50 El 615 hasta las palabras los nombrará el mismo: lo demás de és- 
te es posterior. 

Derecho Españoi.. — Ley jo tit 75 Part, óa Otrosí decimos que levantán- 
dose desacuerdo entre los herederos ó entre los otros con quien oviessen sus 
heredades vecinas, sobre los mojones ó los términos de algún campo, ó de 
otra heredad de la herencia, de manera que se non puedan avenir á partirlo; 
entonce, para toller tal desacuerdo, deve el juez yr á aquel campo ó aquella 
heredad, e ver que es aquello sobre que se desacuerdan. E si fallare y mo- 
jones antiguos, porque lo pueda determinar, deve y fazer aquello que enten- 
diere que será más aguisado, porque cada uno aya su derecho: e si los mo- 
jones 6 los términos, fueren entremezclados, de guisa quel mojón ó el térmi- 
no de la heredad del uno entre en la del otro, si par aquella entrada puede 
nascer contienda entre ellos, entonce deve mandar mudar los mojones, e ponerlos 
de manera, que aquella contienda pueda ser tollida. E deve condenar á aquel 
á quien acresciere en la su heredad por razón del mudamiento de los mojones, 
que dé al otrp tanto maravedís, quantos entendiere que vale la tierra que le 
toma por enderezar los mojones.» 
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Derecho Romano.— Libro X. Tit. 19 Finiunj regundorum. Poth. 

Actio ñnium regundorum, est actio quae inter dúos aut plures qui confines 
fundos habent, competit, ut fines regantur. 

I Hsec actio proficisdtur ex Lege XII Tabularum: sic . . . 

II Actio finium fegundonim in personara et, licet pro-vindicatione rei est. 

IV Hocjudício locum habet in confinio pr£ediorum rusticorum: urbano- 
rum, displicuit . . . • 

Dicen estos textos: La acción de deslinde tiene lugar entre dos 6 más 
personas que tienen fundos limítrofes, para deslindarlos. 

I Viene de la Ley de. las XII Tablas ... 

II Es personal, aunque tenga por objeto la reivindicación de una cosa. 
IV Tiene lugar para deslindar fundos rurales, pero no urbanos . . 

Definición. Deslinde es la fijación ó aclaración convencional ó judicial de 
los límites entre dos ó más propiedades. «Todo propietario puede obligar á 
su vecino al deslinde de las propiedades contiguas; y, según el uso de los lu- 
gares y la clase de propiedad, á construir á expensas comunes las obras 
que las separen», dice el artículo 461 de nuestro Código Civil (467 
Nov.) 

Qué comprende. Este artículo es general, y comprende así las propieda- 
des urbanas no separadas por las construcciones, como las rústicas, lo mismo 
que las cercas en aquéllas, y el amojonamiento en éstas. 

A quiénes se da. Ese derecho dado al propietario poseedor corresponde tam- 
bién al copropietario ó comunero, aunque los demás copropietarios ó condue- 
ños no intervengan en el juicio. 

Y corresponde asimismo la acción al usufructuario, al usuario, y al en- 
fitéuta, que poseen, pero no al arrendatario ó colono, que no tienen derecho 
sobre la cosa misma, ni son poseedores verdaderos. 

Contra quiénes. Como consecuencia jurídica de lo dicho, la acción debe 
ser intentada contra los que tengan derecho de propiedad en la finca ó fin- 
cas contiguas, y no contra el arrendatario ó colono, administrador, mayoral, 
etc. Convendrá sí, cuando la propiedad contigua sea comunera, dirijir la 
acción contra todos los condueños, y cuando está separada la nuda propiedad, 
del dominio útil, ó sujeta á usufructo ó uso, demandar á uno y otro, para evitar 
dificultades ulteriores con el que no interviniese. 

Confinación es Jiecesaria. Para que proceda la acción de deslinde es con- 
dición la contigüidad de las propiedades. Lo dice el artículo arriba copia- 
do, y lo dice la simple razón, pues no podría pretenderse señalar límite co- 
mún entre dos propiedades ó posesiones no contiguas. No es obstáculo, ni 
puede alegarse como tal, la existencia entre los dos fundos de un sendero 
privado, de un arrollo, ó de una quebrada seca cuyo lecho hs^ga parte de 
los fundos que orillan|ó atraviesan, según Deniolombe, Aubry et Rau, Pardessus 
y otros. Pero no hay contigüidad, en que pueda fundarse la acción, cuando 
los dos fundos están separados por un río, (navegable ó flotable), una calle 
6 un camino público. Así lo enseñan los mismos Demolombe y P<^rdessus^ 
Zcuharia y otros. 

Opiniones. «Si para deslindar exactamente dos propiedades contiguas es 
necesario extender las operaciones á otras propiedades vecinas, el demandante 



Digitized by 



Google 



— 124 — 

puede incluir en la demanda á los tras-vecinos {qfrie>e-'VOisins)ít, dicen Ros- 
seati y Laisney, citando á Demolombe^ Aubry et Rau, Biignet y Millet y una 
decisión de casación. Tal se comprende en el caso en que para el deslinde 
hubiere necesidad de determinar la cabida de varios fundos que hubieren si- 
do partes de uno general. 

Es de ofden público. Esta acción, que es la que llamaron, los romanos 
finíum f€gu7idoftim, es de orden público, y no puede ser renunciada, como lo 
traen Demolo^nbe y Bngnei, citados por Rouseaii y Laisney, 

En qué sentido es imp>escriptible. «I^a acción de deslinde, dicen ' A ub^y et 
Rau es imprescriptible, en el sentido de que, sea cual fuere el lapso de tiem- 
po durante el cual dos fundos contiguos hayan permanecido sin ser deslin- 
. dados, puede ser demandado el deslinde. Solamente el vecino que hubiere 
poseído durante treinta años una extensión de terreno cierto y delimitado por 
medio de señales aparentes é invariables, podría, aunque la cabida de ese 
terreno fuese superior á la que le atribuyen sus títulos, oponerse á toda opera- 
ción previa de mensura y demandar que los mojones fuesen plantados sobre 
la línea indicada por aquellas señales ó signos. Pero las partes contra las 
cuales tal operación de mensura es provocada no tienen razón para fresistir á 
ella, prevaliéndose de una simple \>osesión anual ; y esto aún en el caso de 
que esta posesión reuniese los caracteres que acaban de indicarse.» «Por lo de- 
más, y salvo el efecto de la prescripción treintenaria en lo que concierne á 
la operación de mensura, la existencia de un muro ó de bualquieía otra 
cerca, aún fija é invariable, no podría ser opuesta como excepción de iuad- 
misibilidad de una demanda de deslinde. Y es así también cuando existan 
signos de delimitación que no sean reconocidos como tales por los usos lo- 
cales.» 

Puede ser amigable 6 judicial. El deslinde es amigable ó judicial. 

El amigable no está sometido á ninguna forma particular: constituye 
una convención que puede hacerse por documento auténtico ó privado. Pue- 
de ser definitivo, ó solo provisional ó por determinado tiempo. Y lle- 
varlo á cabo las partes por sí ó por medio de otro á quien encarguen, y 
cuyo trabajo deben aprobar aquéllas. En todo caso el lindero debe fijarse 
con toda claridad, determinando con exactitud los lugares donde se han^ 
puesto ó deban ponerse los mojones. 

El judicial. El deslinde judicial debe promoverse ante el juez del Dis- 
trito, departamento ó cantón á que pertenezca la parroquia donde estén ubi- 
cados la finca ó terrenos que se trate de deslindar. Si los terrenos estuvieren 
situados parte en un distrito ó departamento y parte en otro, cuál será el 
Juez llamado al deslinde? Sanojo, siguiendo á Caravanics, cree que la opera- 
ción debe dividirse, y que el juez de cada distrito ó departamento debe en- 
tenderse en el deslinde de la parte de la finca que pertenezca á su territo- 
rio, por la razón de que aquella operación exije la presencia del juez en el 
lugar, y no puede ejercer jurisdicción fuera de su respectivo territorio. Opina 
Reus que «cuando el deslinde es consecuencia de un pleito en el cual se dis- 
cute la extensión de la finca ó conviene á lo menos conocer ésta, pero so- 
lamente por uno de sus linderos, debiera ser competente el del distrito donde se 
encuentra el linde que es motivo del litigio. Si la medición de la finca 
debe ser general, y la propiedad se encuentra enclavada en varias jurisdic- 
ciones, corresponderá al demandaloelegir el juez que más le convenga.» Quizás 
sea este error de imprenta, y escribiera e\ ei\xtov demanda nle, en vez de deman-^ 
dado. Rouseau et. Laisney, citando á Chauveau sur Carré, dicen que «cuando 
se trata de deslindar» heredades situadas en varios distritos (arrondissemenis)^ 
se admite generalmente que el tribunal competente para conocer de la ac- 
ción es el del asiento de la explotación, si las heredades forman parte de 
una misma explotación, ó si son absolutamente distintas, será el de donde se 
encuentre la parte de bienes que dé mayor renta». Nosotros creemos que la 
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cuestión debe resolverse aquí, por la disposición del artículo 90 del Código de 
procedimiento, que estudiamos en su lugar, cuyas palabras es oportuno recor- 
dar. «Cuando el inmueble esté situado en territorio correspondiente á dos 
jurisdicciones, la demanda se podrá proponer ante la autoridad de cualquie- 
ra de ellas, á elección del demandante. Habla ahí la ley de la acción real. 
Y real es la acción de deslinde, á juicio de los expositores. Caravanfes m\^- 
mo, al emitir su juicio, que sigue Sanojo agrega. «Sin embargo, como en tal 
caso (de división del deslinde entre los jueces) habrá que formar dos expe- 
dientes y que dividirse la continencia del negocio, opinan algunos intérpre- 
tes que debería declararse la competencia á favor del juez del término en 
que se halla enclavada la finca que motiva principalmente el deslinde, ó en 
igualdad de circunstancias, del que eligiera el que solicitó el deslinde.» 'No 
solo se dividiría la continencia, sino que cuando se tratase del deslinde por 
todos los vientos, podría suceder que la línea fijada en la operación de uno 
de los jueces no llegase á tocarse con la fijada por el otro juez, y no queda- 
se cerrado el perímetro de la finca que se deslinda. No es inqooveniente el 
expresado por Saiiojo, de no poder un juez ejercer Jurisdicción en territorio 
de otro; porque ese principio general sufre aquellas excepciones que por ne- 
cesidad entablece la misma ley, como en el caso de las acciones reales cuan- 
do la cosa raiz está enclavada en varias jurisdicdiones. ¿No puede el juez 
de la causa practicar una inspección ocular por su propia vista, aún en la 
parte correspondiente á la jurisdicción del otro juez? La dificultad material 
de entrar en territorio extraño se allana, y asi lo hemos visto practicar, 
participando oficial y previamente á las autoridades políticas y judiciales de 
ese otro territorio, la necesidad de trasladarse el jue¿' á la localidad de que 
se trate, para verificar allí la operación material del deslinde. Las autorida- 
des de un mismo país no pueden estorbar la acción de Ja justicia, cuando 
no se menoscaban sus atribuciones, sino que se obra en virtud de una fa- 
cultad legal, por una necesidad prevista por el legislador. 

bistauración de la acción. La acción de deslinde debe proponerse por es- 
crito en un libelo formal, que llene todos los requisitos exigido? para la 
demanda, como expresión del nombre, apellido y domicilio del demandante 
y de los demandados, objeto de la demanda, con expresión del fundo poseído 
que se quiera deslindar y fundamentos en que se apoya; presentando el título de 
propiedad de las tierras que determine su extensión y límites ó la justifi- 
ción que lo supla. Como la causa determinante del deslinde es varia, es 
necesario exponer en el libelo con toda la claridad lo que se exije, los lin- 
des que se sostienen, las operaciones que el caso requiere, y todas las cir- 
cunstancias indispensables del asunto, para que los demandados, los colindan- 
tes queden instruidos y los jueces penetrados de lo que se desea. Hay fin- 
cas qne vienen de muchos años atrás enteramente separadas 6 independientes, 
en las cuales se han hecho deslindes perdidos ú olvidados, ó no se ha ve- 
rificado ninguna operación de esa clase. Hay otras que fueron antes porcio- 
nes de otra general, de que se desmembraron, por. enajenaciones de paríes alí- 
cuotas, como un tercio, un quinto, un octavo, dando linderos aproximados ó 
provisionales, ó bien por enajenación de trozos separados con linderos definiti- 
tivos. Otras, desmembraciones también de un cuerpo mayor, pero con cabi- 
das determinadas, como tantas fanegadas castellanas ó colombianas, que han 
de señalarse entre tales linderos. Y otras en fin, que son porciones de la di- 
visión de un todo de extensión determinada y conocida, cien fanegadas por 
ejemplo — vendidas ó adjudicadas también con señalamiento de cabida — diez á uno, 
treinta á otro, cuarenta á otro y veinte áotro. Y en esas, que llamaremos clases, 
hay variedades numerosas. Por eso es indispensable que el demandante exprese 
todas las circunstancias necesarias para que esté presentado el caso con toda clari- 
dad, y se sepa si se requiere ó nó alguna operación de medición para poder des- 
lindar, y caso de requerirse, cómo hayan de distribuirse las sobras ó las faltas, se- 
gún la pretensión del demandante. 

Citación, En la misma -audiencia en que se presenta el libelo, debe el juez 
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mandar citará los demandados para que concurran á la operación, ala hora y 
en al día que señale, que no podrá ser antes del octavo después de hecha la 
última citación, fuera del término de distancia, que deberá fijar, si fuere del 
caso/ 

Las citaciones se harán como en todos los juicios. 

Prácticos. Según el caso, el juez juzgará si hay necesidad de prácticos y 
las condiciones, para nombrarlos, ya agrimensores ó ingenieros, si se requie- 
ren operaciones de su protesión, ya agricultores conocedores de la localidad; y 
hará los nombramientos, y citará y tomará juramento de desempeñar fielmente 
su encargo, á los nomh-'ados, haciéndoles saber el lugar, día y hora de la asis- 
tencia. El promoviente debe proveer al tribunal y á los prácticos, si necesario 
fuere, de caballerías ú otros medios de trasporte. 

Asistencia de Tnhunal. El día y á la hora designados debe encontrarse el 
tribunal en el lugar, á que han de coicurrír también las partea y los prácti- 
cos. Si alguno de los ^demandados tuviere que oponer alguna excepción dila- 
toria ó cualquiera otra que requiera previo pronunciamiento, deberá hacerlo al 
comenzar el acto. En tal caso, el juez suspenderá el procad i miento, haciendo 
constar lo ocurrido con expresión de lo expuesto por el oponente, y remitirá 
el exp^iente al Juez de la Instancia de la jurisdicción á que corresponda el 
Juez del deslinde, que es á quien toca sustanciar y decidir la cuestión. 

Excepcioms dilatorias y otras pfevias que se opongan. Ninguna dificultad 
puede encontrarse respecto de las excepciones dilatorias que se opongan. Cual- 
quiera de las reconocidas como tales en la ley de la materia, que estudiamos en 
su lugar, se admitirá, no pudiéndose coartar á la parte el derecho de oponerla. 

En cuanto á las otras que requieran previo pronunciamiento, la cuestión es 
delicada, pero debe resolvers:?. La misma ley dá después, como lo veremos, á los 
demandados, cuando se procede á practicar el deslinde, el derecho de oponerse 
á los linderos que se designen, en lo que á cada cual concierna. ¿Cómo distinguire- 
mos las excepciones incluidas en la frase de la ley, ^^í^ requieran previo pronun- 
ciamiento] áe tSdiS otras \con que se opone la parte á la designación de algún 
lindero? Comprenden las primeras todas aquellas que requieren decisión des- 
de antes dé comenzar la operación de deslinde, y que aún pueden impedirla, 
v. g. — que el terreno de un citado no colinda con el del promovente; que éste nada 
posee' en aquella localidad, sino que se cree con derecho á una porción etc. 

Oportunidad de las excepciones. ¿Cuál es la oportunidad, el momento, de 
oponer las excepciones dilatorias ó que requieran previo pronunciamiento, se- 
gún el artículo 615 (624 Nov.)? A nuestro juicio, es al empezarse el acto por el 
Juez- del deslinde; y han de proponerse juntas unas y otras. Es regla que no 
debe olvidarse, que no pu.-de entrarse en la contestación al fondo, (en el caso) 
la fijación de la línea divi lente, sino después de opuestas y resueltas aquellas 
otras excepciones. Y por eso los Jueces que conocen su deber, antes de comen- 
zar, preguntan á las partts demandadas, cuando son varias, si alguna tiene que 
oponer alguna de las dos excepciones dichas (dilatorias ó de previo pronunciamiento); 
y sólo cuando todos han co itestado negativamente, se pasa al fondo. Es ese un 
deber que no olvidan nunca los jueces, cuando son varios los demandados. Y 
han de cumplirlo, ya porque el artículo citado les impone la obligación 
de suspender el acto cuando tal ocurre; ya porque el Juez es quien preside el acto, 
quien establece y mantiene el orden, concediendo ó nó la palabra á cada cual en 
la respectiva oportunida 1. Si se debiera comenzar, el deslinde é ir oyendo á 
los colindantes respecto de la línea, y entonces uno opusiese algunas de las ex- 
cepciones de que se trata, se su>pendieseel acto, se enviase el expediente al juez 
de la causa, y vuelto al del deslinde,, se siguiese la operación; y siguiendo lue- 
go la operación, cada vez que un demandado opusiese alguna de las dichas ex- 
cepciones, volviese arriba el proceso para bai arlo después, la repetición de esas idas 
y venidas haría tan costoso como dilatado 'el juicio. Tal no es el espíritu 
de la ley. 
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Y no debe olvidarse para dominar la materia, que se trata de un procedimien- 
to especial, en que Han de observarse con preferencia sus especialidades; y 
además, que el deslinde es uno de los pocos juicios dobles, en que cada de- 
mandado puede hacerse también demandante. 

Diversos sistemas. Para conocer bien la materia es indispensable estudiar 
nuestro sistema, que difiere sustancialmente del español moderno y del francés 
y de otros países. Hoy en España basta que uno de los demandados no asis- 
ta, para que le queden reservados sus derechos, y aunque no se suspende por 
eso la operación del deslinde, puede el no asistente depandar después en juicio 
declarativo la propiedad ó posesión de aquello de que se crea privado por el 
deslinde. Y si antes de principiarse la operación, ó en el acto mismo de esta, se 
opusiere alguno de los colindantes, y en este último caso no se lograre avenen- 
cia, se sobreseerá en lo concerniente al oponente, reservando á las partes sus 
derechos, para ejercitarlos en el juicio declarativo correspondiente; pudiendo se- 
guirse- el deslinde en lo demás, si se pidiere. Como se ve, por ese sistema, en 
el caso de inasistencia, se crea al no compareciente una situación desfavorable, 
pues que tiene que ser luego demandante, á. causa de su rebeldía; y en el se- 
gundo se deja á ambas partes en una posición igual, pero en una situación 
peligrosa, que puede traer vías de hecho, desde que nada se resuelve, no obs- 
tante haberse apelado ala vía judicial, lo cual pudiera irritar los ánimos. 

Sistema ftaitcés. En el sistema francés es competente para el deslinde, el 
juez de paz; pero si la propiedad ó los títulos son contestados, cesa su 
competencia y debe inhibirse, no solo en lo que concierne á los títulos y á la 
propiedad, sino aún ei^ lo que concierne á la misma acción de deslinde. Y lue- 
go entran la ciencia y la jurisprudencia á esclarecer cuando puede decirse que 
se contestan los títulos ó la propiedad, para hacer cesar todo procedimiento. 
I^as partes tienen, por consiguiente, que ir después á ventilar sus cuestiones 
ante otro juez, en juicio separado. 

Nuestro sistema. Nuestro sistema es otro, y nos parece más previsivo, 
atendidas nuestras condiciones sociales, es decir, más á propósito, más conve- 
niente para nuestro país, lo cual no envuelve crítica alguna para el de aquellos 
otros pueblos. En el acto en que se reúnen por primera vez las partes, es la 
oportunidad de oponer las excepciones dilatorias, y aquellas otras cuya natura- 
leza sta tal, que sin su resolución, no se puede decir que deba ó no pasarse 
á la operación del deslinde. Resueltas esas cuestiones, si según la resolución 
debe practicarse el deslinde, vuelven á reunirse las partes con el juez y prác- 
ticos en el lugar, y al examinar los linderos, van exponiendo los colindantes 
su conformidad ó su oposición, ó sus pretensiones, y si no pudieren cortarse en 
concilación, el juez, estimando los títulos, fija un lindero provisional, que ha 
de respetarse mientris dura el juicio que se abre entre el demandante y los 
opositores, y remite los autos al superior llamado á conocer de ese juicio. Esa 
medida del juez del deslhide, por la cual designa una línea provisoria, medida 

3ue no es. arbitraria, sino fundada en el juicio que pueda formar por el estudio 
e los libelos y de la calidad de los títulos, impide conflictos entre las partes, 
que van á seguir luego su juicio ordinario, sosteniendo sus respectivas pre- 
tensiones. 

De lo expuesto pa récenos deducción lógica y jurídica, el que las excep- 
ciones previas que permite nuestra ley oponer en la primera reunión, en la 
misma oportunidad de las dilatorias, tienen que ser, nó de carácter perentorio 
ó de fondo, sino de carácter incidental, que pueda resolverse brevemente en una 
articulación, eso sí, con tal de que sean verdaderamente previas. Tales serian 
la excepción de no ser dueño ó proseedor de la finca el demandante, por tenerla 
vendida á otro con pacto de retro, ó no ser usufructuario, usuario, ni enfiteuta, de 
modo que corresponde á otro la acción de deslinde ; la excepción de uno de los 
demandados de no ser él dueño, ni poseedor, ni tener ningún otro derecho real que 
le autorice para entrar en el deslinde ; la excepción de no ser contiguas las fincas, 
estando entre las dos otra de un tercero ; la excepción de no poderse proceder 
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según los títulos, al deslinde, sin que antes el demandante, entendiéndose con su 
vendedor, fijen el sitio de la posesión general á que pertenezca la que se quiere 
deslindar, en que deba designársele la cantidad de terrenos que se le vendió y hacia 
dónde debe hacerse la medida ; y cualquiera otra de esa índole en que se vea 
clara la necesidad de resolver antes una cuestión que de tal modo influye en la 
práctica del deslinde, que según su decisión fuere imposible ó inoficioso el se- 
ñalar un lindero ni aún provisional. ¿ De qué serviría éste, si no fuesen los de- 
mandados sino otros los llamados á respetarlo, cuando estos otro^ no' están en 
el juicio, y la designación hecha por el Juez, viene á ser para ellos rez inter 
alios acta ? . * 

Resueltas, pues, por el Juez de la Instancia, las incidencias á que dan lugar 
las excepciones dilatorias ó las excepciones previas, si según la decisión, por ha- 
berse declarado sin lugar, deba procederse al deslinde, aquel Juez devolverá 
los autos al del deslinde para que proceda á este. 

Fijación de día, Al recibir los autos, el Juez deberá fijar día y hora, ci- 
tando á los prácticos y á los demandados que no fueron partes eu la incidencia, 
pues las que lo fueron están obligadas á imponerse de la marcha del asunto, 
salvo que éste sufra alguna demora indefinida. 

Asistencia á la nueva fijación. El día y ala hora nuevamente señalados, de- 
berá estar el Juez, los prácticos, el demandante y los colindantes, en el lugar 
de la operación para proceder á ella, conforme á los artículos siguientes. 



Art. 6 1 6. Cuando alguno de los colindantes se oponga á la 
designación de algún lindero, presentará el titulo de sus tierras 6 
documento supletorio suficiente, al acto del deslinde, y el Juez, si 
no pudiere cortar en conciliación la disputa, después de examinar 
los títulos y oir á los prácticos, si le pareciere necesario, fijará un 
lindero provisional, haciendo la debida apreciación del rnérito de los 
autos y del resultado de sus observaciones sobre el terreno ; lindero 
que se respetará mientras se decida la cuestión. 

Al colindante á quien se pruebe hiber traspasado ó alterado 
el lindero provisional fijado por el Juez, se impondrá una multa de 
doscientos á mil bolívares, y quedará sujeto á responder de los per- 
juicios que hubiere ocasionado. 

Art. 617, Desde el día de la dicha fijación correrá el término 
ordinario de pruebas sobre la oposición del colindante, siempre cjue 
el Juez de i^ Instancia, á quien en todo caso deberá pasarse el ex- 
pediente, resida en la misma parroquia, pues residiendo en otra no 
correrá sino desde el dia en que el expediente llegue á sus manos : 
la causa seguirá por los trámites ordinarios en todas sus instancias. 

Art. 618. Las partes quedan citadas en aquel acto, y el Juez 
les advertirá el perjuicio que les resultaría de no ocurrir ante el 
de i^ Instancia á instruir sus pruebas dentro del término indicado 
en el artículo anterior. 

Art. 619. Los títulos ó documentos presentados por el colin- 
dante opositor se agregarán siempre al expediente, y en la diligencia 
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de deslinde se expresará todo lo que hubiere ocurrido con motivo de 
la oposición. 

Art. 620. La diligencia del deslinde, haya ó no oposición, la 
firmarán el interesado y todos los colindantes que hubieren concu- 
rrido con el Juez y Secretario, y si alguno no supiere 6 no quisiere 
firmar, se expresará así, advirtiéndose- al que no quiera firmar que 
ésta falta no le favorecerá de modo alguno. 

Art. 621. Cuando no haya oposición, se devolverán los títulos 
presentados, quedando en el expediente nota de la entrega, que fir- 
mará cada interesado ó un testigo por el que no sepa firmar y el 
secretario ; y se pasará dicho expediente á la Oficina de Registro 
correspondiente en ' donde podrán solicitar los interesados las co- 
pias que quisieren, sin decreto ó mandato del Juez. 

Art. 622. También se pasará á la misma Oficina de Registro 
copia auténtica de la última diligencia del deslinde que se practique, 
conforme á la sentencia ejecutoriada en el pleito, cuando haya opo- 
sición. • 

ESTUDIO 154 

* ANTECEDENTES 

DERECHO Patrio. — Los artículos insertos son el 616 á 623 del Código de 
1880, y 472 á 480 del de 1873. Código de j8j8. Ley 4 tU, 70 

Art. 60 El 6/6 actual. 

Art. 7<> El 617 «f 

Art. 80 El 618 « 

Art. 90 El 619 tf 

Art. 10. El 620 «r 

Art. II. El 621 « 

Derecho Español. — Véasela ley citada en el Estudio anterior. 

.Derecho Romano. — V lu his.autem demiun prediis rusticis hoc judiciuin 
locum habet, quae confinia sunt. Si vero flumen, vel vía publica intervenit, 
coufiniun non intalligitur, et ideo finium regundorum agi 4ion potest. Quia 
magis iu confinio meo, via publica, vel flumeu sit, quaiu ager viciui. Sed si 
rivus privalus intervenit, finium regundorum agi potest. 

VII Haec actio Ínter fundorura vicinorum dóminos datur; et quamvis divisi, 
aut alieuati fundi, semper hae actio sequitur fundos, seu fundorum dóminos. 

Textos que dicen : V Pero esta acción no tiene lugar sino entre fundos rurales 
que estén limítrofes. Si están separados por un río ó un camino publico, no 
están contiguos y no puede intentarse la acción. Porque son más bien el río 
6 el caminólos que lo limitan. Pero si el río es privado puede obrarse con la 
acción de deslinde. 



Digitized by 



Google 



— 130— 

VII Esta acción tiene lugar entre los propietarios de los fundos contiguos; 
y aunque los haya dividido 6 enagenado la acción sigue siempre los fundos y 
los dueños. 

Cómo procede el Juez. El Juez practica el acto del deslinde teniendo á la 
vista el título del demandante ; va examinando uno á uno los linderos con las 
diversas fincas colindantes, oyendo en cada lindero las explicaciones é indica- 
ciones que haga el demandante para señalar en el terreno los pantos por donde 
corra la línea según su pretensión y expresando la nó concurrencia, ó la con- 
formidad ú oposición de cada colindante, con las razones y explicaciones que 
diere, é imponiéndose délos títulos y documentos que produjere en su apoyo, 
que mandará á agregar ; de todo lo cual convendrá que vaya tomando la nota 
correspondiente : oirá luego los informes que exijiere á los prácticos, quienes 
para darlos podrán hacer los reconocimientos en el terreno, que necesitasen, y si 
fueren agrimensDres y debieren verificar alguna operación indispensable, según 
los títulos de uno ú otro interesado, como marcar una dirección dada, hacer 
una medición ú otra, lo verificarán y expondrán al Juez el resultado. l,uego 
procurará el Juez el avenimiento de las partes disidentes, escribiendo la con- 
ciliación, si se lograre, ó declarando no haberse obtenido; y en este último caso, 
haciendo la correspondiente apreciación de los títulos de arabas partes, y con- 
siderando las propias observaciones en la localidad y los informes de los prác- 
ticos, señalará como lindero provisional, que deberán respetar los contendores, la 
línea separativa entre ellos^ que estimare justa. Puede la operación ser larga 
y no terminarse en la audiencia : fen ese caso, se levanta el acta de lo practicado 
en el día, haciendo constar cuanto haya ocurrido , y se suspende el deslinde 
para continuarlo en la audiencia y hora que fije, suscribiendo todos, Juez, se- 
cretario, prácticos y partes concurrentes, expresándose si alguno no lo hace por no 
saber ó no querer, y advirtiendo al que se negare que su falta no le favorecerá. 
En la audiencia nuevamente fijada se continuará la operación, de la misma ma- 
nera expresada, y así en las audiencias posteriores hasta que quede concluida 
en toda la extensión de la finca, ó en la parte que se hubiere pedido, si sólo 
se ha querido el deslinde respecto de una parte de los colindantes; teniendo 
cuidado de extender y suscribir en cada audiencia el acta respectiva, conforme 
queda dicho. 

Colmdante que no comparece. De hecho resuelve la ley que respecto del co- 
lindante no compareciente, la línea que fije el Juez, de conformidad con el título 
del demandante, queda como lindero permanente y no se le tiene como simple 
confeso en la pretensión del promovente, si no probare en el juicio nada que le 
favorezca; pues expresamente dice el artículo 617: desde aquel día correfá el 
término ordinario de prueba^ sobre la oposición del colindanle. Si no la ha hecho, 
pues, no hay debate probatorio para él. 

Citación de liecho. Las partes quedan citadas con la coiclusion de la opera- 
ción del deslinde.^ abierto el término ordinario de pruebas para todas las 
oposiciones hechas; término que correrá desde el mismo día de aquella conclu- 
sión, si el Juez de I a Instancia llamado á conocer, y á quien deban pasarse 
los autos, residiere en la misma parroquia del deslinde, y desde que el e»* 
pediente llegue á las manos de aquel juez, si residiere en otra parroquia dis- 
tinta 

En las actas del deslinde debe el juez poner la constancia de que los inte- 
resados quedan citados para las pruebas, y advertirles el perjuicio qu^ les re- 
sultaría de no concurrir ante el Juez de la Instancia oportunamente á instruir 
las que les correspondan. 

Lo delicado de estos juicios. Esta especie de juicios es de ordinario delicado 
y difícil entre nosotros. Por una parte las razones de la oposición de un colin- 
dante pueden no limitarse al solo lindero entre las dos fincas, sino comprender 
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cuestiones diferentes, como reivindicación de alguna porción de tierra, nulidad, 
vicios, ineficacia de los títiilos, necesidad 6 no necesidad de mediciones éntrelas 
partes, distribución de sobras de tierra de una manera proporcional, ó pretensión 
de que se le atribuya exclusivamente á una de las partes, apreciación diferente de. 
las medidas antiguas que rezan los títulos con relación á las actuales ; y en su- 
ma, todas las excepciones de carácter perentorio y relativas al deslinde 6 al lin- 
dero de que se trate, y las pretensiones del opositor mismo que le hacen de- 
mandante á su vez, por ser doble el juicio. 

Difiadtades, Por otra parte, lo deficiente de los títulos antiguos, pues quizás 
por lo montuoso y desconocido de los terrenos, se daban como linderos de gran- 
des posesiones, un punto ó una linea en un extremo y otro punto ú otra línea en 
el otro extremo, con nombres de ríos, quebradas, cumbres, etc., inventados enton- 
ces, que no se han conser\í3do ó han variado, ó con designación de señales que 
no eran permanentes y han desaparecido, como el rancho del indio fulano, ó la 
siembra o el camino del alférez tal; siempre ó casi siempre sin conocimiento 
perfecto de lo que se pedía á los representantes del Rey, ni de lo que estos 
concedían por vía de composiciones. 

A esto se agrega el empleo de palabras de uso local para designar los trozos 
de tierras concedidas, como una estayicia de ganado mayor, una estancia de ganado 
menor ^ una estancia de pan llevar^ una cuadra, cuya cabida no todos pueden de- 
terminar y calcular con relación á las medidas nuevas, varas antes, metros ahora. 
Un ilustrado compañero y yo tuvimos que apelar á la bondad de otro entendido 
amigo de Mérida, para obtener los datos fehacientes que nos dieron conoci- 
miento por actos de posesión ordenados por el Ayuntamiento de Santa Fe de 
Bogotá, según los cuales las diversas concesiones se medían por pasos, así: la 
estancia á'^ganado mayor era una área de tantos pasos de frente y tantos de fondo; 
la dega?iado menor tantos de frente y tanto de fondo; y la de pan semhar tantos 
por un lado y tantos por otro, calculado cada paso por tres cuartos de vara. 

ídem. No tuvimos tampoco vigentes las leyes españolas sobre medidas has- 
ta la adopción del sistema métrico, pues en Colombia se dictó una ley, fijando 
la extensión de la legua en seis mil varas, y la fanegada en un cuadro de 
cien varas por lado, que viene á ser casi una tercera parte de la española, de ochen- 
ta y cinco brazos ó ciento setenta varas por costado. 

Tales diferencias de medidas superficiales de la conquista acá, han produ- 
cido no pocas . cuestiones y no pequeñas dificultades. 

ídem, Y aún ha venido á añadirse la malísima redacción de los títulos, 
que aún subsiste; pues i por una parte, se refieren los linderos á los cuatro 
puntos cardinales, Norte, Sur, Este y Oeste; sin el uso de la brújula, de loque 
resultan orientaciones disparatadas; y por otra parte, no se fijan ni describen 
las líneaáMividentes, en la mayor parte de los casos, conformándose con decir 
por el Norte con posesión de Fulano, por el Sur con la de Zutano etc; y en- 
contrándose después que los títulos del Fulano y del Zutano fueron redactados 
en términos idéntico, falta el dato principal, base del deslinde» y hay que ate- 
nerse á las informaciones de testigos, en cuyos recuerdos no se puede muchas 
veces confiar, y señales ú otras presunciones, con frecuencia deficientes. 

Rouseau et Lais7iey . «¿Cómo se procede en deslinde?» preguntan Rouseauy 
Laisney, y continúan así. «Para resolver esta cuestión complexa sería preciso 
escribir un tratado completo del deslinde, y no encontrarse encerrado obligato- 
riamente en el estudio del procedimiento. Sobre las reglas que deben presidir 
á la interpretación de los títulos, á la fijación de las cabidas, á las delimitacio- 
nes, nos lim^aremos á referir al lector las excelentes obras de M, Millet y de 
M, Bug7ieb\ 

Prescripción, Sin embargo, como creen muchos que en los juicios de des- 
linde, por ser dobles, pueden los colindantes sostener prescripciones ordinarias 
de diez años, ó anual, ó de treinta años por los adelantos, o sean por las iu- 
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Vasiones que hay^n hecho y maateDÍdo en el terreno vecino, traspasando el 
lindero, queremos copiar el siguiente párrafo de aquellos autores, tomado de 
Boufbau^ que da idea clara, con lo que arriba insertamos de Aubry et Raii, de 
que sólo podría sostenerse la prescripción treintenaria, tratándose de una por- 
ción determinada con señales y linderos fijos é invariables en los respectivos 
títulos. 

«lyas presunciones sacadas de vestigios antiguos, del aspecto de las localidades, 
de los indicios que suministran los títulos, no bastan para justificar .una 
reivindicación; pero siendo reconocido y no contestado el derecho de propiedad, 
no siendo objeto de ataque los títulos que lo escablecen, las presunciones sir- 
ven para fijar el límite de las heredades contiguas y determinar sus, punto? de 
contacto. Son ellos elementos de la delimitación y de la operación .del des- 
linde. En esa inquisición de límites no hay, propiamente dicho, un deman- 
dante al cual incumba la prueba de la propiedad, un demandado que pueda 
prevalerse de su posesión actual: en el conflicto de pretenciones recíprocas que 
levanta la cuestión de límites, cada uno es demandante y demandado á la vez, 
según la expresión de Ulpiano. Mixtee ^suni aeiiones inquibm uicfgue aclof est^ 
tU puta finium regundorum, Y esto explica por qué el juez, encontrándose en 
presencia de dos situaciones iguales que se equilibran, decide según las proba- 
bilidades ó las presunciones, porque no podría imponer una prueba directa, á 
la una ó á la otra de las partes, sin romper esa igualdad de posición que les 
pertenece en la cuestión de delimitación y en la operación de amojoaaraieuio.» 

«Si el debate no se empeña sino sobra las presunciones y los indicios resul- 
tantes del estudio de los lugares, de las marcas antiguas, del catastro, de las 
simples enunciaciones contenidas en ^los títulos, comunes 6 nó entre las partes, 
de la comparación y conciliación de esos títulos indicativos de las cabidas, no 
es de una reivindicación que se trata, y el Juez de paz será competente para 
reglar los confines de las propiedades limítrofes, aún cuando por el resultado 
de la operación, una de las partes sufra en la heredad que posea, un recorte 
correspondiente al déficit reconocido en la heredad vecina ». 

Para terminar sobre el punto de no poderse reivindicar en el deslinde por 
prescripción sino una porción cierta y bien determinada, poseída pdr treinta años, 
con señales conocidas é invariables, y aún con títulos modernos, advertiremos lo 
que dicen Aubry et Rau en nota al pasaje que al principio copiamos. « Fre- 
cuentemente surjen dificultades en la práctica sobre el punto de saber si un 
seto vivo, un talud, un barranco, constituyen signos de delimitación ciertos é 
invariables. Nosotros creemos que en tesis general, y salvo circunstancias par-- 
ticulares, no debe reconocérseles tal carácter ». 

¿Cómo sostener entre nosotros, cuando las posesiones son muchas veces ex- 
tensas, montuosas, llenas de riscos y accidentes que permiten, sin notj^rsé, inva- 
siones lentas, clandestinas, alegar prescripciones de esos pedazos agregados .ó 
utilizados en perjuicio del vecino? P^alta título, es sospechosa la buena fé. 
Faltan condiciones á la posesión, y falta el cuerpo cierto, delimitado, sobre que 
pueda recaer tal prescripción. Y aún puede haber dolo, que es imprescriptible, 
para hacerse de títulos para despojar al vecino de alguna porción de lo suyo. 

Doctrina de Esatche, En.seña Escriche que cuando se trata de acreditar la 
verdadera y antigua linde y restablecer los mojones perdidos ó alterados se 
ha de atender á la posesión, á los monumentos antiguos, como zanjas y árboles, 
censos anteriores al pleito, y autoridades de escritores, á la fama pública, pre- 
sunciones y otras circunstancias, á las deposiciones de testigos ancianos y fide- 
dignos, á los instrumentos de sucesiones 3' á los contratos de pc^eedores que 
hayan podido aumentar ó disminuir la extensión de las heredades, á la 
dirección que lleven los mojones que hayan quedado, pues siempre se supone 
la línea recta ; y por fin, á las escrituras anteriores de amojonamiento, las cuales 
forman plena prueba, no siendo contradichas, especialmente si las acompaña 
el plano del terreno j». 
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La historia de las propiedades traída desde los títulos y documentos autén- 
ticos más antiguos, puede ser de importancia capital; pues es posible encontrar 
una época en que el límite dé las propiedacjps esté tan claro, tan incuestionable, 
q^ue tomándolo como base, no haya que estudiar si las muts^ciones posteriores 
tienen un origen legítimo bien definido. Esas desmembraciones de un fundo en 
provecho del otro se hacen sospechosas de fraude; sospecha que |s61o puede disi- 
parse en presencia de títulos provenientes de algún condueño legítima de la 
pocesión desmembrada. Y es entonces ocasión ' de recordar las diferencias que 
hay en el derecho entre la malafé y el dolo, para obrar con cumplida justicia» 

En la fijación del lindero provisorio y en el fallo definitivo, deben los jueces 
pues, ser en extremo acuciosos, estudiar muy bien los autos y ser verdaderamente 
imparciales y rectos. 

Término del deslmde. Si este se hizo sin opositión de ningún colindante, 6 
cuando habiéndola habido, quedó decidida por sentencia ejecutoriada en el 
juicio ordinario, se procede al amojonamiento, cuando no se hizo en el acto en 
el primer caso, y como ejecución en el segundo ; operación que consiste en poner 
los mojones en todos los puntos designados, por medio de piedras clavadas, 
oostes de mampostería ú otra materia, que sean permanente y no puedan mu- 
darse ó trasportarse. Esa operación pueden hacerla las mismas partes bajo la 
inspección del tribunal, ó bien por las órdenes de éste, á fin de que queden 
en los puntos designados. Conviene levantar acta del amojonamiento, en que 
se exprese con toda claridad y exactitud los sitios donde han quedado puestos 
los mojones, á fin de que puedan buscarse y encontrarse con facilidad, con la 
relación del acta; y que en esta acta expresen las partes su conformidad, 
suscribiéndola. 

Regisho del expediente. El expediente concluido se manda al Registro pú 
blico para su archivo, devolviendo antes los títulos presentados, dejando nota 
de la entrega con la firma del secretario y de la parte o un testigo por ella. Del 
expediente podrán tomar los interesados las copias que quisieren, sin decreto 6 
mandato del Juez. Cuando hubo oposición se mandará también al registro del 
distrito 6 departamento en donde estén situadas las tierras deslindadas, copia 
auténtica de la última diligencia del deslinde practicada conforme á la sentencia 
ejecutoriada del juicio, ó sea del amojonamiento final. 

Protocolización del acta. Aunque el deslinde es declarativo y nó traslativo 
de propiedad, como lo enseñan los autores, conviene el regiiáro del acta de 
amojonamiento en la oficina de la ubicación, pues que en ella deben encontrarse 
los títulos de los cuales queda siendo complemento. 

Expensas comunes, A expensas comunes debe hacerse la operación del amo- 
jonamiento, según el artículo del Código Civil que al¡principio insertamos ; en- 
tendiéndose que el gasto de los postes correspondientes al límite con cada here- 
dad vecina, y su colocación, se paga de por mitad entre el actor y el correspon 
diente colindante. Pero si ha habido necesidad de practicar mensuras y 
distribución de las tierras, el gasto de estas diligencias ó trabajos se ha de repartir 
proporcionalmente á la extención de la propiedad de cada uno. Las costas dd. 
juicio á qué diere lugar la oposición, se reglan por lo que determine la sen- 
tencia, como en cualquier juicio ordinario. 
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TITULO ix: 

JUICIO DE CUENTAS 



Art. 623. Cuando se demanden cuentas al tutor, curador, socio, 
administrador ó encargado de intereses ágenos, y el demandante acre- 
dite de un modo auténtico la obligación en que se halla el deman- 
dado de rendirlas y la época determinada que deben comprender, el 
Juez acordará en el mismo acto de la contestación que las presente 
en un término dé ocho ó veinte días, 'que él mismo fijará; á menos 
que el demandado acompañare á su contestación prueba auténtica de 
haberlas rendido ya, ó bien que no estando probado el período de- 
terminado que deben comprender las cuentas, el demandado alegue 
que su obligación se limita á un período de tiempo no igual al 
que pretende el demandante. 

Art. 624. Contraía determinación del Juez, cuando ha pre- 
sentado el actor la prueba auténtica de la obligación y de su exten- 
sión, solo se oirá apelación en el efecto devolutivo. 

Art. 625 En el caso de pretender el demandado haber ren- 
dido ya la cuenta ó no deberla rendir de todo el tiempo que dice 
el actor, se suspenderá el procedimiento de cuenta y se seguirá en 
juicio ordinario la controversia entre las partes, hasta su decisión 
definitiva. 

Art. 626. En todo caso la cuenta debe presentarse en tér- 
minos claros, precisos, afío por año, con sus cargos y abonos 
cronológicos, de modo que pueda ser examinada fácilmente ; y 
con todos los libros, documentos, comprobantes y papeles pertene- 
cientes á ella. 

Art. 627. Pasado el término señalado por el Juez ó el que da la 
ley para la ejecución del fallo ejecutoriado, si no se hubieren puesto 
las cuentas ordenadas en el Tribunal, y la parte contraria no t^i- 
biere desistido de su demanda, se apremiará al demandado con 
multas diarias de á cuarenta bolívares hasta que las produzca. 
Cesará ese apremio cuando el demandado presente al Tribunal las 
cuentas ordenadas ó los documentos necesarios para formarlas, ó 
fiador abonado, á juicio del juez, que^ se obligue á pagar el saldo 
que resulte contra el demandado y los costos que cause su arreglo. 

Art. 628. Para la formación de la cuenta en caso de no pre- 
sentarse ordenada, se nombrará un perito por cada parte ó uno por 
las dos, si convinieren en ello. El demandado deberá hacer este 
nombramiento al acto de entregar los papeles de la cuenta, y el 
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demandante, desde que cumplido el plazo fijado, se informe de la 
falta de aquel. El Juez nombrará un tercero para el caso de discor- 
dia. 

Art. 629. Si las partes no nombraren peritos para el arreglo 
de la cuenta, pasados los períodos designados en que pueden ha- 
cerlo, el juez nombrará uno. 

Art. 630. Siempre que haya de recusarse un perito, debe- 
rá proponerse la recusación dentro de los tres días después de 
su aceptación. 

Art. 631. Los peritos^ no podrán resolver ningún punto de 
derecho ni hacer adjudicaciones ó aplicaciones que no estén de- 
terminadas, y se contraerán sencillamente á ordenar la cuenta ^ se- 
gún sus conocimientos en el arte de formarla. Si les ocurriere 
duda sobre alguna cosa, y por esto dejaren de poner alguna parti- 
da ó suspendieren alguna operación necesaria, arreglarán la cuenta 
en lo demás, si fuere posible, y presentarán en pliego separado 
sus dudas ú observaciones, expresando con claridad la partida ú 
operación que ha dejado de comprenderse en la cuenta, y los funda- 
mentos de su duda. „ 

Art. 632. Los peritos tendrán para formar la cuenta el tiem- 
po que el juez señalare; oyéndolos sobre el que consideren suficien- 
te, al acto de aceptar sus nombramientos. Este término no se 
prorrogará en ningún caso, sino con justo motivo, á juicio del juez, 
y por una sola vez. 

Art. 633. Podrá apremiarse á los peritos cuando no llenen 
su encargo en el término prefijado, con multas que principiarán 
por diez bolívares y que continuarán duplicándose diariamente. El 
importe total de las multas se descontará de lo que deba abonar- 
les por su trabajo. 

ESTUDIO 155 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— I/)s artículos copiados son el 481 á 4S8 del Código de 
1880, y 479 á 486 del de 1873. Vienen de la ley 6a tít 79 Código de 1838. 

Art. 10 El 626. 

Art. 29 El 627, salvo que el apremio era de prisión. 

Art. 39 El 628. 

Art. 4? El 629. 

Art. 59 El 630. 

Art. 69 El 631. 

Art. 79 El 632. 

Art. 80 El 633, modificado. 
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Derecho Españoi..— Z.^ ja ///. 25, hb. u. Nov. Recop. sobre presentación de 
cuentas de los caudales de concursos, secuestros y obias pías. 

Ley 4.^iíi, 25, Ub, ir, Ndv, Recop, sobre modo de liquidar las dichas cuentas. 

B22:r»i:4ic.A.cionsrEs 

Definición, Se llama cuenta el estado detallado y metódico de las entradas 
6 cantidades percibidas y de los gastos .hechos ó cantidades desembolsadas por 
un administrador. La rendición de la cuenta es, por tanto, la presentación de 
ese estado, con sus respectivos comprobantes, por parte 'del obligado á rendir la 
cuenta á aquel que debe recibirla, y que la acepta ó la objeta. La rendición 
comprende, pues, la verificación ó examen de Ja cuenta para su aprobación ú 
objeción. 

Los obligados. Todo el que ha administrado la fortuna ó bienes de otro, por 
cualquier título que sea, con ó sin mandato, está obligado á rendir cuenta de 
su administración, á menos que sea exceptuado de ello expresamente cuando 
as^í pueda hacerse. El Código Civil en varias materias establece el deber de la 
rendición, á determinadas personas, como el puesto en posesión de bienes del 
ausente, en ciertos casos, el tutor, el curador que es administrador de bienes, 
el poseedor obligado á devolver frutos, el heredero beneficiario, el coheredero 
que ha administrado, el curador de herencia yacente, el albacea, los manda- 
tarios, los depositarios, los prendarios respecto de la garantía, también en ciertos 
casos, y otros. 

De donde ncu:€ el deber. Hay que distinguir 3utre esos obligados, si el deber 
viene de cargo judicial, como el tutor, el depositario judicial, ó de convención 
6 cuasi contrato, como los mandatarios, gestores de negocios ó de cargo en rentas 
públicas, como jefes de aduanas, tesoreros de pago. Y esto, para los efectos de • 
la competencia; porque aquel cuyo cargo es judicial, como el administrador de 
herencia yacente ó depositario de bienes embargados, debe rendir la cuenta al 
tribunal mismo que los nombró, y no ante el Juez de su domicilio; el tutor ó 
curador-administrador, en el lugar donde ejercieron el encargo ; el heredero bene- 
ficiario y el ejecutor testamentario, ante el tribunal de la apertura de la suce- 
sión ; el socio en materia de sociedad no comercial, ante el tribuual donde está 
establecida ; cualquier otro obligado por contrato ó cuasi contrato, ante el Juez 
de su domicilio; y el administrador de dineros públicos ante el tribunal de ha- 
cienda 6 autoridad competente. 

Demandaníe. La demanda de rendición de cuentas puede ser intentada, no 
sólo por aquel á quien toca el derecho de exij irlas, sino también por el que tiene 
el deber de rendirlas, para que se le reciban y se le liberte de responsabilidad. 

Procedimiento amigable. Cuando las partes son todas mayores y libres de su 
derecho, pueden proceder á la readición de un modo amigable, ó por vía de tran- 
sacción sin ninguna formalidad particular, ó por medio de arbitros ; y pueden 
transigir sobre la cuenta misma. 

La cuenta rendida amigablemente constituye una. convención ordinaria que 
debe ser constatada, sea por acto registrado, sea por instrumento privado según 
las formas de derecho común ; y aún puede hacerse por tin corte 6 arreglo de 
cuentas, mediante un recibo ó ^finiquito del .saldo y de los comprobantes. 

En caso de desacuerdo entre las partes, ó cuando hay incapaces entre ellas, 
deben seguirse las reglas establecidas en la ley que estudiamos, en cuyo caso 
los jueces mismos no pueden prescindir de las disposiciones imperativas de 
aquella, según decisión de casación de la Corte de Francia. 

Libelo. La demanda debe proponerse, como en todo juicio ordinario, por un 
libelo en que se expresen con claridad, demandante, demandado y sus domidllos, 
carácter de donde se deriva la obligación, cosas sobre que recae la cuenta, tiempo 
que comprende la administración, y cualquiera otra circunstancia necesaria para 
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que quede perfectamente determinado el objeto y fundamento de la acción. Las 
citaciones se hacen como en todo juicio ; lo mismo que el acto de contestación y 
conciliación, en el cual pueden proponerse las excepciones que se crean del caso, 
y las perentorias y demás defensas de fondo de que quiera valerse el de- 
mandado. 

Cofivenio en la demanda. Si este conviene en la demanda, se procederá á la 
presentación déla cuenta dentro del término legal, con los libros, documentos 3* 
papeles de ella, y á su examen en la forma que se dirá. 

Contradicción, Si el demandado contradice la demanda, bien por estar cum- 
plida su obligación ó extinguida la acción por prescripción, transacción etc ; bien 
negando el carácter de donde se derive la obligación ; bien negando el hecho de 
haber administrado; bien sosteniendo haber administrado sólo una parte délos 
bienes y no los demás que dice el actor ; bien aseverando que su administración 
no empezó cuando lo pretende el demandante sino en fecha posterior, ó concluyó 
antes de la fecha que él dice ; si el demandante insiste en todos sus preten- 
siones; y no se lograre la conciliación, el Juez deberá entonces examinar si de 
los documentos producidos por el actor resulta ó no prohadol de un modo autén- 
tico, la obligación de la cuenta demandada, y si de los producidos por el de- 
mandado resulta extinguida ó desvirtuada la acción. Si resulta aquella prueba 
y no esto último, el Juez ordena la presentación de la cuenta dentro de ocho 
á veinte días, con sus libros, documentos y papeles, no oyendo apelación sino 
en un solo efecto. Si no resulta, tiene que abrirse juicio ordinario sobre 
todos los puntos contravertidos, ha.sta que por sentencia definitiva ejecuto- 
riada quede establecida la obligación en toda su extensión, así sobre bienes 
como sobre época, si se han discutido- 

Piueba del hecho. ¿Cuándo podrá decirse que resulta aquella prueba de 
demandante? ¿Bastará el documento auténtico que demuestre el carácter, v. g. 
de tutor, de mandatario con facultad de administrar; etc. ? No basta. La obli- 
gación nace del hecho de haber administrado: el carácter explica el origen y 
el título, digámoslo así, conque se entra á administrar, de donde nacen las 
facultades con que se ha obrado. Sin la prueba de aquel hecho con sus cir- 
cunstancias esenciales de cosas administradas y tiempo de la administración, 
no puede decirse acreditada la obligación de la cuenta exijida al demandado, esa 
obligación concreta cuyo cumplimiento se le pide. Un tutor puede haber sido 
nombrado, y excusarse luego, y admitírsele la excusa, y no entrar en la admi- 
nistración ; ó no haber recibido de su anterior tutor sino parte de los bienes. 
Un apoderado con facultades de administrar puede no haber aceptado, puede 
haber ejercido el poder en todo meuos en esa parte, y así en casos semejantes. 
El hecho, pues, de haber ejercido la administración que se pretende, es esen- 
cial para la existencia de la obligación. 

Caso de rebeldía. ¿Cómo se procederá en el caso de no concurrir el demandado 
á la contestación de la demanda? Como en todo juicio, se le da por confeso, 
conforme á la ley; y el juez examina si resulta ó no comprobada auténtica- 
mente su obligación, teniendo en cuenta esa confesión ficta, decidiendo lo que 
sea procedente sobre la presentación de la cuenta. 

Presentación de la atenta . Ordenada la presentación dentro del término legal, 
ya porque el demandado convino en la demanda, ya porque, habiéndola contra- 
dicho, el juez encontró acreditada de un modo auténtico la obligación, y no 
extinguida ni desvirtuada la acción, «ni su extensión, ya porque la sentencia 
definitiva del juicio ordinario seguido, declaró la obligación tal como deba lle- 
narse, el demandado ha de presentar en el tribunal la cuenta ordenada, con 
los libros y comprobantes, dentro de los días que le dá la ley para ello. Si 
pasa ese término sin que sea verificada la presentación, el juez apremia al 
demandado con multas diarias de á cuarenta bolívares, hasta que la pro- 
duzca. Ese apremio no cesará sino cuando el obligado prodúzcala cuenta, ó 
á lo menos los documentos necesarios para formarla, y dé fiador de pagar el 
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saldo que resulte en su contra y las costas de la formación 6 arreglo de la 
cuenta. 

Si se ha presentado la cuenta ordenada, se procede á su examen de la 
manera que explicaremos. Silo que se ha presentado son los documentos ne- 
cesarios para formarla, al acto de la presentación deberá el obligado nombrar 
un perito por su parte, y el demandado ha debido nombrar otro desde que 
pasaron los días fijados para la presentación. Esos dos peritos son los encar- 
gados de la ordenación de la cuenta; pero las partes pueden acordarse en que 
sea uno solo, que designarán. Si este acuerdo no se verifica, el Juez debe ele- 
gir un tercero para el caso de discordia de los dos encargados del trabajo. 
Cuando las partes dejen pasar el período señalado para la elección, sin ha- 
cerla, el juez nombrará entonces un perito único. 

Recusaciones. Los peritos elegidos por las partes no pueden ser recusados por 
la que los nombró sino por causa superveniente. El perito único designado por 
eljuez, áfalta de las partes, y el tercero en discordia escojido por aquél, solo 
pueden serlo con causa justificada. La recusación solo podrá proponerse dentro 
de los tres días después de su aceptación; siendo consecuencia jurídica, que no 
se admita, por inoportuna, la propuesta después. 

• Peritos. Los peritos deben ser citados para su aceptación y juramento, y en 
ese acto determinarán el tiempo que estimaren necesario para desempeñar su 
encargo. Si exigieren términos distintos, se les concederá el más largo, que 
no podrá ser prorrogado sino por causa justificada, ajuicio del juez, y poruña 
sola vez. 

Apremios. Si dentro del término fijado no llenaren los p>eritos su encargo, 
podrán ser apremiados con multas que comenzarán por diez bolívares y que se 
irán duplicando diariamente, descontándose su monto de lo que haya de abo- 
nárseles por su trabajo. «Podrán ser apremiados» dice la ley, lo cual significa que 
se deja á juicio del juez el apremio; pues es natural que si el trabajo fuere dema- 
siado largo ó complicado, ó si los peritos tuvieren algún inconveniente, como en- 
fermedad seria, ausencia inevitable ó forzosa ú otra de ese género, lo tenga en 
cuenta el tribunal para 00 usar del apremio. 

Observa Sa7tcjo(\u& la duplicación diaria de la multa es una inadvertencia, 
pues conduce al absurdo de que á los veinte días pasa de un millón, y á los treinta 
monta á varios millones, sumas desproporcionadas para servir de apremio. En 
efecto, es una sustitución errada de la palabra aumentándose con la de dupUcán- 
dose. Al juez toca obrar con la prudencia y sensatez necesarias en tales casos, 
para apreciar las causas del retardo, y usar solo del apremio moderado que fue- 
re indispensable. 

Sustituciones. No habíala ley de la falta absoluta de algún perito; pero claro 
está que hade ser sustituido de la misma manera que se hizo su elección, y que 
habrá de determinarse un nuevo lapso para cumplir el encargo, según la indica- 
ción del sustituto. 

Forma de la cuenta. ¿Cuál debe ser la forma de la cuenta? 

Rousseau et Laisney dicen: — «Quien la rinde es el único arbitro del plan y de la 
redacción que conviene adoptar para la cuenta, y quien la recibe no tendría razón 
para negarse á discutir la cuenta en la forma en que ha sido presentada, ni á produ- 
cir otra para servir al debate (Rennes 7 av. 1835— Carré Q 1863.— Thomine t. 2. 
p. 22). Sin embargo, la cuenta debe ser redactada como lo exige el art. 626, 
arriba inserto. 

Y si es presentada con tal desorden que sea imposible debatirla, el tribunal 
puede rechazarla y ordenar que se forme de nuevo. (Chauveausur Carré. Dalloz) 
Nosotros decimos, si no está en la forma legal, puede rechazarse. 

La cuenta debe ser sintética, año por año, conteniendo las entradas por ren- 
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tas, productos, cobros etc y los gastos y desembolsos hechos cronológicaraente. 
Los detalles pueden llevarse en libros ó cuadernos de cuentas corrientes 6 por 
partida doble y cualquiera otro auxiliar, según la importancia déla administra- 
ción, la naturaleza y número de las fincas ó negocios, los lugares distintos don- 
de estén los bienes y demás circunstancias del caso, lisos libros quiere la ley 
que se presenten, a*5Í como los legajos de comprovantes de las diversas partidas 
y cualesquiera otros papeles relativos á los bieties y negocios. Si se hizo in- 
ventario de bienes debe presentarse, para dar cuenta de todos, con relaciona él; 
expresando las etíajeiíaciones hechas y las formalidades observadas, arrendamien- 
tos ó cualesquiera otros actos ejecutados. 

Pretensión de Thomíne, Pretende Thomine que el que rinde la cuenta debe 
cargarse no soIq lo recibido, sino también lo que ha debido recibir, sin per- 
juicio de aue .se le descuente lo no recibido, si prueba que no hubo negligencia de 
su parte, ó que hizo las diligencias necesarias y oportunas para cobrar. Tal opi- 
nión ha sido combatida por inadmisible, pues ningún mandatario legal ni volun- 
tario consentiría en tomar ásu cargo una administración en que debiese responder 
en efectivo de las sumas que se le encargare percibir, porque eso equivaldría á res- 
ponder déla solvencia de los deudores. A quien le imputare haber sido omiso 6 
negligente en el cohro, y haber recibido perjuicio por su causa, le tocaría probar 
el fundamento de su pretensión. El que rinde la cuenta se carga solo lo recibido, 
fuera debido ó nó. De la misma manera debe él abonarse todoá los gastos razona- 
blemente hechos, en interés del mandante, aún cuando por un acontecimiento que 
no le es imputable, resultasen inútiles, como una mejora realizada que después fué 
necesario sustituir con otra moderna indispensable, y reclamada por el adelanto de 
la industria; las costas de un cql)ro que no pudo realizarse por quiebra sobreveni- 
da, etc. 

, Trabajo de los peritos, ¿Y cuando la cuenta es formada por los peritos, cuál 

ha de ser su forma? A ellos, como inteligentes en el ramo, toca darle la más con- 
veniente, según las circunstancias del caso y los elementos con qíie deben formarla. 
Pero su trabajo debe contener el resumen claro y metódico de todo lo que tomó á 
su cargo el que debe rendirla, de todo lo que cobró, de todo lo que recibió por cual- 
quier respecto ó cau.sa, y de todo lo que devuelve, de todo lo que gastó y desem- 
bolsó, por ser legal, razonable ó en interés de la administración. Y han de tener 
presente las disposiciones del artículo 631, según el cual no pueden resolver nin- 
gún punto de derecho, ni hacer adjudicaciones ni aplicaciones que no esién determi- 
nadas, limitándose sencillamente á ordenar la cuenta según sus conocimientos peri- 
ciales. Sus funciones no son de jueces ni de arbitros, son únicamente de conta- 
dores. Si les ocurriere alguna duda, dice aquel artículo, y por esto dejaren de 
poner alguna partida ó suspendieren alguna operación necesaria, arreglarán la 
cuenta en lo demás, si fuere posible, y presentarán en pliego separado sus dudas 
ú observaciones, expresando con claridad lo que han dejado de comprender en la 
cuenta y los fundamentos de la duda. 

No dice la ley qué curso ha de darse á esas dudas ú observaciones de los pe- 
ritos. Ptro nos parece jutífiica la siguiente distinción. Si los peritos no pueden 
acabar la ordenación de la cuenta sin la resolución de aquéllas, el tribunal debe 
instruir al demandado para que en el término que le fije, dé las explicaciones 
conducentes á dejar desvanecidas las dudas, y luego pasar la exposición que hi- 
ciere aquél, á los peritos, para que obren en el sentido de ella. Si no suspen- 
dieron su trabajo sino que presentaron la cuenta, sin perjuicio de lo que se re- 
solviere sobre los puntos de duda expresados en el pliego separado, se da curso al 
examen de todo, de la manera que ordenan los artículos siguientes de la ley. 



Art. 634. Presentada la cuenta al tribunal, sea por el deman- 
dado, sea por los peritos,se comunicará vista de ella al demandante, con 
término de ocho días para devolverla, y en el segundo caso, también 
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al demandado con el mismo término. Si se hiciesen observacione$ 
sobre el orden de la cnenta se pasarán á los peritos para su informe 
y reforma de la cuenta, si encontraren exactas las observaciones ; 
pero si éstas recayeren sobre la legitimidad de las partidas» 6 sobre 
cualquier otra cosa de que deba responder el demandado, se le pa- 
sarán para que conteste. Estos traslados deberán contestarse dentro 
de cuatro días, y se encargará de comunicarlos la persona á quien 
interese el esclarecimiento de la duda, pudiendo valerse de un juez 
inferior en caso que lo rehuse la persona que deba recibirlos, á fin 
de acreditar esta resistencia, cuya pena será para el demandado cien 
bolívares de multa por cada vez que cometa esta falta, y para los 
peritos veinte bolívares por cada resistencia. 

Art. 635. El demandado y los peritos en sus casos deberán po- 
ner en el tribunal el expediente con su contestación, dentro del tér- 
mino-señalado; y si no lo hicieren así, se usará de los mismos 
apremios que se establecen en el artículo anterior. 

Art. 636. Puesto en este estado el negocio, señalará el Juez 
el día en que se ocupará en el examen de la causa para sentenciarla. 
Este señalamiento no se hará para antes de tres días ni para después 
de ocho de haberse devuelto el último traslado. 

Si alguna de las partes manifestare necesidad de promover 
pruebas, el Juez, antes de señalar día para ver la causa, concederá 
el término que por la cuantía del negocio corresponda, según este 
Código. 

Art. 637. El Juez resolverá sobre todas las dudas y observacio- 
nes que se hubieren presentado, aún cuando nada se hubiere contes- 
tado sobre ellas, sin exijir nuevos informes, fuera de los que á la voz 
puedan ofrecer los inter-esados ó los peritos, si concurrieren al tribunal 
para la vista de la causa. 

Art. 638. Cuando las personas obligadas á dar cuenta, ó á 
presentar documentos para formarlas, falten á uno y otro deber sin 
motivo legal, se admitirá la razón jurada del demandante como do 
cumento suficiente para proceder contra el demandado en virtud de 
acción ejecutiva, y aún para el remate de bienes y consiguiente pago, 
si no se hubiere contradicho la obligación de dar cuenta, ó si discu- 
tida, se hubiere declarado con lugar por sentencia ejecutoriada. El 
Juez podrá reducir la fijación hecha por el demandante, si la creyere 
exaj erada. 

Art. 639. Dada la sentencia, se admitirán los recursos y la 
causa seguirá en las demás instancias conforme á las reglas estable- 
cidas para todos. 



Digitized by 



Goo^JÜ^ 



—MI- 
ESTUDIO 156 

ANTECEDENTES 

DeRKCHO Patrio. — Los artículos ¡insertos son el 489 á 492 del Código 
de 1880 y 487 á 492 del de 1873. Ley 6^^ HL 7^ Código de 1838. 

Art. 9^ El 634, con la diferencia de que el apremio para el demandado era 
de prisión. 

Art. 10. El 635 actual sin variación. 

• Art. II. El 636 « « « 

Art. 12. El 637 « « « 

Art. 13. El 638 hasta las palabras acción ejecutiva^ siendo nuevo todo lo 
demás de este. 

Art. 14. El 639, sin variación. 

Dbrhcho Españoi..— La ley arriba citada. 

Dbrkcho Romano. — No hemos encontrad© ningún tratado especial sobre 
rendimiento de cuentas. 

Tf oslados de la cuenta. Presentada la cuenta por el demandado se da vista 
de ella al demandante, con el término de ocho días para devolverla y hacer sus 
reparos ú observaciones. 

Presentada por los peritos, se da también vista al demandante con el mismo 
término y con igual objeto, y luego al demandado, de la misma manera. 

Obsetvaciones sobre orden de la cuenta,' Si se hicieren observaciones sobre el 
orden de la cuenta, esto es, sobre la forma en que ha sido presentada ú orde- 
nada por los peritos, se pasarán á éstos para su informe y para que la reformen 
si encontraren exactas las observaciones. 

Id. sobre lejitimidad de las partidas. Si estas se refieren á la Jejitimidad de 
las partidas rechazando alguna ó algunas en toio ó en parte, sea cual fuere la 
causa, ó á cualquier otro punto ó cosa de que deba responder el demandado, 
como omisión de partidas de entradas, falta de cualesquiera valores, ú otras 
semejantes, se pasarán al mismo demandado para que conteste. 

Contestaciones y apremios. Esos traslados á aquel y á lo3 peritos se deben 
contestar ó satisfacer dentro de cuatro días ; y se encarcjará de comunicarlos la 
persona á quien interese el esclarecimiento de la duda ú objeción. Este puede 
valerse de un juez inferior para acreditar que el que haya de recibir el traslado 
lo rehusa, si así es el caso, esto es, si no quiere recibir la actuación para dar 
su respuesta ó informe. El Juez aplicará al demandado cien bolívares de multa 
cada vez que cometa la falta, y á los peritos veinte bolívares por cada resistencia. 
Estas mismas penas se les impondrán respectivamente si dejaren de devolver el 
expediente en el término señalado, 

Pruebas. Devueltos los autos, si las partes nian¡festai;en la necesidad de 
hacer pruebas sobre los puntos controvertidos, el Juez concederá el correspondiente 
á la cuantía del negocio, segán las reglas de la competencia, ó sean treinta 
días si el asunto es de mayor cuantía, y ocho si es de menor. 

i Podrán admitirse tachas de los documentos, bien por falsedad civil, bien 
por falsedad criminal ? No encontramos inconveniente, puesto que se siguen 
en el juicio los trámites del juicio ordinario. En tal caso, según sea la tacha, 
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se han de seguir las reglas sobre esa materia establecidas para sustanciarlas y 
decidirlas en el título correspondiente dí»l librp II. 

Vista. Concluido el término de pruebas, ó desde el recibo de los autos, si 
no ha habido necesidad de aquel, el Juez señalará día pnra procederá la vista . 
y sentencia, señalamiento que no ha de ser ni para antes de tres días, ni para 
después de ocho. 

Sentenaa. La sentencia debe comprender no solo las objeciones hechas á 
la cuenta, sino también las dudas sobre puntos de derecho presentadas por los 
peritos, las que sin ser de esta especie, no impidieron la formación de la cuenta- 
y se propusieron por separado, y cualesquiera otra que según la ley deba resolver- 
El juez no puede exigir nuevos informes, fuera de los que á la voz quieran ha* 
cer las partes 6 los peritos, estos en lo que á ellos concierna. 

Estimación jurada. Cuando ordenada por el Tribunal 6 por sentencia ejecu- 
toriada la presentación de la cueiita, el obligado no la produjere, ni presenta* 
re tampoco los documentos para formarla, sin motivo legal, se admitirá, dice 
el artículo 638, la razón jurada del demandante como documento suficiente para 
proceder contra el demandado en virtud de acción ejecutiva, y aún para el re- 
mate de bienes y consiguiente pago, si no se hubiere contradicha la obligación 
de dar la cuenta, ó si discutida, se hubiere declarado con lugar; pudiendo el 
juez reducir la fijación del demandante, si la creyere exajerada. Necesarias son 
aígunas explicaciones sobre el contenido de ese artículo. 

Excusas, Al decir la ley sin motivo i^gal, indica que puede haber algún mo- 
tivo que legal mente excuse al demandado de la falta. 

Ese motivo no puede ser otro que alguna imposibilidad á que nadie está 
obligado. Está postrado en cama gravemante enfermo el obligado; hay guerra ó 
peste en el lugar dondti están las principales fincas administradas, sin poderse 
traerlos libros y comprobantes^ está la más valiosa finca en otra nación, y 
e.«5talla guerra entre ella y la nuefstra que impide las comunicaciones: el caso 
está probado, demostrando que no puede imputarse ningún género de resistencia 
al obligado; natural es (jue se espere el tiempo necesario para que cese la impo- 
sibilidad. 

La obligación de rendir la cuenta es de hacer; y por tanto, si no se cumple vo~ 
luntariamente, debe resolverse por el pago del perjuicio, del interés que tiene el 
demandante en su cumplimiento. Ese perjuicio, ese interés, es el que estima 
bajo juramento el demandante, y puede moderar el juez si lo encuentra exajera- 
do. Su monto sirve de base para el embargo preventivo de bienes del deudor, 
como en el juicio ejecutivo; peio, haya contradicho el demandado la obligación 
ó haya dejado deco.cnrrir á la contestación, se sigue el juicio ordinario, con- 
tradictorio en el primtír caso, en rebeldía en el segundo, hasta sentencia defi- 
nitiva ejecutoriada. E itonces se procede á la ejecución, y en ella es también la 
dicha estimación la base, la cantidad que debe cubrirse al demandant^í con el 
producto del remate. 

Dada la sentencia definitiva, seguirá el juicio en todas sus instancias. 

Remuneraciones, Los administradores de bienes tienen derecho á la remuneran 
ción que les acuerda la ley según los casos, bien por el arancel judicial, bien 
por leyes especiales c )uio las de tutela, ó la que han estipulado encaso de con- 
venio- En ella no está incluida el gasto de la rendición de la cuenta, que 
corresponde á aqueká quien se rinie, y que comprende el gasto de viaje á ren- 
dirla, si ha lugar, el honorario de la persona empleada para poner en orden 
las piezas, las copia-^ y los gastos de presentación según Carré, Berriat, Thomine 
y Chauveau. Sin embargo, si la cuenta fué presentada en tal desorden con- 
fusión ó complicación, que fué rechazada y mandada á hacer de nuevo, los 
gastos de la nueva cuenta son de cargo del obligado á rendirla ; como son también 
de su cuenta los honorarios de los peritos, cuando ha lugar á llamar á éstos. Sobre 
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costas de las controversias que se suscitaren, resolverán los tribunales en sus 
fallos, como en todo juicio. 

Cuando la cuenta presentada por el obligado acusa un saldo en favor del 
demandante, creemos que éste puede ex ij ir la entrega del saldo, y en caFode 
negativa, hacer embargar bienes suficientes para asegurar su pago, aun cuando 
deba seguirse juicio porque haya objetado algunas partidas. Hay confesión 
de parte del obligado, que le constituye en deudor. 

* Nuestro sistema actual. El sistema de nuestra ley, que hemos expuesto, tal 
como lo entendemos, nos parece claro y sin inconveniente. El que se desprende 
de la doctrina de nuestro comentador Sanojo, es. á nuestro juicio, inaplicable ahora. 
Según él basta que el demandante pruebe auténticamente el carácter de que se 
desprende la obligación general de rendir la cuenta y el hecho de haber sido 
administrador el ^demandado, para que se ordene ejecutivamente la presentación 
de la cuenta, sin perjuicio de seguir juicio ordinario sobre , la contradicción de 
la demanda ; de suerte que aún cuando este so^Jtenga no deber recaer la cuenta 
sino sobre parte de los bienes que dice el actor, ó no deber comptender sino 
parte del tiempo que aquel pretende, se ha de obligar á presentad a. Claro es 
que en tal caso, no producirá sino la referente á los bienes que él reconoce ha- 
ber administrado y al tiempo que él confiesa, sobre la cual cuenta se seguirá 
el trámite especial marcado eii la ley. Si la sentencia definitiva sobre los puntos 
de contradicción declarare que la cuenta ha de comprender algunos bienes más 
6 un tiempo mayor, habrá necesidad de otra cuenta complementaria, sobre la 
cual se seguirán otra vez los trámites legales para el examen y debate de esa 
nueva cuenta-. Y así resultan dos juicios de cuenta, con mayor trabajo y gastos 
délos interesados. Lo jurídico e.s no aoordar la presentación sino cuando existe 
la prueba auténtica d¿l caso concreto, de las circunstancias esenciales 'qu<* 
son, carácter, hecho de la administración, bienes que comprendió, época de su 
duración. Cuando esté todo probaao, ó convenido ó decidido, íe procede á 
la presentación, examen y debate de la cuenta. 



TITULO 3C 



DEL RETARDO PERJUDICIAL 



Art. 640. La demanda por retardo perjudicial tiene lugar cuan- 
do hay demora maliciosa del actor en promover su demanda, 6 temor 
fundado de que desaparezca alguna prueba del promovente. 

Art. 641. Para preparar la demanda puede el demandante ins- 
truir justificativo ante cualquier juez. 

Art. 642. En caso que la demanda sea por demora maliciosa, 
la solicitud se dirijirá á que se prevenga al demandado que deduz- 
ca sus acciones dentro del término que el juez determine, atendi- 
das las circunstancias, so pena de no poderlo hacer sino cuando no 
sufra el promovente el perjuicio que tema. 
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Art. 643. Si la demanda se fundare en el temor de que de- 
saparezcan algunos medio de defensa del ^demandante, la solicitud 
tendrá por objeto que se evacué inmediatamente la prueba. Res- 
pecto' de este caso las funciones del tribunal se limitan á practicar 
las diligencias promovidas, con citación de la part;e contraria, que 
podra repreguntar los testigos, quedando al tribnnal que venga á 
conocer de la causa la facultad de continuar, si se han llenado las 
circunstancias requeridas para dar por válida la prueba anticipada. 

Art. 644. En ninguno de los casos de este título se admiti- 
rá recurso de apelación á la parte contra quien se promueve. 

Art. 645. El Juez competente para conocer de estas demandas 
es el del domicilio del demandado, ó el que haya de serlo para co- 
nocer del juicio que se pretende provocar, á elección del deman- 
dante. 

ESTUDIO 157 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— Los artículos copiados son los 508 á 513 del Código de 
1880, y 506 á 511 del de 1873. Ley 14. til, 70 C6d^ de i8j8. 

Art. 10 Cuando alguno tenga que demandar á otro por jactancia 6 retardo 
perjudicial, deberá acreditar el hecho 6 fundamento de su solicitud, pudiendo 
instruir justificación, en caso necesario, ante cualquier juez. 

Art. 29 El Juez de la Instancia, sin citar al demandado, acordará 6 nega- 
rá dentro de veinte y cuatro horas la providencia que se solicita, con solo la 
vista de los documentos que acompañan la demanda, la cual deberá hacerse 
por escrito. De su determinación solo podrá apelar el demandante.» 

Derecho Español. — Ley 4.6 til 20 Part, 5a Constreñido non dcve sei nin- 
gún eme, que faga demanda á otro, más él de su voluntadla deve fazersi 
quisiere, fueras ende en cosas señaladas quel pueden los judgadores apremiar 
segund derecho, pira hacerla. E la una dellas es quando alguno se va alaban- 
do e diciendo contra otro que es su siervo, ó lo infamando, diciendo del otro 
mal cueste los omes . . . 

Ley 47 /// 20 Part, 3a Acechan los omes unos á otros maliciosamente, por 
embidia, 6 por malquerencia que han contra ellos; E esto facen contra 
los mercaderes ó contra los otros omes que han á fazer sus viajes por mar ó 
por tierra. Ca luego que saben que tienen sus mercaderías e sus cosas apa- 
rejadas para irse, mueven demandas escatimosamente contra ellos ante los 
judgadores, para estorbarles que non se puedan yr de la tierra en la sa- 
zón que devian. Onde decimos etc. 

Derecho Romano.— Cita Gregorio López en sus notas á la ley 46 Hi. 20 
Part, ja la ley única C. ui nemo inviius, 

s2:r»XiXo.^ozo2TBS 

Reaierdo del articulo sS, Leyes de Partida y Patrias. Vimos aue degún el 
artículo 58 de este mismo Código, ninguno puede ser compelido a comparecer 
en juicio como demandante, sino en los casos de retardo perjudicial, conforme 
á lo que se dispone también en este Código. Las leyes de partida insertas con- 
sagraban la misma disposición de no poder ser obligado nadie á demandar, con 
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excepción de los casos de jactancia 6 retardo perjudicial : excepciones que adoptó 
nuestro Código de 1838. Por el de 1873, como por el del actual, se eliminó 
la jactancia, que consistía en propalar alguno que otro erí su siervo, ó que 
poseía cosa ajena, ó cualquiera otra especie que le dañase ó injuriase ; en aten- 
ción, sin duda, á que para contener y castigar al jactancioso basta la acción 
de calumnia ó injuria o el interdicto de amparo por perturbación legal. En 
el título que estudiamos se ocupa ahora el Código del retardo perjudicial. 

Consiste este en demorar maliciosa ó iutencionalmente una demanda que se 
pretende promover contra otro, esperando oportunidad en que le sea más difícil 
defenderse ó en que se le cause un gran daño, como cuando haya tomado me- ' 
didas para realizar un largo viaje, ó teniendo algún achaque crónico, se espera 
que se agrave, ó bien cuando hay temor fundado de que desaparezca alguna 
prueba del promovente, como testigos viejos ó enfermizos cuyo testimonio sea 
importante. 

Justificativo é inspección oailar. Puede el demandante instruir justificativo 
ante cualauier juez parav probar los hechos en que deba fundar su acción, á 
fin de poder producirlo con su demanda. Y aunque la ley sólo habla de jus- 
tificación de testigos, creemos que podría ser lo conducente una vista ocular 
inmediata, antes que desaparezcan rastros importantes en apoyo de algún de- 
recho, como en un incendio, en una inundación y alguno otro caso. I<a ins- 
pección no podría negarse. 

Son dos, pues, los casos señalados por nuestra ley: Remora maliciosa en 
demandar — temor fundado de que se haga imposible una prueba necesaria. El 
primero requiere la comprobación de haber manifestado de algún modo el de- 
mandado su pretensión de proponer demanda, y su propósito de retardarla 
hasta que el otro vaya á ausentarse ó esté en condiciones de serle imposible 
ó difícil defenderse. El segundo necesita la comprobación de ser indispensable 
la prueba que puede desaparecer, porque co habría otra, ó de ser de importancia 
capital, difícil de suplir, y lo fundado del " temor de que desaparezca, por la 
avanzada edad de los testigos, enfermedad ú otra cauLa. 

Objeto de U demanda en un caso. En la demanda por demora maliciosa la 
solicitud se dirijirá á que se prevenga al demandado que proponga su demanda 
en el término que se le señale, que la ley deja á la prudencia del Juez para 
que lo fije según las circunstancias, so pena de no poder intentar después su 
demanda, sino cuando el demandante haya regresado de su viaje, ó haya curado 
de su enfermedad ó no sufra el perjuicio que teme por el retardo. 

Id. en el otro caso. En la demanda fundada en el temor de desaparecimiento 
de alguna prueba ó medio de defensa, la solicitud se dirijirá á que se proceda 
inmediatamente á evacuar la prueba. 

Curso que se da d la detmnda. La demanda se propone como cualquiera 
otra, con los requisitos que exije la ley. Se hace la citación del demandado, 
con las formalidades de todo emplazamiento. Se oye la contestación y tiene 
lugar el acto de conciliación. No lograda ésta, el tribunal decide, sin más 
pruebas, en atención á. que su fallo, si es conforme con la solicitud, no priva 
al demandado de ningún derecho esencial, sino aue en un caso, sólo le pone 
en la alternativa de elejir entre proponer su acción dentro del término que se 
le señale, ó esperar para ello, á que cese el daño ó perjuicio producido por la 
la demora; y en el segundo caso, aunque la prueba se evacué inmediatamente, 
puede repreguntar los teátigos, y expresamente dice la ley que queda reservado 
al tribunal que haya de juzgar en el pleito que ha de promover, el apreciar 
si se han . llenado las condiciones requeridas para dar por valida la prueba 
anticipada, y por supuesto la facultad de estimar su admisibilidad legal y su 

IQ 
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verdadero mérito. Por la misma razón, no permite la ley oir apelación á la 
parte demandada, seg6n lo cual sí deberá oirse al demandante en el caso im- 
probable de negársele la solicitud, que por venir apoyada en la prueba corres- 
pondiente, ha de acojerse sino aparece manifiestamente improcedente. 

Tribunal campMente. La ley evita la cuestión que existia en el derecho 
antiguo, sobre cuál sea el tribunal competente en estas demandas, resolviendo 
que toca conocer al del domicilio del demandado, ó al que haya de ser com- 
petente en el juicio que se pretende promover, á elección del demandante. 

Suspensión del debate ptobaiorio y de la alzada. No dice expresamente la 
ley, como hemos indicrdo, que se cite al demandado, que se le oiga y que 
haya acto conciliatorio; pero como en todo su contexto califica de demanda la 
selicilud, nos parece lógico y jurídico que se verifiquen aquellos actos que 
son esenciales en toda demanda. Las ra;fones especiales, que hemos apunta- 
do, son las que aconsejan la supresión del debate probatorio y de la apela- 
ción para el demandado. 



TITULO XI 



JUICIO DE ALIBIENTOS 



Art. 646. Cuando el juicio verse sobre alimentos futuros, que 
se reclaman en virtud de las disposiciones del Título 8?, Lib. i? del 
Código Civil, el Juez resolverá, después de contestada la demanda, 
que se pase al alimentario la cantidad que estime proporcionada á 
sus necesidades y á los bienes del que deba prestarlos, si estuviere 
comprobado de un modo auténtico el carácter de los litigantes, en 
virtud del cual pretenda el demandante tener derecho á los alimentos, 
y si hubiere prueba de la necesidad en que se halla y la imposibi- 
lidad en que está de proporcionárselos y de que el demandado tiene 
los recursos suficientes. 

De las providencias dicjtadas conforme á este artículo, solo se 
concederá apelación en un solo efecto. Si el Juez no pudiere estimar 
los alimentos, se procederá á su fijación con arreglo al Título 8? Libro 
I? del Código Civil. 

Lo dispuesto en este artículo no impide que el demandado pueda 
usar del derecho da prestar los alimentos en su propia casa, en los 
casos en que así lo permitan las disposiciones del Título citado. 

Art. 647. En todo lo demás se procederá con arreglo á lo dis- 
puesto para el juicio ordinario. 

Art. 648. Respecto á los alimentos que se reclamen por cual- 
quier otra causa, se procederá conforme á las reglas establecidas para 
los demás juicios. 
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ESTUDIO 158 

ANTECEDENTES 

Derkcho Patrio. — Los artículos copiados sonólos 530 á 532 del Código de 
1880, y 528 á 530 del de 1873. Ley 15 til. 79 Cód. de iSjS, 

«Art. 10 I/)s alimentos se pueden exigir ó por disposición déla ley, 6 
por equidad natural, 6 por voluntad testamentaria ó por contrato. 

«Art. 29 Cuando se demanden alimentos que se deba» por disposición 
de la ley ó por equidad natural, después de haberse procedido conforme á las 
leyes 2a y 3a tit. 19 de este Código hasta el acto de la contestación y conci- 
liación; si esta no tuviere luí^ar, el jaez con vista de las actas determinará en 
el primer acto, ó á más tardar, dentro de seis días, como en los puntos de mero 
derecho, lo que considerare de justicia. 

vArt. 39 Para el efecto deberá el demandante acompañar siempre con su 
escrito los documentos ó justificaciones que ameriten no sólo su derecho á los ali- 
mentos, sino que comprueben igualmente su falta de medios y la posibilidad del 
que deba proporcionárselos. 

«íArt. 4** Déla determinación del juez no se oirá apelación más que en el 
efecto devolutivo. 

Art. 5*^ Pero si en el acto de la contestación opusiere el demandado excep- 

. cionei de aquellas que constituyen lo que se llama en derecho artículo perjudicial, 

y que probadas le libertarían de la obligación de dar alimentos, entonces el juez, 

sin dctar nada sobre la demanda principal, sustanciará dicho artículo y seguirá 

por todos los trámites del juicio civil ordinario. 

Art. 6** También se s'iítanciará y seguirá la causa por los trámites del jui- 
cio ordinario, cuando verse la demanda sobre alineutos pasados oque se de- 
ban por voluntad testamentaria ó por contrato. 

Art. 89 lya cantidad que se haya de dar por alimentos^^se fijará por dos ex- 
pertos nombrados en la forma prescrita por la ley respectiva, siempre que no 
haya sido designada en el contrato ó ultima voluntad. 

Derecho í?spaÑoi,. — Ley^^ tit, 19 Patt 4.^. Claras razones é manifiestas son 
porque los padres, e las madres, son tenuios de criar á sus fijoá. La una es mo- 
vimiento natural porque se mueven to las las cosas del mundo á criar e guardar 
lo que nace dellas. La otra es, por lazón del amjr que ancón ellos natural- 
mente. La tercera es, porque todos los derechos temporales e spirituales se acuer- 
dan en ello. E la manera en que deben criar los padres á sus fijos, e darles 
lo que fuere menester, maguer non quieran, es esta: que les* deven dar que 
coman, e que bevan, e que vistan, é que calcen, e lugar do moren, e todas 
las otras cosas que les fuere menester, sin lis cuales non pueden los omes bi- 
vir. E esto deve cada uno fazer, segund la riqueza, e el poder que oviere; 
catando todavía la persona daqud que lo deve rescebir, en que manera le de- 
ven esto fazer. E si alguno contra esto ficiere, eljudgador de aquel lugar lo 
deve apremiar, prendándolo, ó de otra guisa, de manera que lo cumpla, 
assi como sobre dicho es . . . Otrosi deximos que los fijos deven ayudar á 
proveer á sus padres, si menester les fuere, pudiéndolo ellos fazer, bien assi, 
como los padres son tenudos á los fijos. 

Dkrbcho Romano.— Cbúf. Lib V títXXV deaiend L, 11, Competens judex 
afilio se alijubebit, si ineá facúltate est, ut tibi alimenta praestare possit. 

D. Lib XXXIV tit I de aliment, L V Legatis alimentis, cibaria et vestibus 
et habitatio debentur, quiá sine his ali corpus non potest. 

Estos textos dicen. Al hijo se le deben alimento?, y el juez competente 
obligará á que se los den las personas obligadas á suministrarlas. 

Si se legan alimentos se deben comida, vestido y habitación; por que sin 
toio esto DO puede alimentarse el cuerpo. 
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• 

Qué son alirneniosf Alimentos, según Escriche, son las asistencias que 
se dan á alguna persona para su manutención y subsistencia, esto es, para 
comida, vestido, calzado, habitación y recuperación de la salud. Son mera- 
mente naturales ó civiles. Aquellos se limitan á lo estrictamente necesario 
para subsistir quien los recibe; y los civiles se extienden á lo que exijen Ift 
condición y circunstancias de quien los da y de quien los ha de recibir. 

Quiénes tienen el de fecho y quiénes la obligación. El Til. 80 del lib, i9 C6(L 
Civil, está destinado á tratar de la educación y de los alimentos. Su primer ar- 
tículo, que es el 262, impone á los padres el deber de mantener, educar é ins- 
truir á sus hijos legítimos, ilegítimos legalmente reconocidos y á los adop- 
tivos, así como á aquellos cuya filiación resulta indirectamente de sentencia 
en juicio civil ó criminal, ó proviene de un matrimonio declarado nulo, ó de 
una declaratoria en escritura publica, aunque no pueda ser reconocido legal- 
mente el hijo. 

El artículo 263 declara que la obligación, cuando los padres no tienen 
medios de cumplirla, pasa á los ascendientes por orden de proximidad, y al 
padre adoptante, á falta de ascendientes. 

El 264 establece la obligación recíproca de los hijos legpítimos, ilegítimos 
reconocidos legalmente y adoptivos, por ese orden, de alimentar á sus padres 
y otros ascendientes; pííro la del hijo adoptivo no pasa de su padre adoptante/ 
y viceversa, conforme el 265. 

Tales alimentos son civiles. 

Los hermanos y las hermanas legítimas tienen derecho solo á alimentos 
naturales, estrictamente necesarios, según el 266. 

Como la obligación de alimentos recae, coa las modificaciones expresa- 
das, primero, sobre el cónyuge, en segundo lugar sobre los descendien- 
tes, en tercero sobre los ascendientes, y por último sobre los hermanos y her- 
manas, según el artículo 267, resulta que se regula por el derecho á suceder, 
por lo que creemos que respecto de los hermanos recae primero en los de am- 
bos lados y después en los de un solo lado. 

Los demás parientes. Entre los demás parientes, tíos y sobrinos, primos 
hermanos, etc., no hay obligación de alimentos, de modo que no pueden exi- 
girse con acción eficaz. No obstante, la obligación natural de aquel que tie- 
ne posición desahogada, sobra de renta, de auxiliar á los miembros de su fa- 
milia necesitados y dignos, que por su sexo, edad, en fermedades y otras cir- 
cunstancias, lo requieren, existe y no puede desconocer.se. A nombre de un tu- 
tor solicitamos una vez, la autorización judicial para dar á una^ tías ancia- 
nasy pobres, de los pupilos ricos, una pensión mensual alimenticia que acos- 
tumbraba darles su hermano, padre de los menores; y el tribunal, impuesto 
de las circunstancias, y de que aquellos mtsmos lo deseaban, reconociendo el 
deber natural,*autorizó al tutor para dar la pensión solicitada, de los sobrantes 
de la renta. 

Distribución de la cay ga. Cuando son varios los obligados conjuntamente á 
dar alimentos, deben contribuir en proporción, y esta se regula por la exten- 
sión del derecho á heredar ab intestato. Y cuando' concurran varios con derecho 
á alimentos, el cumplimiento de la obligación será siempre sin perjuicio del 
que tenga derecho preferente; entendiéndose que el hijo legítimo prefiere al 
ilegítimo y ambos al adoptivo (art. 268). 

Su acción es irrenunciable, La acción para pedir alimentos es irrenunciable, 
y por su naturaleza misma imprescriptible, y a ello no puede oponerse com- 
pensación; pero las pensiones alimenticias atrásalas pueden renunciarse ó 
compensarse. ("276). 
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Base de la obligación. La base de la obligación de alimentos es la imposibi- 
lidad de proporcionárselos el que los exije, y la posibilidad de prestarlos, por 
tener recursos suficientes, aquel á quien se los exijen; temiéndose en considera- 
ción la edad, condiciones de la persona y demás circunstancias. Por eso cuan- 
do el padre 6 ascendiente tiene en su poder bienes del hijo, debe darle los 
alimentos de estos bienes. 

El que fuere de mala conducta notoria no tiene derecho á alimentos, y si 
se le hubieren concedido ya, aun por sentencia, pierde el derecho, (art. 270). 

excepciones legales. Tampoco tiene derecho á pedirlos el que se encuentra 
en algunos de los cuatro casos del artículo 271, por haber cometido alguno 
de los hechos delictuosos 6 de abandono ó ingratitud, allí expresados. 

Muet te de alguno délos interesados, La muerte del que tiene, derecho á ali- 
mentos 6 del obligado á prestarlos, hace cesar los efectos de los convenios y 
aun de las sentencias que los acuerdan, pero no la obligación de pagar las 
pensiones alimenticias ya devengadas, (art. 279) 

Alteraciones en la pensión. Cuando después de la asignación de alimen- 
tos sobreviene alteración en la condición del que los presta ó del que los recibe, 
el tribunal podrá acordarla cesación, la reducción ó el aumento, según el ca- 
so y circunstancias. (272) 

Modo^ de aimplir. La obligación puede cumplirse ó dando una pensión 
alimenticia, que ha de pagarse adelantada, por lo menos por mesadas, ó reci- 
biendo y manteniendo en su propia casa al que ha de recibir los alimentos. 
El artículo 273 agrega, «pero en ningún caso podrán ser obligados los ascen- 
dientes á recibirlos en la casa de quien ha de prestarlos». Sin duda consi- 
dera el legislador que es una especie de humillación, y una exposición á que 
no se le tributen las debidas consideraciones, á que no debe ser sometido el 
ascendiente. No dice más la ley; pero nos parece conforme á los principios 
la doctrina de Escriche que exceptúa también á los hijos en los casos de se- 
vicia 6 malos ejemplos, por supuesto, habiendo prueba de ello; así como en 
los casos de hijos de anterior matrimonio, que no pueden vivir en la casa 

Eatema por mal trato, humillaciones y conducta indigna, de su madrastra, 
abiendo también prueba de ello. 

En los alimentos que se deben por testamento ó por contrato, ha de aten- 
derse en todo á la voluntad d,íl testador ó á las estipulaciones del contrato. 

Ocupémonos ahora en el procedimiento. 

Demanda formal. La reclamación de alimentos, sean pasados, sean futuros, 
y bien se deban por la ley ó por testamento ó contrato, se debe hacer por 
demanda formal, ante el tribunal correspondiente, conforme á las reglas esta- 
blecidas para todos los juicios. Las citaciones y el acto de contestación y 
conciliación tienen también lugar conforme á esas reglas. Pero si no se ha lo- 
grado conciliación, es entonces la oportunidad de poderse aplicar, el procedi- 
miento especial de que trata esta ley, en favor de aquellos que demandan ali- 
mentos futuros que se deban por las disposiciones del título 80 Lib. 10 del 
Código Civil, á que nos hemos referido antes. En tal caso, toca- al tribunal 
examinar si el demandante ha probado, con la documentación que debe producir, 
de un modo auténtico, el carácter que le dá legalmente el derecho á alimentos; 
y también el carácter del demandado que le impone la obligación de prestarlos; 
y así mismo, si existe prueba de la necesidad en que se halla el peticiona- 
rio y su imposibilidad de proporcionarse los alimentos, y de que el deman- 
dado tiene los recursos necesarios. Si existe la prueba auténtica del derecho 
y del deber, y la comprobación de los otros dos puntos, y no ha desvirtuado 
el demandado su mérito con otros documentos fehacientes que produzca, el juez 
debe resolver que se pase al demandante la cantidad que estime proporcio- 
nada á la necesidad del actor y á los recursos del demandado. De tal provi- 
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dencia sólo se oye recurso de apelación en un efecto; de modo (Jue se hace 
cumplir, como en todo caso de ejecución. 

Fijación por el juez\ Si el juez no pudiere estimar los alimentos, dice el 
artículo 646, se procederá conforme al Tit 8 Lib. 10 del Código Civil. Mas 
este no prevee allí el caso; y lo que parecería jurídico sería que una exper- 
ticia hiciera la fijación; cosa que se opone á la brevedad que reclama la 
necesidad de los alimentos, en que no debe haber demora. Así es, que 
el juez debe hacer la desiguacion, sin perjuicio de oír las reclamaciones de 
las partes, para aumentar 6 disminuir la pensión, según lo encontrare justo. 

No obstante la fijación que el tribunal hiciere, puade el demandado pres- 
tar los alimentos recibiendo al demandante en su casa, á menos que el de- 
mandante no esté obligado á ello, según lo que arriba hemos expuesto. 

Cufso de la causa. No habiendo hibido onciliación, hayase ó no acorda- 
do la pensión, sea por que no exista la prueba exigida por la ley, sea por 
que el caso fuere distinto de aquel en que puede acordarse legalmente, se 
sustancian las excepciones y defensa del demandado como en todos los de- 
más casos, y el juicio sigue su curso ordinario. 

Razón filosófica. Buscando la razón filosófica de la diferencia que hace el 
legislador entre los alimentos debidos por la ley, y los debidos por testamen- 
to ó por contrato, para favorecer á los primeros y no á los otros, con una * 
especie de procedimiento ejecutivo, no obstante que la obligación de esos últi- 
mos pudiera estar comprobada por testamento público ó contrato registrado, 
la encontramos en la naturaleza de la obligación legal, que viene de los la- 
zos de la familia, lazos que imponen imperiosamente el no dejar perecer de 
necesidad á un pariente inmediato, ascendiente, descendiente, hermano, ni al 
compañero de la vida, al cónyuge, cuando se está en posibilidad de aten- 
der á sus necesidades. O lioso, intolerable sería fjue tuviese la caridad públi- 
ca que extender mano humanitaria y cargar con el deber de subvenir á las 
necesidades de la vida de aqu2l que tiene su cónyuge, un ascendiente ó des- 
cendiente ó hermano, ricos. Sería una verdadera mostruosidad. Mientras el 
deber que por piedad, generosidad ú otra causa, se impone por un testamento 6 
un contrato, de dar alimento á un tercero, ni tiene aquel sagrado origen, 
aquella fuerza natural, y pudiera ser discutido y hasta hacerse nugatorio, an- 
te deberes ó compromiso» para con terceros acreedores, qae no podrían per- 
judicarse en sus derechas, para atender coa preferencia á ui acto de genero- 
sidad. 



TITULO XXI 



DEMANDAS EN QUE TIENEN INTERÉS 
LAS RENTAS NACIONALES O MUNICIPALES 



Art, 649. Cuando los tesoreros, administradores ú otros em- 
pleados en la recaudación de las rentas nacionales 6 municipales 
tengan que demandar judicialmente cantidades líquidas, ú otra cosa 
cierta, que corresponda á los ramos de que están encargados, lo 
harán ante el Juez competente según la cuantía del reclamo, de 
conformidad con el Código orgánico de tribunales, 
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Art. 650. En la demanda se presentará la liquidación del 
crédito ó documento que lo justifique, y si dicha liquidación ó 
documento tuviere fuerza ejecutiva, se acordará en la misma audien- 
cia la intimación al deudor, para que pague dentro de tres días, 
apercibido de ejecución. % 

Art. 651. Si al cuarto día no acreditare el demandado haber 
cumplido con aquella orden, se procederá como en el caso de eje- 
cución de sentencia. 

Art. 652. El deudor puede proponer sus excepciones en el 
término de ocho días, contados desde que se le intime el pago; y 
si residiere fuera del lugar en que se halla el tribunal, tendrá un 
día más por cada treinta kilómetros. Vencido este término no 
será oído. El juicio sobre las excepciones seguirá por los trámites 
del ordinario, sin impedir ni suspender el remate de los bienes 
embargados; pero se entenderán responsables todos los ramos de 
la hacienda pública ó municipal, en su caso, y el empleado de- 
mandante de mancomún et in solidum, obligado para la indem- 
nización del perjuicio que sufra el demandado, si resultare el cobro 
indebido. El empleado demandante será también responsable del 
perjuicio que, en tal caso, sufra la hacienda pública. 

Art. 653. En cualquier estado del juicio en que el deman- 
dado presente documento público que excluya la acción, se suspen- 
derá la ejecución respecto de los bienes que no se hayan rematado. 

Art. 654. En las demandas ordinarias en que no se proceda 
en virtud de acción ejecutiva, bien sea el empleado demandante 
ó demandado, se arreglará el procedimiento á lo establecido para 
todos los juicios, con sólo la diferencia de que el representante 
de la hacienda pública no está obligado á comparecer al tribunal, 
excepto en el caso de que deba absolver posiciones, ni á nombrar 
apoderado: que cuando no comparezca deberá pasársele copia de la 
contestación del demandado, y cuando él lo sea, se recibirá su con 
testación por escrito ; y que en ningún caso se exijirá como ne- 
cesaria, la conciliación. 

Art. 655. Si el tesoro público ó municipal fuere condenado 
á pagar una cantidad ó cualquiera otra cosa indeterminada, se 
suspenderá la ejecución y ocurrirá el tribunal con copia de la 
sentencia que haya causado ejecutoria, al cuerpo encargado de for- 
mar el presupuesto de los gastos, nacionales ó municipales, para 
que coloque en él la correspondiente partida, ó determine el modo 
en que haya de verificarse el pago. 

Art. 656. Si el tesoro nacional ó municipal fuere condenado 
á entregar una cosa determinada, el Tribunal ejecutor procederá 
conforme á las reglas establecidas para el caso, en la ley sobre 
ejecución de sentencia. 
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ESTUDIO 159 

ANTECEDENTES 

DBRKCHO Patrio. — Los artículos copiados son los 514 á 521 del Código de 
1880, y 512 á 519 del de 1873. 

Ley Xliit 7 C6d. de 1838. 

Art. ló El 649. 

Art. 20 El 650. 

Art. 30 El 651. 

Art. 4? Embargados los bienes del deudor por no haber pagado se proce- 
derá á su justiprecio y remate conforme á lo que prescriben los artículos des- 
de el 13 al 18 de la ley la del título 7? sin perjuicio de las excepciones del de- 
mandado y de lo que se resolviere por la sentencia. 

Art 50 El 652. 

Art. 69 El 654, siendo nuevos el 653, 655 y 656. 

Derecho Español. — Las leyes de partida y las recopiladas contienen dispo- 
siciones distintas sobre los privilegios fiscales, sobre restitución sin integran 
hipoteca, prelación y ejecución, que sería largo insertar. 

Derecho Romano. — En este derecho se establecieron también disposicio- 
nes en favor de las rentas públicas y del patrimonio, después, de los Empe- 
radores, que hoy no nos interesan. 

Jueces competentes, Las demandasen que son interesadas las rentas nacio- 
nales ó municipales, deben proponerse ante el tribunal que sea competente ' 
según la materia y según la cuantía, con arreglo á los Códigos orgánicos. 
Así, la Alta Corte Federal es llamada á conocer de los litigios á que den 
lugar los contratos celebrados por el Ejecutivo, y de otros asuntos ; los tri- 
bunales de hacienda de las causas de comiso y cobros de los impuestos adua- 
neros; y los tribunales ordinarios, de otros de la hacienda nacional y de los 
de las rentas municipa'es. E! tesorero, administrador 6 Fiscal que deba 
proponer alguna demanda por cobro de cantidad debida á las rentas, ha de 
ocurrir, por tanto, al tribunal que sea competente, según hemos dicho. 

Doaimentos que han de acompañarse. El demandante debe producir la liquida- 
ción y documentos del crédito; y si fueren ejecutivos, esto es, si aparejaren 
ejecución, en la misma audiencia deberá el Juez acordar que se intime 
al deudor que pague dentro de tres días, apercibido de ejecución. Esa intima- 
ción se hace por escrito, observándose las formalidades de la citación. 

Falta de comprobar el pago. Si el cuarto día no acreditare el deudor ha" 
ber pagado, se procederá como en el caso de ejecución de sentencia, es decir, 
á librar mandamiento para que se embarguen bienes suficientes, y al jus- 
tiprecio, pregones y remate de los embargados. 

ContestcLción, La intimación sirve de emplazamiento al deudor para con- 
currir dentro de ochó días después de ella, más el término de distancia, si 
hubiere lugar, á contestar la demanda, en la que podrá proponer las excep- 
ciones dilatorias ó perentorias que tuviere á bien. Si no concurriere en dicho 
término, no será oído después, quedando terminado el juicio y siguiendo solo 
la ejecución. Si concurriere y contestare, st* dará al asunto el curso ordina- 
rio, pero sin suspender por eso el de la ejecución ni el remate de los^biefites. 
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De suerte que se le ejecuta en efecto, no obstante sus excepciones y defen- 
saá, á menos que produzca documento publico que excluya la acción, como por 
haber pagado, por estar prescrita etc., cosa que puede hactr en cualquier 
tiempo, pues entonces se suspende la ejecución respecto de los bienes que no 
se hubieren tematado. 

Ftto como puede resultar que el cobro sea indebido, y que se cometa una 
injusticia ejectitaiido á quien no es deudor; privándole de lo suyo y causándo- 
le todos los perjuicios constgment» á semí^anUt proceder, la ley declara que 
se entienden responsables todos los ramos de la hacienda pública 6 municipal, 
en su caso, y al empleado demandante responsable de mancomún et in solidum 
con ellas, para hacer efectiva la correspondiente indemnización al demandado 
de todos los perjuicios que se le irroguen. El empleado tendrá también res- 
ponsabilidad por el perjuicio- que sufra la hacienda pública. 

Demajida ordi>iaria. Si la demanda no fuere ejecutiva, sino ordinaria 
sea demandante ó demandado el representante de las reutas, el procedimien- 
to se arreglará á lo dispuesto para el juicio que corresponda, según la mate- 
ria y la cuantía, en todas sus instancias. 

Condenación del tesoro público ó municipal. Cuando el tesoro nacional ó muni- 
cipal fuere condenado á entregar una cosa determinada, como una casa, una here- 
dad, un animal, se hará la ejecucióii como lo previene la ley, aun manu milttari 
como ccfntra cualquier particular, de conformidad con lo prescrito en la ley 
respectiva para tal caso. Pero si fuere condenado á pagar una cantidad, ó cual- 
quiera otra cosa indeterminada, se suspenderá la ejecución y ocurrirá el tribu- 
nal, con copia de la sentencia ejecutoriada, á la corporación á quien la ley so- 
meta la formación del presupuesto de gastos nacionales ó municipales, para 
que coloque en él la correspondiente apartida y determine el modo de verificarse 
el pago. 

Dedarhtofia del Qódigo de Hacienda. El Código de Hacienda contiene una 
disposición especial que declara que el Fisco no puede ser condenado eu costas. 
Bn nuestro sentir tal di"Sposición, contraria á los principios, solo debe aplicar- 
se en las materias de que trata aquel Código. En todos los demás casos, la 
justicia exije que se le someta á la regla co isagraJa en el Código de procedimiento 
como cualquier particular, de imponerse las costas al que aparezca haber litigado 
con temeridad. Si así resulta, justo es que se le condene, para que no sufra 
indebido perjuicio aquel que ha obrado con derecho y probado la justicia de 
su causa. Extender tan odioso ^ privilegio, aumentando los que por varios 
respectos se conceden al tesoro público, es exceder los .límites de lo racional. 

ídem. Declara el Código de Hacienda que en las causas fiscales se en- 
tienden interpuestos los recursos legales de apelación y nulidad, aún cuando 
el representante fiscal no los haya interpuesto. También creemos que tal 
disposición no puede sacarse de la esfera de los negocios de que habla dicho 
Código, y extenderse á otros asuntos ; ya porque la ley que estudiamos, 
que es especial, puesto que está colocada entre los procedimientos especiales] 
no consagra semejante privilegio; ya porque pleiteando el fisco con un ciuda- 
dano, no sobre cobro de los impuestos que constituyen la renta pública, no 
hay razón para no considerarlo igual á toda parte. 

Concesiones al teptesentantc fiscal. I^a ley que estudiamos hace ciertas con- 
cesiones al representante fiscal, en atención á la dignidad y los deberes de 
su cargo, tales son la de no estar obligado á comparecer personalmente al 
tribunal, excepto en el caso de que deba absolver posiciones, ni á nombrar 
apoderado: la de que, no compareciendo personalmente, debe pasársele copia 
de la contestación del demandado, y cuando él lo sea podrá contestar por 
escrito ; y que nunca se exijirá como necesario el acto de conciliación. Tales 
comodidades no hieren ningún derecho sustancial de la parte contraria; y 
justo es que en todo caso se otorguen, como que no vulneran la justicia. 
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La Alta Corte Federal, en los casos en que está llamada á conocer, debe 
aplicar especialmente la ley orgánica del cuerpo, y arreglar el procedimiento 
en lo demás al Código que estudiamos. Lo mismo deben hacer los tribunales 
de hacienda en su caso, como los tribunales ordinarios, han ^e atenerse al 
Código orgánico y á este de procedimiento. 



TITULO XIII 



RECTIFICACIÓN DE LOS ACTOS 
DEL ESTADO CIVIL 



Art. 657. El que pretenda la reforma de alguna partida de 
los registros del estado civil, deberá ocurrir por escrito al Juez de 
Primera instancia á quien toque el examen de los libros correspon- 
dientes, según el Código Civil, expresando cuál es la partida cuya 
reforma pretende, presentando copia de ella, indicando claramente 
en qué consiste la reforma y el fundamento de la pretensión y 
las personas contra quienes pueda obrar, ó que tengan interés en ello, 
y su domicilio ó su residencia. 

La solicitud se sustanciará por los trámites del juicio ordinario; 
pero si no hubiere interesado que pudiere perjudicarse, podrá el Juez 
abreviar el término probatorio hasta reducirlo á ocho días y oir á 
un Fiscal abogado ó, en su defecto, á un procurador que nombrará, 
caso de haber algún menor ó incapaz sujeto á tutela ó cúratela, intere- 
sado en el asunto, y podrá el Juez oir para sentencia al consejo 
de tutela que reuniere. 

V 

Art. 658. Si se acordare la reforma, la sentencia ejecutoriada 
se insertará íntegra en los Registros, sin hacer alteración en la 
partida rectificada, poniendo á su margen la nota á que se refiere 
el artículo 441 del Código Civil. 

ESTUDIO 160 

ANTECEDENTES 

% 

Derecho Patrio.—Eii nuestros Códigos de procedimiento anteriores no hay 
ningún antecedente. La materia es nueva en el que comentamos. 

Disposiciones del Código Civil, En el Código Civil vigente entonces exis- 
tían bajo el rubro De la r edificación de los regislros, estas disposiciones. 
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«Art. 440. Niuguna partida de los registros del estado civil, después 
de extendida y firmada, podrá reformarse, sino en virtud de sentencia ejecu- 
toriada y por orden del Tribunal de la Instancia, á cuya jurisdicción corres- 
ponda la parroquia en que se extendió la partida». 

ffA.rt. 441. La sentencia ejecutoriada de rectificación se inscribirá en el re- 
gistro, y servirá de partida, poniéndose, además, nota al margen de la reforma- 
da; y solamente perjudicará á las partes que hubieren sido oídas en eljui- 
cio de rectificación». 

«Art 442. Toda rectificación y anotación se hará en los ejemplares del 
registro». 

«Art. 443. No podrá darse certificación de una partida que haya sido 
rectificada sin insertar en ella la nota marginal de la rectificación». 

Casos de 'f edificación. Comencemos por examinar cuales son los casos en 
que legitimaraente pueden pedirse las rectificaciones de que se trata; y como 
los prirtcipios que contienen los artículos copiados son los mismos que infor- 
man la materia en la legislación francesa, veamos á Aiihy et Rau sobre el par 
ticular. Dicen así: 

Doctrina de Atibty et Rau. «Puede haber lugar á rectificación en las tres hi- 
pótesis siguientes^» 

la Cuando un acto del estado civil encierra errores, presenta omisiones, 
contiene enunciaciones que no han debido llevarse allí, ó atribuye á las per- 
sonas que se nombran en el acto, nombres ó títulos que no Jes pertenecen». 

ff2a Cuando i|n acto del estado civil no ha siJo inscrito en el término se- 
ñalado por la ley.» 

«3a Cuando un acto que ha debido inscribirse en los registros del esta- 
do civil, se ha puesto en una hoja volante». 

«No ha lugar á distinguir, bajo este respíífco, entre el caso en que la deman- 
da en rectificación tuviere únicamente por objeto la reparación de errores ma- 
teriales, sin influencia sobre el estado de la persona á quien concierne el acto 
de cuya rectificación se trata, y el caso en que la demanda tendiese á atribuir 
á esa persona un estado diferente de aquel que le asigna el acto. Nada se 
opone, aún en este último caso, á que se proceda por vía de demanda en rectifi- 
cación, salvo al tribunal que conoce, ordenar la citación para asistir, á las par- 
tes actualmente interesadas en combatirla, 'y bajo la reserva de los derechos de los 
que no han sido llamados á contestarla. Semejante demanda debería, sinembar- 
go, ser desechada, si ella no constituye en el fondo sino una acción en reclama- 
ción de estado, no recibí ble como tal, por aplicación, por ejemplo del artículo 
329» (que la prohibe). 

El artículo 657 de los que estudiamos, dice claramente que el reclamante debe 
ocurrir al Juez de la instancia á quien toque el examen de los libros correspon- 
dientes, expresando etc. De suerte que habla de una acción principal de rec- 
tificación. Pero la misma obra citada de Aubry et Rau, dice después e5to : 
« Sinenibargo, si semejante demanda fuese introducida incidentalmente en una 
demanda principal ya formada, el Juez -de esta sería competente para resolver 
aquella »....« En fin, dice, la demanda que tenga por objeto rectificacio- 
nes que deben hacerse en muchos actos, cuyos errores provienen los unos de 
los otros, debe llevarse ante el tribunal de la jurisdicción en la cual fué re- 
cibido el acto generador de esos errores ». 

«Es bien entendido, dice en otto lugar, que no se puede por medio de una 
demanda de rectificación, ni reparar los vicios de que se encuentra adolecer, por 
inobservancia de las solemnidades exigidas por la ley, el acto juiídico que 
forma el objeto de un acto instrumental del estado civil {Locré, Zackaria); ni 
reclamar la inscripción en los registros, de un a:to de matrimonio que no se 
hubiere llevado allí». 
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Hablando después los aulores de los casos en que no se llevaron registros 
en el lugar en que han debido asentarse las partidas, yl[eu que los registros se 
han perdido, dicen que la prueba de los nacimientos, matrimonios y defuncio- 
nes, puede hacerse por escrito y por testigos ; advirtiendo que Jos escritos de 
más peso, según las circunstancias, son los emanados de los padres y madres 
muertos. Pero la prueba sólo puede hacerse probando previamente la inexis- 
tencia 6 pérdida de los registros. Y finalmente añaden que la jurisprudencia 
ha llegado hasta reconocer en los tribunales el poder de admitir pruebas, aún 
de testigos, cuando la falta de las partidas se debe á una simple omisión. 

Con los antecedentes traídos de fuente tan autorizada, expliquemos ahora 
nuestro procedimiento. 

Nuestro procedimiento. Ya vimos que el artículo 657 ordena que se ocurra 
por escrito al Juez de la instancia á quien toca el examen de los libros (el 
de la jurisdicción á que corresponda la parroquia), presentando copia de la 
partida, indicando claramente cuál es la reforma á que se aspira, y las perso- 
nas contra quien pueda obrar ó tengan en ello interés, y su domicilio ó su 
residencia. 

Trámites del juicio ordinario y modificaciones. Esa demanda se sustancia por 
los trámites del juicio ordinario, pero si no hubiera interesado que pueda per- 
judicarse, como si se trata de la variación del nombre ó del apellido ó cosa 
semejante, ,el término probatorio puede abreviarse hasta ocho días, oir á un 
abogado, como fiscal, y en su defecto un procurador, y para sentencia reunir 
un consejo y oirlo ; ambas medidas caso de existir un menor ó incapaz, su* 
jeto á tutela ó cúratela. 

Qu£ se ha^ en los Registros, Sise acuerda la reforma, la sentencia ejecuto- 
riada se inserta íntegra en los registros (porque estos no pueden alterarse) 
sin alterar la partida rectificada, á cuyo margen debe ponerse la nota que 
expone el artículo 441 del Código Civil. 



TITULO 2CI^ 



JUICIOS YERBALES 



Art. 659. Por i*azón de la cuantía se sustanciarán y senten- 
ciarán en juicio verbal las demandas que en su acción principal 
no excedan de cuatrocientos bolívares. 

Art. 660. En estos juicios se procederá del modo siguiente: 

El demandado será citado por boleta en que se exprese el^ 
nombre, apellido y domicilio del demandante y demandado, el objeto 
de la demanda y sus fundamentos, y deberá comparecer el segundo 
día para contestar y oponer las excepciones que tenga. 

Dada la contestación, el Tribunal procurará la conciliación, y 
si no la consiguiere, sentenciará la demanda inmediatamente, á 
no ser que alguna de las partes quiera promover pruebas, pues en 
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este caso se concederá el ténnino de ocho días y el de la distancia 
si los testigos 6 documentos para las pruebas existieren en otro lugar, 
pero nunca podrá concederse más de diez días por término de dis- 
tancia, sea cual fuere el lugar donde pretenda evacuarse la prueba ; 
á menos que la parte que solicitare el término diere garantía sufi- 
ciente para responder de todo aquello de que pueda resultar respon- 
sable, inclusive los perjuicios, pues entonces se le concederán todos 
los demás días de distancia, como en los juicios ordinarios. 

La concesión debe pedirse y designarse la garantía, al promo- 
verse la prueba ; y si la garantía fuere declarada insuficiente, de hecho 
queda negada la extención del término. 

Dictada la sentencia, continuará el juicio como el ordinario, 
salvo que cuando la demanda no exceda de ochenta bolívares no se 
daré apelación, y que en los demás casos, inclusos los de desocu- 
pación de casa, aquella deberá interponerse en la audiencia en que se 
dicte la sentencia ó en la siguiente. 

Art. 66 1. En segunda instancia se procederá en estos jui- 
cios como se establece en las sección 2^ tít. 4° lib. 2?; pero 
la vista, de la causa será dentro de tercero día después de recibidos 
los autos, y la apelación, si hubiere lugar á ella, deberá interpo- 
nerse en la misma audiencia en que se dicte la sentencia ó en la 
siguiente. 

Art. 662. En los casos de no comparecencia se procederá como 
en el juicio ordinario. 

Art. 6^3. Respecto de las incidencias, se procederá también 
como en los juicios ordinarios; pero los términos que en ellos se 
den, serán de cuatro días. 

Art. 664. En todos los^ casos en que según la ley deba pro- 
cederse en juicio verbal para los efectos que ella exprese, así como 
en las simples desocupaciones de casa por no pago de alquileres, 
estipulados en los contratos de venta con pacto de rescate, para sólo 
los efectos de la desocupación, se procederá de conformidad con este 
Título, sea cual fuere el tribunal competente que deba conocer del 
asunto. 

ESTUDIO 161 

ANTECEDENTES 

Dkrkcho Pat&io.— Los artículos copiados son el 533 á 537 del Código de 
1880, y 531 á 534 del de 1873. El 664 es nuevo. 

I<ey única, tit. 90 Código de 1838. 

El artículo 19 y sus § 19 y 2? son en sustancia, aunque no en redacción, 
iguales al artículo 659 actual y á los apartes 19 y 29 del 660; teniendo éste 
agregado todo lo relativo á la limitación del término de distancia.^ El § 39 de- 
cía así. En estos juicios se escribirán en un libro destinado al efecto los nom- 
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bres, apellidos y domicilio de las partes, el contenido de la demanda, la fe- 
cka de la citación, las excepciones del demandado, las pruebas y la sentencia. 
Este acto lo firmarán las partes, así como los testigos sus declaraciones, siem- 
pre que sepan hacerlo, además del Juez y Secretario.» 

El § 40 es en sustancia el artículo 662 actual. El § 59 decía: En las de- 
mandas que no pasen de veinte pesos, el juez hará comparecer al demanda- 
do, y oídas sus excepciones, sustanciará en el mismo acto, escribiendo la re- 
solución en un libro que llevará al efecto. Cuando alguna de las partes lo 
solicite, concederá el término para pruebas que no pase de cuatro días. 

Y el artículo 20 era es e : Cuando conozcan los jueces de paz en estos 
juicios, se admitirá apelación para ante el. juez de parroquia, si la cantidad 
sobre que versare la deinanda excediere de veinte pesos. En el caso de que 
conozcan los jueces de parroquia, se admitirá también para ante el juzgado 
cantonal respectivo, si exce liere de cincuenta pe>os. En ambos casos se remi- 
tirá al tribunal superior copia certificada de lo actuado. 

§ único. L^B apelaciones que se conceden por el artículo precedente de- 
ben interponerse dentro de 24 horas. 

Derecho Español.— Ley 8a tit. 39 lib. 11 Nov. Recop. 

Mandamos que en los pleitos civiles, y sobre deudas que fueren de quan- 
tiddti de mil maravedís y de ahí abajo, porque en los tales hiya toda la 
brevedad, no haya orden ni forma de proceso, ni tela de juicio ni solemnidad 
alguna; salvo que, sabida la verdad sumariamente, la justicia proceda en pa- 
gar \o que se debiere; y qne no se asiente por escrito sino la condenación 
ó absolución; y que no se admitan escritos y alegaciones de abogados; y que 
en las tales causas no haya apelación ni restitución, ni otro remedio alguno; 
y que el escribano ante quien pasare no pueda llevar de derechos por todo el 
tal proceso más de medio' real; y encargamos á los jueces, que con toda bre- 
vedad lo despachen: lo quil tolo no se entienda en los casos y penas de ordenan- 
zas. 

Lo que es el juicio verbal. El estudio sobre juicios verbales '^es relativo pu- 
ramente á proceJimient ). Nada tenemos que recordar aquí del Código Civil. 

No es el juicio verbal un procedimiento que deban observar solo los jue- 
ces de parroquia ó los del ultimo puesto en la escala judicial. Es para todo ca.so 
en que el juicio deba s?r verbal, sea cual fuere la categoría del tribunal. Y 
verbal debe ser el juicio cuando la cuantía discutida no exceda de cuatrocientos 
bolívares, sea principal ó incidental ese juicio, ó siempre que la ley ordene 
expresamente que sea Vv-rhal, como en la desocupación de casa, arrendada par 
contrato sin tiempo determinado. Ya hemos visto en algunos de los proce- 
dimientos especiales que hemos estudiado, que algunos puntos incidentales que 
SI rjen en ciertas materias, han de sustanciarse y decidirse en juicio verbal, 
porque siendo ellos de menor cuantía, basta una breve discusión y soa inne- 
cesarios los términos largos del juicio ordinario. 

El juicio verbal no es un procedimiento incompleto, en que, hablando en 
general, se prive á las partes de medios de defensa y de recursos legales. No: 
él contiene ó puede coatener todo lo de un juicio ordinario, pero ea una 
escala reducida: es co:n3 si dijera nos, una especie miaiatura d¿l ordinario. 

Como se propone. Pronónese verbalmente, escribiéndose ya solo la boleta en 
que ha de ser citado el demandado, ya también una diligencia proponiendo la 
demanda, debiendo en uno y otro caso, expresarse el nombre, apellido y 
domicilio de las partes, el objeto de la demanda y sus fundamentos; 
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todo brevemente pero con la necesaria claridad ; y se previene al demandado 
su comparecencia á contestar á segunda audiencia, ¿a citación se practica 
como en cualquier otro caso. Si no comparecen ni el demandante ni el de- 
demandado, el juicio queda suspenso, hasta que alguno promueva. Si no 
comparece el demandante y sí el demandado, se oye á este su contestación 
y sigue el asunto su curso. Y no compareciendo el demandado y sí el de- 
mandante, se da por contestada la demanda y continua su curso. 

Contestación, Puede en el acto de contestación oponer el demandado ex- 
cepciones dilatorias, que se sustancian con un término probatorio de solo cua- 
tro días, si fuere procedente concederlo; citar de saneamiento ó garantía, cita- 
ción á que se da el mismo curso que en el juicio ordinario, pero sin poder 
suspender el curso de la causa, en virtud de documento auténtico, por más 
de cuatro días, término único que permite el articulo 663 conceder en las 
incidencias ; proponer reconvención, para cuya contestación habrá sólo el ter- 
mina de dos días ; y oponer en fin, sus excepciones perentorias y defensas en 
el fondo y después de las cuales, se procurará la conciliación, y si no se 
lograre, se procederá á sentenciar si alguna de las partes no ekijiere el tér- 
mino probatorio, el cnal será sólo de ochi días. Si hubiere de evacuarse al- 
guna prueba fuera del lugar del juicio, podrá concederse un término de dis- 
tancia que no pase de diez días ; y si se pretendiere mayor, siendo del caso, 
habrá de darse la garantía suficiente que expresa la ley, para poderlo con- 
ceder. 

Pruebas, Todos los medios de prueba admisibles legalmente, pueden em- 
plearse, posiciones, testigos, vista ocular, experticia, etc., evacuándose dentro de 
los términos explicados. Así mismo pueden proponerse cualesquiera incidencias, 
como recusación, secuestro, arraigo, tacha de documento por falsedad civil, etc., 
pero los términos de contestación no pueden pasar de dos días, ni los del de- 
bate de cuatro. 

Constancia escrita. Todo debe hacerse constar en actas breves en que se 
escriba sólo lo sustancial. 

Sentencia de primera. La sentencia debe dictarse inmediatamente, ó á más 
tardar dentro de los dos días legales. De ella no habrá apelación, si la cuan- 
tía no excediere de ochenta bolívares : exediendo, y en los demás casos, deberá 
oírse, si se interpone en la misma audiencia en que se dictó, ó en la siguiente. 

ídem ulteriores. En las ulteriores instancias se procede como en los juicios 
ordinarios, pero el término para vista y sentencia será da tres días, y las 
apelaciones han de interponerse en la misma audiencia de la sentencia ó en 
la siguiente. 

No creemos que puedan entenderse de otro modo que como dejamos ex- 
pKcado, las referencias que hace la ley al juicio ordinario, diciendo que se 
proceda como en este. Sí, deba hacerse lo mismo, esto es, practicarse los mis- 
mos actos, pero nó en los largos lapsos del procedimiento ordinario, sino en 
los breves del procedimiento verbal, pues de otro molo sa desnaturalizaría 
este, perdería su armonía y proporción, y aparecería como un monstruo for- 
mado de partes irregulares y chocantes. 
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TITULO ICV 



RECURSOS DE FUERZA 



Art. 665. Para introducirse en las Cortes Superiores un 
recurso de fuerza, deberá manifestarse antes al tribunal eclesiástico, 
por una vez, que si no reforma su providencia se usará del recurso 
de fuerza, y el recurrente presentará escrito en que exprese su 
nombre, apellido y domicilio, la causa ó negocio en que se haya 
librado la providencia ó disposición de que se queje, cual sea ésta, 
en ^ qué fecha se dio, el Juez ó Prelado eclesiástico que la haya au- 
torizado, y el fundamento de la queja, en términos breves y claros. 

Art. 666. La Corte Superior, en la misma audiencia en que 
sé presente el escrito de que habla el artículo anterior, decretará 
que se pidan los autos ó expediente de la materia al Juez 6 pre- 
lado eclesiástico que conoce de la causa, siempre que de la relación 
hecha por el recurrente aparezca alguno de los casos en que tiene 
lugar el recurso de fuerza, y señalará el término en que deben 
remitirse. 

Art. 667. Una comunicación del Ministro Canciller será bas- 
tante para que el Juez ó Prelado eclesiástico remita en el término 
señalado los autos ó expediente de la materia, bajo la multa de 
doscientos cincuenta bolívares y apercibimiento de nulidad de todo 
lo I que hiciere después. Esta comunicación podrá conducirla el 
mismo interesado, quien en todo caso deberá acreditar haberse entre- 
gado, antes de pedir que se reitere por no haber sido cumplida. 

Art. 668: No podrá el Juez ó Prelado -eclesiástico dejar de 
remitir los autos ó expediente, bajo ningún pretexto, y si diere 
lugar á nuevas órdenes al efecto, se duplicará la cantidad de la 
multa en cada resistencia. 

Art. 669. Con vista de los autos, la Corte Superior determinará 
el recurso, sin comunicar vista á la parte, dentro de tres días, con- 
tados desde la fecha en que los reciba, declarando si el eclesiástico 
hace ó no fuerza en la providencia ó disposición á que se contrajo 
el recurrente, sin extenderse á más, aunque note otros defectos 6 
, faltas. 

Art. 670. Dentro de cuarenta y ocho horas de terminado el 
recurso se devolverán por el correo los autos ó expediente al ecle- 
siástico, con copia de la determinación certificada por el Ministro 
Canciller. 
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Art. 671. Cuando se declare que el eclesiástico no hace fuerza, 
el recurrente pagará la cantidad de cien bolívares de multa. 

Art. 672. Si se interpusiere apelación, se procederá de con- 
formidad con lo dispuesto por el artículo respectivo de la ley orgá- 
nica de la Alta Corte Federal ó cualquiera otra disposición que la 
subrogue. 

ESTUDIO 162 _ 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— Los artículos copiados son los 522 á 529 del Cód. de 
1880, y 520 á 527 del de 1873. » 

Ley de 28 de julio de 1824, sobre patronato. 

Art. 10. Las Cortes Superiores conocerán . . 29 De los recursos de fuer- 
za eu conocer y proceder, en el modo de conocer y proceder, y en no otorgar, 
(jue se intentaren contra arzobispos y obispos y cualesquiera otros prelados y 
jueces eclesiásticos, haciéndoles que levanten ^las censuras que hubieren im- 
puesto. 

Ley 12 tit 79 Cód de 1838. 

Art. 19, 20 39, 4?, 50 69 y 79 iguales á los 522 á 528 del Código de 1880 ó 
665 á 671 del 1895. 

Art. 89 Contra las determinaciones délas Cortes Superiores en los re- 
cursos de fuerza no se podrá apelar ni intentar nulidad. 

Derecho Españoi,.— Ley 2a tit 29 lib. 29 Nov. Recop. 

Por" quanto, así por derecho como por costumbre inmemorial nos pertene- 
ce alzar las fuerzas que los jueces eclesiásticos y otras personas hacen en 
las causas que conocen, no otorgando las apelaciones que de ellos sean legi- 
timaraente interpuestas; por ende mandamos á nuestros presidentes y oidores 
de nuestras Audiencias de Valladolid y Granada que quando alguno viniere 
ante ellos, quejándose de que no se le otorga la apelación que justamente 
interpone de algún juez eclesiástico, den nuestras cartas en la forma acostum- 
brada en nuestro Consejo, para que se le otorgue la apelación; y si el juez 
eclesiástico no la otorgare, manden traer á las dichas nuestras Audiencias el 
proceso eclesiástico originalmente, el cual traído, sin dilación lo vean; y si 
por él le constare que la apelación está legítimamente interpuesta, alzando 
la fuerza, provean que el tal juez la otorgue, porque las partes puedan ase- 
gurar su justicia ante quien y como deban, y reponga lo que después de 
ella hubiere hecho; y si por el dicho proceso pareciere la dicha apelación no 
ser justa y legítimamente interpuesta, remitan luego el tal proceso al juez 
eclesiástico, con condenación de costas, si les pareciere, para que él proceda 
y haga justicia. 

Varias otras leyes de los mismos títulos y libro. 

Opinión de Sonojo. Opina Sanojo que después de dictada la ley de 19 ju- 
nio de 1874, que suprime el fuero eclesiástico y atribuye á los tribunales ordi- 
narios el conocimiento de todas las causas que correspondían á los de la igle- 
sia, no hay ya recursos de fuerza. Nosotros creemos que apesar de aquella 
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supresión pueden ocurrir casos de ese recurso. El fuero no consistía sino en 
el privilegio de que gozaban ciertas personas de no poder ser llevadas á los 
tribunales seglares sino á los eclesiásticos, en determinados negocios que eran 
más temporales que eclesiásticos, como propiedad de beneficios y capellanías 
eclesiásticas, esponsales, nulidad de matrimonio, y divorcio entre católicos, de- 
manda contra clérigos, con sus excepciones y otros. Era una excepción del fuero 
común que hacía la ley civil en favor de aquellas personas y negocios y en obse- 
quio de los tribunales eclesiásticos. Pero esos tribunales estaban llamados ácoribcer, 
como lo están aún, de las causas puramente eclesiásticas, como los sacramentales, 
disiplinales y otros, en que nada tenían que hacer, ni tienen hoy, los jueces segla- 
res á más de los que comprendía la excepción. Al desaparecer esta, quedaron 
subsistentes los tribunales eclesiásticos para tales asuntos meramente eclesiás- 
ticos. Y bien se concibe que en semejante materia, pueden los tribunales 
eclesiásticos todavía, por error, por malas interpretaciones ú otras causas, inva- 
dir la jurisdicción seglar, entrometiéndose á conocer de negocios correspon- 
dientes áesta; y se concibe también que en esos asuntos que realmente sean 
de su competencia pudieran prescindir de las fórmulas protectoras, cometiendo 
faltas sustanciales de procedimiento y dejando de otorgar los recut sos legales. 
En tales casos, no hay otro medio de defender los derechos del estado y ara- 
parar á los perjudicados, que emplear el recurso de fuerza, de que trata la 
ley que estudiamos, y por el cual dice el artículo io de la ley de patronato, 
pueden hacerse levantar aún las censuras que hubieren impuesto., que son 
verdaderas penas como que aflijen y perjudican, y acaso se hayan acordado 
arbitraria ó injustamente. 

Cuándo hay fuerza, La misma ley de patronato expresa los tres casos del 
recurso: cuando se hace fuerza en conocer y proceder, esto es, en mezclarse en 
un asunto que no le toca y entrar á conocer en él ; cuando se hace en el 
modo de conocer y proceder, estoes, no observando las reglas, las formalida- 
des necesarias, privando de audiencia y de defensa; y cuándo se hace en no 
otorgar, es dtcir, en no admitir los recursos legales procedentes. 

Procedimiento legal. El procedimiento que la ley establece es claro y sen- 
cillo. El interesado anuncia por una sola vez al juez eclesiástico que hará uso 
del recurso de fuerza sino se reforma la providencia que le daña. Luego ocu- 
rre por escrito á la Corte Superior en cuya jurisdicción resida aquel juez, 
por escrito en que exprese su nombre, apellido y domicilio, asunto de que se 
trate, providencia á -que se refiera, su fecha, prelado ó juez que la libró, y los 
fundamentos de su queja 6 recurso: todo con laconismo y claridad. En la 
misma audiencia ordena la Corte pedir el expediente al eclesiástico, si de la re- 
lación de la parte aparece ser alguno de los casos de recurso de fuerza. Bas- 
ta un oficio del Canciller pidiendo los autos, para que sean remitidos, bajo 
la pena de 250 bolívares y apercibimiento de nulidad de todo lo que se hiciere 
después: oficio que podrá llevar la parte, recogiendo recibo, ó entregándolo 
ante testigos para poder probar la entrega, caso de tener que pedir que se 
reitere. Si el eclesiástico no cumple por .cualquier pretexto, se le duplicará 
la multa en cada resistencia hasta que haga la remisión. Recibidos los auto^, 
sin comunicar vista á la parte, dentro de los tres días siguientes debe decidir 
la Corte, declarando si el eclesiástico hace 6 no fuerza en lo que es materia 
del recurso, sin extenderse al fondo, ni á ningún otro punto aunque note otros 
defectos ó faltas. Si en la sentencia se declara que el eclesiástico no hace fuer- 
za, el querellante debe pagar cien bolívares de multa;, pero podrá apelar pa- 
ralante la Alta Corte Federal, á quien su ley orgánica dá la atribución de 
conocer de la apelación; solo en ese caso, y no en el de la declaratoria contra- 
ria de hacer fuerza. Y. si la sentencia fuere en este último sentido, como no hay 
apelación, deberá la Corte devolver su expediente al eclesiástico, dentro de 
veinte y cuatro horas, con copia de la sentencia certificada por el Canciller, 
sentencia que debe estar extendida en el otro expediente formado sobre el re- 
curso de fuerza. 

No nos parece de más advertir que en el caso de estar conociendo el 
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eclesiástico de asunto correspondiente á la justicia ordinaria, el competente de 
esta jurisdicción puede promover competencia á a^uél, que se sustancia, y de- 
cide por las reglas establecidas cueste Código para tates incidencias, por el 
Superior llamado á ello, segúji las leyes orgánicas; sin que esa competencia 
prive á la parte de su derecho á usar del recurso" de fuerza, si lo ^tiene á bien. 
Los dos recursos no se escluyen : en el de fuerza la Corle Superior decide sólo 
si el eclesiástico hace ó no fuerza : en la competencia decide la Suprema, que es 
á quien corresponde, cuál es el Juez competente; y si hubiere alguna contradic- 
ción entre los dos fallos, declarando el uno que el eclesiástico no hace fuerza, y 
el otro que no es competente sino el ordinario, habrá que atenerse al último 
como dictado por un tribunal mayor en grado. Pero la' cosa pudiera compli- 
carse aún más. Supóngase librados esos do; fallos, y que después, apelado 
el de la Corte Superior que declaró no haber fuerza, fuere confirmáio por la * 
Alta Corte Federal. Entonces nos encontraríamos con que los fallos contra- 
dictorios eran de este Alto Tribunal y de la Cqrte Suprema, y habría que 
acatar ahora el de aquél. Todo esto parece irregular. ¿Pero cómo hacer 
desaparecer tales irregularidades ? ¿ Podrá privarse á la parte de su derecho 
á usar del recurso de fuerza, cuando la ley se lo acuerda, porque se haya 
promovido competencia entre jueces? Creemos que no, y que sería un remedip 
peor por atentatorio, y 'porque de hecho cerraría la puerta á la posibilidad de 
revisión de la Alta Corte. ¿ Podrá privarse al Jue¿ ordinario de su derecho á 
promover la competencia, porque exista ya introducido el recurso dé fuerza, 
cuando la ley le dá aquel derecho? Tampoco nos parece hacedero, porque 
sería también atentatorio, é igualmente suprimiría un medio de contener las 
demasías del poder eclesiástico, contra los derechos del Estado. No queda, 
pues, otro camino, en las complicaciones previstas, que atenerse siempre á la 
sentencia que dictare el Tribunal mayor en grado, en la jerarquía judicial. 

Por fortuna sólo conocemos un caso que ocurrió y en que fuimos repre- 
sentantes del ocurrente, después de la abolición del Fuero eclesiástico. 



TITTJLO XIVI 



QUEJA PARA HACER EFECTIVA 

LA RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS JUECES 

EN MATERIA CIVIL. 



Art. 673. Podrá intentarse queja contra los jueces, conjueces, 
vocales, asociados y asesores de los tribunales del Distrito Federal 
y de los Estados en los casos y de conformidad con las disposiciones 
del presente Título. 

Art. 674. Habrá lugar á la queja: 

I? En todos los casos en que la ley declara que no queda á la 
parte otro recurso que el de queja, si se hubiere faltado á la ley. 

2? Cuando el Juez ó tribunal haya librado decreto ilegalmente, 
sobre punto de que no concede la ley apelación. 
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3^ Por abuso de anitoridad, atribuyéndose funciones que la ley 
no le confiere. 

4? P^r denegación de justicia, omitiéndose providencias en el 
tiempo legal, sobre alguna solicitud hecha; ó negando ilegalmente 
algún recurso concedido por la ley. 

5? Por cualquiera otra falta, exceso ú omisión indebida contra 
disposición legal -expresa de procedimiento, ó por infracción de ley 
expresa en cualquier otro punto. 

. 6? Por no haber el superior reparado la falta del inferior 
cuando se le hubiere p^edido en un recurso legal y no le estuviere 
prohibido hacerlo. 

Bn todo caso la falta debe provenir de ignorancia ó negligencia 
inescusables sin dolo, y haber causado daño ó perjuicio á la parte 
querellante, 

Art. 675. Las faltas que constituyeren delito previsto en el 
Código Penal ú otra ley especial, no podrán ser perseguidas sino 
ante el tribunal competente en lo criminal. 

Art. 676. Se tendrán siempre por inescusables la negligencia 
6 la ignoracia cuando, aún sin intención, se hubiere dictado provi- 
dencia manifiestamente contraria á la ley expresa, ó se hubiere faltado 
á algún trámite ó solemnidad que la ley misma majida observar bajo 
pena de nulidad. 

Art. 677. La queja de que trata esta ley solo podrá intentarse 
por la parte perjudicada, ó sus causa-habientes. 

Art. 678. No podrá entablar la queja el que no haya recla- 
mado oportunamente contra la sentencia, auto ó providencia que 
causó el agravio, pudiendo hacerlo. 

Art. 679. El término para intentar la queja- será de cuatro 
meses, contados desdje la fecha de la sentencia, auto ó providencia 
firme que haya recaido en la causa ó pleito, y en que se funde la 
queja, ó desde el día que quede consumada la omisión irremedia- 
ble que causó el agravio. 

Art. 680. La queja contra los jueces de Distrito 6 parroquia, 
será dirijida al de i? instancia Superior: la que se proponga con- 
tra este juez, á la Corte ó Tribunal Superiof : las que sean contra 
estos tribunales y la Corte Suprema, á la Corte de Casación. 

Art. 681. El libelo en que se proponga la ejueja, deberá con- 
tener el nombre, apellido y domicilio del actor, el nombre, apellido 
y residencia del Juez contra quien se dirije y su calidad, la expli- 
cación sencilla del exceso ó falta que se le atribuye, con indicación 
de los documentos, los cuales deben acompañarse para justificar 
la acción. 
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Art 682. El Juez de i^ instancia, asociado á dos conjueces 
abpgados, ó en su defecto procuradores, sacados por suerte de una 
lista de doce, formada -á principio de cada afio; la Corte Superior ó 
Tribunal Superior unipersonal, con iguales asociados; ó el Vice- 
presidente de la Casación, asociado al Canciller y otrp vocal, desig- 
nado por el Presidente, ^en sus casos, declararán, respectivamente,, 
dentro de cinco días después de introducida la queja, en decreto 
motivado, si hay ó nó mérito bastante para someter á juicio al fun- 
cionario contra quien obra la queja. 

Si decliararen no babei: lugar, terminará todo procedimiento. 

Si declararen baber lugar, pasarán inmediatamente el expediente 
á los llamados á sustanciar y sentenciar la queja, según el artículo 
siguiente, 

Art. 683. La queja contra los jueces de Distrito 6 de parroquia 
será sustanciada y decidida por la Corte ó Tribunal Superior res- 
pectivo, con asociados, si fuere unipersonal ; la dirijida contra el 
Juez de i? instancia, por la Corte Suprema; y laque sea contra 
la Corte Suprema 6 Corte ó Tribunal Superior, por el Presidente 
de la Corte de Casación con los demás miembros que no entraron 
Á declarar haber lugar al juicio* 

Art. 684. El Sustanciador, al siguiente día de recibido el ex- 
pediente, ordenará que se saque copia auténtica del libelo y de la 
documentación acompañada, y se pase al acusado, previniéndole 
que informe sobre el asunto dentro de diez días, más el término de 
distancia de ida y vuelta al lugar del juicio. 

El envío se hará en pliego certificado y su recibo se agregará 
á los autos. 

Art. 685, Si' el acusado no informare dentro del término se- 
ñalado, el Tribunal procederá al quinto día á la vista y sentencia, 
con las ^formalidades para ello establecidas en este Código. 

Art. 686. El Juez extenderá su informe á la continuación de 
la copia que se le remite, y acompañará á él los documentos de 
que se valga. 

Art. 687. Agregado el informe á sus autos, si el punto debe 
sentenciarse como de mero derecho, ó si ambas partes sólo hubieren 
aducido documentos, el Tribunal fijará la cuarta audiencia para 
proceder á la vista y sentencia, con las formalidades legales. 

Si se hubieren producido justificaciones de testigos, 6 si se pi- 
diere por alguna de las partes la evacuación de otro justificativo, ^ ú 
otras pruebas, el Juez acordará el término 'probatorio de los juicios 
ordinarios para promover y evacuar las pertinentes que promovieren 
las partes. 
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Estas pruebas serán evacuadas por el Tribunal que conoce 
de la queja, y si no fuere posible, por un comisionado que no sea 
de la localidad del juez acusado. 

Art. 688. Si el acusado estuviere actuando en la causa en que 
se le atribuye la falta, deberá abstenerse de continuar desde que re- 
ciba la orden de informar en la queja. 

Art. 689. Llegada la oportunidad de la vista y sentencia, se 
^hará la relación y se oirán informes, segán este Código, y se sen- 
*tenciará el quinto día sin oir apelación. 

Art. 690. Si hubiere lugar á la queja, se condenará al acu- 
sado á resarcir al querellante los daños y perjuicios probados en 
autos, derivados de la falta, que fueren estimables en dinero, segán 
prudente arbitrio del Tribunal, que fijará su monta. 

Si la falta fuere grave, podrá además imponerse al acusado una 
multa de doscientos á mil bolívares. 

Y si fuere gravísima, podrá además suspendérsele hasta por tres 
meses. 

En la sentencia condenatoria se impondrán las costas al acusado. 

Art. 691. Si la sentencia fuere ab3olutoria, se impondrán las 
costas al querellante, y si la queja apaíeeiere manifiestamente infun- 
dada, se le condeiíará además á pagar una m-.ilti de cien á mil bo- 
lívares, segán el grado de la temeridad. 

Art. 692. En cualquier estado de la causa en que apareciere 
comprobado que el motivo de la queja consfituye delito, el Tribunal 
que conociere lo declarará así en decreto m3tivado y pasará los au- 
tos al juez competente para conocer del delito. 

Art. 693. Iva sentencia que se dictare en el recurso de queja 
no afectará en manera alguna lo juzgado en el asunto civil á que 
la queja se refiere, debiendo abstenerse el tribunal sentenciador de 
mezclarse en él. 

Art. 694. En el juicio de queja np queda exclaido el recurso 
de casación, si hubiere lugar á él, cuauio no hubiere intervenido la 
Corte de Casación. 

ESTUDIO 163 \ 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio.— N) existe ningún antecedente de esta I^ey en los Có- 
digos (le iSS) y de 1873. K^i Castillo y Viso y en los comentarios de SaTtofonX 
de 1838 llevado hasta 1857 existe la Ley XIII Título VII con el mote OBLA que- 
ja PARA HACER liFECTIVA LA RESPONSABILIDAD DR LOS JUECES, Ó POR ABUSO DB 

AUTORIDAD, OMISIÓN Ó DENEGACIÓN DE JUSTICIA; mole que no es igudl al de 
esta ley del Código que esiudiamos. Comparadas se nota que aunque tienen 
bastante semejanza, no son iguales las disposiciones. 
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'Derecho Español. — Pueden verse las leyes 22, 24 y 25 tit. 22 Part. 3a que 
imponen pena álos jueces que juzgan mal en causas civiles, según lo hagan á sa- 
biendas, por ignorancia 6 por soboriío. 

Derecho Romano. — Libro V tit. I Sec. 6 ^2. De la pena en que iname 
el Jtiez por haber jíizgado vial. Según Pothier, el texto dice. «Se considera ha- 
ber juzgado mal un juez cuando hadado de mala fé una sentencia contraria 
á la ley; y se presume haber obrado de mala fé cuando ha mostrado furor, 
ú odio, 6 corrupción. La pena consiste en pagar los gastos del proceso; esti- 
mándose por la suma que el impetrai^te condenado deba pagar á su ad- 
versario; además de lo cual el juez incurre en infamia. 

A qui se refiere la ley, Bsta ley se contrae á la responsabilidad r/V/7enque 
Incurren los jueces en materia civil. No se trata, pues, de responsabilidad 
criminal, ni tampoco en materia criminal: de tal manera que el artículo 692 
preceptúa que en cualquier estado de la causa en que apareciere comprobado 
que el motivo de la queja constituye delito, (como por ejemplo haber sido cohe- 
chado), el tribunal debe declararlo así, y pasar los autos al correspondiente juez 
en lo criminal. 

Casos de queja. No contento el legislador con tales declaraciones, expone en 
el artículo 674 los casos en que ha lugar á la qneja. Vamos á estudiarlos. 

Primero, El primero es todo caso en que la ley declare no quedar á la parte 
otro recurso que el de queja; si hubiere faltado á la ley. De esto encontra- 
mos ejemplo en la materia de recusación y de inhibición. 

Segundo es: Cuando el juez 6 tribunal l^ya librado decreto ilegalinente, 
como punto de que no concede la ley apelación. Varios ejemplos pueden citarse 
del presente Código del casoá que este número se refiere, como en los juicios 
verbales cuando la cuantía no exceda de ochenta bolívares, en los autos para 
mejor proveer y en los juicios de única instancia; siendo condición que se baya 
decretado ilegalmente, esto es, que el decreto no sea conforme á la ley. 

Tefcer caso. Por abuso de autoridad, atribuyéndose funciones que la ley 
ño le concede. Ejemplos de esto pueden ocurrir á cada paso: que en una 
sentencia dé el tribunal plazo á un deudor de plazo vencido, yaque carece de tal 
poder; que un juez de distrito ó departamento declare título supletorio una jus- 
tificación ad perpetuam,etc., etc. 

Cuarto caso. Por denegación de justicia, omitiendo provideucias en el tiem- 
po legal, sobre alguna solicitud hecha, como por ejemplo no proveyendo los 
escritos de prueba oportunamente; ó negando ilegalmente algún recurso con- 
cedido por la ley, verbi-gracia el de apelación á una negativa de prueba. 

Quinio caso. Por cualquier otra falta, exceso ú omisión indebida contra dispo- 
sición legal expresa de procedimiento, ó por infracción de ley expresa en cual- 
quier otro punto; verbigracia, negar el» derecho de repreguntar á un testigo 
presentando por la parte contraria; tomar declaraciones á testigos después 
de concluido el término probatorio; negar una recusación admisible; dejar de 
evacuar una prueba admitida, dentro del término probatorio; ó en fin en 
cualquier fallo, dejar de aplicar la ley del caso, y aplicar otra improcedente, ó 
entender la ley aplicable de manera desacertada. 

Sexio caso. No haber el Superior reparado la falta del inferior, cuando se 
le hubiere pedido en un recurso legal, y no le estuviere prohibido hacerlo: 
como sucedería tratándose de interlocutorias ó definitivas en que acusándose 
faltas sustanciales, y pidiéndose la reposición, infringiese el Superior el artículo 
403 de este Código. 

A todo lo enumerado agrega la ley: 
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«Eu todo caso la falta debe provenir de ignorancia 6 negligencia inescu- 
sables, sin dolo, y haber causado daño 6 perjuicio á la parte querellante.» ' 

Requisitos, Requiere así la ley: lo que la falta provenga de ignorancia 6 
negligencia inescusables, sin dolo\ 2? que se haya perjudicado al querellante. 

Si dolo, como lo definían los romanos era: oculta maquinatio ad alterum de- 
sipiendum adfíilita, esto es, maquinación oculta para engañar á otro, quizás la 
frase sin dolo no es la más apropiada al caso, porque esas maquinaciones, desde 
luego que son ocultas, son imposibles de probar. Como que era de más clara y 
fácil aplicación la doctrina romana de habef inf fingido la ley de mala fe, presu- 
miéndose esta por haber obrado por favor á uno ú odio á otro, de los litigan- 
tes, ó por corrupción. Esa parcialidad puede tener huellas en el expediente, 
atendidas las explicaciohes y demostraciones hechas por una parte, y el des- 
precio que el juez mostrase hacia la verdad del punto' discutido. 

Doctrina española. El punto nos parece mejor esclarecido por los españoles 
tratando de la culpa, EscHche la define así: «La infracción de Ja ley que uno 
comete libremente, pero sin malicia, por alguna causa que puede y debe evi- 
tar, ó la acción ú omisión perjudicial á otro, en que uno incurre por ignoran- 
cia, impericia ó negligencia». Agrega el autor que la culpa es de tres manera, 
lata^ leve y levísima, L,?ilata consiste en no emplear aquel cuidado y diligencia 
que todos los hombres, aun los menos cuidadosos, suelen poner en sus cosas 6 en 
sus* negocios, h^i leve consiste en no poner uno en la conservación de la cosa . 
que debe restituir, ó en el manejo del negocio de que está encargado, aquel 
cuidado y diligencia que comunmente poyien los padf es de familia en sus nego- 
cios ó en sus cosis. Y en fin la levísima consiste en no poner toda la atención 
y esmero que \os padres de familia más vigilantes y cuidadosos suelen aplicar en la 
custodiia de sus cosas y manejo de sus negocios. Véanse los ejemplos que 
pone. 

Considet aciones de nuestra ley. Nuestra ley, teniendo en consideración que 
el error es humano, y que los jueces tienen muchos asuntos á que atender como 
también que no son tan abundante en todas las localidades hombres de bas- 
tante instrucción, no puede exigirles más délo que es racional: probidad, im- 
parcialidad, interés en desempeñar bien. Por eso es la culpa grave la que so- 
mete á responsabilidad; ignorancia ó negligencia inescusables, sin mala fé, sin 
parcialidad. Las faltas leves y levísimas no son penables en los jueces; no 
puede pedírseles tanto. Sin embargo, la ley manda tener por inescusables la ne- 
gligencia y la ignorancia cuando, aún sin intención, la providencia del Juez 
sea manifiestamente contra} ia á ley expresa b faltando algún trámite ó formalidad 
' que la ley misma manda á observar bajo pena de nulidad. Está visible, palpa- 
ble, la falta grave, el descuido, el abandono, al no echar si^juiera una hojeada 
á la ley. Y por supuesto, siempre que la falta gtave ha dañado á una parte; 
porque entonces faltaría interés en la queja. 

Caso de delito. Cuando se trata de delito previsto en el Código Penal, ú otra 
ley especial, se está en otro terreno; y la ley deja al perjudicado su derecho 
para obrar ante el tribunal competente en lo criminal. 

A quien seda la acción. Sólo la parte perjudicada ó sus causa-habientes pue- 
den intentar la queja; pero es preciso que se haya reclamado oportunamente 
contra la sentencia, auto ó providencia que causó el agravio, si pudo hacerse. 

Término, El término para intentar la queja, fijado por el artículo 679, es 
el de cuatro meses, á contar de la fecha de la sentencia, auto ó providencia 
firme (esto es que ya no tenga recurs )) en que se funde la queja, ó desde el 
día de la consumación de la omisión irremediable que causó el agravio. 

Competencia, Entra después la ley á establecer la competencia; y dice que 
la queja contra los lueces de parroquia ó distrito ha de dirigirse al de pri- 
mera instancia superior: la que se proponga contra este juez de i a Instancia 
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á la Corte ó Tribunal Superior; y las que sean coiitra esa Corte ó Tribunal 
Superior y contra la Suprema, á la de Casación. ^ 

Condicto?ies del libelo. El artículo 681 establece lo que debe contener el 
libelo de la queja; y además de nombres, apellidos y residencias, exige la ex-^ 
presión de la calidad del juez contra quien obra, la explicación del exceso ó falta, 
é indicación de los documentos justificativos, que deben acompañarse. 

' Jueces para la pftmer a declaratoria. Explica después la ley, la manera de formar 
los respectivos Tribunales así: El juez de primera instancia se asocia á dos conjue- 
ces abogados, y á su falta, procuradores, sacados de una lista de doce, que 
á principios de cada afio debe formase. 

I^a Corte Superior 6 Tribunal Superior, con igual número de asociados, 
lista de doce formada al principio de cada año, pues dice iguales asociados. 

Y el Vice-presidente de la Corte de Casación, asociado al canciller y otro 
vocal designado por el presidente, en sus casos, constituyen los primeros res-* 
pcctivos. 

Su 'misión es declarar dentro de cinco días después de introducida la 
queja, por decreto motivado, si hay ó nó mérito bastante para someter ajui- 
cio al funcionario acusado. 

Si declarase uo haber lugar, termina eU procedimiento. 

Jueces de la queja. Si declaran haber lugar, deben pasar, inmediatamente 
rf expedienta al tribunal correspondiente que determina el artículo siguiente. 

Para sustanciar y decidir las quejas contra los jueces de Distrito ó pa- 
rroquia, la Corte ó Tribunal Superior respectivo, con asociados si este fuere 
unipersonal. 

Para la dirigida contra el juez de primera instancia; la Corte Suprema. 

Y para la Corte 6 Tribunal Superior ó para la Suprema, la Corte de 
Casación con los demás miembros que no hicieron la declaratoria de haber 
ó no lugar á juicio. 

Procedimiento del Sustanciador . El artículq 684 dispone que el sustanciador, 
al siguiente día de recibir los autos, debe ordenar que se compulse copia 
auténtica del libelo y documentos acompañados, y se pase al acusado, con 
prevención de que rinda informe sobre el asunto, dentro de diez días más el 
término de distancia de ida y vuelta. 

Ese envío se hace en pliego certificado, y su recibo se agrega á los autos. 

Si el acusado no informa dentro del término señalado, el Tribunal proce- 
de al quinto día á la vista y. sentencia, conforme á las disposiciones que 
para ello establece este Código. 

Informe del acusado. Si el acusado informa, debe hacerlo á continuación 
de la copia que se le pasó, acompañando los documentos que emplee en su 
defensa. 

Cuando hay pjucbas. Ese informe se agrega á los autos; y si el punto 
ha de sentenciarse como de mero derecho, ó si ambas partes solo hubieren adu- 
cido documentos, el tribunal fijará la cuarta audiencia para proceder á la vis- 
ta y sentencia. Pero sise hubieren producido justificaciones de testigos, ó al- 
guna de las partes pidiere la evacuacióa de declaraciones de testigos, ú otras 
pruebas, el juez acordará el término probatorio de los juicios ordinarios para 
la promoción y evacuación de las que las partes promovieren. 

Tales pruebas, si es posible, las ha de evacuar el mismo juez de la queja; 
y si no, un comisionado que no sea de la localidad del juez acusado. 
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Abstención cuando el acusado actúa en la causa. Caando el acusado estuviere 
todavía actuando en la causa de donde nace la queja, debe abstenerse de con- 
tinuar desde el momento en que reciba la orden de informar. Si continuare, 
es claro que cuanto hiciere es nulo, atendida tan terminante prohibición. 

Vista y sentencia, La vista y sentencia se llevarán á cabo como en todS 
juicio ordinario, y la sentencia se pronunciará al quinto día. 

No hay apelación. De esa sentencia no se oirá apelación, conforme al 
artículo 689. 

Es tan claro el procedimiento que traza la ley y dejamos descrito, y tan 
conocido en la práctica, que no necesita explicaciones. 

Reglas pata la sente?icia y penas. Entra después la ley á dar reglas para 
la sentencia. 

Según ellas, si ha lugar á la queja, el acusado será condenado 6 resarcir 
• al querellante los daños y perjuicios que se hubieren probado en autos qué 
fueron derivados de la falta y estimados eh dinero, según pru-lente arbitrio 
del tribunal, que debe fijar su monto. 

Cuando la falta fuere grave, podrá también imponérsele una multa de dos 
cientos á mil bolívares. Y si fuere gravísima podrá además suspendérsele bas- 
ta por tres meses. 

En la sentencia condenatoria las costas al acusado son de rigor. 

CalificaciÓ7i, Pensamos, que para la calificación de gfave y (gravísima ^e 
que habla la ley, no solo han de tenerse en cuenta la incurií», el mngún interés 
del juez en cumplir á cabalidad su deber, sino también la mayor importancia 
del acto en que ha recaído la falta, y la gravedad de las consecuencias 
de ellas; y sobre todo, los rasgos de parcialidad que aparezca en el expe- 
diente respe to de los procederes del acusado, que se avienen á delincuencia. 

Sentencia absolutoria. Cuando la sentencia fuere absolutoria, se impondrán 
al querellante las costas; y si la queja apareciere wa;i//í^í/a»í^«/^ infundada, se 
le condenará además á pagar una multa de cien á mil bolívares según el 
grado de la temeridad. Justo es que la ley pene e.«as ligerezas que llevan 
hasta hacer imputaciones temerarias á losjueces. á los cuales debela ley ampa- 
rar contra semejantes demasías, para que no abriguen temores en el desempeño 
concienzudo de su importante misión, sobre que descansa la tranquilidad 
social. Si es justiciero penarlos cuando cometan, faltas graves, no lo es menos 
hacer igual cosa con los querellantes temerarios. 

Advertencia sohe la causa que motiva la queja. Tiene el legislador la pre- 
visión de advertirá los Tribunales llamados a conocer de las quejas, que deben 
abstenerse de mezclarse en el asunto civil á que la queja se refiere; y hacer la 
declaratoria de que la sentencia de la queja misma en nada aféctalo juzgado en 
aquel otro asunto. 

Recurso de Casación, Concluye la ley estableciendo que en este juicio de 
única instancia no se excluya el recurso de casación, si ha^ lugar á él; pero 
no cuando ha sido la Corte de Casación la que ha intervenido en el ezpedien* 
te de queja. Y eso es natural. 

Y nosotros terminamos diciendo que la ley sancionada por la legislatura 
nacional sobre responsabilidad de los funcionarios públicos, no derroga la ley 
especial que dejamos estudiada, á nuestro juicio. 
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TITTJLO 3:^11 



INVALIDACIÓN DE LOS JUICIOS 



Art. 695. Son causas para la invalidación de los juicios; 

I? El error 6 fraude cometido en la citación para la litis- 
Contestación, confundiendo á la persona en cuyos bienes trata de eje- 
cutarse la sentencia, con un tercero á quien se hizo la citación, 
tengan ó no ambos el mismo nombre y apellido, siempre que la 
identidad de las dos distintas personas resulte comprobada plena y 
auténticamente, y que la reclamante no haya sido citada para nin- 
gún acto en el curso del juicio. 

2? Citación para la litis-contestación de menor, entredicho, 
inhabilitado ó mujer casada, en el concepto de ser mayores y 
hábiles. 

3^ La falsedad Hel documento en virtud del cual se pronun- 
ció la sentencia. 

4? Retención en poder de la parte contraria de documento de- 
cisivo én favor de la acción ó excepción del reclamante, ó acto de 
la parte contraria que impidió la presentación oportuna de tal do- 
cumento decisivo. 

5^ Colisión de la. sentencia con otra pasada en autoridad de* 
cosa juzgada, pronunciada entre las mismas partes ó sus causantes 
y sobre el mismo objeto, siempre que por no haberse tenido cono- 
cimiento de la primera, no se hubiere alegado en el juicio la cosa 
juzgada. 

6^ Decisión de la causa en última instancia por Juez que no 
tenía nombramiento de tal, ó por Juez que sabía estar depuesto 
ó suspenso por decreto legal, ó por Juez que no asistió á la rela- 
ción 6 informes, salvo, en este último caso, cuando el Juez ha entrado 
por llamamiento á más jueces. 

Art. 696. Este juicio se promoverá del mismo modo que la 
demanda sobre q^ue recayó la sentencia cuya invalidación se pide, 
ante el Tribunal que la dictó en última instancia. 

Art. 697. El juicio de invalidación sólo puede intentarse una 
vez, y en ningún caso para inyalidar la sentencia que en él se 
pronuncie. 

Art. 698. Cuando se alegue el error ó fraude en la citación, 
deberá el reclamante comprobar con los autos del expediente, 6 de 
otro modo auténtico concluyente, los extremos que exije el n? 1° 
del artículo 695. 
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Art, 699. Cuando se alegare la causal del n? 2? de dicho ar- 
tículo, deberá presentar el reclamante la partida del registro civil, 
6, en su defecto, otro documento auténtico comprobatorio de su 
estado civil, y con las actas del proceso la citación que se le hizo 
en el concepto de persona hábil. 

Art. 700. Cuando se alegue la falsedad del documento en 
virtud del cual se pronunció la sentencia, deberá acompañarse 
la prueba de esta falsedad, consignada en documento auténtico y 
anterior á la sentencia, ó indicarse su existencia 6 la persona que 
deba entregarlo. También deberá acreditarse, á lo menos con el 
juramento del reclamante, que no pudo hacer uso ó no tuvo no- 
ticia de dicho documento durante el litigio. 

Art. 701. Cuando se alegue la retención en poder de la parte 
^contraria de un documento necesario para probar la acción ó excep- 
ción del reclamante, ó acto de la misma parte contraria que impidió 
la presentación, deberá expresarse, si no se presenta, el contenido 
de dicho documento y la persona que deba entregarlo. 

Art. 702. * En el caso de colisión de sentencias, deberá presen- 
tarse la anterior con que colida la que se trata de invalidar, ó in- 
dicarse la persona ú oficina en cuyo poder esté. 

Art. 703. Cuando se alegare alguna de las causales del n? 6^ 
del artículo 695, deberá presentarse la prueba auténtica de la causal 
y la copia conducente de las actas del proceso relacionadas con el 
hecho alegado. 

ESTUDIO 164 

ANTECEDENTES 

Dhrbcho patrio. — Los* artículos copiados son cou variacioues los 538 á 543 
del Código de 1880 y el 536 a 540 del de 1873. Vienen del Ti t. X ley única 
Código de 1838, en los artículos siguientes. 

Art. 10 Para intentar la invalidación de un juicio se presentará el recla- 
mante por escrito ante el juez que pronunció la última sentencia, alegando 
alguna de las siguientes causas (las mismas cinco primeras del artículo 695) 
6a ¿Ita de comparecencia en el juicio del representante legítimo del menor, 
demente ó pródigo, del Estado, comunidades y establecimientos públicos en cuyo 
favor se intente el reclamo. 

Art. 29 El 700. 

Art. 30 El 701. 

Art. 40 El 702 con la agregación este de la falta de cttáción para seguir 
6 sentenciar el juicio paralizado. 

Art. 59 El 703. 

Art. 69 Cuando se alegue falta de comparecencia del representante del 
menor, demente, pródigo, del Estado, comunidades y establecimientos públicos, 
deberá resultar también del expediente del juicio; y no será inconveniente pitra 
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el! reclamo el que haya sido aquél citado y emplazado, con tal de que no sea 
el mismo representante el que lo deduzca. 

Dbrkcho Españoi,.— I,ey la tit i8 lib ii Nov Recop. 

Si alguno alegare contra la sentencia que es ninguna, puédalo decir has- 
ta sesenta días desde el día que fuere dada la sentencia; y si en los sesenta 
días no lo dixere, no sea oido después sobre esta razón, y si en los sesenta 
días dixere, que es ninguna, y fuere dada sentencia sobre ello, mandamos que 
contra esta sentencia no pueda alguna de las partes decir, que es ninguna; más 
pueda apelar 6 suplicar della, si el juez fuere tal. de que pueda apelar la par- 
te que se sintiere agraviada; y no pueda ser puesta excepción de nulidad 
dende en adelante contra las sentencias que sobre esta razón fueren dadas por 
alzada 6 suplicación, y esto porque los pleytos hagan fin. 

Derecho Romano. — Pandectas de Pothier. Cosa juzgada. Lib 4.2^ Tit 10 
ari, 60 Sec, 2a De Id natutaleza de la cosa juzgada. Dice el autor: «Sería en efecto 
un peligroso ejemplo, volver á llevar á juicio. lo que ha sido juzgado, aun so 
pretexto de títulos nuevamente recobrados; pero otra cosa es en el caso de 
haberse juzgado por títulos falsos. Mas, el que por error ha reconocido esos 
títulos como válidos, es admitido á volver á llevar la causa á juicio cuando 
ha reconocido su error. Sin embargo para hacer retractar una sentencia no 
basta probar que se han producido títulos falsos, sino que es pecesario pro- 
bar también que la sentencia ha sido dada en virtud de esos títulos. Y lo 
que se dice de títulos falsos debe entenderse igualmente de falsos testigos, 
por las mismas razones. En fin siempre que ha habido dolo de parte del ad- 
versario, verbi-gracia, si ha corrompido al juez, ha lugar hacer retractar la 
sentencia. 

Bzs:r»i-iic-£uCioxTBs 

Qué es invalidar. Si invalidar es privar de validez, anular, la invalida- 
ción de un juicio no esotra cosa que la anulación de éste; tomando la pa- 
labra juicio no sblo en acepción de sentencia, sino también en la de la sus- 
tanciación ó procedimiento, en el todo ó en parte. I^s franceses llaman este 
remedio requéte civil^ y dicen que su objeto es hacer retractar una decisión 
cuando está contaminada de ciertos vicios graves que la hacen anulable, y no 
puede ser atacada por la vía ordinaria de recursos. 

Quise necesita. Para invalidar una decisión es preciso que ésta exista, 
que tenga en su forma la apariencia legal de tal, de modo que si carece de 
ella, no es decisión, ni se puede tener en ese concepto, y no se necesita 
declararla nula ó invalidarla, sino tomarla como inexistente. Por eso dice <un 
artículo de este Código: «No se considerará como sentencia ni será ejecuta- 
da la decisión á cuyo pronunciamiento aparezca que no han concurrido todos 
los jueces llamados por la ley». Si persona ó personas extrañas escriben y 
firman resoluciones en un expediente, ó si uno ó dos de los verdaderos jue- 
ces lo hacen, sin la concurrencia de los demás, tal acto se tiene como si no 
existiera, y basta anularlo por el tribunal. Pero si la decisión ha sido dicta- 
da por los verdaderos jueces, entonces no puede prescindirse de ella, sean 
cuales fueren sus vicios, y es preciso atacarla por los recursos ordinarios 6 
por^ el recurso extraordinario de la casación, ó por el medio, también extra- 
ordinario, de la invalidación, según corresponda. 

Contra sentencia definitiva. Siendo de principio que no pueden emplearse 
las vías extraordinarias cuando existe aun alguna ordinaria, ó no se han ago- 
tado éstas pudiendo emplearlas, sígnese que la invalidación no puede intentar- 
se sino contra sentencia definitiva ejecutoriada, sea por no haber lugar á ape- 
lación, sea porque siendo susceptible de apelarse, no se opuso este recurso 
pudiendo hacerse. De suerte que si la sentencia se ejecutorio por falta de ape- 
lación en los casos de falta de citación cubierta por la misma parte, como pudo 
apelar y no lo hizo, no es procedente la invalidación. Pero si el vicio fuere fal- 
ta de citación que dejare en ignorancia del pleito, falsedad del documento en 
virtud del cual se ha decidido, ó retención ignorada en poder del contrario 
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de documento decisivo, ó falta de conocimiento de una s^'ntencia contraría an- 
terior, como esa ignorancia en tales casos, no permite considerar la omisión 
de la apelación como consentimiento tácito, de lo hecho en el juicio, no 
es dable privar al interesado de un remedio legal que vino á nacer después, 
al imponerse de la verdad que hasta entonces ignoraba. 

Contra interlocutoria con fuet za definitiva. El remedio de la invalidación, ep 
nuestro concepto, se dá no sólo coatra la sentencia definitiva ejecutoriada, si- 
no también contra la interlocutoria que teniendo fuerza de definitiva, condu- 
ye de hecho el juicio mismo, haciendo imponible su continuación. Sería con- 
trario á su objeto, el excluir tales interlocutorias. cuando concurre alguna de 
las causales legales que sirven de fundamento á la invalidación. 

Limitación, Por los términos del antiguo artículo 546, que fijaba la can- 
tidad que había de depositarse para intentar la invalidación, es indudable que 
el remedio era limitado. Hoy no lo es, y obra contra las sentencias de los 
jueces de distiito, de la instancia y d¿ los Superiores : ¿se admitirá también 
contra las de los jueces de parroquia? Como entre los juicios de menor cuan- 
tía, hay algunos que por lo pequeño del interés discutido, no admiten apela- 
ción, sería ilógico y antijurídico, que cuando el legislador niega ese recurso ordi- 
nario se diera un remedio extraordinario. En aquellos en que la alzada es ad- 
misible, no parece á primera vista haber razón para negar la invalidación. Pien- 
san sinembargo algunos, según diee Sanojo, que por el hecho de no incliúr la 
ley en la obligación del depósito que antes exigía, los juicios de menor cuan- 
tía, quiso excluirlos de la invalidación. Aquel escritor encuentra, como nosotros, 
que la consecuencia no es legítimí, pues prob iblemente era por la poca im- 
portancia de la cuantía que el legislador no exigía el depósito. Más seria es 
la objeción que nace de la disposición del artículo 705 actual» según la cual 
el recurso debe sustanciarse y senteiciarse por los trámites del juicio ordinario, 
lo cual parece inaplicable á un juicio verbal ante el juez de parroquia. 

Además, el artículo 711 dice que en el juicio de invalidación podrá darse 
recurso de casación; y ya cuesta ley ^e vio quo no se admite aquel recurso, 
ni en los juicios verbales, sea cual fuere su miteria, ni en aquellos cuyo interés 
principal no exceda de cuatro mil bolívares. A nue^ro juicio, en esos asuntos 
verbales, el recurso extraordinario de invalidación, no parece procedente, por la 
misma naturaleza del juicio y la poca importancia de la cuantía. 

Hoy esas cuestiones están resueltas por el te.xto del artículo 704, que dice 
como hemos visto: «No se admitirá el recurso de invalidación sino en los jui- 
cios escritos, esto es, en aquellos cuya acción principal sea ó exceda de cua- 
trocientos bolívares. 

Doctrina de Rouseau y Laisricj. Hablando sobre el particular dicen Rouseau 
et Latsney lo siguiente. «La solucióü parece más dudosa cuando se trata de 
sentencias de la justicia de paz: ningún texto especial somete estas sentencias á 
la invalidación, y parece imposible clasificar los Juzgados de paz entre los tri- 
bunales de la instancia de que habla el artículo 480. No decidiendo los jueces 
de paz en última instancia sino hasta la concurrencia de un valor de cien fran- 
cos, se explica fácilmente que la ley no haya abierto esta vía excepcional y 
costosa contra las decisiones de una tan mínima im >ortancia»; y citan á DtU 
vincourt, Pardessiis, {Merlin, Pigeau, Berriat^ Poncet, Ckauveau, Curasson, Carím, 
Boitafd; y en contra Casación de 10 Feb. iS6S-/avard, Thomine^ Car té, R^düér^, 
Henrión de Panuy y BenecJi, 

ídem, «Un punto que no está contestado, dicen los mismos RoiíS€4m y 
Laisney, es que la invalidación no es a^lmisibie coatra las sentencias de casa- 
ción. Entre nosotros no puede ser de otro modo, pu2S la invalidación es reme*- 
dio contra el juicio, en cuya esfera no puede co.r.arse el recurso extraordina- 
rio de casación. 
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Idéntica doctrina establece la ley respecto de la sentencia de invalidación, 
que no puede ser atacada por otro juicio de invalidación, conforme al articulo 
697. ^ 

Laudos arbitrales ¿Y qué diremos de los laudos arbitrales? Como la ley 
equipara á los juicios ante la justicia ordinaria, los de los arbitramentos de de- 
recho, en ciertos casos, creemos que puede darse invalidación contra estos, á 
menos que por el compromiso hayan renunciado las partes á los recursos lega- 
les, 6 siquiera al de apelación, que es el ordinario, pues no podría tener lugar 
entonces el extraordinario. En los laudos de los arbitradores, no sería pro- 
cedente la invalidación. En todo caso no deben olvidarse las disposiciones del 
artículo 503 (tit. de. arbitramento) sobre nulidad de las sentencias arbitrales. 

Casación ¿invalidación. En cuanto á la casación y á la invalidación, es 

Sreciso tener presente que, aunque en último término se dirigen á un mismo 
n, el de anular la sentencia y á veces el procedimiento también; son vías di- 
ferentes que no deben confundirse, y que no pueden emplearse indistintamente. 
I#a casación es un recurso, que se decide como una apelación: la invalidación 
tó un juicio que requiere la sustanciación de tal, con término de pruebas y lo 
4emás que puede tener lugar en su procedimiento. De la casación sólo cono- 
ce la Corte Federal, ó sea la de Casación: de la invalidación, el tribunal que 
dictó la última sentencia en el pleito. La cuestión de casación es de derecho. 

Enes, en general, los jueces locales son soberanos en el establecimiento de los 
echos: al paso que la cuestión de invalidación es esencialmente de hecho, 
pues que son hechos las causales que para ella establece la ley. 

Acerca del uso de uno y otro remedio, él 429 dice que el recurso de casación 
na impide el de invalidación que pueda seguirse por los motivot establecidos 
en el título correspondiente: dfe este Código, (que es este que estudiamos) j/(^w^/tf 
quesean distintos de los decididos en casación, Lo cual quiere decir que no pueden 
tjsarse indistintamente, sino solo que en'aquellos casos en que fuere legal mente po- 
sible emplear el uno ó el otro, elegido y formalizado el recurso de casación queda 
renunciado el empleo de la invalidación fundada en las mismas causales. ¿Y 
cuales serían esos casos? Claro es que no pueden ser otros que aquellos en los 
cuales la prueba del fundamento debe encontrarse en el mismo expediente, 
y no hay necesidad de probarlo otra vez ni discutirlo en el término de pruebas 
V. g, en algunos casos de falta de anuencia ó de citación necesaria, y otros de 
esa índole. 

Rouseau y Laisney, En aclaración de estos casos dé ejemplo, bien será 
tener presente las siguientes doctrinas de la jurisprudencia francesa, que citan 
Rouseau et Laisney, 

«Una decisión que pronuncia ultra petita no da lugar sino á invalidación, 

á menos que ella encierre al mismo tiempo una violación déla leyó abuso de 

poder. Cas. 12 dicb 1853. Otra déla misma fecha. Cas. 12 feb. 1861. Cas. 

.13 enero i852. Cas. 8agst. 1872». De suerte que en el último caso, habrá lugar 

también á casación. 

«La omisión de pronunciamiento sobre un punto de la demanda no amerita 
la invalidación sino cuando el Juez ha pronunciado definitivamente sobre los 
otros puntos y ha agotado su jurisdicción». 

«La omisión de pronunciar, puede, independientemente del remedio de la 
invalidación, ser reparado por una nueva demanda, la cual es posible aún des- 
pués de espirado el lapso para la invalidación. 

Contratiedad de sentencias. En cuanto á contrariedad entre sentencias, véase lo 

3ue dice Merlin, « Pero nótese que la contrariedad que existe entre dos sentencias 
e la misma Corte, no forma un medio de invalidación sino en el caso en que, 
antes de la segunda sentencia y en las discusiones que la han precedido, la ex- 
cepción de cosa juzgada resultante de la primera, no haya sido opuesta ante la 
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Corte ; y que en el caso contrario, es por casación que debe la parte atacar la 
segunda sentencia librada contra ella ». 

Casación contra invalidación. Ahora, en cuanto á que la sentencia de inva- 
lidación puede ser atacada por recurso de casación, es hoy incuestionable, puesto 
que el artículo 711 lo dice claramente. 

Finalmente, desde que el artículo citado arriba dice que no ha lugar á in- 
validación después de formalizado recurso de casación fundado en las mismas 
causales, es consecuencia lógica que sí pueden tener lugar los dos remedios 
cuando se fundan en causales diferentes. 

Causales de invalidación. Veamos ahora ^las causales legales que pueden ale- 
garse para la invalidación. 

la El error cometido en la citación para |la litis-contestación, que explica* 
este número del artículo 695. 

Sin duda que el legislador no incluyó en este número la falta absoluta de 
citación para la contestacióti, por creerlo absolutamente innecesario, en vista 
de la disposición del artículo 145, que estudiamos oportunamente, y que no 
habremos olvidado, que dice : « Es formalidad necesaria para la validez de todo 
juicio, la citación del demandado para la litis-contestación, citación que se ve- 
rificar^ con arreglo á lo que se dispone en este Título ». 

Pero como puede suceder que la citación aparezca hecha en el expediente, 
perfectamente ajustada á las exigencias de la ley, nó en la persona demandada, 
sino en otra con quien ha sido confundida, bien por error oblen por fraude, la 
ley dá entra efe á la reclamación del perjudicado, á quien por las apariencias 
pudiera negársela. En sustancia, en tal caso, no htiy otra cosa que verdadera 
falta de citación pira la contestación, sin la cual no hay juicio válido. 

2a Citación para la litis-contestación de menor, entredicho, inhabilitado 6 
mujer casada, en el concepto de ser mayores y hábiles. El artículo 699 dice 
que ha de presentársela partida del registro, civil ó á su falta otro documento 
auténtico que compruebe el estado civil ; y con el proceso, la citación en concepto 
de hábiles. 

Este caso, en verdad, no es sino falta de citación legal, sin la cual no hay 
juicio válido. 

3a Falsedad del documento en virtud del cual se pronunció la sentencia : de 
modo que no es falsedad de cualquier otro documento que haya obrado en el 
juicio, sino del que sirvió de fundamento á la decisión. 

Cuando se alegue esta causal, dice el artículo 700, debe acompañarse la 
prueba de la falsedad, consignada en documento anténtico anterior á la sentencia, 
ó indicarse dónde (exista 6 la persona que deba entregarla. La prueba, pues, 
ha de ser auténtica ; bien porque la falsedad haya sido pronunciada por sen- 
tencia ejecutoriada, ó esté reconocida ó consentida por la parte contraria en 
documento fehaciente. En el inicio civil^de la invalidación, no puede discutirse 
y probarse la falsedad, que es de naturaleza criminal. Además, hay que probar, 
6 á lómenos, jurar que durante el pleito no se tuvo noticia de ese documento 
comprobatorio de la falsedad, para poder hacer uso de él. 

4a Retención en poder de la parte contraria de documento decisivo en favor 
de la acción 6 excepción del reclamante, ó acto de la parte contraria que im- 
pidió la presentación oportuna de tal documento decisivo. 

Según el artículo 701, cuando se alegue alguno de esos motivos, debe ex- 
presarse el contenido de dicho documento y la persona que deba entregarlo. 
Preciso es que aparezca ese documento, para que en efecto se compruebe que 
tiene fuerza decisiva. ' 
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Varios autores. Enseñan los franceses sobre este punto que iio puede fun- 
darse la invalidación en la retención de piav.i decisiva cuya existencia era ya 
conocida en el momento del juicio, y se omitió pedir la exibición. Rouseau et 
Laisney, citando á Cartéy Chauveau, una sentencia de París de 28 de noviem- 
1:>re de 1810 y otra de casación de 20 de noviembre de 1832. 

Es necesario, dicen también aquellos autores, para que el descubrimiento 
de un documento nuevo después del juicio, dé lugar á invalidación, que la 
retención de ese documento por la parte que ha obtenido la sentencia, tenga 
un caí ácter doloso. En ese sentido— Sentencia de Tolosa de 10 de febrero 
de 1864. Thomine, Desmarires, Chauveau sur Carré y Rodier; y en sentido con- 
trario Pigau. 

5a Colisión de sentencia con otra ejecutoriada, pronunciada entre las mis- 
mas partes y sobre el mismo objeto, siempre que por no haberse tenido conoci- 
miento déla primera no se hubiere opuesto cosa juzgada. 

Al alegarse para invalidación este fundamento, debe presentarse la senten- 
cia anterior que colída con la que se trata de invalidar, ó indicarse la persona 
en cuyo poder esté. Claro es, que la prueba de la causal no puede ser otra 
que la sentencia misma anterior. 

Nuestra ley se ha separado de la francesa en varias de las causales para la 
invalidación, entre ellas no ponen, como tampoco nosotros, la de contener la 
sentencia disposiciones contrarias unas á otras. Por una parte, explican los 
autores, y se camprende sin dificultad, que ha de tratarse de contrariedad en- 
tre cláusulas dispositivas del mismo fallo, y no entre los motivos uuos con 
otros, 6 entre motivos y alguna parte dispositiva. Si los motivos se destru- 
yeren los unos con los otros, la sentencia será no motivada, y habrá lugar 
á casación y nó á invalidación. Si algán motivo y una cláusula dispositiva 
estuvieren en oposición, hay que atender á ésta y uó á aquél. Y por otra 
parte, toca á losjueces, haciendo uso del derecho de interpretación, fijar el 
verdadero sentido de las disposiciones que aparecen contrarias para poder eje- 
cutar la sentencia. Si los iueces reconocieren por fallos que se ejecutoríen, la 
imposibilidad de la ejecución, los mismos franceses reconocen la necesidad de 
volver á sentenciar de nuevo el litigio, por una nueva decisión. Tales, fallos 
harían innecesaria una cuestión de invalidación. 

I<a 6a causal del artículo 695 es la decisión en última instancia por juez que 
no tenía nombramiento de tal, ó por juez que sabía estar deptiesto ó suspenso 
por decreto legal, ó por juez que no asistió á la relación é fhformes, salvo 
el caso de llamamiento á más jueces. 

El artículo 703 determina las pruebas que han de producirse. Claro que 
no son tales jueces aquellos á que se refieren los dos primeros casos, y en el 
último es evidente que falta al juez el de estudio de los autos y la ilustración 
de los informes. No está instruido. 

En fin, la invalidación se promueve por una demanda formal, con todos los 
requisitos del caso, ante el Juez que dictó la última sentencia. 

Veamos ahora el procedimiento, pautado en los artículos que siguen. 
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Art. 704. No se admitirá el recurso de invalidación sino en 
los juicios escritos, esto es, en aquellos cuya acción principal sea 
6 exceda de cuatrocientos bolívares, (i) 

Art. 705. El recurso se sustanciará y sentenciará por los trá- 
mites del juicio ordinario; pero no tendrá más que una sola ins- 
tancia. La sentencia se comunicará para su cumplimiento al Juez 
que conoció de la primera instancia del juicio, si resultare este 
invalidado. 

Art. 706. La invalidación de un capítulo ó parte de la sen- 
tencia no quita á esta su fuerza respecto de" otros capítulos ó par- 
tes que á ella correspondan. Siempre que la sentencia contenga 
varias partes ó capítulos, el Juez declarará expresamente lo que 
quedare comprendido en la invalidación, no sólo respecto de lo prin- 
cipal sino también de todos sus accesorios. 

Art. 707. Bl recurso de invalidación no impide la ejecución de 
la sentencia ; á menos que el reclamante diere caución suficiente 
para responder del monto de la ejecución y del perjuicio del re- 
tardo, caso de no invalidarse el juicio. 

Art. 708. Tampoco podrá intentarse trascurridos tres meses 
después que se descubrió la falsedacj del documento, ó se tuvo prueba 
de la retención ó de la sentencia que causa la cosa juzgada. 

Si la falsedad del documento resultare de sentencia pronunciada 
con audiencia de la parte favorecida con la sentencia cuya invali- 
dación se pide, los tres meses no se contarán sino desde que el re- 
clamante tuvo noticia de tal decisión. 

Art. 709. En los casos de los números i? 2? y 3? del artículo 
695, el término para intentar la invalidación será de treinta días 
desde que se tuvo conocimiento de los hechos, ó desde que se veri- 
ficó en los bienes del reclamante cualquier acto de ejecución de la 
sentencia dictada en el juicio que se trata de invalidar. 

Art. 710. Decretada la invalidación, el juicio se repone al es- 
tado de demanda, en los casos de los números i? y 2? del artículo 
695, y de sentencia, en los demás casos. 

Art. 711. En el juicio de invalidación podrá darse recurso de 
casación, si ha lugar á él. 

ESTUDIO 165 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. — Los artículos copiados son los 546 á 552 del Có- 
digo de 1880 y 543 á 552 del de 1873. Ley única, iít, X, Código de 1838. 

(1) Ya dijimos lo bastante sobre este punto, y sobre los juicios verbales, en que no puede ser procedente ta* 
recurso extraordinario. 
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Art. 70 El artículo 704 sustancialinente, 

Art. 80 iíl « 705. 

Art. 90 El « 706. 

Art. 10. El « 707 y 697 en uno, 

Art. II. El « 708. 

Art. 12. Declarada la invalidación, el juicio se repone al estado de de- 
manda, 3 las partes podrán hacer uso de sus acciones en el tribunal compe- 
tente de la instancia. 

Derecho Españoi,. — I^as leyes copiadas arriba citadas. 

Derecho Romano.— 1,0 citado arriba de las Pandectas de Pothier. 

Demanda formal. Ya dijimos que el juicio se promueve por demanda for- 
mal, con los requisitos legales. Todas las causas de invalidación deben ale- 
garse al mismo tiempo, si es que hay varias, pues hemos visto que no puede 
intentarse la demanda sino una sola vez. 

Sustanciación y sentencia, La demanda se sustancia y sentencia por los 
trámites del juicio ordinario. Si la sentencia contiene varias partes 6 capítulos, 
el Juez al decidir debe expresar claramente los que se iuvalidan y los que 
quedan subsistentes, así en lo principal como en los accesorios. La invalida- 
ción de una parte, no priva de su fuerza á las demás. 

No hay apelación. Dictada la sentencia en el juicio de invalidación, no 
habrá lugar a apelación, porque el juicio sólo tiene una instancia. De suerte 
que esa sentencia sólo puede ser atacada por un recur^ de casación. 

Término pafa el recurso. El término para intentar la invalidación es de 
tres meses, que se contarán así : en caso de falsedad de documento, ó retención 
por la parte contraria, ó hecho de esta que impidió usarlo, desde que se des- 
cubrió la falsedad, ó se tuvo prueba de la retención ó de aquel hecho, ó de 
la sentencia que causó la cosa juzgada. 

Y en los casos de faltas en la citación para la litis-contestación y en los 
del námero 69, treinta días desde que se tuvo conocimiento de los hechos ó 
se comenzó ejecución. 

Efectos de la invalidación. Declarada la invalidación, el juicio invalidado 
queda sin valor alguno, y con su fuerza la primera sentencia, si el caso fué 
de colisión de sentencias. En los demás casos el juicio se repone de este modo : 
al estado de demanda, para que se sustancie y decida de nuevo, si las causales 
fueron faltas en la citación. 

Y al estado de sentencia en los demás casos. 

La sentencia que invalida el juicio, debe comunicarse al tribunal que 
conoció en primera mstancia, á fin de que le dé cumplimiento. 

Ejeaición, La demanda de invalidación no impide la ejecución de la sen- 
tencia que se pretende invalidar ; de suerte que si llegare á declararse invali- 
dado el juicio, habrá que deshacer ó anular los actos de ejecución que hayan 
tenido lugar. Pero puede evitarse, dando caución suficiente para responder 
del monto de la ejecución y del perjuicio por el retardo : caución que puede 
ser real ó personal. 

Sobre este punto dicen Ronseau et Laisney : « La ejecución de la sentencia 
presenta desde luego poco peligro cuando versa sobre un inmueble que siempre 
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Bt encuentra, si después la Invalidación se declarare con lugar ; pero no debe 
aplicarse la disposición en caso de sentencia que ordene la restitución de un 
objeto mobiliario (DalioZy Bioche^ Catre et Ckaveau, En contra Pigeau)it. No 
nos parece bien esa doctrina respecto de muebles, atendidos los términos claros 
de la ley, porque sería pretender los jueces modificar esta. 

Lo que sí nos parece indudable es la aplicabilidad de la siguiente doctrina 
que traen los dichos autores : « Bien que el artículo 497 no contiene ninguna 
excepción y declara de la manera mas general que la invalidación no suspende la 
ejecución de la sentencia, hay sin embargo ciertos casos en que la naturaleza 
de las cosas exije que sea de otro modo ; por ejemplo, en caso de contrariedad 
de dos sentencias, ó en caso de contrariedad de dos disposiciones de una 
misma sentencia, la invalidación es necesariamente suspensiva, por c|ue es 
imposible ejecutar al mismo tiempo las dos sentencias ó las dos, disposiciones 
contrarias». i^Dalloz^ Carré et Chauveati). 

No hay ntuva invalidación. Es también doctrina de los autores que, como 
consecuencia del principio de que la invalidación no puede intentarse sino sólo 
una vez, la sentencia que se ubre aun en el inicio nuevo seguido por haberse 
repuesto el primero^ por el fallo de invalidación, no es susceptible de ser ata- 
cada por otra invalidación. 

Casación, Pero tanto la sentencia en el juicio de invalidación, como la 
librada en el nuevo por consecuencia de haberse repuesto la causa por el fallo 
de Invalidación, son susceptibles de ser atacadas por recurso de casación, si 
hay motivos para este. 



TITÜ"IjO 2C^III 

EJECUCIÓN DE LOS ACTOS 
DE AUTORIDADES EXTRANJERAS 



Art. 712. Corresponde á la Alta Corte Federal y^ á la Corte 
de Casación reunidas como Gran Tribunal nacional, declarar la 
ejecutoria de las sentencias de las autoridades extranjeras, sin 
la cual no tendrán ningún efecto, ni para producir cosa juzgada, 
ni para ser ejecutadas. 

Art. 713. Sólo las sentencias libradas en países donde se con- 
cede ejecución á las sentencias firmes pronunciadas' por Poderes 
judiciales de Venezuela, sin previa revisión en el fondo, podrán ser 
declaradas ejecutorias en la República. 

Tal circustancia deberá probarse con documento fehaciente. 

Art. 714. Requiérese además para que á la sentencia extranjera 
pueda darse fuerza ejecutoria en Venezuela: 

I? Que la sentencia no verse sobre bienes inmuebles situados 
en Venezuela. 
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2? Que haya sido pronunciada por una autoridad judicial com- 
petente en la esfera internacional, y que no se haya arrebatado á 
Venezuela la jurisdicción que le correspondiera para conocer del 
negocio, según sus leyes ó los preceptos del derecho internacional. 

3? Que la sentencia haya sido pronunciada, habiéndose citado 
á las partes, conforme á las disposiciones legales de la Nación 
donde se siguió el juicio y del país doiide se efectuó la citación, 
con tiempo bastante para poder ocurrir el demandado á su defensa. 

4? Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya proce- 
dido sea lícita en Venezuela, y que la sentencia no contenga de- 
claratorias ni disposiciones contrarias al orden público ó al derecho 
público interior de la República, ni choque contra sentencia firme 
dictada por los tribunales venezolanos. 

Art. 715. La solicitud de exequátur se presentará por escrito 
en que se exprese la persona que lo pide, su domicilio ó residen- 
cia, la persona contra la cual haya de obrar la ejecutoria, y ^u do- 
micilio ó residencia; y á dicha solicitud deberá acompañarse le sen- 
tencia de cuya ejecución se trata, con la ejecutoria que se haya librado 
y la comprobación de las circunstancias enumeradas en los artícu- 
los precedentes : todo en forma auténtica y legalizada por autoridad 
competente. 

Art, 7I6. Si los documentos presentados estuvieren en idioma 
extranjero, la Corte los mandará traducir pof intérprete jurado. 

Art. 717. Se mandará emplazar al demandado para la décima 
audiencia, con más el término de distancia, para que á la hora que 
se designe conteste la solicitud hecha. 

Art. 718. El acto de contestación tendrá lugar de conformidad 
con lo prevenido para los juicios ordinarios, menos la conciliación; 
que no es procedente en estos juicios. 

ESTUDIO 166 

ANTECEDENTES 

Dkrjscho patrio.— Los siete artículos copiados son los 556 á 558 del Có- 
digo de 1880 y 551, 552 y 553 del anterior Código de 1873, pues hay en el que 
estudiamos dos artículos más. 

Nada había sobre la materia en el Código de 1838. 

Derecho kspañoi..— Zo' 75^ ///. //. Part. ja E si por aventura alegasse lei 
6 fuero de otra tierra que fuesse de fuera de nuestro señorío, mandamos que en 
nuestra tierra non aya fuerza de prueva ; fueras ende en coatiendas que fues- 
sen entre omes de aquella tierra sobre pleyLo ó postura que oviessen fecho 
en ella 6 en razoa de alguna cosx mu:íb'e o rai¿ de aquel logar. Ca en- 
tonces maguer esto-? extraños co.iteiiiijssen sobre aquellas cosas antel Juez 
de nuestro señorío, bien pueden recibir la prueva o la lei o el fuero de aquella 
tierra que alegassen antel, e devese por eKa averiguar e deliberar el pleyto. 

Derecho romano. — Extra territorumjus dicentí impune non paretur.— D. L. 
20. de jurisd— -2 — i^ 
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B2S:FZJO.i^OXO:rTES 

Independencia de los Estados y S2is consecuencias, ta independencia y auto- 
nomía de cada Estado lleva consigo el pleno ejercicio de su soberanía y de su 
jurisdicción en toda la extensión de su territorio, sobre la persona y bienes 
de': los nacionales y de los extranjeros que en él se encuentran. Derívase de 
ahí la consecuencia de que las leyes de uno no pueden tener fuerza extrate- 
rritorial, ó sea dentro de los límites de otro país, y que las sentencias y actos 
de sus autoridades y funcionarios no pueden producir efecto y ejecución más 
allá de sus propias fronteras. (^Afassé, citado por Asser en su obra « Elemen- 
tos de derecho internacional privado ». pág. 77). 

Ese rigorismo pudo acaso presentar pocas dificultades en su aplicación, 
en el antiguo aislamiento de los pueblos. Nías en la sociedad de las naciones 
modernas, en sus relacionen mutuas, derivadas del desarrollo y necesidades del 
comercio y de las industrias, de las comunicaciones, lazos de familia, viajes y 
variaciones de domicilio y aún de nacionalidad de los ciulaianos de unas y 
otras, semejante rigorismo ha tenido que irse relajando poco á poco, por conve- 
niencia y utilidad recíprocas, reconociendo la justicia de aplicar en algunos 
casos la ley extranjera, y consintiendo en dar fuerza ejecutoria á las decisio- 
nes de tribunales de otro país, bajo ciertas y deterniinadas condiciones. Los 
dictado» de la justicia universal que se imponen á la conciencia de la huma- 
nidad, tenían, sobre todo, que abrirse paso al compás del desarrollo de la 
civilización. Y de aquí que el derecho internacional privado, de creación 
moderna, haya trabájalo asiduamente en fijar las reglas justas y convenientes 
en beneficio de los intereses privados de los ciudadanos de diversos Estados, 
en sus relaciones recíprocas, y en la unificación posible de las legislaciones en 
todo lo relativo á este nuevo ramo de la ciencia del derecho, hasta procurar 
ll^ar á una codificación sabia y previsora. 

«El problema que se debe resolver en la edad presmte, dice Fio^e (B/ec* 
tos inteniacionales de las sentencias y de los actos ^k%, 2J, es el organizar la socie- 
dad internacional, de moio que el individuo encuentre en ella la garantía de 
sus derechos, en la misma manera que en la sociedad civil. Para esto son 
necesarias las siguientes condiciones, según observó acerta lamente un docto juris- 
consulto de Ginebra {Brocher Charle), la Ca la uno debe estar seguro de que gozará 
de Tos derechos civiles, no sólo en su patria, sino también en el extranjero. 
3^ Es preciso que cada cual pueda prever, con alguna certeza, según qué leyes 
serán apreciados los derechos inherentes á su persona, á sus bienes y á cada 
uno de sus actos. 3a Esa comp::tencia lejislativa debe ser fijada de una ma- 
nera racional y conforme á la naturaleza de las cosas, con el objeto de conser- 
var los derechos adquiridos y producir la seguridad. Y queremos nosotros, 
{dXoñ FiOfe) agregar una 4a que se encontrará no minos indispensable <iue 
las precedentes, y es, que las setitencias dictadas por el tribunal que pudiera 
ser llamado á conocer del derecho de cada uno, tuvieran autoridad en los paí- 
ses extranjeros, salvo el subordinar la ejecución de las mismas, á ciertas con- 
diciones para tutelar los derechos de la soberanía territorial ». 

« Si con el desarrollo siempre creciente de las relaciones internacionales j 
con los multiplicados medios de trasporte y de comunicaeión, que tan fáal 
hacen la traslación de la^ personas y de la fortuna, n> estuviese asegurada la 
ejecución de las sentencias pronunciadas por los tribun des extranjeros, se haría 
menos fructífera la inquisición de las leyes que deben regular cada relación 
jurídica, é incompleta la garantía de los derechos mismos. No queremos, 
ciertamente, sostener que las sentencias de los tribunales extranjeros deban 
tener la misma autoridad que las de los tribunales di propio estado, ni qne 
puedan pasar sin rodear su ejecución de serias garantías ; que á ello se opone 
la independencia de Ja soberanía y el respeto de las propias leyes, del propio 
derecho público, de las propias instituciones políticas, pero no podemos, bajo 
ningún respecto, aprobar aquellos sistemas en vigor que^ 6 niegan del todo 
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la autoridad de las sentencias extranjeras; 6 subordinan su ejecución á 'con- 
diciones tan difíciles, á procedimientos tan complicados, que la hacen más 
aparente que real, y casi siempre nula en la práctica. 

«La necesidad de sustituir á tales sistemas restrictivos, reglas más con 
formes á las necesidades de nuestro tiempo, siéntese imperiosamente ; y no 
sólo los jurisconsultos publicistas y los congresos internacionales se han ocu- 
pado de ello, sino que los mismos hombres de Estado han tomado la laudable 
iniciativa de invitar á los gobiernos á estudiar y resolver el problema impor- 
tante de la ejecución extraterritorial de la3 sentencias de lo3 tribunales, bajo 
ciertas condiciones de efectivas garantías ». 

Pfogfesos del derecho intetnacional privado. Mucho, mucho ha progresado 
el derecho internacional privado en ese y otros puntos ; y merced al esfuerzo 
de sus maestros y escritores, la jurisprudencia de Jos tribunales ha venido to- 
mando muevos rumbos, en armonía con él espíritu de la civilización y de la 
filosofía de la ciencia. Pero aún prevalecen sistemas diferentes en cuanto á las 
sentencias extranjeras, y países como Francia resisten todavía á la crítica que 
la califica de rezagada y egoista, minteniéndose hasti donie es posible, en 
el terreno de su ordenanza de 1629, según la cual para el francés no debe haber 
otros jueces que los de su país, y ante ellos tiene el derecho de volver á discu- 
tir los asuntos en que haya sido condeifado por tribunal extranjero. 

Diversidad de sistemas. En esa diversidad de sistemas, apoyados en el 
rigorismo de los principios internacionales y en las leyes positivas de cada país, 
solo tres puntos hay en (que todos están de acuerdo. No se considera la sen- 
tencia extranjera como igual á la nacional, mientras no ha tenido pase. No 
se concede fuerza ejecutoria á sentencia que recaiga sobre bienes raíces situados 
en el territorio del país donde ^ pide la ejecución, porque ello importa á la 
soberanía territorial. Todos aceptan el cumplimiento de los respectivos trata- 
dos públicos en las estipulaciones que sobre la materia de ejecución de sen- 
tencias, hayanse ajustado. E»i lo demás, unos invocan el principio de la reci- 
procidad, tratando las sentencias de otro país de la misma manera que lo haga 
este con las suyas ; y otros, ó niegan el pase sometiendo el asunto á revisión 
de fondo, ó establecen reglas propias sin atender á la leciprocidad, exjiendo 
condiciones más ó menos rigorosas para darles ó negarles el exequátur. Para 
dar idea del estado de las legislaciones en ese punto, Fiofe ly los autores mo- 
dernos españoles pasan en revista los diversos países de Europa, indicando sus 
prácticas. Como es Manresa y Navarro ( Comentarios á la ley de enjuiciamiento 
civil) el que ha escrito más recientemente, vamos á presentar en extracto, lo 
que dice sobre el particular. * 

Alemania, Según el artículo 660 del Código de procedimiento sancionado 
en 1877, 1^ ejecución forzada no puede tener lugar en virtud de sentencia dada 
por un tribunal extranjero, sino cuando ha sido declarada admisible por una 
sentencia de exequátur. 

Es competente para estatuir sobre la demanda pidiendo esta declaratoria el 
tribunal de cantón ó el tribunal regional del estatuto general de jurisdicción 
del deudor, ó á falta de este tribunal, el de cantón ó el regional ante el cual 
el deudor puede ser perseguido, según los términos del parágrafo 24. 

El artículo 661 dice así: 

La sentencia de exequátur será librada sin examen del fondo de la decisión. 

El exequátur no terá acordado : 

I? Si la sentencia del tribunal extranjero no está aún pasada en fuerza de 
cosa juzgada según la ley en vigor para este tribunal. 



* Como no tenemos colección completa de los últimos códigos de los países á que nos referiremos, no 
respondemos de variaciones que le hayan hecho. 
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20 Si la ejecución forzada tiene por objeto obtener el cumplimiento de 
un acto que no puede ser exigido con apremio según la ley del Juez alemán 
llamado á decidir sobre la admisibilidad de la ejecución forzosa. 

39 Si se^tín la ley del juez alemán llamado á proiunciar sobre la admi- 
sibilidad de la ejecución forzos.i, los tribunales del Estado á que pertenece el 
ifibunal extranjero, no eran competentes. 

49 Si el deudor condenado es alemán y no ha figurado en la instancia» con 
tal que la citación introductiva de instancia ó la decisión del juez no haya sido 
7iotificada á su persona en el Estado al cual pertenece el tribunal que conoce de 
la contestación, ó en el Imperio Alemán, por consecuencia de asistencia recí- 
proca admitida entre los tribunales. 

5^ Si la reciprocidad no está asegurada. 

Austfia. Según varios decretos imperiales, los tribunales ordenan la eje- 
cución de las sentencias extranjeras, aunque sean dictadas contra subditos 
austríacos, siempre que concurran las condiciones siguientes : la Reciprocidad 
de parte de la nación en que se ha dictado la sentencia. No siendo notoria 
esa reciprocidad ha de comprobarse con certificación de un tribunal superior de 
dicha nación extranjera. 2a Competencia en el tribunal extranjero según las 
leyes de su país, justificada también con certificación de un tribunal superior 
que no sea el mismo que dictó el fallo. 3a Que se hayan observado las for- 
mas legales prescritas en el Estado en que se pronunció la sentencia. 4a Que 
la sentencia haya adquirido fuerza de cosa juzgada, bastando que esto se ase- 
gure en la ejecutoria 6 despacho que se libre para el cumplimiento. La paYte 
interesada ha de pedir la ejecución por sí ó por procurador. 

Bélgica, El artículo 546 del Código de procedimiento civil dice. «Las 
sentencias dictadas por los jueces y tribunales extranjeros, y los actos recibidos 
por los funcionarios extranjeros, no serán susceptibles de ejecución en Bélgica 
sino en la forma |y modo previstos en el artículo 2128 del Código Civil. Se- 
gún este artículo, á falta de disposiciones en contrario de los tratados, las 
sentencias extranjeras deben presentarse al Presidente del Tribunal civil; el 
cual debe examinar si reúne todas lis condiciones necesarias para su autenti- 
cidad en el país en que se hayan extendido]; permitiéndose recurso de apela- 
ción para ante el mismo tribunal contra la decisión del Presidente que niegue 
el visto-bueno, ó el cumplimiento de la sentencia extranjera. Y de acuerdo 
con estas disposiciones la jurisprudencia belga ha establecido que el tribunal 
ante quien se demanda el cumplimiento de la sentencia, se concrete á examinar 
si contiene alguna disposición contraria á la soberanía ; á los intereses 6 al 
derecho público de la Nación ; y si no la contiene, decrete su ejecución sin 
revisión previa del fondo. Sólo se niega la ejecución á las sentencias dictadas 
por los tribunales franceses, según decreto de 9 de setiembre de 1814. 

Hasta aquí lo que dice Mamesa, Pero nosotros encontramos que la ley 
de 25 de marzo de 1876 que contiene el título 19 del libro preliminar del Có- 
digo de procedimiento, tiene un artículo, el 10, concebido en estos términos. 
«Ellos conocen (los tribunales de la instancia), en fin, de las decisiones libra- 
das por los jueces extranjeros en materia civil y en materia comercial ». 

«Si existe entre la Bélgica y el país en que se ha dado la decisión algún 
tratado concluido bajo la base de la reciprocidad, su examen se concretará á 
los cinco puntos siguientes : 

I? Si la decisión no contiene nada contrario al orden público ni á los prin- 
cipios del derecho público belga. 

29 Si según la ley del país en que la decisión se ha librado, está pasada 
en autoridad de cosa juzgada. 
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39 Si seg^n la misma ley, la ejecutoria librada que se ha producido, reúne 
las condiciones necesarias para su autenticidad. 

4** Si los defechos de la defensa han sido respetados. 

59 Si el tribunal extranjero no es únicamente competente por razón de la 
nacionalidad del demandante. 

Este artículo, que contiene la doctrina legal vigente, viene á modificar lo 
expuesto por Manresa, 

Dinamarca. No existe ley positiva sobre la materia : Los jurisconsultos 
están por la ejecución de los fallos extranjeros, bajo la doble condición de la 
reciprocidad y de la competeiicia de los tribunales que los dictaron, pero esta 
competencia se aprecia por las leyes del reino^ y no por las extranjeras. 

Estados Unidos de Améjica. Rije allí la misma jurisprudencia que en In- 
glaterra, la cual jurisprudencia expondremos más adelante. 

España, En la ley de enjuiciamiento civil están consignadas las disposi- 
ciones que han de observarse en la materia, ateniéndose primero á los tratados, 
luego á la reciprocidad, y por último á las declaratorias de esa ley. 

Art. 951. Las sentencias Jifmes pronunciadas en países extranjeros ten- 
drán en España la fuerza que establezxan los tratados respectivos. 

Art. 952. Si no hubiere tratados especiales con la nación en que se hayan 
pronunciado, tendrán la misma fuerza que en ella se diere á las ejecutorias 
dictadas en España. 

Art. 953.' Si la ejecutoria procediere de una nación en que por jurispru- 
dencia no se dé cumplimiento á las dictadas por los tribunales españoles, no 
tendrán fuerza en España. 

Art. 954.. Si no estuvieren en ninguno de los casos deque hablan los tres 
artículos que anteceden, las ejecutorias tendrán fuerza en España, si reúnen 
las circunstancias siguientes : 

la Que la ejecutoria haya sido dictada á consecuencia del ejercicio de Ufia 
acción pefsonaL 

2a Que no haya sido dictada en rebeldía, 

3a Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido, sea lícita 
en España, : 

4a Que la carta ejecutoria reúna los requisitos necesarios en la nación en 
que se haya dictado para ser considerada como auténtica, y los que las leyes es- 
pañolas requieren para que hagan fé en España. 

Francia, Allí se sostiene con vigor el principio de la independencia de los 
Estados, y la jurisprudencia no reconoce en las sentencias extranjeras autori- 
dad de cosa juzgada, ni fuerza obligatoria en el territorio francés, ateniéndose 
á las disposiciones legales siguientes : 

Art. 121. de la ordenanza de 15 de enero de 1629. Las ejecutorias, con- 
tratos y obligaciones procedentes de los reinos y soberanías extranjeras, cual- 
quiera que sea su objeto, no causarán hipoteca ni ejecución en Francia ; peí o 
se dará á los contratos el valor de simples promesas, y no obstante las ejecu- 
torías extranjeras, podrán los subditos franceses contra quienes se hubieren 
dictado, debatir nuevamente sus derechos, como estando íntegros, ante los 
jueces del país. 

Art. 546. del Código de procedimiento civil. Las sentencias dictadas por 
tribunales extranjeros y los actos 6 documentos públicos recibidos por oficiales 
6 notarios extranjeros, no serán susceptibles de ejecución en Francia, sino del 



Digitized by 



Google 



— 186— 

modo y en los casos previstos por los artículos 2.123 7 2.128 del Código 
Civil. 

Art. 2.123. Código Civil. La hipoteca no puede nacer de las sentencias 
pronunciadas en país extranjero, sino después que hayan sido declaradas eje- 
cutorias por un tribunal francés, sin perjuicio de lo que puedan disponer en 
contrario las leyes políticas ó los tratados. 

Art. 2.128. Id. Los contratos otorgados en pais extranjero no pueden 
producir hipoteca sobre los bienes sitúa las en Francia, á no ser que se dis- 
ponga lo contrario en las leyes políticas ó en los tratados. 

Los jurisconsultos franceses no 'están de acuerdo en la doctrina. Segán 
unos, si el fallo extranjero se dictó contra un francés, tendrá lugar la aplica- 
ción del artículo 121 de la Orden de 1.629, pero si se dictó en perjuicio de 
un extranjero, el tribunal francés debe limitarse á examinar si la sentencia 
contiene alguna disposición contraria á la soberanía, á los inteseses ó al dere- 
cho público de la Francia, negando la ejecuciói si la contiene, y concedién- 
dola en caso contrario, sin entrar en el fondo de la cueitión, ó sea en el 
examen de los derechos privados de las partea. S^gúa otros, la sentencia ex- 
tranjera no tiene /autoridad ninguna en Francia, sea francés ó extranjero aquel 
contra quién se dictó, necesitándose siempre un nuevo juicio ante loi tribunales 
franceses y una nueva sentencia de estos, sobre el fondo de la cuestión, para 
obtener la revalidación y ejecución de los derechos declarados por aquella. 

Aunque la jurisprudencia de los tribunales franceses había adoptado el 
segundo de estos procedimientos, parece que últimamente ha prevalecido el pri- 
mero, y que se otorga allí el cumplimiento de las sentencias extranjeras, sin 
revisarlas en el fondo, no sólo cuando han sido dictadas contra extranjeros, 
sino también cuando lo han sido contra franceses que se habían sometido 
voluntariamente á la jurisdicción del tribunal sentenciador, ó de arbitros. 
Así se deduce de la contestación que en 1866 dio el Gobierno francés á una 
nota del Embajador de España en París, consultándole sobre la fuerza que allí 
se daba á las sentencias dictadas en vía contenciosa por los tribunales españoles, 
consulta que se hizo por órgano diplomático á instancia del Tribunal Supremo 
de Madrid, para conocer oficialmente lo practicado en Francia sobre la materia, 
á fin de poder aplicar con exactitud el principio de reciprocidad establecido 
en la ley. El autor inserta las notas oficiales en que consta la consulta. 

Grecia. Su Código de procedimiento civil de 1834. contiene las disposiciones 
siguientes : 

Art. 858. Las sentencias extranjeras y los actos 6 documentos públicos 
recibidos por los oficiales extranjeros, no podrán ejecutarse en Grecia mien- 
tras no hayan sido declarados ejecutorios por un tribunal del reino. 

Art. 859. En el caso del artículo anterior el mandamiento de ejecución 
se librará: i*^ por el Presidente del Tribunal de la instancia del lugar de la 
ejecución, sin previo examen del fondo de la sentencia ó del documento, cuando 
todas las partes sean extranjeras : 29 por el mismo tribunal de la instancia, 
examinando previamente el contenido de la sentencia, cuando una de las partes 
es regnícola. 

. -y.Art. 860. En el caso del § 2? del artículo 859 no podrá rehusarse la eje- 
cución sino cuando la sentencia esté en cqntradiccióu con hechos probados, ó 
cuando la sentencia ó los documentoi sean contrarios á leyes prohibitivas 
del reino. 

Art. 861. Cuando en el caso del artículo anterior haya sido negada la 
ejecución ; 19 las sentencias extranjeras no producirán efecto alguno, y el ne- 
gocio deberá ser nuevamente debatido ante los tribunales del reino, y juzgado 
por éstos; 29 los documentos públicos extranjeros, cuando hayan sido firma* 
dos por las partes, tendrán el valor de actos privados, en todos los puntos eu 
que estén conformes con las leyes del reino. 
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Holanda, Los códigos de este país, basados en los de Francia^ han seguido' 
la jurisprudencia francesa, no recooocieudo autoridad de cosa juzgada ^ las 
sentencias extranjeras. 

El artículo 431 del de procedí miento civil, publicado en 1837, dice: Fuera 
de los casos expresamente marcados en la ley, ninguna siuteucia dictada por 
jueces 6 tribunales extranjeros puede ser ejecutada en el reino. Los pleitos 
pueden ser nuevamente debatidos atrte los jueces neerlandeses y fallados por 
estos. En el caso de la excepción dicha no podrán ejecutarse en este reino 
las sentencias extranjeras, sino después que el tribunal de la instancia, : en 
cuyo distrito deba verificarse la ejecución, haya concedido, á instancia departe, 
el permiso para ello, en la forma indicada en el articulo procedente ( por medio 
de despacho que se hace saber á domicilio á la parte contraria ). Para con- 
ceder este permiso, el tribunal no someterá la causa á nuevo examen. 

Inglaterra. En este país no hay ley escrita sobre la materia ; pero según 
la jurisprudencia no es Ja condición principal para la ejecución, la reciprocidad, 
sino la competencia del Juez de doude la sentencia procede. El qu2 la ha 
obtenido deba establecer nueva demanda ante el tribunal inglés competente 
para que se le aiiudique 6 pague lo que ha sido objeto de la sentencia. Esta 
se considera como título lejítimo y decisivo que hace prueba completa mientras 
la parte contraria no demuestre su irregularidad en el fondo ó en la forma, 
A falta de esta demostración, el tribunal inglés dicta nueva sentencia confir- 
mando la extranjera y disponiendo las medidas conducentes á la ejecución. 
Pero cuando se demuestra la irfegularidad del fallo, el tribunal inglés no lo 
confirma. Así lo dicen Keni, Wheaion y otros jurisconsultos, y lo confirma una 
declaratoria del Embajador inglés en París, de 1840. 

Italia. El Código de procedimiento civil vigente, dispone lo siguiente: 

Art. 94.1. La fuerza ejecutiva de las sentencias dictadas por autoridades 
extranjeras se dará por el trtbunal de apelación en cuya jurisdicción d^baa .ser 
ejecutadas, previo un juicio de delibacion (así lo llaman allá), en que el tri* 
bunal examinará: 19 Si la sentencia ha sido pronunciada por una autoridad 
judicial competente. 29 Si ha sido dictada después de citadas legalmante las 
partes. 39 Si estas han sido legalmente representadas, ó han sido declaradas 
en rebeldía con arreglo á la ley. 49 Si la sentencia contiene disposiciones con- 
trarias al orden público ó al derecho público interior del reino, 

Art. 942. El juicio de delibación será promovido con citación, por pro- 
cedimiento sumario, de I05 interesados, y deberá oirse al ministerio público. 
La parte qtíe lo promueve deberá presentar la sentencia en forma autentica. 
Si la ejecución de una sentencia se pidiere por la vía diplomática y la parte 
interesada no hubiere designado un procurador que promueva el juicio de de- 
libación, "el tribunal de apelación, á instancias del ministerio publico, nom- 
brará de oficio á la misma parte un procurador que lo promueva á nombre 
de ella. 

En los artículos siguientes, hasta el 949, se establece el procedimiento para 
ejecutar las providencias de secuestro, examen de testigos, peritajes, juramen- 
tos, posiciones y otros actos de instrucción, citaciones 6 notificaciones acordadas 
por jueces extranjeros, ordenándose que, en su casos, se observen los tratados* 

Nofuega. Es la misma legislación de Suecia, que veremos. 

Portugal. El artículo 31 del Código Civil de 1867 dice: Las sentencias 
dictadas por tribunales extranjeros sobre derechos civiles entre extranjeros y 
portugueses, podrán ser ejecutadas por ante los tribunales portugueses, en los 
términos prescritos en el Código de procedimiento. 

Este, que fué sancionado en 1876, en su artículo 1.087 dispone lo que sigue: 
Las smienotai^ dictadas por tribunales ejttratij'em} k que m refiere %\ artículo 
31 del Código Civil no serán ejecutorias en el reino si no estuvieren revisa- 
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das y confirmadas por alguoo de los tribunales superiores?, con auliencia de las 
partes interesadas y del rainisterio publico, salvo cuando otra cosa e-Jtu viere 
estipulada en los tratados. Para esta revisión y confirmación es competente 
el tribunal superior del distrito en que el demandado tenga su domicilio. 6 en 
que estuvieren situados los bienes, si el demandado no tiene domicilio en 
el reino. ^ 

Bn los artículos siguientes se ordena el procedimiento, mandando que se 
cite á la parte contraria para que dentro de ocho días formule su oposición 
al cumplimiento de la ejecutoria, si le interesa ; y se declara que podrá servir 
de fundamento á la oposición: i° Cualquier duda en la autenticidad del do- 
cumento ó sobre la inteligencia de la sentencia. 2^ No ser firme la sentencia. 
3*^ Haber sido dictada por tribunal incompetente. 49 No haber sido citadas 
debidamente las partes ó no haber sido declaradas legalmente en rebeldía 
cuando dejasen de comparecer. 59 Contener la sentencia decisiones contrarias 
á los principios del derecho público portugués, ú ofensivas al orden público. 
69 Haber sido dictada contra algún subdito portugués en oposición á los prin- 
cipios del derecho civil de Portugal, cuando por este debiera ser resuelta la 
cuestión. Y en fin, se declara que no se admitirán pruebas sobre el punto de 
la cuestión juzgada ; y que el dicho procedimiento se aplica también á las 
sentencias dictadas entre extranjeros, y entre portugueses. 

Rusia, Según una ordenanza imperial de 1827, no pueden ejecutarse allí 
ías sentencias extranjeras, sino después de un nuevo examen del fondo. Di- 
chas sentencias no pueden ser ejecutadas en bienes inmuebles del deudor, si- 
tuados en Rusia : en este caso el demandante debe establecer nueva demanda 
ante el tribunal de la situación de la cosa. 

Suecia y Noruega, Su jurisprudencia no reconoce autoridad de cosa juzgada 
en las sentencias extranjeras ; y el negocio debe ser sustanciado y juzgado de 
nuevo por los tribunales suecos y noruegos. Toman en consideración los he- 
chos y motivos consignados en la sentencia extranjera ; pero admiten al de- 
mandado todos los medios de defensa de que quiera valerse, aún aquellos que 
fueron desestimados por el tribunal extranjero. 

Suiza, Los cantones alemanes se rijen en la materia por el principio de 
reciprocidad, admitido generalmente en Alemania ; mientras en los cantones 
franceses domina el sistema francés, excepto en el de Vaud^ en el cual, en general, 
se accede á la ejecución de la sentencia extranjera, cuando ha sido dictada 
en debida forma por el tribunal competente, y existe la reciprocidad. La com- 
petencia se determina por los principios admitidos en el cantón. En las senten- 
cias extranjeras que versan directamente sobre inmuebles situados en su terri- 
torio, no se reconoce allí autoridad de cosa juzgada ; y las relativas á la 
paternidad no pueden ejecutarse sin consultar antes al Consejo de Estado. 

Repúblicas de Améfica, Según el autor de que hemos tomado los datos que 
preceden, en aquellas Repúblicas, por regla general se observa sobre la materia de 
sentencias extranjeras, la legislación ó la juris4>rudencia de la metrópoli á 
que pertenecieron. En el Código de procedimiento de Guatemala^ de 1877, se 
copian casi literalmente los artículos 922 á 925 de la ley de enjuiciamiento espa- 
ñola de 1855. En la Argentina^ en su Código de procedimiento de 1880, los ar- 
tículos 558 y 559 son iguales al 922 y 925 de dicha ley española, suprimiendo 
los 923 y 924, y de consiguiente la reciprocidad, y dejando las mismas con- 
diciones de ejecución que en España, en los demás casos, á falta de tratados. 

Nosotros encontramos que los códigos de la República dominicana son tra- 
ducción de los franceses, y por tanto adoptan las disposiciones de los códigos 
civil y de procedimiento civil francés, que arriba copiamos. Suponemos que 
en la República de Haití hayan obrado de la misma manera. Nada podemos 
asegurar ni en cuanto á la República mejicana, ni en cuanto á ninguna de las 
de Centro-América, salvo Guatemala, como tampoco respecto de Colombia y 
Ecuador^ cuyos Códigos no hemos podido consultar por no tenerlos á la mano. 
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Pero en cuanto á la Argentina^ Brasil, Bolivia, Chile, Paraguay^ Peni y 
Onenial del Uruguai, encontramos que en el Congreso Sur-Americano de De- 
recho internacional privado, reunido en Montevideo en 1888, á que hemos 
aludido en otro lugar, se celebró, entre otros Tratados, uno de Derecho procesal^ 
cuyo artículo 5*^,* título z^, dice así : 

I,as sentencias y fallos arbitrales dictados en asuntos civiles y comerciales 
en uno de los Estados signatarios, tendrán en los territorios de los demás, la 
misma fuerza que en el país en que se han pronunciado, si reúne los requisitos 
siguientes : 

a) Que la sentencia 6 fallo haya sido expedida por tribunal competente 
en la esfera inlemadonal. 

b) Que tenga el carácter de ejecutoriado ó pasado en autoridad de cosa 
juzgada en el Estado en que se ha expedido. 

c) Que la parte contra quien se ha dictado haya sido legalmente citada 
6 representada ó declarada rebelde, conforme á la ley del país en donde se 
ha seguido el juicio. 

d) Que no se oponga á las l^es de orden público del país de su eje- 
cución. 

No sabemos si Colombia y el Ecuador, que también fueron invitados, se 
adhirieron á dicho tratado. De suponerse es, cuando Seijas en su importante 
obra sobre el Derecho internacional Sur-americano^ establece la doctrina del 
artículo como la que siguen estos pueblos. 

En cuanto á Venezuela^ los codificadores de 1873 y 1880, al redactar el Tí- 
tulo que estudiamos, se separaron del principio de reciprocidad, combatido por 
notables escritores, como antifilosófico é irracional, toda vez que obliga á hacer 
lo que hagan otros, por injusto ó inconveniente que sea. Tomaron algo de 
la ley española, mayor parte del Código italiano é hicieron modificaciones, que 
son especiales en nuestra ley, como tendremos oportunidad de hacerlo notar. 
Pero en este que estudiamos se considera que no era conveniente separarnos de 
la reciprocidad, atendidos nuestra debilidad y los abusos de la- fuerza ^e que 
hemos solido ser objeto. 

Contraigámonos, pues, á las disposiciones del título en que nos ocupamos. 

El artículo 712, primero^de él, dice: Corresponde al Alto Tribunal Nacional 
compuesto de la Corte Federal y la de Casación declarar la fuerza ejecutoria de 
las sentencias de las autoridades extranjeras, sin la cual no tendrán ningún efecto 
para producir cosa juzgada ni para ser ejecutadas. 

Doctrina de Fiore. Están acordes todos los escritores, !como dice Fiofe, 
citando á Fcelix^ en <jue las sentencias de los tribunales extranjeros no pueden 
tener la misma autoridad que las de los tribunales nacionales, y que si el ma- 
gistrado pudiere dar fuerza ejecutiva á su sentencia más allá del territorio á 
que se extiende la jurisdicción nacional, se ofendería la independencia de los 
otros Estados. Ninguno pone en duda que corresponde al magistrado competente 
territorial el autorizarla ejecución de las sentencias extranjeras. Usa, pues, de 
su derecho cada Estado al designar el magistrado suyo á quien quiere co- 
meter la facultad de dar ó nó pasea la sentencia extranjera, cuya ejecución 
se pida. Como lo hemos visto, unos atribuyen tal encargo al tribunal inferior* 
del lugar donde ha de hacerse aquella ; otros á tribunales superiores ó de ape- 
lación ; y algunos á otros de mayor categoría. Entre nosotros, toca á la Corte 
Federal y de Casación, reunidas, que es tribunal de la Unión, y no seccional, 
y que ha sido considerado como el más llamado á velar por la conservación 
de la alta jurisdicción nacional y de los derechos de la soberanía de la Re- 
páblica. Toda sentencia extranjera cuya ejecución se pretenda en Venezuela, 
ha de ser, por tanto, sometida á dicho Tribunal, sin cuyo pase no podrá usarse 
d^ ella ante ningún tribunal, sea nacional, sea seccional o de los Estados. 
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Se ha pretendido, y así lo sostuvo un ilustrado compañero en un recurso 
del casación, que debe hacers3 diferencia entre usar de la sentencia extranjera 
sólo para eíietecto! de alegar y probar con ella la excepción de cosa juzgada, 
en un juicio iniciado en Venezuela, y pedir la ejecución de la sentencia ex- 
tranjera para llevar á cabo todos los actos de ejecución ; con el fin de de- 
ducir que en el primer caso no se necesita el pase previo de la sentencia 
extranjera acordada por el Gran Tribunal, y sí en el segundo. Pensamos aue 
tal distinciones errónea, porque contrariad principio adoptado sin contradicción, 
de que las sentencias extranjeras no pueden ser consideradas al igual de las 
dictadas en el país, y que este tiene el derecho, también indiscutible, de exa- 
minarla por medio de. la autoridad al efecto designada, para tutelar la sobe- 
ranía y la jurisdicción nacionales. 

Bl texto de nuestro artículo no deja hoy duda sobre el particular. 

Los efectos de probar la cosa juzgada y de mandar ejecutar el fallo, son 
en esencia uno mismo, porque ambos son consecuencia de los mismos jjrínci- 

Eios, á saber, que la sentencia está pasada en autoridad de cosa juzgada y 
a de tenei^e como verdad legal en el caso decidido, y que el país á donde 
se trae tiene el derecho de examinarla previamente para darle ó no pase. 
I Presentarla directamente al tribunal venezolano donde cursa el nuevo pleito 
para probar con ella la excepción de cosí juzgada, no es sustraerla a ese 
examen que Venezuela tiene el derech> de hacer, y que la ley expresa suya 
encomienda al Alto Tribunal dicho? ¿Quién decide, si esa sentencia es ó nó 
ejecutoria, quién decide si versa ó no sobre inmuebles situados en la Repú- 
blica, si fué librada por autoridad competente, y pronunciada con citación de 
partes, ó si contraría el orden público ó el derecho público interior de Vene- 
zuela? ¿ Será el Juez local donde pende la causa ? Eso es arrebatar al Alto 
Tribunal competente una facultad que sólo á él confiere la ley ; ó será que ese 
Juez local debe admitir la sentencia extranjera, sin examen, y aunque verse 
sobre bienes raíces situados en Venezuela, o no llene cualquier otro requisito 
de I0.4 exijidos por la ley, y por ejemplo, declare esclavo á un hombre libre, 
6 vígtttís aquí un mayorazgo, ó excluya de una sucesión á los hijos lejíttmos, 
etc.? ^o es arrebatar al país su derecho, eso es contrariar la. ley positiva 
venezolana y los principios del derecho internacional privado ; eso es mani- 
fiestamente insostenible, por absurdo y atentatorio contra la soberanía na- 
cional. 

7 Asftr, en la obra que antes citamos (pág. 179) refiriéndose á la distindóu 
á que nos hemos contraído, dice que ella constituye un cuarto sistema pro- 
puesto por jFio^e en la materia de las sentencias extranjeras ; y agrega que 
no sabe el autor que tal sistema haya sido admitido por ninguna legislación 
actualmente en vigor. 

Trihu7tal venezolano competente. Volvamos al artículo 712. Al cometer ese 
artículo á la Corte Federal y la de Casación reunidas, con estas palabras — el-7 
dedarar la fuerza ejecutoría délas sentencias de las autofidades extfanjeras^ está 
diciendo claramente que ha de tratarse de sentencia^ y que ha de ser ejecutoria. 
Si no es sentencia lo que se presenta, está fuera de la atribución dada á la 
Corte ; y si no es ya ejecutoria, mal se podrá declarat que lo es. 

La Alta Corte debe, en consecuencia, comenzar por examinar si el acto 
que se le presenta reúne las condiciones externas é internas necesarias para 
calificarlo de sentencia, y si es ó nó ejecutoria en el lugar donde se libró. 

Toca á cada país establecer las formas esenciales de las sentencias y ordenan- 
zas ó decretos de sus magistrados, y la manera dé publcarlos y notificarlos, de- 
terminando las consecuencias jurídicas que se deriven de la omisión total ó p^óxáal 
de tales formalidades. «Entre ellas, dice Fiofe, obra citada pág. 77, puede 
haber algiuias de puro interés fiscal y cuya omisión no arrastre ninguna con* 
secuencia jftrídica ex^.cuaate á te efectoB territoriales de la senteocHi; pero res- 
pectó de áijüéllás exijidás por la ley ^omo complemento necesario y bajo {>eiift 
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de nulidad, deben ser cumplidas; y si hubiesen sido omitidas se deberá decidir se- 
gún la ley del país en que se siguió el juicio si la omisión es sustancial y tal 
que la sentencia deba tenerse como nula, ó si impidiendo sólo algunos de sus 
efectos, deban tenerse como llenas las formalidades omitidas ». 

Ley del país donde se sentenció. Ha de consultarse, pues, la ley del país 
donde se libró la sentencia. Da ordinario las formalidades externas general- 
mente exijidas, consisten en estar encabezadas las sentencias y ejecutorías á 
nombre del soberano, emperador ó rey, en las monarquías, ó del Presidente 6 
dé la República en los Estados democráticos, como sucede entre nosotros, en 
que como hemos visto, el artículo 33 dice : «La justicia se admnistra en nom- 
bre de los E.E. Unidos de Venezuela, y en el mismo nombre se encabezarán 
las ejecutorias y las rogatorias que se dirijan á los tribunales y funcionarios 
extranjeros . . . Las rogatorias para el extranjero se enviarán por la vía diplo- 
mática 6 consular » 

En cuinto á las formalidades intrínsecas, consisten generalmente en que 
aparezca expuesto el caso concreto sometido á la justicia, los motivos ó fun- 
damentos del fallo y lo dispositivo de este, de modo tal que pueda ser ejecutado. 
, Y aun debemos agregar algo más que habrá de examinarse en la sentencia, 
si algún alegato lo hiciere necesario, para que no contraríe el orden publico 6 
el derecho público interior ; lo cual expondremos en lugar oportuno, más 
adelante. 

Dos hipótesis, Al ocuparse los autores del punto de que se trate de sen- 
tencia librada por magistrado extranjero, se hacen cargo varios de ellos de 
estas dos hipótesis, — que el país donde se dio la sentencia fuese extranjero, y 
luego se uniese al en que se pide la ejecución— que el país donde se libró la 
sentencia hiciese parte del en que se solicita la ^^jecución, y después fuese se- 
parado de él. 

En el primer caso, dice Gargiulo ( Comentarios al Código de procedimiento 
italiano) citando á Ttoplong, Me^Kn, Grenief, ToulUer, Dallos, Ca»é, etc., 
hay necesidad del juicio de exequátur, porque la sentencia, al ser librada, era 
en verdad sentencia extranjera, y el derecho reconocido en ella no había sido 
aún aceptado por el país á que se unió después el otro, al cual incumbe exa- 
minar si tal sentencia contenía algo contrario á su orden público 6 á sti dere- 
cho público interior. 

En el segundo caso, dice el mismo Gargiulo, citando á los autores arriba 
expresados, que no hay necesidad del juicio de exequátur, por cuanto la auto- 
ridad de la cosa juzgada, en que las partes fundan su derecho, no viene á ser 
dañada por la separación posterior, y porque la sentencia en verdad no fué librada 
en el extranjero, sino en el propio país y bajo la autoridad de sus leyes. El 
mismo Gargiulo dice ser conformes con su opinión las de Borsan y Afattirolo, 
y las.de Seialoja, De Rosi y Fiore, con la de la resolución del primer caso. 
Mas, advierte que otros escritores sostienen no haber necesidad de juicio de 
exequaluf en ninguno de los dos casos, y aún que existen sentencias de algunas 
Cortes italianas, una de las cuales establece que ha de atenderse, no á 
la fecha en que se libró la sentencia, sino á la en que se pone en ejecución, 
y otra lo contrario. El autor asienta que la necesidad del juicio de exeauatut 
según unánime sentir de los escritores, se impone no sólo por una razón po- 
lítica, sino también por una razón jurídica, y que ha de obedecerse á eseprin 
cipio para la resolución de los casos concretos. 

Otfa hipótesis. Todavía se hace cargo Carré de una tercera hipótesis, — la 
de que la sentencia se haya dado durante la ocupación temporal del enemigo 
de una parte del territorio nacional: caso que decide diciendo que pues la sen- 
tencia fué librada bajo el gobierno provisorio enemigo, y no en nombre de la 
, soberanía uacionaly )a ejecución no podría acordarse sino siguiendo el corfes- 
pendiente juicio de exequátur. 
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La sentencia debe ser ejecutoria, ' I^a segunda exijencia que envuelve el ar- 
tículo 7:2, según hemos dicho, es que la sentencia debe ser ejecutoria. Obvio 
parece que mal podría pedirse á otro país la declaratoria de ejecución de una 
sentencia, si ella no fuera ejecutoria en el mismo Estado en que fué dictada. 

Sobre el particular enseña Fiofc (obra citada pág. 8r n. 41) que para de- 
terminar si la sentencia ha pasado en autoridad de cosa juzgada, 6 si es de- 
finitiva y exijible, se debe tener cuenta únicamente de la lex fori; y si no 
han corrido todavía los lapsos para impugnar la sentencia, y aquella ley dispone 
que no se conceda ejecución hasta que no concluya el término para impug- 
narla, ó que el efecto suspensivo dure hasta que se pronuncie sentencia de 
apelación, la sentencia no podría ser declarada ejecutoria en otro Estado. Por 
el contrario, si según la lex fori la sentencia fuere exijible no obstante recurso 
de casación, debería ser considerada tal aunque fuese impugnada ó ¡impugnable 
con aquel recurso ( pág. 82 ). En todo caso correspondería á la parte interesada 
la prueba de que la sentencia esta pasada en autoridad de cosa juzgada, para 
lo que bastaría un certificado del tribunal del país donde fué dada la sentencia, 
estableciendo no haber oposición, apelación ó recurso». 

6^ar^z w/í7 (obra citada vol. 4 pág. 994) agrega «que ha sido decidido rec- 
tamente que una sentencia incidental que estatuya sobre la competencia no 
puede ser objeto del juicio de <?A:<?^«a/«r. Tales sentencias, aunque tengan vir- 
tud de definitivas en la cuestión decidida, son sinembargo incidentales y no 
definitivas, respecto de la causa. La condenación que contuviesen sería un ac- 
cesorio que no determina ni muda su cualidad y su carácter. Verdad es que 
tales sentencias son productoras de ciertos efectos jurídicos, los cuales no po- 
drían desconocerse ni impugnarse en cualquier otro país ; pero importa no con- 
fundir la eficacia Qon la exijibilidad k 

Para que pueda, pues, solicitarse del Alto Tribunal la ejecutoria de la senten- 
cia extranjera, es necesario que sea pasada en autoridad de cosa juzgada, se- 
gún la ley del país en que se pronunció, y que se presente la prueba autén- 
tica de ello. 

Podría no haber pasado aún la sentencia en autoridad de cosa juzgada ; pero 
llevar la cláusula de ejecución provisoria. En tal caso S2 hallaría en estado de 
poder ser puesta en ejecución. 

Impugnación posible. Por supuesto que la parte interesada en impugnar la efi- 
cacia de la sentencia extranjera, puede alegar el no ser ejecutoria y fundar cual- 
quiera otra válida excepción sobre su falta de formalidades y sobre sus vicios 
intrínsecos, según la ley del país en que la sentencia fué librada. En esos 
casos, y en general, en todos aquellos en que el juez debe aplicí 
jera, surje la natural dificultad déla falta de conocimiento del 
La ciencia y la jurisprudencia están hasta hoy de acuerdo (sa 
otra opinión contraria ) en establecer que no debe considerarse 
obligado á conocer el derecho extranjero, y que al alegarse, incu 
interesada presentar la prueba de la ley, admitiéndose á la otra 
la prueba contraria, con todas las reglas establecidas en el proc 
la prueba ordinaria. El punto se tiene como punto de hecho, 3 
de donde nace la consecuencia jurídica deque si el juez se 
aplicación de la ley extranjera, y resulta ésta quebrantada en ] 
puede haber lugar á casación. 

Conocimiento de la ley extranjera. Fiare ( obra citada pág. 83 
á Sachz y las autoridades que cita, añade á la doctrina expue 
se llega á conocer exactamente la ley- extranjera, ó falta la prt 
debe aplicar el derecho propio, porque ha de presumir que e 
derecho extranjero que debiera aplicarse, sea conforme con el de 
La cual máxima es consecuencia de la regla general de que im 
que se vale de la disposición del derecho extranjero derogatorit 
dígena, establecer la existencia de la regla derogatoria. No 
admite la concordancia del derecho extranjero con el derecho 
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Ea cuanto á la reciprocidad establecida en el artículo 713, ni es nueva en 
deretho internacional, pues la exijen otros países ; ni S2 deb:i á otra cosa que 
á nuestra debilidad, de que tanto se ha abusado. Debe ser probada auténtica- 
mente, como lo preceptúa la ley, A la liberalidad ponen límite la prudencia > 
la previsión. 

Articulo 7i<f. Pasemos al estudio del artículo 714. El requiere adeinás 
para que á una sentencia dictada por un tribunal extranjero pueda dáserle 
fuerza ejecutoria en la República : 

10 Que la sentencia no verse sobre bienes inmuebles situados en Venezuela. 

Como vamos á estu4iar uno á uno esos requisitos exijidos en el artículo, 
iremos insertando los demás en su oportunidad, para contraernos al que deja- 
mos copiado. 

¿Como debeiños entender esa disp:)sici6n, y sobre todo la palabra «¿7 v^ri^.^ 

Para comprender m^jor el alcance de ese número i?, comparemos su con- 
texto con el del Código italiano y con el de la I^ey de eajuiciaiiiento civil 
española. La comisión redactora de nuestro Código, á que pertenecí, tuvo á la 
vista las disposiciones relativas á ejecucióa de ios actos de las autoridades ex- 
tranjeras de aquellos dos cuerpos de leyes. Nuestro artículo 714 corresponde al 
941 del Código italiano y al 954 de la Ley española. 

Al hacer la comparación entre ese N^ i^ nuestro con el de aquellas otras 
disposiciones, vemos que el italiano no lo contiene, y guarda absoluto silencio 
en ese punto; mientras que el español dice : «que la ejecutoria haya sido dic- 
tada á consecuencia del ejercicio de una acción personal »: cosa bien distinta del 
^qiu no verse SDbre bienes inmuebles situados en Venezuela». No s* siguió, 
pues, el sistema italiano ni tampoco el español. Aquel se atuvo con el silen- 
cio, á lo preceptuado en su artículo 89 de su Código civil que declara regirse 
por la ley italiana los inmuebles situados en Italia, y á otras disposiciones con- 
cordantes con ese principio. Kl español tomó por norte la acción deducida, 
dando el pase cuando esta es personal, y negándolo por consiguiente en el caso 
de ser real. Nosotros, no obstante tener en el artículo 89 del Código civil, 
la misma disposición que somete á la ley venezolana los inmuebles situados en 
Venezuela, no guardamos silencio sobre ese punto, sino que exij irnos que la 
sentencia no verse sobre inmuebles situados en el país. Claro es, por tanto, 
que quisimos decir cosa distinta de las dos disposiciones italiana y española, 
exijiendo más que una y otra. Sea personal, sea real, la acción en virtud de 
la cual se libró la ejecutoria, no puede esta tener pase si versa sobre inmuebles 
situados en la República. Contrata, v. g., un venezolano en Venezuela con 
un francés el darle en alquiler una casa en Caracas, mediante la condición de 
una fianza previa : no se ejecuta el contrato por falta de cumplimiento de 
aquella condición ; pero encontrándose posteriormente en Francia los dos con- 
tratantes, el francés demanda ante un tribunal francés al venezolano para que 
le haga entrega en arrendamiento de la dicha casa ; y á pesar de la defensa 
del demandado, se le condena á la entrega. Esa sentencia no puede tener pase 
en Venezuela porque versa sobre un inmueble situado en su territorio, aún 
cuando la acción ejercida no sea real sino personal, ya que no se trata ni del 
dominio ni de la posesión, ni de ninguna limitación de aquél. Versa la deci- 
sión sobre una propiedad raíz situada aquí, y e&o basta. 

Al decir, pues, el No 19 que consideramos, que la sentencia no vefse sobre 
bienes inmuebles situados en Venezuela, no debemos entender que se limita al 
caso de decidirse en ella sobre una acción reivindicatoría, o hipotecaria 6 
cualquiera otra de carácter real, al caso de que la sentencia recaiga directa- 
mente sobre la misma cosa inmueble, sino que se extiende ta mbién al en que 
la sentencia decida sobre cualquier relación jurídica inmediata referente al in- 

13 



Digitized by 



Google 



—194— 

mueble. No dice el texto que la sentencia no recaiga 6 decida sobre un in- 
mueble situado en Venezuela : dice no verse, que es idea diferente de ac^uélla, 
que no es ni puede tomarse como equipolente, para sustituir esta frase á 
aquella otra. Los dos verbos expresan acciones diferentes : recaet sobre el inmue- 
ble quiere decir que el inmueble mismo fuese objeto de la sentencia, 6 lo fuese 
una acción real sobre el mismo ; mientras que versar sobre es tener relación 6 
referirse á la cosa, siea cual fuere el lazo jurídico. Esto, sin duda alguna, es 
más lato, es más extenso, menos restrictivo que aquello otro. Por eso hemos 
sostenido judicialmente que si el -Gobierno venezolano celebra aquí un contrato 
para la construcción de un edificio, de una carretera, de un ferrocarril, etc.< 
en territorio venezolano, y el contratista celebrase después en el extranjero otro 
contrato para la ejecución de la obra ; si este segundo contrato diese lugar á 
un juicio entre los que lo celebraron, allá en otro país, los jueces no podrían 
extenderse á hacer declaraciones ó establecer conclusiones que afectaran el ¡pri- 
mer contrato celebrado en Venezuela, teniéndolo por nulo, por rescindido, 6 
modificando ó alterando sus estipulaciones, debiendo limitarse á fallar sobre las 
diferencias surjidas del segundo contrato ; y que si de otro modo obrasen, la 
sentencia nó podría tener pase en Venezuela, porque versaría sobre un inmue- 
ble situado en terVitorio venezolano, fuera de pecar contra otra de las exijencias 
de nuestra ley, como después veremos. Sentar como preníisas en esa sententía 
extranjera que el primer contrato hecho en Venezuela es nulo, ó ineficaz, 6 
debe rescindirse, ó debe ser modificado, es punto que está fuera de la jurisdic- 
ción extranjera, y que sólo puede ser decidido por. los tribunales competentes 
venezolanos. 

Opini&ti de Sanojo. Sanojo ( Comentarios al Código de procedimiento civil ) al 
hacerse cargo de la disposición que estudiamos, dice: «La ley habla con mucha 
generalidad, y por lo mismo debe aplicarse no sólo al caso en que se trate del 
pleno dominio de un inmueble, sino también al en que verse la sentencia sobre 
una desmembración, como sobre el usufructo ó una servidumbre real*. Nos- 
otros lo entendemos aún con más extensión, comprendiendo hasta las acciones 
personales que vetseu sobre el inmueble mismo. 

Opinión de Gargiulo, Gargin¡o(Obra citada, vol. 4^pág. 1012) trae 
teriael parágrafo siguiente: «Los bienes inmuebles están sujetos á lal 
donde están situados ( art. 7^ Cod. civ. ). Su trasmisión se liga á 
y al desarrollo económico de la nación ; y de aquí que las prohibió 
mejante materia son de orden público. Ahora, dado el caso de q 
tencia extranjera haya admitido un vínculo fideicomisario ó mayora; 
bienes existentes en nuestro reino, no podría hacerse ejecutoria en ] 
están abolidos los mayorazgos y fideicomisos ; porque estaría en < 
las leyes prohibitivas referentes á los bienes. Supóngase que la » 
tranjera admita el derecho á la perpetuidad del vínculo enfitéut 
rentas agrarias, negando la reducción, ella estaría también en c 
las leyes prohibitivas relativas á los bienes». 

Si la trasmisión de los inmuebles se liga á la existencia y d( 
nómico de la nac'ón, y si el desconocimiento de derechos como el 
de una enfitéusis, basta para impedir el pase de una sentencia 
¿no es claro que el desconocer ó alterar un contrato hecho en Vei 
la con.strucción de un inmueble, el ponerle cualquier obstáculo á e 
ción, afecta el derecho territorial del país, y contraría su desarn 
una sentencia que tal hiciera estaría en las mi.^mas ó peores con 
aquellas otras? ¿No tenemos también aquí el artículo 8^ Códi^ 
sujeta á la ley venezolana los inmuebles situados aquí, aún pose 
tranjeros? ¿No tenemos el artículo 445 que declara inmuebles las 
municación ? ¿No tenemos leyes de orden público, y leyes para p 
medio de contratos de interés general, el desarrollo del país ? 
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Segunda condición exijida por el Código. La segunda condición exijida por 
nuestro artículo es]: 

2° Que la sentencia haya sido pronunciada por una autoridad judicial 
competente en la esfera internacional, y que no arrebate la jurisdicción que le 
fcorrespondería á Venezuela. 

De acuerdo están la legislación, la doctrina y la jurisprudencia en el de- 
recho de cada país para exijir la competencia del juez que dictó la sentencia 
extranjera, como indispensable para darle pase ; y consiguientemente en la 
facultad del tribunal á quien se pide el exequatuf de examinar ese punto. No, 
es natural ni justo que una sentencia librada por un tribunal qjje carece de 
jurisdicción, de poder, deba ser respetada! en cualquier otro país, y algo peor 
que eso, absurdo sería que sfesa sentencia y quizás el mismo juicio hubieran 
podido anularse ó casarse en el propio Estado en que se libró, estuviera obli- 
gado otro Estado á darle fuerza ejecutoria. 

Grande, sin embaigo, había sido la divergencia, así en la lejislación po- 
sitiva como entre los autores, acerca de la ley que debiera aplicarse para resolver 
sobre la competencia. Atrás hemos visto que en algunos países se manda deci- 
dir según la ley del Estado donde se dio la sentencia, y en otros como Alemania, 
Dinamarca, y cantón de Vaud, según la ley del lugar donde se solicítala ejecu- 
ción. Vincent y Penaud en su Diccionario de derecho internacional privado, pág. 
471, n. 167, dicen: «De suerte que se puede decir con muchos autores que es 
necesario que el tribunal de que emana la sentencia sea competente, no sólo 
según la ley del país que la ha pronunciado, sino también según las leyes del 
país donde el exequátur se pide »; y cita á Daguin, Thevenet^ Moreau y Asser, 
Journal de D. I. P. año 1874, pág. 162. 

Fiore hace notar el desacuerdo entre los escritores, y los esfuerzos de algunos 
para conciliar esas opuestas opiniones, en que se tropieza con dificultades ina- 
llanables. Mas parécenos indudable que después de las doctrinas del mismo 
doctísimo Fiore sobre el punto, tan acertadas como jurídicas, el conñicto ha 
ido desapareciendo, y se ha abierto una nueva vía que está trillando ya la juris- 
prudencia de los tribunales, según las publicaciones de la Rcvisla de derecho 
internacional privado, (i\xQ registra varias sentencias dictadas en los últimos afios, 
en el mismo sentido de las doctrinas de aquel autor. 

Sigámosle en los pasajes en^que asienta las bases de aquéllas. 

Dociíinas de Fiore, En la página 115, N^ 72 de su obra citada, dice: 
«CTw/aw define la jurisdicción, 7ioiio, sive siatuendipf07iuntiandive potestas qucs jure 
ntajistraius compeiil, Pero conviene considerarla respecto á las leyes inter- 
nas del Estado, y respecto á las leyes internacionales. Para la eficacia de 
la sentencia en el Estado en que fué librada, es necesario que quien juzgó tu- 
viera jurisdicción y que tuviera autoridad para juzgar aquella causa deter- 
minada de aquel valor dado, de aquella naturaleza y cantidad, 6 sea que tu- 
viese competencia. Eso establecido, su decisión tendría autoridad de cosa juz- 
gada en aquel Estado. Ahora, para que tenga efectos internacionales no inte- 
resa investigar si quantitas inira jurisdiciionem judicatis sil, 6 sea si tenía juris- 
dicción y competencia según la ley de aquel Estado, si no tenía la facultos 
causam cognoscendi etdecidendi, según los principios del derecho internacional, 
esto es, si tenía jurisdicción internacional. Es esta la principal cuestión que 
surje cuando se discurre acerca de la eficacia extraterritorial de la sentencia ; 
cuestión que domina todas las cuestiones de competencia y de jurisdicción te- 
rritorial, que son de derecho público interno, nó de derecho internacional. Es- 
tablecido que la majistratura de un Estado tenía jurisdicción para juzgar una 
causa determinada, es evidente que el juicio debía seguir ante el majistrado 
declarado competente por la materia de. la causa según la ley de aquel Estado, 
aunque fuere del todo diversa de la nuestra ». 

Claridad de la doctrina. I^a doctrina no puede ser más clara, más filosófica y 
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jurídica. Pues que al exijir que se dé fuerza ejecutoria á una sentencia pro- 
nunciada en país extranjero, se trata de que tenga efectos extraterritoriales, la 
competencia que importa buscar en quien la dictó, no es sola la Intraterri- 
torial, la de este 6 aquel otro juez del Estado, sino la internacional, es decir, 
la que tenga el Poder judicial de aquella nación para atribuirse el conocimiento 
y decisión del asunto sentenciado : no es la jurisdicción 6 competencia seg^n 
la organización judicial del país ; es la jurisdicción nacional, que puedan re«o- 
nocerle las demás naciones, interesadas en que ninguna de ellas se arrogue una 
jurisdicción que corresponda á otra, y quizás aún á la misma donde se pide el 
exequátur. 

Del derecho universalmente reconocido á cada Estado, de someter á ciertas 
condiciones el pase de la sentencia extranjera, principalmente para tutelar su 
propia jurisdicción y su soberanía, y sus leyes de orden público y de derecho 
público interno, se deduce necesariamente que ningún Estado puede prestarse 
á conceder el exequátur á una sentencia extranjera eo qtie aparezca que la Na- 
ción donde se pronunció ha arrebatado áesa otra la jurisdicción, la competentís 
que corresponde á su propia majistr atura para conocer y decidir en aquel 
asunto. Ese país donde se ha cometido tal abuso no tiene derecho á quejarse 
de que el despojado no se lo consienta. 

Arrebato de jmisdicción. Por razones de igual fuerza no puede someterse 
un Estado á consumar la injusticia para con un tercero, de dar pase á una 
sentencia extranjera en que apareciera que el derecho de conocer y decidir en 
el negocio correspondía á aquel tercero. La justicia universal, la igualdad en- 
tre las naciones, el respeto recíproco de sus respectivos derechos, lo exijen asL 
Por eso en todas partes se critica y rechaza la doctrina legal establecida en 
Francia por [el artículo 14 de su Código Civil, según el cual el extranjero 
aún no residente en Francia puede ser demandado ante los tribunales fran- 
ceses para la ejecución de obligaciones contratadas por él para con un fran- 
cés, en Francia y hasta en país extranjero ; y no se dá pase en otro país á 
una sentencia librada en tales condiciones, cuando la única fuente de juris- 
dicción del tribunal francés es la nacionalidad del demandante. Expresa- 
mente lo establece asila lejislación positiva de varios países, y lo sostiene la 
doctrina en todas partes. 

Otra dificultad, ' Pero observa con razón Fiore que con aquella distinción 
entre la jurisdicción intraterritorial del Estado donde se libro la sentencia y 
la jurisdicción internacional, no queda del todo resuelta la cuestión, porque 
falta siempre decidir cuál sea, entre el Poder judicial de diversos Estados, aquel 
á quien deba atribuirse la jurisdicción. 

Fióte sobte el punto. Tratando el autor de establecer principios generales so- 
bre el punto, trae lo siguiente (pág. 120, n. 76). «Grande debería serla au- 
toridad de los preceptos que nos han (trasmitido los sabios jurisconsultos ro- 
manos. Esas reglas no siempre aplicables para resolver las cuestiones de 
competencia, son oportunas para establecer la jurisdicción internacional, por 
su estricta atinencia de la controversia que surje en nuestros días enere tri- 
bunales de Estados diversos, con la que surjía en el primer período de la socie- 
dad romana. En aquel Estado, que fué un agregado de municipios, que eran 
como otros tantos Estados independientes, con leyes propias, con propia admi- 
nistración, con propia majistratura, cada circunscripción territorial fué el 
límite de la jurisdición, tanto que el poder del majistrado no se extendía más 
allá de los límites del territorio, y era eficaz solamente sobre las personas y 
las cosas sujetas á su jurisdicción. Prcefedus urbi cum tef minos uthis exierit 
potesiatem non habet {h, 3 D. de Of praef urbi — i — 12). Extra tefritofium jus 
dicenti impune non paretur iX/. 20!), dejurisd — 2 — i). Pf ceses provincia ^ ni sua 
promncice homÍ7ies tanttim imperium habet^ et hoc dum in provincia est, nam si 
excessefit privatus est (L. 3 D. de oJBF Prae— i — 18). Tales reglas que valían para 
determinar la esfera de acción de la diversa majistratura, no pueden invocarse 
con razón para negar la autoridad extraterritorial de la sentencia; pero bien 
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pueden servir para determinar la esfera de acción |del Poder judicial de los 
diversos Estado^. De la misma manera que, cuando cada majistrado tenía 
la jurisdicción en la provincia, ó en el distrito en que era puesto, las dudas 
que podían surgir sobre el poder de juzgar una causa, se resolvían teniendo 
cuenta de la sujeción de las personas y de la situación de las cosas, así se 
deberían resolver las dudas que pudiesen surjir en nuestros días acerca de 
la potestad de juzgar una causa que pueda atribuirse al uno ó al otro délos 
tribunales de diversos Estados. Solo se recordará que ahora la sujeción no 
importa señorío del juzgador sobre el justiciable, bien que es consecuencia 
del Ubre sometimiento». 

^ Y buscando luego el autor los motivos de donde pudiera originarse la 
jurisdicción internacional, pasa en revista. El voluntario sometimiento expteso. 
El domicilio elefido. Elcontfato como el acto más importante con el cual se somete 
á la ley del lugar en que se contrae la obligación. La situación de la cosa. La 
sucesión. La sociedad. La quiebra. Las cuestiones de Estado, Los delitos y 
euasi-delitos. Choques de naves. Averias comunes. Providencias de iirgencia y 
Providencias de jurisdicción voluntaria. No hemos seguido al escritor en esa 
revista sobre las materias apuntadas, porque su estudio es más propio de 
una obra de derecho internacional privadq^ ó de codificación déla jurisdicción 
internacional. 

Hipótesis de Fiore. Puesteen claro que el punto de vista bajo el cual debe 
hacerse la investigación sobre la competencia, ha de ser en la esfera interna- 
cional y no en la intra territorial ú orgánica del país donde se libró la senten- 
cia, detengámonos ahora en las tres hipótesis que dice Fiore pueden establecerse, 
á saber : 

O que todos los Estados se acuerden en fijar reglas de jurisdicción inter- 
nacional: 

O que uno ó más Estados lo hagan por su cuenta con independencia de 
lo que hicieran los demás : 

O que no se hiciere ni una ni otra cosa. 

No nos fijaremos en la Jprimera hipótesis, porque creemos lejos el día en 
que tal acuerdo pueda llegar á verificarse y sería vano ó aventurado recorrer 
con la fantasía ese campo imaginario que sueñan el buen deseo y el interés de 
la ciencia. 

Respecto de la segunda dice el autor (pág. 150 n. 98) «que ningún Estado de- 
bería declarar ejecutoria la sentencia de un tribunal extranjero, si la jurisdicción que 
se atribuyera estuviese en oposición con las reglas de derecho internacional es- 
tablecidas eñ el Estado mismo. En tal hipótesis sucedería lo c^ue acontece entre 
nosotros en cuanto á las leyes de derecho internacional privado codificadas. 
Nuestro legislador ha dado á los majistrados italianos norma cierta, segura, no 
equivoca á cerca á la ley que debe reglar el Estado, la capacidad jurídica y la 
sucesión del extranjero ; y de cualquier modo que se resuelvan en otra parte 
tales cuestiones, nuestros majistrados deben aplicar la norma taxativamente 
establecida por nuestro legislador. Sucedería lo mismo si nuestro legislador 
codificase las reglas de jurisdicción internacional: los demás Estados prosegui- 
rían en la vía que estimasen mejor, pero para nosotros no tendría eficacia ex- 
traterritorial la sentencia, si quien juzgó no tenía poder para ello según las 
reglas de jurisdicción internacional». 

Reglen nuestras. También entre nosotros da nuestro Código Civil á nues- 
tros magistrados reglas ciertas respecto de estado y capacidad, de bienes in- 
muebles y de forma externa délos actos. En cuanto á jurisdicción, el artículo 
26 de aquel Código dice : « Pueden ser demandados en Venezuela los nó do- 
miciliados en ella, por obligaciones contraídas en la República, ó que deban 
tener ejecución en Venezuela ». Y como lo vimos. en su lugar, el Código de 
procedimiento civil trae las siguientes disposiciones. 
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Art. loi. El que no tenga domicilio en la República puede ser demandado 
ante las autoridades judiciales de la misma, aunque no se encuentre en su 
territorio: * 

Si se trata de acciones sobre bienes inmuebles 6 muebles existentes en la 
República. 

Si se trata de obligaciones provenientes de contratos ó hechos verificados 
la República, ó que deban ser ejecutados en ella. 

Si se encuentra en la República, también podrá ser demandado en' ella por 
ante el tribunal respectivo en cuya jurisdicción se encuentre». 

Si estas reglas, que son de jurisdicción, y comprenden á nacionales y 
extranjeros no domiciliados aquí, limitan el poder de nuestra majistratura á 
los casos que ellas expresan, claro es que con ellas mismas debemos juzgar 
las sentencias extranjeras que condenen á un venezolano ó á un ciudadano 
de otra nacionalidad, no domiciliados ni residentes, en todos los casos en que 
sean aplicables, ! para poder deducir la competencia ó incompetencia del 
tribunal que falló; porque no podemos tener dos justicias ni contrariar nues- 
tras propias leyes. 

Congreso de Montevideo, Y oportuno es advertir que en uno de los tratados 
ajustados por los plenipotenciarios que asistieron al Congreso de Montevideo 
de 1888, de que hemos hablado, se establecieron reglas sobre la jurisdicción in- 
ternacional, que convendrá consultar cuando se presenten cuestiones de compe- 
tencia al examinar esa condición en las sentencias extranjeras, siemprie que 
el caso esté fuera de las prescripciones de los artículos de nuestros Códigos, que 
hemos copiado. 

En la tercera hipótesis, de no haberse fijado de común acuerdo por los 
Estados reglas de jurisdicción internacional, ni que uno ó más lo hayan fijado 
por su propia cuentáj dice el autor <fque los tribunales llamados á declarar 
ejecutoria la sentencia, deberían resolver la cuestión sobre el poder de la au- 
toridad judicial que la dictó, del mismo modo como resuelven todas las cues- 
tiones de derecho internicional. Es para nosotros evidente, dice, que inútil- 
mente se invocaría la ley del país en que se siguió el juicio para concluir de 
ella que fué competente el juez. Si la cuestión de la competencia para la efi- 
cacia extraterritorial de una sentencia, es cuestión de derecho internacional, 
debe decidirse según los principios del derecho de gentes, y nó según las 
reglas del derecho público interno». 

«Un Estado puede conculcar los principios de derecho 
muchas violaciones se toleran porque son impuestas por la ft 
gún Estado puede con su ley interna modificar los principios 
gentes. Por más que quiera la Francia, contra los princip 
común y del derecho natural, atribuir en su artículo 14 de si 
autoridad á su majistratura de juzgar una causa, solo porque 
un francés, ningún Estado civilizado deberá declarar ejecute 
de sus tribunales, si la única razón por la cual se han arro 
de juzgar haya sido que la jurisdicción les era atribuida por el 

«La Francia pudo autorizar á su majistratura para concuh 
del derecho "de gentes ; pero los demás Estados, por respeto i 
neral, no deberán tolerar que las sentencias dadas co:i violac 
cipios del derecho internacional, tengan eficacia extraterritorial 

Fuerza de las doctrinas citadas, Las doctrinas del célebr 
que tienen tanto mayor peso, cuanto que á su merec da autorii 
una obra especial de la ejecución Qe las sentencias extranjera 
cunstancia de ser conforme, idéntica, á la disposición del Cód 
miento de su patria, la del nuestro: la enseñanza legal del C 
dimiento alemán, uno de los más modernos, y la de otros 
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europeas. I^a jurisprudencia de los tribunales, consignada en las decisiones de 
estos últimos años, en el Journal de^ droit intcniational ptivée; y el texto del 
tratado firmado por los plenipotenciarios de [la mayor parte de los pueblos Sur- 
americanos, en el citado Congreso de Montevideo de 1888, que exije— la com- 
petencia en la esfera miernacional ; son fundamentos de irresistible solidez para 
no poder vacilar, en establecer, como establecemos, que nuestro Alto Tribunal, 
al examinar en una sentencia extranjera cuya ejecutoria se le pida, la segunda 
circunstancia exijida por nuestro artículo 714, debe buscar, nó la competencia 
según las leyes orgánicas internas del país que dictó el fallo, sino la jurisdic 
don internacional, ó sea el poder de juzgar la causa que tuviese aquel país. 

Tet ceta condición de nuestra ley, I^a 3a condición requerida por nuestro citado 
artículo 714 es «que la sentencia haya sido pronunciada, habiéndose citado 
regularmente las partes, conforme á las leyes de la Nación donde se siguió el 
juicio, y de la donde se efectuó la citación, con tiempo bastante para poder 
con^uirir el demandado á su defensa». 

Al prestarse los Estados á dar pase en su territorio á la' sentencia extran- 
jera, parten de la base de que ella sea el resultado regular ó término definitivo 
de un juicio formal, pues de otro modo no sería tal sentencia. Ahora bien, 
es principio universal, que trae su origen del derecho natural, que no puede 
haber juicio válido si no ha sido emplazado el demandado para que pueda 
concurrir á ser oído, conviniendo en lo que se le exije, ó defendiéndose si lo 
tiene á bien. De ahí que el Estado donde se pide la ejecutoria tenga el de- 
recho perfecto de examinar si consta 6 nó probado que fué hecho el emplaza- 
miento. A quien pide el exequattif le toca suministrar la prueba. Así lo dice 
nuestra ley, al exijir que esté llena esa condición, pues mal podría verificarlo 
la Corte, si nO se trae la debida comprobación. Y así lo dice también el 
artículo 60 del tratado de derecho procesal del Congreso de Montevideo de 1888, 
con estai palabras; « Los documentos indispensables para solicitar el cumpli- 
miento de las sentencias y fallos arbitrales, son los siguientes : 

.( a Copia íntegra de la sentencia ó fallo arbitral. 

(b Copia de las piezas necesarias para acreditar que las partes han sido 
citadas. 

(c Copia auténtica del auto en que se declare que la sentencia 6 laudo 
tiene el carácter de ejecutoriado ó pasado en autoridad de cosa juzgada, y de 
las leyes en que dicho auto se funda. 

Por qué principio se juzga si la citación es fcal, ¿Pero cuál es la ley que se 
aplica para decidir si esa citación fué hecha, si debe tenerse como real, como 
lea:ítima, como capaz de operar efectos jurídicos, y hasta -qué punto está 
obligado un Estado á respetar la ley de otro que establezca reglas dando á 
simples presunciones la fuerza del hecho real de una citación efectiva ? 

Estas cuestiones están íntimamente ligadas con la jurisdicción, porque la 
orden librada por un majistrado llamando auna persona para que comparezca 
antéela responder auna demanda, es sin duda el primer acto de jurisdicción 
ejercido por el Juez en aquel asunto. Examinemos, pues, los derechos ó fa- 
cultades que respecto de tales puntos se derivan de la jurisdicción del Estado 
donde se sigue el juicio. 

Derecho respecto de la citación. Que cada Estado tiene el derecho de auto- 
rizar á sus tribunales para llamar ante sí á una persona que se encuentra en 
su territorio, sea nacional ó extranjera, y el derecho también de dictar sus leyes 
para llevar á cabo ese emplazamiento, es indudable : es el ejercicio de su so- 
beranía territorial según el derecho de gentes. El mismo extranjero residente 
que así emplazado, juzs^are que la materia de la demanda no es de la compe- 
tencia de aquellos tribunales, debe ir á alegar la. incompetencia y cualquier 
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otro medio de defensa que tuviere á bien. Ea este caso, en el juicio de exe- 
quátur se consulta sólo la íey de aquel país para saber si la citación fué regu- 
lar ó^egalmente practicada, por el principio, por todos aceptado, de que 
lúci regit acium. 

Citacíófi en el exlranjeto. Que tenga el poder judicial de un Estado el 
derecho de mandar emplazar á un demandaoo nacional que se haya ausen- 
tado, ó extranjero que habiendo estado en el país, se haya salido de él, tam- 
bién es indudable. Pero, debiendo hacerse en tal caso la citación en país 
extranjero ¿cómo deberá precederse? I/) correcto será que el emplazamiento 
se mande por la vía diplomática al representante de la Nación cq el país 
donde ha de hacerse, para que ese representante la pase al Ministerio de Ne- 
gocios Extranjeros, éste á su vez al dej Justicia, y este dé las órdenes con- 
ducentes para que el tribunal ó Juez correspondiente, conforme á las leyes del 
país de ese majistrado ó funcionario, haga practicar la citación; y hecho todo, 
se devuelva el resultado por la misma vía que llegó. Esto tiene <jue ser así, 
porque ni el funciouario judicial del Estado donde se sigue el juicio tiene 
autoridad ó facultades fuera de su territorio, ni las leyes de ese Estado pue- 
den regir en el otro donde se efectúa la citación, según el derecho de gentes. 
En este caso, en el juicio de exequátur, al examinar ese punto de la citación, 
habrá que consultar la ley del país donde el juicio se siguió para saber si 
la citación fué bien acordada y librada, y la ley del país donde se practicó la 
citación para deducir si fué ó uó hecha legalmente. 

Advertencia sobre el pimío. Pero es preciso recordar que hay países, como 
Venezuela, donde la ley no provee á la práctica de citaciones fuera del te- 
rritorio. Entendemos que también sucede así en Inglaterra y Austria, y pro- 
bablemente en otros países hispano-americanos. Entre nosotros cuando el que 
ha de ser citado no se encuentra, se emplaza por carteles y por la prensa 
dando un término de veinte días para que venga él ó algún apoderado suyo, 
á recibir la citación ó darse por citado. Si no comparece en ese término ni 
él ni ninguno que tenga su poder, se presume ausente y se le nombra un de- 
fensor, lo mismo que en el caso de haberse probado la ausencia ; y á ese de- 
. fensor se hace entonces la citación. Esta se practica, pues, personalmente, ó 
en la parte misma, si está presente, ó en su apoderado, si viene, ó en el 
defensor que se le nombra. 

Caso de no set ausente el demandado. En el caso de que el demandado resida 
fuera del lugar del juicio, y no sea propiamente ausente, esto es, nacional que 
haya salido de su patria, ni extranjero que habiendo estado allí, se haya 
marchado, sino que sea un extranjero del todo extraño á aquel país, que ni 
transitoriamente haya pasado por él, entonces el poder del Estado donde se pro- 
mueve el juicio, para llamarlo á comparecer, depende más íntimamente de la 
jurisdicción que ese Estado tenga para conocer y juzgar del asunto que se le 
somete. Si ese demandado no tiene con ese país algún lazo jurídico que lo 
someta á su jurisdicción, capaz de ser reconocido por los demás Estados, como 
el sometimiento expreso voluntario, como el hecho de que la ejecución de un 
contrato deba tener lugar allí, como la circunstancia de que la cosa sobre que 
versa el litigio esté allí, etc., faltaría á la majistratura de tal país jurisdicción 
internacional, y los jueces estarían en el deber de inhibirse, y abstenerse de 
ordenar la comparecencia. Solo cuando encuentren que el derecho internacio- 
nal favorece de algún modo la jurisdicción del país, podrían ordenar la cita- 
ción ; y en tal caso tendría que practicarse por la vía diplomática, como hemos 
dicho en el parágrafo anterior. 

No compatecencia. En todo caso de citación del demandado en territorio 
extranjero, puede aquél declinar de hecho la jurisdicción del majistrado que 
le manda citar, dejando de comparecer. Aquella citación produciría sin duda 
sus efectos intraterritoriales, ó sea, los que le dé la ley de aquel país en el; 
mas en cuanto á los efectos extraterritoriales, irían á discutirse en el tribunal 
extranjero á donde se llevase la sentencia que se librara, para solicitar la cje- 
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cutoria, caso de oposición del citado. La sola falta de jurisdicción interna- 
cional sería bastante para negar el pase á la sentencia, aún sin entrar á con- 
siderar la eficacia de la citación. 

Presunción e^ la citadóyi. Pero algo más hay que considerar en cuanto á 
esta. I^acitaciónly aún sus efectos mismos se fundan casi siempre en una presun- 
ción, en la mayor parte délas legislaciones vigentes. Exijir que necesariamente 
se haga personalmente al demandado sería abrir la puerta á los abusos, á tal punto 
que fácilmente se llegaría hasta hacer nugatorios los derechos de lo^ demandantes 
por la imposibilidad de dar con la persona de un demandado que se oculta ó huye! 
Por eso se establece que si solicitado en su domicilia no se le encuentra allí, se pone 
el pliego de citación en manos de personas de la familia ó aún de vecinos,* ó se fija 
en la puerta ú otro lugar páWico ; poniendo la debida constancia él oficial 
público correspondiente. 1> citación así, se presume legalmente hecha Hn 
tíL ygÁsa»d& exequaiuf de la ^sentencia librada en un pleito en que la citación 
se hizo en el país, de esa manera no habría objeción que hacer, porque es la 
lex fori^ la ley de ese país la única que debe regir. 

Opinión de Fióte. Mas no sucede lo mismo cuando la citación se ha hecho 
en el territorio de otro Estado. Oigamos k Fiore Q^, 156, n. 103) refiriéndose 
á las citaciones practicadas en estos casos, conforme á la ley francesa. « Des- 
pués de exponer que el procedimiento consiste en remitir el acto de la citación 
al correspondiente despacho del Ministerio público, quien con su viüo lo envía 
al Ministerio de Negocios Extranjeros, el cual por la vía diplomática lo dirije 
al agente diplomático francés del domicilio del citado, el cual agente á su vez 
lo pasa al Ministerio de Relaciones Exteriores de ese Estado para llegar por 
ese medio á lograr que la citación sea practicada ; dice, a corriendo el término 
de la citación desde que esta fné consig7iada en el Oficio del Ministerio pú- 
blico francés». Y luego agrega: «Sucede frecuentemente que antes que 
la citación haya hecho su camino pasa el término para comparecer y llega 
á manos del demandado cuando ya fué condenado como contumaz. '¿Puede 
decirse que así está garantizado el derecho de la defensa y asegurada la igual- 
dad que debe haber éntrelos litigantes?» En una nota cita el autor la sen- 
tencia de 20 de febrero de 1841 del Senado de Niza que negó la ejecutoria a 
una sentencia del tribunal de Marsella pronunciada en rebeldía contra un sardo 
á consecuencir de una citación dada en el domicilio del Procurador del Rey *• 
otra del Senado de Cásale de 1° de julio de 1843 qne decidió en el mismo 
sentido; y otra de casación de Milán de 22 de julio de 1858, en la cual 
considerando que el elemento esencial de la justicia de una scjitcncia en tebeldía 
es la regularidad de la citaaón, decide, que no á^h^ hd^stdn lo, simple presunción 
de que la citación ha sido notificada, solo porque el actor haya hecho la re- 
gular petición en el oficio del Ministerio público, el cual lo remita al Mi- 
nisterio de Negocios Extranjeros, si no se puede probar que aquel Ministerio 
la había enviado á la legación ó embajada del ¡Estado á que pertenece el 
demandado. 

Anomalías según el autor. Según el mismo autor, no es la legislación fran- 
cesa la única capaz de producir las indicadas anomalías : la norma establecida 
en el Código de procedimiento italiano para las personas que están ausentes 
del reino, es conforme con la del Código francés ; y según otras legislaciones 
( la belga entre ellas) se puede verificar el gravísimo inconveniente que se tenga 
como legalmente contumaz á quien esté con la imposibilidad física de defenderse 
cuando la razón quiere que tal enormidad desaparezca, en interés de la justicia 
universal. Si á tales inconvenientes se agrega, la pretención que hemos visto 
poner en práctica, de que los cónsules ó legaciones extranjeras en un país 
se crean autorizados para prescindir de los poderes públicos del Estado donde 
residen, y entregar ellos directamente á los demandados, las citaciones que se 
les envían de su país, se verá hasta donde pueden llegar los abusos. 

Legislación inglesa. Algunas legislaciones establecen que la citación pueda 
er remitida con carta asegurada ( certificada ) por la posta y que el recibo del 
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oficio postal valga como prueba. I^a legislación inglesa considera necesario 
que la citación sea notificada al demandado en persona, y establece medidas co- 
ercitivas para constreñir á la persona citada, á comparecer. Pero oo ofrece 
medio para citar ante sus tribunales á un extranjero que no se halle en territo- 
rio inglés. El autor cuyas explicaciones venimos siguiendo, cree que aunque 
todas las formalidades fuesen llenadas, si el demandado no compaiece al tri- 
bunal, debería nombrarse un curador ó un procurador para representarle y 
defenderle ; y dice que así se hace en Austria, según su Código de procedi- 
miento civil, como hemos dicho nosotros que se hace en Venezuela. 

Opinión de la cieytcia. Ahora, en presencia de tal diversidad de sistemas 
y de las injustas y absurdas consecuencias á que en su mayor parte son oca- 
sionados, veamos cuál es la opinión de la ciencia respecto de ese punto de 
la citación, al examinarlo en el juicio de exequátur. 

Vincent y Penaud en su Diccionario de derecho internacional privado (pag. 
471, n. 158) enseñan que si bien es cierto que el juez debe inquirir si la ci- 
tación ha sido regularmente hecha, según la ley extranjera, «debe tenerse 
cuenta de los principios de orden público que exijen el respeto de la libertad 
de la defensa : la parte citada debe haber tenido la posibilidad de hacerse re- 
presentar ante el Juez extranjero». De suerte que el tribunal francés no debe 
limitarse á inquirir si la citación ha sido hecha conforme á las disposiciones 
del procedimiento, sino que debe asegurarse de que le ha llegado, y que ha 
tenido la facultad de preí-entarse ante el tribunal extranjero». Y citan en 
apoyo sentencias de Rennes, y del tribunal del Sena, y á Daguin^ Thevenet^ 
Alta Corte de Inglaterra^ y el /ournal de droit intern. priv. de 1880, pág. 
660 y 661. 

Opinión de Borsari. Borsafi en sus comentaiios al Código Civil italiano, 
refiriéndose á la materia dice— (Vol. i? pág. 129 y 130): 

«El segundo canon del artículo 941 considera el juicio en su introduc- 
ción, á semejanza de nuestra misma reglamentación, nó por cierto con la in- 
I tención de subrogarla al rito de la ley extranjera, pero |sí con el ánimo de 
tener un equivalente, tal, que sea cosa positiva que la parte contra la cual 
se ha pronunciado sentencia, fuese llamada regularmente, esto es, del modo 
autorizado en aquella ley, pero que en nuestro sentir, valga una llamada seria, 
eficaz, efectiva {operosa)^*. Luego dice: Debe tenerse como máxima que el 
ministerio de la ley italiana de todos modos (y aunque en esto más fácil para 
el extranjero que lo que comunmente sea este con nosotros) es en verdad más 
severo en orden á los fallos que no sean por actos ó contratos voluntarios 
y privados que se hayan hecho en país extranjero. Ya otros notarán ese*efecto 
que está en la índole del derecho, que asume más del derecho internacional 
en el primer punto, y en el segundo mantiene siempre algo de territorial y civil, 
y por tanto de esclusivo respeto á las oirás naciones. Es esto verdad en ge- 
neral, pero conviene acomodar mejor el concepto un poco abstracto, á la rea- 
lidad. Como operación libre del individuo privado, sus actos y contratos son 
respetables; pero los fallos que se impongan contra la voluntad, los fallos 
extranjeros, que para ser exijibles eatre nosotros deben representar la justicia 
de nuestro país, entrando en la esfera del derecho público, sufren su legí- 
tima y tutelar influencia. Tenemos un tipo de la sentencia adoptado en nues- 
tro sistema judicial, que con razón creemos ejemplar, aún donde se trate de 
conformar á él, aquellos que vengan de fuera. Por cierto nó para preocu- 
parnos de formalidades secundarias, pero sí de aquellas que consideramos in- 
trínsecas y esenciales». 

Gafgitilo, Gapgitdo, (Comentarios al Código de procedimiento italiano, v. 
49 pág' 1008) que tan decidido observante se muestra del artículo 10 del 
Código Civil, que somete la forma á la ley del lugar donde se actúa., confiesa 
que De Rosí encuentra soberanamente rigorosa la sentencia de la Corte de 
apelación de Brescia, de 19 de agosto de 1871, que declaró que el italiano 
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residente en Italia, que no había e!eji lo domicilio especial, citado por 
un tribunal francés, con la forma usada para el extranjero, esto es, con el 
depósito de la citación en el oficio del Pro:urador general, no po lía quejarse 
por defecto en la citación, sólo porque S2 le hubiera not"ficaJo extemporá- 
neamente en Italia; alegando Rosí « que los principios generales de derecho 
procesal quieren, no sólo que la citación parta y sea trasmitida por el actor, 
sino también que llegue al demandado ». 

Fiore. Fkre, que se ocupa extensamente en ese punto de la citación, (obra 
citada, pág. 153 n. 100) empieza recordando estas palabras de la /. i. Cód. 
quom el quam jud. « Ra qu¿e statiucniur adve?sus absentcs 7io7i per contumacíam^ 
scilicet demimtiationibus riequaquam ex viore convcntus Judicati rri firmitatem 
non obti.yre^cerium esi; y establece que ha de considerarse como canon de jus- 
ticia universal respetado- por todos los pueblos civilizados, que 710 puede haber 
juicio sin gafantir [al demajidado el derecho nahoal de la defensa, 7iolifteándole 
necesaria y regularmente la ciiadón. 

Luego enseña, como reconocido por todos, que el procedimiento debe ser 
regulado yíCíV Ib, lex fori, y que segán ésta debe determinarse la regularidad de 
la citación y la contumacia legal. «Sería, por lo demás, deseable, agrega, que 
todas las leyes proveyesen á que la citación de los extranjeros no se redu 
jese á una mera formalidad para establecer la contumacia legal ante el tri- 
bunal juzgador, sino que fuese eficazmente ordenada para instruir al deman- 
dado }que es llamado á defenderse. Y es este uno de los puntos sobre los cuales 
el acuerdo es necesario para que no falten las garantías sociales en la admi- 
nistración de la justicia, porque no debe haber juicio sin posibilidad de defensa, 
ni por injustificable parcialidad deben ser favorecidos los nacionales con daño 
de los extranjeros». 

Después trae el autor estos dos párrafos ( pág. lór, n. 109). «Siempre que 
la citación se deba notificar en país extranjero, las formalidades establecidas 
en la ley del país en el cual deba hacerse la citaciÓíV, deben ser obser- 
vadas. Entre tanto que no se verifique un acuerdo, las sentencias por con- 
tumacia pueden ser declaradas no ejecutorias por razón de orden público si 
la ley según la cual fué declarada la contumacia, par.i favorecer los intereses 
de los nacionales, no proveyese á garantir los derechos naturales de la defensa». 

Por úlUmo, dice el autor (pág. 162, n. iri), y sobre ello llamamos la 
atención. «Las reglas establecidas antes acerca de la jurisdicción, deben ser 
tomadas en consideración para determinar la -regularid id de la citación y la 
contumacia legal ; y si la jurisiicción del tribunal que dio la sentencia no 
puede justificarse según aquellos principios, sería inútil probar la coitamacia 
legal según la lex fori, «Cofilutnaces non videtur 7iisi qui, cu7}i obedire debere7il, no7i 
obsequuntur, id est, qui ad jurisdiccionem ejus, cui 7iegani obsequi, pcrtinent, 
(L. 53. 3. t)- de re judicai. XLH— 2). Este precepto trasmitido a nosotros por 
los sabios jurisconsultos romanos es considerado como la única regla decisiva 
en Inglaterra para apreciar los efectos de una sentencia extranjera en rebeldía, 
cuando el demandado ha sido citado con la formalidad establecida para los 
ausentes según la lexfofi. Lord Ellemborough, á propósito de un^ sentencia 
por contumacia dada por un tribunal de la isla de Tobago contra un deman- 
dado que había sido citado en la forma establecida por los ausente?, dice : 
« Por persona ausente de aquella isla se debe necesariamente entender una 
«persona que había estado presente y sujeta á aquella jurisdicción para poder 
«ser citada allí, pero no podría denotar una perso^ia qu2 no había estado 
« presente ni sujeta á aquella jurisdicción ». 

Gatgiulo. Todavía, pregunta Gargiulo (v, ^0 pág. 1009, XXXIII) ¿Si la 
Corte á.^ delibación, ante una sentencia extranjera en rebeUía, debe examinar 
si las conclusiones de la parte presante (el demandante) eran justas y 
fundadas ? 
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Para comprender bien el objeto de esta pregunta es necesario tener pre- 
sente que en la mayor parte de los procedimientos europeos, ordinariamente 
reducidos á debates y orales, la no¡¡comparecencia del demandado autoriza' al 
actor para solicitar la declaratoria de contumacia, y que en el acto mismo se 
debata sobre el fondo, y librándose sentencia se acojan las conclusiones del 
demandante condenando al demandado de conformidad con ellas. Mientras 
que entre nosotros, como lo hemos visto, la no comparecencia del demandado 
al acto de la contestación, no arrastra otra consecuencia que el tenerlo por 
confeso en cuanto no sea contraria á derecho la pretensión del demandante, 
pero abriéndose á pruebas la causa para que pueda el demandado probar lo 
que le favorezca, y librándose la sentencia definitiva después de concluido 
el término probatorio. 

El autor responde á su pregunta haciendo una distinción entre la senten- 
cia en rebeldía librada en un país cuya legislación tiene la sola contumacia 
como aceptación; de las propias obligaciones ó reconocimiento de la propia falta, 
y acoje en consecuencia Jas conclusiones del demandante sin verificar sus fun- 
damentos ; y la sentencia por contumacia emanada de un tribunal en que la 
legislación solo permite acojer las conclusiones del demandante cuando sean 
justas y fundadas. En el primer caso decide el autor que la sentencia extran- 
jera no puede obtener ejecutoria en Italia, porque sería contraria al principio de 
su Código, de que la contumacia ncf comporta necesariamente la condenación 
de quien incurre en ella : principio fundado en todas las g^arantías de orden 
público que forman el patrimonio del actual modo de ser jurídico. (Y noso- 
tros nos encontramos en idéntico caso). En el segundo, si consta en la sen- 
tencia que el Juez examinó las conclusiones del actor y las |declaró justas y 
bien fundadas, resuelve el autor que no puede entrarse á examinar si así es 
ó nó en realidad, porque sería entrar en el fondo del asunto, lo cual no es 
permitido ; í)ero que si en la sentencia no consta que se examinaron las con- 
clusiones del demandante y se declararon justas y^ bien fundadas, resultaría 
el demandado condenado sólo por la contumacia, y no podría darse pase á 
la sentencia. Por supuesto, que todo ese examen sobre la contumacia supone 
que en el de la competencia y en el de la verdad y regularidad de la cita- 
ción, no se haya encontrado vicio radical. 

Ley española. Conviene recordar en este lugar la disposición de la ley 
española. Ella exije como una condición necesaria para el pase de la senten- 
cia extranjera, que no haya sido dictada en rebeldía. Hasta allá lleva aquella 
ley el respeto al derecho de la defensa. Pero quizás para evitar el escollo de 
una injusticia para el demandado, se deja expuesto al demandante á otra grave • 
Injusticia, la de no poder hacer efectivo su derecho, por la ocultación y ma- 
nejos de mala ley de un deudor. La justicia universal exije que las leyes velen 
por el derecho de ambas partes, sin sacrificar el uno por el otro. 

Derecho nuestro. Teniendo nosotros consignados en nuestro derecho pú- 
blico interior, como principios de orden público— que al ausente de la Repú- 
blica no se le manda citar en país extranjero, sino que se le nombra un de- 
fensor que lo represente — que la citación del demandado para la litis-contes- 
tación es requisito esencial para la validez de todo juicio — que la falta de la 
citación es motivo de invalidación — y que la sola contumacia, ó sea inasistencia 
del ausente al acto de contestación, no es bastante para condenarle desde luego; 
encontramos evidente , que el Alto Tribunal debe examinar el punto de la 
citación de conformidad con las doctrinas de los autores y con la jurispru- 
dencia de los tribunales, que hemos expuesto, fundadas en los principios de 
justicia universal, de no pojer existir juicio válido sin la citación efectiva, 
no simulada ó inoportuna, del demandado, y no poderse condenar al ausente 
sin defensa, por la simple contumacia : principios que informan nuestro de- 
recho positivo; y que la Corte debe negar el pase de la sentencia extran- 
jera, no sólo cuando no se acompañe la prueba de la citación, sino en caso 
en que no se haya ordenado con arreglo á la ley del país donde se siguió 
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el juicio y practicado por la autoridad competente y con arreglo á la ley 
del país extranjero donde se llevó á cabo la citación, 6 cuando la condenato- 
ria del ausente se funde sólo en la contumacia. 



Otario requisito. Pasemos ahora al 40 requisito de nuestro artículo 7141 
que es: «Que la obligación Ipara cuyo cumplimiento se haya procedido sea 
lícita en Venezuela, y que la sentencia no contenga declarátojrias ni disposi- 
ciones contrarias al orden público ó al derecho público interitr de la Repú- 
blicaí ni choque contra sentencia firme dictada por los tribunak venezolanos*. 

^ Como hemos visto, el tratado de derecho procesal del Congreso de Mon- 
tevideo de 1888, dice simplemente ^que la sentencia no se oponga á las leyes de 
orden público del país de la ejecución ». 

El Código italiano dice : <( que no contenga disposiciones contrarias al orden 
público y al derecho público interno del reino ». 

Y la ley española dice sencillamente : « que la obligación para aiyo cumplu 
miento se haya procedido ^a lícita en España ». 

Cuatro órdenes de ideas parece establecer nuestra disposición, á saber — obli- 
gación lícita, como dice el legislador español, — disposiciones contrarias al or- 
den público, — disposiciones contrarias al derecho público iuterno. como dice 
el italiano y no chocar contra sentencia firme venezolana. ¿Bs que nuestro 
legislador quiso exij ir más de lo que exijen el italiano y español, y aquél más 
que los autores del Tratado, y el nuestro más todavía? En nuestro sentir, los 
cuatro textos dicen lo mismo en último resultado. El español, sin duda, com- 
prende en lo ilícito todo lo prohibido especialmente y todo lo que contraríe el 
orden público y el derecho público interno. El tratado de Montevideo resume 
en las leyes de orden público, lo prohibido y lo que contraríe el derecho pú- 
blico interior y que manifiestamente vienen á ser de orden público. El italiano 
comprende en el orden público y en el derecho público interno, lo prohibido. Y 
nuestro Código lo expresó todo, adoptando el texto del' español y el del ita- 
liano, y agregando lo de la sentencia firme, que es también de orden público. 

Examen detenido. Ya que nuestra ley hace, digámoslo así, un detalle, exa- 
minemos separadamente sus cuatro órdenes de ideas. 

Obligación lícita. Decir que la obligación que motivó el procedimiento debe 
ser lícita, equivale á decir que no sea prohibida, pues que lícito es todo acto 
que el legislador no ha vedado. Y como aquel no establece prohibiciones por 
capricho, sino por deber sobreponer el interés público al interés privado, re- 
sulta que la prohibición viene á ser defensa del interés público. Si ella es 
expresa, aún cuando se refiera á simple forma ó reglamentación, es porque el 
legislador ha creído ser, aún así, una exigencia del interés público. Por lo de- 
más, aún cuando no haya prohibición expresa, por prohibido ha de tenerse 
todo lo que contraríe el orden público y el derecho público interior del país, 
porque sin su respeto no sería posible la vida social y la marcha de los pode- 
res públicos. Prohibidas serán, por tanto, la obligación contraída por un menor 
ú otro incapaz de contratar — la venta de bienes de la mujer casada sin autori- 
zación judicial — la venta de herencia futura — el pacto de que el acreedor se 
apropie la prenda— la fundación de mayorazgos, etc. Pero, como dice Fiore^ 
es preciso que se trate, no simplemente de que la regla de derecho por la cual 
se juzgó donde se dio la sentencia sea contraria á una ley de orden público 
del Estado en que se pide la ejecución, sino de que el hecho mismo que se quiere 
llevar á cabo ó la consecuencia jurídica que se deriva de lo juzgado, esté en 
oposición con una prohibición expresa ó una ley de orden público en el lugar 
de la¡ejecución. 
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Contra el orden publico. Que la sentencia no contenga disposición contra- 
ria al orden público ni al d#recho público interno. Parece que aquí el legis- 
lador atiende, no ya á la estipulación de partes, sino más directamente á cus- 
todiar las instituciones del país. Bo>sa}i al ocuparse! de este punto (vi. 40, 
pág. 264 [d] Comentarios al Códig;o de procedimiento italiano), dice: «El orden 
público y el derecho público que nuestros majistrados tienen la alta misión de tu- 
telar, son conceptos diversos en el espíritu de esta ley ; pero cómo se distin- 
guen ? Entenderemos contrarias al ofden público aquellas determinaciones que 
tienden á ofender la tranquilidad, el estado político del país y el sentimiento 
déla honestidad general, que] influyen en su vida actual y práctica y en sus 
principios. Contrarias al derecho público interno las determinaciones que ofendan 
más directamente instituciones del país y los principios que lo gobiernan». 

Siguiendo esa distinción del autor, serán contrarias al orden público las 
sentencias que manden cumplir un pacto cuyo objeto sea ejecutar en Venezuela 
un acto criminal ó delictuoso, como introducir artículos de prohibida importa- 
ción ó hacer contrabando, ó cualquier otra cosa contra las leyes penales 6 
las ordenanzas de policía. Y contrarias ^\ derecho público inlerno ^í:^^2í% k\\x^ 
establezcan algo que contraríe alguna disposición de nuestras leyes constitu- 
cionales ú orgánicas, como anular ó rescindir un contrato celebrado por el 
Gobierno, aprobado por la legislatura, ó que acoja instituciones prohibidas aquf, 
como fundación de vinculaciones ó conventos de monjesr regulares, ú ofenda los 
principios esenciales del modo de ser de nuestros poderes públicos. 

Opinión de Fiore, Fiore, que no hace distinción entre el derecho público 
interno y los principios de orden público, teniendo, sin duda, aquél como com- 
prendido en éstos, dice lo siguiente, ( pág. 96, no. 57 y nota ) ; « Reconozcamos 
que no es siempre fácil decidir qué leyes deban considerarse de orden público: 
es este uno deles objetos en que se revela el ingenio indagador del juriscon- 
sulto y del magistrado. No puede estiblecerse una regla positiva; y sólo 
puede decirse en general, que todas las leyeS que por la pública utilidad^ 6 
^or interese $ políticos, ó para conserva? el organismo de la armonía social, limi- 
tan la libertad de los particulares, deben considerarse como leyes de orden 
público. Tales son, por ejemplo, las leyes que conciernen al estado civil, las 
que regulan la patria potestad, el poder marital, la obligación de alimentos, 
las que prohiben la poligamia, el divorcio quo ad vinculum, el matrimonio 
entre parientes, algunas de las que regulan las servidumbres prediales, las que 
prohiben los vínculos censuarios perpetuos, el fideicomiso, las manos muertas 
y las que establecen la nulidad absoluta de ciertos actos, y otras semejantes. 
Para nosotros es claro que á cada relación jurídica debe aplicarse la ley que 
por sí misma la regula, sea ó no contraria á la ley de orden público de los 
otros Estados, y que no es contra el orden público reconocer: la aplicación 
rectamente hecha de una ley. Si uno se obligó á pagar el interés á una rata 
convenid X en un país donde la ley no limita el interés, y fué condenado allí 
á pagar como se obligó, puede ser á ello constreñido aún en otro país en que 
la ley fija el H niíe míxioii de la umra lícita, y no se ofenderían los prin- 
cipios de orden público de ese país, porque el majistrado fuese llamado á 
obligar al deudor al cumplimiento de una acción civil legalmente reconocida. 
Pero no es lo mismo cuando los actos ó los efectos que se derivan de una 
sentencia judicial s.^an expresamente prohibidos por la ley»; y cita una sen- 
tencia de Chambcry y otra de casación de 1857. 

Consecicencia de esa doctrina. De molo (\^x^ conf)rme á esa doctrina, es 
preciso que el acto misno que ha de ejecutar la magistratura venezolana para 
la ejecución déla sentencia extranjera, "sea contrari-) auna disposición legal 
de orden político de nuestro país, v. g. constituir un nayorazgo — entregar un 
hombre como esclavo— entregar un hijo á un tutor nombrado fuera cuando 
su padre ó madre venezolanos están ejerciendo sobre él la patria potestad — 
dar posesión de uia fifica cotno inenagenable á una mano muerta — cancelar 
en el registro civil u la partida de matrimonio celebrado en Venezuela, porque 
se pronunció el divorcio qno ad vinculum en otro país — reconocer por docu- 
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mentó 6 por cualquier hecho la existencia de varias esposas al mismo tiempo- 
poner en prisión á un deudor, por deudas; y nosotros agregamos, chocar con- 
tra una sentencia firme venezolana, que es intransigible. 

Botsari. La organización juil-cial, dice Botsafi, es considerada, no sin 
ratón, como parte de la constitución áA lista lo. Por esto al examinar una 
sentencia extranjera, es preciso averl^^uar si ofende alguna disposición, no 
de aquellas establecidas en interés principal de las partes, sino de las que 
son esencialmente de orden público '>. 

Consecuencia. Por eso sería ineíicAz y no podría tener pase en Venezuela 
una sentencia extranjera librada sin que se hubiese ordenado y efectuado la 
citación regular del demandado, porque nuestro derecho declara esencial é in- 
dispensable el emplazamiento para la validez del juicio. 

Ídem, Por eso (según las doctrinas de Fiore . pág. 103 y 104, ns. 64, 63 y 
65 y de BapsariQoá. Civ. it. vol. i9 pág. 130) deberá también considerarse como 
ineficaz una sentencia no motivada, y contrario al orden público declarar su 
ejecución; no bastando para tenerla como no motivada que los motivos ó 
fundamentos aparezcan vagos, ó indeterminados ó insuficientes, sitío que ca- 
rezca absolutamente de motivos, reputándose tal cuando sólo alegue la contumacia 
del demandado: deberá considerarse también como contrario al orden público 
la sentencia contradictoria en lo dispositivo, cuando la contradicción sea ma- 
nifiesta y nó dudosa ó discutible; y tenerse asimismo como contraria al orden 
público y al derecho público interno, la sentencia que e.stá en oposición con 
otra venezolana pasada en autoridad de cosa juxgaia, siempre que la juna llene 
respecto déla otra las condiciones déla cosa juzgada, de molo quela^coutra- 
riedad de las dos decisiones aparezca clara y evidente. 

Por eso se niega el pase á una sentencia extranjera por contumacia, aún 
dada correctamente, .si en el país donde se dictó, (como en Francia y Bélgica) 
hay designado tiempo para llevarlas necesariamente á ejecución, y ese tér- 
mino ha pasado ya; no bastando el simulacro de ejecución que se llama proceso 
de carencia, se^ún fallo de. casación citado en las Pandectas francesas, 

ídem. Y por eso en fin, hemos sostenido atrás, que no puede darse pa- 
se en Venezuela á una sentencia extranjera que contenga decisiones (ni aun 
vcomo premisas) que contraríen de algún modo nuestras disposiciones consti- 
tucionales sobre la facultad del Ejecutivo para celebrar contratos de interés 
público, con aprobación de la Legislatura, y que comete al gran Tribunal 
Federal el conocimiento de las cuestiones sobre. esos contratos. 

Conclusiones de lo cxpuesio. El examen que dejamos hecho de los^ artí- 
culos 712, 713 y 714 de nuestra Ley, demuestra claramente á nuestro juicio, 
que si sus disposiciones se aplican según las doctrinas que hemos expuesto, 
apoyadas en la autoridad délos maestros y en la jurisprudencia de los Tri- 
bunales, como fundadas que son en los dictados de la justicia universal y en 
los principios del derecho de gentes, ningún peligro corren ni la soberanía 
nacional niel buen derecho de los justiciables, en manos de jueces inteligen- 
tes é imparciales ; y que no es en verdad nuestra ley, ocasionada á recla- 
maciones internacionales. Estas son oasi siempre hijas de la codicia desen- 
frenada y de nuestra debilidad; que lejos está la época en que puedan im- 
pedirse los abusos de la fuerza de las naciones poderosas contra los paí- 
ses débiles. 

Pasemos ahora á los artí ulos 715 á 718. 

«Para que se declare ejecutoria la]?.sentencia es menester que se cite á 
aquél contra quien obra la sentencia para el décimo día, con más el tér- 
mino de distancia, y que tenga lugar el acto da contestación como en los 
juicios ordinarios, menos la conciliación.» 
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Se trata de un juicio fot mal. Tratándose de un juicio tal. como lo califica 
el legislador, y es reconocido universalraente según se habrá notado al leer 
las disposiciones' legales, las prácticas y las decisiones de los tribunales de los 
países arriba enumerados, preciso es que reúna todo lo que es sustancial para 
que lo sea. Juicio de delibación se llama en Italia; juicio de exquatur en 
otros pueblos ; juicio de ejecutoria 6 ejecución en otras partes ; y donde quie- 
ra se designa el tribunal competente para conocer de él, y aún los recursos 
legales concedidos contra las decisiones que en él se libran. 

Escfiio déla demanda. De modo pues, que el solicitante debe presentar 
su escrito pidiendo se declare la fuerza ejecutoria de la sentencia, presentan- 
do esta en forma auténtica, é indicando la parte contra quien obre la 
ejecutoria, con expresión de su domicilio ó residencia, de conformidad con las 
dispo«íiciones del Código de procedimiento, y acompañando los demás docu- 
mentos auténticos que exije la ley. 

La Corte ordena pasar el expediente al Presidente, á quién toca por la 
lev la sustanciación ; y aquel acuerda la citación de los demandados parala 
decima audiencia, mandando previamente traducir los documentos que no 
estén en castellano. 

Citación. Esa citación ha de hacerse, como todos los emplazamientos para . 
contestación, en la persona misma de los demandados, si se encontraren, 6 
en la persona de su apoderado, si estando ausente, hubiere alguno que tu- 
viere su poder y quisiere ejercerlo, ó en la persona del defensor de ausen- 
te que se le nombre, si no se encontrare á la parte, y no apareciere apo- 
derado, ó apareciendo no quisiere tomar la defensa; nombramiento de defen- 
sor para el^ cual ha de llamarse á la parte 6 su apoderado, con un término 
de veinte días, porteárteles y por la prensa, para que ocurran á quedar á 
derecho, á menos que se probare estar ausente de la República el citado, y 
no tener ningún apoderado, ó no querer este defenderlo, pues, hecha esa 
prueba, podrá nombrarse el defensor sin necesidad del llamamiento por car- 
teles y por la prensa: todo de conformidad con los artículos respectivos de 
este Código. 

m 

Cofitestación, Practicada la citación, tendrá lugar el acto de contestación 
á la hora designada, de la décima audiencia, y en ese acto podrá oponer el 
demandado las excepciones previas y dilatorias por su orden á que hubiere 
lugar, como defecto de forma, ilegitimidad de persona, falta de caución, litis 
pendencia, etc., pues que la ley no le pone limitación. Se ha pretendido que 
las excepciones perentorias y dilatorias deben oponerse juntas, para que el in- 
forme verbal de las partes comprenda todo, sin perjuicio de que la Corte se 
ocupe de las de inadínisibilidad, y previas, primero; y si las desechare, pase 
luego en la misma sentencia á considerar las perentorias ó de fondo. Argüíase 
antes para ello, que la ley como que busca ^un juicio breve y un solo de- 
bate oral, á usanza de los tribunales extranjeros, ya que todo ha de decidirse 
por documentos, sin posibilidad de otro género de pruebas. Pero nos parece 
que lo jurídico, lo cónsono con el espíritu de nueslro procedimiento, más li- 
beral y menos dispendioso, es oponer primero las excepciones previas y dila- 
torias por su orden, debatirlas y resolverlas ; y caso de desecharlas, oir 
después las excepciones de fondo y debatirlas y fallarlas definitivamente. Así 
se evita todo el trabajo de considerar y discutir el fondo, cuando deba aco- 
jerse alguna excepción que suspenda 6 de hecho mate el juicio. Esto es lo 
ajustado á nuestro procedimiento, y lo que se acomoda mejor á las prácticas 
de todo cuerpo colegiado, de considerar y resolver primero todo lo que es de 
naturaleza previa. 

La Alta Corte, que con sus variaciones de personal vino vacilante en los 
rumbos del procedimiento, separándose de los precedentes que había estable- 
cido antes, de citar para la contestación al demandado, y después oportu- 
namente oir los informes para sentencia, pretendió establecer otra tramitación, 
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en nuestro concepto absurda, declarando que todo había de reducirse á empla- 
zar al demandado para el décimo día, no para que contestase ni pudiera 
oponer excepciones, sino meramente paia que por toda defensa alegase verbal- 
mente lo que tuviera á bien. Para tal 'innovación la Corte se había atenido á 
la letra del artículo 558 anterior, desatendiendo su espíritu é invocando dis- 
posiciones y principios mal entendidos de la legislación italiana, cuyo proce- 
dimiento desconocía. Por una parte, suponía la Corte que el procedimiento 
sumario de los italianos se reducía simplemente al debate oral, siendo así que 
necesariamente ha de preceder la presentación de conclusiones de las partes, 
en las cuales cada una somete á la consideración del Tribunal lo que sostie- 
ne, lo que pide, sea previo, sea de fondo, con exposición sintética de los 
fundamentos en que apoya sus pretensiones. Si las conclusiones versan sobre 
puntos previos, se acojen 6 nó, se debaten y se deciden ; y caso de desechar- 
se, y que el Tribunal ordena concluir y debatir en el fondo. 

Esas conclusiones previas son las que van fijando los cuestiones y los 
límites de los debates. 

Y por otra parte olvidaba la Corte que estableciendo la ley de modo 
terminante, ser la citación del demandado pata la litis contestación requisito 
esencial para la validez de todo juicio, y varios artículos de la ley sobre, pase 
de sentencia extranjera, que la discusión del exequátur es un juicio, se de- 
ducía forzosamente que coh este había de haber necesariamente acto de litis — 
contestación. Olvidaba la Corte que nuestra doctrina y nuestra jurispruden- 
cia tradicionales tienen la litis-contestación como la raíz del juicio, y la que 
viene á dejar fijados los límites del debate para todos los efectos del jui- 
cio. Olvidaba que consagrando el Código de procedimiento el libro 10 á las 
disposiciones generales de los juicios, el 20 al tipo del juicio ordinario, y el 
30 á los procedimientos especiales, sin ir repitiendo en cada uno de estos lo 
que debiera observarse de las disposiciones de los dos libros anteriores, era por 
ser innecesaria tal repetición, debiendo entenderse que en lo no especial de- 
bían regir las disposiciones generales para no dejar á los jueces ni á las 
partes en el terreno de lo arbitrario, observándose solo lo especial en lo ex- 
presamente determinado que constituye la especialidad. Olvidaba en fin la Cor- 
te que obraba en la innovación de una manera inconsecuente y contradicto- 
ria, pues ella misma ponía en práctica las disposiciones generales sobre el 
libelo y sobre la citación, sobre pruebas y sobre formalidades para la vista 
de la causa, á tiempo que negaba la litis-contestación y la admisión de di- 
latorias. Por fortuna el juicio en que se inició la novedad del procedimien- 
to» fué repuesto y aunque la Corte no lo dice, suponemos que volvió sobre 
sus pasos para tomar el buen camino. 

Disposiciones actuales. Hoy la ley que estudiamos es clara sobre los pun- 
tos indicados. 

Para que no quede ni sombra d« duda sobre la admisibilidad de las pre- 
vias y dilatorias en el juicio de exequátur, vamos á mostrar las doctrinas de 
los autores respecto de algunas de ellas : 

El Diccionario de Derecho internacional privado tantas veces citado, ha- 
blando de la caución ó fianza para proceder al juicio dice [paj. 200, No 49]. 
El extianjero debe dar la caución aun cuando él persigue en Francia el exequá- 
tur de una decisión extranjera. — Naficy 16 de enero 1877. Chauveau sur Ca- 
rfi—Falix y Demayigeat — Bruselas 20 agosto 1869. 

Y hemos visto casos prácticos pasados en Inglaterra, donde á un deman- 
dante que cobraba apoyado en una sentencia belga pasada en autoridad de 
cosa juzgada, la Corte le exigió la causión previa, ordenando el depósito de cien 
libras esterlinas por el *momento. 

14 
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El mismo Diccionario, palabra jugement elrager, hablando de la litis pen- 
dencia dice. «Decidido que cuando la sentencia extranjera cuyo exequátur se 
pide ha resuelto una cuestión que está igualmente pendiente ante un tri- 
bunal nacional, hay lugar á suspender el exequatuj; hasta la decisión de este 
último tribunal»; y cita sentencia de Turín, Journal de droit. interu. priv. 
Casación de Florencia. 

Laufeni en su Dro, intern. priv. (v. 4 paj. 21), refiriéndose también al 
juicio de exequátur, dice ^69 Si la d'=^manda es conexa á un proceso ya pen- 
diente en un tribunal belga. Es de derecho común; porque la conexidad ha 
sido considerada siempre como atributiva de jurisdicción, á fin de evitar de- 
cisiones contrarias dadas por tribunales diferentes en mismo asunto.» 

Sobre el defecto de forma l no negó nue.stra misma Corte, por el momen- 
to, dos veces^ el exequátur pedido, una porque la sentencia cuya ejecución se 
exigía estaba apelada y no se traía el fallo confirmatorio, y otra porque en 
lugar de la sentencia fueron presentados extractos de minutas? 

Y en cuanto á ilegitimidad de la persona del actor ó su apoderado, ¿cómo 
obligaría la Corte al demandado á seguir demanda con persona incapaz para 
comparecer en juicio, ó apoderado sin poder, negándole el derecho de oponer 
la correspondiente excepción, cuando expresamente manda un artículo del Có- 
digo de procedimiento á los jueces procurar la estabilidad de los juicios y evi- 
tar y corregir los vicios que puedan anularlos? 

No creemos que pueda discutirse seriamente la necesidad de la litis con- 
testación, con todos los deiechos anexos al acto, inclusive el poder oponer 
las excepciones del caso. 

Formalidades para la solidlud del pase. \ la solicitud de exequátur deberá 
acompañarse la sentencia de cuya ejecución se trate, con la ejecutoria que se 
haya librado y la comprobación de las circunstancias, enumeradas en los ar- 
tículos precedentes: todo en forma auténtica y legalizado por autoridad com- 
petente, según el artÍQulo 715. Creen algunos que debe exigirse una carta rogato- 
ria librada por el Juez competente extranjero, en que, ofreciendo la reciprocidad, 
pida se le dé ejecución á la sentencia, en el país á donde se lleva para el 
efecto ; y aun parece que algunos pretenden que esa carta se dirija por la 
vía diplomática. Fúndanse en que así vá comprobado que la sentencia es eje- 
cutoria en el mismo país en que se libró, y en que el Ministro del ramo tie- 
ne de ese modo la oportunidad de examinar el fallo para ver si contiene algo 
contrario á los altos intereses del país y poder darle ó nó curso con conoci- 
miento pleno. Sin duda que en aquellos Estados donde tales exigencias ha- 
cen sus leyes, ó sus prácticas ó sus tratados, habrá que someterse á cum-' 
plirlas. Pero nuestra ley, como se ha visto, no hace semejantes exigencias, 
y siguiendo un espíritu liberal, da derecho á ocurrir directamente al gran 
Tribunal Federal, á quien confía la misión de conocer en esos asuntos. 

Nuestro legislador ha preferido así, seguir los principios del derecho in- 
ternacional privado, que F/ore expone en estos términos (obra citada pag. 280, 
número 242 y siguiente.) 

//o es indispensable la togaiona. La necesidad de la rogatoria del tribu- 
nal que dictó la sentencia, requerida siempre en algunas legislaciones, no 
nos parece indispensable. En otros tiempos, cuando para ejecutar en el mis- 
mo Estado la sentencia de un Tribunal, en una circunscripción diversa, eran 
necesarias las letras rogatorias del Juez que la había dictado, natural era que 
la sentencia no pudiera ser ejecutada en otro país, si la ejecución no era 
provocada con letras requisitorias del Juez que la había dado. Mas hoy día se 
han mudado los sistemas, y con el progreso de las ideas y de las institucio- 
nes no es conciliable la formalidad de las rogatorias para obtener el exequa- 
tur. El derecho de pedir que sea declarada ejecutoria una sentencia, es un 
derecho de la parte, á quien corresponde por la ley, independiente del Juez. 
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¿Por qué se quiere torcer el camino regular de la justicia pretendiendo que 
lleguen las cartas rogatorias por la vía diplomática, que ciertamente no es 
la más expedita ?» 

Derecho del tJiteresado, «La parte interesada que puede siempre demandar 
que sea declarada ejecutoria la sentencia, podría hacerlo exigir por el magis- 
trado de su país ; pero no ser obligada expresamente á ello. Estará cierta- 
mente en el deber de presentar loá actos, y antes de todo la sentencia ; po- 
drá aún ser obligada a producir los documentos juzgados oportunos, y no 
se le debería negar el derecho de agregar documentos no presentados antes, 
y renovar la solicitud de exequátur si le hubiere sido negada por el estado de 
los actos.^) 

Autenticidad^ ¿ Y cuál es la autenticidad que pide nutstra ley ? La cono- 
cida en todas partes según la cual la sentencia debe venir in extenso, en co- 
pia certificada por el correspondiente funcionario á quien compete expedirla, 
con la ordenanza de exequátur al pié, legalizada por los demás oficiales pú- 
blicos llamados á hacerlo, y por el respectivo Cónsul venezolano del lugar de 
donde venga ; á lo cual debe agregarse copia autorizada y legalizada de cua- 
lesquiera otras piezas conducentes á comprobar las demás formalidades re- 
queridas por la ley. Ya vimos el artículo 6o del tratado procesal de Monte- 
video, que enumera los documentos indispensables para pedir la ejecución de 
la sentencia. 

Traducción, Pero hay más : declarado como es natural, que el idioma 
legal aquí es el castellano, y previsto en nuestras leyes el caso de exhibir- 
se documento en otro idioma, para ordenar su versión al castellano, debe 
comenzar la parte por pedir al Tribunal que mande practicar la traducción 
de la sentencia y documentos que vinieren en otro idioma, si es que no la 
acompaña también, hecha ya por un intérprete jurado. 

I Podrá la parte pedir ante el tribunal extranjero que expide la copia, 
que se haga allí la versión, y que sea esta la que se le dé para exhibir 
aquí ? Dependerá de la \^y ^^ aquel país, y no dudamos que así pueda ha- 
cerse ; pero no llenará la parte la exigencia de nuestra disposición íegal tra- 
yendo solo la traducción, sino que deberá acompañar copia auténtica de la 
sentencia misma en el idioma en que fue escrita. Los magistrados á quienes 
se pide la ejecutoria y la misma parte contraria tienen derecho de examinar 
si la traducción es ó nó fiel y correcta. 

¿Y podrá el cónsul venezolano que legalizó en el extranjero la copia de 
la sentencia ó aíttos, hacer él la versión? No lo creemos: él legaliza las 
filmas, pero Isus facultades no se extienden más allá. Fiore ('pig. 79) dice 
sobre este punto: « Los cónsules están autorizados para autenticar las firmas, 
pueden también estar autorizados para librar traducciones en su lengua na- 
cional, de los actos y documentos que le fueren presentados escritos en la del 
país donde residen; pero no sería regular la simple trasmisión déla copia de 
un acto traducido, si no consta por obra de quién haya sido hecha la tra- 
ducción ». 

Congreso de Montevideo, El artículo 49 del tratado procesal del Congreso 
de Montevideo, tantas veces citado, dice sobre legalización, lo siguiente: 

«La legalización se considera hecha en debida forma, cuando se practica 
con arreglo á las leyes del país de donde el documento procede, y este se halla 
autenticado por el agente diplomático ó consular que en dicho país ó en la 
localidad tenga acreditado el Gobierno del Estado en cuyo territorio se pide 
la ejecución ». 

Luego surje la cuestión de si el documento producido contiene todos los 
elementos de título ejecutivo, para lo cual ha de hacerse .el examen según la 
ley del país donde el título fué creado ; punto sobre el cual hemos tratado 
arriba. 
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Estudiado extensamente cuanto se refiere á la sentencia extranjera, si- 
guiendo las disposiciones 'de nuestra ley, pasemos al examen de las otras del 
título á que nos referimos. 

Art. 719. El asunto se decidirá como de mero derecho, sin ad- 
mitirse otras pruebas que los documentos auténticos que produjeren 
las partes hasta sus respectivos informes. 

Art. 720. El pase de los actos 6 sentencias de las autoridades 
extranjeras en materia de emancipación, adopción y otros de na- 
turaleza no contenciosa, lo decretará el Tribunal ó Corte Superior 
del lugar donde se han de hacer valer, previo examen de si reúnen 
las condiciones exijidas en los artículos precedentes en cuanto sean 
aplicables. 

Art. 721. Las providencias de los tribunales extranjeros con- 
cernientes al examen de testigos, experticias, juramentos, interro- 
gatorios y otros actos de mera instrucción que hayan de practicarse 
en la República, se ejecutarán con el simple decreto del Juez de i? 
Instancia que tenga jurisdicción en el lugar en que hayan de veri- 
ficarse tales actos, siempre que dichas providencias vengan con 
rogatoria de la autoridad que las libró y legalizadas por funcio- 
nario diplomático ó consular de la República, ó por la vía diplo- 
mática. 

Estas mismas disposiciones son aplicables á las citaciones que 
se hagan á individuos residentes en la República, para compare- 
cer ante autoridades extranjeras, y á las notificaciones de actos 
procedentes de país extranjero. 

Art. 722. Para dar curso á las providencias de, que trata el 
artículo anterior, deberá haber persona autorizada para cubrir los 
gastos. 

Art. 723. Las disposiciones de este título quedan subordina- 
das á las de los tratados y convenciones internacionales y á las 
de las leyes especiales. 

ESTUDIO 167 

ANTECEDENTES 

Dbribcho Patrio. — Los cuatro artículos precedentes son los 554, 555 y 556 
del Código de 1S73; 7 ^1 7^2 es nuevo. Concuerdan aquellos con los 559 á 561 del 
Código de 1880. 

Código italiano. El Código italiano en un artículo especial prevee el caso 
de un secuestro ó embargo preventivos ordenados por autoridad extranjera, y 
manda aplicar las disposiciones relativas á la sentencia, en cuanto puedan 
serlo. De manera que exije el juicio de exequátur ó delibación en lo que sea 
posible. Nuestro Código no tiene ninguna disposición especial relativa á la 
sentencia extranjera que acuerde un embargo de bienes, una prohibición de 
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eoagenar 6 cualquier otro acto de carácter preventivo. Este *caso no puede 
considerarse comprendido en los artículos 720, 721 y 722 que estudiamos, que 
se contraen á actos de mera instrucción y á citaciones 6 notificaciones. Entre 
aquellas medidas preventivas ó precautelativas y estos actos de mera instruc- 
ción, hay la gran ditereucia de que en estos se obra por comisióa de un co- 
mitente, deque no pueden afectarse derechos ó intereses de algún residente 
en Venezuela, y de que el resultado se devuelve al comitente después de prac- 
ticadas las diligencias; mientras que en los embargos, secuestros y prohibi- 
ciones de enagenar, no puede obrarse sino coa iurisdicción propia, la del país, 
pueden afectar derechos de tercero á quien da nuestra ley el derecho de ha- 
cer oposición, y de que esta se sustancie y resuelva, y aún otros recursos ; 
y por lo mismo las diligencias no podrían devolverse después de ejecutada la 
medida. Da esto deducimos que las sentencias que ordenan esas medidas 
preventivas necesitan el pase del Alto Tribunal ; al paso que los actos de mera 
instrucción, como lo dice el artículo 721 sólo necesitan un decreto del Juez 
de la instancia mandando cumplir la comisión. 

Pero siendo de principio que las interlocutorias, aún causando ejecutoria 
por ser definitivas de la incidencia, no deben tener pase por ser revocables 
por la definitiva de fondo, ¿ deberíamos creer que nuestra ley ha querido ne- 
garles la ejecutoria en la Repúbliea? Pensamos que siguiendo las disposi- 
ciones del artículo 714 que antes examinamos, en su letra y en su espíritu 
debe ser sometida al Alto Tribunal, para que examinando si viene con su 
ordenanza de ejecución y si reúne ó nó las condiciones del artículo citado, 
le dé ó nó pase. 

De acuerdo están la doctrina y la jurisprudencia, y con ellas conforme 
el tratado del Congreso Sur-americano de Montevideo, en que tales sentencias 
de embargo y otras medidas precautelativas, no están excluidas del pase, pero 
que han de ser sometidas á la autoridad competente del país, para que lo 
acuerde ó nó, según el resultado del examen sobre los requisitos que han de 
reunir. 

Recomendación de Fiore, Recomienda Fiare que se exija y se preste caución 
suficiente ajuicio del juez, sobretodo cuando se trate de autorizar un secues- 
tro á favor de un extranjero; y recuerda estas palabras de Voet^ refiriéndose 
al secuestro: qua est execuHonis ^uadam species haud temeré inchoanda. Como 
entre nosotros la demanda de ejecutoria es un juicio tal, siguiendo las reglas 
de este, tiene» el demandado el derecho de exijir caución al demandante no 
domiciliado en Venezuela que ño posea aquí bienes suficientes, según el ar- 
tículo 27 del Código Civil, y aún el de pedir arraigo para asegurar las re- 
sultas del juicio, caso de ausencia, 6 temor de ausencia del país. 

Comisiones por actos de instrucción. Acerca de las comisiones para actos 
de instrucción á que se refieren los artículos 720, 721 y 722, ya hemos dicho 
que se han de presentar las rogatorias á la respectiva Corte Superior y al 
Juez de la Instancia del lugar donde han de evacuarse, el cual procede coa 
arreglo á la ley venezolana. No obstante si en las mismas letras se designa 
una forma determinada de procedimiento, pudiera seguirla el juez comisionado, 
siempre que no estuviese en contradicción con leyes prohibitivas venezolanas, 
ó no encontrare el majistrado algún impedimento. Así, intervinimos en una 
prueba de testigos que mandó evacuar en Caracas un. tribunal de la Habana, 
y en cuyos despachos rogatorios se exijía examinar por separado á los testi- 
gos, primero por el interrogatorio del promovente, y luego por el pliego de 
repreguntas escritas del contrario, sin intervención de Mas partes en los actos; 
modo de proceder á que se prestó el juez, á pesar de no ser el establecido 
en nuestro derecho procesal. La regla es que el juez comisionado acepta la 
comisión con la condición tácita de proceder según la ley local, ó del país, 
pues el comitente no puede imponer las formas procesales de su nación a 
majistrados extranjeros. Pero obrando en tales casos el comisionado, no con 
jurisdicción propia, sino con la que le ha delegado el comitente, no le es dado 
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pronunciar so6re recursos formados coatra ¡la comisión, ni decidir incidentes 
contenciosos, y debe remitir las partes al Juez comitente que conoce de la 
causa. 

Acfo de jurisdicción no contenciosa. Prevee especialmente nuestro Código el 
caso de que se trate de un acto auténtico de jurisdicción no contenciosa ó 
voluntaria, hecho é'n el extranjero. El italiano, en su artículo 944, se refiere á 
la fuerza ejecutoria de todo otro acto auténtico extranjero y lo somete al 
juicio de exequátur y á las reglas de los artículos 941 y 942, en cuanto sean 
aplicables. El artículo 89 del tratado Sur-americano de Montevideo, contra- 
yéndose á los actos de jurisdicción voluntaria, también los somete al exequátur 
y á los requisitos exijidos para el pase de las sentencias. 

Colócanse entre tales actos algunos inventarios, la apertura de testamento, 
las tasaciones, la adopción, la emancipación, el nombramiento de tutor, la 
autorización judicial para venta de bienes y otros semejantes. El carácter 
más saliente de tales actos, según Borsari, en su obra de procedimiento, si- 
guiendo & Glüch, es que el majistrado no hace en tales casos sino asegurar 
la voluntad délas partes y dar solemne testimonio. Porque siendo esa voluntad 
jurídicamente imperfecta, necesita una aprobación concienzuda de autoridad, 
aunque con ella no exprese el majistrado su voluntad propia, sino la de 
las partes». 

« Esa esencialidad de la idea, dice el autor, basta para excluir de la ca- 
tegoría de los actos de jurisdicción voluntaria aquellos que, aunque presen- 
tados sin contradicción non adhcerent voluntati (verdadera o ficta), y no favo- 
recen por eso el desarrollo de la libertad personal, sino le imponen más 6 
menos expresamente á otro, y tienen aspecto de ofender el ejercicio de la 
libertad natural. Dice Fcelix (n. 455) que en Alemania la interdicción de los 
dementes, de los pródigos etc., es una de las atribuciones de la jurisdicción 
voluntaria. Pero la legislación francesa y la italiana ( y nosotros agregamos 
la venezolana) envuelven el elemento contencioso bajo la apariencia de un 
acto de protección y defensa, pues que no sería puramente tal sino partiendo 
del supuesto de la incapacidad, que es lo que debe probarse, y la persona 
misma puede repeler con todas sus fuerzas ese degradante supuesto». 

Principio general. De la observación especial y ejemplar se deduce el prin- 
cipio general, propio de la materia — que cuando se presente á la autoridad de 
un país el acto del majistrado extranjero bajo la forma de a<;to de jurisdic- 
ción voluntaria, para el efecto de darle fuerza ejecutiva, en el unánime sentir 
de los escritores, deben reunirse las siguientes condiciones : la « que haya sido 
« hecho ó recibido por un majistrado, oficial público ú otra persona investida 
« por la ley del lugar de la confección del acto, con poder de proceder á él. 
« 2a que el acto esté revestido de las formalidades prescritas por la misma ley. 
« 3a que su contenido sea conforme al estatuto que rije, sea á la persona á 
« que el acto se refiere, sea á la sustancia ó á la maté-ia del acto ». {Foelix). 

Bofsafi, Borsari desarrolla estas ideas en Jos párrafos inmediatos, en 
que vamos á seguirle. 

Como son claras aquellas dos primeras condiciones, el autor se hace cargo 
de la tercera. « Es necesario que el majistrado á quien se presenta el acto 
pueda tener el mismo concepto jurídico de las relaciones que existan éntrela 
cualidad del acto y el sujeto á que viene aplicado. « I<a adopción, la eman- 
cipación, el nombramiento de un tutor, la autorización para vender bienes de 
un menor, son para la legislación italiana y para otras, materia de la juris- 
dicción voluntaria. Está en la naturaleza de las cosas. En todos aquellos 
hechos el majistrado no hace sino corresponder á una voluntad que se reco- 
noce legítima, y hacerla eficaz con la interposición del ministerio de su autoridad. 
La base de esa función es el elemento de la voluntad; Dorque aunque el menor, 
el infante, por la naturaleza, no tengan conciencia ni de su ser ni de su vo- 
luntad, se finje que tilos mismos demandan asistencia y representación por 
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órgano de los parientes 6 del Ministerio público, siendo para ellos un bien y 
una necesidad inevitable. En tal convergencia de miras, es bien simple qn« 
el majistrado del país dará fuerza ejecutiva al- decreto del juez extranjero». 

« I^ ejecución de ese decreto se desarrolla en la esfera de la actividad 
del derecho, en cuanto favorece al reclamante sin dañar á otro ; de lo cual 
resulta excluido el carácter*contencioso. Tal ejecución tiene una extensión in- 
definida, una eficacia duradera y acaso inmutable en el ser de la persona, y se 
extiende á todos los puntos del territorio del Estado. El hijo emancipado 
tiene -libertad para manejar sus cosas donde quiera que se encuentren : el adop- 
tivo gozará de todos los derechos, aún futuros, derivados de esa cualidad». 

«En todo ello, bien mirado, se descubre una mestión de capacidad ^xso^ 
nal. El decreto de jurisdicción voluntaria es el manto de la incapacidad, 6 
de otro modo, es la reintegración de la incapacidad. Y aún produce otro efecto 
más: cfea una capacidad que no existía, constituyendo una personalidad nueva. 
Un ejemplo aclarará esa sutil diferencia. El menor es incapaz: él viene á 
ser capaz por medio del tutor. El adoptado adquiere con la adopción una ca- 
pacidad que no tenía, la de hijo con todas sus consecuencias de derecho. 
Mas, bien se ve, que el adoptado, propiamente, no reintegra con la adopción 
lá incapacidad de su persona (puede hasta ser mayor de edad), pero adquiere 
una nueva persona. En todo caso, el acto de jurisdicción voluntaria es un 
subsidio de la incapacidad, ó la fuente de una capacidad nueva ». 

«Por tanto, el majistrado llamado á dar efecto jurídico en el Estado á 
semejante acto pasado en el extranjero, debe examinar siempre la cuestión 
de la capacidad, ó como dicen, del estatuto personal. Si se trata de los derechos 
de un italiano puede suceder, ó que según la ley del reino fuese capaz, y en- 
tonces el decreto extranjero de nada serviría, ó que no hubiese podido adqui- 
rir la capacidad que se le quiso dar con el decreto, obstando la ley civil á la 
del derecho público interno. La adopción de un menor de i8 años no podría 
admitirse (artículo 206 Código italiano, y 220 Código venezolano): el divorcio 
no sería posible con el solo consentimiento de los cónyuges. Si la cuestión se 
refiere á un subdito ó ciudadano de otro Estado, entra perfectamente en el 
examen de toda sentencia para el exequátur-, su capacidad personal sería regla- 
da por la ley del Estado á que pertenece; mas ella encuentra una barrera en 
el derecho público oue allí gobierna, frente al cual la autorización que hu- 
biera obtenido podría resultar inútil ». 

«El obstáculo para el pase podría surjir alguna vez de nuestra ley civil. 
La tutela establecida en el extranjero deberá ceder, en circunstancias dadas, á 
la que estuviera establecida ya en el reino, ó en el reino deba constituirse. 
Si en este país tuviese el menor la mayor parte de sus bienes, y si, por su- 
puesto, tuviese allí su domicilio, la tutela dada en el extranjero no produciría 
efectos ni en cuanto á la persona ni en cuanto á los bienes situados en terri- 
torio italiano)». 

Condusitn sohe el punto. En consecuencia de cuanto dejamos expuesto 
acerca de los actos de jurisdicción voluntaria, creemos deber concluir que en 
Venezuela ellos deben ser sometidos á la Corte ó Tribunal respectivo, los cuales 
deben examinarlos, aplicando en cuanto sea dado la disposición del artículo 
714, y examinando especialmente las condiciones que recomiendan los auto- 
rizados escritores cuyas doctrinas hemos presentado. 



Articulo 7ig, No debemos olvidar el precepto del artículo 719, según el 
cual el asunto (pase de sentencia extranjera) debe decidirse como de mero 
derecho, sin admitirse otras pruebas que los documentos auténticos que pro- 
dujeren las partes hasta sus respectivos informes. Claro es que exigiendo la 
ley la prueba auténtica de todo cuanto el legislador considera necesario, y 
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no debiendo entrarse en el fondo del asunto en que se dio la sentencia, no 
hay necesidad de término probatorio, ni de otras pruebas más que no sean el 
complemento auténtico de las circunstancias exijidas. Por supuesto, que esto 
se entiende respecto de la cuestión de fondo, como en los juicios ordinaric 8, 
después de pasado el período de las excepciones previas y dilatorias, en que 
puede haber necesidad de alguna prueba. Cuando se ha contestado al fondo, 
es la oportunidad de abrir el término probatorio acerca de lo principal. La 
doctrina comprende todos los casos en que la ley exige examen de las condi- 
ciones expuestas en lo que atrás dijimos. 

Articulo 72^. Para concluir, el artículo 723 dice: 

ff Las disposiciones de este título quedan subordinadas á las de los trata- 
dos y convensiones internacionales y á las de |las leyes especiales». 

Ningún trat:do ha celebrado Venezuela (que sepamos) sobre ejecución de 
sentencias especialmente, ni en los vigentes hay nada relativo á ese punto. 
Tampoco se ha sancioaado ninguna ley especial que de algún modo altere 
ó modifique directamente las disposiciones que acabamos de estudiar. Pero 
claro es, que si en lo futuro se coacluyere entre la República y cualquiera otra 
potencia, alguna convención particular sobre esa materia, obtenida la aproba* 
ción de la Lejislatura nacional» deberá obedecerse como ley del país, con 
preferencia á las disposiciones generales del título que hemos examinado, en 
cuanto á esa nación contratante. Lo mismo debemos «decir de cualquiera ley 
especial que llegare á sancionarse en adelante. 
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PARTE 2? 



PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 
EN MATERIA DE NATURALEZA NO CONTENCIOSA 



TITULO *3:rx: 



PROCEDIMIENTO EN LO RELATIVO AL 
MATRIMONIO 



SECCIÓN 1? 



I>e la.s licencias 



Art. 724. Ni los interesados, ni la autoridad podrán exigir 
de las personas que deban prestar su consentimiento para el ma- 
trimonio de menores, los motivos de su negativa, aun cuando se 
limiten á manifestar que ni convienen ni se oponen al matrimonio; 
teniéndose tal manifestación como no prestación de licencia. 

Art. 725. El tutor podrá, para dar ó negar su consentimiento 
al matrimonio, pedir al Juez de. i^ Instancia donde se constituyó 
la tutela, que reúna el consejo de fútela para que el tutor lo oiga pri- 
vadamente. 

Art. 726. El Juez de parroquia, en su caso, para dar ó negar 
la licencia, podrá tomar los informes privados que crea convenien- 
tes en interés moral y material del menor. 

Art. 727. Ningún recurso habrá contra la concesión ó ne- 
gativa de la autorización para el matrimonio; expresada por el lla- 
mado por la ley á darla. 
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- SBCOION 2^* 
I>el depósito de persona. 



Art. 728, Cuando á una menor de veintiún años y mayor 
de diez y oclio, que quisiere ■ casarse, se pusiere obstáculo para la 
manifestación de que trata el artículo 88 del Código Civil, por su 
padre ó tutor, podrá pedir por sí ó por otro, á su nombre, que se 
la deposite. 

El Juez, acompañado de su- Secretario y dos testigos, se cons- 
tituirá en la casa, y sin la presencia del padre ó tutor la impondrá 
de la solicitud para que la ratifique ó nó. Si la ratificare, el Juez 
acordará el depósito. 

Acordado el depósito se oirá al padre ó tutor y á la menor 
misma sobre la casa donde deba ser depositada. 

Art. 729. Cuando en un juicio sobre nulidad del matrimonio 
ó sobre divorcio, se acordare el depósito de la mujer, el Juez que 
lo hubiere acordado consultará al marido y á la mujer sobre la 
casa donde deba efectuarse el depósito. 

Art. 730. El Juez de la .causa podrá también acordar el de- 
pósito del menor en los juicios sobre suspención de la patria po- 
testad ó remoción del tutor por maltrato ó abandono del menor. 

También en este caso se oirá al padre ó al tutor y al menor- 
sobre la casa donde se haga el depósito. 

Art. 731. En todos los casc^ de depósito no podrá ser nom- 
brado depositario sino un padre ae familia que goce de buen con- 
cepto público; prefiriendo, en igualdad de circunstancias, los pa- 
rientes del depositado, según su proximidad. 

Art. 732. Al constituirse el depósito de mujer casada en cuyo • 
poder deban quedar todos ó algunos de los hijos, se le entrega- 
rán estos. 

Art 733. En todo caso de depósito se entregarán á la per- 
sona su cama y ropa de su uso, así como las de los hijos que 
se entreguen á la mujer. 

Art. 734. Los alimentos que se hayan acordado 6 se acorda- 
ren serán pasados por mensualidades anticipadas al depositario, 6 
á la mujer casada, en su caso. 
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El Juez dictará las medidas necesarias para que se hagan efec- 
tivas las entregas y para asegurar las futuras, pudiendo llegar hasta 
el embargo de bienes. 

Art. 735. El depósito de la menor para la fijación de carteles 
durara hasta que se verifique el matrimonio, á menos que antes 
desistiese de casarse. En los demás casos, hasta que termine el 
juicio de algún modo legal. 

ESTUDIO 168 

ANTECEDENTES 

Siendo estas materias de que se ocupan los artículos copiados, entera- 
mente nuevas en nuestro derecho procesal, no tenemos antecedentes que citar. 

E3r:E=*Xiic-A.02:02sr ss 

A qiié disposiciones se refieren los a f líenlos. Las disposiciones de los artículos 
724 á 727, se refieren á las del Código Civd de 1876 en sus artículos 80 á 86, 
sobre los requisitos de consentimiento de los padres, madres, abuelos pater- 
nos y maternos, tutores y jueces de parroquia, en sus casos. 

Especialidades. Pero es denotar en los artículos que estudiamos, primero, 
que ni las autoridades ni los interesados podrán exigir de las personas que 
debau^ prestar su consentimiento, los motivos de su negativa: medida que es 
de prudencia, para evitar que surjan odiosidades 6 enemistades, que en el si- 
lencio no encontrarán pretexto: segundo: que el tutor puede pedir la reunión 
de un consejo á quien oir privadamente para ilustrarse mejor y aún compartir 
la responsabilidad: tercero: que el Juez puede tomar informes privados res- 
pecto^ del interéá niiteríal y moral del menor ; y cuarto: que ningún recurso 
se dá contra la concesión ó contra la negativa. Teniendo á la vista las dis- 
posiciones de ambos Códigos, el procedimiento no es probable que psesente 
dificultades. 

El asunto es delicado, porque las contrariedades pueden ser tomadas como 
ofensas y hacer surjir, no sólo desagrados, sino hasta vías de hecho. La 
prudencia y el silencio se imponen. 

Depósilo de pefso7ias. Pasemos á la Sección 2a, que se ocupa de los de- 
pósitos de personas; ya parala fijación de carteles, ya en los juicios de nuli- 
dad de matrimonio y de divorcio ; ya en los de suspensión de la patria potestad 
6 remoción del tutor. S¿ refieren las disposiciones á los casos previstos en 
el Código Civil en los artículos 88 á 92 respecto de carteles; 134 y 157 sobre 
anulación de matrimonio y ea caso de divorcio; 254 respecto de privación de 
la patria potestad; y 313, 311, 323 y 324 á cerca de los tutores y su re- 
moción. 

Con vista de los artículos citados de uno y otro Código, no fpuede haber 
dificultades para llevar á cabo el depósito de personas á que se refiere el 
procedimiento. 

Faculiades del Juez y condiicla délos depositados. Al Juez toca dictar las me- 
didas necesarias, así para asegurar el pago puntual de las pensiones antici- 
padas que han de pasarse, como á la entrega de cama y ropa, que natural- 
mente debe ser proporcional á la condición dí* las personas. Aunque la ley 
habla sólo de cama y ropa de su uso, nos parece que no podría negarse á los 
depositados aquellas cosas de uso diario para su aseo ; y aúa para el adorno 
de su persona, que sea de costumbre. No se trata de penar, de hacer sufrir 
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con privaciones innecesarias á las personas, sino de mantenerlas al cuidado de 
personas que velen por ellas, celen sus correctos procederes, y alejen todo 
motivo de discordia, de ofensas, de miltrat'^. Nj es tainpo::o el depósito una 
prisión, de modo que no puedan visitar á personas de su familia y alguna otra 
de moralidad reconocida, ( si fuere necesario con acompañimiento de quienes, 
elegidos pru lentemeate por el depositario, ó cualquiera otra precaución ino- 
fensiva que éste juzgare del caso). Lo que no pueden los depositados, es 
abandonar el depósito; pues si tuvieren motivos justos da queja, pueden pedir 
al Juez que acordó el depósito, la variación de éste, que el Juez podrá acordar 
con las formalidades legales para establecerlo, si lo creyere procedente. AI 
depositaiio toca informar al Juez de cualquier novedad y de cualesquiera mo- 
tivos de queja sobre la conducta de los depositados, y aún pedir también que 
se varíe el depósito. 



SECCIÓN 3? 



autorizaciones Á la. mnje]:* ea.sa.da. 



Art. 736. Cuando la mujer casada necesite autorización judicial 
para actos respecto de los cuales la ley exija * la licencia del marido, 
que no quiere 6 no puede darla, ocurrirá al Juez de i^ Instancia 
del domicilio matrimonial, quien mandará citar al marido para que 
exponga lo que crea conveniente. 

Con su contestación, 6 sin ella 3Í no concurriere á pesar de 
ser citado, ó no pudiere ser habido, 6 estuviere en incapacidad de darla 
6 de concurrir, el tribunal, con conocimiento de causa, según la 
prueba producida y practicando las diligencias que juzgare nece- 
sarias para la averiguación de la verdad, proveerá lo que sea de 
justicia, consultando los verdaderos intereses de la mujer. 

Art. 737. Cuando la mujer, de acuerdo con el marido, solici- 
tare la autorización judicial para enagenación de bienes raíces 
6 muebles de notable valor, ocurrirá al Juez del domicilio matrimo- 
nial ó al de la ubicación de la finca, exibiendo el proyecto de con- 
trato que tenga concertado, ó las bases sustanciales del que se pro- 
ponga hacer, y promoviendo la prueba de la necesidad ó utilidad de 
la enagenación, indicando los valores de costas y mejoras, y el precio 
ó monto de la enagenación que se propone. 

El Juez podrá mandar evacuar cualquiera otra diligencia que 
creyere necesaria, y según el resultado de toda la prueba evacuada 
concederá ó negará la solicitud. 

Art. 738. En los casos de los dos artículos anteriores se oirá 
apelación en ambos efectos, en caso de negativa del tribunal. 
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ESTUDIO 169 

ANTECEDENTES 

Derecho Patrio. —El artículo 381 del Código de 1880, igual al 377, se 
limitaba á decir;: «Las solicitudes de autorización judicial de la muier se deci- 
dirán sumariamente. Se citará previamente al marido cuando éste se hu- 
biere negado á dar la autorización. El tribunal practicará las diligencias que 
juzgare necesarias para la averiguación de la verdad, pudiendo con tal fin oir 
al marido, si pudiere ser habido, en los demás casos del artículo 187 del Có- 
digo Civil. 

Derecho Españoi..— Z.<?)/ /j, ///. 79, Hb, 10, Nov. Recop. El Juez con co- 
nocimiento descansa legítima ó necesaria compela al marido, que dé licencia á su 
mujer para todo aquello que ella no podría fazei^ sin licencia de su marido ; y 
si compelido no se. la diere, el Juez solo se la puede dar. 

Ley 15, tu. 70 Lib, 10. Nov. Recop. Cuando el marido estuviere ausente, 
y no se espere de próximo venir, ó corre peligro en la tardanza, que la jus- 
ticia* con conocimiento de causa, seyendo legítima ó necesaria ó provechosa 
á su mujer puede dar licencia á la mujer, la que el marido le había de dar, 
la cual así dada, vala como si el marido se la diese. 

s2C£='3:yza.^cxo:LTSs 

Según los artículos 180, 181 y 182 del Código Civil, la mujer necesita licen- 
cia de su marido para administrar, para entrar en juicio, para adquirir por tí- 
tulo oneroso ó lucrativo, enagenar, contratar y obligarse. 

Conforme al artículo 184 del mismo, á que se refiere el único de la sección 
que estudiamos, los tribunales con conocimiento de causa pueden suplir aquella 
licencia marital— cuando el marido sea menor — cuando siendo mayor se halla 
ausente ó impedido— cuando la rehuse sin motivos fundados — cuando no siendo 
parte la mujer en juicio contra el marido, haya oposición de intereses entre 
ambos — cuando trate la mujer de enagenar bienes raíces, estando separados 
legalmente de bienes. 

Las solicitudes se harán por escrito al juez del domicilio del marido, y 
el Tribunal mandará citar al marido para que exponga Jo que crea con- 
veniente, para poder decidir sumariamente con conocimiento de causa, e.sto es, 
con vista de la prueba que se haga de los hechos en que se funda la soli- 
citud, ausencia, impedimento etc., y con los demás datos ó recaudos que el 
juez crea deber exigir como necesarios, según el caso, verbi-gracia — presenta- 
ción de alguna escritura, comprobación de deuda, avalúo de la cosa, etc. 

Con su contestación ó sin ella, si no concurriere á pesar de ser citado, 
6 no pudiere ser habido, ó estuviere en incapacidad de darla, se dará eurso á 
la solicitud para la prueba conducente. 

Si el marido es menor, y mayor la mujer, la autorización á ésta del Juez 
será suficiente. Si el marido es menor, y menor también la mujer, habrá que 
citar al curador de aquél para oirlo y para que asista á la mujer en los ac- 
tos para los cuales «le le autoriza. ' ¿o mismo habrá de resolverse en el caso 
de interdicción ó inhabilitación total del marido, según sea mayor ó menor la 
mujer. 

Si el caso es de ausencia del marido mayor, siéndolo también la mujer, 
la autorización judicial es bastante para obrar esta. Pero si es menor la mujer, 
habrá que darle un curador especial, á quien .se citará previamente para oirlo, 
y el cual deberá asistir á la muier. La ausencia debe ser en lugares lejanos, 
de donde no pueda esperarse próxima y oportuna vuelta. 
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Si se trata de impedimento del marido, lo cual puede suceder no sólo por 
interdicción 6 inhabilitación, sino por una enfermedad grave que le prive del 
uso de sus facultades intelectuales transitoriamente, por tiempo que no pueda 
esperarse por la urgencia del caso, como una fiebre cerebral, un ataque aplo- 
plético, etc., se obrará como hemos dicho para el caso de ausencia. 

Cuando la mujer separada de bienes menor de edad pida autorización para 
gravar ó vender bienes raíces, debe tenerse presente, si es menor, que conforme al 
artículo 361 del Código Civil, ella está sometida á la cúratela de su padre 6 
de su madre, y á su falta debe nombrar curador. 

Fuera de los casos enumerados, ocurre frecuentemente el del artículo 1381 
Código Civil, según el cual los bienes raíces de la mujer no podrán ser ena- 
genados ni hipotecados sin su consentimiento expreso y previo decreto judicial 
con conocimiento de causa. Según esto, ninguno de los dos, no separados de 
bienes, pueden vender bienes raíces déla mujer, ni aun con el consentimiento de 
ésta, sin la autorización judicial. La solicita la mujer con asistencia del ma- 
rido, exponiendo las causas de necesidad y utilidad ; y previa la comproba- 
ción del caso y los datos que el tribunal pidiere como comprobación del valor, 
presentación de documento, etc., resuelve el tribunal sumariamente. 

En todos los casos, de la negativa hay lugar á apelación en ambos efectos. 

En estos asuntos de autorización á la mujer casadla, deben los jueces obrar 
con la mayor cautela, prudencia y tino, examinando con gran atención el proyecto 
de contrato concertado ó las bases sustanciales del que se proponga celebrar, 
cuya presentación exije la ley ; y tener presente que no es sólo cuando se trata 
de bienes raíces, sino también de muebles de notable valor, que es necesaria 
la autorización judicial ; pues la riqueza mobiliaria es en estos tiempos, á veces 
aún más importante que la inmobiliaria. Una negativa inconsulta puede oca- 
sionar la ruina de una familia, según la aplicación que se proponga dar á la 
suma que ha de obtener de la enageuación proyectada : quizás con esos fondos 
puede libertar valores mucho más importantes que los que sacrifique de pronto. 
Y una autorización, también inconsulta, puede igualmente producir la ruina, 
si el empleo que se propongan dar á los fondos, sea una temeridad, una em» 
presa disparatada ó llena de peligros, una verdadera imprudencia, atendidas 
todas las circunstancias. Es por eso que tanto se recomienda á los jueces el 
estudio detenido de tales asuntos ; pues aunque él no sea culpable de esos re- 
sultados fatales, sí es su deber tutelar lo más eficazmente posible, los inte- 
reses de las mujeres casadas. Todo cuanto se esfuerce en inquirir la verdad 
de la situación y los propósitos que se tengan, nunca será exagerados para 
dejar cumplido su deber concienzudamente. 
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TITTJLO XX 



PROCEDIMIENTOS EN ASUNTOS DE TUTELAS 



SECCIÓN 1^ 



r>el Consejo de tutela. 



Art. 739. El Juez de i^ Instancia donde esté constituida la 
tutela formará el Consejo de tutela y ordenara su reunión en todos 
los casos determinados en el Código Civil y en el presente, obrando 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 299 y siguientes 
de aquel Código. 

Art. 740. El Juez redactará el acta de la reunión del Consejo, 
expresando la fecha, el nombre y apellido de las personas que lo 
han constituido, la resolución adoptada por la mayoría, la opinión 
de los que difieran, y cualquiera otra circunstancia necesaria, se- 
gún la ley. Si no hubiere mayoría sobre lo que haya de resolverse, 
se expresará el voto de cada uno. 

El acta será firmada por el Tribunal y todos los miembros del 
Consejo, y de ella se dará copia certificada al que la pidiere. 

Art. 741. La falta de mayoría entre los miembros del Consejo 
no será obstáculo para que el Juez libre la resolución que le toque 
dar, según la ley. 



SECCIÓN 2? 



X>el protrttor 



Art. 742. En todo caso en que, conforme á la ley, el protutor 
deba promover juicio en defensa de los derechos del menor, deberá 
pedir al Juez la reunión del Consejo de tutela para consultarle el 



asunto. 
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Si estuvieren en desacuerdo el protutor y el Consejo de tutela, 
el Juez resolverá lo que sea de justicia y más conveniente á los 
intereses del menor. 



SECCIÓN 3^ 



A^utorizaciones sil pa.dx*e5 a,l tutoi* ó ni curAdox* 



Art. 743. Cuando el padre necesitare autorización judicial para 
algün acto respecto del cual la exija el Código Civil, ocurrirá 
al tribunal de i^ Instancia de su domicilio, presentará el proyecto 
de lo que pretenda hacer ó sus bases sustanciales, y comprobará 
la necesidad ó utilidad evidente del menor. 

El Juez, con conocimiento de causa, proveerá lo que sea de 
justicia. 

Art. 744. De la misma manera se procederá en los casos en 
que el tutor ó el curador necesiten de la autorización judicial para 
alg^in acto en que la ley la exija, obser\'ándose en todo las dispo- 
siciones del Código Civil. ^ 

ESTUDIO 170 

ANTECEDENTES 

Derecho patrio. — El Código de 1880 tenía sobre la materia los artículos 
382, 383 y 384. El de 1873, los 378 á 382 que no son del todo iguales á aque- 
llos otros. Nada contenían uno y otro Código sobre protutor y autorizaciones 
del que estudiamos ; y tampoco se encuentran antecedentes en el de 1838. 

Derecho español y Derecho romano.— No se conoció la institución de 
los consejos y de los pro tutores. 

Celo pot los intereses de los menores. La legislación ha establecido siempre 
medios de vigilar la conducta del tutor, y ha sujetado sus actos á ciertas for- 
malidades que sirvan de garantía á su conducta, fuera del aseguramiento de 
los resultados de su administración. En los derechos español y romano el 
Tribunal ejercía la superior vigilancia, y era el| primer patrono de los menores. 
La legislación moderna, manteniendo siempre hasta cierto punto esa supervi- 
' gilancia judicial, ha creado el cargo de protutor y la institución de consejos, 
llamados, ya de familia, ya de tutela, para intervenir en los actos más impor- 
tantes que se relacionan con la persona é intereses del pupilo, con facultades 
más ó menos extensas; y para velar más de cerca los procederes del tutor. 
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Nuesho Código, Nuestros Códigos adoptaron el cargo de tutor y crearou 
el Consejo de tutela, primero corno p^riuaneate, y de:5pués oni) ocasional, 
y ordinariamente como cuerpo de consulta, formándose y actuando cada vez 
que llega la oportunidad. Aunque el padre y la madre en ejercicio de la patria 
potestad, pueden respectivamente elegir en testamento, personas para el consejo 
de tutela, si cuan lo haya de oírse á éste, estuvieren todas ó algunas de ellas 
impedidas ó fuera del lugar, el Tribunal debe llamar otros parientes de una 
y otra línea, ó aún extrañas que gocen de buen concepto público; y amigos 6 
relacionados con la familia del menor, siempre que sea posible. 

Composición del consejo. El Consejo debe componerse de cuatro personas 
elegidas por el Juez, conforme á los artículos 299 y 300 del Código Civil. El cargo 
63 obligatorio y gratuito, y la inasistencia del nombrado puede castigarse 
con multas hasta de cien bolívares, según el artículo 302 del citado Código. 
Su misión es dar su opinión sobre el asunto ó punto que se le consulta; con- 
sulta que no se le hará sino después que -el asunto esté sustanciado del todo, 
con vista de lo actuado. 

Cuando lo consulta^ En todos los casos expresamente determinados por la 
ley, ó en que, según este Código (el Civil), necesite el tutor obtener la auto- 
rización judicial, el Tribunal oirá la opinión de un consejo que loimará y 
reunirá al ocurrir el caso. El artículo 739 del procedimiento agrega que tam- 
bién debe hacerse en los casos determinados en este Código. 

Recorriendo los tratados correspon lientes del Código Civil se irán encon- 
trando los diferentes casos de reunión del consejo ; recorrida que no hacemos 
aquí para no extralimitar la misión que nos hemos propuesto, y no creerlo abso- 
lutamente necesario. Del Código de procedimiento que estudiamos sí recorda- 
mos la disposición del artículo 725, en el caso de licencia del tutor para el 
matrimonio de su pupilo. 

Redacción del acia. Toca jal Juez redactar el acta de la reunión del consejo, 
según el artículo 740 de los que estudiamos ; y debe expresarse en ella la fedia 
de la reunión, el nombre y apellido de las personas que han constituido el con- 
sejo, la resolución adoptada por la mayoría, la opinión de los que difieran y 
cualquiera otra circunstancia necesaria según la ley. 

Falla de mayoría. La falta de mayoría, dice el artículo 741, no será obs- 
táculo para que el Juez dicte la resolución que le toque dar, según la ley. La 
resolución del juez, cuando se trata de autorización, si no fuere conforme con 
la opinión del consejo, dará de hecho lugar á la consulta al superior; á quien 
deben remitirse las diligencias para que decida. ¿ No será procedente que se 
obre del mismo modo, sin perjuicio del recurso que pueda intentar el interesado, 
cuando no haya habido mayoría en el consejo, en algún asunto grave ó de gran 
importancia, verbi-gracia cuando se trata de que el menor se eduque en una 
religión distinta de la de su familia? Nos inclinamos á la afirmativa, pues en 
esta materia se debe buscar sobre todo el interés del menor. 

Sigamos ahora con el protutor. 

Protutor, Su nombramiento. El protutor es nombrado de conformidad con 
lo preceptuado en el artículo 306 del Código Civil y los demás á que él se re- 
fiere. Las obligaciones que le conciernen están detalladas en el artículo 308 
del mismo. Entre ellas es la primera la de sustentar los derechos del menor 
en juicio y fuera de él, siempre que estén en oposición con los del tutor. A 
este caso y á cualquier otro en que por la ley ¿eba promover juicio en defensa 
de los derechos del menor, dispone el artículo 742 del Código que estudiamos, 
que debe pedir al juez la reunión del consejo de tutela para consultarle el 
asunto. Y si estuvieren en desacuerdo el protutor y el consejo, toca al Juez 
resolver lo que sea de justicia y más conveniente á los intereses del menor. 

15 
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Convenüncia de la consulta. Prudente es esa consulta, en que de todos mo- 
dos se ilustrarán jmás, así el juez como el protutor; sobre todo en asuntos 
graves que pueden ocurrir, ya contra el tutor, ya contra terceros, y en que no 
pueda obrar, por causa lejítima el mismo tutor. Supóngase una colisión entre 
el menor ya de cierta edad y su tutor, porque la renta de aquél sea cuantiosa 
y se empeñe éste en mantenerlo y educarlo sin consideración á la posición que 
le permita aquella renta ; ó bien que por creerlo útil quisiera el tutor enagenar 
la mejor finca del menor; ó tenga en abandonólos intereses; y ocurra al juez 
ese menor quejándose de tales propósitos ó inconveniencias, oponiéndose á ellos 
y buscando remedio. Si no hubiere otro medio de solucionar la colisión, acuerde 
el tribunal promover un juicio para sostener los intereses del menor, es clara 
la conveniencia deconsultar al conseje, formado con parientes y amigos, cuya 
prudencia puede indicar el camino más racional ó las medidas más oportunas. 

Auiofizaciones, Ahora, respecto de las autorizaciones que el padre necesita 
respecto de asuntos de bienes de sus hijos menores, deben tenerse presentes 
las disposiciones de los artículos 242 y 243 del Código Civil ; y obrarse de con- 
formidad con el artículo 743 de este Código que estudiamos. Y en cuanto i 
los tutores y á los curadores, deben cumplirse las disposiciones del Código 
Civil en su tratado De la administración de la tutela^ y en especial los artículos 
339» 340, 341. 345^340, 347 Y 34^ del dicho Código Civil; y en cuanto al pro- 
cedimiento se obrará en conformidad con lo dispuesto en los artículos 743 y 
744 que estudiamos. 

Recomendé ciÓ7t, Y aquí es oportuno volver á recomendar á los jueces el 
mayor celo, el mayor interés en la comprobación de la utilidad ó necesidad de 
enagenación de bienes de los menores. Útil nos parece la exigencia de pre- 
sentar en casos de importancia y gravedad un estado claro del activo y pasivo 
de los bienes del menor para mejor deducir la verdadera situación. De las tu- 
telas salen de ordinario menguados los bienes de los menores, y á veces hasta 
perdidos del todo, con gravísimos perjuicios de los interesados y de ias fs- 
milias. 



TITULO XXI 



PROCEDIMIENTOS RELATIVOS 
A LAS SUCESIONES HEREDITARIAS 



SECCIÓN 1? 



Testamentos 



Art. 745. La solicitud que se dirija sobre apertura de un tes- 
tamento cerrado, puede ser verbal ó escrita, á elección del soli- 
citante. 
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Si fuere verbal, se la hará constar en un acta que firmarán el 
Juez, el Secretario y la parte, ó un testigo, si esta no pudiere ó 
no supiere firmar. 

Art. . 746. Los demás actos que deben practicarse, según el 
Código Civil, se liarán constar en actas firmadas por el Juez, el 
Secretario, los testigos y las partes que sepan y puedan firmar. 

Si la parte no pudiere ó no supiere firmar, se hará constar así en 
el acta, respectiva. 

Art. 747. Podrá usarse con los testigos que no comparezcan á 
la citación que se les haga para este acto, de los mismos apremios 
que con los del juicio ordinario, y los del . testamento serán además 
responsables de los daños y perjuicios que causaren por su^ ina- 
sistencia culpable. 

ESTUDIO 171 

ANTECEDENTES 

Derecho patrio. — Los artículos copiados son los 395 á 397 del Código de 
1880 y 393 á 395 del de 1873. Ley /a ///. c?? Cod. de 1838, 

Art. 1° El que se crea heredero ó legatario puede pedir la apertura del 
.testamento cerrado, acreditando la muefte del testador. Su solicitud puede ser 
verbal ante el Juez de la Instancia ó alcalde parroquial que tenga jurisdicción 
en el mismo lugar en que se encuentre el testamento. 

Art. 20 El Juez acordará en la propia audiencia la entrega del testamento 
por la persona en cuyo poder se halle, señalando el término en que deba ha- 
cerlo ; y dejará constancia de este acto en una diligencia en que se expresarán 
el nombre, apellido y domicilio de la persona que lo ha solicitado, la cual 
firmará después del Juez, si supiere hacerlo, 6 un testigo por ella cuando 
no sepa. 

Art. 3° Puesto en el Tribunal el pliego que contiece el testamento, se 
examinarán sus sellos, y se pondrá una diligencia en que conste el estado en 
que se ha presentado, expresándose especialmente, si los sellos están ó nó ín- 
tegros, y SI hay 6 nó aparienci'dS de haber sido abierto el pliego. 

Art. 40 En el propio acto se mandará citar á los testigos que hayan fir- 
mado la manifestación del testador de ser aquel su testamento, para que reco- 
nozcan sus firn^as, lo cual podrá verificarse en cualquier día, y por el orden en 
que comparezcan, sin necesidad de qite estén todos reunidos. 

Art. 59 Practicado el recbnoci miento de las firmas por cuatro de lo¡> tes- 
tigos, piiede abrirse el testamento, quedando siempre obligados los demás testigos 
á hacer el reconocimiento de las suyas. Aún cuando no estén reconocidas las 
firmas de este número de testigos, podrá también abrirse aqu4l, si el Juez con- 
siderare que puede resultar perjuicio de la tardanza; pero en este ca.so, pre- 
.senciarán el acto cuatro hombres buenos que firmarán la diligencia después del 
juez y el interesado. 

Art. 69 Por lo que respecta á los testigos muertos, se instruirá informa- 
ción de abono, y cada testigo y su firma deberán abonarse por dos personas 
cuando menos. Aún cuando hayan muerto todos los testigos, estaudo abona- 
dos, podrá precederse á la apertura del testamento. 



Digitized by 



Google 



^ —228— 

Art. 7? Abierto el testamento, se leerá en audiencia publica, y quedará 
unido al expediente de las diligencias que. precedieron á su apertura; y cuando 
se hayan practicado todos los reconocimientos ó abonos, se remitirá al regis- 
trador respectivo. 

Derecho español. — Ley 2^ Ht. 18 lib, 10. Nqv, Rec. Ordenamos y man- 
damos, que la solemnidad de la ley del ordenamiento del señor Rey Dn. Alonso 
desuso contenida, que dispone quantos testigos son menester en el «testamento, 
se entienda y platique en el testamento abierto que en latin es dicho nuncu- 
pativo . . ; pero en el testamento cerrado que en latin se dice in scripitts, man- 
damos, que intervengan á lo menos siete testigos con un Escribano, los cuales 
hayan de firmar encima de la escritura del dicho testamento, ellos y el testa- 
dor, si supieren y pudieren firmar ; y si no supieren, y el testador no pudiere 
firmar, que los unos firman por los otros ; de manera que sean ocho firmas, 
y más el signo del Escribano . . . 

Ley 3^ (it- 20 Pari, 6^^ Abierto debe ser el testamento delante del juez or- 
dinario e délos testigos que son escritos en el. Pero en ante que el juez lo 
manda abrir, deve saber dellos, si es aquel el testamento en que pusieron 
sus sellos, o fisieron poner; o en que.escrivieron sus nonies. E los testigos de- 
ven conocer si son aquellos sus sellos ; e si la mayor partida dellos dixeren 
que pusieron los sellos en el testamento, deve ser abierto antelios, e leydo, 
maguer todos non se acertassen y. E después desto develo enviar a aquellos 
que non fueron presentes, que conoscan sus sellos, si fuessen dolientes, o per- 
sonas muy honradas; o si fuessen en otra tierra que non pudiessen ser llama- 
dos ni venir sin grand trabajo. E si acae.sciesse, que alguno destos testigos 
negasse que no pusiera su sello en el testamento, non lo deve dexar por esso 
de abrir; como quier que alguna sospecha sea contra el testamento, por el 
niego de aquel testigo. E si por ventura el juez non pudiesse aver los testi- 
gos ante quien fue fecho el testamento para abrirlo ante ellos, porque fues- 
sen todos o la mayor partida dellos en otra tierra; entonces dezimos que si 
el judgador eutendiesse que podría acaescer algund daño o algund embargo, 
por razón que el testamento non se abriesse ante que aquellos testigos pudies- 
sen venir, que deve fazer venir ante si omes buenos e abrir el testamento 
ante ellos; e desque fuere abierto, develo mandar trasladar e leer. E de si, 
deve cerrar el testamento e mandar que aquellos omes buenos que pongan 
sus sellos en el. E en esta guisa se puede abrir el testamento, maguer non 
este delante ninguno de los testigos ante quien fue fecho. Pero después que 
vinieren los testigos develes mostrar el testamento que conozcan los sellos, e 
si fueren a otra parte, embiarsela alia segund desuso diximos. E deven ellos 
jurar que digan, si es aquel el testamento que ellos sellaron, e onde fueron tes- 
tigos. E des que haya tomado la jura, deben fazer trasladar el testamento en 
su rejistro, e los dichos de los testigos que. dixeron quando juraron; o en essa 
misma carta, en que esta escrito el testamento, si oviere y pargamino tanto, 
en que se pueda escrevir lo que dixeron. E después desto, deve dar traslado 
del testamento, a aquellos a quienes es algo mandado en el, si gelo de- 
mandaren. 

Testafuenios según nuestra legislación. Reconoce nuestro Código Civil como 
testamentos ordinarios, el abierto, nuncupativo 6 público, que se otorga ante 
el Registrador y tres testigos que sepan leer y escribir, con registro 6 sin él 
en los protocolos; ó ante cinco testigos que tengan las mismas cualidades, sin 
Registrador. Aquél es un instrumento publico : éste se eleva á tal después del 
reconocimiento de la firma y contenido del testamento por los testigos instru- 
mentales, reconocimiento que ha de hacerse, bajo pena de nulidad, dentro de 
tres meses después del otorgamiento. Y reconoce también el testamento cerrado, 
que ha de .estar bajo cubierta cerrada, y sellada, de modo que no pueda ser 
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extraído sin ruptura ó alteración de ésta, y otorgado con todas las formaUda- 
des expresadas en el artículo correspondiente del Código Civil. El testamento 
in ve? bis y de la antigu'a legislación española, y el ológrafo de los franceses, no 
son aceptados por nuestra legislación actual. 

Testamento abierto. No se ocupa el Código de procedimiento del recono- 
cimiento por parte de los testigos, en los testamentos abiertos hechos sin Re- 
gistrador, sino' después que ha tratado de los otros. Ocúpase primero en 
complementar las. dispo.siciones del Código Civil, relativas á la apertura del 
testamento cerrado, colocadas allí aunque de tramitación, por su importancia y 
por ser parte esencial del derecho mismo de testar bajo esa forma secreta. 

Petición de apertura, Dá^el artículo 885 del dicho Código Civil á cualquiera 
que se crea interesado el derecho de pedir al juez del lugar en que se encuentre 
el testamento la apertura de él cuando es cerrado, comprobando la muerte del tes- 
tador. Sin esta comprobación, no podría procederse ; y ella debe hacerse con 
la respectiva partida de defunción, ó caso de no haberla, con la prueba que 
sea necesaria, según el caso. 

Esa solicitud, dice el Código de procedimiento, puede ser verbal ó escrita; 
pero si fuere verbal se harálconstar en un acta que firmarán el Juez, el Se- 
cretario y la parte, ó un testigo por esta si no supiere ó no pudiere firmar. 

Cuando no se acompaña. Si con la solicitud se acompaña el testamento, así 
se hará constar. Si no se acompaña por estar en poder de otro, se acordará 
su consignación, notificando al tenedor. Y en uno y otro caso, al recibirse el 
testamento en el tribunal, deberán presenciar el acto dos testigos, ante los 
cuales se examinará el estado en que se encuentre el pliego, y si hay 6 
no indicios de haber sido violados 6 alterados los sellos, expresándose el re- 
.sultado de ese examen en el acta, que deberán suscribir también esos testigos. 

Reconocimiento, Luego dispondrá el juez la comparecencia del registrador 
y los testigos instrumentales para ante él reconozca sus firmas y la del tes- 
tador si la hay, y expresen además si en su concepto el pliego está cerrado 
y sellado como lo estaba en el acto de la entrega. 

^Apremios d testigos» Con los testigos que no comparezcan á la citación, 
podrá emplear el tribunal los mismos apremios que con los de la prueba en 
el juicio ordinario, sin perjuicio de ser responsables los instrumentales de los 
daños y perjuicios que causaren por su inasistencia culpable. 

Actas, Todos los actos de reconocimientos y los demás que tengan lugar 
sejiirán constar en actas firmadas por el Juez, Secretario, testigos y partes 
qué sepan y puedan firmar, expresándose la causa de no suscribir la parte, 
si así sucediere. 

Cuando se abre. No se podrá ordenar la apertura sino cuando el registra- 
dor y todos los testigos hayan hecho el reconocimiento, ó por lo menos cuando 
lo haya practicado la mayor parte, si los demás no han podido comparecer 
por muerte, enfermedad ó ausencia fuera del lugar. Deben declarar también 
los testigos si en su concepto el testamento está cerrado y sellado como lo 
estaba cuando se entregó. Y si por alguna de aquellas causas no pudiere 
comparecer el Registrador, ni la mayor parte de los testigos, ni ninguno de ellos, 
el Juez lo hará constar así por información, y abonar los testigos y sus firmas; 
esto es, hará que se compruebe el impedimento, y que otros testigos abonen 
la persona y firma de los testigos instrumentales, sin perjuicio de que los 
que de estos fueran compareciendo practiquen el reconocimiento respectivo. 
Practicado todo esto, podrá procedeise á la apertura. De modo que esta se 
manda hacer: 19 cuando el Registrador y* testigos han reconocido; 29 cuando 
el registrador y tres testigos lo han hecho, estando impedidos los demás; 3*^ 
cuando cuatro tesiigos, y nó el registrador ni el otro lo han verificado por 
impedimento; 49 cuando sólo ha reconocido una minoría de los seis, ó ninguno 
de ellos; con tal que en este caso y en el anterior se ha3'a hecho la compro- 
bación del impedimento y el abono de los que no han reconocido. . 
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Fotmalidades de la aperiara. Ordenada la apertura se procederá á ella ante 
dos testigc^, por lo m^nos, de los instrumentales, previo nuevo examen del 
pliego, y en su defecto ante dos vecinos. El Juez mostrará el pliego cerrado 
como está» romperá la cubierta y extraerá el contenido, y lo leerá en alta 
voz de manera que todos puedan impo:ierse: rubricará junto con el secretario 
y testigos Cida una de las páginas de la disposición te.stamental ; y levantará 
el acta, poniendo constancia de todo lo hecho, la cual suscribirán el tribunal y 
lo-í testigos. En el mismo acto ó p)r decreto posterior mandará archivar en 
el registro el t stamento junto con la actuación. 



Art. 748. Cuando el testamento abierto hubiere sido otorgado 
ante el Registrador y tres testigos, sin registro en los protocolos, 
deberá ser presentado al Juez de i^ Instancia para que sean re- 
conocidas las firmas, como en el caso del testamento cerrado, se- 
gún las disposiciones del Código Civil en cuanto sean aplicables. 

Art. 749. El testamento abierto hecho sin registrador, ante 
cinco testigos, deberá también ser presentado ante el Juez de i^ 
Instancia del lugar donde se encuentre el testamento, dentro del 
término que fija el citado Código Civil, para el reconocimiento, en 
el cual deberá preguntarse á los testigos si tuvo lugar el acto 
estando todos reunidos á presencia del testador, si el testamento 
fué leído en alta voz^ á presencia del otorgante y los testigos, y si 
las firmas son las de las respectivas personas y si las vieron poner 
á su presencia al testador ó á quien firmó á su ruego y á cada 
uno , de los testigos. 

También dirán si á su juicio el testador se hallaba en estado 
dé hacer testamento. 

Art. 750. En los testamentos especiales, hechos de conformi- 
dad con lo preceptuado en el Código Civil, se procederá de acuer^ 
do con las disposiciones precedentes, en cuanto sean aplicables, 
para establecer la verdad del otorgamiento, la legalidad de lo he'Jho 
y el estado del testador. 

Art. 751. Todas las diligencias de declaración de los testi- 
gos, ó sus reconocimientos, deberán hacerse en actos separados, y 
con las formalidades que exije este Código para el examen de 
testigos. 

Art. 752. Practicadas todas las diligencias con relación á los 
diversos testamentos de que hablan los artículos anteriores, el Juez 
ordenará que copia certificada de las disposiciones testaméntales sea 
registrada en la respectiva Oficina de Registro y que se agreguen 
á los comprobantes el original y las actuaciones practicadas. 
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Estos artículos no existen en los Códigos de procedimiento anteriores. 

Los testamentos á que ellos se refieren son los hechos con registrador, pero 
sin registro, á que arriba nos referimos ; los hechos en tiempos de peste, á 
que se contraen los artículos 757 y 758; loí^ que se refieren á los hechos en el mar 
durante un viaje, 759 á 766; y los qu-í son los de los militares, 767 á 771. 

Las formalidades que han detener todos ellos están estatuidas en el mismo 
Código Civil ; y este de procedimiento se contrae sólo al modo de darles au- 
tenticidad, y de lle%iar los requisitos recefarios para su validez. Y como se re- 
fi.^en en cuuito á reconocimiento, á lo dicho sobre los testamentos cerrados 
y abiertos cU que hemos hablado ya, en cuanto sean aplicables, no necesitamos 
más explicaciones. Kn todo ello la guía ha de ser el Código Civil, para no 
omitir nada de lo qiie él ex'je. Sólo nos ocurre recomendar que en el examen 
de los te^tií^^os, á más de preguntarles sobre la presencia suya ante el testador 
y los otros testigos, y de la lectura en alta voz á presencia de todos, se les pre- 
gunte también si no se separaron para nada, del acto que presenciaban, hasta 
su coiiclus'ón. Estas materias son delicadas, y ha de tomarse el mayor em- 
peño y cuidado en dejar del todo cumplida la ley. 



SECCIÓN 2? 



I>el Inventario 



Art. 753. Para dar principio á la formación del inventario 
deberán los jueces fijar previamente día y hora. Si se trata del 
inventario de herencias, testadas 6 intestadas, ó cualquier otro so- 
lemne, se hará además publicación por la prensa y por carteles, 
convocando á todos los que tengan interés. 

Art. 754. El inventario se formará describiendo con exactitud 
los bienes \' firmando el acto el Juez, el Secretario y dos testigos. 

Los interesados firmarán también el inventarío ; ^y si no saben 
ó no pueden liacerlo, se expresará esta circunstancia. 

Art. 755. Las disposiciones generales contenidas en esta Sec- 
ción se aplicarán á todo inventario ordenado por la le}^ salvo lo 
establecido por disposiciones especiales. 

I^STUUIO 172 
ANTECEDENTES 

DfíRECiio PATRIO. — Los artículos copiados son el 398 a 400 del Código de 
1880 y 396 á 398 del de 1873. Ley ^n ///. 80 Cod. de 1838. 

Art. 10 Para pedir el inventario de los bienes de la herencia, se ocu* 
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rrirá verbalmente al alcalde municipal 6 juez de paz de la parroquia en que 
tenía el difunto su domicilio, 6 en caso de duda al de la parroquia en que 
murió, si tenía costumbre de pasar allí alguna parte del año, ó á cualquiera 
de los jueces délas parroquias en que acostumbraba residir el difunto, si mu- 
rió fuera de ella. 
1 

Art. 20 El Juez señalará día para la formación del inventario, y citados 
tres días autes todos los herederos presentes en la parroquia, se hará una des- 
cripción exacta de los bienes por el heredero ó herederos, en el mismo tri- 
bunal si e^ posible; y no siéndolo, en el lugir en que pineda hacerse, adonde 
pasará el Juez al efecto. 

Art. 39 Además del Juez y su Secretario deberán estar presentes á la 
formación del inventario dos testigos. Estos han de ver los bienes y cosas 
que se comprendan en el inventario, é imponerse del contenido de cada par- 
tida escrita, y deberán firmar siempre con el Juez y Secretario. 

Art. 4*^ El heredero ó herederos que hacen el inventarío deberán también 
firmarlo, y cuando no sepan escribir, se expresará esta circunstancia. 

Derecho Español. Ley gg, tit. i8. Pari.j^ Inventario llaman, la carta en 
que deve el guardador fazer escrevir todos los bienes de los huérfanos. . . 
E primeramente dixo y otorgo el guardador sobredicho, que fallo tantas co- 
sas muebles en los bienes del huérfano, e tantos heredamientos de pan, ie tan- 
tas viñas, e tantos olivares, e tantas casas ; diziendo señaladamente quantos son 
e en que lugares. K otrosí, que fallara que había de recebir de fulano tantos 
maravedís, e de fulano tantos; de los cuales tenía cartas, fechas por mano 
de fulano ... 

Ley loo tit. i8 Patt, ja Escrito y a otro, que es dicho inventario, en que fa- 
zen los herederos del finado escrevir todos sus bienes . . . E primeramente 
otorgo, e vino conociendo que había fallado en los bienes de su padre el finado 
tantas cosas muebles, e tantas raices, e tantos debdas quel devian, o qtiel devia, 
nombrando todas estas cosas, quantasson e quales. E otro si, quienes son los 
debdores, e quantas son las cartas de las debdas, e por qual escrivano fueron 
lechas. E deven fazer este inventario ante tres ornes buenos que sean vecinos 
del lugar. E en la fin del inventario deve escrevir el heredero, que todas las 
cosas que son escriptas en -el, son verdaderas. E si non supiere escrevir, de- 
velo escrevir por el otro, esciivano público. 

S25-X=»lLiIC-A.OI01TSS 

Qicé es elinventario. El inventario es un acto conservatorio, que tiene por 
objeto hacer una relación completa de una universalidad de bienes, ó sólo de 
algunos, con el ^^ de que en todo tiempo exista la constancia de las cosas 
y objetos y de su estado, para el aseguramiento de algún derecho. Puede ser 
privado, como el que hacen anualmente los comerciantes é industriales en sus 
establecimientos 6 empresas, el del usufructuario y propietario, mayores de 
edad, verificado de común acuerdo, el que se acostumbra practicar para rea- 
lizar algunas ventas y otros en que se obra por convenio particular de los in- 
teresados. O público y auténtico, que es el que exije la ley en determinados 
casos, y por motivos diferentes. 

Casos legales. Nuestros Códigos lo exijen : 

10 Para la posesión provisional de los bienes del declarado ausente, se- 
gún el artículo 41 Código Civil. En este caso tienen derecho á concurrir al 
inventario el defensor del ausente y el opositor, si lo hay. 

20 Cuando el viudo ó viuda que tiene hijos menores de un matrimonio 
precedente, bajo su potestad, quisiere contraer nuevas nupcias, debe hacer in- 
ventario .*:olenine de los bienes que por cualquier título corresponda á diclK33 



Digitized by ^ 



hijos. E a este caso deberá concurrir ua curador especial de los hijos. Artículo 
167 Código Civil. 

3? El padre que recibe bienes de hijos que tiene bajo su potestad, en 
los cuales no goce del usufructo sino s61o le corresponda la administración, 
deberá hacerlos inventariar, teniendo derecho á intervenir el que los entregue 
y un curador especial del hijo, según el artículo 249 Código Civil. 

40 El tutor dentro de die¿ días de estar en conocimiento de su llama- 
miento, debe proceder á la formación del inventario de los bienes del pupilo, 
el cual inventario se formará por el mismo tutor, el protutor y el consejo. ó 
consejos de tutela, sin ser precisa la asistencia del juez; debiendo estar con- 
cluido dentro de treinta días que el juez podrá prorrogar. Artículo 325 y si- 
guientes, Código Civil. 

I^os bienes que el pupilo adquiriere después se inventariarán con las mis- 
mas solemnidades. Artículo 333 Código Civil. 

59 El usufructuario para entrar en posesión debe hacer á su costa in- 
ventario de los muebles y descripción de los inmuebles con citación del pro- 
pietario; y si estuviere relevado de ese deber, este podrá exijir que á sus ex- 
pensas se verifique siempre el inventario. Artículo 515. 

.60 El derecho de uso ó de habilitación no puede ejercerse sin caución 
previa y formal inventario de los muebles y descripción del estado de los in- 
muebles, también con citación del propietario. Artículo 540. 

79 Los albaceas, con la voluntad de los herederos, podrán proceder al 
inventario jlc los bienes; y deberán hacerlo cuando el testador lo hubiere or- 
denado ó entren en posesión, á menos que se opongan los herederos capaces 
de administrar. Si alguno de estos no tuviere la libre administración ó fuere 
alguna corporación ó establecimiento público, deberán los albaceas ponerlo in- 
mediatamente en conocimiento del padre, tutor, curador ó administrador, y si 
estuvieren fuera del domicilio del difunto, procederán á la formación del in- 
ventario ; lo mismo que en el caso de estar ausente el heredero que tiene la 
libre administración de bienes, con tal que le den la noticia correspondiente. 
En estos inventarios se observarán las mismas disposiciones que para el que 
haya de formarse cuando la aceptación bajo b2neficio de inventario. Artículos 
875 y 876. 

89 En los casos de aceptación de herencia á beneficio de inventario. Esta 
aceptación debe hacerse por escrito ante el tribunal de la Instancia del lugar 
en que se abrió la sucesión, que es el del último domicilio del difunto : se 
publicará en extracto en el perió Jico oficial, ú otro en su defecto; y se fijará por 
edictos en la puerta del tribunal. El inventario debe preceder ó seguir á la 
declaratoria; y practicarse con las formalidades del Código de procedimiento y 
en los términos que señala el Civil — que son tres meses para el heredero 
que se halla en posesión real de los bienes, á contar desde que se abre la su- 
cesión ó sabe que se le defirió, lapso que puede ser prorrogado á solicitud 
de partes por el juez, hasta por otros tres meses. Estos mismos términos para 
el que no está en posesión de la herencia ni ha intervenido en ella, á contar 
del día que fije el tribunal, cuando se ha intentado alguna acción contra la 
herencia ó alguna solicitud del llamado á suceder en vez del heredero actual 
para que éste acepte ó repudie — todo el tiempo de la prescripción del dere- 
cho de aceptar, cuando no esté en posesión el heredero ni se ha hecho nin- 
guna de aquellas reclamaciones — un año para los menores, entredichos é in- 
habilitados, contado desde la mayoridad ó la cesación de la interdicción ó 
inhabilitación, respectivamente. Artículos 922 y siguiente, Código Civil. 

99 En la herencia yacente. El curador está obligado á formar el inven • 
tario de la sucesión, siguiendo para ello las disposiciones sobre aceptación bajo 
beneficio de inventario, esto es, previo emplazamiento por la prensa y por 
carteles, en el cual se insertará el nombramiento de curador. Artículos 961 y 962. 
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loi En los casos de cesión de bienes, concurso necesario de acreedores^ 
en que 5e decrete embargo; secuestro, arraigo ó afianzamiento, ejecución de sen-' 
tencia y todo otro caso de embargo definitivo ó precautelatu'o, en que se 
constituya depósito de bienes que hayan de devolverse ó de que deba darse 
cuenta, conforme á las leyes de procedimiento; se forma inventario para la 
entrega, que ha de servir para la devolución. 

Elementos del inventario. Los elementos constitutivos do! inventario son : 
descripción particularizada y precisa de cada objeto mueble de modo que pueda 
re(fouocerse la identidad, é indicación de los inmuebles, de minera que queden 
bien determinados; lo cual constituye la verdad material— autenticidad, en la 
cualidad legal del funcionario que coacurre á la formación; lo que dá la ver- 
dad moral — intervención de aquellos que tienen el derecho de asistir, ó sea 
llamamiento ó emplazamiento de ellos, sea general, como en los casos de su- 
cesión, sea particular cuando la ley la exije y necesite hacerse por no estar ó 
no deber estaren cuenta el interesado según el curso de la causa. 

Fijación de díx y hora. Así, el artículo 753 que estudiamos, dispone que 
el Juez fije previamente día y hora; y según el caso fije los carteles y haga 
las correspondientes publicaciones, que son el aviso á todos los que se consi- 
díren con algún derecho, como herederos, acreedores ó cualquier otro título; 
sin perjuicio de que en los otros casos se hagan las citaciones que se requieran , 

Y el 754 dice que el inventario se formará describiendo coa exactitud los 
bienes, con asistencia de dos testigos, y firmando el acta ó actas éstos con el Jiiez y 
Secretario y las partes, expresándose si alguna de estas no lo h ice por no saber 
6 no poder. 

Para llenar la exigencia de la ley, de describir con exactitud los bienes, 
es preciso, respecto de los inmuebles expresar^su naturaleza, sus nombres si los 
tienen, el lugar y jurisdicción donde están situados, y sus líniitcs conocidos; y 
respecto de los muebles, su especie, de qué materia son, su cantid id. su peso, 
su medida y toda otra indicación necesaiia para reconocer su identidad, así 
como la de los títulos activos y pasivos, libros de cuentas y escrituras y notas 
relativas á los bienes y derechos. 

Inexactitud, La inexactitud del inventario, por olvido, error ó falta de 
noticia, no lo anula, según sentir de los autores, pues bastará incorporar lo que 
falte. Pero si ha habido dolo ó mala fé por parte del heredero beneficiado, queda 
privado del beneficio de inventario ( Art. 934 Cod. Civ. ), y en los demás casos 
podrá haber nulidad ó nó,: según las circunstancias, que el tribunal estimará. 
Ahora, si en esencia lo hecho no |es sino una lista embrollad.i, sin eficacia 
para reconocer la identidad de las cosas, de modojque no pudiera adicionarse con 
lo que faltase, sería evidentemente nulo. 

Incompetencia del Juez. La falta de competencia del Juez en los casos de 
sucesión, dará lupar á nulidad; la falta de autoridad en el que obra como fuu- 
ciouario, privará de autenticidad al acto aún teniéndolo como acto público ; 
la falta de publicaciones y carteles en su caso, anularán el inventario ; y la 
falta de citación de parte interesada, cuaudo es legalmente necesaria, no anula 
é'l acto, pero lo deja como íes inter alios actu^ para el no concurrente, que po- 
dría excepcionarse con ello, y rechazar el inventario sólo en lo que dañare su in- 
terés, verbi-gracia un acreedor que se hizo figurar en él por cautidad menor 
de lo que en realidad se le debe. Son estas las doctrinas á^ Boj sari, sobre la 
materia, que creemos aplicables entre nosotros, según nuestro procedimiento. 
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SECCIÓN 3? 
Herencia, ya^cente 



Art. 756. El 'nombramiento de curador de la herencia yacente se 
insertará en la orden de emplazamiento prevenido por el artículo 963 
del Código Civil. 

Art. 757. El curador nombrado debe, antes de entrar en la 
administración, prestar ante el tribunal juramento de custodiar fiel- 
mente la herencia y de administrarla como un buen padre de 
familia. 

Art. 758. Si los bienes pertenecen á extranjero, y residiere 
en el lugar en que se encuentren aquéllos algún Cónsul ó Agente 
consular de la nación á que aquél pertenecía, se le citará, y si 
quisiere hacerse cargo de la defensa y administración de la heren- 
cia, se hará en él el nombramiento de curador; pero si en tra- 
tados públicos celebrados con la nación á que pertenecía el difunto 
se dispusiere otra cosa, se observará lo que en ellos estuviere 
acordado. 

ESTUDIO 173 

ANTECEDENTES 

Dbrbcho patrio. — I/)S artículos copiados son los 403, 404 y 405 del Có- 
digo de 1880 y 401, 402 y 403 del de 1873. Ley ja til. <?? Cod. de 1838. 

Art. 1^ Los jueces de la instancia á prevención con los alcaldes parro* 
auiaies ó jueces de paz, procederán de oficio, ó á solicitud de cualquier vecino 
a formar el inventario y valuó de cualquier herencia vacante; nombrando los 
peritos que sean necesarios, y llamando á presenciar el acto dos testigos que 
deberán firmar las diligencias que se practicaren, conforme á lo prevenido en 
la ley que habla del inventario solicitado por los herederos. 

Art. 20 Es sustancialmente el 757 actual. 

Art. 30 El Juez de la Instancia del lugar en que se encuentren todos ó la 
mayor parte délos bienes de la herencia vacante, clejirá para curador de ella 
á un vecino de responsabilidad, y mandará entregarle todos los bienes inven- 
tariados. Cuando el Juez de la Instancia forme el inventario, deberá preceder 
al nombramiento de curador de la herencia, y este deberá concurrir al jus- 
tiprecio de los bienes. 

Art. 40 Cuando el curador advierta algún exceso 6 falta en el justiprecio, 
lo manifestará al juez, quien decretará lo conveniente en la misma audiencia ; y 
se hará lo que determine, salvo el recurso de apelación en el efecto de- 
volutivo. 

Art. 59 Es el 758 actual, 
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Art. 60 En el caso que la vacante de la herencia provenga de hallarse 
usando los herederos del término que el derecho les concede para deliberar, 
no podrá el juez proceder de oficio al Inventario, justiprecio y nombramiento 
de curador; pero lo hará siempre que lo solicite cualquier iuteresado en la 
herencia ; bien sea legatario 6 acreedor, con citación de los herederos, que 
serán, si quisieren, los curadores de la herencia, y nombrarán los peritos para el 
justiprecio. 

Art. 70 Por excusa de los herederos el juez elejirá curador y peritos, sin 

3ue les perjudique su intervención ó nó intervención en estas diligencias, ni 
eje de aprovecharles el inventario y justiprecio que se practique, para gozar 
del beneficio de no responder por más del valor de la terecia, siempre que 
hayan nombrado los peritos, ó en caso contrario, lo admitan por este efecto 
cuando acepten la herencia. 

Dbrbcho rspañoi..— Z,^> da ///. 22 ¡id. 10, Nov. Rec. 79 Quando alguno 
muriere sin hacer testamento, y no dexare parientes conocidos dentro del quarto 
. g^ado, el alguacil 6 alguaciles ordinarios de la Subdelegación, u otra qualquier 
persona á cuya noticia venga, haga la denunciación ante los jueces subdele- 
gados, y ellos reciban informición de como murió el tal difunto sin hacer 
testamento, y que no se le conocen parientes dentro del dicho quarto grado; 
y habida la dicha información, los iueces hagan poner tres edictos y pregonar- 
los; y en ellos digan como. fulano es muerto sin hacer testamento, que si 
alguna persona tiene derecho ex testamento vtl ab-intestato parezca ante ellos 
dentro de treinta días ...» N9 89 y 99 

Procedimientos en diversos países. El modo de proceder en los casos de suce- 
sión, para el aseguramiento de los bienes hereditarios, no es uniforme en Ita- 
lia, Francia y otros países ; y difiere en mucho del adoptado en nuestra legis- 
lación y en la misma española moderna, que traen su origen de los antiguos 
Códigos. Tienen de común todas, que se trata de un acto conservatorio de 
derechos y de los bienes mismos, en beneficio de los que resulten herederos y 
para prevenir los ardides del fraude y de la mala fé, más temibles por más 
fáciles en los momentos inmediatos á la muerte de algunas personas alejadas 
de sus familias ; pero difieren en los casos en que se autoriza la intervención de 
la justicia y en la extensión dada á esa intervención. Preciso es, pues, inspi- 
rarse en el espíritu de cada legislación, para poder apreciar la doctrina de 
los autores y la jurisprudencia de cada país, y no exponerse á adoptar ideas 
que no se compadezcan -con la índole de la legislación que se estudia. Como 
nacidas de unas mismas fuentes y guiadas por prácticas y costumbres semejan- 
tes, las disposiciones de la ley moderna española y las nuestras son las que 
tienen más puntos de semejanza. No obstante, al consultarlas es preciso no 
olvidar que el punto de partida, el objetivo de los redactores de unas y otras 
leyes es bien distinto. Entre nosotros se ha procurado que la ley sea sinté- 
tica, que abran sólo los principios que deben informar cada materia, dejando á 
la ciencia y á la jurisprudencia enseñar y establecer la buena doctrina y las 
prácticas más correctas ; mientras que allá parece haberse creído más conve- 
niente la mayor reglamentación, hasta el punto de que el ilustrado Reus dice 
que las buenas leyes procesales deben ser extremadamente casuisticas porque" 
sin esa condición jamas responderán á las necesidades que las inspiran. Cri- 
tica él, y á veces duramente, las'.disposiciones relativas al ab-intestado de la 
ley de enjuiciamiento de su patria, pero nosotros que no encontramos felices, 
en su mayor parte, esas censuras, y menos después de ver las explicaciones 
de Mantesa y Navarro, conceptuamos buena la ley, (salvo para nosotros su re- 
cargo de reglamentación ) y creemos dignas de ser acogidas muchas de sus dis- 
posiciones, en cuanto concuerdan con la índole y espíritu de nuestra ley, como 
doctrina autorizada moralmente, por su justicia y oportunidad para llenar los va- 
cíos de aquella que, preciso es reconocerlo, peca de lacónica, algunas veces. 
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Disp05icw7ies del Código CiviL Para estudiar miestras disposiciones traigamos 
á la vista las del Código Civil. « Cuando se ignora, dice el artículo 959, quien 
es el heredero, ó cuando han renunciado los herederos testamentarios ólejíti- 
mos, la sucesión se reputa yacente, y se proveerá á la conservación y admi- 
nistración de los bienes de la sucesión por medio de un curador. 

Disposiciones suprimidas. Nuestro Código de procedimiento decía antes que : 
« Ivos jueces de departamento 6 distrito, los de parroquia y los de la instancia 
de la jurisdicción donde se ha abierto la sucesión, son competentes para abrir 
una averiguación sobre si la herencia está ó nó yacente, es decir, si se ignora 
quien es el heredero ó si ha renunciado éste. Y luego disponía que si el que 
practicaba estas diligencias fuera el de departamento 6 distrito ó el de parro- 
quia, las deba remitir al Juez de la Instancia para que éste procediera según 
las disposiciones del Código Civil, después de haber nombrado depositario d¿ los 
bienes mientras se 7iombra aoador de la he^eyíciay^. 

Tales disposiciones de procedimiento se omitieron en el Código que estu- 
diamos, sin duda por olvido. 

Intervención ó nó de la justicia. He ahí las únicas disposiciones de nuestro 
Código sobre la Intervención de la justicia en las herencias yacentes. ¿Ha 
querido nuestro legislador dejarlo todo á la gestión de los interesados, consa- 
grando como principio la abstención dfe los jueces? Así se comprende en los 
casos ordinarios, en que los herederos están á la mano, aunque se ignore 
quienes sean, ó que hay personas que legítimamente cuiden y custodien ios 
bienes, de manera que no queden expuestos estos, ni los derechos hereditarios. 
La ley declara que la posesión continúa de derecho en la persona del heredero : 
la ley dá á este el derecho de pedir posesión hereditaria por vía rápida, inter- 
dictal : la ley le dá el derecho de declarar por escrito su aceptación bajo be- 
neficio de inventario, ó sólo solicitar este, tomando el término para deliberar. 
Todo esto requiere tiempo, y es por lo mismo, para los casos en que no hay 
urgencia, en que no hay peligro de fraudes, en que los interesados están allí 
mismo ó en lugares próximos. Pero cuando se trata del fallecimiento repen- 
tino de una persona fuera de su domicilio, cuando se trata de la muerte de 
alguno aún domiciliado, pero sin familia conocida, uno de esos célibes, natu- 
rales 6 extranjeros, que viven y mueren aislados, sin otro ser á su alrededor 
que algún criado, que dejan valores, que dejan bienes, casi siempre cuatitio- 
«03 — ¿habrá querido también el legislador la total inacción de la justicia en 
los primeros momentos en que es urgente su intervención? Claro está que 
no, desde que autoriza á los meces para abrir una averiguación sobre si se 
ignora quien sea el heredero o si ha renunciado, y para depositar los bienes, 
mientras se nombra curador de la herencia, sin ninguna distinción, sin res- 
tringirles en cuanto á oportunidad. Así se han entendido y practicado aquellas 
breves disposiciones de nuestros Códigos, explicadas al^o más en nuestras leyes 
consulares. De suerte que ha dejado nuestra legislación al solo prudente ar- 
bitrio de los jueces, el obrar en el asunto, conforme á las circunstancias del 
caso, para asegurar los bienes todos, aún desde el primer momento, á fin de 
evicar las sustracciones y los fraudes. Pero la materia es muy delicada ; y 
debía estar definida con mayor precisión, siquiera en el punto de partida, para 
no caer en ninguno de los dos extremos — 6 dejar desamparados derechos y for- 
tunas, ó mezclarse indebidamente en el asunto con vejaciones, diliciones y 
gravamen de interesados legítimos. Ni exposición á los ardides del fraude y 
de la codicia, ni abusos de la autoridad!: tal debe ser el norte, al entender 
y aplicar las económicas frases de nuestro Código. 

Son dos los extremos que nuestras disposiciones s^íñalan para la averi- 
guación del juez — si se ignora quien es el heredero— si el heredero ha renun- 
ciado la herencia. Ocupémonos separadamente de uno y otro. 

Heredero ignorado. Si se ignota quien es el heredero. Para tratar este punta 
conviene distinguir los dos únicos casos que pueden ocurrir, á saber : que la 
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persona muera en su propio domicilio, 6 que fallezca fuera de él. Y conviene 
también traer á la vista la disposición de la ley sobre cónsules, relativa á la 
facultad de tomar y couservar en depósito los bienes de venezolanos que fa- 
llecen en su territorio consular. Esa ley exige para ello: t que la persona haya 
muerto sin dejar en el territorio del consulado sucesores legítimos, socios en 
negocios mercantiles, albaceas, testamentarios ú otras personas que de cualquier 
modo la representen. 

Primera hipóiesis. Muere la persona eü el luearde su domicilio, que es 
nuestro primer caso. Natural es que allí esté su familia, que allí se encuen- 
tren sus parientes, sus sucesores, 6 cualesquiera otras que tengan derecho á ha- 
cerse cargo de la sucesión. Si es así, si eso es notorio, si «allí están los diversos 
grupos entre los cuales han de encontrarse los herederos, sean testamentarios, 
sean legítimos, cónyuges, descendientes, ascendientes 6 colaterales dentro del 
quinto grado— ninguna intervención de la justicia es permitida entonces. Los 
interesados son los llamados á ejercer sus derechos, como lo tengan á bien. 
De eso no se ocupa aquí la ley, ni en ello nos ocupamos tampoco. 

Pero llega de algún modo á noticia de la autoridad que al finado no se le 
conoce heredero, que sus bienes quedan abandonados con su Imuerte, á mer- 
ced de quien quiera apropiárselos. Ante tal exposición déla herencia, ante el 
riesgo que pueden correr los derechos de los llamados legal mente á ella, la 
justicia está en el deber de ocurrir y tomar las providencias del caso, sin dila- 
ción, y aún estando el cadáver de cuerpo presente. Su primer paso ha de ser 
averiguar con los enfermeros, con los asistentes, con los criados, con lo5 amigos 
que en la morada S2 encuentren, con los vecinos, si es necesario, rápidamente, 
si en efecto se ignora quien sea el heredero, porque no se sepa que haya hecho 
testamento, y t^npoco se sepa qué familia, qué parientes tenga llamados á su- 
cederle. Si así resulta, el tribunal, .sin pérdida de tiempo, debe llamar la po- 
licía para la debida custodia y para impedir que se extraiga nada de la mo- 
rada, si no hubiere ocurrido ya en cumplimiento de su deber: ordena, respecto del 
cadáver, su reconocimiento para lo que hubiere lugar, según el caso, y su coloca- 
ción en pieza con veniente, pira su enterramiento, designando persona que se ocupe 
de las diligencias, y dándole instrucciones para que se verifique aquel,sin lujo, pero 
de modo proporcional á las circustancias del finado; y respecto de lo demás, ha de se- 
llar las cajas, escritorio, escaparates y cualquiera otro mueble donde puedan exis- 
tir dinero, valores, documenloá y papeles, recogiendo todo lo de importancia 
en una ó más piezas, que cerrará con llaves, y sellará cuidadosamente, entre- 
gará lo corruptible á un depositario, á cuyo cargo dejará el cuidado de animales 
y déla casa, y tomará cualquiera otra medida de naturaleza urgente, qui 
pueda ser necesaria hcgún el caso. De la averiguación y de todo lo demás levan- 
tará las actas correspondientes, |ue firmarán con el tribunal los declarantes, 
depositario y demás intervenientes, inclusos dos testigos, de que ha de acompa- 
ñarse para la ejecución de todas las medidas expresadas. Cuanto viene ex- 
puesto está ordenado en la ley de enjuiciamiento española, y explicado con 
claridad por Mam esa y Navatfo y otros comentadores ; y sin duda que qad'e 
podrá discutir lo conducente y acertado de tal procedimiento en ese primer 
período que allá se conoce con el nombre de prevé fuión del ahinteslalo, y aue 
es de importancia capital por la oportunidad, pues que sería ó podría ser inútil 
6 poco provechoso, pasados esos primeros momentos. En el espíritu y pro- 
pósito de nuestra legislación está todo eso, y lo practican los jueces que son 
entendidos. 

Más, puede acontecer que el resultado de la inquisición no sea el que 
hemos supuesto, sino por el contrario, que el finado testó y dejó instituidos 
herederos, ó que, aunque no hizo testamento, se sabe que tiene cónyuge, 6 
descendientes, ó ascendientes ó colaterales llamados ájla herencia. ¿Concluirá con 
eso la misión del Juez ? Nó, éste debe aveáguar entonces donde están esos here- 
deros, los albaceas, ó cualquiera otro que tenga derecho á hacerse cargo de 
la sucesión. Si resultare que están en la localidad, les hará avisar, y suspen- 
derá su intervención; pero si apareciere que todos están ausentes de la Repú- 
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blica, 6 que residen eu lugares distantes de su territorio, continuará sus di^ 
ligencias, haciendo todo lo que bemos expresado. ¿Y cómo se justificaría en 
tal caso semejante intervención, ya, que el Código Civil dice, atando se ignora 
quien es el heredero, 6 cuando han í enunciado los herederos testamentarios 6 legítimos^ 
la sucesión se reputa yacente, á la vez que el de procedimiento dice : averigua- 
ción sobre si la herencia está ó nó yacente^ es decir ^ si se ignota quien es el here- 
dero ó siha renunciado este? Se justifica por el espíritu mismo de esas disposi- 
ciones, que están comprendidas bajo el rubto de herencia yacente ; pues, por una 
partfe, aquellas palabras subrayadas no escluyen cualquier otro caso de he- 
rencia yacente, y sabido es que esta comprende también aquellos en que, por 
ausencia ó por ignorar la" muerte, ó por estar gozando del tiempo que las leyes 
dan para aceptar ó nó, el heredero no ha adido todavía la herencia. . Hcereditus 
jacens dicitur qucs nondam ¿Editas est, — dicen las D de suce. Por otra parte, no 
es posible entender que el legislador, que dio á los cónsules el derecho de in- 
tervenir y tomar y conservar bienes de personas fallecidas en la jurisdicción 
de su Consulado, en casos idénticos al que consideramos, negase esa facultad 
aquí en el teiritorio de la República á los llamados á obrar en eso^ mismos 
asuntos de sucesiones. Y por último, expresamente ordena el Código Civil 
que el juez provea á la conservación y administración de los bienes de aque- 
llos que se ausentan sin saberse su paradero ni dejar quien les represente, á 
exigencia de cualquiera. Inconsecuente y contradictorio sería, por tanto, negar 
la facultad de intervención al juez, en el caso que analizamos. 

Segunda hipótesis. Muere la persona fuera de su domicilio, en un lugar de 
tránsito, ó en un lugar donde reside temporal ú ocasionalmente, que es nues- 
tra segunda hipótesis. Si hay motivos para creer que tiene en su equipaje 
dinero, letras ú otros valores, ó que es portador de frutos, de mercancías etc., 
que ha negociado, la policía habrá de ocurrir á custodiar, y el juez del lugar 
debe trasladarse inmediatamente á la casa donde esté el cadáver. Hará la su- 
maria averiguación; y si de ella resulta que es persona desconocida, que nadie 
sabe de donde sea ni qué parientes tenga, ó bien que es conocida como de lugar 
distante donde tiene su domicilio y su familia, á la cual no es posible dar 
aviso inmediato para que pueda venir en el acto, el juez debe tomar las mismas 
medidas arriba dichas respecto del cadáver y su enterramiento, nombrar depo- 
sitario de conocida responsabilidad y hacerle entrega por inventario del dinero, 
valores, frutos y efectos, tomando cualquiera otra medida urgente que se re- 
quiera según el caso. Luego dará aviso á sus parientes para que el heredero 
pueda ocurrir á recibir todo lo depositado, y pagar los gastos de entierro y 
cualquiera otro, si es que la familia es conocida; y si no se sabe quien sea el 
finado, seguirá su inquisición por el examen de los papeles y corresponden- 
cia que se encontraren en su poder, y de cualquier otro modo, para avisar á 
la familia, si se descubriere, con el mismo fin dicho, 6 para dar curso á las 
diligencias sobre herencia yacente, si no se descubriere. Estos casos son esen- 
cialmente idénticos á los que antes examinamos; pero como la intervención de 
la justicia es hija de la necesidad y de naturaleza puramente conservatoria, 
no puede llegar sino sólo hasta donde es indispensable. 

Caso de renuncia del heredero. Si ha renunciado el heredero^ ts el segundo 
extremo que la ley señala á la inquisición. Supone, pues, que es cosa sabida 
que hay heredero, testamentario ó legítimo; pero que llega á noticia de la au- 
toridad que ha renunciado. Raro será que ocurra el caso en los momentos 
mismos de la muerte, presente aún el cadáver, porque sería preciso que el he- 
redero estuviese allí á la mano, y que por especiales motivos, ya personales, 
ya provenientes del conocimiento perfecto de las fuerzas de la herencia, se 
resolviere á renunciarla sin esperar más tiempo. Pero al fin, pudiera alguna 
vez suceder así: entonces el juez, puesta en claróla renuncia, inquirará si 
hay algún otro pariente llamado á la herencia, que se encuentre presente, 6 
si no lo hay, ó si habiéndole, estuviere fuera en lugar distante, para poder 
abstenerse de intervenir 6 tomar las medidas de que hemos hablado, según 
el resultado de su averiguación. Lo ordinario será que la renuncia no tenga 



Digitized by 



Google 



—240— 

lugar sino después de los primeros momentos, pasados días del entierro, cuando 
el heredero se haya impuesto mejor, y tomando sus medidas para formalizar 
aquella. Comprobada la renuncia, el juez hará la misma inquisición sobre la 
existencia 6 nó en el lugar de algún otro llamado á la herencia legalmente y 
sobre cuales sean los bienes, para inventariarlos y entregarlos al depositario que 
nombrare. 

Para ese período de inquisición y aseguramiento de bienes, son jueces 
competentes el del distrito ó parroquia y el mismo de i a instancia del lugar 
donde 'fallezca la persona, sea en el domicilio, sea fuera de él. 

Paso dd expediente. Concluido el inventario, con asistencia de los dos tes- 
tigos que Ja ley ex i je, completadas las diligencias con la * partida de entierro y 
cualesquiera otros datos mas que se hubieren recojido, y ya todo en poder del 
depositario, deben pasarse las diligencias al juez competente para conocer de 
la materia de la herencia yacente, que es el de i a Instancia del lugar donde 
se ha abierto la sucesión, ó sea el del último domicilio del finado. 

Este juez nombra entonces curador de la herencia yacente, que, después 
de juramentado, tiene la obligación de formalizar el inventario con las solem- 
nidades del ordenado para la aceptación de herencia, queda encargado 
de los bienes inventariados así muebles como raíces, de ejercer y hacer valer 
los derechos de la herencia, de seguir los juicios que se promuevan y de admi- 
nistrar como buen padre de familia y dar cuenta de su administración. 

Si el finado es extranjero. Si el finado fuere extranjero, y residiere en el 
lugar en que se encuentran los bienes algún representante ó agente consular 
de su nación, el juez de la inquisición, y si él no lo hubiere hecho el de la 
competencia en el asunto, citarán á aquel y le darán toda la intervención que 
le conceda el tratado que exista entre Venezuela y aquel país, si lo hubiere 
vigente ; y si no lo hubiere, se hará en dicho agente el nombramiento de cu- 
rador, si quisiere hacerse cargo de la defensa y administración de la herencia. 

No distingue la ley, según la nacionalidad del heredero. Pero claro es 
que si fuere venezolano ó de otra nacionalidad distinta del agente consular, 
puede ocurrir á los tribunales venezolanos para que déáél y nó aquel agente 
la posesión de bienes, presentando la prueba correspondiente. Con mayoría 
de razón podrían los acreedores venezolanos ó de otra nacionalidad, ocurrir á 
los .tribunales del \>afs en uso de sus derechos, y hasta pedir embargo de los 
bienes, si á ello hubiere lugar. La intervención consular no puede pasar de 
defender y asegurar los derechos de sus respectivos nacionales, pero en nin- 
gún caso puede impedir la acción legal de los tribunales territoriales respecto 
de una sucesión abierta aquí, ni impedir tampoco el ejercicio de sus dere- 
chos ante ellos, á venezolanos ú otros extranjeros. El derecho internacional 
no reconoce semejante poder en los agentes consulares. 

Emplazamiento. Continuando el juez en el conocimiento del asunto, acor- 
dará luego el emplazamiento por edictos y por la imprenta, de los que se 
crean con derecho á la herencia, para que comparezcan á deducirlo dentro del 
término que él sefiale; término que no fija la ley, y que deberá ser proporcio- 
nal á la distancia, al lugar en que puedan encontrarse los interesados, ora del 
territorio de la República, ora de país extranjero, á fin de que haya tiempo de 
imponerse y ocurrir al llamamiento. Kn esos edictos de emplazamiento deberá 
el juez hacer insertar el nombramiento de curador. 

Las pretensiones que se deduzcan las sustanciará y fallará el juez de la 
causa, oyendo al curador {de la herencia, según el mérito de las pruebas que 
se produzcan. Si hubiere opuestas pretensiones, se seguirá juicio ordinario por 
todos los trámites legales hasta sentencia ejecutoriada. 
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a?xTXJijO xixii 

DE L JL ENTREGA DE BIENES VENDIDOS» 

NOTIFICACIONES T JUSTIFICACIONES PARA 

PERPETUA MEMORIA 



SECCIÓN 1? 



De la entrega, y de la notificación 



Art. 759. Cuando se pidiere la entrega material de bienes 
vendidos deberá presentarse la escritura de la veata, y concurrir 
el vendedor, si está de acuerdo. 

Si no concurriere, ó si haciéndolo, hubiere oposición de su parte 
6 de tercero, se suspenderá la entrega y se dispondrá que los 
interesados procedan á hacer valer sus respectivos derechos, ante la 
autoridad judicial competente. 

Art. 760. Del mismo modo se procederá si vendida una finca 
con pacto de retracto constare en la escritura haber pasado el tiempo 
para el rescate, cuando el comprador pidiere la entrega material. 

Art. 761. Si se solicitare la notificación al sub-arrendatario ó 
tenedor de una finca vendida con pacto de rescate de que deba en- 
tenderse para el pago de alquileres con el comprador, bien por 
estar ^í convenido, bien por no pagar el vendedor las pensio- 
nes de arrendamiento, el Juez haró 6 comisionará á un inferior 
para que verifique la notificación, constituyéndose en la finca. 

Art. 762. En los casos de los tres artículos precedentes, el 
Juez competente será el de la jurisdicción á quien toque conocer, 
según la cuantía de la venta ó la naturaleza de la acción. 

Art. 763. Las notificaciones de traspaso de crédito ú otras, 
las hará cualquier juez de la localidad, con citación del notificado. 

ESTUDIO 174 

Antec^dbntrs.— No hay en nuestros derechos antecedentes respecto de 
esta Sección. 

16 
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Se refiere el Código en esta parle á las entregas y las notificaciones. 

Enttegas, Btí cuanto á las entregas, dice el artículo 759 que para pedir 
la de una finca vendida debe presentarse la escritura de la venta, lo cual es 
natural, pues ^ allí consta cual es, su situación, linderos y demás circunstancias. 
Si está de acuerdo el vendedor, debe concurrir; y si no concurre, ó hacién- 
dolo se opone ó bien se opone un tercero, debe suspenderse la posesión y or- 
denar que los interesados ocurran ala autoridad competente á hacer valer sus 
repectivos derechos. Se dá, pues, la posesión sólo cuando ocurren comprador y 
vendedor, y en caso de ausencia de este ó de su oposición ó de tercero, se 
suspende, y se ordena deducir los respectivos derechos, sean los que fueren, al 
tribunal competente. 

lyO mismo dice el artículo 760, que se haga cuando se trate de una venta 
sub^retro en cuya escritura conste estar pasado el término para rescatar. 

De suerte que en ambos casos, el acto de acudir el juez á dar posesión, 
vale por citación de hecho para el vendedor. Su sola ausencia obsta á la po- 
posesión. i No será esto dañar al comprador, que de hecho tiene adquirido el 
dominio, obligándolo á un largo proceso? Sino ha dado próroga, si no ha ha- 
bido renovación ¿por qué no hacer uso de un interdicto restitutorio, si el ven- 
dedor se quiere armar con la cosa, si está dentro de ella ? ó por qué no in-. 
tentar demanda de desocupación contra un tercero subarrentario ? Justo es que 
el vendedor si tiene prórroga 6 novación haga valer su derecho. 

Notificaciones, I/) referente á nocificaciones no puede presentar dificultades. 
I^a ley dice el juez á quien deba ocurrirse, según la cuantía ó la natu- 
raleza de la acción. 



SECCIÓN 2? 



I>e la.fe* jix»tifica.cioiies para, perpetua memoria 



Art. 764. Cualquier juez es competente para instruir las jus- 
tificaciones y diligencias dirijidas á la comprobación de algún he- 
cho 6 de algún derecho propio del interesado en ellas. El procedi- 
miento se reducirá á acordar, en la misma audiencia en que se pro- 
muevan, lo necesario para practicarlas. Concluidas, se entregarán 
al postulante sin decreto alguno. 

Art. 765. Si se pidiere que tales justificaciones 6 diligencias se 
declaren bastantes para asegurar la posesión ó algún derecho 
mientras no haya oposición de otro, el Juez decretará, antes de entre- 
garlas al postulante, ó dentro de tercero día, si esta solicitud se 
hubiere deducido después, lo que juzgue conforme á la ley, sal- 
vando en todo caso el derecho de terceros. 
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El competente para hacer la declaratoria de que habla este ar- 
tículo, es el Juez de i? Instancia. 

Art. 766. Si la diligencia que hubiere de practicarse tuviere 
por objeto poner constancia del estado de las cosas antes de que desa- 
parezcan señales ó marcas que pudieran interesar á las partes, le 
inspección ocular que se haga se efectuará con asistencia de prác- 
ticos, pero no se extenderá á opiniones sobre causa del estrago .6 
puntos que requieran conocimientos periciales. 

Art.^ 767. Cualquiera autoridad judicial es competente para reci- 
bir las informaciones de nudo hecho que se promuevan con el objeto 
de acusar á un funcionario público, ya sea civil, eclesiástico 6 mi- 
^ litar, y lo hará con preferencia á cualquier otro negocio. 

ESTUDIO 175 

Antecedentes.— Respecto de la Sección 2a los artículos 764 á 767 sou 
los 553 a 555 del Código 1880 y 548 a 556 del de 1873. 

Ley s^ tu, 80 C6d. de /8j8. 

Art. 1° Cualquier Juez de la Instancia, alcalde parroquial 6 Juez de paz, 
es competente para instruir aquellas justificaciones etc. (Como el art. 764). 
Art. 2« el 765. 
Art. 30 Sustancialmente el 767. '^ 

E3Z?riXO.^OX03:7BS 

Jueces competentes. El Juez de la Instancia y sus inferiores son los Uama-. 
dos legalmente á instruir las informaciones y diligencias que quiera promover 
cualquier persona para comprobar algún hecho 6 algún derecho propio suyo, 
como declaraciones de testigos, reconocimiento de papel ó documento, 6 aún 
vista ocular con asstencia de prácticos, con los cuales se proponga acreditar 
que posee tal ó cual cosa determinada como suya, ó cualquier otro hecho 
que le interese, 6 establecer el estado en que se encuentra alguna localidad, 
y las circunstancias y señales que presenta, como las ruinas de un edificio 
incendiado, una siembra maltratada, un terreno inundado por las aguas, etc. 

Con 6 sin citación. Tales diligencias pueden promoverse con 6 sin la cita- 
ción de algún tercero á quien puedan también interesarle. Si se pidiere la 
citación del tercero, deberá hacerse; si no asiste, las diligencias se practican 
como si hubiera concurrido ; y si comparece, tiene derecho á repreguntar 
los testigos, á hacer las observaciones que estimare conducentes y á pedir que 
se ponga constancia de cualquier circunstancia que se notare; pero sin poder 
interrumpir el curso de las actuaciones, limitándose á las protestas y salvas 
que crea conducentes en resguardo de sus derechos. Todo el procedimiento 
del juez se reduce á la práctica de las diligencias, y á devolverlas luego ori- 
ginales al promovente. 

Títulos suplctonos. Si se pidiere que las diligencias sean declaradas título 
supletorio, ó bastantes para asegurar la posesión ó algún derecho, mientras no 
haya oposición de tercero, no podrá hacer tal declaratoria sino el juez de la 
Instancia y nó los inferiores. Aquel dará su decreto, según el mérito de la 
comprobación hecha, dejando en todo caso á salvo los derechos de tercero. Si 
la resolución fuere desfavorable, el promovente podrá apelar para el su- 
perior, dándose curso á la alzada como en los demás casos. 
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Para las justificaciones de nudo hecho que tengan por objeto acusar á al- 
gún funcionario púMico, es competente cualquiera autoridad judicial, la cual 
deberá instruirlas con toda preferencia. 

Valor de las justificaciones. Las diligencias practicadas según esta ley, con 
citación de tercero, tendráa autenticidad bastante en el juicio que después se 
siguiere con este, sin que esto quiera decir que no pueda ó deba promoverse 
en el juicio la ratificación, ya para aclaraciones ó ampliaciones, ya para nue- 
vas preguntas; así como también objetarlas y tachar los testigos y contra- 
riarlas. En ese juicio el juez la estimará según el mérito que puedan tener, 
en d conjunto de las pruebas del proceso, conforme á los principio-* legales. 

Las que se practiquen sin citación de tercero, en general, no tienen va- 
lor sino para resguardar los derechos del promovente, mientras no haya juicio; 
sin poder establecer, no obstante, que carezcan de todo valor, pues casos hay 
en que la ley exije comprobaciones anticipadas, en los cuales tienen que pro- 
ducir afecto, aúu antes de ser ratificadas, como en la promoción de interdic- 
tos, sin perjuicio de la ratificación posterior. Son pruebas hechas sin inter- 
vención de tercero, que no pueden dañarle, desde que hay ya oposición 
de é.steó juicio contradictorio. En todo caso, los tribunales al decidir, apre- 
ciarán su mérito, según la ley y las circunstancias del caso. 
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Hemos hecho constar oportunamente que el Libro I del Código de 1897, 
que es materia de estos Estudios, terminó en el artículo 237 : que el Libro II 
empezó en el 238 y concluyó en el 484, y ahora notamos que el Libro III, 
que empezó en el 485, terminó en el 767. Mientras que el novísimo, de 190J., 
el Libro I terminó en el artículo 238, y contenía, en consecuencia, uno más 
que aquel otro: que el Libro II termina en el artículo 486. y tiene, por tanto, otro 
más que el otro ; y se nota ahora que el Libro III, que comenzó en el 487, 
termina en el 776, y tiene consecuentemente siete artículos más que el estudiado. 
En todo hay, pues, nueve artículos más en el Código novísimo, así : uno en 
el Libro I, otro en el Libro II y siete en el III. 

Explicamos el aumento en los dos primeros libros, y nos falta explicar 
los siete del III. La Sección 3a del Título III de este Libro sustituyó la 
anterior ley de divorcio que sólo era para separación coad torsom et habitationem^ 
por otra más extensa que comprendiendo ese punto, contiene también la rup- 
tura coad vmcidun. Aquella primera sólo tenia seis artículos, al paso que 
esta última tiene quince, de donde resultan nueve más. Y como los dos Li- 
bros anteriores, como hemos dicho, aparecían dos más, debería ser la diferencia 
total de once artículos. ¿ Por qué es sólo de nueve ? Porque en el tratado 
de la Cesión de bíeyíes suprimió el Código novísimo las disposiciones de 
los artículos 601 y 602 del de 1897. Nos toca, pues, estudiar esta supresión. 

Traigamos á la vista los artículos suprimidos : 

« Art. 601. Desde el* día en que se introduzca la cesión de bienes, cesa* 
rán los intereses, sólo respcícto de la ma^a, sobre todo crédito no garantido 
con privilegio, prenda ó hipoteca. 

Los intereses de los créditos garantidos no podrán cobrarse sino del 
producto de los bienes afectos al privilegio. 

Los créditos de plazo no vencido, contratados sin interés, sufrirán un des* 
cuento, á la rata legal, por lo que falta de plazo desde el mismo día en que 
se declare introducida la cesión ». 

« Art. 602. Son nulos y no surtirán efecto con respecto á los acreedores del 
concurso, los actos siguientes efectuados por el deudor, después de la solicitud 
de la cesión y en los veinte días precedentes á ella. 

La enagenación de bienes muebles ó inmuebles á título gratuito. 

Con relación á las deudas contraídas antes del indicado término, los pri- 
vilegios obtenidos dentro de él por razón de hipoteca convencional ú otra 
causa. 

Los pagos de plazo no vencido. 
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ItOS pagos de deuda de plazo vencido que no sean hechos en dinero 6 
papeles negociables. 

Las disposiciones de este artículo se entienden sin perjuicio de que pue- 
dan ser atacadas las enagenaciones hechas en fraude de acreedores, dentro 
del término que el Código Givil señala á estas acciones ». 

Si comparamos esas dos disposiciones con las de los artículos 900 y 901 
del Código de Comercio vigente, y con las de los 784 y 785 del anterior, en- 
contramos que son iguales, sin otra diferencia que la agregación de ser paga- 
deros en dinefo los pagos de deuda de plazo no vencido que se hagan no en efec- 
tivo ni en valores negociables. 

No5 ocurre preguntar ¿ por qué á un comerciante se le acuerdan los fa- 
vores del artículo 601, de cesar los intereses Ide los créditos no garantizados, 
de que estos últimos se saquen de la garantía; y de que á las deudas de plazo 
no vencido se les haga un descuento ; y á los agricultores, criadores ú otros 
industriales no comerciantes, se les niegan esos favores? ¿ No abandonan unos 
y otros para pagar á sus acreedores todo cuanto poseen? No encontramos nin- 

?^una razón plausible para semejante diferencia. Por el contrario, puesto que 
os agricultores y criadores son losf sustentadores de nuestras industrias madres, 
parécenos, como parece á la generalidad, la justicia, la conveniencia de pro- 
teger esas dos industrias, que son las que más sufren por todos respectos en 
nuestras presentes luchas intestinas, y aun en los tiempos de paz por la falta 
de policía rural que ampare sus intereses de depredaciones y otros excesos. 

Ahora, respecto de las prohibiciones del artículo 602, si las compara- 
mos con las circunstancias que el artículo 1923 del Código Civil vigente 
establece para la no concesión de la cesión, observamos que las de los números 
10 29 y 30, que enagene en los seis meses antes de la cesión parte de sus bie- 
nes sin quedar con lo suficiente para pagar á sus' acredores ; que en dicho 
término pague á algún acreedor que no sea el más privilegiado, con daño 
de los demás ; y que haya dilapidado sus bienes ó no aparezca inculpable 
del atraso que experimente, no están en armonía con varias de las prohibicio- 
nes del dicho artículo 602. Y esto, á nuestro juicio, lo que requena, no era 
la supresión de ese artículo, sino una reforma que pusiera sus disposiciones 
en armopía con aquellas otras. Bien que quedara la prohibición de enagena- 
dón á título gratuito, pero dentro de seis meses anteriores ; bien que quedara 
igualmente la prohibición en tal época de privilegios no estipulados al con- 
traer la deuda ; así como la de los pagos de plazos no vencidos. Pero aque- 
llo de que un agricultor ó un criador no puedan pagar deudas de plazo ven- 
cido, sino con dinero ó papeles negociables, y nó con frutos de sus propiedades, 
lo hallamos inexplicable. 

Este estudio nos demuestra que no era supresión de las disposiciones alu- 
didas, sino una reforma meditada la que necesitaban aquellas. 

Pasemos á otra cosa. 

Una reforma conveniente, que aplaudimos, es la que se hizo en el modo 
de proceder en los juicios verbales. No nos parecía correcto que empezaran por 
una boleta de citación, sin ninguna constancia de la actuación iniciada. Una 
manifestación ó diligencia verbal que inicie las demás es lo que encontramos 
procedente, como lo establece la reforma. -^ 

También nos parecen convenientes para mejor claridad en el procedimiento, 
las citaciones que se mandan hacer en la i a Sección del Título sobre entrega 
de bienes y notificaciones. 

: Pero encontramos desarmónico la variación en la numeración de los Títulos 
en la parte segunda de este I^ibro III ; porque no sienda sino una parte del 
mismo libro, lo natural era que continuase idéntica numeración, como se 
hace en los dos libros anteriores. 
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En la reforma encontramos otras alteraciones no sustanciales, pero que 
mejoran la relación con palabras más propias, y aún en los motes mismos 
Se los diversos tratados. 

Finalmente, cotísideramos conveniente llamar aquí la atención del lector, 
al hecho de que hemos estudiado en el lugar que ocupa en el Código, la nueva 
ley de divorcio ; toda vez que, variada como ha sido de modo esencial^ que- 
darían truncos estos Estudios, si no nos ocupásemos del asunto, 6 del todo 
inconveniente que nos limitásemos á estudiar. 

Y para levantar la mano de este Apéndice, nos permitimos llamar la aten- 
ción á las personas que critican nuestro Código de procedimiento como copia 
de otros extranjeros y como recargado de detalles innecesarios, que la mejor 
prueba de lo contrario es que el Código francés tiene 1.042 artículos ; el ita- 
liano 950; y la I^y de enjuiciamiento española 2.182, mientras el nuestro 
último sólo tiene 776. Un estudio detenido de la legislación procesal de 
aquellos países, con referencia al nuestro, demuestra la sencillez de nuestro 
procedimiento, y que para nosotros, para nuestro país, es de lo mejor, sin 
que por eso establezcamos que es perfecto. Uno de los más inteligentes de 
nuestros profesores lo llevó á Italia, lo mostró á uno de los más renombra- 
dos maestros de aquel ilustradísimo pueblo, que está hoy á la cabeza de los 
estudios jurídicos; é hizo elogios de ese Código; y pronto espero ver com- 
probado lo que se me ha dicho, á saber : . que en una obra de procedimiento 
de uno de los más acreditados profesores italianos, se nos hace la honra de 
de citar con elogios, algunas de las disposiciones de dicho Código nuestro, que 
sin razón alguna, critican varios individuos venezolanos. Nosotros, que tene- 
mos á honra haber sido miembro de las Comisiones redactoras y revisoras de 
nuestros Códigos, (aunque el menos digno) somos testigos del esfuerzo, del 
interés de todos, de hacer una obra apropiada á nuestras costumbres y condiciones. 



Interdictos 



La honorable Corte Federal y de Casación, en su patriótico propósito de 
cooperar con el Gobierno de la Restauración, á impulsar el progreso y cultura del 
País, en todas las faces de la actividad general, dice en la Exposición de su Memoria 
al Congreso Nacional de 1905, haber aprovechado la ocasión que le presenta- 
ban algunas de sus decisiones, para asentar la verdadera doctrina en puntos en 
que la interpretación de los jurisconsultos era diversa, y ' para condenar ciertas 
costumbres contrarias á la ley, que venían siendo respetadas no sólo en nuestros 
tribunales, sino aún por nuestros más distinguidos expositores de derecho. Refié- 
rese el honorable Tribunal al caso decidido por ella en la sentencia de 11 de 
julio de 1904, en el juicioiuterdictal promovido por Pedro Roberto Silva contra 
Ignacio lyeón. 

Entrando en materia, dice la Corte : 

<f Venía ya siendo una costumbre abusiva, que el poseedor á título precario 
pudiese intentar el interdicto recuperandce possseionis contra el despojador. 
En el estado actual del Derecho venezolano, y dadas nuestras ideas .sobre po- 
sesión, sólo pueden ocurrir á los interdictos posesorios las personas que tengan 
la posesión legítima. El artículo 671 del Código Civil es terminante. «Lapo- 
sesión es la tenencia de una cosa ó el goce de un derecho que ejercemos por 
nosotros mismos ó por medio dr otro que detiene i.a cosa ó ejerce ei, de- 
recho EN NUESTRO NOMBRE ». La posesióu de que aquí se trata es aquella 
que tiene una persona por sí misma, ó por medio de otra que la tiene en su 
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nombre : luego el que tiene la posesión en nombre de otro no es poseedor ante 
la ley. Pero queriendo robustecer más esta idea, el legislador venezolano, al 
establecer en el artículo 672, los caracteres de la posesión legítima» esto es, 
de la posesión legal, de la que produce los efectos jurídicos de que aquí se 
trata, dice que debe poseerse con i?iienc¿ón de leruf la cosa como suya propia, Y 
como si esto uo bastase, el artículo 576 del Código de Procedimiento civil or- 
dena 'que «cuando el que sea despropiado de la posesión solicite se le res- 
tituya, justificará Quiísu POSESIÓN ERA ILEGÍTIMA, y que no ha trascurrido un 
año después del despojo etc ». 

ff Se ha argumentado que el artículo 683 del Código Civil, establece que 
«r habiendo constancia de la perturbación ó del despojo, el Juez debe decretar 
la restitución ó el amparo . . . contra cualquiera que sea el autor del despojo 
ó de la perturbación, aunque sea ei. propietario ; pero estas últimas palabras 
en modo alguno indican la intención en el legislador de dar al poseedor pre- 
caiio dicho interdicto : ellas se refieren al usufructuario, al usuario, al que tiene 
el derecho de habitación etc., los cuales pueden proponer el interdicto contra 
el nudo propietario que pretende impedirles el goce que les pertenece, y tam- 
bién á cafóos como el de los compradores, donatarios, legatarios, permutantes, 
etc., que toman posesión de la cosa de propia autoridad, á fin de que nadie 
pueda hacerse justicia así mismo, con desprecio de las instituciones sociales, 
establecidas para mantener el orden de la comunidad ». . 

«Arguméntase también el texto del artículo 15^.3 del Código Civil, que dice: 
»E1 arrendador no responde de la perturbación que un tercero causare de mero 
hecho en el uso de la cosa arrendada, sin pretender tener derecho á ella ; PERO 

El* ARRENDATARIO TEN0R\ ACCIÓN DIRECTA CONTRA El. PERTURBADOR». 

«Domínici, comentando el artículo 675 del Código Civil anterior, concor- 
dante con el 681 del actual, dice: «los que poseen en nombre de otro, no tie- 
nen derecho al interdicto ; pero advirtamos que el artículo 1535 (1543 actual) 
acuerda al arrendatario acción directa contra el perturbador de mero hecho, 

Y DE ALtí PUEDE DERIVAR I.A FACULTAD PARA PROPONER TAMBIÉN ESTA ACCIÓN 
POSESORIA EXTRAORDINARIA». 

« Estas palabras serían de grave peso, si ellas no vinieran á introducir un 
gran desorden en el plan filosófico que preside al estatuto interdictal en nues- 
tro Código. En derecho, el orden de ideas fundamentales que informan una 
legislación, debe ser perfectamente armónico. I^as discordancias indican vaci- 
laciones en la verdad, y por consiguiente, erior ». 

« Fijados ya en el Título V del Código Civil, los caracteres determinantes 
de la posesión que produce efectos jurídicos en los interdictos, no sería dable 
suponer cambiada la esencia de esa misma posesión en las disposiciones con- 
tenidas en el Título IX del mismo Código, y tanto más, sin haberse presen- 
tado una nueva definición de ella que pudiera caracterizarla. Por consiguiente, 
las palabras últimas del artículo 1543, que dicen : «p$roel arrendatrio tiene 
acción directa contra el arrendador (Es un error, dice, contra el perturbador ) 
no pueden, no deben interpretarse como una facultad para intentar la acción 
posesoria, so pena de introducir una extraña anomalía en el plan de nuestro 
derecho. El arrendatario, como dicen numerosos comentadores extranjeros ha- 
blando de disposiciones análogas á la de nuestro Código, sólo puede, cuando 
más, implorar el noble oficio del juez contra los perturbadores ; y este es d 
único sentido posible de dichas palabras en el artículo expresado »• 

«Los que poseen en nombre de otro no tienen, pues, derecho á los 
interdictos posesorios. Esta es la doctrina general de los expositores en todos 
aquellos países cuyas legislaciones han adoptado las mismas ideas sobre 
posesión consignadas en nuestro Código Civil ; y en ese concierto general 
sólo dicienten nuestros dos ilustrados comentadores, Sanojo y Domínici, lleva- 
dos por su empeño de conciliar una costumbre errónea con los mandatos ter- 
minantes de la ley », 
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« Nuestra sentencia, pues, fijó, con respecto al interdicto de despojo, una 
doctrina que debe extenderse á los interdictos posesorios en general, porque ella 
es la expresión clara y precisa de las disposiciones de nuestra legislación á 
ese respecto». 

Hasta aquí la Eícposición de la muy Honorable y Respetable Corte ; y 
como nosotros no estamos de acuerdo en esa docirÍ7ia fijada como la pura expre- 
sión de nuestra legislación, vamos á estudiar la materia ; y para tener á la vista 
lo que dice Sanojo sobre el particular, ya que la Honorable Corporación insertó 
la opinión de Domíníci, copiaremos la de aquel otro de nuestro comentadores, 
para entrar luego en la exposición de nuestras ideas. 

Dice Sanojo en la página 177 de su Instituciones de Derecho civil venezo- 
lano, lo siguiente: «El arrendatario puede solicitar ebtos interdictos (de reten- 
ción y recuperación) contra un tercero que le perturbe (art. 1489) y con mayoría 
de razón contra el que le despoje. Creemos también que el mismo arrendata- 
rio tiene derecho á obtener amparo ó restitución contra el propietario mismo, 
porque si bien no puede llamarse poseedor en el sentido riguroso de la palabra, 
tiene un derecho incontestable á la tenencia de la cosa. Lo mismo diremos del 
acreedor anticrélico y del prendario, quienes tienen derecho á que se les man- 
tenga en posesión de la cosa dada en anticrésis ó en prenda, aún contra los 
actos del mismo propietario ». 

La doctrina del comentador está expuesta con claridad, en sentido con- 
trario á lo establecido por la Respetable Corte como la derivada de nuestra 
legislación. 

Entremos ahora en el estudio de la materia. 

Cierto es que la doctrina general establecida por el alto Cuerpo es la 
seguida en la legislación de las más ilustradas naciones ; pero cierto también 
es que cada país tiene derecho indisputable, al acoger las disposiciones de la 
ciencia, á introducir en Sus leyes, las modificaciones y excepciones que sus le- 
gisladores crean necesarias para amoldarlas alas costumbres, condiciónesete, 
del pueblo á que han de aplicarse. Es este un precepto de legislación que 
nadie discute, Al legislador venezolano no puede negarse ese derecho, y así lo 
reconoce el mismo Alto Cuerpo en otro párrafo de su Memoria. Pues bien, 
nuestro legislador, en la materia de que se trata, usó tal facultad, y dijo, por 
una parte, como en las legislaciones francesa é italiana (art. 1725 y 1581 de 
sus respectivos Códigos civiles ) : « el arrendador no responde de la perturbación 
« que un tercero causare de mero hecho en el uso de la cosa arrendada, sin 
« pretender derecho en ella ; pero el arrendatario tendrá acción directa contra 
el perturbador ». Y por otra parte que « habiendo constancia de la perturba- 
ción ó del despojo,- el Juez debe decretar la restitución ó el amparo . . . cual- 
quiera que sea el autor del despojo ó de la perturbación, aunque fuc^e el pro- 
pietafio. De mcdo que dá el interdicto aún al no propietario, contra este mismo; 
y el arrendatario está, indudablemente, entre los wp propietarios. 

¿Por qué entenderlo así? Porque en Venezuela no hay policías rurales 
que cuiden de los derechos de los ciudadanos en los campos ; porque nuestra 
agricultura se encuentra circunscrita principalmente á la parte costanera, que 
es montañosa ; porque los caminos son generalmente difíciles en la estación de 
las lluvias, y los ríos y los torrentes crecen con frecuencia con tal abundancia 
que interrumpen por horas y por días el tráfico, y porque nuestros campos 
cultivados existen á tales distancias de los centros de población (sobre todo los 
que arriendan y no atienden sus dueños mismos) que se necesitan muchas ho- 
ras para ir y volver de ellos. ¿No es justo, justísimo, armar con los recursos 
rápidos de los interdictos, que son de procedimiento sumarísimo, á esos po- 
bres arrendatarios, que encontrándose en campos distantes, se vean perturba- 
dos 6 despojados por hombres sin conciencia, del fruto de su labor, de sus es- 
fuerzos, de sus pequeños capitales mismos ? i Son esos intereses menos atendi- 
bles que los del propietario? 
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Y no es de olvidar aquí que la institución de los interdictos, tiene, á la 
vez que el carácter jurídico, el de política y de policía; por importar á la so- 
ciedad evitar las ocasiones de perturbación del orden público, á que darían ori- 
gen los despojos y perturbaciones de la posesión. 

Disputóse en tiempos remotos, entre los maestros, si podía y debía sepa- 
rarse la posesión de la propiedad, del dominio ; y triunfaron los sostenedores de la 
separación. Así se ve, en virtud de un contrato enfitéutico á un persona tener, 
poseer, el dominio pleno y á otro el dominio útil, que lleva en sí la posesión 
y el goce ; en virtud del usufructo, del uso y de la habitación, á uno tener la 
propiedad, y á otro la posesión material, el usufructo, el uso, la habita- 
ción. ¿ Por qué merece más, el que compra con su dinero el dominio útil, á per- 
petuidad, que el que compra con sus pensiones de arrendamiento, el goce, la 
posesión temporal de la cosa ? 

Por otra parte, los prácticos enseñan que en los interdictos posesorios, la ma* 
tena de la discusión es el hecho de la posesión misma actual, y que los títulos 
sólo se consideran como apoyo al derecho de poseer. Se decide por la prueba 
de la posesión, buscando quien presenta los mejores actos de posesión, quien 
tiene mejor derecho á seguir en la tenencia de la cosa. 

Óigase á Merlin sobre esto. Tratado de Complainie% \i. «El artículo 23 
del Código de procedimiento civil exige una posesión pacífica á título no 
precafio^. 1^ No es necesario para formar complainte (amparo) estar fundado 
en títulos de propiedad ni presentarlos: basta Justificar una posesión anual por 
medio de los últimos actos que han precedido inmediatamente á la perturbación; 
y esa posesión se prueba tanto por testigos como por títulos, es decir, por actos 
de posesión, como por contrato de alquiler ó arrendamiento, ventas de cortes 
de bosques etc. En el combate de pruebas sobre el hecho de la posesión, se 
considera la más circunstanciada, la más antigua : es lo que dice JDumoIin so- 
bre el artículo 441 de la costumbre de Maine : tn conjlklu pfobationunt, titúlala 
vel antiquior possecio vinclt. Por ejemplo, haber recogido los frutos es un acto 
de posesión más considerable que el de haber ¡labrado ó sembrado. 

I Por qué negar el interdicto al que ha pagado su arrendamiento y pre- 
senta, verbi gracia, el inventarío por el cual se le dio la tenencia de la cosa 
arrendada? Decimos nosotros. 

Oigamos ahora á Boitard, en sus Lecciones de procedimiento civil. Tomo 
i^, 27a lección, pág. 677. 

m En la acción petitoria demandáis la posesión, y la demandáis, porque creéis 
ó pretendéis ser propietario de la cosa que reivindicáis. El objeto es la pose- 
sión ; la causa es la propiedad verdadera ó á lo menos pretendida ». 

«Al contrario en la acción posesoria, la posesión no es solamente el 
objeto : ella es también la causa del título, el medio en el cual os fundáis. No 
alegáis que sois propietario : decis que sois ó erais poseedor de la cosa por 
la cual intentáis la acción posesoria. A primera vista estas dos ideas parecen 
contradecirse: si la posesión es el objeto, cómo puede ser el medio? si deman- 
dáis la posesión es porque no la tenéis ; y si no la tenéis, cómo podéis para 
obtenerla, alegar la cualidad de poseedor ? Hay en eso un error : ea esta frase 
como en todas aquellas que se emplean sin cesar y necesariamente en la ma- 
teria que nos ocupa, la voz posesión tiene dos sentidos : posesión es decir de- 
tención, hecho físico, hecho visible, material; y después posesión, es decir, 
derecho de posesión. En una palabra, hay la posesión de ' hecho y la posesión 
de derecho : posesión de hecho es la tenencia actual ; posesión de derecho 
es una tenencia anterior, que ha cesado pero que ha producido, en dere- 
cho, efectos importantes cuando ella reunía los caracteres del articula 23*. 
Así en la acción posesoria, el demandante concluye en la posesión de hecho, 
en virtud de la posesión de derecho, ó, si queréis, en virtud del derecho de 
posesión que pretende pertenecerle ». 
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(( La acción posesoria es intentada por aquel que ha tenido la cosa legal- 
tnente durante cierto tiempo, al efecto de ser mantenido pacíficamente en siu 
posesión 6 recobrar la tenencia física de la cosa así poseída, tenencia que un 
hecho cualquiera ha hecho pasar á las manos de tercero. Bajo este aspecto 
hay, no identidad, pero á lo menos analogía entre las conclusiones de la ac- 
ción petitoria y las de la acción po-iesoria ; hay una diferencia completa, 
1^* profunda entre sus causas. Para triunfar en la acción petitoria no es sólo 
necesario alegar, sino establecer que se es propietario de la cosa que es el ob- 
jeto déla acción: para triunfar en la acción posesor ia^ basta alegar y probar^ n6 
otee se es propietario de la cosa, prueba frecuentemente imposible y siempre di- 
fícil, sino alegar y probar que se ha tenido la cosa con las condiciones ¿fe/ín«z>fa- 
//aí^í?^ /a /^,( ni violenta, ni precariamente decimos nosotros) y que en conse- 
cuencia se tiene derecho á conservarla új obtener la tenenciia física, hasta que 
la propiedad de la cosa se haya decidido pertenecer á otro ». 

Rouseau et Laisney enseñan la misma doctrina. No necesitamos, pues, más 
citas : esa es la doctrina corriente. Rn los interdictos, lo que se discuten 
son los dos actos posesorios, nó los títulos de propiedad. 

Repetimos que el derecho del arrendatario á la tenencia y goce de la cosa, 
que .ha pagado con su«; pensiones de arrendamiento ; el derecho al trabajo y 
capital que ha puesto en la finca ; el derecho sobre los frutos debidos a su 
dinero y su labor, son tan suyos y tan respetables como el derecho de cual- 
quier propietario á la propiedad misma ; y por tanto, no puede menos que man- 
tenérsele en la tenencia material de la cosa; pues permitir que otro se la arre- 
bate ó le perturbe, sería privarle de lo suyo. Y como la misión de la justicia 
es dar á cada uno su derecho [jus suum cuique tfibuere^, los tribunales no pue- 
den desampararlo. Por eso, nuestra ley, á nuestro juicio, debe eutender&e en 
tal sentido, como una justa excepción que hace en favor del arrendatario. 

Y las excepciones, las especialidades, se aplican con preferencia á la doc 
trina general, como lo dicen la ciencia y nuestro Código de procedimiento. 

No dejarán los espíritus observadores de encontrar extraño que abogados 
ilustrados se olvidaran del artículo 15 de nuestro Código de procedimiento que 
preceptúa á los jueces tener por norte la verdad, y procurar escudriñarla en 
los límites de su oficio, con toda imparcialidad, prescindiendo en sus decisio- 
nes de las sutilezas y de los puntos de mera forma. Pues no otra cosa se 
hace al establecer que á los arrendatarios no puede concederse los interdictos 
del amparo y de restitución, fundándose en que,' en rigor de derecho, no poseen 
por sí, sino á nombre del dueño, que es quien conserva A animo cUrmini ^xigiáo 
por la ley para la posesión legal. .Con ello se desconoce la verdad que reco- 
nocen los maestros, de que la tenencia de la cosa es una posesión de hecho, 
y que precisamente lo que se discute en los interdictos es el hecho de la pOr 
sesión, los actos materiales, y nó los títulos de dominio : con ello se desconoce 
la verdad de que el arrendatario, al pagar con sus pensiones el uso y goce 
de la cosa, al dedicar su dinero, su labor, sus cuidados y privaciones á obtener 
rendimientos de la cosa arrendada, tiene derechos suyos propios, que bien me- 
recen el amparo, la protección acordada á todo buen derecho ; con ello, en 
fin, se sacrifica la verdad á la sutileza, ateniéndose al rigor de una definición, 
que los prácticos mismos necesitan luego explicar para su correcta aplicación. 
I Por que ese rigor contra un buen derecho, por qué ese desamparo á quien 
lo ha adquirido tan correctamente c^n su dinero y su trabajo honrado ? 

Y en las condiciones especiales de nuestro país, sin buenos caminos, en el 
aislamiento de las selvas, casi siempre, y en medio de privaciones dolorosas y 
entorpecedoras ; la proclamación de la doctrina que le priva de los interdictos, 
es un verdadero sacrificio de la propiedad bien adquirida por un trabajador 
meritorio. Pongamos por caso un arrendatario de una hacienda de cacao, allá 
en el centro ó los confines del Estado Miranda, del otro lado del Tuy, á quieta 



Digitized by 



Google 



—252— 



un desalmado iuvada con una cuadrilla de cómplices, para apoderarse de la 
cosecha, y al cual arrendatario no le deje la ley otro remedio que ocurrir á 
su arrendador para que le dé los poderes necesarios para defenderse ; imagí- 
nese los entorpecimientos conque puede conseguirlo, sobre todo en la época de 
las lluvias; y dígasenos si no es eso entregarlo maniatado á ¡su espoliador? 
No ; esa no puede ser la justicia de un país ! 

Decirle que implore el noble oficio del juez, cuando se le niega tan rotun- 
damente su derecho de defensa de lo suyo, es, á nuestros ojos, una irrisión. 

Y no se crea que en nuestros razonamientos venimos trillando caminos 
desconocidos por los verdaderos creadores de la ciencia del derecho, que fueron 
los sabios romanos. Por el contrario, venimos siguiendo sus huellas lumino- 
sas, como vamos á probarlo, con las oportunas inserciones de varios IVatados 
de las Pandectas 

Su Libro XLIII, que contiene el extensísimo tratado de los Interdictos, trae 
los siguientes Títulos, que tomamos de Pothier. 

Libro XLIII. De interdictis, siveextraordinarlis actionibus quíe pro his com- 
petunt. 

Tíitdo XVIII, -De las superficies. 
I.- -El interdicto sobre las superficies 



Títulus XVI IL — De superjíciebus. 

I.— Affine est et quasi sequela prae- 
cedentis hoc interdictum, ut statim pa- 
tebit ex dicendis. 

Superficiarias aedes appellamus, quae in 
conducto solo positse sint, quarum pro- 
prietas etcivili et naturali jure ejus est. 
cujus etsolum. /. 2 Gaius lib. 25 ad ed, 
provine, 

fi«^ Conductor autem et qui ejus jure 
utuntur, habet in his jus quod dicitur 
jus superficiei'. ad quod retinediím, hoc 
interdictum ipsis proponitur. 

Nimirum « ait praetor »: « Uli ex lege 
« locatiouis sive conductionis, superficie 
« qua de agitur, nec vi, nec clara, nec 
«precario alter ab alter frueraini, quo- 
minus fruamini vim fieri veto». /. / 
Ulp. lib, 70, 

Proponitur autem interdictum dúplex 
exemplo interdícti uii possidetis. 

V^' Tuetur it'\que praetor eum qui 
superficiem pelit, veluti uti possidetis 
interdicto; ñeque exigit ab eo quam 
causara possidendi habeat. Uuum tam- 
tum inquirit, num forte vi, clara, pre- 
cario, ab adversario possideat. Ommia 
quoque quae in uiis possideHs interdicto 
servantur, hic quoque servabuntur d. L 
I §2. 

II. — Datur etiam superficiario, quum 
possessione exidit, uti lis in tem odio. 



tiene mucha afinidad con el precedente 
(Uti possidetis) y es como continuación 
de él, como va á verse. 

Llamamos casas superficiarias las que 
han sido construidas sobre suelo del 
cual sólo se era locatario, y cuya pro- 
piedad ¡pertenece por derecho civil y 
natural al propietario del suelo. 

V^ El locatario y los que están bajo 
su derecho, tienen sobre estas casas, lo 
que se llama un derechq de superficie, 
para la conservación del cual se ha dado 
este interdicto. 

El Pretor dice : « Prohibo que se os 
haga violeucia para impediros gozar 
en los términos de vuestra locación de ía 
superficie de que se trata, si no habéis 
obtenido el goce ni poí violencia, ni 
clandestina, ni precariamente contra 
vuestro adversario. 

Este interdicto es doble, como el in- 
terdicto uti possidetis. 



El Pretor proteje, pues, al qtfe 
reclama una superficie, á modo del 
interdicto uti possidetis ^ sin exigirle 
que Itenga título de posesión. Sólo le 
exige que no haya usurpado la posesión 
por violencia, ni clandestinamente, ni 
precariamente contra su adversario. 
Respecto de este interdicto debe obser- 
varse cuanto se observa sobre el uH 
possidetis, 

II. — Se da también una accdón útíl 
real al locatario de la superficie coail- 
do ha sido de ella expulsado. 
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Hinc addit praetor : « Sí qua alia aeiío 
de supeffide posiulabituTy causa cognUa 
éMH>^ d, /. i pr V. si qua. 

Dices, sed quid bis ppus habet su- 
peirficiarius ? Nam qui superficiem in 
alieno solo habet, civili actione sub- 
nixua est. Nam si condnxis superficiem 
ex conducto; si emit ex empto agere 
cum domiuo soli potest. Btenim si 
ipse eum prodibeat, quod interest agen- 
do consaquetur: sin autem ab alio pro- 
hibeatur, praestare ei actiones áuas 
debet dominus,, et cederé. Sed longe 
utile vigum est, (quia et incertura erat 
an A^ra/i existeret, et quia melius est 
possider^ potius quam in personara ex- 
periri) hoc interdictum proponere, et 
quasi ifk tem actionem pollicere d, L 
I § I. 

la^IIL— Quod ait praetor, si adió de 
superficie postulabituf, causa cogniia daba, 
sic inteligepdum est, ut, si ad tempus 
(modicum) quis superficiem conduxerit, 
negetur ei in rem actio. Et sane, causa 
cognita, ei qui non ad modicum tem- 
pus conduxit superficient, in rem actio 
compeiet. d.Li%Z' 

IV. — Quia autem etiam in rem actio 
de superficie dabitur, petitori queque in 
superficiem dan, et quasi usufructum, 
sive usum quendam ejus esse, et cons- 
titui posse per útiles actiones, creden- 
dum est, (í. /. i § 6. 

Servitutes quoque proetorio jure<x>ns- 
tituentur. Et ipsas, ad exemplum ea- 
rum quae ipso jure constitulse sunt, 
utilibus actionibus petentur. Sed et 
interdictum de his utile competet. d. L 

V.— Superficiem non vendi tantura 
et locari, sed et tradi posse intelligen- 
dum est, ut et legari et donan possit. 
d. /. I § 7. 

Et, si duobus sit communins, etiam 
utile. communt dividundo judiciun da- 
bimu. d.l.l% 8. 

VI. — Hactenus de jure quod circa su- 
perficiem habet superficiarius. 



Por lo cual el Pretor agrega: Si se 
pide alguna oirá acción respecto á^ la su- 
perficiCt la daré con cmwcimic7üo de causa, 

Pero se dirá, qué necesidad tiene el 
locatario de la superficie ? El que tiene 
la superficie de un suelo ageno tiene- 
una acción civil, pues que tiene fa ac- 
ción de Ja locación, si ha tomado en lo- 
cación, y la de coniprk si ha comprado, 
contra el propietario del suelo. En efec- 
to, si es el propietario el que impide 
gozar, obtendrá contra él los perjuicios 
proporcionados al interés que tenía en 
gozar; y vsi es otro, el propietario debe 
cederle sus acciones, pero ha parecido 
más útil darle por este interdicto una 
acción real, porque era incierto que la 
acción de la locación tuviese lugar, y 
porque vale más poseer que tener una 
acción personal. 

•í^Loque dice el Pretor : Si se de- 
manda una acción relativa ala superficie J(i 
daré C071 conocimiento de causa, debe en- 
tenderse en el sentido de que si se ha 
tomado en locación una superficie por 
término corto, no se le da acción real, 
pero se le dará con conocimiento de 
causa al que tuviere esa locación por 
tiempo largo. 

IV. — Pero porque se da una acción 
•real para una superficie, es necesario 
creer que se debe dar también al deman- 
dante (i) una acción para esta super- 
ficie, y que puede constituir una es- 
pecie de usufructo 6 de uso sobre una 
superficie, por acciones útiles. 

Se constituirán también servidum- 
bres por el derecho pretorio; y se ten- 
drán acciones útiles para exigir su 
goce, como las constituidas por dere- 
cho civil. Se tendrá así mismo la ac- 
ción útil de este interdicto para estas 
servidumbres pretorianas. 

Se podrá no solamente vender una 
superficie, sino también arrendarla. De- 
be entenderse además que el pretor deja 
libre de donarla ó de legarla. 

Y |si ella pertenece en común á dos 
í>ersonas, la acción comuni dividundo 
tendrá lugar entre ellas. 

Hasta aquí hemos hablado del dere- 
cho del poseedor de una superficie, coi| 
relación á ella. 



supe: 



rfic 



Aquellos á quienes él hubiere constituido un derecho de usufructo ó uso sobre una 
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<r Is autetu, in cujus solo superficies 
est. utique non indiget nlile actione ; 
sed habet Í7i rem, qualon habet de solo; 
Plañe si adversus superfídarum velit 
vindicare, dicendum est expectione 
utendum iufaclum data. Nam cui da- 
mus actianen ei dem et exceptionem 
competeré mu]to magis quis dixerit. 
d. L T%4 hic et L 156 § / fifyo. 17 de reg 
jut Ulp, lib, 70 aded. 

« Si soli possesori superficies evinca- 
tur, aequissimum erit subvenine ei, vel 
ex stípulatu de evictione, vel certe ex 
empto actione. rf. /. i § 5. 



Pero aquel sobre cuyo terreno se 
tiene una superficie no tiene necesidad 
de la acción útil; porque tiene la misma 
acción real que sobre el suelo. Sin em- 
bargo, si quiere reivindicar contra quien 
tiene la superficie, debe decirse que 
tiene una excepción de hecho, porque 
á quien se da una acción debe tener con 
mayor razón una excepción. 

Si el poseedor del suelo es eviccionado 
de la superficie, es muy justo ayudarle 
por ía estipulación de la evición y aún 
por la excepción de la compra. 



Título XXVI Libro XLIII Pandectas.—De precario, 



I. — Ait Praetor: Quod precario ab 
illo habes, aut dolo malo fecisti ut 
decineres habere, qua de re agitur id 
lili restituas /. 2 Ulp, lib. 7/ ad ed. 

IV. — Habere precario videtur qui pos- 
sessionem vel corporis vel juris adap- 
tus' etex hac solummodo causa, quod 
preces adhibuit et impetravit ut sibi 
possidere aut uti liceat. 1. 2 § 3 Ulp. lib, 
77 ad ed. 

1^ XI. — Ex causa precarii possessio 
tribuitur. Enimvero eum qui precario 
regaverit ut sibi possidere liceat, nan- 
cisci possessionem non estdubium. /. /j 
Pompón, lib 2^ ad Sabin. 

At vero etc., etc . . , 



1^ XII.— Meminisse autem nos 
oportet, cum qui precario habet, etiara 
possidere. /./§/. Ulp. lib 71 aded. 



I.— El Pretor dice : ordeno que le 
restituyas eso de que se trata á aquel 
de quien lo hnbiste á título de precario 
ó habéis dejado de tener de mala fé. 

IV. — Por el precario se acuerda el 
uso á ruego del que lo exige durante 
el tiempo por el cual quiera dejárselo. 



1^- XI. — El precario dá la posesión. 
En efectg no es dudoso que quien ha 
obtenido la posesión precaria por sí 
mismo, no haya adquirido la posesión. 

Pero se ha dudado si el que la había 
acordado continuaba poseyendo, y se 
ha decidido que el esclavo dado á titulo 
de precario cs poseído por aquel á 
quien ha sido dado etc . . . 



Xll.-r- Pero debemos recordar 
que el que posee á título de precario, 
posee también . . 



Con todos los antecedentes que hemos acumulado, y las observaciones que 
dejamos consignadas, bien podemos concluir estableciendo que debemos seguir 
en la práctica usada hasta ahora, que enseñan nuestros expositores Sanojo y 
Domínici, y separarnos de la doctrina definida por el Alto Tribunal. Esto 
por amor á la ciencia, por interés déla verdad y de la buena justicia, y por 
patriotismo mismo que reclama también de los abogados en ejercicio nuestros 
esfuerzos en pro del progreso científico. 
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SECCIÓN 3? (*) 



DEL DIVORCIO T DE LA SEPARACIÓN 
DE CUERPOS 



Art. 523. Es Juez competente para conocer de los juicios de 
divorcio 6 de separación de cflerpos el que ejerza la plena ju- 
risdicción ordinaria en primera instancia en el lugar del domi- 
cilio conyugal ; y no podrá darse comisión á ninguno de los 
jueces inferiores para la práctica de diligencias de sustanciación 6 de 
ejecución en dichos juicios, salvo el caso de citación. 

Art. 524. El tribunal no admitirá ninguna demanda de divorcio 
ó de separación de cuerpos que no esté fundada en alguna de las 
causales establecidas en el Código Civil. 

Art. 525. Admitida la demanda de divorcio ó de separación de 
cuerpos, el Juez emplazará á an;bas partes para el décimo día hábil; 
las cuales deberán comparecer personalmente, salvo los casos de 
ausencia ó de presidio, acompañada cada una de los dos parientes 
más próximos que tengan,* 6, faltando estos, dedos amigos; y el 
Juez^ excitará á las partes á la conciliación, haciéndoles, al efecto, las 
advertencias y reflexiones conducentes, en las cuales tomarán parte 
las personas que acompañen á los cónyuges. 

Si no se lograre la conciliación, se procederá en la tercera au- 
diencia siguiente á la contestación de la demanda y, oida esta, el 
Juez emplazará las partes y á las personas que las acompañan para 
una nueva reunión pasados cien días consecutivos. 

En este segundo acto el Juez excitará de nuevo á las partes á 
la conciliación y si no la lograre, nombrará el defensor del matri- 
monio, y continuará la causa por los trámites del juicio ordinario. 



Art. 526. Si el demandante no concurriere al primer acto de 
conciliación ó al de la contestación de la demanda, se entenderá 
que desiste de la instancia y así lo declarará el tribunal. La ina- 
sistencia del demandado al acto de la contestación de la demanda 
se estimará como la contradicción de esta en todas sus partes. 

Art. 527. Si el cónyuge demandado estuviere ausente del país 
ó en presidio, se le nombrará un defensor con quien se entenderá 



f (*) Esta Sección en el Código de 1895, que venimos estudiando, era sólo de separación 
de cuerpos y se comprendía en los artículos 521 á 526. Pero como esta Sección ha sido refor- 
mada en el Código novísimo haremos como en un paréntesis, el estudio de la reforma con 
su misma nimieración. Después volveremos á la del de 1895 que es el que estudiamos. 
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la citación, á efecto de que ejerza la representación del demandado 
en todo lo que con el juicio se relacione, 

Art. 528. El Juez,* estimando todas las circunstancias, podrá 
acordar la constitución del tribunal en la casa de la mujer cuando 
esta no concurriere al segundo acto de conciliación, á efecto de que, 
con asistencia de los parientes ó amigos, se conferencie sobre la 
conciliación. 

Art. 529. En los juicios de divorcio no será admisible la prueba 
del juramento decisorio; y para que la 'testimonial sea plena se re- 
quiere la declaración de cuatro testigos contestes que den razón 
fundada de su dicho. 

En ningún caso será admisible el testimonio de los criados y 
demás personas dependientes de los cónyuges. 

Art. 530. Si en los juicios de divorcio ó de separación de cuer- 
pos fundados en la causal quinta del artículo 152 del Código Civil, 
se presentare copia auténtica de la sentencia firme de condenación 
á presidio, el Juez, después de verificado el segundo acto de con- 
ciliación, declarará que no hay lugar á pruebas por ser el punto 
de mero derecho y procederá á la vista y sentencia de la causa, 
observando las demás disposiciones de esta Sección. 

Art. 531. A solicitud de cualquiera de las partes ó de oficio, 
puede el Juez acordar, • cuando lo estime conveniente, que en estos 
juicios se proceda á puerta cerrada; pero la sentencia se publicai^á 
en la forma ordinaria, cualesquiera que sean sus fundamentos. 

Art. 532. Contra las determinaciones libradas por el Juez, en 
virtud délo dispuesto en el artículo 163 del Código Civil, no se oirá 
apelación sino en un solo efecto. 

El Juez dictará todas las medidas conducentes á hacer cumplir 
sus determinaciones respecto de los puntos á que se refiere dicho 
artículo, embargando bienes, si fuere necesario. 

Tanto las peticiones como las resoluciones de ellas que ocu- 
rran en estos actos serán verbales, pero deberán constar en las res- 
pectivas actas del expediente. 

Art. 533. Si ocurriere diferencia entre el marido y la mujer 
sobre la cantidad y especie de los bienes que hayan de depositarse, 
el depósito recaerá sobre los que el marido declarare, sin perjuicio de 
lo que el tribunal determinare después en vista de la reclamación 
y de las pruebas que sobre este punto se instruyan en un cua- 
derno separado. 

Art. 534. En los juicios de divorcio y de separación de cuerpos, 
la sentencia en cualquiera de las instancias será pronunciada por 
el tribunal constituido con dos asociados. 
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Estos serán sacados á la suerte de una lista no menor de quince 
personas formada al efecto para cada sección judicial por la respec- 
tiva Corte Suprema, en los primeros quince días del mes de Enero 
de cada afio, y que se pasará oportunamente á los tribunales de 
primera y de segunda instancia. 

Art. 535. Los asociados deben reunir las condiciones siguien- 
tes : ser mayores de treinta años, casados y reconocidos como bue- 
nos padres de familia. 

Art. 536. Concluido el lapso probatorio, el Juez señalará la 
audiencia siguiente para el sorteo de los asociados ; no pudiendo insa- 
cularse los nombres de los parientes de los cónyuges dentro del cuarto 
grado civil de consaguinidad y segundo de afinidad, ni^ los de los que 
hayan conocido del mismo juicio en otra instancia; ni el del 
cómplice ni los de sus parientes, dentro dé los grados indicados, 
en los casos de demanda de divorcio ó de separación de cuerpos por 
causa de adulterio. , 

Art. 537. El cargo de asociado en estos juicios es obligatorio, 
y para entrar á ejercerlo se requiere prestar ante el Juez de la causa 
juramento de cumplirlo fiel y honradamente. 

La negativa del asociado á conocer del juicio sin causa plena- 
mente justificada, á juicio del tribunal, será penada con multas de 
quinientos á cinco mil bolívares, que impondrá el mismo Juez de la 
causa. 

ESTUDIO 176 

ANTECEDENTES 

Derecho patrio. — Como ni en tiempos de la Colonia, ni en los de Colom- 
bia, ni después de la constitución de Venezuela en República independiente, 
ha existido ninguna disposición legislativa sobre divorcio en el sentido de 
romper el vínculo matrimonial, sino sólo en el de producir la separación de 
cuerpos de los esposos, los antecedentes que podemos citar solo se refieren á 
este último concepto; y son los siguientes ; 

Los atifculos 521 á ^26 del Código de i8gSt Q^^ corresponden con los ^7/ áj8o 
del de 1880, y á los 370 á 376 del de 1873: los cuales tenían su origen en los 10 á 60 
de la Ley X iít, 7 del Código de 1838; y en todos ellos se conservó un mismo 
procedimiento con pequeñas variaciones ; salvo en materia de competencia para 
conocer, pues al principio, eran los tribunales eclesiásticos los que conocían del 
divorcio entre católicos, y los juzgados de primera instancia de los de los he- 
terodoxos: lo temporal era siempre del tribunal civil. 

Derecho ns^AÑOL.—Lejf 20 Ht, /o Lib 20 Nov. Recop. De resulta de cierta 
causa de divorcio seguida en el tribunal ecle-iiásticode Lima, que declaró el divor- 
cio y extendió su sentencia á la restitución del dote, gananciales y alimentos; y con 
motivo de lo que sobre este asunto hizo presente á un augusto padre el Concejo pleno 
de Indias, tuvo á bien mandar á expedir real cédula, que se comunicó á aque- 
llos dominios en 22 de marzo de 1787, declarando que los jueces eclesiásticos 

17 
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sólo deben entender en las causas de divorcio, sin mezclarse sin pretexto al- 
guno en las temporales y profanas sobre alimentos, litis-expensas 6 restitución 
de dotes, como propios y privativos de los magistrados seculares, á quienes 
incumbe! la formación de sus respectivos procesos ; y á este fin resolvió igual- 
mente, que ofreciéndose semejantes asuntos temporales durante las causas ecle- 
siásticas, se abstengan los Prelados y sus Provisores de su conocimiento, y los 
remitan sin detención á las justicias reales que las sentencien y determinen 
breve y sumariamente ^egún su naturaleza ... he tenido á bien conforme 
con el parecer de mi Concejo ; y en su consecuencia expedir esta mi real cé- 
dula, por la cual mando se guarde, cumpla y executo lo prevenido y dis- 
puesto en la citada real cédula de 22 de marzo de 1787 de que se ha hecho 
relación. 

DkrECHO romano.— Z.ÍÍ XXIV D. tit, II aft. /. Potest definiri divor- 
tium, legitima viri ac mulieris sepaiatio hoc animo facta, ut nuuquam redin- 
tegretur matrimonium. 

Romulus viris nonnisi ex causa adulterii au querumdam faciuorum ab uxore 
pupetratorum repudiare eom permitebatt ... 

Lex vefo XII Taburalum videtua permisisse viris ut suas prolubitu repu- 
diaret uxores. Dutissime tamen Romani hac legis indulgentia usi non sunt, 
quum sexto demum ab urbe condita saeculo primus apud ipsos Sp. Carvisius 
quidam uxorem repudia ver it. Imo postquam viri repudiare uxores coeperunt, 
ratum quidem erat divortium, etsi absque uUa causa uxor dimisa fiunisset : 
verum aliquandiu obtinuit ut vir cesoris notam non etfugeret, nisi hoc fecisset 
ex araicorum assensu, et justa de causa. 

Textos que dicen : 

Se puede definir el divorcio, la legítim?! separación del marido y de la 
muger con la intención de no reintegrarse jamás en su matrimonio. 

Rómulo no permitía á un marido repudiar á su muger si no en el caso 
de adulterio y de ciertos crímenes cometidos por ella . . . 

Pero la lycy de las XII tablas parece haber permitido á los maridos repu- 
diar á sus mugeres á voluntad. Sin embargo los romanos estuvieron largo 
tiempo sin usar de esa disposición facultativa, pues no fué sino en el sexto 
siglo de la fundación de Roma que un cierto Sp. Carvicío fué el primero que 
repudió á su muger, y después que los maridos siguieron su ejemplo, el divorcio 
quedó ala verdad confirmado, aunque no sedi^sc ninguna razón ; pero un marido 
que repudiaba á su mujer incurría en la reprensión de los censores cuando lo 
hacían sin justo motivo y sin la aprobación de sus amigos. 

Reforma necesaria. La reforma de la ley que estudiamos es la consecuen- 
cia de la que se ha efectuado en la correspondiente ley del Código Civil; por 
lo cual necesitamos para este Estudio traer á la vista las disposiciones de 
esa última ley sustantiva. 

Esta lleva hoy por mote : Del Divorcio y de la separación de cuefpos^ y 
ocupa los artículos del 151 al 170 del Código. 

Su primera disposición (art. 151 ) dice: el matrimonio válido se disuelve por 
la muerte de uno de los cónyuges ó por el divorcio declarado por sentencia 
firme. Antes el divorcio de que trataba nuestro derecho, no destruía el vínculo, 
y sólo tenía por conveniencia la separación de cuerpos. 

Comisión reviso? a de iSg^, En la Comisión revisora de los Códigos, creada 
en 1895, la mayoría aceptó esta reforma, salvando su voto el que escribe, al 
cual se adhirió el doctor Félix Francisco Quintero. Pero no se llevó á efecto 
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entonces, por haber consultado al señor Presidente, en el temor de que no 
aceptada, se trastornaran los trabajos de los dos Códigos. Y en efecto, en una 
reunión de la Comisión coa el Ministerio se dio cuenta del asunto ; y el GO" 
bierno resolvió : que no consideraba conveniente por entonces la reforma» y 
que 'las cosas siguiesen como venían jde atrás. 

Mi voto salvado se fundó eñ que las reformas trascendentales, como la 
dequ« se trataba, debían ser el resultado de una necesidad social; y en nin- 
guno de los Estados de la Unión se habían dado notaciones de la necesidad de 
la reforma, ni por reuniones públicas, ni por la prensa, ni por ningún otro 
medio ; de manera que los pueblos tenían comojaceptado lo que establecía nues- 
tra legislación. Pasé después en revista nuestros gremios sociales para ver en 
cuál de ellos se sintiera la necesidad del divorcio propuesto ; y nos pareció 
que ninguno de ellos lo necesitase. \ en fin. alegué la perturbación que can* 
saría en la conciencia de nuestros pueblos, esencialmente católicos, y los cho- 
ques que se originarían con el clero, ya porque no se prestaría á matrimonios 
eclesiásticos de personas divorciadas, ya porque no se prestaría á bautizar 
los hijos de esas personas como legítimos, ya finalmente porque en caso de 
peligro de muerte, en que se apelara al sacerdote para una confesión, no po- 
dría hacerlo sin exijir la separación de las personas. Y marchando la Re- 
pública sin esas cuestiones con el clero, parecía prudente evitarlas. 

Pero la reforma está hecha y es preciso estudiar la ley tal como ha sido 
sancionada. 

Disposiciones del Códij^o Civil. El artículo 152 del Código Civil estableció 
como causas legítima!^ de divorcio : 

i* El adulterio de la muger, en todo caso ; y el del marido cuando.man- 
tiene concubina en su cas-:^ ó nt>toriamente en otro lugar, ó si hay un concurso 
de circunstancias tales que el hecho constituya una injuria grave hacia la 
mujer. 

2* El abandono voluntario, y los excesos, sevicia ó injuria graveque ha- 
gan imposible la vida común. 

3*^ i^a propuesta del marido para prostituir á la mujer. 

4* El conato del marido ó de la mujer para corromper ó prostituir á sus 
hijos ó á sus hijas, y la connivencia en la corrupción ó prostitución. 

5^ La condenación á presidio. • 

Son estas las mismas causales enumeradas en el Código de 1895 para la 
separación de cuerp)os, y según el artículo 157 actual son también las que 
pueden alegarse hoy para esa separación. ' 

Dice la ley vigente que declarado el divorcio por sentencia firme, los 
cónyuges pueden contraer libremente segundas nupcias ; pero la mujer tiene 
que esperar que trascurra un año después: que el cónyuge culpable de adul- 
terio tendría que dejar pasar cinco años después de la sentencia ; y que se di- 
.suelva también la sociedad de bienes y ha de procederse á su liquidación con- 
f jrm* al Título respectivo del Libro III. 

También dispone la nueva ley que disuelto el matrimonio por divorcio, 
ejercerá la patria potestad el cónyuge inocente ; y si ambos han dado causa 
a él. el tribunal en su fallo determinará, cuál de ellos debe ejercerla, y quien 
ha de subvenir á la educación é instrucción de los hijos, sin que por esto el 
otro cónyuge quede exonerado de sus deberes para con estos, si fuere necesa- 
rio. Y en casos graves, según las circunstancias, se dá facultad al tribunal 
para declarar abierta la tutela. 

La separación de cuerpos sólo suspende la vida común de los casados ; y 
como hemos dicho, las causas legítimas para ella son las mismas que para 
el divorcio. 
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SI el marido da motivo á la separación, la mujer puede pedir la separa- 
ción de bienes; y si la mujer Ituere la culpable de la separación, conserva el 
marido, si quiere, la administración de los bienes de la masa social y dará ali- 
mentos á la mujer ; pero no estará obligado á darlos & la que observ^a mala 
conducta después de la separación ó que dio causa á esta. 

Dá expresamente la ley á cualquiera de los cónyuges el derecho de pedir, 
transcurrido que sean cinco años después de la separación, que se convierta ea 
divorcio, si no ha habido reconciliación. El tribunal procediendo sumariamente 
debe declararlo así, con audiencia del otro cónyuge y con vista del juicio 
anterior. 

Es potestativo á los cónyuges usar de cualquiera de las dos acciones <k 
divorcio ó de separación de cuerpos, pero s^lo podrá intentarla el que no Iki} i 
dado causa. 

La muerte de uno de ellos pone término ai juicio. 

I^ ley declara competente para ambas acciones al Juez de i^ Instancia d i 
domicilio conyugal : le dá las facultades para dictar, admitida la demanda, ía > 
medidas orovisionales sobre depósito de la mujer, cuando sea pedido ; cU' io 
de los hijos ; alimentos; litisexpensas; y medidas respecto de administraci/ 1 
de bienes ; y medios y penas para la mujer que abandona el depósito. 

Bn lo demás la ley conserva las disposiciones de los Códigos anteriores ; 
incluso el nombramiento de defensor del matrimonio. 

No nos toca entrar en la materia de fondo ; pero juzgamos couvenici-tL 
hacer algunas indicaciones sobre las causas legales para oiíalquiera de las d^^s 
acciones. 

Hechos aníefiúf es al mahimonio. Sea la primera que seg^m Carpeyítier, en su . 
obra sobre la materia, se pregunta de manera general si hechos auteriores al 
matrimonio pueden invocarse como causa de divorcio ; y dice que la doctrin i 
está dividida respecto de la cuestión, citando en el n9 ii6 los autores que e^táu \ 

rr la negativa y por la afirmativa. Y después de decir en el no uSoue es "^^ 
la injuria que hiere y no al hecho injurioso mismo que la ley aplica A vli- ^>í^ 
vorclo; y que para que pueda alegarse como causa un hecho injurioso ^uteríor ^ 

al matrimonio, seria necesario que la existeneia de ese hecho hubiera si( o * ; 

disimulado por el futuro esposo, para que no pudiera imputarse al querellante ^ 
el no haberse informado suficientemente; cita sentencias de. las Cortes de Bui 
déos, de Anvers, del tribunal del Sena, de Cambrai, de Dijon, etc. en qlie 
se aceptaron como causas para el divorcio, el embarazo anterior al matrimo- 
nio, sobre todo cuando! la mujer persistió en su disimulación después de aqu ti, 
y fué á dar á luz clandestinamente casa de una pirtera : el parto de un hijo 
concebido antes del matrimonio por otro distinto del marido ; y otros casos 
semejantes que pueden verse en los números siguientes de la obra citada De.^- 
pués cita decisiones en sentido contrario. Y al fin dice haberse formado una 
opinión intermedia que parece distinguir entre tales causas, según su grave- 
dad y según que ellas son de naturaleza á ser resentidas ó nó después del 
matrimonio ; y cita también varios casos. 

Cav^a de adulterio. Sobre la causa de adulterio, la ley es clara; lo mÍRmo 
que sobre la condenación, que limita á la pena de presidio ; y sobre el aban- 
dono del hogar conyugal, que ha de ser voluntario. Con todo, conviene estn- 
diar los maestros respecto de estas causas, según las circunstancias. 

Excesos, sevicia ¿injuria. Los franceses entienden por exceso, toda violencia 
6 todo atentado de naturaleza .tal que ponga en peligro la existencia misma 
de la víctima : por sevicia las vías de hecho ó actos de crueldad que sin po- 
ner en peligróla vidala hacen odiosa, ó insoportable; y por injurien graves 
toda palabra, escrito ó acto que tenga por efecto herir al cónyuge en su con- 
•ideración y su honor. 

Las demás causas están así mismo claras en nuestra ley. 
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Ya hemos dicho lo bastante sobre el fondo. Estudiemos ahora el procedí* 
miento, que es nuestro objeto primordial. 

Juez co7npetente. Empieza el tratado sobre el procedimiento declarando que 
li competencia corresponde al Juzgado de la Instancia civil del lugar del do- 
injciüo conyugal, que lo determina, en general, el del marido. Y agrega que 
no podrá darse comisión á ningún juez infetior para* diligencias de sustancia- 
c 6u ó de ejecución en tales juicios, salvo para la citación. Disposición que es- 
t:iblcce esas excepciones á las doctrinas del Libro I sobre jueces comicionados, 
por la naturaleza especial de estos juicios, en que obran hechos personalísimos 
ele ■'as partes. 

Demandas inadmisibles. Declara luego inadmisible toda demanda de di- 
vorcio 6 de separación de cuerpo que no se funde en alguna de las causales del 
L )d:¿:o Civil. Eso es verdaderamente correcto para no dar entrada á discu- 
.^:oiiv\s haladles, y quizás repugnantes ó hiriente que ningún resultado alcanzarían 

v'i de finí ti Vil. 

Citación y conciliación. Admitida la demanda, emplaza el juez las partes 
;vu;i oi décimo día hábil, ( por supuesto fijando la hora ) para que comparezcan 
¿vr-sonalraente, acompañada cada una de sus dos parientes más próximos, ^i 
i '^ i vieren, y á su falta, de dos amigos; y el juez excitará á las partes ala 
jciliactón, interponiendo las advertencias y reflexiones conducentes; acto eu 
cual tomarán parte los acompañantes. Estos, desde que la ley no hacedis- 
iiit ion. pueden ser varones ó hembras. Sólo exceptúa la ley de la compa- 

', eiíLia personal al ausento y al que estuviere en presidio. ¿IT cómo ha de 
• vt-ndersc esa ausencia, es de la República 6 del lugar del juicio? Y ese pre- 

.lio, es porque esté sufriendo tal pena, ó porque sólo esté detenido? Res- 
] ¿oto délo primero, no creemos que la excepción se refiera á la déla Repú- 
i f) a, 5:ino que basta que esté fuera de la jurisdiccióu del tribunal; porque 
^:r':i gravoso é inusitado que se hiciera viajar á una parte de lugares distantes, 
<t .nde puede estar por motivos de salud, de interés ú otra legítima, para 

ís. lir alecto, en que no se prohibe asistir por un representante instruido y 
«^ xpc usado. Si esta fuera de la República, el nombramiento de defensor de 

u!>ontes es de precepto legal. Entender las cpsas de otro modo sería privar á 
\ i parte de los derechos y garantías que debe tener el litigante, y hasta de la 

liiertad indispensable. Respecto de lo segundo, no parece correcto que se 

Líiiiía la ley á una pena de presidio ya impuesta; la sola detención, sobre 
: ; lo si no es en el lugar mismo del juicio, le pone en la imposibilidad de la 
a >isuiicia, ya que se encuentra privado de su libertad. 

Parécenos que las disposiciones siguientes corroboran lo expuesto. 

Segundo acto de conciliación, SÍ no se logra la conciliación en ese primer 
íxto, se procede en la tercera audiencia siguiente á la contestación de la de- 
1 ,atida ; y oída esta, el juez emplaza á las partes y á las personas acompa- 
ñantes para un nuevo acto, pasados cien días consecutivos. En este se- 
vmK.V:>acto, el juez excita á las partes á couciliarse, y si no se logra, nombra 
-i defensor del matrimonio y continúala causa por los trámites del juicio or- 
íliiiario: estoes, que después de haber aceptado ese defensor su. encargo, .se 
pone en movimiento la causa. * 

Inasistencia, Si el demandante no concurriere al primer acto de concilia- 
ción ó al de la contestación de la demanda, se entepderá que desiste de la 
instancia, y así lo declarará el tribunal. El secundo acto conciliatorio, queda 
entonces de hecho suprimido por no tener ya objeto. Pero si es el demandado 
el que no concurre al acto de contestación de la demanda, se tendrá como con- 
tradicha por él en todas sus partes. Y entonces ¿ha ó nó lugar al .segundo 
acto conciliatorio ? No lo dice la ley ; pero como para emplazar á las partea 
y sus acompañantes para este segundo acto, exige que se haya o(do la corv. 
¿:-taciün ala demanda, parece que también queda suprimido ese acto. 
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Ausencia y presidio, Prev^e ahora la ley el caso en que el cónyuge de- 
mandado estuviere ausente del país 6 en presidio, para disponer que se le 
nombre un defensor para que ejerza en todo la representación de aquél. Lo 
cual corrobora que en todo otro caso de ausencia ó de detención, del mismo 
demandado 6 del actor, que no permita la asistencia personal, pueden ser re- 
presentados por apoderados ó por sus representantes legales, ó asistidos, «egán 
sea el caso, si son inhábiles para comparecer en juicio ; para lo cual ha de 
tenerse presente el tratado sobre Las parles del Libro I y las disposiciones del 
Código Civil aplicables. 

Constitución casa de la lyiujer. El artículo 528 autoriza al juez para que 
estimando todas las circunstancias, acuerde la constitución del tribunal en la 
casa de la mujer cuando esta no concurriere al segundo acto de conciliación, 
para que con asistencia de los parientes ó amigos, se conferencie sobre ella. 

Convefsiót¿i de pretensiones. Los autores franceses se ocupan de la posibili- 
dad de convertir, en el curso de la instancia, una demanda de separación de 
cuerpos en una de divorcio, 6 vice versa, una de divorcio en separación decuir- 
pos. Y como allá se han sancionado diversas leyes sobre la materia, buscan 
las diversas soluciones así en la diversidad de disposiciones, como en las dis- 
tintas épocas en que se dictarotj. 

Entre nosotros, en que sólo el artículo 160 del Código Civil se ocupa déla 
conversión de la acción de separación de cuerpos, en divorcio, declarando que 
pasados cinco años de la sentencia que pronuncie la primera, puede convertirse 
en la segunda, si no ha habido reconciliación, nos parece que las soluciones de- 
ben buscarse en las disposiciones de nuestro procedimiento ordinario. 

Según esto, una demanda de separación de ^cuerpos sólo podría convertirse 
en otra de divorcio, por una reforma del libelo, ante'* de la contestación déla 
demanda. Como dice Carpentier, « el paralelismo del divorcio y de la separación 
de cuerpos constituye una o^xrióu en favor del demandante; opción que debe 
hacerse al principio de la instancia. Una vez que lo ha ejercido, debe consi- 
derarse que ha agotado su derecho, como lo hace el acreedor de una obliga- 
ción alternativa. Al mismo tiempo es en favor de su cónyuge una prerroga- 
tiva que no podría despojarle ». 

¿Y qué diríamos del caso contrario, de conversión de la demanda de di- 
vorcio en separación de cuerpos? Es indudable que aquel contiene efectos ma- 
yores, más importantes, que esta ; y (^onio el demandante en todo tiempo puede 
rebajar sus pretensiones, conformándose con menos, creemos que sí la otra parte 
no hace objeción á una declaratoria expresa en ese sentido, los tribunales 
deberían darle, por desistido en eso más que renuncia, y tenerlo en cuenta ]^ara 
la condenación en costas en de6nitiva. 

Demandas recíprocas. Se ocupan también los autores franceses de las de- 
mandas recíprocas, en que separadamente ó bien por vía de reconvención, demaada 
una parte el divorcio y otra la reconvención. Fíntre nosotros, si son separa- 
damente las dos demandas, habrá lugar á la acumulación ; pues que las cau- 
sales son unas mismas, como también el proctdimiento. Y si es por vía de 
reconvención, se sustanciarán y decidirán como lo estatuye nuestro Código, 
por una misma sentencia. 

Juramento decisorio, y prueba de testigos. Pero hay que advertir que expre- 
samente dispone la ley que en los juicios de divorcio no se admite la prueba 
del juramento decisorio ; y que para que la testimonial sea plena se requiere 
la declaración de cuatro testigos contestes que den razón fundada de sus dichos; 
no aceptándose en ningún caso el testimonio de los criados y demás personas 
dependientes de los cónyuges. Como la disposición expresamente se refiere sólo 
al divorcio, que es materia nueva y de consecuenci:tf5 más trascendentales, juz- 
gamos que se ha querido dejar el juicio de separación de cuerpos, como venía 
de atrás, sujeto del todo á la legislación común, por cuanto sus consecuencias 
son más bien transitorias. 
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Puerta cefrada. Ya tenemos dicho atrás que estos juicios son de aquellos en 
ue el juez puede acordar proceder á puerta cerrada, pero con la obligación 
e publicar la sentencia cualesquiera que sean sus fundamentos. Con mayor ra- 
zón está prohibido dar cuenta en los periódicos ú otras publicaciones de lo 
actuado á puerta cerrada. 

Tribunal de asociados. En ambos juicios, divorcio y separación, dice el 
artículo 534 que la sentencia, en' cualquiera de las instancias, sea pronunciada 
por el tribunal constituido con dos asociados. ¿Cómo ha de entenderse la 
palabra malquiera usada por la ley ? i Basta que así se haga en la primera, 
segunda ó tercera ? ¿O quiere decir en todas ellas ? Nos inclinamos á 
creer esto último. Es evidente que la ley ha querido establecer un tribu- 
na especial en que tengan voz y voto, casados, de más de treinta años, 
reconocidos como buenos padres de familia, comd los más interesado-i en asuntos que 
tanto importan á las familias, que son el elemento social. Ellos, con su ex- 
periencia, con su calma y prudencia, pueden apreciar mejor los hechos de la 
causa y la conveniencia de la familia. Y eso se necesita en todas las instancias. 
Esto parece corroborarlo el hecho de que en otro artículo ordena la ley que 
la lista de asociados, que no debe ser menor de quince, la forme la respec- 
tiva Corte Suprema para cada Stcción judicial, en los primeros quince días 
del mes de enero de cada año, y la pase oportunamente á los tribunales de. 19 
y de 2a instancia. 

Sorteo de asociados. Concluido el lapso probatorio, el juez debe señalar la 
audiencia siguiente para el sorteo de los asociados ; pero no podrá insacular 
los nombres de los parientes de los cónyuges dentro del cuarto grado civil 
de consaguinidad, y segundo de afinidad, ni los de los que hayan conocido del 
mismo juicio en otra instancia ; ni el del cómplice ni los de sus parientes en 
los grados dichos, en los casos de demanda de divorcio ó separación por causa 
de adulterio. Claro es que la imparcialidad requerida en los jueces, demanda 
tales exclusiones. 

Cargo obligatorio. Advierte la ley que el cargo de asociado es obligatorio : 
que para su ejercicio ha de prestarse juramento de desempeñarlo fiel y honra- 
damente ; y que la negativa á conocer del juicio sin causa plenamente justifi- 
cada, á juicio del tribunal, será penada con multas de quinientos á cinco mil 
bolívares, que impondrá el juez déla causa. 

Medidas provisionales. Son partes de estos inicios las medidas 6 disposi- 
ciones provisionales á que se refiere el artículo 163 del Código Civil, que puede 
dictar el juez después de admitida la demanda, á saber : la depósito de la 
mujer cuando ella misma ó el marido lo pidieren : 2a dejar los hijos al cuidado 
de uno sólo délos cónyuges ó de ambos, según lo creyere más conveniente; 
y 8i hubiere graves motivos que lo aconsejaren, ponerlos en una casa de edu- 
cación ó en poder de tercera persona: 3a señalar alimentos á la mujer y á los 
hijos que no queden en poder del padre : 4a dictar las medidas convenientes 
para que el marido, como*bdm¡nistrador de los bienes del matrimonio, no cause 
perjuicio á la mujer : 5a acordar á ésta las litis-expensas necesarias. 

El depósito de la mujer no puede hacerse sino á solicitud de alguno de 
los cónyuges, como lo dice la ley, y nó de oficio. El objeto de tal medida es 
la seguridad de la persona y la libertad en su defensa ; pues la residencia en 
el domicilio conyugal pudiera exponerla á maltratos y coacción y la privaría 
de aquella libertad. Si se probare que ha abandonado el depósito, el tribunal 
la requerirá que vuelva á él, en el término perentorio que le señale. Para el 
caso de negativa ó de reincidencia, podrá el juez privarla de la pensión ali- 
menticia ; y caso de ser ella la demandante, podrá además suspender el curso 
del juicio y sus efectos. Y aquí está manifiesta la intención del legislador de 
no ejercerse la fuerza en el caso dado, porque en nuestras instituciones de- 
mocráticas es inaceptable prender á una persona por una falta civil, cosa que 
tendí ía que hacerse al emplear la fuerza contra la negativa ó reincidencia de 
la esposa. 
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No nos detenemos respecto de las demás medidas porque son claras, y no 
han presentado dadas en la práctica. Bien sabemos que las circunstancias del 
caso Y las observaciones de las partes son las que guían al juez para poner 
los hilos al caidado de uno 6 de arabos cónyuges, o de tercera persona 6 en 
casa oe educación. Kl juez no puede olvidar la desgracia de esos seres ino- 
centes en los pleitos de los padres, y el interés que merecen. Tampoco puede 
olvidar que los alimentos han de ser cónsonos con la posición y educación de 
la esposa y los hijos : que las litis-expensas han de ser las necesarias para una 
defensa bien atendida ; y que también ha de tener bien presente la naturaleza 
y cuantía de los bienes, y las condiciones de las personas para asegurar el buen 
manejo de los bienes matrimoniales. Y en fin, que tales medidas son puramente 
provisionales, durante el juicio. 

Por supuesto que la sentencia definitiva debe pronunciar sobre esos mismos 
puntos, teniendo presente cuanto establece el Código Civil lespecto de la de- 
cisión definitiva de ellos. 

Efedoi de la reconciliación. Finalmente el artículo 165 del Código Civil de- 
clara atie la reconciliación de los esposos quita el derecho al divorcio* y la se- 
paración por toda causa anterior, Si ocurriere en cualquier estado del juicio, 
pode término á él. Y si fuere después de la sentencia de separación, deja sin 
efecto la ejecutoria. Los cónyuges deben ponerla en conocimiento del juez que 
conozca 6 haya conocido del asunto para los efectos legales. 
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para la obra nueva 


para el de obra nueva 


96 


6 


por el infortue do ex^.c.^ 


los con el informe de expertos 


99 


17 y 18 


aun cuando Unga ;i:i 


¿olo aun cuando »61o tenga un 






acreedor. 


acreedor 


f 


20 


de la cesión 


de la cesión de bienes 


« 


21 y 22 


de todos los débitos 


de todas las deudas 


100 


14 


eu el término de quit.cc 


díns el décimo-quinto día 


lOI 


47 


lisión 


lesión 


105 


3 


Lnandado5 pr achicar 


mandadas practicar 


f( 


21 


el mismo día i:vi ii;nadc 


el día designado 


«r 


35 


para reclamar 


á reclamar 


ir. 


45 


vistos y reconocidos 


examinados 


106 


II 


escrito 


publicado 


. « 


35 


dicho Secretario 


el Secretario 


III 


31 


dentro de veinte cuatro 


horas dentro de tres días 


113 


II 


6 cosa arrendada 


ó casa arrendada 


122 


17 


instaucie 


sustancie 


126 


2 


al día 


el día 


133 


8 


pocesión 


posesión 


« • 


20 


permanente 


permanentes 


135 


23 


á juicio del juez 


ajuicio del Tribunal 


« 


28 y 29 


abonarles 


abonárseles 


137 


15 


todos sus preK'i:.-:0':. ^ 


lodas sus pretensiones 


« 


23 


contravertiJos 


controvertidos 


« 


26 


de 


del 


140 


I 


Si se hiciesen jb'.crvic 


iones si se hicieren obaervaciones 


« 


36 


se hubit^re 


st lu hubiere 


ff 


38 


los recurres 


iOj recursos legales 


•r 


40 


para todcs 


pr.ra todos los j uicios 


140 


10 


cualesquiera o'.í.t 


cualesquiera otras 


» 


18, 


contradicha 


contradicho 


B 


44 7 45 


reniuneiDnción 


remuneración 


144. 


2 


algunos medio 


algunos medios 


9 


5 


dilig'jucias 


diligencias 


» 


7 


de continuar 


de estimar 


147 


11 


en el prinu-; '^-^'^ 


en el mismo acto 


)» 


24 


Art. '^o 


Art. 70 
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32 



Sin peiju'ic'i'i de las cxeep- 

cionc¿í 
la extCDsíóc del término 

daré 

eópecie lu i 11 ni: ara 

preseotando 

condenado ó ¡esarcir 

los autos dci expediente 

camprende 

legalizada 

situadas 

su casos 

pudiere 

á consec^uencir 

pretencióu 

exíbir 

para ante él rt^conozca 

FcrínrJiídade? dir la aper- 

tara 
alcalde nutnicipal 
habilitación 
y siguiente 
heredero bencñciado 
por este efecto 
quinto grado 
inquirará 
tom^udo medidas 
le 

la relación 
despropiado 
solicite se le restituya 
dicienten 
dominio pl^no 
pcsoceio 

lo que óc diy.uleu 
aconon 

eoiplazará ks parles 
executo 
videtua 
fmnisset 
conveniencia 
por otro 
al ausento 
que Dopodiía despojarle 



sin perjuicio de oir las ex- 
cepciones 

la concesión de término ma- 
yor 

dará 

especie de miniatura 

presentado 

condenado á resarcir 

las actas del expediente 

comprende 

legalizado 

situados 

sus casos 

pudiese 

á consecuencia 

pretensión 

exhibir • 

para que ante él reconozcan 

Formalidades déla apertura 

alcalde parroquial 
habitación 
y siguientes 
heredero beneficiario 
para este efecto 
octavo grado 
inquirirá 
tomado medidas 
la 

la redacción 
despojado 

solicite qut se le restituya. 
disienten 
dominio directo 
possesio 

lo que se discute 
acción 

emplazará á las partes 
execute 
vidctur 
íuisset 

consecuencia 
por obra de otro 
al ausente 
de que no podría despojarle 
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